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Capítulo 1

David A. McDonald
Susan J. Spronk
Daniel Chavez

INTRODUCCIÓN: POR QUÉ EL 
AGUA PÚBLICA ES IMPORTANTE 

Históricamente, las pandemias han obligado a los seres humanos 
a romper con el pasado y reimaginar su mundo. Esta pandemia 
no es diferente. Es un portal, una puerta entre un mundo y otro.

Arundhati Roy (2020) 

Este libro está centrado en la respuesta de las empresas 
públicas de agua a la pandemia de covid-19 en diferentes 
partes del mundo. Es en gran medida una celebración de 

su notable ingenio, trabajo arduo y solidaridad en condiciones 
extremadamente difíciles, pero también es una re!exión crítica 
sobre los retos internos y externos de los operadores públicos de 
agua, los errores que se han cometido y lo que se podría hacer 
para mejorar las cosas en el futuro. 

En este capítulo introductorio, que sienta las bases para el resto 
del libro, se argumenta por qué el agua es importante durante la 
pandemia, seguido de un análisis preliminar sobre por qué el agua 
pública es importante, que incluye la consideración de diferentes 
tipos de “agua pública” y sus diferencias con proveedores privados 
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durante una crisis como la actual. A continuación, examinamos 
los nubarrones que la covid-19 ha generado para los operadores 
públicos de agua (desde crisis !nancieras hasta amenazas de pri-
vatización), seguidos de los resquicios de esperanza que se vislum-
bran: las formas positivas en que las empresas públicas de agua 
han respondido a la pandemia y cómo estas ideas y prácticas po-
drían extenderse a cambios organizativos, !nancieros y !losó!cos 
a más largo plazo. Concluimos con un breve repaso de la génesis 
de este libro, las metodologías de investigación y la organización 
de los capítulos.

Sin embargo, aún es pronto, por lo que esta recopilación de 
ensayos no es más que una foto tomada poco después del primer 
brote de covid-19 (las etapas de recolección de datos y redacción de 
los capítulos se completaron entre mayo y agosto de 2020). Al mo-
mento de escribir este texto (octubre de 2020), la segunda ola de in-
fecciones de covid-19 está afectando a muchas partes del mundo, y 
en muchos países la primera oleada todavía no ha acabado. Los re-
tos descritos en este libro pueden volverse exponencialmente más 
difíciles para los operadores públicos de agua. La creciente crisis 
económica está causando recortes presupuestarios y la imposición 
de formas más agresivas de recuperación de costes, mientras que 
el aumento de los gastos, como la compra de equipos de protección 
personal (EPP) y la mejora de los protocolos de limpieza mejora-
dos, están creando retos !nancieros y organizativos que amena-
zan con socavar las operaciones de las empresas públicas de agua 
en un futuro próximo.

La pandemia es, por consiguiente, tanto una amenaza como 
una oportunidad para mejorar el agua pública, y puede impactar 
en ambos sentidos. En consecuencia, los capítulos de este libro 
deben leerse de la manera sugerida por Arundhati Roy en la cita 
del inicio: como un vistazo al potencial de los servicios públicos 
de agua para actuar como portales hacia un futuro mejor, uno en 
el que los servicios de agua y saneamiento estén disponibles para 
toda la población de manera segura, !able, asequible y democrá-
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tica, promoviendo el valor del agua como un bien público más allá 
de su estrecho valor utilitario. Para ello será necesario romper con 
el pasado. 

La covid-19 no es la primera enfermedad que pone de mani-
!esto la necesidad de servicios de agua e!caces y equitativos -y se-
guramente no será la última-, pero es una crisis verdaderamente 
universal, que pone de mani!esto la importancia de los servicios 
de agua para el bienestar humano básico en todas partes del mun-
do. En particular, también ha contribuido a revelar la de!ciente 
cobertura o calidad de los servicios de agua en algunos países del 
Norte, lo que posiblemente ayude a crear una coalición mundial 
más sólida de voces a favor del cambio. Como Sultana y Lo"us ob-
servan en su capítulo centrado en las repercusiones de la covid-19 
en los derechos humanos al agua: “Pocas veces tantos residentes 
en países del Norte han estado tan preocupados porque el acceso 
al agua dependa de la capacidad de pago. Pocas veces se ha debati-
do tan ampliamente sobre el derecho al agua y al saneamiento, con 
un creciente enfado por el cierre de aseos públicos y una crecien-
te preocupación por la inseguridad de la provisión de agua a los 
hogares” (véase también Meehan et al. 2020). Los capítulos sobre 
los cortes de agua en Estados Unidos y la pobreza hídrica en Espa-
ña ofrecen más pruebas concretas de las crecientes disparidades 
mundiales en el suministro de este servicio esencial.

Por lo tanto, no todas las historias recogidas en este libro son 
positivas, pero todas ilustran el potencial de cambio constructivo 
(a través de la creciente demanda de espacios y procesos más de-
mocráticos para la toma de decisiones, el desarrollo de políticas 
tarifarias más justas y el intercambio de conocimientos entre los 
operadores públicos de agua). Algunas historias son dramáticas: 
las decisiones que afectan al suministro de agua podrían tener 
consecuencias de vida o muerte para millones de personas. Otras 
son menos sensacionalistas, pero no por ello menos importantes 
o notables, ya que ilustran la rapidez y e!cacia con la que muchas 
empresas públicas de agua han afrontado la pandemia. En este 
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sentido, animamos al público lector a revisar toda la gama de ex-
periencias recopiladas en esta colección para comprender mejor 
la amplitud de los desafíos, las muy diferentes capacidades de los 
operadores de agua y los diversos resultados de las empresas pú-
blicas durante la pandemia, en el marco del esfuerzo global por 
garantizar la mejor provisión de servicios seguros y apropiados 
para toda la población.

Esta variada recopilación de historias pretende alcanzar tres 
objetivos. El primero es ofrecer una sólida exposición de conoci-
mientos empíricos y teóricos sobre cómo los operadores públicos 
de agua de todo el mundo están respondiendo a la pandemia de 
covid-19. El segundo es identi!car y examinar críticamente prácti-
vas que pueden ser consideradas “buenas” (en contraposición a las 
“mejores”) y cómo estas podrían ser transferibles a otros lugares. 
Y, por último, pretendemos destacar las necesidades y oportuni-
dades para la construcción de un futuro para el agua pública más 
progresista a largo plazo, identi!cando y recogiendo las lecciones 
que nos podría dejar la covid-19.

POR QUÉ ES IMPORTANTE EL AGUA 

Del puñado de medidas preventivas que se consideran e!caces para 
frenar o evitar la propagación de la covid-19, el lavado de manos es 
una de las más importantes. La acción mecánica de frotarse las 
manos con agua puede eliminar los gérmenes por sí misma, pero 
es más e!caz cuando se combina con jabón porque sus moléculas 
alteran la membrana lipídica externa del virus SARS-CoV-2, elimi-
nando los fragmentos virales (Schmidt 2020). Los desinfectantes 
de manos con un contenido de alcohol de al menos 60% pueden ser 
igualmente e!caces, pero suelen ser más caros, no siempre están 
disponibles y no son tan e!caces si las manos están sucias (Smith 
et al. 2020, Sicket-Bennet et al. 2005). Lavarse las manos también es 
importante para evitar otras enfermedades como la salmonelosis, 
la hepatitis y la gripe, siendo la comorbilidad un fuerte indicador 



Agua Pública y Coronavirus

 5

de la posible infección y gravedad de la covid-19 (Aly et al. 2020, 
Morley y Vellas 2020).  

Pero lavarse las manos solo es posible si hay agua disponible. 
Casi 2.100 millones de personas carecen de acceso a agua segura 
y fácilmente disponible en sus hogares, mientras que otros millo-
nes deben recorrer largas distancias a pie o dependen de servicios 
de agua poco !ables e intermitentes fuera de sus casas (UNICEF y 
OMS 2017). Muchas instituciones gubernamentales también care-
cen de servicios básicos de higiene. En 2016, el 47% de las escue-
las de todo el mundo carecían de servicios adecuados para lavarse 
las manos, al igual que el 16% de los centros sanitarios (UNICEF y 
WHO 2018, 11). 

Las desconexiones de agua en muchos países agravan el proble-
ma. Solo en Estados Unidos, 15 millones de estadounidenses vie-
ron interrumpidos sus servicios de agua por falta de pago en el año 
2016 (Swain et al. 2020). La crisis parece estar empeorando; según 
una encuesta reciente “la factura del agua podría ser pronto in-
asequible para más de un tercio de los estadounidenses” (Teodoro 
2019, 2; véanse también los capítulos sobre Baltimore, Pittsburgh 
y Flint en este volumen). Las fugas en la infraestructura, la provi-
sión intermitente del servicio y otras irregularidades contribuyen 
a exacerbar el problema mundial de acceso al agua para el básico 
lavado de manos.

Incluso cuando se dispone de agua, no siempre hay su!ciente 
para lavarse las manos correctamente. Dado que el virus de la co-
vid-19 no se transmite por el agua, la cantidad utilizada en el lava-
do de manos es más importante que su limpieza (aunque el agua 
contaminada sea un vector de otras enfermedades). Por lo tanto, 
“es preferible lavarse las manos con frecuencia con agua de baja 
calidad que hacerlo con poca frecuencia con agua de alta calidad” 
(Howard et al. 2020, 382). Pero como el número de personas que se 
quedan en casa ha aumentado durante la covid-19 debido a las me-
didas de con!namiento, es cada vez más difícil garantizar que se 
destinen cantidades su!cientes para el lavado de manos, especial-
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mente si se tienen en cuenta otras urgentes necesidades de agua 
en los hogares.

El acceso al jabón es otro problema. UNICEF y la OMS (2019) 
informan de que solo el 60% de la población mundial dispone de 
un sitio en su hogar con disponibilidad tanto de agua como de ja-
bón, ya sea con instalaciones !jas (un lavabo) o móviles (jarras o 
palanganas). Estas cifras se reducen a menos del 50% en el África 
subsahariana (Brauer et al. 2020, Jiwani y Antiporta 2020).

Es importante destacar que las aguas residuales no son un pro-
pagador de la covid-19, ya que las heces no parecen ser un vector 
de la enfermedad (aunque, una vez más, sea un vector de otras en-
fermedades graves, lo que puede contribuir a la comorbilidad). Sin 
embargo, los anticuerpos del virus causante de la covid-19 pueden 
rastrearse en los sistemas de saneamiento y pueden ser una he-
rramienta importante para controlar los brotes de la enfermedad 
(Farkas et al. 2020; véase también el capítulo sobre Québec en este 
volumen). Por lo tanto, las empresas de agua pueden desempeñar 
un papel importante en la emisión de avisos anticipados sobre la 
aparición de la enfermedad en un sitio especí!co.

POR QUÉ ES IMPORTANTE EL AGUA PÚBLICA

Aunque las empresas privadas de agua también se han enfrentado 
a la crisis de la covid-19 (más adelante hablaremos sobre eso), este 
libro se centra en los operadores públicos de agua por dos razones. 
En primer lugar, las empresas públicas constituyen la gran ma-
yoría de los proveedores de servicios de agua del mundo. El agua 
privada sigue siendo importante en algunas partes de Europa (el 
100% en Inglaterra, 67% en Francia y 63% en España) y el sumi-
nistro privado está creciendo en algunos lugares (por ejemplo en 
China y Brasil), pero en la mayoría de los países del mundo el agua 
y el saneamiento siguen siendo predominantemente públicos. En 
Estados Unidos, solo el 15% del agua es suministrada por empresas 
privadas, mientras que en Alemania e Italia solo el 12% y el 11% es 
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privado, respectivamente (Arup 2015, 38). En los países de renta 
baja, los servicios son prestados mayoritariamente por empresas 
públicas de agua, y las compañías privadas muestran poco interés 
en atender estos mercados (WWC y OCDE 2015). El sector privado 
tampoco desempeña un papel importante en las inversiones de ca-
pital en el sector del agua (Hall 2015, 10; véase también McDonald 
et al. 2020a).

En segundo lugar, hay buenas razones para argumentar que 
los operadores públicos de agua pueden hacer las cosas de ma-
nera diferente a las empresas privadas. Como argumentan los 
miembros de la ONG France Eau Publique en su capítulo de este 
libro: “A diferencia de un contrato de concesión, que circunscribe 
la inversión dentro de un marco temporal y espacial, el modelo 
de gestión pública proporciona los medios para tomar decisiones 
basadas en las consecuencias a largo plazo. Los operadores públi-
cos se comprometen a defender y preservar el agua como un bien 
común. Cuando el agua se privatiza, las autoridades locales deben 
negociar con operadores privados que se niegan a salirse de los 
mandatos de!nidos en el contrato. Los operadores públicos, por el 
contrario, asumen que tienen la misión de suministro de un bien 
público. Los trabajadores están en el centro de este movimiento, 
dispuestos a comprometer su tiempo y energía para garantizar la 
calidad del servicio”. 

No es nuestra intención “demostrar” que los operadores públi-
cos de agua han respondido mejor a la covid-19 que sus homólogos 
privados. No hemos realizado una investigación comparable sobre 
las reacciones de las empresas privadas ante la crisis que nos per-
mita hacerlo. Tampoco pretendemos disponer de una muestra re-
presentativa de operadores públicos de agua que permita tal com-
paración. De hecho, tenemos una selección intencionadamente 
sesgada de empresas públicas que fueron elegidas porque esperá-
bamos que pudieran ilustrar ejemplos relativamente positivos en 
un intento por aprender más sobre lo que han hecho bien (y no tan 
bien) en sus esfuerzos por enfrentar la pandemia. Reconocemos 
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que hay servicios públicos de agua mal gestionados en el mundo 
que podrían presentar una imagen muy diferente, pero ese no es 
el propósito de este libro.

Dicho esto, creemos !rmemente que los servicios públicos 
de agua pueden ser más democráticos, más responsables y más 
transparentes que los servicios privados de agua, en gran medi-
da porque su objetivo no es el lucro. También ofrecen un mayor 
potencial de colaboración con otros proveedores de servicios pú-
blicos, dados sus amplios mandatos fundacionales, con horizontes 
temporales más largos en lo que respecta a las inversiones en per-
sonal, infraestructuras y procesos. Tres décadas de estudios de ca-
sos y metaestudios sobre este tema en todo el mundo han demos-
trado claramente que los operadores de agua del sector privado 
tienden a ser más caros, menos responsables y menos interesados 
en las inversiones a largo plazo que sus homólogos del sector pú-
blico (Hall et al. 2005, Castro 2008, Bakker 2010, Bel et al. 2010, Tan 
2012). Creemos que esto ha afectado negativamente su capacidad 
para responder a la covid-19 de forma democrática y equitativa, 
y por ello nos sumamos a las conclusiones generales de un grupo 
de relatores especiales de la ONU que publicaron un artículo de 
opinión (sin precedentes) en el periódico The Guardian en octubre 
de 2020, en el que argumentaban que “la covid-19 ha puesto de ma-
ni!esto el impacto catastró!co de la privatización de servicios vi-
tales” como el agua (Farha et al. 2020).

Pero este libro no trata de los impactos de la privatización. La 
cuestión que quisiéramos plantear es qué constituye un “buen” 
operador público. En este punto, nuestra posición es contingente, 
carece de resultados predeterminados y tiene en cuenta una am-
plia gama de factores sociales, políticos, económicos, culturales 
y geofísicos (McDonald y Ruiters 2012). Para complicar las cosas, 
nunca hay dos lugares iguales, y ningún operador público de agua 
lo hará todo exactamente de la misma manera. Nos interesa el des-
ordenado collage de indicadores que conforman una evaluación del 
rendimiento del agua pública y examinamos estos marcadores en 
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diferentes lugares en un esfuerzo por documentar y comprender 
mejor la e!cacia (o no) de estas acciones para promover servicios 
de agua equitativos, sostenibles y democráticos durante la crisis 
de la covid-19. 

También mostramos la importancia de los actores no estatales  
en el marco de los servicios de agua “públicos”. La coproducción,  
en la que participan gobiernos, comunidades, ONG y otros acto 
res, es una realidad desde hace mucho tiempo en la prestación de 
servicios de agua, sobre todo –pero no solo– en los países del Sur 
(Ahlers et al. 2014). Por ello, hemos incluido un capítulo sobre el  
papel de las pequeñas empresas locales que llenan los vacíos que 
deja el Estado en las zonas rurales de Nigeria, y otro que ex plora 
los acueductos comunitarios en Colombia, una práctica muy ex-
tendida en algunas partes de América Latina (Llano-Aria 2015).

Igualmente importante es que seamos muy críticos con ciertos 
tipos de operadores públicos de agua, concretamente los que están 
corporativizados y comercializados. Por corporati- vización nos 
referimos a las empresas de agua que son propiedad y están ges-
tionadas por el Estado (local o nacional), pero que fun cionan con 
un estatus legal y !nanciero independiente (McDonald 2014). La 
corporatización puede adoptar muchas formas diferen tes, pero 
el auge del neoliberalismo y de la llamada “nueva gestión pública” 
en las últimas cuatro décadas ha dado lugar a la comercialización 
generalizada de los servicios de agua, en los que  los principios de 
funcionamiento de tipo mercantil dominan  la toma de decisiones. 
El resultado general ha sido la creación de  empresas públicas que 
operan como si fueran empresas privadas  en un mercado compe-
titivo, centrándose primariamente en los re sultados !nancieros 
en un esfuerzo por “fomentar determinados  tipos de comporta-
miento empresarial, competitivo y comercial” (Gilbert 2013, 9).

Esta forma de comercializar el suministro de agua se ha mani-
festado sobre todo en la obsesión por la recuperación total de los 
costes y las duras sanciones por impago de las facturas del consu-
mo doméstico. El resultado ha sido una crisis de cortes de agua en 
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muchas partes del mundo, como lo explican algunos capítulos de 
este libro (centrados en casos tan diversos como Flint, Medellín y 
Ciudad del Cabo). Hoy en día son pocos los operadores públicos de 
agua que no han sufrido los impactos de las políticas de recupera-
ción de costes en la provisión de los servicios públicos.

Sin embargo, la corporatización neoliberal no es lo mismo que 
la privatización, y los principios del libre mercado nunca se apli-
can plenamente a las empresas estatales o a los “monopolios na-
turales” como el agua y el saneamiento (Furlong et al. 2018). En 
este sentido, destacamos las posibles aperturas para un cambio 
progresista incluso en algunos de los operadores públicos de agua 
más corporatizados mencionados en este libro. La covid-19 contri-
buye a exponer las contradicciones e inequidades de los estrechos 
mandatos de recuperación de costos y las prácticas de cortes que a 
menudo les acompañan. Como tal, algunos de los ejemplos menos 
positivos de esta colección pueden resultar los más instructivos en 
cuanto a lo que se puede y debe hacerse para abordar la crisis de 
asequibilidad y para avanzar hacia un modelo público más soste-
nible y más democrático en un mundo post-covid.

LA CRISIS FINANCIERA

Sin embargo, la situación !nanciera inmediata de los operadores 
públicos de agua es muy grave. La mayoría de los operadores pú-
blicos de agua analizados en este libro se enfrentan a graves dé!-
cits !nancieros como resultado de la pandemia. Ello se suma a una 
situación !scal sombría en una época de austeridad, que di!culta 
la ejecución de políticas públicas de agua progresis tas a corto pla-
zo y disminuye las opciones de cambio a largo plazo.

Este impacto !nanciero se ha notado en dos frentes. El primero 
ha sido una importante pérdida de ingresos. La menor demanda 
(sobre todo de la industria), combinada con la disminución de los 
pagos (debido a la creciente pobreza y a la pérdida de empleos), 
ha supuesto una drástica caída de los ingresos. Además, muchos 



Agua Pública y Coronavirus

 11

operadores públicos de agua han subvencionado el consumo y 
reconectado a los usuarios a la red en un esfuerzo por ayudar a 
combatir la propagación del virus (a veces como resultado de la 
legislación vigente, pero también debido a decisiones internas), 
agravando así las pérdidas !nancieras. El segundo factor ha sido 
el aumento de los costes, como los EPP, la organización de nue-
vas modalidades de trabajo, la escasez de suministros críticos, el 
aumento de los protocolos de limpieza, la ampliación de los servi-
cios informáticos y la digitalización, la prestación de servicios de 
emergencia, las horas extraordinarias del personal, el desarrollo 
de nuevos sistemas de relación con los consumidores, entres otros. 

El resultado ha sido una contracción de los "ujos de caja diarios 
y de los presupuestos de capital a largo plazo. Todavía no hay cifras 
globales completas, pero los datos recogidos en junio de 2020 por 
la Red Internacional de Evaluación Comparativa de los Servicios 
de Agua y Saneamiento revelaron que los índices de recaudación 
habían caído un 40% en los servicios que supervisan, mientras que 
los costes también habían aumentado signi!cativamente (World 
Bank 2020a). Otras cifras indican una disminución de los ingresos 
de hasta el 70% en las primeras semanas de la pandemia (World 
Bank 2020b). En Estados Unidos, las pérdidas !nancieras para las 
empresas de servicios públicos se estiman en 13.900 millones de 
dólares y los impactos económicos en 32.700 millones de dólares 
(Ra#elis 2020). Esto ocurre en un país donde las necesidades de in-
versión en infraestructura en el sector del agua se estiman en más 
de un billón de dólares en los próximos 20 años (Tiemann 2017, 
9). Los operadores de agua de países como Burkina Faso y Colom-
bia se encuentran en situaciones igualmente difíciles, pero con un 
margen de maniobra !scal y monetario mucho menor. 

Aunque muchas empresas de agua han entrado en dé!cit para 
gestionar la crisis de la covid-19, no está nada claro que puedan 
conservar la !nanciación necesaria para ampliar y mejorar los 
servicios de agua cuando la pandemia haya terminado. Si la expe-
riencia pasada de crisis sanitarias transmitidas por el agua sirve 
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de ejemplo, la !nanciación de emergencia se agotará rápidamen-
te en muchos países y los operadores públicos de agua volverán a 
caer en un estado crónico de crisis !nanciera. Por mucho que  nos 
guste pensar que esta pandemia en particular será la que !nal-
mente despierte al mundo a la necesidad de una !nanciación ade-
cuada para hacer realidad los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS) en materia de agua y saneamiento –con cifras globales para 
las metas 6.1 y 6.2 de los ODS por sí solas estimadas en 150.000 mi-
llones de dólares estadounidenses al año (World Bank 2017, 52)–, 
incluso los gobiernos y donantes mejor intencionados tendrán di-
!cultades para encontrar el dinero, habida cuenta de todos los de-
más costes asociados a las secuelas de la covid-19. 

Una de las respuestas a la crisis !nanciera en curso puede ser 
una corporatización reforzada. Ya hay pruebas de ello en algunos 
de los capítulos de este libro. En Colombia, por ejemplo, Empre-
sas Públicas de Medellín (EPM) ha introducido medidas de emer-
gencia para hacer que el agua sea más asequible para los pobres 
durante la pandemia, pero ha dejado muy claro que se trata de ce-
ses temporales de la política de recuperación de costes y ha hecho 
hincapié en que no está ofreciendo agua “gratis”. En Uruguay, las 
reformas legislativas y de gestión introducidas durante la pande-
mia por la nueva coalición gobernante de orientación neoliberal 
han intensi!cado la tendencia a la corporatización de la empresa 
nacional de agua, OSE.

El Banco Mundial también ha aprovechado la pandemia para 
reforzar su visión mercantilizada de los servicios de agua, con la 
creación de un programa especializado en la !nanciación de los 
operadores de agua afectados por la covid-19. El programa está 
destinado principalmente a la gestión de la crisis a corto plazo, 
pero “podría convertirse en un servicio de !nanciación a medio 
plazo para el sector del agua, aplicando las lecciones adquiridas 
durante la pasada crisis !nanciera” (World Bank 2020b, 5). El obje-
tivo es emplear “modelos de !nanciación combinada para ayudar 
a las empresas de servicios públicos solventes o casi solventes a 
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pasar de una !nanciación de donantes puramente concesional a 
una !nanciación de mercado más sostenible en el contexto de la 
pandemia” (World Bank 2020b, 1). También se señala que “proba-
blemente será necesario considerar nuevos préstamos externos 
en el contexto de garantizar la estabilidad macroeconómica y !s-
cal”, y que estos préstamos requerirán “contratos de rendimiento” 
con indicadores clave de gestión “que evalúen si los costes de las 
empresas de servicios públicos están en niveles e!cientes”, con el 
objetivo de “aumentar la e!ciencia y cobrar tarifas que re"ejen los 
costes” (World Bank 2020b, 2, 7, 8, 23). Es difícil imaginar una pos-
tura más clásicamente neoliberal.

También existe la clara posibilidad de que aumente la privatiza-
ción en el sector del agua como resultado de la covid-19. Ya algunos 
organismos multilaterales de alto nivel están presionando para 
que haya más participación privada. ONU-Habitat y UNICEF (2020, 
6), por ejemplo, quieren “promover asociaciones público-privadas 
con empresas multinacionales para apoyar el suministro de jabón 
y otros materiales de higiene a las poblaciones más vulnerables de 
los asentamientos informales”. Les gustaría

...involucrar y empoderar a los pequeños vendedores priva-
dos que prestan servicios de agua, saneamiento e higiene en 
los asentamientos informales para garantizar la continuidad 
del servicio y apoyar el suministro de equipos de protección 
personal cuando sea necesario para la prestación segura de 
los servicios... incluyendo subvenciones, materiales o cual-
quier otra forma de incentivo que impulse las operaciones de 
los pequeños vendedores privados en estas áreas (UN-Habi-
tat y UNICEF 2020, 7).

Por su parte, el Banco Mundial (World Bank 2020b) está presio-
nando para que las empresas privadas inviertan en los servicios de 
agua. Algunos gobiernos también parecen estar aprovechando la 
crisis como una oportunidad para la privatización, sobre todo en 
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lugares en los que ya había un impulso para hacerlo, como Brasil 
(Zislis 2020). En algunos casos, las presiones !scales por sí solas 
están empujando a las autoridades a considerar la privatización, 
como en el caso de la ciudad de Filadel!a, en Estados Unidos (Mo-
hler 2020). En otros casos, la covid-19 ha animado a algunos gobier-
nos a retractarse de su promesa de remunicipalizar el agua (véase 
el capítulo sobre Yakarta, en este volumen). 

Las propias compañías privadas también parecen estar a la 
ofensiva, y algunas utilizan covid-19 como una oportunidad para 
las relaciones públicas. La empresa británica Thames Water, por 
ejemplo, ha querido publicitar su donación a un fondo !duciario 
para apoyar a los clientes con di!cultades económicas (Thames 
Water 2020). Del mismo modo, Suez (2020) ha anunciado que:

Como medida de solidaridad, el Consejero Delegado y los 
miembros del Comité Ejecutivo han decidido donar el 25% 
de sus salarios, durante el periodo de con!namiento, a la 
Fundación Suez, al Instituto Pasteur y a UNICEF para !nan-
ciar la investigación y el apoyo al personal sanitario durante 
la crisis.

Las empresas privadas del sector del agua parecen ser optimis-
tas en cuanto a las perspectivas futuras del mercado del agua y el 
saneamiento, y la covid-19 les sirve para demostrar el potencial de 
crecimiento y estabilidad del sector debido a su demanda inelásti-
ca. Como ya lo señaló Amit Horman, director general de Miya, una 
empresa de agua de capital privado que opera en Europa, África y 
el Caribe, en una entrevista con la revista Smart Water en mayo de 
2020: 

No prevemos un impacto signi!cativo a largo plazo en el sec-
tor. Creemos que los servicios de agua se encuentran entre 
los sectores más resistentes a una epidemia y a cualquier cri-
sis !nanciera que pueda surgir como consecuencia de ella. El 
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consumo de agua es rígido por naturaleza y creemos que el 
sector será aún más atractivo para los inversores después de 
la pandemia (Tempest 2020).

La covid-19 también parece estar contribuyendo a una oleada 
de fusiones y adquisiciones. Algunos analistas prevén una “com-
pleta reestructuración de la industria del agua” (Maceira 2020, 3), 
ejempli!cada a través de una de las posibles adquisiciones más 
espectaculares del sector en los últimos 50 años: una oferta de 
agosto de 2020 de la multinacional francesa del agua Veolia por 
una importante participación en la empresa rival Suez, indicando 
esta última que se trataba del “primer paso de una adquisición pla-
ni!cada” (Keohane 2020). Irónicamente, pues, la covid-19 puede 
ofrecer a las empresas privadas de agua una nueva oportunidad, 
mientras los gobiernos se enfrentan a dé!cits crecientes y organi-
zaciones multilaterales como el Banco Mundial y algunas agencias 
de la ONU siguen promoviendo la participación del sector privado 
como solución clave para el suministro de agua y saneamiento.

¿Se trata de un “capitalismo del desastre” (Klein 2007, Hash-
vardhan 2020, Vilenica et al. 2020, Zizek 2020) en el sector del agua, 
en el que las empresas privadas y sus patrocinadores estatales pre-
sionan agresivamente para (re)normalizar las ideas neoliberales 
y aprovechar las oportunidades de acumulación tras una crisis? 
Ciertamente, hay indicios de ello, pero no es una conclusión in-
evitable, ya que los sindicatos, las organizaciones comunitarias, 
algunos gobiernos y ONG siguen luchando contra la privatización 
y, al mismo tiempo, presionando por formas más progresistas de 
provisión de servicios públicos de agua.

En última instancia, este libro pretende ofrecer “buenas noti-
cias”, con indicios de que la covid-19 ha demostrado tanto la rea-
lidad como el potencial de los operadores públicos de agua para 
hacer frente a la pandemia de forma e!caz y justa a corto plazo, al 
tiempo que abre posibilidades para profundizar la democratiza-
ción y la equidad en el futuro del sector. 
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RESQUICIOS DE ESPERANZA

Algunos de los estudios de caso presentados aquí son más positi-
vos que otros, pero todos ilustran el potencial del sector del agua 
pública para ser más democrático, más responsable y más equi-
tativo. Es posible que algunas de las lecciones aprendidas no se 
trans!eran fácilmente de un lugar a otro, dadas las circunstancias 
únicas en las que se encuentran la mayoría de las empresas pú-
blicas de agua. Sin embargo, el propio acto de aprendizaje entre 
iguales e intercambio de conocimientos documentado en este li-
bro es un ejemplo del potencial que tienen los operadores públicos 
de agua para avanzar en una forma más colectiva de suministro 
público en el futuro (véanse, en particular, los capítulos escritos 
por los representantes de Aqua Publica Europea y la Global Water 
Operators’ Partnership Alliance). 

El cuadro 1 ofrece un resumen de las “buenas prácticas” reco-
gidas en estos estudios de caso. Ningún operador público de agua 
es capaz de exhibir todas ellas, y algunos lo hicieron mejor que 
otros. También hay casos en los que las prácticas positivas (como 
una moratoria en los cortes) se vieron anuladas por las negativas 
(como la incapacidad de suministro en las cantidades adecuadas), 
pero los estudios de caso proporcionan pruebas concretas no sólo 
de lo que es posible por parte de los operadores públicos, sino de 
lo que realmente está ocurriendo, a menudo en circunstancias ex-
tremadamente difíciles.

La mayoría de los operadores públicos que aparecen en este 
libro han hecho todo lo que han podido para mantener sus opera-
ciones y ampliar los servicios de emergencia a zonas y hogares sin 
suministro regular. Muchos de los trabajadores de la primera lí-
nea y muchos directivos han trabajado largas horas, a menudo sin 
compensación adicional y con frecuencia poniendo en riesgo su 
propia salud (a pesar de los mejores esfuerzos de la mayoría de los 
operadores de agua para proporcionar EPP adecuados), y con muy 



Agua Pública y Coronavirus

 17

poco reconocimiento o agradecimiento por parte de los medios de 
comunicación o del público en general. 

Algunos operadores de agua pudieron introducir nuevos proce-
sos democráticos de toma de decisiones, así como sistemas de pago 
fáciles de usar y servicios más accesibles para los consumidores. 
Muchos desarrollaron campañas de educación pública en torno al 
lavado de manos e!caz, asegurando a los residentes la !abilidad y 
seguridad de sus sistemas de agua y saneamiento, ayudando a ali-
viar la ansiedad. Y lo que es más importante, las empresas públi-
cas de agua han sido capaces de desarrollar y aplicar estas accio-
nes de emergencia con rapidez y e!ciencia, a menudo rediseñando 
planes sobre la marcha y, en algunos casos, desarrollando proto-
colos de emergencia desde cero. Puede que no sea física cuántica 
en lo concerniente a la complejidad de las tecnologías implicadas, 
pero estas empresas públicas han navegado por un terreno enor-
memente complejo de dinámicas sociales, políticas y económicas 
en medio de una pandemia.

Los resultados positivos de los operadores públicos de agua 
durante la covid-19 también pueden contribuir a frenar las men-
cionadas amenazas de privatización. Incluso podrían contribuir a 
acelerar las demandas de remunicipalización o renacionalización. 
Antes de la pandemia ya existía una tendencia creciente a devolver 
los servicios de agua a la propiedad y la gestión públicas, con al 
menos 311 casos de remunicipalización de servicios de agua en los 
últimos 20 años en más de 40 países (Kishimoto et al. 2020).

Cientos de municipios más tomarán la decisión de renovar o no 
sus contratos con el sector privado en la próxima década, y algu-
nas empresas privadas ya han decidido retirarse antes de tiempo, 
incluso cuando ello conlleva una multa (Umler y Gerlak 2019). Los 
buenos resultados de los operadores de agua recientemente remu-
nicipalizados durante la covid-19 podrían ayudar a promover esta 
opción, como ilustran los casos de París y Terrassa incluidos en 
este libro.
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Tabla 1.1
Ejemplos de medidas progresistas de las empresas públicas de agua

Objetivos Acciones

Hacer asequibles los servicios 
de agua

• Aplazamientos de pago
• Tarifas reducidas
• Suministro gratuito
• Destinar cuidadosamente 

las subvenciones a los más 
necesitados

Mantener a las personas 
conectadas a los servicios

• Moratoria en los cortes
• Rápidas reconexiones
• Reparación rápida de averías o 

interrupciones 
• Garantizar servicios sin 

interrupciones

Puntos de acceso más cercanos 
o seguros 

• Instalación de grifos en el hogar 
o en patios

• Instalación de grifos 
comunitarios

• Suministro de emergencia con 
camiones cisterna 

Servicios en línea nuevos o 
mejorados

• Opciones de pago sin contacto
• Asistencia técnica a distancia 

para los consumidores
Servicios de emergencia para 
grupos vulnerables (por ejemplo 
refugiados o asentamientos 
informales)

• Instalaciones de lavado
• Cisternas de agua
• Fuentes de agua
• Servicios de limpieza

Educación pública

• Importancia y métodos de 
lavado de manos

• Aliviar la ansiedad social 
asegurando que los servicios 
de agua son seguros, !ables y 
asequibles 

Personal de apoyo

• Suministro de EPP
• Formación adicional
• Opciones de trabajo a distancia
• Ayuda para el cuidado de niños
• Pruebas de detección del virus
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Tabla 1.1
Ejemplos de medidas progresistas de las empresas públicas de agua

Compromiso del personal

• Los trabajadores de primera 
línea asumen riesgos a su salud

• Gestores que trabajan en el 
desarrollo de nuevos sistemas

• Horas extras no remuneradas

Ampliar o desarrollar procesos 
democráticos

• Escuchar las diferentes voces 
(comunidades, trabajadores)

• Aumentar la transparencia en la 
toma de decisiones 

• Mejorar la rendición de cuentas 
respecto de las decisiones 
tomadas 

Innovación
• Desarrollo de nuevos sistemas 

de trabajo y herramientas 
informáticas 

Redes y solidaridad

• Intercambios de conocimientos 
entre pares sin ánimo de lucro 
(dentro del mismo sector, 
entre sectores, nacionales, 
internacionales) 

Las experiencias negativas de privatización durante la covid-19 po-
drían acelerar aún más las demandas de remunicipalización. De 
hecho, las oleadas iniciales de municipalización del agua a !nales 
del siglo XIX y principios del XX fueron en gran medida el resul-
tado de epidemias sanitarias causadas por la de!ciente prestación 
de servicios de agua privados. Los reformistas sanitarios de la 
Inglaterra victoriana, por ejemplo, utilizaron los brotes de cólera 
para exponer las graves de!ciencias de un enfoque laissez faire del 
problema, que había permitido a nueve empresas de la ciudad de 
Londres repartirse el suministro de agua entre ellas, armando “un 
monopolio de nueve cabezas” sin coordinación central (Leopold y 
McDonald 2012). Nada menos que John Stuart Mill hizo suya la cau-
sa, criticando las ine!ciencias bizantinas del suministro privado 
balcanizado mucho antes del establecimiento de un proveedor mo-
nopolista a gran escala. En 1851 consideraba obvio que se obten-
dría un gran ahorro de mano de obra “si Londres fuera abastecido 
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por una sola compañía de gas o de agua en lugar de la pluralidad 
existente... Si hubiera un solo establecimiento, podría cobrar me-
nos, sin dejar de obtener la tasa de bene!cio que ahora se obtiene” 
(Mill 1872, 88-89). Era un error, argumentaba, creer que la compe-
tencia entre empresas de servicios públicos mantenía realmente 
los precios bajos. Algo similar ocurrió en la ciudad de Nueva York, 
que “se hizo cargo de los servicios de agua potable de la Manhat-
tan Company, predecesora de JPMorgan Chase, después de que un 
brote de cólera matara a 3.500 personas y un incendio devastador 
causara grandes daños materiales” (FFW 2012, 12-13). 

Tampoco es sólo la privatización del agua lo que se cuestiona 
durante la covid-19. Como deja claro el artículo de opinión de los 
relatores especiales de la ONU, la privatización es la causa de un 
amplio abanico de problemas asociados a la pandemia, afectando 
servicios que van desde la vivienda hasta la atención sanitaria y 
la educación (Farha et al. 2020). Su argumento central es que es 
extremadamente difícil (si no imposible) gestionar una crisis de 
salud pública integral con una red de servicios gestionada con con 
!nes de lucro y fragmentada. Esta toma de conciencia, combinada 
con un creciente reconocimiento de los impactos altamente racia-
lizados y de género de la covid-19 (véase el capítulo de Spronk en 
este libro), puede ayudar a fortalecer los vínculos entre el movi-
miento antiprivatización y las preocupaciones sociales más am-
plias en torno a la equidad y la discriminación en el acceso a ser-
vicios esenciales, ayudando a construir un conjunto más sólido de 
demandas en torno a un mundo futuro con mayor protagonismo 
del sector público. 

Para esta reconstrucción de los servicios públicos será funda-
mental integrar formas más democráticas de !nanciación públi-
ca. En este sentido, podemos mencionar brevemente el potencial 
de los bancos públicos, en particular, para ayudar a !nanciar los 
servicios de agua y saneamiento. Hay más de 900 bancos públicos 
en todo el mundo (excluyendo a los bancos centrales y multilatera-
les), que colectivamente poseen más de 48 billones de dólares en 
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activos y representan alrededor del 17% de los recursos bancarios 
mundiales (McDonald et al. 2020a). Algunos –como el Nederlandse 
Waterschapsbank (NWB) holandés y el Kreditanstalt für Wiede-
raufbau (KfW) alemán– llevan décadas concediendo préstamos a 
los operadores públicos de agua a bajos tipos de interés y propor-
cionando asesoramiento experto al sector público. Otros son rela-
tivamente nuevos, pero el potencial para ampliar estas relaciones 
y crear con!anza y conocimientos intersectoriales es considera-
ble. La covid-19 puede contribuir a crear más conciencia y opor-
tunidades para esas formas nuevas e innovadoras de asociación 
público-pública [para más información sobre este tema, véase el 
volumen complementario de este libro, Los bancos públicos y la co-
vid-19 (McDonald et al. 2020b)].

LA ESTRUCTURA DEL LIBRO  

Como ya se ha señalado, se trata de una muestra selectiva de lo que 
esperábamos que fuera un conjunto relativamente positivo de es-
tudios de casos de empresas públicas de agua en respuesta a la co-
vid-19. Al !nal, no ha sido ni tan sistemático ni tan optimista como 
esperábamos, pero sí ofrece una foto bastante impresionante de 
un momento extraordinario. Con aportes de académicos, activis-
tas, expertos técnicos, sindicalistas, miembros de ONG y de orga-
nizaciones comunitarias vinculados a proveedores de servicios de 
agua de más de 20 países, este libro ofrece una perspectiva global 
de un fenómeno mundial. 

Cuando inicialmente nos pusimos en contacto con los posibles 
colaboradores, en abril de 2020, poco después de que la Organiza-
ción Mundial de la Salud declarara una pandemia en marzo, no 
estaba claro quién podría participar ni qué tipo de información 
podrían recopilar. Proporcionamos a los autores una lista estan-
darizada de preguntas para que las aplicaran a su realidad local, 
así como orientaciones para sistematizar y analizar las medidas 
adoptadas para garantizar el acceso a los servicios de agua potable 
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y saneamiento, la salud y la seguridad de las y los trabajadores, el 
papel que desempeñan los sindicatos en la toma de decisiones, las 
comunicaciones y el compromiso de la comunidad, la colaboración 
con otros servicios públicos en su jurisdicción, la colaboración con 
operadores públicos de agua en otras jurisdicciones, el acceso a la 
!nanciación para medidas de emergencia, los niveles de prepara-
ción para la crisis y el impacto de la covid-19 en la plani!cación 
a largo plazo, entre otras preguntas orientadoras. Sin embargo, 
la naturaleza constantemente cambiante de la crisis, combinada 
con contextos personales y geográ!cos muy diferentes, di!cultó 
alcanzar el tipo de coherencia que pretendíamos en un principio. 

Pero quizás sea la naturaleza ecléctica de este libro su mayor 
fuerza, ya que ilustra tanto la universalidad de las experiencias de 
los servicios de agua como sus diversas realidades. También son 
diferentes los estilos de redacción. Algunos capítulos son extensos 
y teóricos, mientras que otros son breves y prácticos. Sin embargo, 
en conjunto, ofrecen una serie de ideas que deben ser probadas en 
su totalidad para apreciar su sabor general. En este sentido, ani-
mamos a los lectores a revisar una amplia muestra de capítulos, de 
diferentes lugares y perspectivas, y hemos colocado intencionada-
mente los ensayos en orden aleatorio para promover esto.

También se trata de un proyecto de “respuesta rápida”, lo que 
signi!ca que los autores y los editores, al igual que el equipo de 
traducción y diseño grá!co, trabajaron con plazos muy  ajustados 
para publicar los resultados. Por lo tanto, pedimos a nuestros dili 
gentes lectores que nos perdonen cualquier pequeño error de for-
mato, de citación o tipográ!co. 
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Capítulo 2

Susan J. Spronk

COVID-19 Y DESIGUALDADES 
ESTRUCTURALES: CLASE, 
GÉNERO, RAZA Y JUSTICIA DEL 
AGUA

Este capítulo sostiene que la pandemia de covid-19 ha ex-
puesto profundas desigualdades estructurales en el mundo 
actual, basadas en divisiones de clase, género y raza: entre 

trabajadores con buenos empleos y trabajadores precarios, entre 
mujeres y hombres, entre personas racializadas y no racializadas. 
Desde las perspectivas de la justicia de género y el racismo am-
biental, este capítulo documenta cómo las narrativas interrelacio-
nadas del colonialismo y el capitalismo han creado el mundo des-
igual en el que vivimos, a!anzando las desigualdades en el entorno 
construido, como se evidencia claramente en el acceso al agua y 
al saneamiento. El capítulo también analiza a la pandemia como 
oportunidad para reorientar los esfuerzos hacia servicios básicos 
universales como una forma de salir de esta crisis.

INTRODUCCIÓN 

La pandemia de covid-19 debe entenderse desde el punto de vista 
de las desigualdades estructurales. Para contener la propagación 
del virus, los ministerios de salud y la Organización Mundial de la 
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Salud (OMS) han aconsejado a todo el mundo que se lave las manos 
con frecuencia, use mascarillas, permanezca en casa y practique el 
distanciamiento físico en los espacios públicos. Estas recomenda-
ciones son meros inconvenientes para la mayoría de los trabajado-
res y las élites del que pueden refugiarse en sus domicilios gracias a 
los llamados “trabajadores esenciales”, quienes han seguido arries-
gando su propia salud para satisfacer nuestras necesidades, entre-
gar nuestros paquetes, desinfectar nuestros espacios públicos, po-
ner comida en los estantes, cultivar nuestros alimentos y cuidar de 
los enfermos y los ancianos. Además, estas recomendaciones son 
casi imposibles de seguir para las personas que tienen poco o nin-
gún acceso a agua potable o instalaciones sanitarias, que dependen 
del jornal de cada día para sobrevivir o que viven en asentamientos 
informales densamente poblados, en campos de refugiados, o en la 
calle.

La pandemia y sus consecuencias económicas han puesto de 
mani!esto las líneas divisorias de los privilegios y las desventajas: 
mientras que algunos estamos en una posición social que nos per-
mite seguir siendo económicamente estables y mantenernos sanos, 
la mayoría de la población se enfrenta a un futuro con más riesgos y 
más vulnerabilidad, y ya ha sufrido impactos devastadores. El virus 
ha puesto de mani!esto las grietas de nuestras sociedades desigua-
les, dejando al descubierto profundas contradicciones de clase, gé-
nero y raza, tanto dentro de los países como entre ellos.

La falta de acceso a agua y saneamiento básicos es una de esas 
formas de desigualdad. En el año 2017, 3.000 millones de personas 
seguían careciendo de instalaciones básicas para lavarse las manos 
en casa: 1.600 millones carecían de agua o jabón, y 1.400 millones 
no tenían ningún lugar de aseo (UNICEF y WHO 2019). No es de 
extrañar que este dé!cit afecte sobre todo a los pobres de las zonas 
más vulnerables de la economía mundial, en particular a las muje-
res y niñas pobres que se encargan de conseguir agua en comuni-
dades que no tienen acceso a una fuente de agua mejorada y/o a la 
red de saneamiento.
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Este capítulo argumenta que, para entender y abordar estas 
desigualdades, debemos entender cómo el poder y la desigualdad 
se estructuran de forma diferente para los grupos históricamente 
oprimidos en el marco del capitalismo y el colonialismo. Lograr 
una justicia del agua que contribuya a la justicia de género y de raza 
requiere algo más que una simple reforma de las instituciones para 
ampliar la representación de las mujeres y otras minorías políticas. 
Requiere un replanteamiento del sistema lucrativo que amenaza la 
ecología, una redistribución de la riqueza y el poder, y una inver-
sión pública masiva en servicios básicos universales.

LA DIMENSIÓN DE GÉNERO DE LAS PANDEMIAS

Las pandemias afectan de forma diferente a hombres y mujeres, 
y la covid-19 no es una excepción. Los primeros datos indican que 
en todo el mundo hay más mujeres que hombres infectados por el 
virus, pero los hombres tienen más probabilidades que las mujeres 
de enfermar gravemente y morir a causa de la covid-19. Es probable 
que esta mayor tasa de morbilidad masculina se deba en parte a las 
normas de género que afectan al comportamiento, como las mayo-
res tasas de tabaquismo entre los hombres (Wenham et al. 2020). 
Sin embargo, dado que hay más mujeres que hombres empleadas 
como trabajadoras de primera línea en servicios esenciales (Boniol 
et al. 2019) y que es más probable que ellas trabajen en actividades 
de alto contacto, económicamente inseguras y sin protección (ILO 
2020), las mujeres son más propensas a contraer la enfermedad. 
Las mujeres, especialmente las racializadas, las discapacitadas y las 
queer, también son más susceptibles a la inestabilidad económica y 
a la interrupción de servicios y recursos necesarios para el bienes-
tar y la supervivencia (UNPFA 2020).

Durante la pandemia, el trabajo no remunerado en el sector de 
cuidados ha aumentado drásticamente. La UNESCO informó del 
cierre de escuelas en 180 países, afectando al 60% de la población 
estudiantil mundial. Las necesidades de cuidado de las personas 
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mayores también han aumentado debido a la saturación de los ser-
vicios sanitarios. La carga doméstica y social de las mujeres ha au-
mentado exponencialmente. Como ya lo ha advertido Helen Lewis 
(2020), en los primeros días de la crisis:

A nivel individual, las decisiones de muchas parejas en los 
próximos meses tendrán mucho sentido económico. ¿Qué 
necesitan los enfermos durante una pandemia? Cuidado. 
¿Qué necesitan las personas mayores que se autoaislan? Cui-
dado. ¿Qué necesitan los niños que no van a la escuela? Cui-
dado. Todo ese cuidado, todo ese trabajo no remunerado, re-
caerá en mayor medida en las mujeres, debido a la estructura 
actual de la fuerza laboral.

Las recomendaciones de quedarse en casa y los estrictos con!-
namientos decretados en muchos países han dejado sin trabajo tan-
to a hombres como a mujeres, pero las trabajadoras, sobre todo las 
racializadas (especialmente en los países del Norte), tienen muchas 
más probabilidades de perder su empleo (PSAC 2020). Para muchas 
parejas de sexos opuestos que cuidan de menores, enfermos o an-
cianos, también podría tener sentido que la mujer dejara su trabajo 
y se quedara en casa, ya que las mujeres suelen ganar menos que 
sus homólogos masculinos. La Organización Internacional del Tra-
bajo (ILO 2020) estima que en Canadá, entre abril de 2019 y abril 
de 2020, el 16% de las mujeres sufrieron un aumento de las tasas 
de desempleo, en comparación con el 13% de los hombres. Estas 
diferencias son más dramáticas en lugares con peores niveles de 
desigualdad de género, como en Colombia, donde el desempleo fe-
menino aumentó un 29%, mientras que el los hombres tuvo una 
baja de 21% durante el mismo período. 

La violencia de género también ha aumentado exponencialmen-
te. Muchas mujeres se ven obligadas a encerrarse en casa con los 
miembros del hogar que las maltratan y, al mismo tiempo, los servi-
cios de apoyo a las supervivientes se han visto interrumpidos y son 
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de más difícil acceso. Además de la presión económica que supone 
para las personas y las familias, el con!namiento también puede 
provocar estrés. En el caso de los hombres, que suelen considerarse 
el sostén de la familia, la pérdida de empleo y de ingresos puede dar 
lugar a mayores índices de ira y de enfermedades mentales (inclu-
yendo pensamientos suicidas) y, para algunos, la violencia domés-
tica pasa a ser una vía de escape. Muchos trabajadores inmigrantes 
han perdido su empleo y han tenido que volver a sus hogares en el 
campo, lo que ha alterado la dinámica de género en esas familias. 
Diversas investigaciones han documentado cómo en países tan dis-
tintos como Egipto, Jordania, India, Indonesia, Marruecos, Nepal 
y Tanzania, las mujeres cuyos maridos emigran adquieren autono-
mía en la toma de decisiones, lo que a menudo es apreciado a pesar 
del aumento de las responsabilidades (Ullah 2020; Desai y Banerji 
2008; Archambault 2010; Marjahan et al. 2012). Una revisión ex-
haustiva realizada por Peterman et al. (2020) ha identi!cado varios 
factores como posibles correlaciones directas o indirectas entre las 
pandemias y la violencia contra las mujeres y las niñas: la insegu-
ridad económica y el estrés relacionado con la pobreza, la mayor 
exposición a relaciones de explotación a medida que cambia la es-
tructura y la composición del hogar, y la incapacidad de las mujeres 
para escapar temporalmente de parejas abusivas.

Las pandemias también reducen el acceso a la salud sexual y re-
productiva. Las emergencias sanitarias del pasado han demostrado 
la importancia de mantener abierto el acceso a clínicas y hospita-
les durantes las crisis, incluida la atención prenatal y neonatal. Por 
ejemplo, el cierre de las clínicas de salud materna en África Occi-
dental durante la crisis del ébola de 2012-14 dio lugar a un aumento 
del 70% en la ya elevada tasa de mortalidad materna de la región 
(Care e IRC 2020). En Sierra Leona, la interrupción de los servicios 
de salud materna y el miedo a buscar tratamiento debido al brote 
contribuyeron a alrededor de 3.600 muertes maternas, neonatales y 
mortinatos. En los países afectados, el número de muertes de mu-
jeres causadas por problemas relacionados con la falta de atención 
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sanitaria fue mayor que el número de muertes causadas por el virus 
del ébola (Sochas et al. 2017, Jones et al. 2016).

GÉNERO Y CLASE EN EL ACCESO AL AGUA Y AL SANEAMIENTO

El agua es fundamental para la vida. En todo el mundo, las muje-
res son las principales proveedoras de cuidados en los hogares. Las 
mujeres dependen del agua para la mayoría de las tareas cotidianas 
de cuidado, como la preparación de alimentos, la limpieza, la higie-
ne personal y el cuidado de niños, enfermos y ancianos, así como 
para cultivar y mantener el ganado. En las zonas marginalizadas de 
la economía mundial, donde los hogares carecen de acceso a las 
infraestructuras de red, la tarea de conseguir agua recae de forma 
desproporcionada en las mujeres y las niñas (UN Water 2006).  

Los lockdowns y otras medidas de con!namiento han di!cul-
tado a muchas mujeres la obtención de agua potable y alimentos 
para sus hogares. Algunas mujeres tendrán que decidir si pasan el 
tiempo permitido fuera del hogar para conseguir agua potable o ali-
mentos para sus hijos y familias. Las estrictas medidas vigentes en 
muchos países, como los toques de queda y los límites para congre-
garse en puntos comunitarios de distribución de agua, agravan aún 
más estas di!cultades. En todo el mundo, el 29% de las personas 
no tiene  acceso al servicio de agua en sus viviendas (hasta el 73% 
en el África subsahariana). Los largos recorridos adicionales a las 
fuentes de agua causados por el aumento de la demanda signi!ca-
rán más posibilidades de contacto con otras personas, con riesgos 
agregados (UNICEF/WHO JMP 2020). Las mujeres suelen recorrer 
largas distancias y/o deben esperar en largas colas para recoger 
agua. UNICEF ha calculado que antes de la pandemia el tiempo que 
las mujeres dedicaban a recoger agua a diario ascendía a 200 millo-
nes de horas (equivalentes a más de 22.800 años). Es probable que 
la covid-19 haya empeorado esta situación. A muchas personas, la 
pandemia les obligará a dedicar aun más de sus ya escasos recursos 
a comprar agua a un precio inasequible a vendedores privados que 
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ven la crisis como una oportunidad para obtener ganancias adicio-
nales (Nath y Gosling 2020). 

Las mujeres y las niñas también se enfrentan a problemas par-
ticulares debido a la falta de acceso a saneamiento adecuado. Las 
mujeres y las niñas que defecan al aire libre o en letrinas remotas 
o situadas en espacios inseguros se enfrentan a un mayor riesgo 
de violencia sexual. La menstruación también presenta otros de-
safíos. Incluso en épocas no pandémicas, una gestión inadecuada 
de la higiene menstrual impide a muchas niñas asistir a la escuela. 
UNICEF ha estimado que 1 de cada 10 niñas en África deja de ir a 
la escuela durante sus periodos (citado en Noriega 2015). En épocas 
de aislamiento forzoso y cierre de muchas instalaciones públicas, la 
capacidad de las mujeres y las niñas para gestionar la menstruación 
puede verse aún más comprometida en las comunidades y en los 
hogares. Encontrar un sitio limpio y privado para cambiarse y lavar-
se mientras permanecen en casa durante la mayor parte del día con 
su familia, y acceder a materiales menstruales y agua, se torna más 
difícil. Como ya lo dijo Jennifer Weiss-Wolf (2020), “la menstruación 
no se detiene durante las pandemias”. Para atender sus necesida-
des, las niñas y las mujeres necesitan acceso a productos de higie-
ne menstrual, así como a letrinas e instalaciones para lavarse las 
manos en lugares separados por sexo y equipados con cerraduras 
e iluminación, así como a instalaciones de eliminación de residuos 
seguras y discretas (Cone 2020). Estos requerimientos deben regir 
por igual tanto para los espacios públicos, como para las escuelas, 
los asentamientos informales o los campos de refugiados.

Las directrices para enfrentar la covid-19 distribuidas por la 
OMS son esenciales para preservar la salud de todos, pero está cla-
ro que las mujeres, especialmente las pobres, se enfrentan a retos 
para su aplicación que son muy diferentes a los de los hombres. Las 
mujeres necesitan el apoyo de los gobiernos y de las organizacio-
nes internacionales para garantizar que la pandemia no acabe con 
décadas de avances en materia de igualdad de género (UN 2020). 
El acceso al agua potable y al saneamiento debe formar parte del 
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programa de igualdad de género. La justicia del agua y la justicia 
de género no pueden ser tratadas como dos cuestiones separadas.

AGUA Y SANEAMIENTO Y RACISMO AMBIENTAL

Debido a las relaciones sociales históricas y actuales que derivan 
del colonialismo, el acceso a las infraestructuras de red que pro-
porcionan un suministro continuo de agua potable y saneamiento 
adecuado es también muy desigual. Aunque factores ambientales 
como la sequía y el suministro limitado afectan a la prestación de 
estos servicios, debemos ir más allá de la idea de que la escasez 
viene determinada por la naturaleza. El informe del PNUD del año 
2006 Más allá de la escasez. El poder, la pobreza y la crisis mundial del 
agua ya había alertado sobre el modo en que la crisis se construye 
socialmente. Según el informe:

Hay agua más que su!ciente en el mundo para !nes domés-
ticos, para la agricultura y para la industria. El problema es 
que algunas personas -sobre todo las pobres- se ven sistemá-
ticamente excluidas del acceso por su pobreza, por sus limi-
tados derechos legales o por políticas públicas que limitan 
el acceso a las infraestructuras que suministran agua para la 
vida y los medios de subsistencia (2006, 3).

Entre las exclusiones sistémicas que generan pobreza se en-
cuentra el racismo ambiental, evidente en la discriminación de las 
comunidades racializadas que residen en zonas marginalizadas, al 
estar forzadas a vivir cerca de minas, vertederos tóxicos y otros  es-
pacios con mayores niveles de contaminación del aire, el agua y el 
suelo (Bullard 1993).

Los impactos territoriales y sociales de la crisis de la covid-19 se-
rán muy desiguales, pero uno de los efectos positivos duraderos ha 
sido la aparición de un movimiento social global contra el racismo 
con epicentro en Estados Unidos. El resurgimiento del Black Lives 



Agua Pública y Coronavirus

 37

Matter (Las Vidas Negras IMportan) que ha estallado en el contexto 
de la pandemia tras el asesinato de George Floyd y Breonna Taylor 
(y de muchos otros hombres y mujeres asesinados por las fuerzas 
del orden) ha dejado al descubierto las formas a través de las cuales 
el colonialismo y el racismo han con!gurado el acceso al Estado y 
sus servicios, en particular la  policía y el sistema penal. Pero tam-
bién se están revelando importantes conexiones entre el racismo y 
otras cuestiones urgentes, como el impacto diferencial del cambio 
climático y las desigualdades en nuestros entornos construidos con 
impactos negativos en los indicadores sanitarios. En palabras de 
Patrisse Cullors y Nyeusi Nguvu (2017), miembros del movimiento 
Black Lives Matter, “el racismo es endémico a la desigualdad global. 
Esto signi!ca que los más afectados -y asesinados- por el cambio 
climático son los negros y los pobres”. La pandemia ha puesto de 
mani!esto la forma en que el racismo ha estructurado nuestras so-
ciedades altamente desiguales, que privan a las comunidades racia-
lizados de la infraestructura para mantenerse sanas y seguras.

En los países del Norte, los legados del racismo ambiental en los 
estados creados por colonos blancos, como Estados Unidos y Cana-
dá, han dejado a las comunidades históricamente marginalizadas 
en más alto riesgo de sufrir los efectos de la covid-19 y de carecer 
de acceso a agua limpia y segura y al saneamiento. La literatura 
crítica sobre los determinantes sociales de la salud reconoce que 
el racismo es uno de los principales factores responsables de los 
peores resultados de la salud pública entre las comunidades raciali-
zadas e indígenas en Estados Unidos y Canadá (Paradies et al. 2015; 
Greenwood y Leeuw 2012). Una enfermedad como la covid-19, que 
puede explotar problemas de salud y de!ciencias infraestructurales 
preexistentes, constituye un grave riesgo para estas comunidades. 

El racismo estructural existe porque las prácticas discrimina-
torias en un sector particular -educación, empleo, vivienda, mer-
cados crediticios, atención sanitaria o sistema judicial- refuerzan 
prácticas paralelas en otros sectores. El racismo estructural crea 
sistemas interconectados de desigualdades arraigadas en las leyes y 
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políticas que conforman la economía. En consecuencia, casi todos 
los aspectos de nuestra economía política refuerzan mutuamente 
prácticas que permiten o fomentan creencias discriminatorias, es-
tereotipos y la distribución desigual de los recursos. Como a!rman 
los investigadores de la salud Egede y Walker (2020, 1-2):

Aunque el racismo estructural determina la distribución de 
los determinantes sociales de la salud y los factores sociales 
de riesgo, la actuación del sistema sanitario se ha visto obsta-
culizada por la falta de comprensión de cómo evitar que esas 
variables in"uyan en la salud. Además, el discurso sobre los 
determinantes sociales suele enmarcarlos como factores ne-
gativos que sólo afectan a algunos grupos, cuando en realidad 
los factores no médicos pueden conferir bene!cios y riesgos 
para la salud de toda la población. Debemos centrarnos en 
abordar tanto los factores sociales de riesgo (condiciones so-
ciales adversas asociadas a la mala salud) como las necesida-
des sociales insatisfechas (condiciones sociales inmediatas 
que los individuos identi!can como más apremiantes para 
ellos).

La necesidad insatisfecha más evidente para muchos estadou-
nidenses es la falta de seguro médico. Estados Unidos es uno de 
los únicos países industrializados avanzados que no tiene acceso 
universal a la atención sanitaria, cuyas nefastas consecuencias se 
revelan dolorosamente con la pandemia. Pero el acceso a la salud 
va más allá de la cuestión del seguro. Como lo dijo recientemente 
la diputada Alexandra Ocasio-Cortez (2020) en la Cámara de Repre-
sentantes de ese país, “las muertes por covid-19 están aumentando 
desproporcionadamente en las comunidades negras y marrones. 
¿Por qué? Porque el peaje crónico del racismo ambiental y la brecha 
de ingresos son condiciones de salud subyacentes. La desigualdad 
es una comorbilidad”. 

Los datos que rodean las disparidades raciales en los casos y 
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muertes en Estados Unidos han revelado que la a!rmación de Oca-
sio-Cortez es un hecho irrefutable. En ese país, la tasa de infección 
por la covid-19 es tres veces mayor en los condados predominante-
mente negros que en los predominantemente blancos, y la tasa de 
mortalidad es seis veces mayor. Sólo en Chicago, más del 50% de los 
casos de covid-19 y casi el 70% de las muertes por se han registrado 
entre la población negra, que sólo representa el 30% de la pobla-
ción total de Chicago (Egede y Walker 2020). Esta nueva y terrible 
demostración de la arraigada desigualdad constata la continuidad 
de una historia que tiene siglos de antigüedad: un legado de la es-
clavitud, pero también un componente integral de la globalización 
neoliberal.

La ciudad de Detroit , en el estado de Michigan, es una urbe ciu-
dad desindustrializada del  llamado “cinturón del óxido”, cuyo decli-
ve está relacionado con la globalización neoliberal, demostrativo de 
una historia particularmente nefasta en lo que respecta al racismo 
y a la prestación de servicios básicos esenciales para la salud pú-
blica. Desde el año 2014, a más de 140.000 hogares de Detroit se les 
ha desconectado el servicio de agua como parte de un programa de 
cancelación de deudas. Solo en el año 2019, el proveedor de agua 
cortó más de 23.000 cuentas. Después de que la OMS declarara la co-
vid-19 como pandemia, en la segunda semana de marzo, la munici-
palidad prometió restablecer el agua a los residentes, pero a !nales 
de mes apenas 1.050 de las 10.000 personas que habían solicitado 
la reconexión habían recuperado el agua sin penalización. Según 
un informe municipal, a 8.000 residentes se les dijo que no podían 
acogerse al Plan de Restablecimiento del Agua. Como lo a!rmara 
la reverenda Roslyn Bouier, directora ejecutiva de una ONG local 
que lucha contra las desconexiones de agua, en una entrevista con 
el diario The Guardian, “el sentido común me dice que esto es ra-
cismo”, destacando que la mayoría de las personas a las que se les 
ha cortado el agua son negras y pobres (citado en Noor 2020). La 
falta de acceso al agua es un factor que ayuda a explicar la mayor 
tasa de mortalidad de la covid-19 entre los afroaestadounidenses. 
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La tasa de mortalidad por covid-19 en Michigan es del 7% de los 
casos con!rmados; los afroestadounidenses representan el 40% de 
las muertes del estado, pero sólo el 14% de la población. (Para más 
detalles sobre los cortes de agua en Estados Unidos, véase el capítu-
lo de Warner et al., en este libro.)

A menudo se considera que Canadá es el vecino norteño de Es-
tados Unidos más amistoso, más igualitario y menos racista, pero 
allí la pandemia también ha golpeado con más fuerza a las comu-
nidades racializadas. En Toronto, la mayor ciudad de Canadá, los 
negros y otras personas de color representan el 83% de los casos de 
covid-19, pese a que que constituyen solo la mitad de la población 
(Cheung 2020).1 Como sostiene Kwame McKenzie, director general 
del Instituto Wellesley y profesor de psiquiatría de la Universidad 
de Toronto, “algunas personas pensaron que la pandemia sería el 
gran igualador. Pero la covidd-19 no es un igualador: discrimina”. 
Según explica, las personas racializadas tienen más probabilidades 
de vivir en la pobreza y en viviendas precarias, de ser víctimas de 
la delincuencia y la discriminación, de tener un trabajo precario y 
problemas para conseguir alimentos nutritivos en cantidad y cali-
dad su!cientes. Todos estos factores, determinantes sociales de la 
salud, conducen a peores resultados sanitarios (citado en Cheung 
2020).

Las comunidades indígenas de Canadá también son más vulne-
rables a las infecciones debido a la falta de agua potable y a las con-
diciones insalubres, especialmente en las reservas. Durante la pan-
demia de H1N1 en 2009, los pueblos indígenas constituían solo el 
4% de la población, pero representaron el 28% de los ingresos hos-
pitalarios y el 18% de las muertes (National Collaborating Centre for 
Aboriginal Health 2016). La respuesta del gobierno, ampliamente 
considerada como inadecuada, fue recibida con intensas críticas. 

1 Los datos se recogieron de forma voluntaria entre pacientes que acudieron a cen-
tros médicos entre el 20 de mayo y el 16 de julio de 2020. No incluye a personas de 
comunidades indígenas ni a moradores en centros de cuidado de larga duración.
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El Ministerio de Salud de Canadá se vio obligado a pedir disculpas 
cuando, además de mascarillas y desinfectantes, envió 200 bolsas 
para cadáveres a las reservas del norte de Manitoba, ante la conmo-
ción y la consternación de los líderes locales (CBC News 2009). 

En la actualidad, más de 100 comunidades de las Primeras Na-
ciones y de los Inuit de Canadá no tienen acceso a agua potable. El 
15 de febrero de 2020, la agencia de Servicios Indígenas de Canadá 
informó que 61 comunidades tenían problemas para la provisión 
de agua potable a largo plazo. Esta cifra, sin embargo, no incluye las 
decenas de comunidades de las Primeras Naciones que han recibi-
do avisos en los que se les indica la necesidad de hervir el agua o de 
no consumirla. Además de la falta de agua potable, las comunida-
des indígenas también carecen de instalaciones sanitarias adecua-
das, viviendas y reservas de alimentos, así como del personal nece-
sario para enfrentar emergencias (Barrera 2020). Las comunidades 
Inuit también corren un mayor riesgo debido a las mayores tasas de 
tuberculosis, el hacinamiento, la insalubridad de las viviendas y las 
instalaciones sanitarias inadecuadas (Kiddell-Monroe et al. 2020).

El gobierno federal ha destinado apenas 300 millones de dólares 
canadienses para apoyar a las comunidades indígenas, de un pa-
quete total de egresos de 81.000 millones (Barrera 2020). Antes de 
la pandemia, también se comprometió a realizar inversiones para 
extender el agua potable a todas esas comunidades para 2021. Han 
habido observado progresos, pero parece poco probable que se al-
cance el objetivo plani!cado a pesar de su urgencia en el contexto 
de la pandemia. A medida que la covid-19 sigue sacando a la luz los 
puntos débiles de nuestros sistemas institucionales y la historia de 
colonización de Canadá, el gobierno debe proporcionar un apoyo 
de emergencia su!ciente y oportuno a las comunidades indígenas. 

Para entender el racismo a través de una lente ambiental, debe-
mos abordar el papel desempeñado por el Norte en la subyugación 
de las naciones del Sur. Históricamente, esto ha ocurrido a través 
de la explotación de los recursos naturales, los impactos del cambio 
climático y las maniobras políticas, así como los muchos modos de 
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desestabilización resultantes de la colonización y las nuevas moda-
lidades de imperialismo. 

La historia reciente de la privatización del agua a !nes del siglo 
pasado y en la primera década de este siglo es un ejemplo de ello. 
Alentadas por el “éxito” de la primera privatización del agua a gran 
escala en el mundo (la venta de los servicios de agua en Inglaterra 
y Gales en 1989), las empresas multinacionales, con sede en su ma-
yoría en Europa y Estados Unidos, vieron la oportunidad de bene!-
ciarse de lo que consideraban la mercancía por excelencia: el agua. 
La privatización del agua en los países del Sur fue promovida por el 
Banco Mundial, que incluyó la privatización de los servicios de agua 
y saneamiento como una de las condiciones exigidas para los prés-
tamos de ajuste estructural. Años después, tras la cancelación y re-
negociación de los contratos y el creciente malestar social, incluso 
el Banco Mundial reconoció que fue un fracaso (Wall Street Journal 
2003). Como sugieren Hall y Lobina (2006, 52) en su revisión de las 
inversiones en el sector del agua entre 1990 y 2005, el programa de 
privatización en el momento álgido de la era neoliberal en realidad 
retrasó el progreso del sector. Estos investigadores sostienen que 
las expectativas erróneas sobre el sector privado han llevado a una 
reducción masiva del nivel de ayuda y !nanciación de los donantes 
internacionales al sector del agua, que ha superado con creces las 
inversiones reales realizadas por las empresas privadas. En resu-
men: “la contribución neta de 15 años de privatización ha sido, por 
tanto, la de reducir signi!cativamente los fondos disponibles en los 
países pobres para invertir en agua” (p. 52).

Décadas de ideología neoliberal que promueven la idea de que el 
sector privado suministrará servicios básicos a los pobres si se con-
siguen los incentivos adecuados, no sólo han afectado al sector del 
agua, sino también al de la vivienda y a otros servicios necesarios 
para combatir una crisis de salud pública como la de la covid-19. 
Como ya lo explicado Mike Davis (2006) en su libro Planet of Slums, 
el subdesarrollo del Tercer Mundo debe entenderse en el contexto 
de los programas de ajuste estructural auspiciados por los gestores 
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del capitalismo global -el Banco Mundial y el FMI- desde la década 
de 1980 hasta la actualidad. La población de las ciudades del Tercer 
Mundo ha crecido sin crear empleo, lo que ha provocado una com-
petencia por las migajas en el sector informal urbano. La privatiza-
ción empuja a una parte de la clase media a la pobreza, convierte 
los servicios sociales como la sanidad y el saneamiento en mercan-
cías, y promueve la creación de comunidades cerradas para las cla-
ses media y alta. En relación con este último punto, Davis destaca 
cómo estas geografías crean no sólo distancias físicas, sino también 
una disminución de la posibilidad de cualquier noción de recipro-
cidad entre los que tienen y los que no tienen: “Estamos ante una 
reorganización fundamental del espacio metropolitano, que impli-
ca una drástica disminución de las intersecciones entre las vidas de 
los ricos y las vidas de los pobres” (p. 119).

La pandemia de covid-19 ha resaltado la vulnerabilidad de las 
personas que viven sin vivienda y sanidad adecuadas, además de la 
falta de acceso al agua y al saneamiento. El Banco Mundial (World 
Bank 2020) calcula que más de mil millones de personas en todo 
el mundo se enfrentan a un mayor riesgo de contraer covid-19 de-
bido a las condiciones de vida de hacinamiento e infravivienda en 
los barrios marginales y otros asentamientos informales. Se calcu-
la, por ejemplo, que el 80% de los siete millones de residentes de 
Dharavi, el mayor asentamiento informal urbano de Asia (situado 
en Mumbai, India y famoso en el mundo por la película Slumdog 
Millionaire), no tienen agua corriente. A !nales de julio de 2020, una 
investigación concluyó que más de la mitad de los residentes de los 
barrios marginales de Bombay podrían haber contraído la covid-19 
(Biswas 2020).

El virus también se está extendiendo rápidamente en América 
del Sur. En Brasil, que a mediados de agosto de 2020 era el segundo 
país del mundo en número de casos (después de Estados Unidos), 
un cuarto de los 12 millones de habitantes de Río de Janeiro vive en 
favelas densamente pobladas, la mayoría de las cuales carecen de 
agua y saneamiento adecuados. Un estudio encargado en junio por 
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la municipalidad informó de que el 28% de los residentes de una de 
las mayores favelas de Río, Cidade de Deus (que aparece en la pelí-
cula homónima Ciudad de Dios) estaban infectados (Reeves 2020).

Los gobiernos autoritarios han sido especialmente proclives a 
utilizar medidas represivas para mantener a sus ciudadanos más 
privelegiados a salvo del virus, imponiendo físicamente la separa-
ción de ricos y pobres mediante con!namientos represivos y el des-
alojo de tugurios y mercados informales. Aunque los con!namien-
tos obligatorios pueden ralentizar la propagación de la enfermedad, 
lo hacen a expensas de los más pobres, que no tienen capacidad 
para adquirir una reserva de suministros esenciales como alimen-
tos y agua, o no tienen dónde refugiarse. En países como Ecuador, 
Bolivia, India y Sudáfrica, los pobres que han sido acusados de in-
fringir las órdenes de con!namiento se han enfrentado a duros cas-
tigos por parte de las autoridades y a multas elevadas. En Bolivia, 
por ejemplo, la multa por desa!ar la cuarentena es de 150 dólares, o 
aproximadamente la mitad del salario mínimo mensual (Gutiérrez 
2020). Los gobiernos hacen cumplir estas leyes supuestamente en 
nombre de la salud pública, a pesar de que estas acciones ponen a 
los más vulnerables -las poblaciones desplazadas- en riesgo de ina-
nición y ruina !nanciera. 

En India, un lockdown muy duro cierre obligó a los trabajado-
res inmigrantes a abandonar las ciudades, agolpándose en trenes 
y autobuses para volver a sus pueblos y respetar la medida, lo que 
provocó largas colas y un caos general que hizo imposible el dis-
tanciamiento físico. Muchos se vieron obligados a volver a casa a 
pie (Bisht 2020). En lugar de controlar el virus, estas medidas pro-
bablemente contribuyeron a su propagación. En el estado de Uttar 
Pradesh, un equipo de limpieza contratado para desinfectar los au-
tobuses urbanos dirigió sus mangueras hacia los trabajadores inmi-
grantes, rociándolos con desinfectante (Al Jazeera 2020). Aunque el 
cruel acto fue condenado por los funcionarios del gobierno local, 
revela la forma en que se ha deshumanizado a los trabajadores mi-
grantes en el contexto de la pandemia.
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En algunos lugares, los desalojos de barrios marginales han 
continuado sin cesar. A principios de mayo, la Compañía de Agua 
y Alcantarillado de la Ciudad de Nairobi, en Kenia, desalojó a más 
de 7.000 hogares de las tierras que dice poseer, a pesar de que estos 
hogares tienen título de propiedad de sus tierras y habían obtenido 
una orden judicial de paralización del desalojo (Amnesty Interna-
tional 2020). A principios de mayo, fuerzas militares con órdenes 
del gobierno municipal desalojaron a unas 700 familias que ocu-
paban tierras en Ciudad Bolívar, en Bogotá, Colombia, a pesar de 
que llevaban 20 años viviendo allí. Testigos presenciales informa-
ron de que una casa fue arrasada con un anciano dentro, y que las 
fuerzas militares utilizaron gases lacrimógenos para desalojar a los 
residentes. Los periodistas que intentaron cubrir la noticia también 
fueron acosados. Las organizaciones de derechos humanos han pe-
dido justicia, cuestionando la supuesta orientación progresista del 
actual alcalde de Bogotá (Habitat International 2020). El informe de 
Habitat International plantea una pregunta crucial: “¿cómo puede 
la gente respetar el con!namiento obligatorio si sus casas fueron 
destruidas?”

Si la actual crisis sanitaria ofrece una oportunidad para un cam-
bio fundamental, uno de los primeros objetivos debe ser la reversión 
de políticas neoliberales que promueven la participación del sector 
privado como vía para abordar los dé!cits de infraestructuras. Las 
decisiones sobre el acceso a derechos socioeconómicos fundamen-
tales, como la vivienda y los servicios conexos, son asumidas por 
personas que no deben sufrir las consecuencias. Eso también tiene 
que cambiar.

SERVICIOS BÁSICOS UNIVERSALES COMO OPCIÓN DE SALIDA 

Hace una década años que la Organización de Naciones Unidas re-
conoció el acceso al agua y el saneamiento como un derecho hu-
mano fundamental. El virus de la covid-19 demuestra por qué el 
agua y el saneamiento deben estar disponibles, ser accesibles y ase-
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quibles para todos para mantener nuestras comunidades seguras, 
sanas y prósperas. Aunque el reconocimiento del derecho huma-
no al agua por parte de la ONU no supuso un cambio inmediato 
en la vida cotidiana de las personas que no tienen acceso al agua y 
al saneamiento, gracias a los esfuerzos de los movimientos socia-
les y sus organizaciones, los gobiernos y los organismos de ayuda 
empezaron a dar pasos importantes. Aproximadamente dos tercios 
de los países ya incluyen el acceso al agua y el saneamiento como 
un derecho humano en sus constituciones, aunque lo que signi!ca 
ese derecho en términos reales está sujeto a una amplia gama de 
interpretaciones (Root 2020). La pandemia de covid-19 también ha 
puesto de mani!esto lo absurdo de la negativa de Estados Unidos a 
asumir sus obligaciones en materia del derecho humano al agua, 
contra la que ha argumentado en repetidas ocasiones, incluso en 
las Naciones Unidas.

El lenguaje de los derechos no siempre logra desa!ar los impul-
sos divisivos del capitalismo. En este momento hay una apertura 
política para luchar por una visión que no apuntale el destructivo 
sistema lucrativo bajo el lenguaje de los derechos, que puede ser 
cooptado por agendas individualistas y pro-privatización y por cam-
pañas corporativas de greenwashing (Fantini 2019; Karunananthan 
2019). Como señala la activista por la justicia del agua Maude Bar-
low (2020), “el compromiso de honrar el derecho humano al agua se 
ve fuertemente socavado tanto por la falta de fondos invertidos por 
los gobiernos como por la contaminación, la extracción excesiva, 
el desvío y la mala gestión de las fuentes de agua del planeta. Todos 
los derechos humanos del mundo no proporcionarán agua limpia 
donde no la hay”. En resumen, la mejor manera de ver los dere-
chos legales es como el principio y no como el !nal de un proceso. 
Como sostiene la feminista socialista Tithi Bhattacharya (2019), “un 
derecho legal no es un derecho en absoluto a menos que creemos 
las condiciones para sustanciar ese derecho”. Para sustanciar el de-
recho humano al agua, necesitamos urgentemente tomar medidas 
audaces contra el cambio climático, proteger y restaurar las cuen-



Agua Pública y Coronavirus

 47

cas hidrográ!cas, y avanzar en una agenda pública para proporcio-
nar acceso universal al agua potable y al saneamiento para todos. 
(Para más información sobre la cuestión de covid-19 y los derechos 
humanos al agua, véase Lo"us y Sultana, en este volumen).

La crisis crea oportunidades, y la pandemia de covid-19 ha he-
cho que lo imposible parezca de repente posible. Por ejemplo, para 
evitar el colapso económico y contener la propagación del virus, 
los gobiernos de todo el mundo han introducido programas tem-
porales de apoyo a los ingresos para estimular la economía. Estos 
programas pueden ser un pequeño paso en la dirección correcta, al 
demuestran que es posible que los gobiernos inviertan más. El peli-
gro de centrarse en las ayudas a la renta en ausencia de otras medi-
das es que no ayuda a cambiar la naturaleza de nuestras economías 
neoliberales y !nanciarizadas, en las que los sectores suelen estar 
dominados por sólo un puñado de grandes empresas. Como hemos 
visto con las políticas de transferencia de efectivo en Sudáfrica (por 
ejemplo, las subvenciones sociales), los servicios básicos siguen 
siendo inasequibles en un contexto en el que la vivienda, la salud y 
la educación están siendo privatizados y tratados como mercancías 
(véase el capítulo de Ruiter sobre Ciudad del Cabo en este volumen). 
Muchos hogares simplemente se hunden más y más en la deuda, ya 
que las transferencias de efectivo actúan como garantía, aumentan-
do la vulnerabilidad económica de los pobres. 

Paradójicamente, los programas temporales de apoyo a los in-
gresos en lugares como Canadá y Estados Unidos también pueden 
haber ampliado la desigualdad. Un informe reciente sugiere que los 
cinco mayores multimillonarios del mundo han aumentado su ri-
queza en un 26% entre el 18 de marzo y el 17 de junio de 2020, en un 
contexto de desempleo generalizado (Asante-Muhammad, Collins, 
Ocampo 2020). Como subraya el economista progresista Gary Ste-
venson, el dinero puede ir a parar a los pobres, pero eso no signi!ca 
que se quede con ellos. Los ciudadanos han utilizado este dinero 
para pagar la comida, el alquiler, las hipotecas y otros elementos 
esenciales. Los ricos reciben este dinero porque son los dueños de 
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los edi!cios de apartamentos, las empresas de alimentación, las 
empresas de comercio electrónico, los servicios públicos y los ban-
cos. En esta época de riesgos, los ricos no están reinvirtiendo este 
dinero creando nuevas oportunidades de empleo en la economía 
real, pre!riendo acumularlo en sus cuentas bancarias. Stevenson 
subraya que para que los gobiernos dispongan del dinero necesario 
para !nanciar los servicios básicos, construir las infraestructuras 
tan necesarias y redistribuir la riqueza de la economía entre los ciu-
dadanos, tendrían que poner más impuestos a los ricos y cerrar los 
paraísos !scales que los ricos explotan. “De lo contrario”, advierte, 
“la desigualdad seguirá empeorando, lo que signi!cará menos posi-
bilidades de que la economía se recupere” (citado en Livesey 2020).

Para transformar la economía también tenemos que centrarnos 
en medidas que distribuyan la riqueza en las áreas de la economía 
dedicadas a la oferta. Los planes integrales para un Green New Deal 
(Nuevo Pacto Verde) propuestos por movimientos sociales progre-
sistas de Estados Unidos y el Reino Unido hacen precisamente eso 
(Arono" et al 2019; Klein 2019). Aunque existen variantes entre los 
dos países -la versión del Reino Unido depende más de la coopera-
ción internacional-, ambos reclaman una nueva y audaz reestruc-
turación de la economía para mitigar el cambio climático, descar-
bonizando las actividades económicas y priorizando los cuidados 
mediante la expansión de la vivienda y los servicios relacionados. 
El mani!esto del Partido Laborista del Reino Unido, titulado “Ga-
rantizar los derechos básicos de todos mediante la prestación de 
servicios universales”, argumenta:  

Los servicios públicos son fundamentalmente redistributi-
vos, ya que aportan más valor relativo a las personas de me-
nor renta que a las de mayor riqueza. Son económicamente 
resistentes, operando con economías de escala y proporcio-
nando empleos gubernamentaled seguros que se ve menos 
afectado por recesiones o crisis económicas que los empleos 
en servicios basados en el mercado; y pueden ser gestiona-
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dos minimizando el impacto climático y ambiental con me-
joras en la e!ciencia de la administración pública (Labour 
Party UK 2019, 3)

El Green New Deal y su llamamiento al desarrollo de Universal 
Basic Services (servicios básicos universales) ofrecen una visión del 
tipo de economía que necesitamos para resolver la crisis del trabajo 
de cuidados no remunerado y de la crisis ecológica provocada por 
el cambio climático, así como para impulsar la justicia ambiental, 
racial y de género tras la pandemia. 

CONCLUSIÓN

Las pandemias cambian la historia. Como destaca el informe del 
PNUD (2006) Más allá de la escasez, el “gran salto” en la reforma del 
agua y el saneamiento en la Inglaterra del siglo XIX fue el resultado 
de una epidemia de cólera que afectó ricos y a pobres por igual. En 
la década de 1920, en Lagos (Nigeria), la peste bubónica abrió el 
camino a la plani!cación urbana y a las innovaciones en materia de 
salud pública e higiene (Lawanson 2020). 

El virus causante de la covid-19 no es en absoluto “el gran nive-
lador”. Los efectos generalizados y la naturaleza global de la pande-
mia han puesto de mani!esto las desigualdades estructurales que 
sustentan la economía mundial. Estas desigualdades determinan 
quién se ve afectado, la gravedad del impacto y las propuestas de re-
cuperación para cuando se acabe la crisis. La pandemia de covid-19 
y sus repercusiones sociales y económicas han creado una crisis 
mundial sin precedentes en un siglo, que requiere una respuesta 
holística a la altura de su enorme escala y complejidad. Pero esta 
respuesta, ya sea a nivel nacional o internacional, se verá muy de-
bilitada si no tiene en cuenta que las desigualdades nos han hecho 
a todos más vulnerables. 

Como sostiene Arundhati Roy (2020), la pandemia es también un 
“portal”. Cada vez más personas se preguntan por qué los pobres no 
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tienen comida, trabajo decente, vivienda o acceso a servicios bási-
cos como la salud, la educación, las oportunidades de ocio, el agua 
y el saneamiento. Esta época de incertidumbre, protesta y revuelta 
ofrece la oportunidad de pensar en cómo reconstruir nuestras eco-
nomías y nuestras sociedades. Las lentes de la justicia de género, 
ambiental y racial ofrecen algo más que herramientas para ayudar 
a entender el problema; también nos muestran la importancia de 
las luchas por la equidad para superar los legados del colonialismo 
y el racismo que persisten en el presente.

Tenemos la oportunidad colectiva de evitar la repetición de po-
líticas fracasadas y de construir sociedades más igualitarias, inclu-
sivas y resistentes. Los planes de estímulo del pasado, como el New 
Deal que siguió a la Gran Depresión, demuestran que la inversión 
del sector público también desempeñará un papel fundamental en 
esta crisis. Serán necesarias formas colectivas y públicas de ges-
tión, plani!cación y !nanciación para crear una nueva economía. 
Las propuestas de un Green New Deal que han surgido en la última 
década y han cobrado fuerza en el contexto de la crisis climática, 
ofrecen un camino hacia una nueva economía basada en la idea de 
servicios básicos universales centrada en la ética del cuidado. Esto 
nos permitirá crear un futuro colectivo más justo, más equitativo y 
más sostenible.
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Capítulo 3

Alex Loftus
Farhana Sultana

¿ESTAMOS TODOS JUNTOS 
EN ESTO? LA COVID-19 Y EL 
DERECHO HUMANO AL AGUA                              
Y AL SANEAMIENTO

Para más de 2.200 millones de personas en el mundo, la-
varse las manos regularmente no es una opción porque no 

tienen acceso adecuado al agua.
UN (2020, 7) 

Lpandemia de covid-19 ha puesto de relieve la importancia 
del derecho al agua y al saneamiento. Esto es cierto tanto 
en los países Norte como del Sur, donde la inseguridad del 

suministro, los cortes, la imposibilidad de pago de la factura y 
la inaccesibilidad de estos servicios socavan la capacidad de las 
comunidades para hacer frente a la pandemia. La satisfacción 
de derechos económicos y sociales como el derecho al agua y al 
saneamiento torna a las poblaciones mucho más resistentes y, al 
mismo tiempo, promueve la re!exión sobre la complejidad de 
los desafíos del presente y las injusticias que a menudo perma-
necen ocultas o ignoradas. Tenemos que abordar los procesos 
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subyacentes que producen la desigualdad de acceso al agua y al 
saneamiento si queremos alcanzar los objetivos de la agenda de 
los derechos humanos. La ayuda mutua y la solidaridad serán 
cruciales para hacer realidad un mundo en el qué realmente es-
temos “todos juntos” en la respuesta a la crisis y podamos encon-
trar la mejor salida de la actual pandemia.

INTRODUCCIÓN

Dado que es necesario lavarse las manos con frecuencia para re-
ducir la transmisión de la covid-19, la falta de acceso a agua y sa-
neamiento adecuados plantea claramente graves problemas para 
hacer frente a la pandemia. A pesar de esta necesidad acuciante, 
gran parte de la población mundial sigue careciendo de un sumi-
nistro su!ciente de agua potable, y muchas personas no cuentan 
con acceso fácil o infraestructuras adecuadas (Sultana y Lo"us 
2020, Harvey 2020). En resumen, la inseguridad del agua -no sólo 
la escasez física de agua, sino la accesibilidad, la asequibilidad, la 
!abilidad y la calidad, entre otras cosas- supone una grave ame-
naza para cualquier respuesta a la covid-19, especialmente en los 
países del Sur (Stoler et al. 2020). 

El reconocimiento del derecho humano al agua y al saneamien-
to debería considerarse un paso crucial para corregir los males 
de la inseguridad de estos servicios, abordando así el suministro 
insu!ciente de agua potable. Dado que el reconocimiento de este 
derecho universal debería implicar vías para la satisfacción de ese 
derecho, está claro por qué podría considerarse también como un 
elemento crucial en la lucha contra la covid-19, así como por qué 
podría garantizar una mayor resiliencia en la lucha contra futuras 
pandemias. De hecho, un informe del Secretario General de las 
Naciones Unidas, António Guterres, titulado La covid-19 y los de-
rechos humanos: Estamos todos juntos en esto (UN 2020) subraya con 
plena claridad la importancia de los derechos humanos en general 
-no solo del derecho humanos al agua y al saneamiento- en la res-
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puesta a la pandemia mundial. 
En un momento en el que el respeto de los derechos económi-

cos y sociales se ha convertido en una especie de indicador de la 
resistencia de un país a la covid-19, las libertades civiles y políticas 
se han visto simultáneamente erosionadas por las respuestas a la 
propagación de la enfermedad. Por lo tanto, la importancia de los 
derechos humanos es cada vez más evidente. El informe de Nacio-
nes Unidas, que expone cuidadosamente estas cuestiones, debe ser 
acogido con satisfacción; sin embargo, su argumentación de base 
- “estamos todos juntos en esto”- no re!eja la realidad de la situa-
ción actual. Aunque invocar la solidaridad como fundamento de 
la naturaleza universal de los derechos humanos podría reforzar 
las a"rmaciones normativas (“si estamos todos juntos en esto, en-
tonces los derechos humanos para todos deberían ser la respuesta 
adecuada”), la covid-19 ha demostrado más claramente que nunca 
la actual sindemia1 se nutre de desigualdades preexistentes, discri-
minando las diferencias producidas socialmente (Herrick 2020). 
Es evidente no todos estamos juntos en esto, aunque la solidaridad 
y la ayuda mutua resulten cruciales para derrotar a la covid-19.

Ni las Naciones Unidas ni Guterres ignoran que el virus afecta a 
diversos grupos sociales de forma diferente. De hecho, lo a"rman 
explícitamente en el informe, señalando que “hay indicios de que 
el virus y sus impactos están afectando de forma desproporcio-
nada a determinadas comunidades, lo que pone de mani"esto las 
desigualdades estructurales subyacentes y la discriminación ge-
neralizada que deben ser consideradas en la respuesta y las secue-
las de esta crisis” (UN 2020, 10). Estos efectos desproporcionados 
se han hecho demasiado evidentes en muchas partes del mundo 
desde la publicación del informe en abril de 2020. Sin embargo, al 
aferrarse tanto a un discurso universalista, la Organización de Na-

1 Siguiendo a Herrick (2020), entre otros, utilizamos el término sindemia para refe-
rirnos a los múltiples procesos sinérgicos que producen la actual emergencia sanita-
ria.
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ciones Unidas corre el riesgo de pasar por alto los mismos proce-
sos que producen las desigualdades que los derechos universales 
deben superar. En este capítulo nos referimos estos dilemas, ar-
gumentando que los mismos constituyen un ejemplo preocupante 
de “la vorágine de contradicciones” que Harvey (2000) argumenta 
que siempre han caracterizado los debates sobre los derechos hu-
manos. Si, como sostienen Schiel et al. (2020), la mera constitucio-
nalización de los derechos sirve de poco para que se tornen reales, 
las profundas desigualdades que la covid-19 está poniendo de ma-
ni!esto demuestran además que tener en cuenta la injustica de las 
actuales relaciones sociales y económicas es un paso crucial para 
la realización de los derechos humanos.

Alston (2017), al igual que Harvey (2000), sostiene que el hecho 
de que el liberalismo privilegie los derechos civiles y políticos por 
encima de los derechos económicos y sociales (como el derecho 
al agua y al saneamiento) frustra la plena realización de ambos 
conjuntos de derechos. Existe la ingenua suposición de que los 
derechos políticos darán lugar automáticamente a los derechos 
económicos y sociales, asumiendo que los derechos políticos per-
mitirían a los ciudadanos presionar a los estados para que hagan 
realidad sus derechos económicos y sociales. Con demasiada fre-
cuencia se demuestra que esta hipótesis es falsa. De hecho, en 
lugar de priorizar un conjunto sobre otro, Alston a!rma que los 
derechos humanos deben incluir siempre tanto los derechos eco-
nómicos como los políticos.

Dada la necesidad de centrarnos en la vulnerabilidad social 
frente a la covid-19, la importancia de los derechos económicos y 
sociales, como el derecho a la salud o al agua y al saneamiento, 
se ha tornado evidente. Sin embargo, como se ve en el informe de 
Naciones Unidas, si estos derechos no se ponen en el mismo pla-
no que los derechos civiles y políticos, como sugiere Alston, surge 
una serie de contradicciones. Teniendo en cuenta estas contradic-
ciones, examinamos las limitaciones y posibilidades del derecho 
humano al agua y al saneamiento para lograr un acceso más justo 
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y equitativo al agua y al saneamiento en estos tiempos de crisis 
múltiples (véase también Sultana y Lo!us 2020).

WASH - AGUA, SANEAMIENTO E HIGIENE 

Teniendo en cuenta la tragedia constante de la mortalidad infantil 
causada por la mala calidad del agua y la estimación del Proyecto 
de Monitoreo Conjunto de que un tercio de los países del mundo 
no tiene perspectivas de lograr el acceso universal de los hogares 
a fuentes de agua potable mejoradas para el año 2030, no es de ex-
trañar que el agua, el saneamiento y la higiene (WASH, por sus 
siglas en inglés) sigan siendo prioridades clave para el desarro-
llo en los países del Sur (UNICEF y OMS 2019). WASH es un factor 
esencial para mitigar la propagación de la covid-19 (Howard et al. 
2020). En algunas de las declaraciones más lúcidas sobre por qué 
el derecho humano al agua y al saneamiento es tan importante en 
estos tiempos de covid-19, diversos investigadores han destacado 
la conexión entre los logros en WASH y el derecho humano al agua 
y al saneamiento. En un artículo publicado en el blog de WaterAid 
(Gosling et al. 2020) los autores a"rman que “los principios de los 
derechos humanos pueden salvar vidas ahora y en el futuro” dado 
que “el suministro de agua, el saneamiento y la higiene (WASH) 
son fundamentales para la respuesta a la covid-19”. También expo-
nen a continuación los principios cruciales de los derechos huma-
nos -igualdad y no discriminación, participación, transparencia, 
responsabilidad y sostenibilidad- sobre los que hay que basar el di-
seño de políticas adecuadas en este campo. Al centrarse en los más 
vulnerables, dar prioridad a WASH a través del derecho humano al 
agua y al saneamiento signi"ca abordar los aspectos económicos 
y sociales de los derechos humanos que, según Alston (2017), a me-
nudo se dejan de lado.

Para la veterana activista Maude Barlow (2020) “la covid-19 
puso el derecho humano al agua en primer plano”, y aunque el re-
conocimiento de ese derecho por parte de unos 50 países debe con-
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siderarse una gran victoria, Barlow expresa una profunda frustra-
ción por la falta de voluntad para !nanciar como correspondería 
la consecución del derecho al agua.2 La falta de voluntad de tantos 
países para reconocer formalmente los derechos económicos y so-
ciales o para hacer algo al respecto se reduce a la a!rmación de 
que simplemente son demasiado costosos. Sin embargo, tal y como 
argumenta Alston (2017), aunque un derecho puede no signi!car 
un acceso inmediato a bene!cios económicos y sociales, sí supone 
un compromiso por parte de las instituciones estatales para ga-
rantizar el acceso mediante el reconocimiento de ese derecho, los 
cambios institucionales para garantizar su realización y la rendi-
ción de cuentas. Y aunque se necesitan recursos para lograr dere-
chos como al agua y el saneamiento, los cambios fundamentales 
que se producen al viabilizar los derechos económicos y sociales 
ayudarían a garantizar su importancia universal. 

Por decir algo obvio, los derechos económicos y sociales tie-
nen claros bene!cios materiales para un gran número de perso-
nas. Si se destacan estos bene!cios materiales, es más probable 
que la gente apoye su realización. En el caso concreto del agua y 
el saneamiento, hacer hincapié en el derecho humano al agua ha 
puesto aún más de relieve las profundas injusticias que socavan 
la resistencia a una pandemia mundial y frustran las respuestas 
a la covid-19. Explicar por qué el derecho al agua podría mejorar 
la situación ayuda a que esos derechos se tornen universalmente 
signi!cativos.

DESCONEXIONES Y PROBLEMAS DE ACCESO A LOS SERVICIOS

La consideración de las injusticias inherentes a la denegación 
del derecho al agua y al saneamiento se ha tornado más eviden-

2 Barlow resalta el estrés de las cuencas hidrográ!cas como un factor importante 
que contribuye a los problemas de acceso al agua, algo en lo que discreparíamos 
respetuosamente, dada la complejidad de las injusticias del agua a nivel mundial.
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te en discusiones que han surgido en países del Norte en los úl-
timos meses. De hecho, mientras que el debate sobre el agua, el 
saneamiento y la higiene ha tendido a dominar los trabajos sobre 
la covid-19 y el derecho humano al agua en el Sur, los debates en 
el Norte han tendido a girar en torno a la cuestión del corte del 
acceso a los servicios para la población que conforma el “nuevo 
precariado” (Food and Water Watch 2020). A raíz de esta preocupa-
ción, muchos proveedores de agua en Estados Unidos han respon-
dido positivamente al llamamiento de la American Water Works 
Association para suspender las desconexiones (Lakhani y Adolphe 
2020; véanse también los capítulos sobre Flint y Baltimore en este 
volumen). En el Reino Unido, un tuit de un ministro del gobierno a 
un futbolista de la Premier League explicaba, de forma condescen-
diente, por qué los ciudadanos británicos empobrecidos no debe-
rían temer los cortes del servicio de agua (como este último había 
insinuado), ya que son ilegales, habiendo sido prohibidos bajo un 
gobierno laborista en 1997. Lo que ambas situaciones demuestran 
es que, en los países del Norte, rara vez los individuos han estado 
tan preocupados por la dependencia del acceso al agua de la capa-
cidad de pago. Pocas veces se ha debatido tan ampliamente sobre 
el derecho al agua y al saneamiento, con un enfado creciente por 
el cierre de aseos públicos y una preocupación cada vez mayor por 
la inseguridad del suministro de agua a los hogares. 

Con referencia directa a estas preocupaciones, Deitz y Meehan 
(2019) han argumentado que la “pobreza de fontanería” -hogares 
sin conexión al suministro de agua- no se limita a los hogares de 
países del Sur. La pobreza de fontanería tampoco es necesaria-
mente un problema de las zonas rurales aisladas de los países más 
ricos. Por el contrario, la pobreza de fontanería es evidente en al-
gunas de las ciudades más grandes de Estados Unidos, enfatizando 
aun más la exclusión y discriminación por raza de algunos grupos 
sociales del acceso al agua potable y al saneamiento (Switzer y To-
dero 2017). Si, como sostiene Hyde (2020), los problemas de sanea-
miento e higiene en los casos de desconexión y pobreza de agua 
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han exacerbado la pandemia de covid-19 en Estados Unidos, es 
probable que la situación en los asentamientos informales de los 
países del Sur sea aun más grave (véase también Amankwaa 2020).

Al momento de redacción de este capítulo, a mediados de 2020, 
el mayor número de muertes por la pandemia se sigue registrando 
en los países ricos y de renta media. Las desigualdades de clase y 
de raza que se producen en los países del Norte han proporciona-
do vectores especialmente importantes para el virus. En el Sur, la 
falta de kits de testeo, de instalaciones médicas y de infraestruc-
turas de salud pública infra!nanciadas o inexistentes agravan la 
morbilidad y la mortalidad entre los pobres, los que a menudo no 
se contabilizan en los informes nacionales. En otras palabras, no 
sabemos realmente cuántos han muerto por la combinación de 
negligencia y necropolítica que caracteriza a la pandemia. No obs-
tante, es probable que esta situación cambie en los próximos me-
ses, ya que las desigualdades producidas a escala mundial -inequi-
dades asociadas a la falta de esos derechos económicos y sociales a 
los que aludimos al inicio- adquieren cada vez más importancia a 
la hora de enfrentar la covid-19. Tanto en el Norte como en el Sur, 
la covid-19 seguirá poniendo de mani!esto las fracturas socioeco-
lógicas existentes. Por lo tanto, es claro que no estamos todos juntos 
en esto.

LA POSICIÓN DE NACIONES UNIDAS: PROCESOS O RESULTADOS

Al centrarnos en los procesos que producen la desigualdad en el 
acceso al agua y al saneamiento en el Norte y en el Sur del mundo, 
queremos destacar que la exigencia del derecho al agua es una de 
las diversas herramientas a las que recurren los movimientos so-
ciales para lograr un acceso más justo al agua. Sin embargo, tam-
bién queremos destacar la importancia del proceso de realización 
de este derecho. En este sentido, nos sigue preocupando la a!rma-
ción de una ex Relatora Especial de Naciones Unidas, Catarina de 
Albuquerque, de que involucrar al sector privado en el suministro 
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de servicios de agua y saneamiento sería una “obviedad” (Purvis 
2016). Aunque el hecho de que de Albuquerque otorgue prioridad a 
los resultados -en lugar de a los procesos para producirlos- podría 
responder a un cierto sentido común (“a quién le importa quién 
proporciona el derecho al agua, siempre y cuando se proporcio-
ne”), como dejan claro varios documentos de esta colección, la 
cuestión de quién proporciona el agua es muy importante (véase 
también Sultana y Lo!us 2020, McDonald 2016). 

La realización del derecho al agua se ve continuamente frustra-
da por la necesidad de bene"ciarse simultáneamente de la pres-
tación del servicio; a medida que las fuentes de agua se mercan-
tilizan y privatizan, el agua se vuelve cada vez más inasequible o 
inaccesible para los pobres del mundo. Los derechos económicos y 
sociales se ven constantemente bloqueados por procesos que pro-
fundizan las injusticias económicas y sociales. La economía políti-
ca del agua se ha transformado completamente en los últimos años 
por el desarrollo de modelos "nancieros opacos que permiten que 
los fondos soberanos, los fondos de pensiones y los grandes inver-
sores privados obtengan ganancias. Este no es un terreno en el que 
se fomente el derecho al agua; de hecho, es uno en el que el dere-
cho al agua y al saneamiento se verá sistemáticamente socavado.

Por lo tanto, acogemos con satisfacción la consulta a expertos 
promovida por actual Relator Especial de Naciones Unidas, Leo 
Heller, sobre la participación del sector privado en la satisfacción 
del derecho humano al agua y al saneamiento (UN Human Rights 
2020). Aunque todavía no se conocen las recomendaciones de ese 
informe, su encargo genera cierta esperanza de que la Organiza-
ción de las Naciones Unidas reconozca los profundos impactos de 
un modelo "nanciero injusto que sostiene la negación sistemática 
del derecho al agua y al saneamiento. Los procesos son importan-
tes, y la covid-19 ha mostrado más claramente que nunca por qué 
el derecho humano al agua y al saneamiento debe entenderse de 
forma procesual y en combinación con otros procesos para obte-
ner resultados distintos. Cuando se combina con las injusticias 
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socioecológicas existentes, produce injusticias mucho más pro-
fundas. Los procesos injustos y explotadores hacen que no estemos 
todos juntos en esto. Los derechos humanos al agua y al saneamien-
to deben atacar estos procesos injustos si queremos ir más allá de 
su mera constitucionalización. 

CONCLUSIÓN

¿Contribuirá el derecho humano al agua y al saneamiento a la 
lucha contra la covid-19? Nuestra respuesta es un si cauteloso. Al 
igual que en nuestros trabajos anteriores sobre el derecho al agua, 
nunca hemos considerado este derecho como una bala de plata 
(Sultana y Lo!us 2012, 2020). Hemos compartido nuestras preocu-
paciones sobre el papel del sector privado, el potencial eclipse de 
los derechos económicos y sociales por el derecho de propiedad, el 
papel del Estado y el compromiso genuino de la comunidad inter-
nacional para abordar la inseguridad en el suministro de agua. La 
pandemia no ha hecho desaparecer esas preocupaciones, sino que 
las ha acentuado. La covid-19 ha puesto aún más de relieve cómo 
la realización de los derechos económicos y sociales, incluyendo 
en primer lugar el derecho al agua y al saneamiento, hace que las 
poblaciones sean mucho más resistentes a lo que algunos investi-
gadores describen, con razón, como una sindemia. Y ha subrayado 
además la importancia de abordar las desigualdades subyacentes 
que hacen que algunos tengan acceso a esos derechos económicos 
y sociales mientras a otros se les niega. 

En este capítulo destacamos la importancia de una compren-
sión de la consecución de los derechos económicos y sociales como 
un proceso. Expresamos además la esperanza de que, al reconocer 
tales procesos, las próximas recomendaciones del actual Relator 
Especial den más peso a esas luchas, desa"ando una economía 
política del agua profundamente desigual, en la que los grandes 
actores "nancieros se bene"cian de la apropiación de los recursos 
comunes. Teniendo en cuenta el desafío actual de la pandemia de 
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covid-19, lo que sale a relucir son las formas en que los discursos y 
las prácticas en torno al derecho humano al agua y al saneamiento 
pueden fomentar otras re!exiones sobre las complejidades ocultas 
o ignoradas de los diversos desafíos en cuestión.

El discurso de los derechos ofrece la posibilidad de desa"ar y 
abordar diversas dinámicas de género, de clase, de raza y otras in-
justicias que se están agravando simultáneamente, tanto por la fal-
ta de agua y saneamiento como por las vulnerabilidades desigua-
les en el contexto de la pandemia. Aunque la buena gobernanza, 
la participación democrática y la plani"cación inclusiva sean vita-
les, los llamamientos o las reivindicaciones puramente simbólicas 
ayudan poco a enfrentar la crisis actual. Tenemos que abordar los 
procesos subyacentes si queremos lograr un mundo en el que real-
mente todos estemos juntos en esto. Un mundo en el que la ayuda 
mutua y la solidaridad nos permitan salir juntos de esta pandemia.
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Capítulo 4

Mar Satorras
David Saurí
Hug March

REINVENTAR EL AGUA 
PÚBLICA EN TERRASSA 
EN MEDIO DE LA 
PANDEMIA

La covid-19 se cruza con la pobreza del agua, exacerbando los 
impactos en los hogares vulnerables. Para hacer frente a esta 
situación, las entidades públicas y las empresas de agua han 

emprendido diferentes acciones para asegurar el suministro de 
agua. En España, el gobierno nacional prohibió la desconexión de 
la energía (electricidad, gas) y del agua de los hogares. El gobierno 
también propuso que el pago de las facturas morosas se aplazara 
sin intereses. La mayoría de las compañías de agua españolas apli-
caron estas medidas, pero algunas ciudades, como Terrassa (una 
localidad del área metropolitana de Barcelona) se esforzaron por 
garantizar el suministro de agua incluso a quienes carecían de acce-
so legal a la vivienda. Esta ciudad ha municipalizado recientemente 
los servicios de agua creando un nuevo operador público (Taigua) y 
un observatorio ciudadano (el Observatorio del Agua de Terrassa). 
Las respuestas de Taigua durante el cierre inicial se orientaron a 
garantizar que los ciudadanos no sufrieran ninguna interrupción. 
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Además, tras el cierre de las fuentes públicas por motivos sanita-
rios, también instaron a la instalación de contadores provisionales 
paara los hogares vulnerables sin acceso al agua del grifo. En este 
capítulo sostenemos que el modelo de municipalización de Terras-
sa, y en particular la existencia de sistemas que facilitan la partici-
pación ciudadana y el compromiso de los movimientos sociales, ha 
desempeñado un papel fundamental en la con!guración de estas 
ambiciosas y radicales respuestas a la pandemia.

INTRODUCCIÓN 

El tema del Día Mundial del Agua 2020 fue el cambio climático, se-
guramente uno de los temas más relevantes y urgentes a los que se 
enfrentarán las sociedades humanas durante las próximas décadas. 
Sin embargo, el 22 de marzo de 2020 fue también un día en el que 
una nueva amenaza global comenzó a expandirse rápidamente con 
efectos devastadores para las poblaciones y las economías de mu-
chos países.

Al momento de escribir este capítulo ( julio de 2020), la covid-19 
ya había causado más de 13,6 millones de infecciones y cerca de 
600.000 muertes en todo el mundo (Worldometers 2020). Esta pan-
demia parece ser la peor en un siglo y, aunque básicamente se 
transmite por el aire, el virus tiene impactos referidos al agua, es-
pecialmente en lo que respecta a la importancia crítica de la higie-
ne personal (lavado de manos) para evitar el contagio. De hecho, la 
Organización Mundial de la Salud ha reconocido a la covid-19 como 
una enfermedad de acceso al agua, saneamiento e higiene (o WASH, 
por el acrónimo en inglés) (WHO 2020). 

Las respuestas inmediatas y de urgencia por parte del sector 
del agua deberán tener continuidad a medio plazo para aumentar 
la seguridad del agua, ya que este elemento es fundamental para 
prevenir y combatir pandemias actuales y futuras (Cooper 2020a). 
Como sugiere Neal (2020), el “reconocimiento de que el agua es un 
servicio esencial mejorará nuestra capacidad de respuesta, recupe-
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ración y reconstrucción en un mundo posterior a la covid-19 y nos 
brinda la oportunidad de replantear y repriorizar nuestros intere-
ses, ambiciones y recursos”. La pandemia actual, junto con el cam-
bio climático, son “multiplicadores de amenazas” para los proble-
mas a los que se enfrenta actualmente la gobernanza del agua, así 
como en el nexo agua-alimentación (Keulertz et al, 2020).

La crisis sanitaria de la covid-19 vuelve a plantear la desespe-
rante situación del acceso al agua, el saneamiento y la higiene en 
un mundo con más de dos mil millones de personas que carecen 
de servicios de agua !ables y seguros (Al-Masri 2020). Lavarse las 
manos periódicamente, una acción fundamental contra el virus, es 
difícil en zonas como el sur de Asia y África, donde hasta el 75% de 
la población rural carece de agua limpia y jabón en casa (Bhowmick 
2020). Además, los con!namientos y las cuarentenas forzosas pue-
den afectar a su vez al acceso al agua, ya sea por la suspensión de 
las tareas de mantenimiento o por la reducción de actividades de 
los suministros no conectados a la red (por ejemplo, los camiones 
cisternas), especialmente en los asentamientos informales (Cooper 
2020b). La pandemia ha exacerbado los retos a los que se enfrentan 
los proveedores de servicios de agua, tanto formales como informa-
les, especialmente en los entornos informales de los países del Sur, 
en lo que respecta a garantizar un suministro de agua de calidad 
adecuada, así como a satisfacer las necesidades de saneamiento y 
las normas de higiene (Armitage y Nellums 2020, Neal 2020, Wilkin-
son 2020), por no hablar de la situación en los campos de refugia-
dos, cuyo limitado y de!ciente acceso al agua podría ser gravemen-
te afectado por la pandemia (Kassem y Jaafar 2020). 

En África, se han tomado varias medidas relacionadas con el 
suministro de agua como respuesta a los peores efectos de la pan-
demia (Cooper 2020b). Algunos países han anunciado medidas re-
lacionadas con la gratuidad del agua (por ejemplo: subvenciones, 
agua gratuita para los sectores más vulnerables o los asentamientos 
informales, o tarifas sociales). Otras iniciativas han tenido como ob-
jetivo aumentar la disponibilidad de agua (en red) para los pobres 
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de las ciudades a través de surtidores públicos, por ejemplo. Más 
allá de estos dos conjuntos de medidas, Cooper (2020b) también 
menciona opciones adicionales de prepago, como los contadores 
de agua prepagados (reconociendo, sin embargo, que pueden no 
ser apropiados para todos los contextos y pueden generar disputas) 
o la facturación digital y los pagos en línea. Otras medidas sugeridas 
incluyen la reducción o subvención del precio del agua accesible en 
puntos comunales de suministro, la colaboración con las organiza-
ciones comunitarias para supervisar la prestación de servicios en 
los asentamientos informales, y el reconocimiento del importante 
papel y la mejora de la cooperación con los proveedores privados 
de agua que cubren los asentamientos informales (Cooper 2020b).

Aunque no son comparables en número, las de!ciencias rela-
cionadas con el agua, el saneamiento y la higiene son también un 
tema de preocupación para los habitantes de los países desarrolla-
dos. La falta de acceso físico a instalaciones agua, saneamiento e 
hihiene, por ejemplo, afecta quizás a una pequeña proporción de 
la población en general, pero se concentra en segmentos muy vul-
nerables como los residentes en campamentos de refugiados, gru-
pos étnicos como los gitanos, los trabajadores agrícolas tempora-
les, familias desalojadas y otros sectores sociales que carecen de 
agua su!ciente en en el hogar. Mucho más importante en términos 
cuantitativos son las personas y familias que tienen cada vez más 
di!cultades para pagar sus facturas. La pobreza del agua, en tér-
minos de asequibilidad, ha crecido hasta convertirse en un grave 
problema sanitario y social en algunas ciudades estadounidenses 
y europeas (Jones y Moulton 2016, Mack y Wrase 2017, Martins et 
al., 2016). Hasta un tercio de los hogares estadounidenses (120 mi-
llones de personas) están en riesgo de no poder pagar sus facturas 
de agua en el futuro cercano debido al estancamiento o la disminu-
ción de sus ingresos y, sobre todo, al aumento de tarifas provocao 
por la necesidad de !nanciar infraestructuras hídricas deterioradas 
(Mack y Wrase 2017). En Estados Unidos, este futuro podría llegar 
mucho antes de lo esperado, dados los impactos sin precedentes 
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de la crisis económica inducida por la pandemia en el empleo, con 
más de 30 millones de estadounidenses sin trabajo. La mayoría de 
las compañías de agua de ese país son reacias a suministrar el servi-
cio a hogares con facturas pendientes, y apenas alrededor del 11% 
de esas empresas están dispuestas a reconectar sin coste alguno los 
hogares a los que se les ha cortado el suministro (Lakhani 2020). En 
Europa, las empresas públicas d esperan un aumento a medio plazo 
de las personas con di!cultades para pagar las facturas del agua, 
pero los cortes se han prohibido en la mayoría de los países. En 
muchos casos también se han aplicado medidas complementarias 
de apoyo !nanciero, por ejemplo el aplazamiento del pago de las 
facturas (Aqua Publica Europea y GWOPA 2020).

De este modo, la covid-19 se cruza de forma perniciosa con la 
cuestión de la pobreza del agua, exacerbando los impactos sobre 
los hogares ya vulnerables. Aunque Europa no parece sufrir situa-
ciones similares a las de Estados Unidos en cuanto a cortes de agua 
por falta de pago, la pobreza del agua sigue siendo motivo de pre-
ocupación, especialmente tras la crisis económica de 2008 (March 
y Sauri 2016). En España, los avisos de corte superaron los 500.000 
en 2014 -un 30% más que en 2010-, de los cuales 300.000 acabaron 
en desconexiones (El País 2014). En el area metropolitana de Bar-
celona (AMB), el 9% de todos los hogares se encontraban en estado 
de pobreza hídrica en 2016 (los hogares pobres en agua se de!nen 
como aquellos que dedican más del 3% de sus ingresos a pagar el 
agua). En el caso de hogares en riesgo de pobreza, de!nidos como 
aquellos con ingresos iguales o inferiores al 60% de la renta media 
de los hogares del AMB, el porcentaje de pobreza hídrica ascendía 
al 82% del total (Domene et al, 2018).

En España, las administraciones locales y regionales, las com-
pañías de agua y las entidades cívicas están respondiendo a la po-
breza del agua de diferentes maneras y con diferentes capacidades, 
ofreciendo asistencia y ayuda económica en las facturas a través 
de subvenciones, descuentos y boni!caciones, entre otras medidas. 
Entre las múltiples acciones emprendidas para frenar la pobreza 
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hídrica se pueden distinguir dos grandes enfoques. Por un lado, la 
mayoría de las empresas de agua consideran que el coste total del 
servicio debe re!ejarse en los precios. Para aquellos hogares que 
no pueden pagar las facturas se puede proporcionar ayuda, ya sea a 
través de ayudas a la renta general o a través de medidas especí"cas 
(Aqua Publica Europea 2016). Por otro lado, las entidades cívicas, y 
en particular las plataformas sociales formadas para ayudar a los 
afectados por la pobreza del agua, se opusieron a los enormes au-
mentos de las tarifas durante los peores años de la crisis y lucharon 
por derechos básicos como la prohibición de los cortes para los ho-
gares vulnerables. En Cataluña, por ejemplo, una ley aprobada en 
2015 (Ley 24/2015 del Parlamento Catalán), prohibió explícitamente 
los cortes de agua y energía en los hogares vulnerables por falta de 
pago (Yoon y Sauri 2019). Las autoridades públicas han apoyado el 
aumento de los precios, pero también han sido críticas, dependien-
do de la postura política de los gobiernos locales o regionales. Los 
ayuntamientos han identi"cado a las familias que pueden recibir 
ayuda económica, y las autoridades metropolitanas y regionales del 
agua han ofrecido descuentos y otras rebajas en las tarifas, pero la 
mayoría de los paquetes de ayuda han sido proporcionados por las 
propias empresas.

En marzo de 2020, cuando la covid-19 era ya una pandemia con 
efectos devastadores en el tejido económico y social español, las 
entidades públicas y las compañías de agua pusieron en marcha va-
rias líneas de acción. En primer lugar, y quizás la más importante, 
el gobierno nacional aprobó un paquete de medidas económicas 
y laborales, una de las cuales fue la prohibición de cortar los ser-
vicios básicos (electricidad, gas, agua) por falta de pago (Gobierno 
de España 2020). No se aceptaron las demandas de condonación de 
deudas. En su lugar, el gobierno propuso prórrogas en el pago de la 
deuda, sin intereses añadidos, hasta que cesara el estado de alarma 
decretado por la pandemia. 

La mayoría de las empresas de agua, tanto públicas como pri-
vadas, están aplicando estas medidas, como ilustran los ejemplos 
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de Madrid, Barcelona y Sevilla. La empresa pública Canal de Isabel 
II, que abastece a Madrid, ha ofrecido rebajas a las empresas in-
dustriales y comerciales, cobrando sólo la parte de consumo de la 
factura, pero no la cuota !ja. Además, sólo se cobrará el 50% de la 
cuota !ja en los primeros seis meses tras el levantamiento del es-
tado de emergencia, y el 25% en los seis meses siguientes. Para los 
hogares afectados por la pérdida temporal de empleo se ofrecerá 
una rebaja del 100% del consumo (hasta 25 metros cúbicos bimen-
suales) y un descuento del 50% en la cuota !ja. Sumando todo esto, 
para una factura media de 41 euros, los hogares de esta categoría 
acabarían pagando sólo 9 euros (Canal de Isabel II 2020). Aigües 
de Barcelona, la empresa de agua de capital mixto que da servicio 
al Área Metropolitana de Barcelona controlada por AGBAR (véase 
March et al, 2019), ha propuesto una prórroga de seis meses de las 
facturas de agua sin intereses añadidos para los autónomos y las pe-
queñas y medianas empresas (PYMES) una vez que se levante el es-
tado de emergencia (AMB 2020). Para los clientes individuales, sin 
embargo, no se han tomado medidas especiales más allá de las que 
ya se practican en relación con los hogares vulnerables. EMASESA, 
la empresa pública que abastece a Sevilla, ha optado por retrasar el 
pago de las facturas hasta seis meses después de que se levante el 
estado de emergencia y no cobrar intereses (EMASESA 2020). Mu-
chas otras empresas urbanas de agua han adoptado enfoques simi-
lares, y algunas, como veremos, han realizado importantes esfuer-
zos para garantizar el suministro de agua incluso a quienes carecen 
de acceso legal a la vivienda.

En las siguientes secciones de este capítulo se analizan las accio-
nes de suministro adoptadas para hacer frente a los impactos de la 
covid-19 en la ciudad de Terrassa. Se trata de un estudio de caso cla-
ve, ya que representa la mayor ciudad de la región de Cataluña que 
ha recuperado el control público del agua en el marco de la actual 
ola de remunicipalizaciones. Además, Terrassa ha innovado en ma-
teria de gobernanza, al complementar el operador público (Taigua) 
con un observatorio ciudadano (el Observatorio del Agua de Terras-
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sa). A partir de entrevistas online y telefónicas con funcionarios del 
ayuntamiento, trabajadores del operador público y representantes 
de los movimientos sociales vinculados al observatorio ciudadano, 
identi!camos dos estrategias principales desarrolladas en respues-
ta a la crisis de la covid-19 y re"exionamos sobre los aprendizajes y 
limitaciones de estas respuestas.

LA REINVENCIÓN DEL SUMINISTRO PÚBLICO

En julio de 2016 el Ayuntamiento de Terrassa aprobó una moción 
para recuperar el control público del servicio de suministro de 
agua, tras la !nalización de un contrato de concesión de 75 años 
con un operador privado. De hecho, este operador (Mina, cuyo 
principal accionista era AGBAR, una !lial de Suez) había controlado 
los servicios de agua en la ciudad desde 1842 (Grau-Satorras 2017). 
Terrassa es ampliamente representativa del suministro urbano de 
agua en Cataluña: un mercado dominado por operadores privados. 
Por ejemplo, 9 de cada 10 consumidores del area metropolitana de 
Barcelona dependen del agua del grupo AGBAR (March et al., 2019). 
Dado que Terrassa es el tercer municipio más grande de Cataluña, 
con 220.556 habitantes en el año 2019 (Idescat 2020), el caso ha sido 
observado en detalle por su potencial para convertirse en un ejem-
plo de remunicipalización del agua para otros grandes municipios 
de la región, especialmente Barcelona (Steinfort y Kishimoto 2017).

Si bien el apoyo político del alcalde de la ciudad y de los partidos 
del municipio fue clave para revertir la privatización del agua, el 
proceso de municipalización en Terrassa fue iniciado e impulsado 
por los movimientos sociales (Bagué 2020, Planas y Martínez 2020). 
Por ello, la reinvención de los servicios de agua en Terrassa se ha 
desarrollado bajo principios socialdemócratas, pero también se ca-
racteriza por varios rasgos del tipo de remunicipalización “autonó-
mica” (ver las diferentes tipologías en McDonald 2018).

La remunicipalización trajo consigo un nuevo modelo de go-
bernanza basado en dos entidades. En primer lugar, el operador 
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público de agua Taigua (creado en 2018) como empresa pública de 
propiedad enteramente municipal. El objetivo de Taigua es la ges-
tión directa de los servicios municipales de abastecimiento de agua, 
encargándose de la producción, tratamiento y distribución de agua 
potable, así como de la gestión y cobro de las facturas (Terrassa 
2018a). El diseño de la empresa pública encaja con la economía de 
mercado que caracteriza a los estados socialdemócratas, con una 
robusta intervención estatal, una tari!cación que re"eja los costes 
y el compromiso de integrar mejor los servicios del agua con otros 
componentes del gobierno municipal.

En segundo lugar, el Observatorio del Agua de Terrassa (OAT), 
creado legalmente en 2018 y puesto en marcha en 2019, es un ór-
gano innovador de participación ciudadana para diseñar políticas 
y orientar las decisiones estratégicas que afectan al servicio mu-
nicipal dde agua (Planas y Martínez 2020). El objetivo del OAT es 
estimular y canalizar la participación de los ciudadanos, colectivos 
sociales y otros actores relacionados con el agua, para facilitar su 
corresponsabilidad en el gobierno del suministro de agua de la ciu-
dad (Terrassa 2018b). Al tiempo que reconoce la necesidad del con-
trol público, el OAT también promueve la gobernanza del servicio 
de agua impulsada por la comunidad, rea!rma el control ciudada-
no y celebra los valores no mercantiles encapsulados en nociones 
como la del agua como un bien común. Así, la reinvención de los 
servicios de agua en Terrassa ha adoptado la forma más común de 
las remunicipalizaciones europeas (es decir, la de tipo socialdemó-
crata), aunque también contiene varios elementos más típico de 
una remunicipalización más autónoma. Como mostraremos a con-
tinuación, ambas tipologías están representadas en los dos grandes 
conjuntos de medidas adoptadas durante la crisis de Covid-19

DESCUENTOS Y APLAZAMIENTO DEL PAGO DE LA FACTURA

Una semana después de la declaración del estado de emergencia, 
el gobierno local de Terrassa anunció que destinaría 500.000 eu-
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ros a reducir la factura del agua para el segundo trimestre de 2020 
(Terrassa 2020a). Como señaló el presidente del OAT, “fue una de-
cisión política del gobierno local, probablemente porque Taigua 
tenía margen económico para hacerlo sin poner en riesgo futuras 
inversiones” (entrevista con J. Martínez, OAT, 25 de mayo de 2020). 
El funcionario responsable del servicio con!rmó que previamente 
“calcularon lo que Taigua podía asumir sin poner en peligro su pre-
supuesto”, una decisión basada en parte en el carácter público del 
operador. “Ahora tenemos un conocimiento directo de las cuentas 
de la empresa pública. Y por lo tanto la discusión sobre qué impacto 
tendría esta medida o hasta dónde podríamos llegar podía hacerse 
internamente [...]. Pudimos hablar directamente con los contables 
de Taigua para determinar esos 500.000 euros” (entrevista con A. 
Crispi, funcionario de Terrassa, 4 de junio de 2020).

La medida se aplicó a través de una normativa local que estable-
cía tres descuentos en la parte del consumo de la factura del agua, 
como lo muestra el cuadro 4.1.

Cuadro 4.1
Reducción temporal de la factura del agua en Terrassa debido a la covid-19

Número de 
usuarios Reducción Costo 

estimado
Usuarios residenciales  
(1er bloque) 90,894 0.3339 €/m3 €455,243 *

Usuarios residenciales   
(2do bloque) 1,685 5 €/trimestre €8,425

Usuarios comerciales 
(hasta 15 mm de 
diámetro)

6,800 0.3559 €/m3 €36,302*

Total 99,379 €499,970

Fuente: Decreto No. 260 (30 de marzo de 2020) y datos de Taigua.
* Considerando que todos los usuarios consumen 15 metros cúbicos por trimestre 
(por ejemplo, 90.894 hogares domésticos x 15 m3 x 0,3339 €/m3 = 455.243 euros; o 
6.800 clientes comerciales x 15 m3 x 0,3559 €/m3 = 36.302 euros).

En primer lugar, se anunció un descuento del 100% en el primer 
bloque de consumo doméstico (hasta 15 metros cúbicos por trimes-
tre). En segundo lugar, se aprobó una reducción de 5 euros en la 
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factura del segundo bloque de consumo doméstico (de 15 a 22,75 
metros cúbicos por trimestre). Y tercero, también se decidió un des-
cuento del 100% en el primer bloque de usuarios comerciales (hasta 
15 mm de diámetro), básicamente “pequeños comercios y o!cinas, 
que considerábamos muy afectados por la covid-19” (entrevista con 
A. Crispi, funcionario de Terrassa, 4 de junio de 2020). Así, las re-
ducciones afectaron mayoritariamente a los consumidores del pri-
mer bloque “entendiendo que los que ahorran agua serían los más 
bene!ciados” (ídem).

Estas reducciones se sumaron al descuento ofrecido por el pro-
veedor regional de agua (la Agencia Catalana del Agua), que repre-
senta el 50% de la tarifa !ja del agua para todos los usuarios y hasta 
el 100% para los hogares vulnerables. Según la evaluación inicial 
de Taigua, ambos descuentos representarían una reducción del 20-
35% de la factura (aproximadamente 10-25 euros). En el caso de los 
hogares vulnerables con tarifa social, los descuentos podrían repre-
sentar hasta el 100% de la factura.

Asimismo, siguiendo las recomendaciones del gobierno espa-
ñol, el ayuntamiento de Terrassa propuso aplazar el pago de la fac-
tura del segundo trimestre hasta el 1 de junio de 2020 sin intereses 
(Decreto nº 260, del 30 de marzo de 2020). Aunque era automático 
para los hogares vulnerables (es decir, aquellos que tuvieran una 
tarifa social o declararan vulnerabilidad residencial), el resto de 
los usuarios afectados por la covid-19 también podían solicitar esta 
prórroga. Esta medida también contribuyó a la tendencia observa-
da de acelerar la digitalización de los procedimientos de Taigua du-
rante la covid-19: “Habilitamos un procedimiento de aplazamiento 
para que cualquier persona que estuviera en una situación crítica 
en estos meses pudiera solicitar un aplazamiento, y eso se podía ha-
cer desde la web” (entrevista con A. Crispi, funcionario de Terrassa, 
4 de junio de 2020). Según Taigua, se ha aplazado automáticamente 
la facturación en 872 hogares vulnerables y se han presentado 71 
solicitudes de prórroga, 63 de ellas de usuarios domésticos (Terras-
sa 2020c).
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Por último, es importante tener en cuenta la evolución de las 
medidas que ya están en práctica en relación con los hogares vul-
nerables y la pobreza del agua (por ejemplo, la congelación de las 
tarifas de suministro, descuentos de hasta el 100% del canon del 
agua para los hogares vulnerables, aplicación automática de la ta-
rifa social a los hogares en riesgo de exclusión residencial). En este 
sentido, tanto los agentes públicos como los sociales prevén un au-
mento de las solicitudes de tarifa social. En palabras del represen-
tante de la plataforma de movimientos sociales, “lo importante es 
saber cuántas familias han solicitado la tarifa social [desde el inicio 
de la covid-19]. Hasta el 15 de mayo sabíamos que se habían presen-
tado 646 nuevas solicitudes. Pero, ¿cuántas se han concedido? Hay 
que hacer un seguimiento de los datos y actualizarlos para saber las 
peticiones que se han hecho durante el estado de emergencia y la 
situación de crisis que vendrá” (entrevista con D. Frigola, Consell 
d’Entitats per l’Acció Ciutadana, 9 de junio de 2020).

GARANTIZAR EL SUMINISTRO DE AGUA A LOS MÁS VULNERABLES

Cuando se acababa de estimar y diseñar los descuentos en la factu-
ra del agua, estalló un problema imprevisto. El 20 de marzo, el go-
bierno regional emitió la recomendación de cortar todas las fuentes 
públicas para evitar nuevos contagios y la transmisión del virus (Ge-
neralitat 2020). Los movimientos sociales de la ciudad reaccionaron 
inmediatamente ante esta medida: “Cuando cortaron las fuentes 
públicas enviamos una carta al alcalde y a los concejales responsa-
bles advirtiendo de que la gente que dependía de esas fuentes se es-
taba quedando sin agua. Entonces el concejal de aguas nos dijo que 
actuarían” (entrevista con D. Frigola, Consell d’Entitats per l’Acció 
Ciutadana, 9 de junio de 2020). De hecho, el OAT ya había identi!-
cado esos casos extremos de pobreza hídrica antes de la covid-19: 
“Habíamos registrado 19 situaciones muy graves, de gente que care-
cía de agua o tenía una conexión irregular. Antes de la covid-19 los 
movimientos sociales ya habían reclamado al ayuntamiento una so-
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lución para estos casos [...] y cuando salió el decreto del gobiernos 
autonómico pidiendo a los ayuntamientos que cerraran las fuentes 
públicas entonces sí que protestamos. Recuerdo que contestamos: 
‘¿pero sois conscientes de que estáis dejando a la gente sin agua?’”. 
(Entrevista con J. Martínez, Observatorio del Agua de Terrassa, 25 
de mayo de 2020; véanse también las estadísticas locales sobre po-
breza de agua en el cuadro 4.2).

Para obligar al gobierno local a aplicar rápida y e!cazmente sus 
compromisos políticos, se pusieron en práctica dos estrategias. En 
primer lugar, para aumentar la presión política y llevar el tema a 
la opinión pública, la plataforma de movimientos sociales publicó 
artículos de opinión en la prensa local (Malarrassa 2020, Terrassa 
Digital 2020). En segundo lugar, el Observatorio del Agua dintensi-
!có su colaboración e intercambio de información con los funcio-
narios: “Enviamos esa lista de 19 casos y se pusieron a trabajar en 
esos casos inmediatamente. El mismo día empezaron a veri!carlos 
uno por uno, a pedir informes a los servicios sociales, pero también 
a comprobar con Taigua si había un registro de la situación. Y se 
empezaron a instalar contadores” (entrevista con J. Martínez, Ob-
servatorio del Agua de Terrassa, 25 de mayo de 2020).

La instalación de contadores garantizó la conexión legal al siste-
ma de suministro en red de las viviendas vulnerables que no tenían 
acceso al agua del grifo. El funcionario entrevistado con!rmó esta 
e!caz alianza público-comunitaria en el contexto de la emergencia: 
“Tuvimos que ser superrápidos, porque estábamos en el momento 
álgido de la emergencia [...]. Recibimos casos de distintos lados, y el 
Observatorio del Agua nos envió muchos” (entrevista con A. Crispi, 
funcionario de Terrassa, 4 de junio de 2020).

No obstante, el punto de in"exión clave para uni!car la respues-
ta fue la reunión (virtual) organizada por el departamento munici-
pal responsable del suministro de agua con varias otros departa-
mentos del ayuntaamiento, así como con representantes del OAT 
y de los movimientos sociales para debatir posibles soluciones. 
Todas las partes coincidieron en que el marco legal anterior (Te-
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rrassa 2016) para instalar contadores temporales en casos de vul-
nerabilidad residencial por carecer de acceso legal a la vivienda, 
como las casas ocupadas, era ine!caz (véanse las diferencias entre 
contadores temporales solicitados, instalados y legalizados entre 
2016 y 2019 en el cuadro 4.2). Sin embargo, el principal problema 
para instalar contadores en estos casos fuela la términología legal” 
(entrevista con D. Frigola, Consell d’Entitats per l’Acció Ciutadana, 
9 de junio de 2020.

Cuadro 4.2
Indicadores de pobreza del agua en Terrassa

Situación antes de la 
covid-19 (diciembre 

2016 - mayo 2019)

Estado de alarma de 
la covid-19 (marzo 
2020 - junio 2020)

Número de solicitudes de 
contadores temporales 265 52

Número de instalaciones de 
contadores temporales 34 36

Número de contadores 
temporales legalizados 15 0

Número of casos resueltos 180 52
Número de casos pendientes 51 0
Casas ocupadas con conexión 
de agua irregular (sin 
contador)

306 --

Casas con conexión de agua 
irregular autorizada por la 
OFIMAPE (sin contador)

424 --

Casas con un contador 
temporal anulado 69 --

Casas no vulnerables con 
agua no facturada 135 --

Total de usuarios con agua no 
facturada 934 --

Fuente: Datos de OFIMAPE, Taigua y OAT.

Según el presidente del OAT, la reunión sirvió para abordar las 
preocupaciones anteriores y, en particular, para suprimir la exigen-
cia de obtener el permiso del propietario antes de instalar los conta-
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dores temporales en las viviendas ocupadas: “Hablando con el jefe 
de los servicios en el contexto de la emergencia desbloqueamos la 
cuestión. En esta reunión con los servicios técnicos todavía no ha-
bían abandonado la idea de pedir permiso al propietario [...] y les 
explicamos: en Terrassa se habían instalado 30 contadores de agua 
siguiendo este procedimiento, y después de seis meses seguían blo-
queados. En Barcelona haciéndolo de otra manera, ya había 500 ca-
sos resueltos, y a lo mejor tienes 20 en los que el propietario se ha 
quejado. [...] ¡Lo que no se puede hacer es animar al propietario a 
que se queje! Y quedó claro que la resolución seguiría el modelo 
de Barcelona” (entrevista con J. Martínez, Observatorio del Agua de 
Terrassa, 25 de mayo de 2020).

Para ello, los servicios técnicos redactaron una resolución de 
urgencia en la que se establecía un procedimiento más sencillo 
para la instalación de contadores de agua provisionales para fami-
lias vulnerables, con el !n de asegurar el acceso al agua del grifo 
durante el estado de alarma: “Todos los casos fueron rápidamente 
revisados por los servicios sociales [...] y luego dimos instrucciones 
a Taigua para que instalaran un contador provisional” (entrevista 
con A. Crispi, funcionario de Terrassa, 4 de junio de 2020). El marco 
que daba cobertura legal al estudio y aplicación de las nuevas medi-
das de instalación de contadores provisionales de agua fue emitido 
directamente por el alcalde en pocos días (Decreto Nº 2593, del 27 
de marzo de 2020) y también se publicó en redes sociales o!ciales, 
como la cuenta de Twitter del ayuntamiento.

Sin embargo, se hizo muy poca difusión pública de la resolución 
de emergencia que explica los nuevos criterios y el procedimiento 
para solicitar e instalar medidores temporales de agua (Resolución 
Nº 2637, 15 de abril de 2020). Por ejemplo, las páginas web de Tai-
gua o del ayuntamiento no publicaron esta resolución. Del mismo 
modo, la o!cina local de pobreza energética no actualizó los cri-
terios, el marco legal, y las plantillas disponibles para que los ciu-
dadanos soliciten contadores temporales de agua (OFIMAPE 2020. 
Asimismo, el informe que resume las acciones emprendidas por el 
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gobierno local de Terrassa para responder a la crisis de la covid-19 
no mencionó el tema de los contadores temporales de agua, mien-
tras que los descuentos de la factura se explicron en detalle en el 
documento (véase Terrassa 2020b).

Como lo resumió críticamente el representante de los movi-
mientos sociales: “fue una respuesta a medias” (entrevista con D. 
Frigola, Consell d’Entitats per l’Acció Ciutadana, 9 de junio de 2020). 
El presidente del Observatorio del Agua de Terrassa también seña-
ló que habían pedido una mejor comunicación de la medida, por 
ejemplo anunciándola en las webs o!ciales o colgando carteles con 
información relevante en las fuentes de agua potable. Sin embargo, 
también reconoció que la medida funcionó en la práctica: “Lo cier-
to es que todo el mundo está informado: en Servicios Sociales, en 
las o!cinas del ayuntamiento, en los colectivos sociales... Y lo que 
también es cierto es que de esta manera cualquier persona que lo 
ha solicitado ha tenido una respuesta inmediata” (Entrevista con J. 
Martínez, Observatorio del Agua de Terrassa, 25 de mayo de 2020.

Como resultado de esta medida, se estudiaron 52 casos durante 
el estado de alarma y se instalaron 36 contadores de agua tempora-
les en casas vulnerables sin acceso interno al agua del grifo (cuadro 
4.2). Es importante destacar que las conexiones de agua irregulares, 
que representaban aproximadamente un tercio de los casos estu-
diados, no se abordaron ni se legalizaron en el marco de esta ac-
ción. Por lo tanto, el procedimiento de emergencia aplicado sólo se 
aplicó a situaciones de extrema vulnerabilidad desconectadas del 
sistema de suministro de agua en red. Por ello, algunos miembros 
de los movimientos sociales se mostraron críticos con el limitado 
alcance de la resolución: “Según los pocos datos que tenemos ahora 
[principios de junio de 2020], se han instalado 29 contadores. ¿Te-
rrasa tiene sólo 29 familias sin agua? Esto parece demasiado peque-
ño para una ciudad como esta” (entrevista con D. Frigola, Consell 
d’Entitats per l’Acció Ciutadana, 9 de junio de 2020).
En comparación con las respuestas de otras empresas de agua de 
Cataluña, Terrassa se erige como un ejemplo de prácticas especí!-
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camente implementadas para superar algunos de los peores efectos 
del duro impacto económico y social de la pandemia. Otras empre-
sas, como la metropolitana Aigües de Barcelona (empresa de capi-
tal mixto) o CASSA (también empresa de capital mixto) de Sabadell 
(localidad vecina con un per!l poblacional y social similar al de Te-
rrassa), no fueron más allá de la prohibición de los cortes de agua 
(una medida de todas formas ya prevista en la legislación nacional 
y autonómica) o del establecimiento de una moratoria de pagos de 
seis meses (tras la !nalización del estado de alarma por parte del 
gobierno español) dirigida a las PYMES y a los autónomos, pero no 
a los clientes residenciales. En otros municipios no se han propues-
to descuentos en la factura del agua similares a los aplicados por el 
operador público de agua de Terrassa.

EL ALCANCE DE LA RESPUESTA A LA COVID-19 

La empresa pública de agua de Manresa (cerca de Terrassa, con una 
población de alrededor de 76.000 personas) instaló 46 contadores 
temporales en viviendas ocupadas y estudió la posibilidad de am-
pliar contadores “solidarios” a unas 30 viviendas más, en respuesta 
a requerimientos de entidades sociales como Cáritas o la PAH, la 
Plataforma de Afectados por la Hipoteca (Aigües de Manresa 2020). 
1De hecho, aunque el impacto !nal fue modesto para el tamaño de 
Terrassa (36 intervenciones en un contexto de 220.000 habitantes), 
los actores entrevistados señalaron la importancia de esta medida 
(y el debate que generó) por tres razones.

En primer lugar, el proceso de toma de decisiones y las reso-
luciones urgentes tuvieron el efecto de desbloquear la revisión de 
la legislación anterior que establecía quién y cómo podía acceder 
al agua a través de contadores temporales (Terrassa 2016). Como 

1 Hasta donde sabemos, sólo otras dos ciudades de Cataluña aceleraron la instala-
ción de contadores temporales en casas vulnerables para asegurar el acceso al agua 
durante el con!namiento: 21 contadores se instalaron en Tarragona (Tarragona 
2020) y 9 en Sant Vicenç dels Horts (El Far 2020).
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lo expresó el representante de la plataforma catalana contra la po-
breza hídrica y energética: “En el caso de Terrassa, cabe destacar 
la activación en modo de emergencia de estos contadores de agua. 
Todavía no están legalizados y habrá que garantizarlos en el futuro. 
Sin embargo, la covid-19 ha acelerado su implantación, ya que ha 
demostrado que es posible aplicar una medida para poner contado-
res más rápidamente” (entrevista con M. Guiteras, Aliança contra la 
Pobresa Energètica - APE, 4 de junio de 2020). 

De hecho, gracias a los procedimientos de urgencia se han insta-
lado más contadores temporales de agua durante los primeros tres 
meses del estado de alarma que durante todo el periodo comprendi-
do entre los años 2016 y 2019 (véase el cuadro 4.2). El presidente del 
Observatorio del Agua de Terrassa resumió cómo cambió el debate 
en el contexto de la covid-19: “lo que no estaba funcionando hasta 
ahora era el tema de las ocupaciones, de las familias que estaban en 
una situación residencial precaria, y que totalizaban un volumen 
importante de personas. Y creo que este debate sobre el derecho 
humano al agua en la ciudad, que debería haber tenido lugar en 
la Comisión del Derecho Humano al Agua y que seguramente se 
habría hecho con reticencias respecto al marco legal [ ...], ha sido 
rápidamente superado. Y de hecho, nuestra propuesta ha sido acep-
tada” (entrevista con J. Martínez, Observatorio del Agua de Terras-
sa, 25 de mayo de 2020).

El cambio más relevante está referido a la relación con el propie-
tario: “La idea es que los propietarios sepan que se ha instalado un 
contador. No se trata de preguntarles si nos dan permiso o no. Pero 
para que no se vulnere su derecho de propiedad, se les informará 
después” (entrevista con A. Crispi, funcionario de Terrassa, 4 de ju-
nio de 2020). Al momento de redactar este capítulo ( julio de 2020), 
la nueva directiva estaba en proceso de elaboración y no pudimos 
acceder al documento.

En segundo lugar, el debate suscitado por el cierre de las fuentes 
públicas de agua potable hizo más visibles (y agravó) situaciones de 
pobreza hídrica antes ignoradas por el gobierno local de Terrassa. 
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Además, puso de mani!esto la necesidad de mejorar la coordina-
ción entre los departamentos municipales para garantizar el dere-
cho humano al agua. Como lo a!rmó el presidente del OAT, “ellos 
[las autoridades locales] no han pensado que el corte de las fuentes 
ponía a ciertas familias en una situación muy crítica. Porque el cor-
te se había tramitado no a través de Servicios Sociales, sino a través 
de los servicios técnicos que gestionan el tema del agua y están en 
contacto con Taigua” (cntrevista con J. Martínez, Observatorio del 
Agua de Terrassa, 25 de mayo de 2020).

Finalmente, la coordinación al interior del ayuntamiento, pero 
también con las organizaciones y plataformas sociales, fue clave 
para construir la respuesta y asegurar el derecho humano al agua 
en medio de la pandemia. En este sentido, el representante de una 
plataforma social  consideró que “la medida de los contadores pro-
visionales en Terrassa surge de la experiencia y el conocimiento de 
las entidades cívicas” (entrevista con M. Guiteras, Aliança contra 
la Pobresa Energètica - APE, 4 de junio de 2020). A diferencia de la 
ciudad de Manresa, que cuenta con un operador público de agua 
desde el año 1982, en el caso de Terrassa la participación activa de 
las entidades sociales y un nuevo modelo de gobernanza del agua 
urbana que incluye un observatorio ciudadano parecen haber sido 
críticos para diseñar y aplicar esta respuesta (!nalmente ejecutada 
por el operador público, Taigua).

Sin embargo, el alcance y el potencial transformador de las dos 
principales acciones desarrolladas por los servicios de agua Te-
rrassa recientemente municipalizados pueden ser limitados en el 
tiempo y en el espacio. Por un lado, existen algunas incertidumbres 
sobre lo que ocurrirá después del estado de alarma (que se levantó 
en España el 21 de junio de 2020). Por ejemplo, el representante de 
la plataforma contra la pobreza hídrica y energética se pregunta-
ba: “¿Cuándo se pagarán las facturas atrasadas y quién [las pagará]? 
[...] ¿Se perdonará la deuda?” (entrevista con M. Guiteras, Aliança 
contra la Pobresa Energètica - APE, 4 de junio de 2020). Asimismo, 
aún no se ha resuelto cómo se llevará a cabo la legalización de los 
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36 contadores de agua instalados en Terrassa durante el estado de 
alarma. Por otro lado, ha habido di!cultades para comunicar y re-
plicar en otros municipios estrategias exitosas en medio de la crisis. 
Como lo recordó el funcionario en contacto directo con la asocia-
ción regional de empresas públicas de agua (AMAP), “el coordina-
dor de AMAP creó un chat de WhatsApp con diferentes operadores 
públicos para tener un espacio para compartir nuestras acciones”. 
Pero lo cierto es que, como todo tenía que decidirse muy rápido, 
estábamos centrados sobre todo en buscar soluciones dentro de Te-
rrassa [...] y no tuvimos tiempo de enviarles un resumen de nues-
tras propuestas” (entrevista con A. Crispi, funcionario de Terrassa, 
4 de junio de 2020).

CONCLUSIÓN

La reciente recon!guración de los servicios de agua en Terrassa ha 
sido compleja y disputada. En este proceso, los movimientos socia-
les y las entidades locales han tenido un papel importante en la for-
ma en que se ha reinventado el operador y, en general, los servicios 
de agua (Bagué 2020, Planas y Martínez 2020). Esta estrecha (aun-
que no exenta de fricción) relación con los movimientos sociales 
ha dado lugar a un proceso de municipalización que podría estar a 
medio camino entre los modelos de remunicipalización autonómi-
cos y socialdemócratas. A su vez, esto ha con!gurado las respuestas 
impulsadas por el operador del agua y los servicios municipales a 
los duros efectos (especialmente en el colectivo más vulnerable) de 
la pandemia a partir de marzo de 2020.

Las respuestas del operador público de agua, Taigua, durante la 
gestión de la crisis se han orientado a que los ciudadanos no sufrie-
ran ninguna interrupción por no poder pagar la factura, ofreciendo 
importantes rebajas o incluso la gratuidad del servicio. No sólo eso: 
tras el cierre obligatorio de las fuentes públicas por motivos sanita-
rios, la empresa pública de agua también ha instado a la instalación 
de contadores provisionales para los hogares vulnerables sin acce-
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so al agua. Todas estas medidas estaban alineadas con las acciones 
para garantizar el acceso universal al agua identi!cadas por Aqua 
Publica Europea y GWOPA (2020) entre las empresas públicos de 
agua de Europa. Sin embargo, podríamos argumentar que el caso 
de Terrassa muestra a un operador público que ha ido un paso más 
allá que la mayoría de las iniciativas existentes en el contexto es-
pañol (y probablemente europeo) al otorgar rebajas signi!cativas y 
asegurar el suministro de agua para aquellos que carecen de acceso 
legal a la vivienda. En de!nitiva, la existencia de un organismo que 
sirva para canalizar la participación ciudadana y el compromiso de 
los movimientos sociales, como el Observatorio del Agua de Terras-
sa, ha sido fundamental en la con!guración de estas ambiciosas y 
radicales respuestas a la pandemia.

Aqua Publica Europea y GWOPA (2020) señalan que uno de los 
temas candentes en la gobernanza del agua tras la pandemia será la 
rede!nición del papel central de los operadores públicos de agua en 
asegurar el bienestar y la salud de la población. El caso de Terrassa, 
con un operador público de agua de reciente creación que ha sido 
capaz de hacer frente a los duros efectos de la crisis socioeconó-
mica provocada por la covid-19, podría proporcionar muchas ideas 
interesantes y lecciones que aprender en ese sentido. Por supuesto, 
habrá que ver cómo el operador (y la estructura de gobernanza del 
agua en la que está inserto) puede hacer frente a otras oleadas de la 
covid-19, si llegaran a producirse, y cómo mantiene las medidas de 
post-emergencia en un contexto que probablemente será una de las 
crisis económicas más duras en varias décadas. 
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LA MORATORIA DE CORTES DE 
AGUA EN ESTADOS UNIDOS: EL 
PAPEL DE LAS CIUDADES Y DE   
LOS ESTADOS

El agua potable es tratada como una mercancía en Estados 
Unidos, no como un derecho humano. Al inicio de la pande-
mia muchas ciudades y estados de ese país promulgaron una 

moratoria de los cortes de agua. En este capítulo analizamos en qué 
se diferencian estos estados y ciudades de los demás. Descubrimos 
que los estados que regulan los servicios públicos privados son más 
propensos a imponer moratorias, y los que tienen mayores tasas de 
casos de covid-19 lo hicieron antes. Los estados con control legis-
lativo republicano han sido más reticentes a imponer moratorias. 
Las ciudades con más capacidad y más necesidad se han mostrado 
más propensas a ejecutar ese tipo medidas, pero las ciudades de 
los condados con más votantes republicanos lo han sido en menor 
medida. Estos resultados ponen de mani!esto la politización de la 
salud pública y el acceso al agua en Estados Unidos. El cambio hacia 
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una mejor identi!cación del valor del agua para la salud pública 
puede llevar a Estados Unidos a reconocer el agua como un derecho 
humano. Concluimos el capítulo con recomendaciones políticas 
para las ciudades, los estados y el gobierno federal.

INTRODUCCIÓN 

Durante la pandemia de covid-19, muchos estados y municipalida-
des de Estados Unidos promulgaron una moratoria de los cortes de 
agua. Esto es una novedad. Históricamente, Estados Unidos ha sido 
reacio a proteger a los consumidores, ya que el agua se conside-
ra una mercancía en ese país. Las protecciones contra los cortes 
de agua son limitadas, y algunos estados incluso restringen a las 
empresas de servicios públicos y a las ciudades la posibilidad de 
ofrecer ayudas a los consumidores de bajos ingresos (UNC 2017). 
Muchas ciudades, especialmente las más antiguas de la región in-
dustrial conocida como el “cinturón del óxido”, se enfrentan al en-
vejecimiento de sus infraestructuras y a la necesidad de aumentar 
las tarifas del agua para cubrir las mejoras de sus sistemas (Swain 
et al. 2020). 

Baltimore es un caso bien conocido. Para mejorar la inversión en 
infraestructuras de agua la ciudad aprobó un aumento del 33% en la 
tarifa del agua, en el año  2016, a pesar de que el 15% de los clientes 
residenciales ya tenían facturas en mora - lo que supuso un total de 
20 millones de dólares de deuda no cobrada por la ciudad (Jacobson 
2016). Durante los primeros meses de la pandemia, el sistema pú-
blico de agua de esa ciudad tomó varias medidas para garantizar el 
acceso al agua de los hogares. Sin embargo, el alcalde de Baltimore, 
Bernard Young, utilizó sus poderes de emergencia para retrasar la 
legislación que habría proporcionado protecciones duraderas. Ante 
el retraso, una coalición de grupos sindicales, ecologistas, de ayu-
da legal, de vivienda y religiosos trabajó con el ayuntamiento para 
poner en marcha un programa integral de asequibilidad del agua y 
una o!cina de defensa del cliente para salvaguardar el acceso a lar-
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go plazo al servicio de agua para todos los habitantes de la ciudad. 
La Coalición por el Derecho al Agua de Baltimore trató de avanzar 
en términos de justicia del agua prohibiendo la privatización del 
servicio, deteniendo los cortes y las ejecuciones hipotecarias por 
impago de la factura del agua y estableciendo un programa de ase-
quibilidad basado en el porcentaje de los ingresos y un proceso in-
dependiente de resolución de con!ictos (véase el capítulo de Grant 
en este volumen). 

El caso de Baltimore re!eja los principios básicos del agua pú-
blica -responsabilidad, acceso y participación- tal y como lo sugiere 
la Organización de las Naciones Unidas (de Albuquerque 2012). La 
rendición de cuentas requiere transparencia y el acceso requiere 
asequibilidad, pero también es necesaria la participación, ya que 
no se puede contar solo con el sector público para garantizar el ac-
ceso.

El agua es cada vez menos asequible para muchos hogares esta-
dounidenses, especialmente los de bajos ingresos y las comunida-
des de color, ya que las facturas del agua superan el nivel recomen-
dado por la ONU del 3% de los ingresos del hogar (Montag 2019). 
Los cortes por falta de pago son comunes en todo Estados Unidos, 
pero con el inicio de la pandemia la política cambió. Por ejemplo, 
desde 2014, más de 141.000 hogares de Detroit han sido desconec-
tados del servicio de agua debido a facturas morosas. Pero el 12 de 
marzo de 2020, el día después de que la Organización Mundial de la 
Salud declarara la pandemia de covid-19, la gobernadora de Michi-
gan, Gretchen Whitmer, y los funcionarios de la ciudad de Detroit 
anunciaron planes para detener los cortes y reconectar temporal-
mente los servicios de agua para todos los residentes (The Guardian 
2020). El mismo día, la alcaldesa Kate Gallego de la ciudad de Phoe-
nix, en el estado de Arizona, tuiteó: 

A partir de hoy, @PHXWater detendrá todos los cortes de 
agua por falta de pago para asegurar que los residentes ten-
gan acceso al agua para protegerse de la covid-19. Aquellos 
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usuarios que estén actualamente desconectados serán reco-
nectados por @PHXWater. Esas residencias recibirán un ser-
vicio de agua de bajo !ujo adecuado para la protección de 
la salud y la preparación de alimentos <https://twitter.com/
MayorGallego/status/1238163868876025858?s=20>.

El mismo día, el estado de Louisiana lanzó un comunicado si-
milar: 

Debido a los riesgos para la salud pública asociados con el co-
ronavirus, el Gobernador John Bel Edwards ha declarado la 
emergencia sanitaria en todo el estado. Dada la gravedad de 
estos acontecimientos y el impacto incierto que puede tener 
en los clientes de la Comisión, es necesaria una acción inme-
diata para asegurar que el servicio de agua no se desconecte 
por falta de pago (Comisión de Servicios Públicos de Luisia-
na, Orden Ejecutiva del 13 de marzo de 2020) .

La pandemia de covid-19 ha reorientado la atención de los fun-
cionarios estatales y locales hacia la importancia del agua para la 
salud pública. Pero no siempre ha sido así.

CRECIENTE PROTECCIÓN CONTRA LOS CORTES DEL SERVICIO 

Un estudio nacional publicado en 2015 reveló que solo el 8% de las 
ciudades de Estados Unidos protegían a los residentes de los cortes 
de agua; apenas 153 de una muestra de 1.897 municipios (Homsy y 
Warner 2020). El estudio reveló que las ciudades tenían más proba-
bilidades de proteger a los residentes del corte de agua si el muni-
cipio era el propietario de la empresa de agua, tenía un consejo de 
administración de mayoría demócrata y tenía un objetivo de equi-
dad social articulado en su plan municipal. La propiedad pública 
es importante. También lo es la plani"cación para la equidad social 
(Liao et al. 2019).
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Al inicio de la pandemia, Food and Water Watch, un grupo de 
defensa del agua pública, comenzó a hacer un seguimiento de las 
ciudades y los estados que promulgaban moratorias en los cortes de 
agua. Mientras que Phoenix, Arizona, Detroit, Michigan y Luisiana 
fueron los primeros gobiernos de ciudades o estados que aprobaron 
moratorias, al 30 de abril de 2020 más de 483 ciudades y 35 esta-
dos también las habían impuesto (FWW 2020) (véase Figura 5.1). La 
pandemia ha alertado a los estados y a los gobiernos locales de la 
importancia crítica del acceso al agua potable para la salud pública.

¿Qué diferencia a los estados que impusieron moratorias de los 
que no lo hicieron? Realizamos un estudio y descubrimos que los 
estados que regulan a los operadores privados de agua eran más 
propensos a imponer una moratoria, y aquellos con mayores ta-
sas de casos de covid-19 impusieron moratorias más rápidamente 
(Warner et al. 2020). También descubrimos que los estados con un 
control republicano consolidado tanto a nivel de la legislatura esta-
tal como de la o!cina del gobernador eran menos propensos a im-
poner una moratoria. El acceso al agua, así como otras medidas de 
salud pública durante la pandemia, están muy politizados (Warner 
y Zhang 2020). Esto hace que la participación de la sociedad civil sea 
especialmente importante para garantizar el acceso al agua, como 
el caso de Baltimore lo demuestra.

El papel del sector público es complicado y a veces contradic-
torio. Los estudios publicados demuestran que los estados son el 
mejor nivel para ofrecer programas de asistencia a los hogares 
de bajos ingresos en el área de los servicios públicos (Pierce et al. 
2020). Mientras que algunos estados proporcionan protecciones a 
los consumidores, otros prohiben el trato preferencial a clientes 
especí!cos. Algunos limitan la capacidad de las empresas de ser-
vicios públicos o de las comunidades para !nanciar programas de 
asistencia para personas de bajos ingresos (Pierce et al. 2020, UNC 
Environmental Finance Center 2017).

Cuando los estados no actúan, las ciudades pueden hacerlo. En 
los 15 estados que no impusieron una moratoria estatal a los cortes, 
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135 ciudades impusieron la suya por decisión propia. Estas ciuda-
des se caracterizan por tener una población con más alta presencia 
de minorías étnicas y una mayor desigualdad de ingresos, por lo 
que son más conscientes de la necesidad de equidad en el suminis-
tro del servicio de agua (Warner et al. 2020). Estas ciudades también 
tienen más capacidad local, medida por una mayor renta per cápita 
y un mejor estado de salud de las comunidades locales. Sin embar-
go, nuestro estudio también reveló que las ciudades de los condados 
con mayor porcentaje de población que votó a Trump en 2016 eran 
menos propensas a imponer moratorias.

Figura 5.1
Estados y ciudades que aprobaron moratorias durante la pandemia

Elaboración propia. Fuentes de los datos: TIGER/Line Shape!les, Food and Water 

Watch, 2020.

Estos resultados muestran que la equidad en el suministro de 
agua está muy politizada en Estados Unidos, tanto a escala muni-
cipal como a nivel estatal. Las ciudades y los estados con control 
demócrata son más propensos a proteger a los residentes de los 
cortes del servicios. Muchos operadores privados también promul-
garon voluntariamente moratorias sobre los cortes de agua durante 



Agua Pública y Coronavirus

 99

la pandemia (AWWA 2020). Pero, ¿persistirán estas protecciones a 
medida que la crisis se prolongue? Dada la ausencia de liderazgo 
federal durante la pandemia, algunas ciudades y estados del país se 
han erigido como defensores de la equidad del agua. Pero, ¿hasta 
qué punto pueden esas ciudades ser e!caces, dada la complejidad y 
la fragmentación de la gobernanza del agua y el excepcionalismo de 
este país en materia de política hídrica?

LA POLÍTICA ESTADOUNIDENSE: COMPLEJA Y FRAGMENTADA

En muchos países, las reformas de la gobernanza del agua propor-
cionaron un marco de coordinación para una gestión más sustenta-
ble e integrada. En Estados Unidos, los expertos han reclamado un 
enfoque diferente, ya que los sistemas actuales están fragmentados 
y la responsabilidad recae en una multiplicidad de actores (Dig-
Deep y US Water Alliance 2019). 

Un factor uni!cador es que la mayoría de los estadounidenses 
reciben servicios públicos, aunque la regulación del suministro de 
de agua implica una intervención gubernamental a varios niveles. A 
nivel de los estados, hay agencias y departamentos de salud y medio 
ambiente que participan en la regulación del sector, además de las 
entidades que supervisan la regulación de las tarifas de los servicios 
públicos privados y, a veces, públicos. A nivel federal, las políticas 
se centran principalmente en la regulación ambiental, establecien-
do normas de calidad del agua y de gestión de residuos. 

La pandemia ha demostrado los desafíos de una respuesta rápida 
en una estructura de gobernanza con múltiples actores. Por ejem-
plo, aunque California no aprobó una moratoria de cortes hasta el 
2 de abril de 2020, varias ciudades del estado ya estaban preparadas 
para suspender los cortes de agua justo después de la declaración 
de pandemia del 12 de marzo. Para actuar, necesitaban obtener la 
aprobación de otros organismos. Por ejemplo, la Comisión de Ser-
vicios Públicos de San Francisco requirió la aprobación del Depar-
tamento de Salud antes de actuar (Buford y Campbell 2020), lo que 
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retrasó la moratoria de cortes durante 48 horas, lo que signi!ca que 
los hogares morosos que sufrieron el corte del agua tuvieron que 
pagar y esperar antes de que se les restableciera el servicio. 

A esta complejidad de la gobernanza hay que añadir el reto de 
las zonas de servicio fraccionadas: es decir, las jurisdicciones de 
las ciudades no coinciden necesariamente con las jurisdicciones 
de los servicios de agua. ¿Cómo pueden las ciudades proteger a los 
residentes de bajos ingresos que no reciben el servicio de su propia 
empresa? El liderazgo de las ciudades es crucial en este caso, pero 
también es necesario que los gobiernos de los estados y la adminis-
tración federal proporcionen recursos y directrices sólidas sobre la 
protección del acceso al agua. 

Además de la complejidad de la gobernanza del agua, Estados 
Unidos es una excepción con respecto al resto del mundo en cuanto 
a la falta de reconocimiento del agua como derecho humano. Esta 
realidad contrasta fuertemente con la de los países europeos, don-
de diversos mecanismos garantizan el acceso al agua, incluyendo 
el suministro de un nivel mínimo de subsistencia para los hogares 
(siguiendo las directrices de la Organización Mundial de la Salud), 
tarifas con descuento (tarifas sociales o fondos sociales) y prohibi-
ciones totales de desconexión del agua. En la Unión Europea, Aus-
tria, Francia, Irlanda y el Reino Unido tienen prohibidas las desco-
nexiones totales, mientras que en otros países la legislación exige a 
los operadores que aseguren el suministro de una cantidad mínima 
de subsistencia utilizando dispositivos de reducción de caudal o, en 
algunos casos, contadores de agua que funcionan con monedas. En 
los países que sí permiten las desconexiones de agua (como Bélgi-
ca, Noruega y los Países Bajos), algunos de los requisitos incluyen la 
aprobación de un tribunal especial u otro organismo gubernamen-
tal (EurEau 2016). 

El enfoque europeo es coherente con los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS) de Naciones Unidas para el año 2030. Existe un 
acuerdo general de que el acceso al agua es fundamental para el de-
sarrollo, como se re"eja en el compromiso sexto sobre el acceso al 
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agua, el saneamiento y la higiene, y la decisión de 2010 de la Asam-
blea General de la ONU sobre el reconocimiento del agua como 
derecho humano. En general, la administración de Donald Trump 
renunció al liderazgo en este foro mundial. Si bien hay variantes 
en la forma en que los ODS son adoptados por diferentes países, 
un informe del lG20 que analiza el grado en que los países alinean 
las agendas nacionales con los ODS, las estrategias, los planes de 
acción y los sistemas de rendición de cuentas revela que Estados 
Unidos muestra los niveles más bajos de liderazgo político (Bertels-
mann Sti!ung y SDSN 2018). 

EL POTENCIAL DE EQUIDAD DEL AGUA EN ESTADOS UNIDOS

El desdén de Estados Unidos para con los esfuerzos mundiales de 
promoción del desarrollo es alarmante porque, pese a ser uno de 
los países más ricos, tiene necesidades urgentes de servicios de 
agua. Se calcula que entre 1,4 y 2 millones de estadounidenses ca-
recen de agua corriente (DigDeep y US Water Alliance 2019), y mu-
chas comunidades se enfrentan al riesgo de contaminación y a la 
imposibilidad de pagar unas facturas que aumentan rápidamente. 
Esto ha tenido consecuencias devastadoras para las comunidades 
de bajos ingresos, las comunidades indígenas y las comunidades 
de color, que se enfrentan a mayores tasas de desconexión y a los 
efectos estructurales de la morosidad en las facturas (Montag 2019, 
DigDeep y US Water Alliance 2019).

En este contexto, muchas ciudades y gobiernos estatales respon-
dieron rápidamente con moratorias temporales para garantizar el 
acceso al agua de los grupos más vulnerables durante la pandemia 
de covid-19. Sin embargo, se trata de medidas temporales. Ya en 
agosto de 2020, las moratorias aprobadas por 11 estados habían ex-
pirado, pero la pandemia de covid-19 y la crisis económica resultan-
te continúan (FWW 2020). Esto plantea la cuestión de cómo lograr 
que el acceso al agua sea duradero. Hay varios retos para hacer que 
la protección del acceso al agua se mantenga más allá de la pan-
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demia actual. Estos retos no solo se re!eren a la complejidad de la 
política de gobernanza del agua de Estados Unidos., sino también 
a la reticencia de este país a reconocer el derecho humano al agua 
(para un debate más extenso sobre la relevancia de la covid-19 en 
relación al derecho humano al agua, véase Lo"us y Sultana en este 
volumen). 

La crisis de asequibilidad del agua se produce al mismo tiempo 
que las ciudades y regiones del país se enfrentan a problemas de 
deterioro de las infraestructuras y a la necesidad de hacer frente al 
cambio climático, lo que plantea importantes retos (como lo mues-
tra el capítulo sobre Pittsburgh de González Rivas en este volumen). 
Las acciones en materia de política del agua se han centrado en la 
e!ciencia, la inversión en nuevas tecnologías y las infraestructuras 
verdes, mientras que han pasado por alto cuestiones de equidad 
como la garantía del acceso al agua (Homsy y Warner 2020). 

Sin embargo, las ciudades pueden aplicar un enfoque más am-
plio y sostenible. Filadel!a es un ejemplo de cómo un departamen-
to público de agua integró su programa de asequibilidad como par-
te de las subidas de tarifas que !nancian el plan de inversión en 
infraestructuras. A pesar de los muchos retos que plantea el agua, 
Filadel!a ha lanzado un programa de asequibilidad líder. Como mu-
chas otras ciudades, Filadel!a tiene una infraestructura de agua en 
decadencia. La ciudad no ha podido mantener el mantenimiento y 
las inversiones debido a los altos costes y a la limitada !nanciación 
federal desde la década de 1970. Sin embargo, en 2011 la ciudad puso 
en marcha un plan de inversión en infraestructuras para cumplir 
con las exigencias de calidad del agua y las normas ambientales. 
Las tarifas del agua aumentaron para !nanciar la inversión, y esto 
provocó un aumento del número de desconexiones. Aunque el De-
partamento de Agua tenía varios programas de asistencia al usuario 
para los hogares de bajos ingresos, su cobertura era limitada y a 
medida que las facturas aumentaban también lo hacía el número 
de hogares que no podían pagarlas. Como respuesta, la ciudad lan-
zó el Programa de Asistencia Escalonada en el verano de 2017 (City 
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of Philadelphia 2017). El programa es un enfoque novedoso porque 
se basa en el nivel de asequibilidad de un hogar (frente al enfoque 
común de ofrecer un descuento en la factura del servicio de agua). 
Este programa es coherente con el umbral de asequibilidad de las 
Naciones Unidas, de un máximo de 3 % de los ingresos del hogar, ya 
que garantiza que los hogares con bajos ingresos puedan pagar sus 
facturas de agua. 

Para contar con un enfoque integral sostenible en el que la equi-
dad no sea una idea de última hora, las ciudades y los estados deben 
ampliar el enfoque de la gestión sostenible del agua para garantizar 
la protección del acceso de los grupos más vulnerables. El relator 
especial de Naciones Unidas sobre el derecho humano al agua po-
table y al saneamiento señala que el acceso, la responsabilidad y 
la participación son principios fundamentales del derecho humano 
al agua. El agua debe estar disponible, ser accesible y asequible, y 
se debe garantizar la calidad y la seguridad, así como la sostenibi-
lidad a largo plazo (de Albuquerque 2012). Pero esto es un reto en 
el contexto estadounidense de aumento de la inasequibilidad y la 
necesidad de que las ciudades reinviertan en sus sistemas de agua, 
como muestran los capítulos sobre Pittsburgh y Baltimore en este 
volumen. Así pues, la participación pública es fundamental para 
presionar al gobierno para que garantice el acceso.

CONCLUSIÓN

La pandemia ha puesto de relieve la importancia del acceso al agua 
para la salud pública. Mientras cientos de localidades y 35 estados 
de Estados Unidos suspendieron los cortes de agua en marzo y abril 
de 2020, el mosaico de regulaciones locales y estatales dejó a millo-
nes de estadounidenses desprotegidos y vulnerables a la pérdida 
del servicio. A continuación se presentan recomendaciones para 
que cada uno de los tres niveles de gobierno tome medidas para 
garantizar que ninguna persona se quede sin el agua necesaria para 
protegerse a sí misma, a sus familias y a sus comunidades de la pro-
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pagación de enfermedades.

Acción local 
Los proveedores de agua a nivel local están ubicados en la prime-
ra línea y son los que más rápidamente pueden adoptar políticas y 
protecciones para sus residentes para garantizar el acceso al agua 
potable durante la pandemia y después. Estos proveedores pueden 
suspender los cortes, restablecer el servicio de forma segura, re-
nunciar a los cargos por mora y a las multas, y retrasar los aumen-
tos de las tarifas tanto durante la pandemia como durante al menos 
180 días después del !nal del estado de emergencia. 483 ciudades 
estadounidenses aprobaron moratorias durante la pandemia, pero 
no todas siguieron las mismas orientaciones para el restableci-
miento del servicio y la exención de tarifas.

Para lograr una sostenibilidad a más largo plazo, los proveedo-
res locales deben ampliar los programas de asistencia existentes 
para permitir que los hogares que sufran la pérdida de empleo y de 
salarios a causa de la covid-19 sean automáticamente elegibles para 
la asistencia. Al expirar las moratorias, se deben ampliar los perio-
dos de los planes de pago a 24 meses para distribuir el reembolso de 
las facturas pendientes a lo largo de un periodo más largo y reducir 
así la carga mensual de los hogares. Debería reservarse dinero para 
la condonación de la deuda de los hogares de más bajos ingresos. 
Los gobiernos locales pueden ayudar  aumentando la !nanciación 
para la asistencia al sector del agua, incluyendo la asignación de la 
ayuda federal Community Development Block Grant y dinero del Fon-
do de Alivio del Coronavirus para cubrir el coste de la condonación 
de la deuda del agua de los hogares con bajos ingresos. La Ley CA-
RES (aprobada en abril de 2020) proporcionó 150.000 millones de 
dólares al Fondo de Alivio del Coronavirus para los estados y los 
gobiernos locales. 

Las ciudades pueden ir más allá de la asistencia y acercarse a 
la asequibilidad real y a largo plazo estableciendo planes de pago 
basados en porcentaje de ingresos y condonación de la deuda para 
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los hogares de bajos ingresos. Este modelo de asequibilidad limita 
efectivamente las facturas de agua a un nivel que un hogar puede 
pagar en función de sus ingresos, como el umbral de las Naciones 
Unidas del 3% de los ingresos del hogar para el servicio básico de 
agua y alcantarillado. Mientras que este modelo de asequibilidad 
es relativamente común en el sector del gas y la electricidad en Es-
tados Unidos, sólo Filadel!a y Baltimore han adoptado programas 
similares  (Reuters 2020). Sin embargo, se están realizando esfuer-
zos en este sentido en las áreas metropolitanas de Detroit y Chicago 
(Detroit People’s Water Board 2020, the Real News Network 2020). 

En general, las ciudades deberían estudiar la posibilidad de pro-
hibir los cortes de agua de forma permanente. La ciudad de Nueva 
York, el mayor proveedor de agua del país, ya no recurre a cortes de 
agua por falta de pago. Varias ciudades, como Madison (en Wiscon-
sin) y Albany (en Nueva York), nunca ejecutan cortes del servicio 
por impago de la factura (Food & Water Watch 2020). A medida que 
la pandemia de covid-19 demuestra la importancia crítica para la 
salud pública del derecho humano al agua, las ciudades deberían 
cambiar este método de cobro punitivo por prácticas más humanas.

Acción estatal
Pese a que 35 gobiernos estatales han aprobado medidas para sus-
pender las desconexiones del servicio de agua, estas acciones han 
sido variadas en su alcance y contexto de aplicación. A !nes de ju-
nio de 2020, 17 estados habían ordenado un tipo de moratoria que 
se extendía a todos los servicios de agua, pero sólo California, Mi-
chigan, Nueva York, Ohio, Washington y Wisconsin incluyeron la 
restauración del servicio para los hogares previamente desconecta-
dos. A !nales de julio, varias de estas acciones estatales ya habían 
expirado. El informe de la Comisión de Medio Ambiente y Obras 
Públicas del Senado de Estados Unidos, de julio de 2020, reveló que 
sólo 10 estados y el distro federal de Washington, D.C. tenían mora-
torias estatales completas sobre desconexiones de agua y electrici-
dad aún en vigor. 
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Para cumplir con las normas establecidas por la O!cina del Rela-
tor de Naciones Unidas para el Agua y el Saneamiento (de Albuquer-
que 2012) los estados deben garantizar la responsabilidad, la acce-
sibilidad y la participación pública en los sistemas locales de agua. 
California ofrece un modelo de políticas de recolección y registro 
de datos. En 2020, California se convirtió en el primer estado del 
país en exigir a todos los sistemas de agua el seguimiento y la noti-
!cación de las desconexiones por incapacidad de pago. Se trata de 
un modelo que todos los estados deberían adoptar, para que todos 
los proveedores puedan hacer un seguimiento de los cortes y reco-
nexiones del servicio en los hogares y publicar esta información en 
línea de manera que sea fácilmente accesible para el público. 

La participación requiere algo más que información para ga-
rantizar la rendición de cuentas. También requiere tener voz en la 
toma de decisiones de los servicios públicos. Deben ofrecerse pro-
tecciones democráticas antes de la venta o el arrendamiento de los 
servicios de agua o aguas residuales a entidades con ánimo de lucro. 
Varios estados, incluido Wisconsin, exigen el voto del electorado de 
la zona a la que da servicio un servicio municipal antes de su venta 
o concesión a una entidad privada. Este es un buen modelo que po-
drían adoptar otros estados. Algunas ciudades, como Missoula (en 
Montana), han utilizado vías democráticas para restablecer la pro-
piedad y el control públicos (Mann y Warner 2019).

Para garantizar la accesibilidad, los estados deben establecer 
protecciones de corte duraderas para las poblaciones vulnerables. 
La legislación podría seguir el modelo de la normativa municipal de 
Nueva York del año 2008, que prohíbe la desconexión del servicio a 
los hogares con personas con enfermedades graves y condiciones 
médicas de gravedad, niños pequeños, personas mayores, ciegos y 
discapacitados.

Acción federal
Los estados y los municipios no pueden abordar por sí solos la crisis 
de asequibilidad. El Congreso de Estados Unidos debe aprobar una 
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ley que imponga una moratoria a nivel nacional sobre las descone-
xiones de los servicios públicos, con el restablecimiento del servi-
cio para todos los hogares previamente desconectados por falta de 
pago. Además, el gobierno federal debe proporcionar ayuda !nan-
ciera a los hogares de bajos ingresos para ayudar a cubrir los costes 
de las facturas de agua atrasadas. En mayo de 2020, la Cámara de 
Representantes aprobó la Ley HEROES, que incluía una moratoria 
nacional de los cortes de agua con restablecimiento del servicio, 
1.500 millones de dólares para apoyar el acceso al agua de las per-
sonas con bajos ingresos, y una importante ayuda a los gobiernos 
locales, pero no está claro si el Senado incluirá estas disposiciones 
en el nuevo paquete de estímulo covid-19 a ser aprobado en agosto. 
La participación es necesaria para garantizar la responsabilidad y el 
acceso del público. La coalición nacional No Shuto!s [No a las Cor-
tes] se está organizando para exigir la inclusión de una moratoria 
nacional de cortes de servicios públicos.

Las protecciones ante cortes por sí solas tampoco son su!cien-
tes. Debemos abordar la asequibilidad a largo plazo y las necesi-
dades de inversión. Los proveedores públicos de agua se han visto 
muy afectados !nancieramente por la crisis. Los sistemas de agua 
deben estar bien !nanciados para que puedan seguir suministran-
do agua potable y pagando a su personal. El gobierno federal debe 
proporcionar un alivio !nanciero de emergencia para los servicios 
públicos de agua y saneamiento, que prevén pérdidas de ingresos 
superiores a 25.000 millones de dólares, en gran parte debido a la 
disminución del consumo industrial y comercial (American Water 
Works Association y Association of Metropolitan Water Agencies 
2020, National Association of Clean Water Agencies 2020). A largo 
plazo, el Congreso de Estados Unidos debería aprobar la Ley de 
Asequibilidad, Transparencia, Equidad y Fiabilidad del Agua (HR 
1417, S 611) para restablecer el compromiso del gobierno federal 
con las infraestructuras hídricas. Esta legislación proporcionaría 
35.000 millones de dólares al año, la cantidad necesaria para cum-
plir con la normativa federal sobre la calidad del agua, según los 
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últimos estudios de necesidades de la Agencia de Protección Am-
biental de Estados Unidos (U.S. Environmental Protection Agency 
2016 y 2018). Esto proporcionaría a los proveedores locales de agua 
los recursos necesarios para suministrar agua segura y asequible a 
toda la población.

La pandemia de covid-19 podría ayudar a que Estados Unidos 
invierta más y sea más equitativo en sus sistemas de agua potable. 
Los estados y las ciudades han liderado el camino, pero ellos solos 
no pueden reconstruir los sistemas locales de agua. Se necesita ayu-
da federal. Las moratorias estatales y locales de las desconexiones 
durante la pandemia son un primer paso hacia el reconocimien-
to del derecho humano al agua. Unos sistemas de agua accesibles, 
asequibles y transparentes constituyen la clave para la gobernanza 
democrática del sector, reconociendo que  el acceso al agua es fun-
damental para la salud pública. 
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Capítulo 6

Denisse Roca-Servat
María Botero Mesa
Sara Correa Zuluaga

EL SUMINISTRO DE AGUA 
A NIVEL COMUNITARIO EN 
COLOMBIA EN TIEMPOS DE 
PANDEMIA

Este capítulo examina la importancia de la Red Nacional de 
Acueductos Comunitarios de Colombia (RNAC) en el contex-
to de la pandemia de covid-19. La RNAC es una red de ámbito 

nacional que agrupa a más de 700 organizaciones autogestionadas 
y comunitarias activas en la prestación de servicios de agua en los 
departamentos de Cundinamarca, Valle del Cauca, Cauca, Bolívar, 
Magdalena, Sucre, Guajira, Nariño, Meta, Casanare, Guaviare, San-
tander, Antioquia y Boyacá.

Comenzamos con una discusión del marco legal y regulatorio 
del sector del agua en Colombia, con énfasis en las normas relacio-
nadas con los acueductos comunitarios y las medidas internas im-
plementadas por estas organizaciones. Luego analizamos las inicia-
tivas comunitarias de agua frente a las respuestas gubernamentales 
de urgencia contra la pandemia. Finalmente, ofrecemos algunas 
re!exiones orientadas a resaltar las lecciones de la democratiza-
ción del suministro de agua a través del lente de las organizaciones 
comunitarias, así como recomendaciones concretas para el diseño 
e implementación de futuras políticas.

La metodología de investigación combinó métodos cualitativos y 
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cuantitativos para acceder a la información a partir de fuentes pri-
marias y secundarias. La investigación primaria proporcionó datos 
cuantitativos obtenidos a través de una encuesta en línea y entre-
vistas telefónicas en profundidad con miembros representativos de 
acueductos comunitarios. La encuesta se aplicó entre junio y julio 
de 2020, incluyendo a 101 acueductos con técnicas de muestreo no 
probabilístico de tipo bola de nieve. Después de procesar los datos 
de la encuesta, se seleccionaron los casos relevantes para las entre-
vistas en profundidad. Las fuentes secundarias fueron las leyes y 
reglamentos de provisión de agua aprobados durante la pandemia, 
así como los informes técnicos elaborados por la propia RNAC.

EL SUMINISTRO DE AGUA EN COLOMBIA A ESCALA COMUNITARIA

En 1991, los acueductos comunitarios de Colombia fueron recono-
cidos legalmente como una modalidad distinta para el suministro 
de servicios de agua en todo el país. Estos procesos de democracia 
participativa y economía solidaria se incluyeron en el marco legal 
nacional como una alternativa sin ánimo de lucro y comunitaria, 
diferente a otros esquemas de tipo empresarial -públicos, privados 
o mixtos- que operan bajo la lógica del mercado.

Sin embargo, a pesar de que el Estado debe garantizar el acce-
so al agua como un derecho (Corte Constitucional 2015), la legisla-
ción actual no incluye una condición esencial para la protección y 
el apoyo de estas organizaciones: un régimen jurídico diferenciado 
que tenga en cuenta sus características especí!cas y las necesida-
des de la población a la que sirven, en su mayoría comunidades 
rurales o periurbanas de bajos ingresos (RNAC 2015). Tal omisión, 
en la práctica, impone un marco regulatorio que bene!cia princi-
palmente a los proveedores de agua con !nes de lucro. El régimen 
jurídico actual ignora e incluso obstaculiza las prácticas culturales 
y tradicionales que no encajan en los formatos contemplados por la 
normativa nacional (RNAC 2017).

Las medidas de emergencia lanzadas por el gobierno colombia-
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no en respuesta a la pandemia han tendido a reproducir la exclu-
sión que históricamente han sufrido los acueductos comunitarios. 
Los decretos emitidos durante la pandemia han reforzado la lógica 
imperante, priorizando un enfoque urbano y centrado en el lucro 
que busca transformar la cooperación entre los ciudadanos en una 
transacción meramente comercial. Al mismo tiempo, los acueduc-
tos comunitarios se han visto afectados por la imposición de costos 
!nancieros y cargas administrativas que superan sus capacidades 
económicas y operativas (RNAC 2020a), como se resume a continua-
ción.

El 20 de marzo de 2020, el gobierno colombiano expidió el De-
creto Ley 441, que obligaba a los prestadores de agua a reconectar 
inmediatamente el servicio a las familias que fueron desconectadas 
por falta de pago. Según las entrevistas realizadas para nuestra in-
vestigación, la mayoría de las organizaciones comunitarias consi-
deran que esta medida concreta es irrelevante para ellos, dado que 
no suelen recurrir a la desconexión (RNAC 2020a).

Esta percepción fue veri!cada por los resultados de la encuesta, 
que indican que el 91% de los acueductos comunitarios han imple-
mentado acciones adicionales para garantizar el suministro de agua 
durante la pandemia. Para el 9% restante de los encuestados, no fue 
necesario implementar nuevas medidas. Sin embargo, en los casos 
en que los acueductos habían incorporado las normas de presta-
ción del servicio de agua contenidas en el Decreto 302 de 2000, o en 
los que excepcionalmente tuvieron que desconectar el suministro, 
también cumplieron con la norma que estipula la reconexión.

Cortar el suministro de agua a cualquier bene!ciario no es una 
práctica habitual entre los acueductos comunitarios, y menos aún 
por falta de pago. Incluso en el contexto de la pandemia, no hubo 
casos de desconexión por falta de pago. En los casos de morosidad, 
estas organizaciones favorecen mecanismos de control social o de 
corresponsabilidad para garantizar un suministro mínimo vital a 
cada asociado. Un claro ejemplo de ello se observó en las acciones 
de los acueductos de Girardota y Don Matías en el departamento 
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de Antioquia, que han instalado válvulas de control de caudal para 
garantizar el derecho básico al agua.

Cuadro 6.1
Medidas de emergencia y su impacto en el suministro comunitario de agua

Medida Objetivos Impactos en el suministro de 
agua a nivel comunitario

Decreto Ley 
441 de 2020

Garantizar el 
suministro de 
agua a los hogares, 
prohibiendo las 
subidas de tarifas 
y suspendiendo los 
cortes de agua por 
atraso en el pago.

En el caso de los acueductos 
comunitarios, estas medidas 
no eran necesarias, dados los 
principios de solidaridad y 
democracia y el enfoque de 
derechos que guían sus formas 
de organización, gestión y 
funcionamiento para garantizar 
el acceso al agua a todos los 
usuarios.

Decreto Ley 
528 de 2020

Proporcionar apoyo 
!nanciero a las 
empresas que no 
pueden recuperar 
totalmente sus costes 
debido a la aplicación 
del Decreto 441. Los 
recursos que no se 
pudieran recaudar de 
los clientes en mora 
se compensarían con 
la facilitación de un 
mejor acceso al crédito 
para los operadores de 
agua.

No tiene en cuenta las necesidades 
!nancieras especí!cas de los 
acueductos comunitarios. 
Los requisitos para acceder 
al crédito están supeditados 
a la presentación de estados 
!nancieros que la mayoría de los 
proveedores de agua comunitarios 
no pueden permitirse. Además, 
las organizaciones que sí 
consiguen cumplir este requisito 
previo estarían poniendo en 
riesgo su patrimonio comunitario 
al crear una deuda a largo plazo.

Decreto Ley 
580 de 2020 

Aumentar las 
subvenciones y asignar 
recursos públicos para 
el suministro de agua.
[Declarado 
inconstitucional por 
defectos de forma]

Su aplicación está sujeta 
invariablemente a las 
metodologías y requisitos 
de!nidos en la Ley 142 de 
1994, por lo que los acueductos 
comunitarios no pueden acceder 
a estos bene!cios si no han 
cumplido con la Ley 142. 
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Cuadro 6.1
Medidas de emergencia y su impacto en el suministro comunitario de agua

Decreto Ley 512 
y 513 de 2020, 
más algunos 
elementos del 
Decreto Ley 
580 de 2020

Permitir el uso de 
recursos como los 
fondos de solidaridad, 
además de cambios 
en el régimen 
de asignación de 
derechos.

Las medidas no contemplan 
ninguna garantía real de que estos 
recursos estén disponibles para 
los acueductos comunitarios, ya 
que están sujetos a la voluntad 
política o a la disponibilidad 
presupuestaria de los gobiernos 
municipales y departamentales.

Decreto Ley 
819 de 2020

Habilitar la posibilidad 
de conceder una 
subvención a 
los acueductos 
comunitarios rurales.

Esta medida establece menos 
requisitos para acceder a los 
subsidios que la Ley 142 de 1994. 
Sin embargo, salo se bene!ciarían 
los acueductos regulados y 
vigilados por la Superintendencia 
de Servicios Públicos 
Domiciliarios (SSPD), alrededor 
de 1.600 de las más de 12.000 
organizaciones comunitarias 
registradas en todo el país.

En algunos acueductos, la mayor conciencia de la importancia 
del agua como bien común ha hecho que haya poca preocupación 
por la sostenibilidad !nanciera del acueducto durante la pandemia. 
Miembros del acueducto Vereda Platanito (de Barbosa, Antioquia), 
Cascajo de Marinilla (Antioquia) y Resguardo de Bonza de Paipa 
(Boyacá) nos dijeron que, en general, los asociados han continuado 
con sus aportes económicos al mismo nivel y frecuencia que antes 
de la pandemia. Muchos de los acueductos cubiertos por nuestra 
investigación son totalmente autónomos en términos !nancieros 
y cubren todos sus costos sin ningún apoyo externo. En palabras 
de un miembro del Acueducto Veredal AQUA7, de Acacias, depar-
tamento del Meta (comunicación personal, 3 de agosto de 2020)::

Se habían hecho unas suspensiones porque estaban los pre-
dios desocupados, pero el tema de la pandemia hizo que 
muchas personas retornaran para ubicarse en esos predios. 
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Entonces había que buscar la manera de solucionarles. Se hi-
cieron unos acuerdos de pago con ellos y pues tenemos la ex-
pectativa de que ahora que vamos a facturar el mes de julio, 
ya empiecen ellos a realizar los pagos.

Por otra parte, debido al aumento de personas que regresaron a 
vivir al campo durante el con!namiento, así como al crecimiento 
poblacional interno, muchas organizaciones comunitarias amplia-
ron la red conectando a nuevas familias mediante el otorgamiento 
de derechos de agua, como en el caso del Acueducto de Nariño y 
Palo de Agua, en Lorica, departamento de Córdoba. Este tipo de 
acuerdo implica un aporte económico al acueducto por parte de 
una familia que pretende acceder a la red de agua como nuevo usua-
rio. Es una práctica común en varias regiones de América Latina 
(Boelens 2009) basada en el reconocimiento de la labor histórica de 
la organización para el cuidado de la cuenca hídrica y el territorio 
circundante. Como nos explicó un socio de El Encano, en el depar-
tamento de Nariño (comunicación personal, 5 de agosto de 2020):

Si bien la gente que llega compra la tierra, no compra los de-
rechos comunitarios que se han adquirido por años, porque 
acá la gente cuida los árboles para que no se vaya el agua, 
siembra, hace reforestación. Es decir, lo más sagrado que se 
tiene es el agua. Entonces la gente no puede pretender venir 
acá con dinero y querer comprar algo que se ha cuidado his-
tóricamente, es decir por años.

Estrati!cación y redistribución socioeconómica 
Los acueductos comunitarios conocen a fondo las necesidades y 
capacidades económicas de los habitantes de cada vereda. Por lo 
tanto, cumplen a través de sus prácticas colectivas los objetivos de 
solidaridad y equidad más allá de los indicadores de estrati!cación 
socioeconómica utilizados por las agencias estatales para garanti-
zar la prestación del servicio de agua. Un caso ilustrativo es el del 
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acueducto de la Asociación Vecinal de las Aguas de Caluce (ASOA-
VEAGUASCALUCE) en Palmira, Valle del Cauca, que realizó un aná-
lisis económico detallado de toda la comunidad para identi!car a 
las familias más vulnerables y renunciar a sus aportes económicos 
durante la pandemia. Igualmente, en el acueducto de Resguardo de 
Bonza, en Paipa (Boyacá), se realizó una encuesta similar para eva-
luar la posibilidad de otorgar un mes de gracia a los miembros de la 
organización que lo solicitaran, utilizando indicadores para medir 
la estrati!cación económica muy diferentes a los utilizados por el 
gobierno para el mismo !n.

Los acueductos comunitarios han criticado fuertemente los cri-
terios utilizados por el Estado para determinar la estrati!cación so-
cioeconómica y sus implicaciones en los territorios rurales. En pa-
labras de un miembro del acueducto del Resguardo Bonza de Paipa, 
Boyacá  “El gobierno no está muy claro en cómo se debe hacer esa 
estrati!cación y nosotros sí, como ya se conocen todas las perso-
nas, los ingresos que tienen, de donde lo sostienen, que hacen para 
obtenerlo, etcétera” (comunicación personal, 10 de agosto de 2020). 

Hay lugares en los que las administraciones municipales no han 
pagado las tasas de suministro de agua a la escuela local u otras 
instalaciones públicas, lo que genera una carga para los acueduc-
tos comunitarios, que siguen prestando el servicio a pesar de todo. 
Esta deuda, en tiempos de pandemia u otra emergencia, debilita 
aún más las cuentas !nancieras del acueducto comunitario. Este 
ha sido el caso, por ejemplo, del acueducto Rural Espinales-Cabre-
ra Vereda Aguafria, de Ocamonte (Santander), que no ha dejado de 
suministrar agua a la escuela local a pesar de que el gobierno muni-
cipal no ha realizado los pagos correspondientes.

A diferencia de las empresas de agua con ánimo de lucro -que 
garantizan su sostenibilidad !nanciera mediante el cobro de una ta-
rifa regulada que incorpora tanto los costes !jos de funcionamiento 
como las tasas de consumo en función de la cantidad de agua con-
sumida por los usuarios- los acueductos comunitarios dependen de 
los aportes económicos de sus miembros y bene!ciarios.
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Ajustes en el signi!cado y el cobro de la cuota familiar
Una de las fuentes de ingresos más comunes es la cuota familiar, 
con montos y frecuencia de cobro variables en cada organización. 
Sin embargo, la sostenibilidad !nanciera de los acueductos locales 
no depende exclusivamente de los hogares, sino que incluye una 
serie de acciones colectivas e individuales como el trabajo comu-
nitario, las iniciativas colectivas para recaudar fondos, los aportes 
voluntarios o extraordinarios de sus asociados y las donaciones pri-
vadas. Durante la crisis de la covid-19, estos planes también se vie-
ron afectados, como se explica a continuación.

Los acueductos comunitarios son conscientes de la imposibili-
dad de suministrar servicios de agua gratuitos, teniendo en cuenta 
los costes de funcionamiento. Su de!nición de cuota familiar impli-
ca al menos una contribución mínima de cada miembro de la orga-
nización. Como explica un miembro del Acueducto Vereda Espina-
les-Cabrera, de Ocamonte, departamento de Santander: “nosotros 
como asociación comunitaria no podemos dejar de cobrar la cuota 
de sostenimiento, la cual siendo una sola vez al año y ya es mínima 
y de acuerdo a los gastos que haya a veces es insu!ciente” (comuni-
cación personal, 3 de agosto de 2020).

En muchos casos, el importe de la contribución familiar es !jo y 
no se basa en el consumo. Esto signi!ca que los acueductos no co-
bran por el agua en sí, sino por los costes de suministro, la infraes-
tructura instalada y las obras de mantenimiento. De esta manera, la 
cuota re"eja un compromiso con la organización comunitaria y no 
está destinada a garantizar la sostenibilidad económica del acue-
ducto. Ante las circunstancias especiales que se han presentado 
tras la declaratoria de la pandemia, algunos acueductos tuvieron 
que ajustar el monto de la cuota familiar, solicitar aportes volun-
tarios y extraordinarios, o introducir un incremento temporal a la 
cuota regular, como lo explicó un miembro de un acueducto de En-
cano, en el departamento de Nariño.

Además de los recursos adicionales aportados por los miem-
bros de los acueductos para cubrir los costes de funcionamiento, 
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algunas organizaciones comunitarias también han solicitado los 
subsidios que les corresponden por ley. Sin embargo, los diferentes 
signi!cados y entendimientos de los cargos por el agua -una cuota 
familiar en el caso de las organizaciones comunitarias, y una tarifa 
en el contexto de las empresas de agua privadas y estatales- han 
complicado la interacción entre los acueductos y el Estado. Como 
regulador, el Estado debe velar por que las empresas de agua no 
impongan tarifas desproporcionadas para aumentar sus bene!cios. 
Ese riesgo no existe en el marco de los proveedores de agua comu-
nitarios, porque no tienen !nes de lucro. Sin embargo, en ausencia 
de regulaciones diferenciales, las entidades estatales condicionan 
el acceso a los subsidios obligando a los acueductos comunitarios a 
realizar ajustes en el cobro de las contribuciones económicas. Los 
cambios solicitados por el Estado muchas veces contradicen las 
prácticas internas de los acueductos comunitarios, implican costos 
adicionales y desconocen los acuerdos intracomunitarios o las ca-
pacidades objetivas de sus miembros para realizar aportes econó-
micos, por lo que di!cultan el acceso a los subsidios.

Ante la reiterada denuncia de esta situación, tras el estallido de 
la pandemia el gobierno colombiano modi!có el marco normativo 
para "exibilizar el acceso a los subsidios a los acueductos rurales, 
con la única condición de que estuvieran registrados en la Super-
intendencia de Servicios Públicos Domiciliarios (SSPD). Como se 
mencionó anteriormente (en el cuadro 6.1) esta medida sólo bene-
!ciaría a 1.200 acueductos comunitarios, de los más de 12.000 re-
gistrados o!cialmente y más de 20.000 que operan en todo el país, 
según los cálculos de la RNAC.

Desde el inicio de la emergencia, la gran mayoría de los acue-
ductos comunitarios han implementado diferentes modalidades de 
pago de la cuota familiar, ya sea otorgando un mayor plazo para el 
pago, dividiendo el monto en cuotas menores, abriendo puntos de 
pago adicionales para reducir la movilidad territorial, o absolvien-
do a las familias con mayores necesidades económicas. El conoci-
miento directo de la situación económica y social de cada familia 
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de la comunidad ha sido de gran importancia para la toma de de-
cisiones adecuadas, equitativas y justas. Por ejemplo, en el caso de 
Cascajo de Marinilla (en Antioquia), la organización local consul-
tó con sus miembros y acordó contemplar diferentes situaciones 
familiares, mientras que el Acueducto ASOAVEAGUASCALUCE (de 
Palmira, Valle del Cauca) intensi!có su comunicación con las fa-
milias de la comunidad y promovió una mayor corresponsabilidad.

Acceso a las subvenciones públicas
En el contexto de la pandemia, el aplazamiento de las contribucio-
nes económicas de los a!liados se generalizó, debido tanto a la cri-
sis económica provocada por la covid-19 como a la confusión gene-
rada por los programas y reglamentos estatales lanzados durante la 
emergencia nacional para facilitar los pagos y el acceso a los subsi-
dios. Las medidas gubernamentales crearon la expectativa de que el 
Estado pagaría para garantizar el suministro de agua. En particular, 
hubo confusión en torno al alcance del Decreto 580, que otorgaba 
a los alcaldes locales la facultad de subsidiar los costos totales del 
suministro de agua. Sin embargo, esa norma pronto fue declarada 
inaplicable por el poder judicial debido a defectos legales causados 
por la falta de algunas !rmas ministeriales. Además, el Decreto 819, 
que creó un nuevo subsidio rural, sólo bene!ciaría a unos pocos 
acueductos, y de manera temporal, como se explicó anteriormente. 
Así, por ejemplo, en los casos de Cascajo de Marinilla (Antioquia) y 
Resguardo de Bonza de Paipa (Boyacá), los acueductos locales tu-
vieron que abrir canales de información ad-hoc para explicar a sus 
a!liados las limitaciones de las medidas gubernamentales.

Algunos acueductos han podido acceder a subsidios municipa-
les para garantizar el acceso al agua de las familias de bajos ingre-
sos. Se trata de una subvención indirecta regulada por la Ley 142 de 
1994, que requiere registrarse en la SSPD y formar parte del Sistema 
General de Participación. El acceso a este subsidio depende mu-
chas veces de la voluntad política de la administración local. Aun 
cuando los acueductos tienen acceso a estos recursos, mantienen 
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la posibilidad de establecer convenios !exibles para cobrar el por-
centaje no subsidiado. Más que el cobro en un momento determi-
nado, lo que importa a la hora de establecer acuerdos de pago es el 
compromiso y la corresponsabilidad del acueducto y sus miembros 
y bene"ciarios.

Por ejemplo, el acueducto de Nariño y Palo de Agua en Lorica 
(Córdoba) recibe una subvención equivalente al 50% del total de la 
cuota familiar. Sin embargo, a pesar de recibir esta ayuda, el acue-
ducto ha propuesto el aplazamiento de las cuotas a las familias 
como forma alternativa de pago. Asimismo, el acueducto comunita-
rio AQUA7 de Acacias (Meta) utiliza el subsidio para ofrecer un des-
cuento en la cuota familiar. En cualquier caso, también establecen 
acuerdos de pago que permiten !exibilizar las cuotas, teniendo en 
cuenta el compromiso entre la organización y sus miembros.

Los resultados de nuestra investigación indican que son pocos 
los acueductos comunitarios que pueden acceder a los subsidios 
debido a los criterios y la gran cantidad de requisitos exigidos por 
el Estado. Sólo el 21% de los acueductos comunitarios encuestados 
respondieron que habían accedido a nuevas formas de "nanciación 
durante la pandemia. Las organizaciones comunitarias luchan por 
cumplir con todos los requisitos normativos, que muchas veces 
signi"can cargas absurdas para ellas, así como dudosos bene"cios 
para la comunidad.

Primero, deben realizar un estudio tarifario de acuerdo con la 
Resolución 825 de 2017 y la Resolución CRA 844 de 2018, lo que im-
plica estrati"car a la población local, contratar a un contador con 
conocimientos especiales de las Normas Internacionales de Infor-
mación Financiera (NIIF), reportar estados "nancieros, elaborar 
un registro de usuarios, así como ajustarse a procedimientos de se-
guimiento y control muy estrictos. A continuación, los usuarios del 
agua deben aprobar la “tarifa” establecida, lo que implica una dis-
cusión muy ajena al signi"cado de “tarifa” (que, como se ha expli-
cado anteriormente, entraría en contradicción con la comprensión 
que la comunidad tiene de la cuota familiar, la forma más habitual 
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de pago económico por los servicios de agua). Luego, deben regis-
trarse en la SSPD y cumplir con otros requisitos, como tener una 
página web donde subir los estados !nancieros. Esta lista de peti-
ciones burocráticas no tiene en cuenta las limitaciones de la conec-
tividad a Internet en las zonas rurales y los más de 600 formularios 
que también deben rellenar en línea. 

A menudo, las autoridades locales introducen condiciones espe-
ciales adicionales, como presentar la solicitud antes de una fecha 
determinada. Muchas veces, ante la imposibilidad de acceder a los 
subsidios otorgados por el Estado, los propios acueductos aplican 
mecanismos internos de subsidios cruzados, redistribuyendo los 
recursos de los socios que están en mejor situación económica ha-
cia los que están en condiciones más precarias.

En virtud del Decreto 580 (que la justicia declaró jurídicamente 
improcedente), lanzado por el gobierno colombiano en el marco de 
la respuesta nacional a la pandemia, los municipios -de acuerdo con 
su voluntad política y capacidad presupuestal- garantizarían el pago 
de los servicios de agua para la población de bajos ingresos. Esta 
medida podría haber bene!ciado a un pequeño número de acue-
ductos comunitarios que cumplían con las normas para acceder 
a los subsidios indirectos y que ya estaban registrados en la SSPD. 
Sin embargo, como nos explicó un miembro del acueducto Vereda 
Platanito de Barbosa (Antioquia), “tampoco aplicaríamos porque 
precisamente nos empiezan a exigir una cantidad de documentos 
o procesos en la parte de infraestructura con los que no contamos”.

El acueducto municipal AQUA7, de la localidad de Acacias 
(Meta), pudo acceder a este subsidio porque cumplía con los re-
quisitos básicos y estaba inscrito en la SSPD, por lo que la munici-
palidad local ya había aceptado subsidiarlo. Sin embargo, tras una 
evaluación más detallada del alcance del subsidio, los miembros 
del acueducto decidieron que el proceso burocrático implicaba de-
masiado esfuerzo y recursos. Otro acueducto que logró acceder a 
esta subvención de emergencia fue el de Nariño y Palo de Agua, 
de Lorica, Córdoba. Este acueducto ya había recibido el subsidio 
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ordinario, por lo que durante los meses de mayo y junio, la alcaldía 
decidió cubrir los pagos restantes con el subsidio de emergencia. 
Sin embargo, los miembros de la comunidad pensaron que el go-
bierno seguiría pagando inde!nidamente los servicios de agua, lo 
que creó una confusión sobre las contribuciones de las familias que 
ha afectado la viabilidad !nanciera del acueducto.

En palabras de un miembro del acueducto de Bonza, de Paipa, 
Boyacá: “El gobierno desinforma a la población sacando decretos 
que no incluyen a los acueductos comunitarios y que confunden a 
los usuarios sobre el pago de las cuotas”. Un miembro de Nariño 
y Palo de Agua a!rmó, en la misma línea, que ““esas medidas son 
para acueductos grandes, pero a nosotros como organización pe-
queña, nos ha perjudicado, porque nos obliga a garantizar el servi-
cio y como acueducto pequeño sobrevivimos de lo que recaudamos 
de los suscriptores, y pese a que recibimos subsidios con esto ape-
nas podemos cubrir los gastos de la organización”.

La pandemia también desencadenó el lanzamiento de un nuevo 
subsidio dirigido especí!camente a los proveedores de agua rura-
les, a través del Decreto Ley 819. En Colombia no existían subsidios 
para los acueductos rurales. Según el gobierno, fue concebido como 
una “prueba piloto”. Las intenciones son buenas, pero las barreras 
para acceder al subsidio se mantienen.

Hay una presión creciente para que los acueductos se registren 
en la SSPD. El registro implica una gran cantidad de requisitos, 
trámites y costos burocráticos, así como el fortalecimiento de un 
modelo de suministro de agua basado en la lógica del mercado, 
subsumiendo el carácter comunal de los acueductos a una lógica 
comercial y burocrática. 

Entre otros condicionantes, se ven obligados a adoptar la me-
todología de cálculo de la tarifa de!nida por el Estado bajo pará-
metros comerciales, así como una serie de gastos administrativos y 
sobrecostes muy elevados que también van en contra de los princi-
pios de reciprocidad y solidaridad.
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EL SUMINISTRO COMUNITARIO DE AGUA DURANTE LA COVID-19

Garantizar el acceso y la calidad de los servicios de agua siempre ha 
sido una preocupación de los acueductos comunitarios. De acuerdo 
con sus capacidades y particularidades, han implementado tecno-
logías y estrategias apropiadas para manejar y proteger las micro-
cuencas hidrográ!cas. Recientemente, en tiempos de covid-19, la 
red de acueductos publicó un informe titulado Recomendaciones ge-
nerales frente a la pandemia en las prácticas de la gestión comunitaria 
del agua, en el que se proponen medidas concretas para la provisión 
segura de agua utilizando tanto sistemas centralizados de cloración 
como métodos descentralizados de desinfección para los hogares 
(RNAC 2020b).

Medidas para garantizar el acceso y la calidad del agua
Even though the bibliography consulted by RNAC acknowledged A 
pesar de que la bibliografía consultada por la RNAC reconocía que 
no existían evidencias de la supervivencia del virus de la covid-19 en 
el agua potable (CDC 2019, MSPS 2020, WHO 2020), los acueductos 
comunitarios se emplazaron a implementar protocolos adicionales 
de limpieza y tratamiento del agua. Al ser el nuevo coronavirus un 
patógeno desconocido y poco estudiado, los acueductos comunita-
rios estaban preocupados por la forma en que podría propagarse 
a través del agua. Guiado por el principio de precaución, la RNAC 
promovió cambios de comportamiento por su cuenta.

Según nuestra encuesta, el 94% de las organizaciones partici-
pantes han tomado medidas adicionales sobre la calidad del agua, 
mientras que el 6% restante lo consideró innecesario. Entre las ac-
ciones adicionales se destacan: la intensi!cación del monitoreo y 
el trabajo comunitario, el mantenimiento adicional de las condicio-
nes ambientales de las microcuencas hidrográ!cas, la mejora de las 
infraestructuras y el diseño e implementación de protocolos com-
plementarios para el tratamiento y depuración del agua.
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Seguimiento y trabajo comunitario
Entre las acciones puestas en marcha durante la pandemia, los re-
presentantes de la RNAC a!rmaron que las comunidades locales 
han intensi!cado sus esfuerzos para vigilar el buen funcionamiento 
de los sistemas de agua locales y reparar cualquier daño. La ayu-
da mutua o la cooperación intracomunitaria a través de mingas y 
jornadas de trabajo voluntario se han dedicado a construir, reparar 
y mantener los acueductos locales. Aunque no se han podido or-
ganizar asambleas locales u otras reuniones de grupos grandes, se 
ha seguido distribuyendo las tareas y rotando las responsabilidades 
entre los miembros de la comunidad.

In the case of an aqueduct run by an indigenous community in 
theEn el caso de un acueducto administrado por una comunidad 
indígena del municipio de Pasto-Nariño, “cuando existen di!cul-
tades con la infraestructura, se rompen las mangueras o los tubos 
se tapan, entonces la misma comunidad se reúne y sube hasta la 
montaña a arreglar ellos mismos”, como nos informó uno de sus 
miembros en una entrevista.

Estas acciones de respuesta a la emergencia han ido general-
mente acompañadas de estrategias de comunicación innovadoras. 
En el caso del acueducto gestionado por la Asociación Vecinal de las 
Aguas de Caluce (ASOAVEAGUASCALUCE), un fontanero y una lide-
resa local han asumido la principal responsabilidad de vigilar el sis-
tema de agua a diario, pero la comunidad se apoya en un sistema de 
alerta temprana que involucra a todos sus miembros. Esta estruc-
tura organizativa facilita la comunicación sobre daños, incendios o 
cualquier otro problema o riesgo en la microcuenca, y se apoya en 
un grupo de WhatsApp para garantizar una respuesta rápida.

Cuidado de la microcuenca
En general, se trata de prácticas que ya existían antes de la decla-
ración de la emergencia nacional en respuesta a la covid-19. Un 
ejemplo es la compra de tierras para reforestar la microcuenca 
decidida por el Acueducto Ojo de Agua de Palmarito. Al centrarse 
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en la restauración ecológica, estas acciones ponen de mani!esto la 
capacidad de estas organizaciones para servir a sus comunidades 
en medio de una crisis. La capacidad de reacción en situaciones de 
emergencia quedó patente cuando un acueducto del departamento 
de Santander pudo cubrir las necesidades de los habitantes de un 
pueblo vecino muy afectado por la sequía del verano y que se en-
frentaba a la escasez de agua.

Según un miembro del acueducto de la vereda Platanito, de Bar-
bosa, la comunidad está en una lucha constante por proteger “la 
piel de la microcuenca”. Esto es para evitar “que la cobertura vegetal 
se pierda, que el agua pegue demasiado duro al suelo, y que todo 
eso se lave hasta llegar a la bocatoma contaminando el agua de la 
comunidad” (comunicación personal, 18 de agosto de 2020). 

Otra buena práctica tiene su origen en un acueducto del muni-
cipio de Palmira, en el departamento del Valle del Cauca, donde el 
acueducto comunitario es hoy ampliamente reconocido como una 
organización ambiental y social de primer orden. Dicho reconoci-
miento ha sido el resultado de más de 15 años de trabajo en defensa 
del territorio y de la microcuenca Los Naranjos, a la que pertenece 
la comunidad. Este proceso comenzó con un diagnóstico participa-
tivo del ecosistema local. La restauración ambiental incluyó accio-
nes como la plantación de árboles nativos, el aislamiento de zonas 
núcleo, el monitoreo comunitario y la organización de jornadas de 
recolección de residuos como mingas con la ayuda de guardabos-
ques de una comunidad vecina. Además, los miembros del acue-
ducto local han construido fuertes alianzas con actores externos, 
como la sede Palmira de la Universidad Nacional de Colombia y la 
Universidad del Valle, con las que trabajan desde hace más de una 
década.

Entre los logros destacados por los líderes de la comunidad lo-
cal está la recuperación de los bosques en los límites de las zonas 
recuperadas, en colaboración con las !ncas situadas cerca de las 
fuentes de agua. Inicialmente, los agricultores habían acordado 
respetar una zona protegida de un máximo de 30 metros desde la 
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fuente, pero hay algunas que se extienden hasta 100 metros o más. 
Estas zonas protegidas, según nos informó una lideresa local, han 
permitido que la naturaleza se recupere y se convierta en corredo-
res biológicos activos que garantizan que el agua permanezca en la 
microcuenca durante más tiempo y que sea de buena calidad.

Otra buena práctica centrada en la preservación de la micro-
cuenca ha sido el trabajo realizado por un acueducto del municipio 
de Acacias, en el Meta, que resalta la importancia de la pedagogía 
ambiental. La comunidad local puso en marcha campañas de infor-
mación y concienciación dirigidas a reducir el consumo de agua en 
los hogares y el correcto vertido de los residuos líquidos domésti-
cos, así como una iniciativa con los niños de las escuelas de la zona, 
en la que cada niño se hacía responsable de una planta, la cuidaba 
durante seis meses y luego la volvía a plantar cerca de la toma de 
agua.

El trabajo en torno a los residuos líquidos es muy importante 
porque la comunidad local ha estado aplicando tecnologías adecua-
das en zonas a las que no llega el sistema municipal de alcantari-
llado, debido a las barreras topográ!cas y a la gran distancia entre 
las casas. Los hogares rurales separan las aguas que contienen ex-
crementos de las “aguas grises”, que son las generadas por la coci-
na, la lavandería, la ducha y el fregadero. Para el tratamiento de las 
primeras, la población rural utiliza fosas sépticas. Para las segun-
das, utilizan biojardineras, una tecnología que simula los procesos 
naturales de descomposición de la materia orgánica que se dan en 
la naturaleza; también denominados humedales arti!ciales, estos 
mecanismos consisten en un simple !ltro de grava y piedra sobre el 
que se cultivan plantas semiacuáticas.

Esta tecnología básica elimina la contaminación mediante una 
secuencia de reciclado y evita que las fuentes de agua super!ciales 
y subterráneas se contaminen con vertidos de aguas residuales sin 
tratar. Tecnologías como ésta son muy importantes, ya que la Orga-
nización Mundial de la Salud ha rea!rmado la necesidad de mante-
ner el agua que consumen los hogares lo más limpia posible (WHO 
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2020). Teniendo en cuenta estas prácticas, podemos a!rmar que el 
agua suministrada por muchos acueductos rurales no ha sido con-
taminada y, por lo tanto, reduce el riesgo de transmisión del virus 
de la covid-19 u otros patógenos.

Mejoramiento de las infraestructuras
Another strategy widely adopted by the community aqueducts du-
rOtra estrategia ampliamente adoptada por los acueductos comuni-
tarios durante la pandemia fue mejorar su infraestructura local. Por 
ejemplo, el Acueducto Regional del Resguardo de Bonza en Paipa, 
Boyacá, cambió los lechos !ltrantes para mejorar la e!ciencia en la 
retención de material en suspensión (menos turbidez). Igualmente, 
otros acueductos renovaron o ampliaron sus sistemas para reducir 
la cantidad de sólidos presentes en el agua. En el municipio de Aca-
cias, en el Meta, la comunidad instaló una nueva bocatoma en una 
fuente de agua alterna, luego de que se comprobara que el río del 
que se abastecían tenía una gran cantidad de sólidos en suspensión 
durante la época de lluvias, lo que di!cultaba su tratamiento.

Otros acueductos repararon sus tanques de almacenamien-
to para evitar in!ltraciones que pudieran causar el deterioro de 
la calidad del agua. En otras localidades, las comunidades locales 
sustituyeron las redes de tuberías para evitar la contaminación mi-
crobiológica. Algunos acueductos también abordaron los desafíos 
planteados por el aumento del número de usuarios, ya que en al-
gunas localidades -como en Las Ánimas-Piedrahita o en Cascajo, 
en el departamento de Antioquia- más familias han regresado al 
campo. En cambio, en territorios rurales más dependientes del tu-
rismo, como El Encano, en el departamento de Nariño, el consumo 
de agua ha disminuido desde que estalló la pandemia

Protocolos de limpieza, tratamiento y depuración del agua
Durante la pandemia, algunas de las medidas adoptadas por los 
acueductos comunitarios han sido: aumentar la frecuencia e inten-
sidad de la limpieza y desinfección de sus instalaciones, plantas de 
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tratamiento y tanques de almacenamiento; preclorar el agua de en-
trada; desinfectar las super!cies; y limpiar los !ltros domésticos y 
las unidades de almacenamiento. También han ampliado los tiem-
pos de ebullición del agua y la exposición a la radiación solar, entre 
otras acciones.

Miembros del Acueducto Regional Resguardo de Bonza en Pai-
pa, Boyacá nos informaron que las instalaciones de la planta de 
tratamiento están siendo limpiadas y desinfectadas con mayor fre-
cuencia, haciendo énfasis en el lavado de los !ltros y del tanque 
de almacenamiento (comunicación personal, 10 de agosto de 2020). 
Prácticas similares fueron reportadas por miembros de un acue-
ducto en Palmira, Valle del Cauca, que lograron mejorar sus están-
dares de calidad del agua, aunque antes de la crisis de la covid-19 ya 
cumplían con la normativa vigente en materia de calidad del agua.

En algunos casos, además de las tareas de limpieza, se introdujo 
o amplió el uso del cloro como desinfectante. Su uso en las zonas 
rurales ha sido objeto de gran debate debido a los múltiples usos 
del agua en el campo colombiano. En las zonas rurales, el agua se 
utiliza para el consumo humano, la limpieza de los hogares, el riego 
de la huerta, la alimentación de los animales domésticos, el sosteni-
miento de la agricultura y la ganadería. Estos diversos usos han lle-
vado a algunos acueductos comunitarios a considerar que no tiene 
sentido clorar el agua como parte de los métodos convencionales 
de tratamiento centralizado, por lo que han favorecido la adopción 
de sistemas de tratamiento doméstico y almacenamiento seguro del 
agua para consumo como alternativas. Esta postura política no es 
la única razón por la que hay casos en los que no existe un siste-
ma centralizado para tratar el agua y suministrar agua bruta a los 
campos. Otras razones que explican esta ausencia son la topografía 
del terreno, los tipos de fuentes de abastecimiento (super!ciales o 
subterráneas), la distancia entre las fuentes, los aspectos culturales, 
otras concepciones del desarrollo y la falta de dinero.

Sin embargo, el compromiso de garantizar el agua potable y la 
prevención y control de enfermedades como la covid-19 también 
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han sido fundamentales para los acueductos que han seguido fun-
cionando durante la emergencia. Algunos acueductos han organi-
zado, por ejemplo, campañas para que los hogares tomen concien-
cia de la importancia de la puri!cación del agua. Un acueducto de 
Ocamonte, en Santander, ha realizado jornadas de concienciación 
en las que se hace hincapié en la importancia de puri!car el agua 
para el consumo doméstico, ya sea hirviéndola o utilizando !ltros 
individuales. Un miembro de otro acueducto de Páramo, también 
en Santander, nos informó que la solución habitual era “comprar 
unos !ltros de barro para cada casa y así poder que todos tuvie-
ran acceso al agua potable” (comunicación personal, 3 de agosto 
de 2020).

En resumen, no existe una única alternativa para el tratamiento 
o potabilización del agua, como pretende la normativa estipulada 
en la Resolución 2115 de 2007 del Ministerio de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial de Colombia, que remite al Índice de Riesgo 
de la Calidad del Agua para Consumo Humano (IRCA) como ins-
trumento básico. Para calcular este indicador, el ministerio asigna 
una puntuación de riesgo de 15 puntos al parámetro cloro residual 
libre, que afecta a cualquier acueducto que no utilice cloro como 
desinfectante pero lo mantenga como residual: aunque cumplan 
con los demás parámetros exigidos (son 20) serán cali!cados como 
un riesgo para la salud pública, lo que signi!ca que el agua que su-
ministran será considerada no apta para el consumo humano.

CONCLUSIÓN 

Los acueductos comunitarios se rigen por normas consuetudina-
rias. Realizan obras públicas y prestan servicios que no dependen 
del Estado. Además, tienden a ver al Estado con descon!anza y 
preocupación, conscientes de su relación de subordinación con el 
gobierno y de la imposición de medidas que, en lugar de fortalecer 
a las organizaciones comunitarias, las han ignorado. Sin embargo, 
también hay muchos acueductos que quieren cambiar la forma de 
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relacionarse con el Estado en términos de lo que creen que debe 
signi!car realmente la noción de Estado Social de Derecho consa-
grada en la Constitución de Colombia.

Los acueductos comunitarios se entienden como patrimonio, 
soberanía, identidad campesina e indígena y autogestión. Son im-
portantes porque son el espejo social del territorio y los garantes del 
derecho humano al agua. Sin su existencia, muchas comunidades 
no tendrían agua. También son una alternativa comunitaria exitosa 
para gestionar las necesidades colectivas y fortalecer los lazos y re-
des locales desde la base. En palabras de un asociado del acueducto 
de la comunidad AQUA7, de Acacias, Meta:

Para nosotros signi!ca todo. Mira que AQUA7 lleva 48 años de 
haberse construido y solamente una vez en la vida ha necesi-
tado servicio de ingeniería externa. Del resto, todas las obras 
que se han desarrollado las ha construido la comunidad y 
profesionales que han salido de la misma comunidad. Para 
nosotros es importante porque es un proceso de identidad. 
Las personas llegan a trabajar y a construir. Entonces lo que 
cuestan los materiales, llevarlos a lomo de mula y todos esos 
procesos hacen que la gente se enamore. Si alguien se vincu-
la en algún momento con la asociación, toda la vida recuerda 
la asociación. Y cuando necesitan de ella, entonces siempre 
hay disposición. Nuestros abuelos construyeron esto y ya ve-
nimos la generación de los nietos, entonces que mejor que 
ellos para que fortalezcan el proceso y ya con conocimientos 
más estructurados, mejores diseñados. El conocimiento em-
pírico de nuestras comunidades es bastante extenso. 

Al principio de la pandemia había muchas limitaciones, como 
las derivadas de la imposibilidad de celebrar reuniones para gestio-
nar u operar el acueducto. Varias actividades que las organizacio-
nes comunitarias habían programado tuvieron que ser pospuestas 
o canceladas. La relación de muchos acueductos con la administra-
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ción pública durante la pandemia también cambió. Esto se debe a 
que la emergencia coincidió con el inicio de nuevos gobiernos loca-
les y regionales, y con el arranque del Plan de Desarrollo Municipal 
plurianual. En varias localidades, los acueductos no fueron toma-
dos en cuenta en la elaboración de los planes locales, y las munici-
palidades no están convocando a las organizaciones comunitarias 
para que participen en las estructuras y procesos locales de toma 
de decisiones.

En un sentido más amplio, la relación con el Estado en gene-
ral ha sido problemática. La relación con la SSPD es distante. Los 
acueductos comunitarios no ven viables escenarios de diálogo con 
la institución porque sus objetivos de vigilancia y control contradi-
cen las prácticas y principios de solidaridad de los acueductos. Hay 
casos de acueductos que !rmaron convenios con la SSPD y termi-
naron perdiendo su autonomía y per!l organizativo y adoptando 
los valores empresariales de tipo comercial. Un acueducto rural no 
puede concebir su propia existencia sin tener garantizada su auto-
nomía y organización comunitaria.

Los impactos económicos se verán más claramente en el año 
2021, ya que el presupuesto se reducirá, afectando a la capacidad de 
mejorar la red o arreglar los daños del sistema de agua. Las exigen-
cias económicas de la SSPD son muy elevadas para los acueductos 
comunitarios: además de imponer un cambio en la estructura tari-
faria, los requisitos también incluyen contribuciones obligatorias 
para apoyar a las instituciones estatales. A estos costes se suma la 
cuota anual de inscripción en la Cámara de Comercio, institución 
privada de la que depende el reconocimiento de la personalidad 
jurídica de las organizaciones comunitarias. Aunque la propia exis-
tencia de los acueductos comunitarios implica un compromiso con 
la comunidad más allá de una lógica puramente instrumental y ape-
la a los lazos sociales y a la solidaridad local, cada vez es mayor la 
incertidumbre sobre el futuro y la supervivencia de las organizacio-
nes comunitarias de agua en los territorios rurales y urbanos.

En términos ambientales, los acueductos comunitarios se en-
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frentan a nuevos retos relacionados con la escasez de agua, debido 
a la falta de reforestación en los segmentos superiores de las fuen-
tes de agua, provocada por la falta de compromiso de las autorida-
des públicas. Una solución sería que el Estado o el acueducto adqui-
rieran los terrenos que rodean las fuentes de agua y permitieran la 
reforestación con la participación de la comunidad. Es evidente la 
necesidad de ampliar las iniciativas actuales en materia de sensi-
bilización para la conservación y el uso adecuado de los recursos 
hídricos compartidos.

Otro reto es la gestión de las aguas residuales, que contaminan la 
tierra y van a parar a los ríos. Asimismo, los territorios están ame-
nazados por la minería extractiva, el monocultivo, la agroindustria, 
la ganadería a gran escala y los proyectos energéticos a gran escala. 
Por ejemplo, los proyectos energéticos que se están llevando a cabo 
en la cordillera de los Andes corren el riesgo de destruir grandes 
extensiones de bosques nativos.

La crisis provocada por la pandemia ha demostrado el poder del 
control comunitario de los recursos hídricos basado en los princi-
pios de la economía solidaria. Esta conciencia rea!rma la necesi-
dad de que el Estado reconozca y apoye la acción comunitaria como 
la alternativa más apropiada para mantener y asegurar la conser-
vación, restauración y protección de las microcuencas y manan-
tiales, garantizando así el bienestar de las comunidades locales. La 
red RNAC viene apoyando iniciativas encaminadas a la defensa de 
las organizaciones comunitarias locales, incluyendo la elaboración 
de nuevos mecanismos legales que reconozcan la importancia y 
las particularidades del suministro comunitario de agua. Esto su-
pone también una reconsideración del derecho al agua teniendo 
en cuenta sus diversos componentes: una dimensión individual (el 
agua para el consumo humano), una dimensión colectiva (la protec-
ción de las cuencas hidrográ!cas) y una dimensión comunitaria (el 
reconocimiento legal del suministro de base comunitaria). Este en-
foque aún no se ha incorporado plenamente a las leyes nacionales, 
pero constituye una hoja de ruta para la acción local y la posterior 
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participación en procesos nacionales e internacionales.
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Capítulo 7

Mary Grant

¿UN FARO DE ESPERANZA 
EN TIEMPOS DE CRISIS?                
LA LUCHA POR AGUA PÚBLICA 
ASEQUIBLE EN BALTIMORE

Durante los primeros meses de la pandemia de covid-19, el 
sistema público de agua de la ciudad estadounidense de 
Baltimore tomó medidas para garantizar el acceso al agua 

de los hogares a corto plazo, pero el alcalde, alegando la crisis sani-
taria, utilizó sus poderes de emergencia para posponer la entrada 
en vigencia de una norma que habría proporcionado protecciones 
duraderas. Ante el retraso, una coalición de grupos sindicales, eco-
logistas, religiosos, de asistencia legal y de lucha por la vivienda si-
guió trabajando con el ayuntamiento para poner en marcha un pro-
grama integral de asequibilidad del agua y una o!cina de defensa 
de los usuarios, salvaguardias necesarias para garantizar el acceso 
a largo plazo al servicio para todos los habitantes de la ciudad. La 
Coalición por el Derecho al Agua de Baltimore  ha trabajado para 
avanzar hacia un modelo de justicia del agua focalizado en prohi-
bir la privatización y detener los cortes del servicio y las ejecucio-
nes hipotecarias por impago de facturas de agua, estableciendo un 
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programa de asequibilidad del agua basado en el porcentaje de los 
ingresos y un proceso independiente de resolución de con!ictos. 
Si llegara a aplicarse, podría transformarse en un modelo de agua 
pública progresista para otros municipios del país.

INTRODUCCIÓN 

En marzo de 2020, cuando el virus causante de la covid-19 comenzó 
a propagarse como un incendio forestal por todo Estados Unidos, 
llegando a todos los estados a "nales de ese mes, muchas autori-
dades locales tomaron medidas para suspender el servicio de agua 
por falta de pago (véase Warner et al. en este volumen). Los pro-
veedores públicos reconocieron la importancia del acceso al agua 
para la salud, ante la creciente necesidad del lavado de manos y 
otras medidas higiénicas como barreras contra la propagación de 
la enfermedad. 

La ciudad de Baltimore, en el estado de Maryland, era una de 
las pocas ciudades estadounidenses que contaban con una política 
preexistente contra los cortes de agua (Food & Water Watch 2020a). 
La municipalidad no había desconectado los servicios de agua a 
ningún hogar por falta de pago en los tres años precedentes (Clem-
mens 2017, 2018). Como consecuencia de ello, Baltimore no tuvo 
que apresurarse a reconectar el servicio de agua a los hogares, y 
en su lugar pudo centrarse en proporcionar otras formas de apoyo. 

El 13 de marzo, el alcalde Jack Young rea"rmó esta política, 
anunciando una orden ejecutiva en conjunto con las autoridades 
del condado para mantener la moratoria de los cortes de agua al 
menos mientras durara la crisis: 

Es fundamental que nos aseguremos de que todos los resi-
dentes cuenten con los recursos y servicios esenciales que 
necesiten para protegerse a sí mismos y a sus familias. Todos 
los residentes de la región de Baltimore pueden estar seguros 
de que continuarán teniendo servicios, independientemente 
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de su capacidad de pago, mientras seguimos trabajando para 
responder a esta crisis sanitaria (WJZ 2020). 

El Departamento de Obras Públicas de la ciudad también anun-
ció, el 19 de marzo, que no realizaría cortes de ningún servicio pú-
blico, excepto en casos de emergencia, que exoneraría todas las 
multas por atraso en el pago, y que ofrecería planes de reestruc-
turación de la deuda a los residentes con problemas para cubrir el 
pago de las facturas del agua.

LOS ESFUERZOS COMUNITARIOS EN DEFENSA DE LO PÚBLICO

La ciudad de Baltimore no siempre tuvo esta política de protección 
social. De hecho, en 2015 se enfrentó a las protestas de la comuni-
dad contra los cortes de agua masivos previstos para 25.000 usua-
rios –aproximadamente 60.000 personas– que estaban atrasados en 
el pago de sus facturas (Broadwater 2015). En aquel momento, la 
ciudad ofrecía un descuento a las personas mayores, pero no brin-
daba ninguna ayuda a los residentes con bajos ingresos para evitar 
que se retrasaran en el pago de sus facturas (Food & Water Watch 
2015). 

Esta crisis de asequibilidad fue ocasionada por la subida vertigi-
nosa de las tarifas del agua debido a que la ciudad invirtió miles de 
millones de dólares en infraestructura necesaria para la potabiliza-
ción y el tratamiento de aguas residuales, con asistencia !nanciera 
muy limitada de las instituciones gubernamentales a escalas esta-
tal y federal. Entre 2000 y 2017, las facturas de agua de los hogares 
se multiplicaron en promedio más de cuatro veces, y en 2017 las 
facturas ya eran inasequibles para aproximadamente un tercio de 
los hogares. Entre 2015 y 2016 la municipalidad desconectó más de 
6.600 hogares por falta de pago, afectando a unas 16.300 personas. 
Al mismo tiempo, entre 2015 y 2017, la ciudad embargó alrededor 
de 1.700 viviendas debido a atrasos en el pago de la factura del agua, 
con la amenaza de desalojos si los residentes de esas viviendas no 
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podían pagar a los nuevos propietarios el valor de los embargos, 
más tasas e intereses (Food & Water Watch 2017). 

En 2016, para abordar estos profundos desafíos, la organización 
no gubernamental Food & Water Watch promovió la creación de la 
Coalición por el Derecho al Agua de Baltimore, que reúne a grupos 
que trabajan en temas de acceso al agua, vivienda, trabajo y justicia 
social. Sus miembros incluyen a organizaciones como Jews United 
for Justice, Public Justice Center, la Clínica de Desarrollo Comunitario 
de la Universidad de Baltimore, el Servicio de Abogados Voluntarios 
de Maryland, el Centro de Asistencia Jurídica Pro Bono, la sección 
1199SEIU del sindicato de trabajadores de la salud United Healthca-
re Workers East, AARP Maryland, el Proyecto de Representación de 
las Personas sin Hogar, la !lial de Baltimore de la Asociación Nacio-
nal para el Progreso de las Personas de Color (NAACP, por sus siglas 
en inglés) y más de 30 otras organizaciones locales. Desde su crea-
ción, la coalición ha colaborado con el ayuntamiento de Baltimore 
para abordar problemas de larga data del sistema de facturación del 
agua y ha conseguido varios cambios en la política municipal que 
protegen el acceso del público a agua segura y asequible. 

En noviembre de 2018, la ciudad de Baltimore también se con-
virtió en la primera gran urbe estadounidense en prohibir la pri-
vatización del agua. El 77% de los votantes acudieron a las urnas y 
aprobaron la Medida Electoral E para declarar el sistema de agua 
como activo inalienable de la ciudad (Biron 2018), poniendo !n a 
los esfuerzos de la multinacional francesa Suez por hacerse con el 
control del sistema hídrico de la ciudad a través de una concesión 
a 40 o 50 años (Broadwater 2017). Al mantener el control local, la 
ciudad conservó la "exibilidad necesaria para atender las necesida-
des de sus residentes, deteniendo los cortes del servicio y creando 
nuevos programas para abordar los problemas de asequibilidad y 
responsabilidad. 

La Coalición por el Derecho al Agua de Baltimore también apoyó 
los esfuerzos de la senadora estatal Mary Washington y del diputado 
Nick Mosby para aprobar la Ley de Protección de los Consumido-
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res de Agua, en el año 2019, que puso !n a la práctica de rematar 
viviendas y propiedades inmobiliarias de uso religioso para cobrar 
facturas de agua atrasadas (Broadwater 2019). Ese mismo año, el 
ayuntamiento de Baltimore aprobó la Ley de Responsabilidad y 
Equidad del Agua, que estableció un plan integral de asequibilidad 
y la O!cina de Defensa y Apelación de los Consumidores de Agua 
(Food & Water Watch 2020b). El trabajo de base realizado a través de 
estos esfuerzos situó a la ciudad en una buena posición para gestio-
nar los problemas de acceso al agua creados por la crisis económica 
y de salud pública provocada por la covid-19.

LAS DEMANDAS COMUNITARIAS

A medida que se agravaba la crisis de la covid-19, la Coalición por el 
Derecho al Agua de Baltimore siguió presionando al ayuntamiento 
para que creara un espacio político para la protección del acceso 
al agua. El 1 de abril de 2020, la Coalición escribió al alcalde y a los 
concejales de la ciudad para exigirles que aprobaran medidas rápi-
das para garantizar el acceso universal a un servicio de agua seguro 
y asequible durante y después de la emergencia sanitaria. En una 
carta !rmada por 43 sindicatos, asociaciones comunitarias, provee-
dores de servicios jurídicos y organizaciones religiosas, la Coalición 
por el Derecho al Agua de Baltimore (Baltimore Right to Water Coa-
lition 2020a) reclamó que, mientras durara el estado de emergencia 
y al menos 120 días después de su !nalización, la ciudad debería:

• Suspender el cobro de todas las multas por retrasos en el 
pago 

• Eliminar algunos cánones !jos y eximir del pago de tasas 
para un consumo de agua equivalente a la cantidad esencial 
para cubrir necesidades vitales

• Retrasar la subida de tarifas prevista antes de la pandemia
• Permitir que todos los hogares que sufrieron una pérdida 

de ingresos debido a la pandemia y al estado de emergencia 
puedan acceder a los programas de asistencia a usuarios de 
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bajos ingresos 
• Facilitar el proceso de inscripción a los programas de ayuda 

para sectores sociales vulnerables
• Controlar los cortes ilegales del servicio a los inquilinos por 

parte de los propietarios 
• Garantizar la aplicación en tiempo y forma de la Ley de Res-

ponsabilidad y Equidad del Agua 

El 9 de abril de 2020, la concejala Shannon Sneed instó a la admi-
nistración municipal a ir más allá, reclamando una moratoria en la 
facturación del agua durante 180 días. Reconociendo que el servicio 
de agua era uno de los pocos servicios esenciales que ya estaban 
totalmente bajo el control municipal y que 15.000 residentes de Bal-
timore ya habían solicitado el subsidio por desempleo, la concejala 
argumentó que la cancelación del cobro de la factura del agua sería 
la forma más rápida de proporcionar ayuda !nanciera a la pobla-
ción más necesitada. La carta fue !rmada por ocho de sus colegas, 
entre ellos el presidente del Consejo Municipal, Brandon Scott. En 
la fundamentación de la propuesta, la concejala a!rmó lo siguiente:

Nuestros vecinos están sufriendo. Nuestros vecinos no tie-
nen trabajo. Los residentes de Baltimore han sufrido una re-
ducción de las horas de trabajo o han perdido sus empleos. 
Nuestros comerciantes han perdido ventas o han tenido que 
cerrar. Nuestras familias y negocios tardarán meses en recu-
perarse, y debemos buscar todas las vías posibles para aliviar 
el sufrimiento. La ciudad puede proporcionar un alivio en la 
factura del agua ahora y nos ayudará a centrar nuestros es-
fuerzos en satisfacer necesidades básicas como los alimen-
tos, las medicinas y la vivienda (Sneed 2020).

El 15 de abril, la Coalición por el Derecho al Agua de Baltimore 
entregó una segunda carta al alcalde, !rmada por 26 organizacio-
nes, en la que se hacía eco del llamamiento de la concejala Sneed 
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para que se aliviaran las facturas del agua y lo instaba a entablar 
una conversación sobre posibles ayudas a los hogares más vulnera-
bles (Baltimore Right to Water Coalition (2020b). 

MEDIDAS ADICIONALES EN TORNO AL DERECHO AL AGUA

Una semana después de recibir la segunda carta de la coalición, el 
alcalde anunció protecciones adicionales para los hogares de Bal-
timore. El 22 de abril de 2020, el alcalde Young anunció un nuevo 
descuento de emergencia ante la covid-19, que ampliaba las exone-
raciones para la facturación del agua a todos los titulares de cuentas 
que probaran su condición de desempleados. Esta asistencia, deno-
minada BH2O Assists, reducía los cargos por uso de agua y alcanta-
rillado en un 43% y exoneraba el pago de tasas por aguas pluviales 
durante un año (Department of Public Works 2020d). 

La asistencia !nanciera ampliada entró en vigor el 8 de mayo de 
2020, con una vigencia prevista de hasta al menos 90 días después 
del !n del estado de emergencia, o el 31 de diciembre de 2020, lo 
que ocurriera primero. La municipalidad también anunció planes 
para facilitar la inscripción en su programa de asistencia social ya 
existente mediante el lanzamiento de una solicitud en línea, el 8 de 
mayo.

En respuesta al llamamiento de la Coalición por el Derecho al 
Agua de Baltimore, la municipalidad también anunció el retraso de 
una subida de tarifas prevista con anterioridad a la pandemia. Esta-
ba previsto que las facturas del agua aumentarían aproximadamen-
te un 10% el 1 de julio de 2020, pero el alcalde anunció un retraso de 
tres meses, postergando la entrada en vigor del incremento hasta el 
1 de octubre de 2020(Department of Public Works 2020g; Baltimore 
City Board of Estimates 2020).

Desde marzo hasta junio de 2020, el Departamento de Obras 
Públicas también siguió rea!rmando a los residentes que el agua 
potable de la ciudad era segura. Según un anuncio del 19 de marzo, 
el Departamento indicó que tenía planes de emergencia para ga-
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rantizar agua de alta calidad durante la crisis, asegurando que los 
procesos de !ltración y desinfección existentes eliminaban el coro-
navirus (Departamento de Obras Públicas 2020a). 

AGUA POTABLE Y SEGURIDAD LABORAL

La ciudad volvió a hacer hincapié en la seguridad del agua pota-
ble en un listado de preguntas frecuentes publicado el 25 de marzo 
s (Department of Public Works 2020c). En junio de 2020, la ciudad 
publicó su informe anual sobre la calidad del agua en el que se a!r-
maba que el agua potable cumplía o superaba todas las normativas 
estatales y federales (Baltimore City 2020). 

En relación a la seguridad en el trabjo, en marzo de 2020, si-
guiendo el consejo de la Administración de Seguridad y Salud Ocu-
pacional de Estados Unidos y del Centro de Control de Enfermeda-
des, el Departamento de Obras Públicas de la ciudad de Baltimore 
anunció la entrega de equipos de protección personal a todos los 
trabajadores, promovió el lavado de manos y redujo el número de 
funcionarios en las plantas de tratamiento de agua, para facilitar 
el distanciamiento físico. También movilizó la reserva de personal 
adicional para garantizar una dotación su!ciente de las funciones 
críticas en caso de agravamiento de la pandemia en la ciudad (De-
partamento de Obras Públicas 2020c) 

A partir del 23 de marzo de 2020, para proteger la salud de la 
población y de sus trabajadores, el director del Departamento de 
Obras Públicas ordenó que todo el personal trabajara a distancia y 
suspendió el servicio de atención al cliente en persona, trasladando 
todos los pagos a Internet y al correo. También clausuró el acceso 
público a las o!cinas de atención al consumidor y suspendió todos 
los proyectos de mantenimiento o de construcción, excepto los tra-
bajos de emergencia esenciales para asegurar el suministro de ser-
vicios (Department of Public Works 2020c). 

La transición al teletrabajo no estuvo exenta de problemas. La 
ciudad tuvo que crear un nuevo proceso de facturación a los clien-
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tes y prestar el servicio de atención al cliente a distancia, que tardó 
varias semanas en establecerse. Como resultado, las facturas del 
agua se retrasaron en marzo y abril de 2020. Cuando la facturación 
se reanudó en mayo, las facturas del agua eran más abultadas de 
lo habitual porque abarcaban varios meses. Además, es probable 
que muchos hogares hubieran aumentado el consumo de agua de-
bido al con!namiento domiciliario decretado por las autoridades 
del estado de Maryland. Debido al retraso en la facturación, la mu-
nicipalidad envió una tarjeta postal a todos los usuarios del servicio 
de agua para anunciar cuándo se reanudarían las facturas de agua 
y proporcionar información sobre la asistencia disponible (Depart-
ment of Public Works 2020f).

En junio de 2020, un grave brote de covid-19 afectó a los trabaja-
dores del Departamento de Obras Públicas en un centro de reciclaje 
de la ciudad. La plantilla del sistema de agua no se vio afectada, 
pero 15 trabajadores del sector de saneamiento fueron registrados 
como positivos en el mismo periodo, obligando a que la ciudad sus-
pendiera el reciclaje durante tres semanas (Wenger 2020).

MEDIDAS DE PROTECCIÓN A LARGO PLAZO

“El acceso a agua limpia y asequible nunca debería ser un problema 
para ningún ciudadano de Baltimore. Punto”. Estas fueran las pala-
bras del presidente del Concejo Municipal de Baltimore, Brandon 
Scott, en una audiencia pública realizada el 30 de abril de 2020. “Por 
eso, el ayuntamiento ha luchado tanto, mano a mano y codo a codo 
con la comunidad, para conseguir la aprobación de esta iniciativa 
legislativa. Sabemos que debemos mejorar”, agregó (Baltimore City 
2020).

Durante la pandemia, la Coalición por el Derecho al Agua de Bal-
timore siguió reclamando al Departamento de Obras Públicas que 
aplicara plena y oportunamente la Ley de Responsabilidad y Equi-
dad del Agua, una iniciativa innovadora que ofrecería soluciones 
integrales a los problemas de facturación y asequibilidad del agua 
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de la ciudad y que se venía reclamando desde hacía mucho tiempo. 
La ley ya había sido aprobada por unanimidad por el Concejo Muni-
cipal el 18 de noviembre de 2019, y había sido !rmada por el alcalde 
Jack Young el 13 de enero de 2020.

to the city’s longstanding water billing and a"ordability pro-
blems, but needed to be put into action. The act had passed una-
nimously through the city council on November 18, 2019, and had 
been signed into law by Mayor Jack Young on January 13, 2020. La 
Ley de Responsabilidad y Equidad del Agua tenía dos característi-
cas fundamentales: 

1. El lanzamiento del Programa de Asequibilidad del Agua para 
Todos, que proporciona créditos para limitar las facturas de 
agua de los hogares con bajos ingresos a un nivel proporcio-
nal a sus ingresos, en una escala móvil: del 1% al 3% de los 
ingresos, sobre la base del umbral federal de pobreza.

2. La creación de la O!cina de Defensa y Apelación de los Con-
sumidores de Agua, que habilita un proceso justo, neutral y 
responsable para que todos los clientes resuelvan sus pro-
blemas de facturación del agua.

Una vez puesta en marcha, la legislación se basaría en el actual 
programa de asistencia social del Departamento de Obras Públicas, 
y ampliaría la cobertura y los créditos para garantizar que el servi-
cio de agua sea asequible para todos los hogares con bajos ingresos, 
y que los subsidios se ajusten a las características y necesidades de 
cada caso, mediante un modelo progresista para otorgar apoyos a 
los hogares más necesitados. 

También proporcionará una vía para salir de la deuda a los hoga-
res con bajos ingresos y con atrasos en pago de la factura. Durante 
este periodo de devastación económica, con un nivel de desempleo 
sin precedentes, muchos hogares tendrán di!cultades para pagar 
sus facturas incluso con ayuda. Y aunque el Departamento de Obras 
Públicas ha adoptado la postura progresista de suspender los cargos 
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y los cortes por atrasos en el pago, algunos usuarios siguen cayendo 
en una deuda potencialmente aplastante. Por ello, la municipalidad 
también ofrece planes de pago a plazos que permiten a los hoga-
res hacer frente a sus facturas atrasadas en un plazo de seis a doce 
meses, dependiendo de la cuantía del pago inicial (Department of 
Public Works 2020h). Sin embargo, estos planes de reembolso pue-
den suponer una carga considerable para los clientes que ya tie-
nen di!cultades para pagar sus facturas mensuales habituales. La 
Ley de Responsabilidad y Equidad del Agua aborda este problema, 
creando una vía para que los hogares resuelvan sus deudas por el 
consumo de agua. Cuando se inscriban en el programa, las deudas 
de agua se aplazarán, por lo que los hogares no tendrán que afron-
tar pagos adicionales para pagar la deuda, y cada pago puntual de 
la factura de agua contará para el reembolso de la deuda existente. 

El nuevo programa también proporcionará ayuda a un número 
mucho mayor de residentes. El programa BH2O Assists del Depar-
tamento de Obras Públicas no satisface los requerimientos de la 
mayoría de los residentes de la ciudad, es decir, quienes no son pro-
pietarios. El programa vigente requiere que los propietarios añadan 
a los inquilinos a la cuenta de agua, lo que ha sido una barrera sig-
ni!cativa para brindar asistencia a muchos inquilinos (Shah 2020).

Por lo tanto, la Coalición ha reclamado la pronta aplicación de la 
Ley de Responsabilidad y Equidad del Agua para abordar este pro-
blema y garantizar que los inquilinos reciban un acceso igualitario 
a los programas municipales de apoyo: “Incluso en esta crisis pan-
démica, el DPW [el Departamento de Obras Públicas] no ha reduci-
do los obstáculos para los inquilinos”, a!rmó Zafar Shah, integrante 
del Public Justice Center, durante una audiencia municipal pública, 
el 30 de abril de 2020. 

Las nuevas disposiciones de emergencia para el BH2O se 
anunciaron la semana pasada y todo el lenguaje en la divul-
gación y la prensa del DPW para este descuento de emergen-
cia se re!ere a los titulares de los contratos... Los inquilinos 
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constituyen más de la mitad de los hogares en la ciudad de 
Baltimore y los afroestadounidenses constituyen casi dos ter-
cios de esos hogares, así que seamos francos sobre quiénes 
de nosotros vamos a seguir siendo tratados como personas 
de segunda clase cuando el DPW no cumpla el plazo del 13 
de julio [para aplicar la Ley de Responsabilidad y Equidad del 
Agua] (Shah 2020).

La Ley de Responsabilidad y Equidad del Agua proporciona un 
proceso legal claro para que los inquilinos reciban ayuda del pro-
grama de asequibilidad y puedan negociar el pago de sus facturas 
con la o!cina del defensor del usuario. También ofrece protección a 
largo plazo, con contenidos que garantizan de forma proactiva que 
las facturas del agua seguirán siendo asequibles para todos los ho-
gares en función de sus ingresos en el futuro, independientemente 
de los aumentos anuales de las tarifas. Esta ley garantizaría que los 
hogares de toda la ciudad tengan acceso a un servicio de agua ase-
quible y responsable durante generaciones. 

“Esta ley está diseñada para el cambio. Propone tarifas asequi-
bles, nuevas formas de resolución de los problemas causados por 
facturas elevadas, un defensor del pueblo y un proceso público para 
reformar el DPW [el Departamento de Obras Públicas]”, a!rmó Jai-
me Lee, profesor asociado de la Facultad de Derecho de la Universi-
dad de Baltimore y director de la Clínica de Desarrollo Comunitario 
en enero de 2020, cuando se promulgó la ley. “Ahora, necesitamos 
un nuevo y fuerte liderazgo en el DPW para implementar la ley de 
manera robusta y reconstruir la con!anza del público” (Food & Wa-
ter Watch 2020b). 

PATEAR LA PELOTA HACIA ADELANTE

La normativa otorgaba al Departamento de Obras Públicas y a la 
administración del alcalde seis meses para su plena aplicación –ela-
boración de normas y reglamentos antes del 13 de abril y aplicación 
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plena del programa antes del 13 de julio–, pero no se respetó nin-
guno de esos plazos, alegando la pandemia como excusa. A !nales 
de julio de 2020 (al momento de redactar este capítulo), la munici-
palidad ni siquiera había elaborado el proyecto de reglamento. Sin 
embargo, sí publicó los borradores para la o!cina del defensor del 
cliente, el 4 de mayo (Department of Public Works 2020e). 

Tras una audiencia pública en abril de 2020, el director en fun-
ciones del Departamento de Obras Públicas envió una carta al 
ayuntamiento solicitando formalmente un retraso y un cambio en 
la aplicación del proyecto de ley (Garbark 2020). El 22 de junio de 
2020, la o!cina del alcalde presentó una ordenanza para retrasar el 
proyecto de ley durante casi un año. El 9 de julio de 2020, el alcal-
de Young !rmó un decreto para retrasar o!cialmente la aplicación 
del proyecto de ley hasta 30 días después de !nalizado el estado de 
emergencia de Maryland, invocando los poderes de emergencia 
concedidos por el gobernador del estado para responder a la co-
vid-19 (Young 2020).

“La decisión de patear la pelota hacia adelante es inmoral e in-
necesaria”, dijo Molly Amster, Directora de la !lial Baltimore de la 
asociación Judíos Unidos por la Justicia, en respuesta a esta deci-
sión. “Muchos de los requisitos de la ley pueden y deben aplicarse 
ahora mismo. Los habitantes de Baltimore necesitan que el alcalde 
y el Departamento de Obras Públicas actúen para que el acceso al 
agua sea asequible y justo durante esta pandemia: una aplicación 
inmediata tan pronto como sea posible y un trabajo diligente para 
su plena aplicación” (Food & Water Watch 2020c). 

CONCLUSIÓN

La Coalición por el Derecho al Agua de Baltimore ha reconocido 
que la correcta aplicación de la legislación es ahora más crucial que 
nunca debido a las di!cultades !nancieras provocadas por la pan-
demia. Sus integrantes siguen apoyando al ayuntamiento de Bal-
timore en la elaboración de un calendario de aplicación de la ley, 



Mary Grant

152 

para que los nuevos programas sean sólidos y e!caces a la hora de 
satisfacer las necesidades de los residentes de la ciudad. Baltimore 
no es la única ciudad que se enfrenta a una crisis de asequibilidad 
del agua. En todo Estados Unidos, las facturas del agua están au-
mentando por encima de lo que los hogares pueden pagar. Otros 
municipios deberían afrontar este reto adoptando el modelo de jus-
ticia del agua de Baltimore, que incluiría:

• Prohibir la privatización del agua.
• Poner !n a las sanciones, como multas por atraso en el pago, 

cortes del servicio y ejecuciones hipotecarias por impago de 
la factura de agua.

• Establecer protecciones duraderas a través de un programa 
integral de asequibilidad del agua con planes de pago sobre 
la base de un porcentaje de los ingresos y condonación de 
la deuda, a través de una o!cina independiente de defensa 
del usuario.

Los municipios y estados del país tienen los medios para actuar 
rápidamente para atender las necesidades de sus residentes, pero 
la escala y el alcance de la crisis del agua en Estados Unidos requie-
ren una acción a escala federal. El Congreso de los Estados Unidos 
debería actuar para hacer frente a la doble amenaza de las crisis 
de asequibilidad del agua y la pandemia de covid-19, mediante una 
legislación de ayuda que se centre en las necesidades de las perso-
nas. Este proyecto de ley de ayuda debería establecer una moratoria 
nacional a los cortes de agua con restablecimiento del servicio para 
todos durante la pandemia y durante al menos 180 días después de 
su !nalización, y debería proporcionar ayuda !nanciera a las em-
presas públicas y a los gobiernos locales y estatales a cargo de este 
servicio.

Para viabilizar un estímulo económico a largo plazo y la seguri-
dad de los servicios de agua, el Congreso debería aprobar la Ley de 
Asequibilidad, Transparencia, Equidad y Fiabilidad del Agua (HR 
1417, S 611). Esta medida crearía un fondo !duciario para el sector 
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del agua de 35.000 millones de dólares al año, para !nanciar las ne-
cesidades de los sistemas públicos de agua y saneamiento de todo el 
país. También contribuiría a mejorar la calidad del agua, a detener 
los vertidos de aguas residuales, a eliminar las tuberías de plomo 
de los hogares y las escuelas, a ampliar el apoyo a las comunidades 
indígenas, a eliminar los productos químicos tóxicos PFAS y a crear 
hasta un millón de puestos de trabajo en diversos segmentos de la 
economía del país. 

Baltimore es un faro de esperanza. La ciudad “está rompiendo 
con las desigualdades tradicionales en la facturación del agua, es-
tableciendo un nuevo punto de referencia para la justicia en la fac-
turación y la responsabilidad del gobierno, y posicionando a este 
municipio como el defensor de la justicia hídrica en el país”, sos-
tuvo Rianna Eckel, integrante de Food & Water Action y una de las 
promotoras de la Coalición por el Derecho al Agua de Baltimore, el 
13 de enero de 2020, cuando se !rmó la Ley de Responsabilidad y 
Equidad del Agua. “Los habitantes de Baltimore pueden estar tran-
quilos sabiendo que podrán abrir el grifo, pero el resto de Estados 
Unidos sigue estando muy atrasado. Necesitamos medidas federa-
les para que el resto del país esté a la altura de Baltimore y todos los 
estadounidenses tengan acceso a agua pública segura, limpia y ase-
quible.” Por trágico que sea, la covid-19 podría aportar el estímulo 
necesario para catalizar una campaña a nivel nacional. 
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Capítulo 8

Daniel Chavez
Pablo Messina
Martín Sanguinetti

LA COVID-19, EL AGUA Y EL 
ESTADO EN URUGUAY: NUBES 
OSCURAS SOBRE UN MODELO 
EXITOSO DE PRESTACIÓN DE 
SERVICIOS PÚBLICOS

Uruguay ha sido el caso atípico en una de las regiones del 
mundo más afectadas por la pandemia, ya que durante las 
primeras etapas de la crisis logró contener la expansión del 

coronavirus mucho mejor que otras naciones latinoamericanas. La 
sólida y larga tradición de empresas estatales del país, un robusto 
sistema sanitario y el acceso universal a los servicios básicos han 
sido factores clave de la baja incidencia de la covid-19 durante el 
año 2020. Sin embargo, el ascenso al poder de una coalición conser-
vadora y neoliberal ha generado oscuros nubarrones sobre la em-
presa nacional responsable del agua y el saneamiento Obras Sanita-
rias del Estado (OSE) y otras entidades estatales. De profundizarse 
la tendencia al debilitamiento del sistema público, las capacidades 
del país para enfrentar la emergencia sanitaria, social y económica 
a mediano y largo plazo se verán gravemente afectadas.

Este capítulo analiza las razones objetivas de los buenos resul-
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tados exhibidos por este país en la primera fase de contención de 
la covid-19, así como los impactos y perspectivas de un conjunto de 
iniciativas legislativas y presupuestarias impulsadas por el gobier-
no durante la pandemia.

INTRODUCCIÓN 

Al momento de publicación de la versión original en inglés de este 
libro, en noviembre de 2020, la pandemia de covid-19 sigue expan-
diéndose. Mientras la llamada segunda ola ha obligado a nuevas me-
didas de con!namientos en varios países europeos, América Latina 
está pasando a ser la región más afectada, con más de diez millones 
de infecciones con!rmadas y casi la mitad de las muertes en todo el 
mundo. A diferencia de la mayoría de los países latinoamericanos, 
la propagación del virus en Uruguay ha sido lenta, la capacidad hos-
pitalaria no se ha visto sobrecargada y ha habido tiempo su!cien-
te para mejorar la capacidad de respuesta del sistema sanitario en 
caso de un futuro repunte de las hospitalizaciones.1

En este contexto, Uruguay ha generado el interés de periodistas 
y cientí!cos que destacan el supuesto “triunfo” del país en la lu-
cha contra la covid-19 (BBC News 2020, The Economist 2020, Taylor 
2020). Desde la perspectiva de un investigador estadounidense, los 
resultados positivos del país son producto de su “bien organizado y 
e!ciente sistema de salud pública y la sólida fe de los uruguayos en 
el Estado” (Spires 2020). A !nales de septiembre, un corresponsal 
de The Guardian informaba que miles de argentinos habían “salido 
en masa hacia Uruguay para escapar de la pandemia” (Goñi 2020) y 
a!rmaba que “el país otrora conocido como ‘la Suiza de Sudamérica’ 
por su alta calidad de vida y sus antiguas leyes de secreto bancario, 
Uruguay se está convirtiendo ahora en otra Nueva Zelanda”.

1 La versión oiriginal de este capítulo fue redactada en el tercer trimestre de 2020. 
En los meses siguientes, la expansión de la covid-19 en Uruguay se tornó más preo-
cupante, con un ascenso acelerado de casos positivos y el agravamiento de la situa-
ción sanitaria en los dos países limítrofes: Argentina y Brasil.
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Por la misma época, otro comentarista (Pribble 2020) argumen-
taba que el éxito de Uruguay podría ser explicado en base “a las 
buenas razones que los ciudadanos tienen para con!ar en el siste-
ma”, teniendo en cuenta la existencia de un “Estado de bienestar ex-
pansivo que proporciona un acceso casi universal a las pensiones, 
el cuidado de los niños, la atención sanitaria y la educación”. Este 
analista a!rmaba que, en contraste con la situación observada en 
Estados Unidos y otros países donde el virus se estaba expandiendo 
de forma exponencial,  en Uruguay “la con!anza política y el apoyo 
a la democracia animan a la gente a seguir las recomendaciones 
de salud pública, con un sistema de salud pública con!able y que 
contribuye a frenar el avance de la enfermedad”.

En este capítulo argumentamos que los resultados positivos 
observados en los primeros meses de la pandemia no fueron ne-
cesariamente el producto de las medidas ejecutadas por el gobier-
no, sino que deben ser entendidos en el marco de un sistema de 
entidades estatales con una larga historia, que proveen servicios 
esenciales y que han contribuido a con!gurar la peculiar identidad 
política, social y cultural del país.

También argumentamos que este legado histórico está siendo 
ahora amenazado. A diferencia de varios otros países considerados 
en este libro, Uruguay cuenta con OSE y otras empresas del Estado 
muy robustas y con una cobertura nacional, que permite garantizar 
el acceso a los servicios esenciales de agua y saneamiento durante 
pandemias y otras crisis sanitarias.

LA APARENTE EXCEPCIONALIDAD DEL ESTADO URUGUAYO

La aparente excepcionalidad uruguaya durante la primera fase de 
la pandemia se torna más evidente si tenemos en cuenta que este 
país limita con dos de las naciones más afectadas. El 12 de octubre 
de 2020, el vecino del norte, Brasil, ya era noticia mundial por sus 
5.082.637 casos con!rmados y 150.198 fallecidos. Argentina, el ve-
cino del oeste, registraba hasta ese mismo día 883.882 infecciones 
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y 23.581 defunciones. Con una población menor, de 3,5 millones 
de habitantes, Uruguay registraba hasta entonces ‘solo’ 2.268 casos 
positivos y 50 fallecimientos por covid-19. Panamá, otro país lati-
noamericano con una población similar (4 millones) ya había acu-
mulado más de 100.000 casos y casi 3.000 defunciones en el mismo 
periodo.2

El primer caso de covid-19 se registró el 13 de marzo de 2020 en 
la capital del país, Montevideo. Con el apoyo (o al menos sin opo-
sición) de todos los partidos políticos, el gobierno decretó la can-
celación de eventos públicos y el cierre de bares, iglesias, centros 
comerciales, estadios, teatros, salas de conciertos y otros espacios 
públicos. También se suspendieron las clases en escuelas, institu-
tos y universidades, y se reforzaron los controles de ingreso desde 
los países fronterizos. Sin embargo, a diferencia de otros países de 
la región, el gobierno uruguayo nunca ordenó un lockdown total u 
obligatorio. Las clases se reanudaron paulatinamente en todos los 
niveles del sistema educativo y, a partir de abril, el gobierno auto-
rizó la reapertura gradual de empresas y entidades públicas y pri-
vadas.

En el marco de la transición a la llamada nueva normalidad, tanto 
el Poder Ejecutivo como las instituciones más representativas de la 
sociedad civil (en particular los sindicatos y las cooperativas) han 
promovido el uso de mascarillas, el respeto al distanciamiento físi-
co y el aislamiento voluntario de las personas con mayor riesgo sa-
nitario como formas de protección de los sectores más vulnerables. 
Estas medidas son especialmente importantes si se tiene en cuenta 
que Uruguay tiene la más alta proporción de personas mayores de 
60 años de América Latina.

El ya citado artículo publicado por el diario británico The Guar-
dian (Goñi 2020) listaba varias razones como factores que explica-

2 Todas estas cifras han sido extraídas del boletín estadístico de la Organización 
Mundial de la Salud (OMS), con datos actualizados diariamente: <https://covid19.
who.int>.
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rían los buenos resultados exhibidos por Uruguay:

¿Por qué Uruguay ha tenido tanto éxito contra la pandemia? 
Porque el gobierno llamó a los cientí!cos y respetó sus con-
sejos. La gente lo entendió y, a su vez, respetó las recomen-
daciones del gobierno de usar máscaras y distanciarse so-
cialmente sin que tuviera que ser obligatorio. Tenemos una 
democracia sólida con reglas económicas que no cambian 
con cada nuevo presidente, libertad de prensa sin restriccio-
nes, ausencia de corrupción, una muy rápida red de internet 
gestionada por el Estado en todo el país, una red eléctrica 
basada en energía 100% renovable, un sólido sistema de sa-
lud pública, transparencia, respeto por las instituciones y un 
fuerte respeto por la ciencia.

Esta forma de relacionamieno entre la sociedad y las instituciones 
públicas es el legado de un modelo de desarrollo centrado por el Es-
tado que ha ido evolucionando (incluyendo marcados retrocesos en 
momentos concretos) durante varias décadas. A principios del siglo 
XX, durante los gobiernos de José Batlle y Ordoñéz -un presidente 
de per!l socialdemócrata temeroso de la creciente con"ictividad 
social y política del país y del mundo- entre 1903 y 1907 y entre 1911 
y 1915, el Estado uruguayo instauró varias reformas legislativas  
muy avanzadas para la época, incluyendo el seguro de desempleo, 
la licencia de maternidad remunerada, el divorcio a petición de la 
esposa y la jornada laboral de ocho horas (véase Caetano 2019). En 
las décadas siguientes, la clase obrera también conquistó un siste-
ma de negociación colectiva que permitía la negociación entre sin-
dicatos, empresarios y el Estado para !jar los salarios y las condi-
ciones de trabajo. Tras un largo proceso de regresión económica, 
política y social durante la posguerra -que culminó con una dicta-
dura militar entre 1973 y 1985 y un posterior proceso de reconstruc-
ción democrática marcado por los con"ictos sociales- la coalición 
de izquierda Frente Amplio triunfó en las elecciones presidenciales 
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y legislativas de noviembre de 2004 y asumió el poder en marzo de 
2005, dando inicio a la llamada era progresista (Garcé y Ya!é 2014).

A lo largo de 15 años, durante los gobiernos del Frente Amplio 
encabezados por Tabaré Vázquez y José Mujica entre 2005 y 2020, 
se revitalizaron los derechos laborales y el marco de negociación 
tripartita, con mejoras en los indicadores económicos, las tasas de 
empleo y las condiciones de trabajo, en paralelo al reconocimiento 
de nuevos derechos sociales. El gobierno también se propuso mo-
dernizar y fortalecer las empresas estatales y otros organismos pú-
blicos que en décadas anteriores habían apuntalado el desarrollo 
del muy particular modelo uruguayo de Estado de bienestar (Cha-
vez y Torres 2013).

Sin embargo, la “era progresista” terminó el 24 de noviembre de 
2019, cuando Luis Lacalle Pou Herrera, candidato de una alianza de 
partidos de derecha conocida como la coalición multicolor, ganó la 
segunda vuelta de las elecciones presidenciales. Pocos meses des-
pués de asumir el gobierno (el 1 de marzo de 2020), la coalición de 
derecha ya ha generado múltiples nubarrones que amenazan seria-
mente la primacía del Estado y la continuidad del modelo uruguayo 
de prestación de servicios públicos.3

LAS EMPRESAS DEL ESTADO Y EL SISTEMA PÚBLICO URUGUAYO

Uno de los principales componentes de la estrategia de Uruguay 
para hacer frente a la pandemia ha sido su alta capacidad de de-

3 La “coalición multicolor” está integrada por las dos agrupaciones políticas tradi-
cionales -el Partido Nacional y el Partido Colorado- en alianza con el minoritario 
Partido Independiente y Cabildo Abierto, un nuevo partido dirigido por un anti-
guo comandante del ejército que incluye componentes neofascistas y de extrema 
derecha. El Frente Amplio, fundado en 1971 y autode"nido como “fuerza política 
democrática, popular, antioligárquica y antiimperialista”, es también técnicamente 
una coalición integrada por más de 15 partidos de izquierda (comunistas, socialis-
tas, socialdemócratas, ex guerrilleros, liberales y cristianos progresistas), pero en la 
práctica funciona como un partido uni"cado, con un programa común para todas 
las elecciones nacionales y locales a las que se ha presentado desde su fundación.
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tección temprana, vigilancia y rastreo. Según datos de la primera 
semana de octubre de 2020, en Uruguay se realizaban 117 tests por 
cada caso con!rmado de covid-19, muy por encima de sus vecinos 
del Cono Sur: apenas 1,5 en Argentina y 19,7 en Chile, por la misma 
época.4 Estos indicadores no habrían sido posibles sin la preexis-
tencia de condiciones objetivas: el fuerte papel del Estado en gene-
ral y de las empresas públicas en particular. Como los resumen dos 
analistas uruguayas (Ubal and Demirdjian 2020):

A nivel estructural, el país se ha caracterizado históricamen-
te por una fuerte presencia estatal, por contar con una buena 
cobertura pública de salud en términos comparativos con la 
región, por un sistema de saneamiento mediante redes que 
alcanza a 63% de sus habitantes y un acceso al agua potable 
casi universal. Desde 2007, el país cuenta con un sistema in-
tegrado de salud público-privado creado durante el primer 
gobierno de la coalición de izquierda Frente Amplio, que ga-
rantiza la atención a la población con independencia de su 
nivel de ingresos. Otra fortaleza estructural es la existencia 
de una universidad pública ‒la UdelaR, que atiende a 86% de 
la matrícula universitaria del país‒ e instituciones cientí!cas 
que ponen sus desarrollos al servicio de la sociedad, y que 
aseguraron la disponibilidad de pruebas diagnósticas ya en 
los primeros meses de la pandemia.

La existencia de una sólida red de instituciones estatales ha per-
mitido que incluso antes del inicio de la pandemia Uruguay ya fue-
ra uno de los pocos países de América Latina –junto a Cuba, Costa 

4 Datos del portal Our World In Data a partir de fuentes o!ciales: <https://ourworl-
dindata.org/coronavirus-testing#tests-per-con!rmed-case>. En el caso de Uruguay, 
la capacidad cientí!ca y tecnológica desarrollada por orgaismos del Estado ha sido 
fundamental, ya que los laboratorios de la Universidad de la República y otras en-
tidades públicas fueron los encargados de procesar el 67% de los tests, con datos 
actualizados al 12 de agosto de 2020 (Ubal y Demirdjian 2020).
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Rica y Colombia– que han alcanzado el nivel de cobertura sanitaria 
universal recomendado por la Organización Mundial de la Salud, 
que signi!ca “asegurar que todas las personas reciban los servicios 
sanitarios que necesitan, sin tener que pasar penurias !nancieras 
para pagarlos” (OMS 2020). El actual sistema sanitario uruguayo fue 
creado hace entre 2005 y 2009, cuando se reformó el modelo ante-
rior para establecer un Sistema Nacional Integrado de Salud (SNIS), 
con reformas sucesivas para crear el Plan Integral de Atención a la 
Salud (PIAS) y una estructura de !nanciamiento a través del Fondo 
Nacional de Salud (FONASA). El modelo uruguayo no es perfecto y 
ha generado críticas desde la izquierda (con la propuesta de crea-
ción de un sistema enteramente estatal) y la derecha (con críticas 
al supuestamente excesivo rol del Estado en el sistema actual); no 
obstante, ha sido capaz de enfrentar exitosamente los inmensos de-
safíos planteados por la pandemia (Ferreira Maia 2020).

Muchos años antes de que Uruguay generara titulares en los me-
dios internacionales por sus resultados contra la pandemia, el país 
ya se había tornado una referencia para investigadores y activistas 
sociales de todo el mundo interesados en su larga historia de resis-
tencia a la privatización de los servicios de agua. La lucha comenzó 
en 1992, el mismo año en el que la ciudadanía uruguaya revocó por 
referéndum una ley que habilitaba la privatización de las empresas 
públicas del país. En el año 2004, a través de otro referéndum se 
aprobó una reforma constitucional, promovida por la Federación 
de Funcionarios de OSE (FFOSE) junto a otros sindicatos y organiza-
ciones populares nucleados en la Comisión Nacional en Defensa del 
Agua y de la Vida (CNAV), que estableció que el agua es un derecho 
humano y prohibió su privatización (véase Santos et al. 2006).

En el período posterior al referéndum, las organizaciones socia-
les centraron su lucha en asegurar el cumplimiento del mandato 
popular de 2004 que reconoce al Estado como único proveedor del 
servicio de agua y saneamiento, la reglamentación de otras leyes 
vinculadas al sector hídrico –en particular la Ley Nacional de Aguas 
Ley No 18.610– y la protección de las cuencas hidrográ!cas.  En los 
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últimos años, el movimiento popular ha focalizado sus acciones en 
la derogación de la Ley No 19.553, de riego agrario, aprobada en 
2018, que a entender de FFOSE y de la CNAV viola el mandato popu-
lar del año 2004. 

Las movilizaciones populares en los años anteriores y posterio-
res al referéndum del año 2004 han estado orientadas por la concep-
ción del agua y del saneamiento como un servicio público que no 
puede estar subordinado a la simple rentabilidad económica. Ya en 
la norma de creación de OSE, en la Ley Orgánica Nº 11.907 de 1952, 
se establecía que “la prestación del servicio de obras sanitarias, y 
los cometidos del organismo, deberán hacerse con una orientación 
fundamentalmente higiénica, anteponiéndose las razones de orden 
social a las de orden económico”. 

EL PRESUPUESTO Y LAS TARIFAS DE OSE 

Desde la creación de la empresa en 1952 hasta principios de la déca-
da de 1990, los servicios de agua y saneamiento fueron de!citarios 
y el saldo negativo se !nanció con transferencias del presupuesto 
público nacional. Sin embargo, a diferencia de las otras empresas 
analizadas en este libro, de alcance local o regional, OSE opera a 
nivel nacional. Debido a que OSE es una empresa con presencia en 
todo el territorio del país puede !nanciar servicios no rentables me-
diante subsidios cruzados derivados de otras actividades y el ajuste 
de las tarifas a escala nacional.

La región sur, que incluye las localidades urbanas del área me-
tropolitana en los departamentos de Montevideo, Canelones, San 
José y Maldonado, donde reside más del 70% de la población, gene-
ra ingresos de explotación superiores a sus costes, lo que permite 
!nanciar otras zonas del país con menor densidad de población. 
Asimismo, OSE tiene una estructura tarifaria que permite la sub-
vención cruzada de hogares con diferentes niveles de renta, y entre 
los sectores industrial, comercial y residencial.

OSE ha sido elogiada internacionalmente por tener un presu-
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puesto equilibrado. Un informe recientemente publicado por el 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID) concluye que “Con res-
pecto a los costos de operación y mantenimiento (O&M) del sector 
agua y saneamiento, los ingresos operativos son su!cientes para 
cubrirlos, así como el servicio de sus deudas”. El mismo informe 
agrega que OSE impulsar “un proceso de mejora de calidad de sus 
servicios y esté en condiciones de respaldar el apalancamiento de 
las inversiones que se requieren para mantener la cobertura de 
agua potable, y garantizar a mediano y largo plazo la recolección y 
tratamiento de las aguas residuales en el interior del país” (Maroñas 
et al. 2020).

Figure 8.1
Transferencias de OSE desde/a Rentas Generales (en mllones de pesos de 2010)

Fuente: Comuna (2020a), en base a datos o!ciales.

Aunque la resistencia popular impidió la subasta de las empre-
sas públicas del Estado al sector privado en la década de 1990, los 
gobiernos de la época siguieron impulsando reformas favorables al 
mercado en el sector del agua y el saneamiento. El llamado realismo 
tarifario se introdujo a principios de la década de 1990, modi!cando 
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el nivel y la estructura de las tarifas (Bertino et al. 2012). En virtud 
del “realismo tarifario”, OSE debe cubrir todos sus costes de funcio-
namiento e inversiones en servicios de agua y saneamiento, lo que 
también implica que estos costes deben transferirse a los usuarios, 
que deben pagar la totalidad de los costes de los servicios de agua y 
saneamiento.

Estudios comparativos recientes han observado que las tarifas 
de agua y saneamiento son más altas en Uruguay que en otros paí-
ses de la región (Lentini 2015, Brichetti 2019). Una interpertación 
ssimplista concluiría que OSE es “ine!ciente”. Sin embargo, esa in-
terpretación sería errónea, ya que no tendría en cuenta una serie de 
factores que deben ser considerados para que la comparación sea 
signi!cativa. En palabras de un equipo de investigadores uruguayos 
(Comuna 2020, 29):

Muchos proveedores de agua no incorporan en sus costos 
las inversiones, ya que estas son realizadas por el Estado o 
subsidiadas, cosa que en OSE no ocurre. Por otro lado, la ca-
lidad y la cobertura del servicio también son importantes en 
la comparación. OSE tiene un servicio con una continuidad 
muy adecuada, tanto en la cantidad y en el tiempo de servicio 
como en su calidad. A su vez, alcanza a casi toda la población, 
pese a que a medida que se extiende el servicio a lugares me-
nos densamente poblados y dispersos los costos promedios 
aumentan. Por tanto, está bien pensar en la mejora de los 
proceso de producción y distribución del agua, pero hay que 
ser cautos en la comparación internacional del nivel tarifa-
rio.

Hay una serie de consideraciones adicionales que deben ser 
considerados para el análisis de los resultados !nancieros de OSE. 
En primer lugar, los servicios de OSE se han ampliado y mejorado 
signi!cativamente desde su creación. En 1952, Uruguay contaba 
con alrededor de 2.500 kilómetros de redes de agua potable; en 2018 
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la red se había extendido a más de 16.000 kilómetros, llegando a las 
zonas más remotas del país. Las redes de saneamiento en las ciuda-
des y pueblos del país más allá del área metropolitana también se 
ampliaron: de 713 kilómetros en 1952 a un total de 3.910 kilómetros 
en 2018 (MVOTMA y SNAACC 2019).

En segundo lugar, el peso de la masa salarial en el presupuesto 
de OSE ha variado a lo largo del tiempo en función de la tecnología 
disponible, la posición ideológica sobre las empresas públicas de 
los distintos gobiernos, y las inversiones necesarias para ampliar el 
servicio y cubrir la creciente demanda. Sin embargo, en las últimas 
tres décadas, el peso de los salarios y las cotizaciones a la seguridad 
social ha disminuido drásticamente, pasando del 70% de los costes 
en 1985 a menos del 29% en 2018 (Comuna 2020a). 

En tercer lugar, desde 2008 también han aumentado los costes 
de los insumos para el tratamiento del agua, la ampliación de la 
red de saneamiento y los costes de depuración de los e!uentes. El 
incremento de costos más pronunciado se observa entre 2012 y 
2015, cuando OSE comenzó a utilizar carbón activado para sanear 
las fuentes !uviales. A pesar de este aumento de los costes, en el 
quinquenio antes de la pandemia (2015-2020) el presupuesto global 
de operaciones se mantuvo estancado, principalmente como resul-
tado de la reducción de personal. Este ahorro de costes se ha con-
seguido gracias a la contratación de personal tercerizado; es decir, 
a la externalización de servicios, que pasó de 725 millones de pesos 
(constantes) en 2015 a 1.015 millones en 2018 (OSE 2018). 

El analisis del desempeño presupuestal entre 2002 y 2010 mues-
tra que los ingresos fueron superiores a los costos, lo que permitió 
cubrir buena parte de las nuevas inversiones con ingresos corrien-
tes. Desde 2012, sin embargo, los ingresos no han sido su"cientes 
para cubrir los costes y las inversiones de OSE se han "nanciado 
con deuda. Estas decisiones "nancieras tienen impactos a largo 
plazo, ya que los usuarios están pagando ahora con sus tarifas las 
inversiones realizadas con préstamos en años anteriores.

En la última década OSE registró los niveles de inversión más al-
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tos en la historia de la empresa; sin embargo, ha sido preciso desti-
nar recursos a inversiones que eran necesarias. En un informe para 
el BID, Maroñas et al. (2020) estiman que OSE debería realizar una 
inversión adicional de alrededor de 2.000 millones de dólares para 
alcanzar su objetivo de cobertura universal de saneamiento y agua 
potable.

El ente regulador ha estimado que el consumo promedio de agua 
de una familia típica uruguaya (tres o cuatro personas) oscila entre 
10 y 20 m3 mensuales (URSEA 2018). El diseño de una estructura 
tarifaria que considere estos volúmenes de agua a un precio ase-
quible para lograr la universalidad implica la consideración de una 
serie de factores que probablemente se vean afectados tanto por la 
crisis económica agravada por la pandemia como por los nuevos 
criterios de política pública de!nidos por el nuevo gobierno. Un es-
tudio reciente (Comuna 2020a) muestra que las tarifas han aumen-
tado de forma preocupante en los últimos años.

Si la tendencia de uso intensivo del suelo se mantiene seguirán 
aumentando los costes del tratamiento del agua. Asimismo, si se 
cumplen los planes de mejora y ampliaci’on del saneamiento, tam-
bién aumentarán los costes de operación y las inversiones. Al ana-
lizar la estructura tarifaria residencial se observa una subvención 
cruzada negativa entre los hogares, en consideración de sus niveles 
de ingreso económico. En la actualidad, existe una tarifa social para 
el consumo residencial de los sectores vulnerables, que oscila entre 
la exención total del cobro de los servicios de agua y saneamiento 
y descuentos en la tarifa (OSE 2020a). Los descuentos en la factura 
vigentes desde abril de 2020 cubren los siguientes poblacionales:1

1. Bene!ciarios de planes sociales del Ministerio de Desarrollo 
Social (MIDES) y los hogares residentes en asentamientos 

1 Los montos de las boni!caciones fueron actualizados en abril de 2020, al inicio 
de la pandemia en Uruguay, pero no fueron una acción de respuesta directa a la 
covid-19, dado que la tarifa social ya había sido establecida por el gobierno anterior.



170 

informales y considerados en situación de vulnerabilidad 
socioeconómica de acuerdo a los criterios del Ministerio de 
Vivienda.

2. Jubilados o pensionistas con ingresos que no superen el im-
porte menor de la escala de jubilación o pensión del Banco 
de Previsión Social.

3. Refugios habilitados por el Ministerio de Desarrollo Social.
4. Hogares con medidor individual en localidades rurales con 

gestión participativa de la comunidad.
5. Hogares rurales con servicio de agua provisto mediante 

postes surtidores con medidor general en una localidad con 
gestión participativa de la comunidad.

Como la población bene!ciaria es de tamaño reducido y el be-
ne!cio no supera los 15 m3 por hogar, estos bene!cios tienen una 
repercusión limitada en el presupuesto de OSE, como muestra el 
cuadro 8.1. El total de las prestaciones sociales equivale al 2,4% de 
los ingresos de la empresa, según los cálculos basados en el presu-
puesto anual de 2020.

Cuadro 8.1
Estimación del impacto de las tarifas sociales de OSE en el presupuesto 2020

Planes sociales Monto estimado para el 
año 2020 (en US$)

Peso en los ingresos 
de explotación de OSE

Plan de Emergencia del 
MIDES

5,327,405 1.23

Asentamientos 
informales

5,009,810 1.16

Jubilados y pensionistas 129,013 0.03
Refugios 27,368 0.01
Otras prestaciones 
sociales

58,138 0.02

Total 10,551,735 2.44

Fuente: Elaboración propia, en base a información presupuestaria de OSE 
sistematizada por Comuna (2020a).

A partir de 2005 (con la izquierda en elgobierno), las precios de 
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los tramos de consumo de agua residencial más bajos se abarataron 
sustancialmente, mientras que los tramos de consumo más altos 
aumentaron, y los costes !jos descendieron en línea con las tarifas 
medias. Sin embargo, en enero de 2016, OSE añadió un recargo en 
la tarifa !ja a los usuarios residenciales que superaban los 15 m3 en 
su consumo medio de agua. Un año después, en enero de 2017, la 
empresa comenzó a cobrar la llamada tarifa ambiental, que re"eja 
el aumento de las inversiones y los costes de explotación asociados 
al deterioro de la calidad del agua bruta. Además, desde 2011, la 
Ley 18.840 exige la conexión a la red de saneamiento si la red está 
disponible. 

Los cambios en el cálculo de la tarifa que rigen desde 2016 ha-
cen que la empresa cobre un recargo a aquellos hogares que tienen 
un consumo promedio de más de 15 m3 de agua al mes, afectan-
do a una quinta parte de los hogares más pobres del país (Comuna 
2020a). Por otro lado, la empresa cobra la totalidad del precio del 
bloque sobrante cuando el consumo supera los 15 m3, afectando 
también a los hogares más pobres. Además, a pesar de que el agua 
es un bien esencial para la vida, no está exenta del impuesto al valor 
agregado (IVA). Al mismo tiempo, el aumento de los costes !jos del 
tratamiento del agua y su re"ejo en la tarifa también es retrógrado 
en términos de justicia social: afecta a todos los usuarios, pero con 
un mayor impacto en los hogares más pobres que en los más ricos 
en proporción a los ingresos del hogar.

El agravamiento de la crisis económica causado por la pandemia 
podría incluso suponer que el sistema tarifario de OSE se convier-
ta en una barrera de acceso al agua y al saneamiento. Aunque en 
la actualidad el pago de estos servicios no tiene un impacto muy 
signi!cativo en el presupuesto de los hogares de bajos ingresos, la 
creciente tendencia a la comercialización de OSE y de todas las em-
presas estatales podría incluir la eliminación de la tarifa social y el 
aumento de las tarifas como forma de lograr la recuperación total 
de los costos, de acuerdo con el enfoque del nuevo gobierno para la 
gestión de las empresas públicas que analizaremos con más detalle 
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en siguientes secciones de este capítulo.
A diferencia de muchos otros países, el gobierno uruguayo nun-

ca ordenó un con!namiento estricto. Sin embargo, la mayoría de la 
población aceptó la orientación de no salir del hogars y, en conse-
cuencia, el comercio minorista y la demanda de bienes sufrieron 
una caída. La menor actividad económica también redujo la deman-
da de servicios públicos y afectó a las !nanzas de OSE y otras em-
presas estatales. Al comienzo de la pandemia, en abril de 2020, siete 
de las mayores empresas del Estado (incluida OSE) reportaron pér-
didas por un total equivalente a 45,5 millones de dólares (Búsqueda 
2020a). En los meses siguientes, sin embargo, las empresas públi-
cas demostraron su capacidad de resiliencia. Al !nal de la primera 
mitad del año, las cuentas de la mayoría de las empresas estatales 
ya se habían recuperado o no revelaban impactos muy graves: tres 
empresas (Antel, UTE y ANCAP, activas en las áreas de telecomuni-
caciones, energía eléctrica y re!nación y distribución de petróleo, 
respectivamente) reportaron superávits, y tres (OSE, ANP y AFE, ac-
tivas en las áreas de agua y saneamiento, administración portuaria 
y transporte ferroviario) declararon pérdidas. Sin embargo, consi-
deradas en conjunto, las empresas públicas generaron ganancias 
de casi US$ 200 millones para el período enero-junio, casi el doble 
que en el mismo período del año anterior (US$ 107 millones). OSE, 
en particular, que había obtenido casi US$ 7 millones de superávit 
en el primer semestre de 2019, reportó pérdidas por algo menos de 
US$ 4 millones en la primera fase de la pandemia (Búsqueda 2020b).

La llegada del coronavirus al país coincidió con un aumento del 
10% en las tarifas que ya estaba previsto para abril, afectando el 
precio de los servicios de agua, electricidad y telecomunicaciones. 
Presionada por la oposición social y política, la junta directiva de 
OSE que el nuevo gobierno había nombrado recientemente ofre-
ció aplazamientos y "exibilidad de pago adicional para sus clientes 
como medidas de emergencia para mitigar los impactos económi-
cos y sociales de la covid-19 (OSE 2020b).
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NUBES NEGRAS SOBRE LAS EMPRESAS DEL ESTADO

A pesar de que Uruguay ha sido noticia en todo el mundo como caso 
supuestamente exitoso de contención de la pandemia en su prime-
ra fase, el futuro a mediano y largo plazo es muy incierto. Es pro-
bable que Uruguay se vea menos afectado por la crisis económica 
internacional post-pandémica que otros países de la región, pero 
las perspectivas económicas son de todas formas preocupantes. Se 
prevé que el turismo, que genera importantes ingresos para el país 
durante el verano (de noviembre a marzo), sufra una grave caída 
como consecuencia del cierre de las fronteras.

La llegada al gobierno de una coalición abiertamente partidaria 
de la mercantilización de los servicios públicos y del desmantela-
miento del aparato estatal en su conjunto -incluyendo la exigencia 
de fuertes recortes en el presupuesto de las empresas públicas- y el 
agravamiento de la crisis económica, están generando mucha pre-
ocupación en el movimiento sindical y otros movimientos sociales 
(véase Messina 2020). La reciente aprobación de la Ley 19.889, la 
Ley de Urgente Consideración (popularmente conocida como LUC), 
establece que las tarifas del agua ya no serán !jadas por OSE, sino 
por la agencia reguladora (URSEA). Este cambio obliga a la URSEA 
a actualizar las tarifas teniendo en cuenta los costes como criterio 
principal, lo que supone una clara regresión al enfoque de “realis-
mo tarifario”. La LUC también establece que el cálculo de las tarifas 
no puede contener consideraciones sociales y, por lo tanto, cuestio-
na la continuidad de las tarifas sociales, que aunque actualmente 
son bajas y bene!cian a una pequeña parte de la población podrían 
ser anuladas por completo. 

De esta manera, OSE y todas las empresas estatales volverían 
al  “realismo tarifario” que había perdido intensidad durante los 
gobiernos progresistas del Frente Amplio. Es previsible que esta 
tendencia se agrave a medida que la crisis económica se torne más 
profunda y se deterioren las cuentas del gobierno uruguayo en el 
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contexto de la pandemia. La medición o!cial del producto interno 
bruto (PIB) del período abril-junio difundida a !nes de septiembre 
de 2020 por el Banco Central (BCU) indicó una violenta contracción 
del nivel de actividad económica durante la emergencia sanitaria, 
con una caída de más del 10% en el volumen de bienes y servicios 
producidos en el país en el segundo trimestre, en comparación con 
el mismo período de 2019 (Búsqueda 2020c), con una paralela inten-
si!cación de las desigualdades sociales.

En un contexto de crisis, preservar o profundizar la justicia so-
cial en el acceso al agua y otros servicios públicos no parece ser la 
prioridad del nuevo gobierno. El presupuesto quinquenal 2020-2024 
que el Poder Ejecutivo ha enviado al Parlamento, que según los por-
tavoces gubernamentales ha sido diseñado como “un presupuesto 
de guerra”, prioriza preservar el investment grade (grado de inver-
sión) de la economía uruguaya, que las agencias de cali!cación de 
riesgo habían mantenido antes y durante la pandemia con la adver-
tencia de que podrían retirarlo si el gobierno no aplica un drástico 
plan de consolidación !scal (UyPress 2020).

La ley presupuestaria rea!rma el mismo enfoque de las empre-
sas públicas que ya se había anunciado a !nales de abril y principios 
de mayo de 2020, cuando el gobierno presentó nuevas directrices 
para la gestión de las empresas estatales. Los nuevos criterios que 
determinan la administración de las empresas públicas se estructu-
ran en torno a indicaciones de ajustes macroeconómicos de carác-
ter bastante genérico, sin tener en cuenta la realidad especí!ca de 
cada empresa, con lo que queda claro que el objetivo es recaudar 
el máximo de ingresos para mejorar las cuentas macroeconómicas 
del gobierno, sin preocuparse por mejorar la e!ciencia económica 
o social de las empresas de agua, energía y telecomunicaciones. 

La nueva orientación política del gobierno puede interpretarse 
como una táctica ofensiva concertada para desmantelar el entra-
mado de entidades estatales -desde la Universidad pública de la 
República hasta el sistema de salud pública y el sistema nacional 
de empresas públicas- que los observadores internacionales han 
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identi!cado como la principal razón del éxito de la contención de la  
primera fase de la pandemia en Uruguay.

En particular, el nuevo enfoque de gobierno corporativo afecta a 
la capacidad operativa de OSE y otras empresas estatales al exigir la 
reducción del número de personal presupuestado y la eliminación 
de las vacantes actuales y futuras, permitiendo que sólo una de cada 
tres vacantes se cubra con nuevas contrataciones. En un contexto 
de plantillas envejecidas, como es el caso de OSE y otras empresas 
públicas, esta exigencia supone una drástica contracción del núme-
ro de trabajadores. También afecta a la contratación de personal 
tercerizado, cancelando la opción de renovación automática de los 
contratos y exigiendo una fuerte reducción del número actual de 
puestos de trabajo contratados (Comuna 2020b). 

El proyecto enviado al Parlamento incluye diversos artículos que 
impactarían gravemente en OSE y otras empresas del Estado. En 
particular, el artículo 682 establece que las empresas públicas “de-
berán formular sus presupuestos de forma tal de cumplir con es-
tándares mínimos de retorno sobre su patrimonio” (MEF 2020, 289). 
El mismo artículo expresa que los criterios técnicos para satisfacer 
dicha exigencia deberán considerar indicadores globales sobre la 
rentabilidad de otras empresas del mismo rubro a nivel internacio-
nal, además de exigir que el retorno económico de las empresas 
públicas “en ningún caso podrá ser inferior al costo promedio de 
la deuda pública del Estado” (p. 289). Por último, el artículo agrega 
que a efectos de calcular la tasa de retorno sobre el patrimonio, la 
metodología a aplicar tomará en cuenta como ingresos “los subsi-
dios tarifarios” derivados “de leyes, decretos y demás disposiciones 
normativas” y deberá excluir “los subsidios que reciben de rentas 
generales o rentas afectadas y, de existir, los sobreprecios cargados 
en sus tarifas como consecuencia de su actuación en mercados mo-
nopólicos” (p. 290).).

El concepto que guía el proyecto de ley de presupuestos es regre-
sivo por varias razones. Según la evaluación realizada por los eco-
nomistas de Comuna (2020b, 5):
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En primer lugar, establece como criterio !jo e inmutable la 
idea de que las empresas públicas deben tener una tasa de re-
torno positiva. Si bien esto es deseable en el largo plazo para 
muchos rubros, tiene como limitante que refuerza el carác-
ter comercial de las empresas públicas minimizando sus po-
tenciales como “palancas de desarrollo”. En este sentido, el 
mecanismo propuesto fortalece la búsqueda de rentabilidad 
de corto plazo inhibiendo así políticas de inversión pensadas 
para la universalización de servicios o saltos en productivi-
dad de largo plazo.

Desde esta perspectiva, Uruguay no habría alcanzado un nivel 
de acceso casi universal, si OSE  hubiera tenido que aplicar esta nor-
ma para el suministro de agua. Por otra parte, la aplicación de este 
criterio contradice el principio establecido en el artículo 47 de la 
Constitución de la República, que establece que “la prestación del 
servicio de agua potable y saneamiento deberá hacerse anteponien-
do las razones de orden social a las de orden económico” (IMPO 
s.f.). Al mismo tiempo, no se explicita la metodología y los criterios 
técnicos que el gobierno debería para determinar los estándares 
mínimos de rentabilidad de las empresas públicas, reduciendo la 
transparencia de la gestión. La inclusión de los subsidios otorgados 
por las empresas para facilitar el acceso a sus servicios como parte 
de los ingresos también es problemática, ya que aunque la propues-
ta es conceptualmente correcta en la práctica es difícil de aplicar, 
con previsibles controversias teóricas y técnicas sobre el “precio 
justo” y la naturaleza de los subsidios cruzados o de otro tipo.

La ley presupuestaria quinquenal del año 2020 responde a pre-
juicios ideológicos evidentes en la mención a un “sobreprecio mo-
nopólico”, ya que en mercados que habiliten economías de escala el 
precio monopólico no necesariamente es mayor que si se estable-
ciera un régimen más competitivo. En el mismo sentido, también es 
peligrosa la exigencia de que la tasa de retorno sea, como mínimo, 
“el costo promedio de la deuda pública”, ya que la tasa de endeuda-
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miento puede aumentar o disminuir por razones totalmente ajenas 
a la gestión de las empresas públicas. Si Uruguay volviera a sufrir 
una corrida bancaria como la del año 2002, que hizo tambalear al 
conjunto del sistema !nanciero, habría un aumento sustancial del 
costo de la deuda pública. En un contexto de crisis económica mun-
dial, regional y nacional como la que podría llegar después de la 
pandemia, se le exigiría a OSE y otras empresas públicas aumentar 
sustantivamente su rentabilidad. Esta lógica es muy contraria a lo 
que sucedió con las empresas públicas en la crisis de 2002, que más 
bien actuaron como “amortiguadoras” (Comuna 2020b).

A principios de octubre de 2020, el PIT-CNT (Plenario Intersin-
dical de Trabajadores - Central Nacional de Trabajadores -uno de 
los movimientos sindicales más fuertes e in"uyentes de América 
Latina, con una larga tradición de unidad e independencia de clase- 
decidió apoyar una campaña popular de recogida de !rmas para 
convocar un referéndum contra la LUC. Actualmente, la central 
sindical coordina acciones con otras organizaciones sociales y po-
líticas -en particular la Federación de Estudiantes Universitarios, la 
Federación Uruguaya de Cooperativas de Vivienda por Ayuda Mu-
tua y el Frente Amplio- y diversas personalidades representativas 
de la sociedad civil. La coordinación de las luchas populares se está 
extendiendo también a la resistencia contra el proyecto de presu-
puesto quinquenal. 

En consideración de la necesidad de promover respuestas inre-
grales a los desafíos de la post-pandemia, con la elaboración de pro-
puestas progresistas concretas y viables para la recuperación social 
y económica, el movimiento sindical decidió en julio de 2020 orga-
nizar un proceso deliberativo en 2021 con un espíritu y objetivos 
similares a los del Congreso del Pueblo de 1965 (un proceso deliberati-
vo de alcance nacional organizado por el movimiento sindical para 
elaborar un programa popular destinado a revertir la grave crisis 
social y económica dede aquella época).

Para el Congreso del Pueblo de 1965, los sindicatos de trabajado-
res, los gremios estudiantiles, las cooperativas, las organizaciones 
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agrarias y las iglesias acordaron un programa de reivindicaciones 
urgentes (mejores salarios y pensiones y acceso a la vivienda, la sa-
lud y la educación) y propuestas de transformaciones estructurales 
centradas en la reforma agraria, la política industrial, la nacionali-
zación de la banca y del comercio exterior, la reforma del sistema 
!scal y la protección y ampliación de las empresas públicas (véa-
se Nahum et al. 1990). La propuesta para 2021 ha sido concebida 
como “un gran encuentro nacional por soluciones, que nuclee a las 
grandes mayorías nacionales y populares para retomar la iniciativa 
programática e histórica”, para el qué los sindicatos proponen “ela-
borar un proyecto de país para el pueblo y un proceso democrático 
basado en la más amplia participación de la clase trabajadora y el 
pueblo para su realización efectiva” (PIT-CNT 2020). En este mar-
co, la supervivencia y reforma progresista de las empresas públicas 
que prestan servicios de agua, saneamiento, energía, telecomuni-
caciones y otros servicios esenciales y que tanto han contribuido 
a contener la pandemia en Uruguay serán seguramente uno de los 
ejes centrales del proceso deliberativo.
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Capítulo 9

Milo Fiasconaro
Jovana Gojkovic

SOLIDARIDAD TRANSNACIONAL: 
LAS ACCIONES DE LOS 
OPERADORES PÚBLICOS DE AGUA 
FRENTE A LA PANDEMIA

Cuando la pandemia de covid-19 estalló en Europa entre !na-
les de febrero y principios de marzo de 2020, las empresas 
de suministro de agua adoptaron apresuradamente medidas 

de bloqueo y recibieron una gran presión para garantizar la conti-
nuidad de los servicios esenciales a pesar de las graves alteracio-
nes. Este capítulo da cuenta de las iniciativas adoptadas por Aqua 
Publica Europea¬ –una organización de más de 60 empresas públi-
cas de agua de 14 países europeos– para apoyar a sus miembros. 
Al facilitar el intercambio de información y experiencia entre sus 
asociados, Aqua Publica Europea contribuyó al expeditivo desarro-
llo de planes de contingencia. Esto fue posible gracias a la generosa 
contribución del personal de varias empresas de servicios públicos 
que, a pesar del contexto estresante, dedicó tiempo a ayudar a sus 
colegas que operaban en zonas aún no afectadas. La propiedad pú-
blica de los servicios de agua resultó fundamental para permitir esa 
solidaridad transnacional. El capítulo también analiza el posible 
impacto a largo plazo de la pandemia en el sector del agua.
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INTRODUCCIÓN

En Europa, la pandemia estalló en el norte de Italia el 20 de febrero 
de 2020. La reacción inicial del Gobierno italiano fue declarar el cie-
rre de las ciudades afectadas (las llamadas “zonas rojas”) y adoptar 
restricciones más leves en las zonas circundantes. En el resto del 
país, las medidas se limitaron a la prohibición de grandes concen-
traciones de personas. Mientras tanto, en otros países europeos, 
la vida (y los negocios) continuaron casi como de costumbre, con 
importantes eventos públicos, desde partidos de fútbol hasta elec-
ciones nacionales, que seguían celebrándose a principios de marzo.

En las semanas siguientes la situación evolucionó rápidamen-
te. Italia adoptó medidas estrictas de cierre a nivel nacional el 8 de 
marzo, seguida por España el 14 de marzo, Francia el 16 de marzo, 
y la mayoría de los demás países europeos poco después. Parale-
lamente, se cerraron las fronteras exteriores y se restablecieron 
estrictos controles fronterizos nacionales en el espacio Schengen 
(la zona que engloba a 26 países europeos con libre circulación de 
mercancías y personas) para permitir únicamente el tránsito de su-
ministros esenciales. 

Esta breve cronología muestra que, a pesar de las noticias que 
llegaban desde China y el sudeste asiático ya a mediados de enero, la 
mayoría de los países europeos no esperaban una propagación tan 
rápida del coronavirus en sus territorios. En muy poco tiempo pasa-
ron de un estado de normalidad a una situación sin precedentes, en 
la que se restringió la movilidad y la vida social, se suspendieron o 
interrumpieron muchas relaciones comerciales y se reorganizaron 
apresuradamente actividades socioeconómicas consideradas esen-
ciales para garantizar su continuidad.

Las empresas de suministro de agua se encontraban entre los 
actores que experimentaron y gestionaron un alto nivel de presión 
para garantizar la continuidad de un servicio esencial, protegiendo 
al mismo tiempo la salud de sus empleados, en un contexto de ma-
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yor incertidumbre y de importantes limitaciones a la operatividad 
normal. En cuestión de días (a veces de horas), las empresas de su-
ministro de agua tuvieron que replantearse por completo su forma 
de operar para adaptarse a una situación excepcional. Tuvieron que 
adoptar nuevos procedimientos internos y encontrar formas de co-
municación con las autoridades, los usuarios y los socios. Además, 
tuvieron que responder a la creciente preocupación por la seguri-
dad del agua potable en un contexto en el que los conocimientos 
cientí!cos sobre el nuevo virus y su comportamiento eran extrema-
damente limitados.

La mayoría de los operadores se basaron en sus protocolos de 
gestión de riesgos para desarrollar planes de contingencia, posibi-
litando una reorganización rápida y ordenada de las operaciones y 
sin interrupciones del servicio. Sin embargo, dada la absoluta nove-
dad de esta emergencia, algunas complicaciones eran difíciles de 
predecir o simplemente estaban fuera del control de las empresas 
de servicios públicos (por ejemplo, el abastecimiento de algunos 
suministros esenciales). Debido a la falta de experiencia compara-
ble en el pasado, la gestión de este tipo de crisis era un territorio 
inexplorado para todos los operadores. En este contexto, los ser-
vicios de agua –y en particular los servicios públicos de agua, que 
no cuentan con una estructura multinacional para aprender lo que 
funciona o no en otras partes del mundo, como pueden hacerlo las 
grandes empresas privadas– expresaron una fuerte necesidad de 
intercambiar y compartir información con sus pares en otros paí-
ses de la región.

En este capítulo presentamos las iniciativas emprendidas por 
Aqua Publica Europea para responder a esa necesidad de intercam-
bio de conocimientos, y extraemos algunas lecciones sobre el papel 
que puede desempeñar el sector público para garantizar el bienes-
tar colectivo en tiempos de crisis. En la siguiente sección describi-
mos las principales actividades llevadas a cabo por Aqua Publica 
para organizar el intercambio de información sobre las mejores 
prácticas para asegurar la continuidad de los servicios durante la 
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emergencia, así como algunas iniciativas emprendidas con otros 
actores e instituciones con el objetivo de contribuir a una mejor 
coordinación del esfuerzo colectivo para hacer frente a la pande-
mia. A continuación, analizamos cómo Aqua Publica ayudó a los 
operadores europeos a tomar decisiones mejor informadas sobre 
la gestión de la crisis, reduciendo así el nivel de incertidumbre. La 
experiencia europea demuestra que la solidaridad transnacional es 
clave para reforzar la capacidad del sector público y garantizar el 
bienestar colectivo. Por último, examinamos el posible impacto de 
la pandemia a largo plazo en el papel y la misión de los operadores 
públicos de agua, esbozando tanto los retos como las oportunida-
des. 

EL APOYO DE AQUA PUBLICA A LOS OPERADORES PÚBLICOS 

Aqua Publica es una organización sin ánimo de lucro que reúne a 
66 operadores públicos de agua de 14 países europeos que, en con-
junto, prestan servicios de agua y saneamiento a más de 80 millones 
de ciudadanos. Aqua Publica fue creada en 2009 por un puñado de 
empresas de servicios públicos con dos objetivos complementarios: 
promover la gestión pública del agua y proporcionar a los opera-
dores europeos una plataforma para compartir e intercambiar las 
mejores prácticas sobre problemas concretos de gestión.

La creación de Aqua Publica se produjo tras el éxito de la remu-
nicipalización de los servicios de agua en París en 2009 y en res-
puesta a iniciativas de diversos movimientos sociales que cuestio-
naban el modelo de gestión privada predominante en otras partes 
de Europa en ese momento. En ese contexto, crecía la conciencia 
de que las formas públicas de suministro de agua podían desa!ar a 
las multinacionales privadas precisamente en lo que se considera-
ba su característica más fuerte; es decir, la capacidad de organizar 
los servicios de forma e!ciente, garantizando tarifas asequibles y 
proporcionando un acceso universal a un servicio de alta calidad. 
En consecuencia, los fundadores de Aqua Publica asumieron que 
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la gestión pública del agua necesitaba su propia representación, ya 
que la distinción entre un modelo público y uno privado no respon-
dería a razones técnicas o económicas, sino a motivos esencialmen-
te políticos. Sin embargo, para superar algunas asimetrías estruc-
turales entre los operadores públicos y privados (en concreto, las 
ventajas en el !ujo de conocimientos que tienen las multinaciona-
les, basadas en la escala de sus operaciones), los fundadores creían 
que los operadores públicos necesitaban tener su propio foro para 
discutir soluciones técnicas y aprender unos de otros, de forma que 
no dependieran del know-how de las multinacionales privadas.

La intuición de los fundadores fue acertada. La asociación ha 
crecido y sus miembros se esfuerzan colectivamente por llevar la 
voz y los valores del servicio público a los espacios de diseño de 
las políticas públicas, al tiempo que trabajan para facilitar proce-
sos de aprendizaje entre pares. Estas iniciativas incluyen grupos de 
trabajo creados por los operadores sobre temas especí"cos, un pro-
grama de intercambio internacional de personal de corta duración 
destinado a jóvenes profesionales empleados por las empresas de 
servicios públicos, y seminarios sobre problemas técnicos en los 
que los asociados utilizan su experiencia para identi"car las mejo-
res soluciones (para más información, véase www.aquapublica.eu). 

Cuando a principios de marzo de 2020 el coronavirus comenzó 
a extenderse por toda Europa, los operadores públicos empezaron 
a solicitar información sobre el impacto de la covid-19 y las medi-
das de contención a sus colegas de las zonas ya afectadas (princi-
palmente en Italia y España). Aqua Publica pudo apoyarse en su 
plataforma de intercambio preexistente para poner en marcha rá-
pidamente acciones especí"cas en respuesta a las necesidades de 
sus miembros. Más concretamente, Aqua Publica desarrolló una 
estrategia que giraba en torno a dos ejes: uno interno –organizar 
la recopilación y el intercambio de información sobre medidas y 
mejores prácticas de gestión de la crisis–; y uno externo –coordinar 
con otras organizaciones para garantizar la coherencia de las res-
puestas políticas a nivel europeo y obtener información adicional 
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relevante para los asociados. Estos dos niveles de actuación se des-
cribirán con más detalle en las siguientes secciones.

EL INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN Y EXPERIENCIAS

Dado que los operadores públicos de agua estaban en la vanguardia 
de la respuesta a la emergencia, tuvieron que adoptar medidas e!-
caces con extrema rapidez y adaptarlas a medida que la situación 
evolucionaba. Esta urgencia fue especialmente intensa en las zonas 
del sur de Europa que fueron las primeras en sufrir la pandemia, 
donde no se había previsto la propagación del coronavirus, al me-
nos con tanta rapidez. Cuando se adoptaron estrictas medidas de 
con!namiento, primero en Italia y luego en España, los operadores 
de otros países europeos empezaron a preguntarse cómo respon-
derían sus colegas mediterráneos al polifacético reto de garantizar 
la continuidad del servicio al tiempo que protegían la salud de los 
empleados en un contexto en el que las normas de distanciamiento 
físico y las limitaciones de movilidad obstaculizaban las operacio-
nes de forma normal.

Para responder a esta carencia de información, Aqua Publica 
Europea facilitó intercambios de conocimientos y la puesta en co-
mún de experiencias sobre la base de un triple enfoque: 

• garantizar la comunicación directa entre empresas públicas
• recopilar información y conocimientos de fuentes externas; 

(Organización Mundial de la Salud, organismos técnicos de 
la Unión Europea, etc.) relacionados con la gestión de crisis; 

• proporcionar materiales de apoyo sintéticos, prácticos y 
listos para usar, basados en la información compartida in-
ternamente entre los miembros y el conocimiento aportado 
por fuentes externas.

En la práctica, esta asistencia se materializó con seminarios web 
temáticos, así como con boletines periódicos por correo electrónico 
que integraban preguntas y respuestas de operador a operador, ade-
más de una biblioteca digital en línea actualizada periódicamente 
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con documentos producidos por los miembros y recursos externos. 
Los detalles de estos intercambios son demasiado extensos para 
listarlos aquí, pero los principales temas considerados fueron los 
siguientes:

• Cómo priorizar las funciones y reorganizar los equipos para 
minimizar el contacto físico y garantizar el respaldo en caso 
de enfermedad del personal operativo (lo que se conoce 
como “segmentación”).

• Cómo reorganizar rápidamente la infraestructura digital 
para garantizar que el máximo número de empleados pueda 
trabajar a distancia minimizando los riesgos de transmisión 
del virus.

• Cómo garantizar las operaciones de control de la calidad del 
agua potable y de las aguas residuales respetando las nor-
mas de distanciamiento físico y las limitaciones de despla-
zamiento.

• Cómo garantizar el servicio de atención al cliente cuando las 
o!cinas están cerradas en cumplimiento de las disposicio-
nes de cierre, y cómo reorganizar el suministro de los pro-
veedores para limitar el contacto.

• Cómo reorganizar los espacios internos de las o!cinas cuan-
do se relajan parcialmente las medidas de con!namiento.

Los seminarios web y las videoconferencias durante el con!na-
miento contaron con un gran número de participantes que, en ge-
neral, fue superior al número de asistentes a las reuniones presen-
ciales organizadas por Aqua Publica en “tiempos normales”. Esto 
demuestra que la necesidad de intercambio durante la pandemia 
era especialmente fuerte, debido a que los operadores no podían 
basarse en experiencias previas comparables para desarrollar su 
estrategia de gestión de la crisis y, en consecuencia, la sensación de 
incertidumbre era alta. En palabras del Dr. Marco Blazina, director 
de operaciones de tratamiento de aguas residuales de MM (el opera-
dor público de agua de Milán, Italia), durante uno de los seminarios 
web: “La crisis de la covid-19 nos enseñó que, para hacer frente a 
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situaciones perturbadoras e inesperadas, debemos ser versátiles y 
tener una mentalidad abierta a la hora de buscar soluciones. Esto 
signi!ca estar dispuestos a cuestionar cualquier aspecto de los pro-
cesos existentes y a explorar opciones que, hasta ese momento, 
considerábamos imposibles”.

Sin embargo, aparte de la necesidad de “gestionar lo desconoci-
do”, los participantes encontraron útiles las reuniones por otra ra-
zón relacionada con la propia naturaleza de Aqua Publica. El hecho 
de que la asociación sea una red de empresas públicas permitió a 
sus miembros reunir conocimientos técnicos para fomentar deba-
tes concretos. Además, la diversidad de los participantes, que in-
cluía tanto personal directivo como técnico de operadores urbanos 
y rurales de empresas de diverso tamaño, brindó la oportunidad de 
acceder a una visión ampliada de los temas tratados, desde la es-
trategia que se impulsaría hasta cuestiones más operativas sobre 
el terreno. Por último, el hecho de que todos los participantes per-
tenecieran a empresas de servicios públicos aumentó la sensación 
de con!anza y facilitó el proceso de aprendizaje entre iguales. Los 
participantes pudieron reconocer en sus colegas a personas que se 
enfrentaban a los mismos problemas y hablaban el mismo lengua-
je, sin temor a que tuvieran agendas ocultas o intereses comerciales 
en las soluciones que compartían o proponían.

En general, los intercambios de conocimientos dejaron claro 
que, a pesar de las diferencias signi!cativas tanto en la gravedad de 
la pandemia en los distintos territorios como en torno a factores es-
tructurales (como la escala de las operaciones de las empresas y las 
diferentes legislaciones nacionales), los miembros de Aqua Publica 
se enfrentaban a retos e incertidumbres muy similares. Por consi-
guiente, a través de su participación en las reuniones en línea o de 
los documentos de síntesis elaborados por la secretaría de la asocia-
ción, los operadores podían estar seguros de que las soluciones que 
adoptaban eran coherentes con lo que hacían sus pares, y podían 
aprender de la experiencia de otros sobre factores u opciones que 
no se habían tenido en cuenta en un principio. Este intercambio 
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de información ha sido especialmente relevante para los pequeños 
operadores de las zonas rurales que no disponían de personal espe-
cializado en la gestión de riesgos.

Por lo tanto, podemos decir que las iniciativas llevadas a cabo 
por Aqua Publica ayudaron al sector público europeo a mejorar la 
e!cacia y la rapidez de su respuesta a los retos planteados por la 
pandemia. Los gobiernos se esforzaron por coordinar entre sí, y en 
forma independiente de la Unión Europea, las medidas para contra-
rrestar la propagación de la covid-19, especialmente al principio de 
la emergencia. En este sentido, Aqua Publica desempeñó un papel 
complementario a esos esfuerzos, al garantizar una mayor coordi-
nación y homogeneidad de las respuestas en toda la región en lo 
concerniente a los servicios esenciales de agua y saneamiento. (Es 
preciso señalar aquí que la calidad del agua potable y los procesos 
de tratamiento de aguas residuales están regulados por la Unión Eu-
ropea y no por los países individuales.)

Los contenidos de los seminarios web y el resto de materiales 
compartidos por los miembros, así como las principales lecciones 
aprendidas por los operadores en la gestión de la crisis, se recogie-
ron y resumieron en una publicación titulada Gestionando lo inespe-
rado: las empresas públicas de agua potable hacen frente al coronavirus 
en Europa, que Aqua Publica elaboró en colaboración con la inicia-
tiva Global Water Operators Partnership Alliance (bajo los auspicios de 
ONU-Habitat). Esta publicación está disponible de forma gratuita 
y puede descargarse del sitio web de Aqua Publica en bene!cio de 
otros operadores de todo el mundo que puedan enfrentarse a retos 
similares.

LA REAFIRMACIÓN DEL VALOR DEL SERVICIO PÚBLICO

Además de las actividades de intercambio interno en bene!cio de 
los miembros descritas en la sección anterior, Aqua Publica también 
trabajó en iniciativas externas en paralelo a lo que los asociados ha-
cían en sus propios contextos nacionales o locales. La principal pre-
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ocupación era tranquilizar a los ciudadanos sobre la continuidad 
del servicio. Reconociendo un alto nivel de responsabilidad ciuda-
dana, los miembros de Aqua Publica respaldaron una declaración 
pública realizada en marzo por la Junta Directiva de la asociación. 
Traducida a varios idiomas, la declaración procuró tranquilizar a 
los ciudadanos en el sentido de que sus operadores de agua estaban 
aplicando medidas para garantizar la continuidad y la seguridad del 
servicio. De esa forma, los operadores públicos fueron transparen-
tes y responsables en un momento de gran incertidumbre. Esta de-
claración fue respaldada en la práctica por un suministro de agua 
ininterrumpido y seguro durante toda la emergencia. 

Otra preocupación generalizada entre los ciudadanos era la se-
guridad del agua del grifo. Mientras las noticias en la televisión mos-
traban que los supermercados se quedaban sin agua embotellada, 
ya que la gente temía que el agua del grifo pudiera ser una fuente de 
transmisión del virus, varios miembros de Aqua Publica lanzaron 
campañas de comunicación para tranquilizar a los usuarios sobre 
la seguridad del agua del grifo. Aqua Publica se sumó a este esfuer-
zo creando un vídeo que resumía las campañas de sus miembros 
y apoyando las campañas individuales en las redes sociales (véase 
www.aquapublica.eu/article/members-activities/aqua-publica-eu-
ropea-members-ensuring-tap-water-safety-during-covid-19).

Dado que a menudo la importancia de los servicios de agua no 
es percibida en su justa medida por la población, los operadores 
públicos han puesto de relieve la dedicación de sus empleados du-
rante la pandemia, con campañas de reconocimiento y agradeci-
miento a quienes trabajan en primera línea en el mantenimiento 
de las redes, en los laboratorios, en las o!cinas de atención a lo 
usuarios y en muchas otras funciones. La asociación ha producido 
un vídeo que recoge estas iniciativas individuales para mostrar las 
diversas facetas del sector público del agua y destacar el papel cru-
cial de los trabajadores para garantizar un servicio ininterrumpido 
(véase www.aquapublica.eu/article/members-activities/video-heal-
thy-and-safe-water-supply-guaranteed-thanks-commitment-water). 
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Aqua Publica también mantuvo un diálogo regular con diversas 
instituciones de la Unión Europea para garantizar que los suminis-
tros esenciales (incluidos los EPI, los productos químicos, etc.) si-
guieran llegando a los operadores de agua a pesar del cierre de las 
fronteras interiores de la UE y de las importantes interrupciones de 
las cadenas internacionales de suministro. Por último, Aqua Publi-
ca unió fuerzas con otras organizaciones para compartir y poner a 
disposición las buenas prácticas y las lecciones aprendidas durante 
la emergencia de la covid-19. En particular, Aqua Publica organizó 
un seminario web sobre la respuesta a la emergencia con la Global 
Water Operators Partnership Alliance (GWOPA), facilitó la participa-
ción de sus miembros en otros seminarios web organizados por 
GWOPA y, como se ha mencionado en la sección anterior, coedi-
tó el informe Gestionando lo inesperado. La motivación subyacente 
para la colaboración con otras organizaciones es que el agua es un 
bien común y, en consecuencia, debe gestionarse como un servicio 
de titularidad pública y para el bienestar social. También se asume 
que los conocimientos y la experiencia generados en el sector pú-
blico deben estar disponibles libremente en bene!cio de todos. La 
solidaridad de las actividades internas de Aqua Publica también se 
mani!esta en sus relaciones externas.

SERVICIO PÚBLICO SOLIDARIO PARA EL BIENESTAR COLECTIVO 

Como se ha señalado anteriormente, las actividades llevadas a cabo 
por Aqua Publica para facilitar el intercambio de información y 
buenas prácticas entre los operadores públicos de agua no habrían 
sido posibles sin los generosos aportes del personal de las empresas 
de servicios públicos a!liadas, que dedicaron su tiempo –a menu-
do sin compensación extra ni horas extraordinarias– a compartir 
experiencias y explicar a sus colegas de toda Europa las soluciones 
que habían adoptado en su contexto. Dado que no había ningún 
incentivo económico para estas contribuciones, diríamos que la 
motivación más importante era un auténtico espíritu de solidaridad 
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hacia otros colegas que estaban a punto de enfrentarse a problemas 
similares, así como un sentimiento de conciencia y orgullo por la 
responsabilidad de proveer un servicio esencial que, más que nun-
ca, era crucial para el bienestar y la seguridad de toda la sociedad.

No pretendemos sugerir que los empleados de los operado-
res privados no hayan mostrado niveles similares de dedicación y 
compromiso durante la pandemia; ni mucho menos. Nuestro argu-
mento, más bien, es que debido a las limitaciones de las empresas 
privadas en cuanto a la obtención de bene!cios y a los objetivos 
de productividad estrictamente de!nidos que estas limitaciones 
implican, el tipo de solidaridad transnacional y transinstitucional 
que hemos descrito anteriormente entre los operadores públicos 
habría sido mucho más difícil de alcanzar en las empresas privadas. 
De hecho, no conocemos actividades similares de intercambio de 
conocimientos no remunerados entre empresas privadas que com-
piten entre sí. 

Pasando del personal de los servicios públicos al nivel de los 
propios operadores, también podemos mencionar ejemplos de so-
lidaridad hacia otros servicios del sector público, como el caso de 
VIVAQUA –el operador de agua de Bruselas– que produce y dona 
geles desinfectantes y otros equipos de protección a los hospitales 
públicos locales. También han habido varios casos de operadores 
públicos de agua que suspendieron la facturación del agua antes de 
que los gobiernos decidieran ese tipo de medidas, así como empre-
sas de servicios públicos que aumentaron las asignaciones dedica-
das a los hogares con di!cultades de pago en previsión del impacto 
de la recesión económica resultante de la pandemia.

En términos más generales, la respuesta a la pandemia ha de-
mostrado que algunos retos sociales no pueden abordarse median-
te soluciones basadas en el mercado, sino que requieren de servi-
cios públicos fuertes, bien dotados de personal y bien !nanciados 
que garanticen el acceso universal. Sólo un sistema de salud pública 
universal puede garantizar una protección sanitaria adecuada para 
todos y limitar así la propagación del coronavirus; sólo un servi-
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cio público de agua puede garantizar el acceso universal al agua y 
al saneamiento que, además de ser esencial para vivir, es también 
crucial para las prácticas higiénicas que limitan la propagación del 
virus. También podríamos extender este argumento a otros servi-
cios esenciales. En resumen, sólo un servicio público que no esté 
limitado por objetivos de lucro o competencia puede mirar más allá 
del valor de mercado y asumir iniciativas que contemplen el interés 
general y el bienestar colectivo. 

AVANZANDO HACIA EL FUTURO 

Mientras muchos países del mundo siguen luchando contra la fase 
aguda de la pandemia, diversas personas y organizaciones intentan 
evaluar el impacto de esta crisis sin precedentes tanto en su situa-
ción individual como en la sociedad en su conjunto. Esta re!exión 
también se está llevando a cabo dentro de Aqua Publica Europea 
y, aunque las conclusiones a largo plazo son ciertamente todavía 
prematuras, los intercambios con los miembros apuntan a tres ám-
bitos principales en los que se espera que la pandemia tenga efec-
tos duraderos: el papel de los operadores de agua en la sociedad; 
la organización interna del trabajo; y el impacto económico de la 
pandemia en los servicios de agua y la urgencia de un nuevo mode-
lo económico para "nanciarlos.

El rol de los operadores públicos de agua en la sociedad
Muchos miembros de Aqua Publica han observado un aumento del 
nivel de satisfacción y con"anza entre sus usuarios durante la pan-
demia. Sus rápidas y exitosas acciones han contribuido a renovar o 
reforzar la conciencia de los ciudadanos sobre la importancia del 
acceso universal al agua potable para la salud colectiva. Hay ele-
mentos adicionales, más especí"cos, que también pueden ayudar a 
explicar el aumento de la con"anza. Debido a las normas de distan-
ciamiento físico, muchos operadores han introducido herramien-
tas innovadoras para interactuar con los usuarios (basadas en gran 



Milo Fiasconaro y Jovana Gojkovic

196 

medida, aunque no totalmente, en aplicaciones móviles), mientras 
las o!cinas de atención al cliente estaban cerradas. Por ejemplo, 
se pidió a los clientes que realizaran tareas simples desde su casa 
(como la lectura del contador) mientras eran guiados a distancia 
por el personal de los operadores. Esto no solo ayudó a crear nuevos 
vínculos directos, sino que probablemente contribuyó a aumentar 
la conciencia de los usuarios sobre la complejidad del servicio que 
les permite acceder a agua segura siempre que abren el grifo. 

Muchos operadores públicos también promovieron iniciativas 
solidarias más allá del ámbito de los servicios de agua. Esto puede 
haber contribuido a concienciar tanto a los ciudadanos como a los 
propios operadores de la responsabilidad social que tienen los ser-
vicios públicos hacia sus comunidades locales. Varios miembros de 
Aqua Publica ya han empezado a ampliar el alcance de su misión 
en su plani!cación estratégica, reconociendo el papel crucial que 
tienen en el ecosistema de los servicios públicos y en el progreso 
de la sociedad en general. Ejemplos de esta misión ampliada son 
las iniciativas para co!nanciar los esfuerzos de educación e inves-
tigación en el ámbito medioambiental, las estrategias para la eco-
logización de su cadena de suministro a través de los procedimien-
tos de contratación pública, las campañas de concienciación sobre 
la importancia del consumo de agua del grifo, la cooperación con 
otros servicios públicos para el apoyo especí!co a hogares necesi-
tados (que tienden a consumir más agua al depender de edi!cios y 
electrodomésticos menos e!cientes), y las asociaciones con otras 
empresas y sectores (energía, residuos, agricultores, etc.) para re-
ducir la contaminación y aumentar la recuperación de energía y 
nutrientes del agua. 

Muchas buenas prácticas en este ámbito se recogen en otra 
publicación de Aqua Publica Europea titulada El servicio público de 
agua del futuro (www.aquapublica.eu/article/news/publication-ma-
naging-unexpected-european-public-water-utilities-facing-corona-
virus). Creemos que esta tendencia se reforzará en los próximos 
años.
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La organización interna de los operadores de agua
Las empresas públicas de agua tuvieron que introducir rápida-
mente cambios importantes en su organización para garantizar la 
continuidad del servicio durante la pandemia. Es probable que al-
gunos de estos cambios tengan repercusiones a largo plazo en la 
organización de los servicios de agua: el cambio masivo al trabajo 
a distancia; la importancia de los enfoques y estrategias de gestión 
de riesgos; y las nuevas formas de comunicación con los usuarios. 
Todas estas transformaciones tienen el potencial de modi!car la vi-
sión que las empresas de agua tienen de su propio modo de funcio-
namiento interno y, en consecuencia, pueden afectar las estrategias 
futuras en materia de gestión, personal e inversiones. 

Sin embargo, al hablar del impacto de la covid-19 en la organiza-
ción interna de los operadores, nos gustaría destacar en particular 
la renovada atención al papel y la contribución de los trabajadores 
en la toma de decisiones de la empresa. Muchos operadores han 
subrayado –incluso a través de campañas de comunicación especí-
!cas– que garantizar la continuidad de la empresa en estos tiempos 
difíciles sólo ha sido posible gracias al extraordinario compromiso 
del personal. Al presentar su enfoque para la reorganización de la 
plantilla, muchos operadores han destacado la participación de los 
trabajadores en la toma de decisiones (incluidas las normas de se-
guridad y la organización del trabajo) y su implicación en torno a 
objetivos compartidos, señalando que estas aportaciones han sido 
esenciales para afrontar los retos con éxito.

Esta crisis ofrece la oportunidad de que el sector público del 
agua elabore un modelo más especí!co de gestión del personal, en 
comparación con el sector privado. Ofrece la oportunidad de sub-
rayar la importancia de los trabajadores de primera línea en la de!-
nición y realización de la misión del servicio público, precisamente 
como condición para aumentar la capacidad de recuperación de los 
operadores. Aqua Publica seguirá apoyando la cooperación sobre 
este tema y proporcionará a sus miembros un marco para confron-
tar decisiones, desarrollar prácticas e intercambiar ideas.
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El reto de la !nanciación
La !nanciación es otro ámbito en el que las empresas de agua están 
evaluando actualmente las consecuencias de la pandemia. Aunque 
la gravedad del impacto económico varía en toda Europa, los miem-
bros de Aqua Publica destacan dos fenómenos: (a) una disminución 
de los ingresos a corto plazo, debido a la congelación de las activi-
dades industriales y turísticas (en las zonas más afectadas podrían 
disminuir hasta un 20% anual); y (b) un aumento a medio plazo del 
número de personas que tendrían di!cultades para pagar las factu-
ras del agua debido a una prolongada recesión económica y al au-
mento del desempleo. El empeoramiento de la situación económica 
se produce en un momento en que las necesidades de !nanciación 
del sector del agua son ya signi!cativas en toda Europa. Un estudio 
muy reciente (pero anterior a la pandemia) de la Organización de 
Cooperación y Desarrollo Económicos, OCDE (OECD 2020) estima 
que la inversión debe ser de 289.000 millones de euros adicionales 
(en comparación con el gasto actual) para el sector del agua en la 
Unión Europea durante la próxima década. Algunos países ya han 
alcanzado el umbral de asequibilidad para partes signi!cativas de 
la población.

En la fase de recuperación tras la crisis de la covid-19, los líderes 
y los ciudadanos ya han hecho hincapié en la necesidad de aprove-
char la oportunidad de avanzar hacia modelos !nancieros más sos-
tenibles, pero también de garantizar la equidad para los ciudadanos 
y mejorar la preparación para posibles crisis futuras. Los miembros 
de Aqua Publica Europea tienen el potencial de ser grandes socios 
en los considerables esfuerzos que hay que desplegar en torno a 
estos objetivos. Los servicios públicos de agua son servicios esen-
ciales que no dejan a nadie atrás. Con un enfoque centrado en el 
ciudadano, más que en !nes de lucro, los operadores públicos de 
agua tratan de desarrollar prácticas socialmente justas y responsa-
bles, desde la atención especial a los clientes más vulnerables hasta 
la inclusión de todos los ciudadanos, incluida la población residente 
en zonas remotas. En este marco, los miembros de Aqua Publica 
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están trabajando para desarrollar propuestas concretas que puedan 
resolver el dé!cit de !nanciación, garantizando al mismo tiempo la 
equidad social y territorial y la sostenibilidad a largo plazo.

En primer lugar, el componente tarifario e impositivo tradi-
cional deberá evolucionar hacia enfoques más inteligentes y más 
justos que re"ejen mejor la presión diferenciada sobre los recur-
sos hídricos causada por los distintos tipos de usuarios. Los nuevos 
enfoques para recaudar ingresos adicionales pueden incluir, por 
ejemplo, un impuesto a los promotores inmobiliarios por el sellado 
del suelo (que también captaría el valor económico que este actor 
obtiene del acceso a servicios de agua y saneamiento de alta cali-
dad), o mecanismos más precisos para imputar el coste de la conta-
minación del agua a todos los usuarios, como el enfoque basado en 
la llamada “responsabilidad ampliada del productor”. Ambos enfo-
ques se están debatiendo actualmente en la Unión Europea y ya han 
sido probados en algunos países.

En segundo lugar, el cambio hacia una economía más circular 
también puede crear nuevas oportunidades para la !nanciación 
de los servicios de agua. Independientemente del enfoque de re-
cuperación económica que se elija, será imposible ignorar el reto 
de la sostenibilidad. Desde la recuperación de nutrientes hasta la 
neutralidad energética, los operadores de agua ocupan una posi-
ción estratégica en los esfuerzos para hacer frente a la emergencia 
climática. En este marco, la regulación y los incentivos propicios 
pueden fomentar la creación de nuevas cadenas de valor conecta-
das con otros sectores (agricultura, construcción, etc.) que pueden 
abrir nuevas oportunidades económicas, promover inversiones y 
apoyar el cambio hacia una economía más sostenible.

Por último, y probablemente lo más importante, minimizar las 
necesidades !nancieras y los pasivos debe seguir siendo un objeti-
vo clave. Por supuesto, los operadores públicos de agua deben se-
guir centrándose en la mejora de la e!ciencia y el rendimiento para 
aprovechar al máximo los activos y recursos existentes. Sin embar-
go, gracias a su naturaleza no lucrativa y a su consiguiente visión 



Milo Fiasconaro y Jovana Gojkovic

200 

a largo plazo, los operadores públicos pueden y deben proponer 
soluciones que den respuestas estructurales a los retos del agua en 
términos de cantidad y calidad. En la mayoría de los casos, esto sig-
ni!ca alejarse de las “soluciones tecnológicas”, como las propuestas 
por la Comisión Europea (European Commission 2019, ii), que se-
rían fáciles de aplicar pero que requieren una masiva inversión de 
capital. En su lugar, los operadores públicos deben idear soluciones 
que garanticen la protección de los recursos hídricos previniendo 
la contaminación en origen o apoyándose en el capital natural para 
hacer frente a los problemas de deterioro o escasez de agua (solu-
ciones basadas en la naturaleza).

La posibilidad de aplicar estas soluciones corresponde a las au-
toridades públicas (ya que implican reglamentos y multas o decisio-
nes de asignación de tierras políticamente sensibles). Sin embargo, 
la misión de un operador público también incluye la responsabi-
lidad de ayudar a las autoridades públicas a idear soluciones que 
minimicen los costes para las generaciones actuales y futuras.

Algunas buenas prácticas de los miembros de Aqua Publica se 
recogen en El servicio público de agua del futuro, así como en la publi-
cación Agua y Clima: El compromiso de los operadores públicos de agua 
europeos para la protección de los recursos hídricos (www.aquapubli-
ca.eu/document/water-and-climate-european-public-water-opera-
tors-commitment-water-resources-protection).

CONCLUSIÓN

En los momentos históricos caracterizados por una profunda trans-
formación de la organización social es posible identi!car oportu-
nidades y desafíos. Aunque las cosas no serán como antes de la 
covid-19 en muchos aspectos, el suministro continuado de agua 
potable y servicios de saneamiento seguirá siendo fundamental 
para el bienestar social y la salud pública. El sector del agua seguirá 
desempeñando un papel clave en los esfuerzos colectivos hacia un 
modelo de desarrollo más sostenible.
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En este marco, el refuerzo de las capacidades de los operadores pú-
blicos de agua y del resto de los servicios públicos debe seguir sien-
do un objetivo político estratégico para las instituciones nacionales 
e internacionales. Si bien los programas especí!cos de las empre-
sas para la formación del personal siguen siendo esenciales y se 
siguen necesitando recursos para ello, el carácter público de estos 
servicios hace que la cooperación internacional sea un comple-
mento e!caz y viable para el desarrollo de capacidades. El alto nivel 
de participación en las reuniones virtuales organizadas por Aqua 
Publica demuestra la importancia que el aprendizaje internacional 
entre pares tiene para los operadores públicos de agua.

Junto con otras instituciones internacionales como GWOPA, 
Aqua Publica Europea seguirá facilitando la cooperación, el inter-
cambio de conocimientos y las asociaciones entre las empresas pú-
blicas de agua. El desarrollo de capacidades es importante para el 
sector del agua en sí mismo, pero también representa un elemento 
esencial de un esfuerzo social más amplio para garantizar la salud y 
el bienestar de todos, y para fortalecer nuestra resistencia colectiva 
a amenazas actuales y futuras.

Esta es la misión de Aqua Publica, pero su realización no será 
posible sin el esfuerzo y el compromiso solidario del personal de las 
empresas públicas. Así lo ha resumido Célia Blauel, la presidenta de 
Aqua Publica Europea (y también presidenta de Eau de Paris y vi-
cealcaldesa de París responsable de Medio Ambiente): “En toda Eu-
ropa, estamos todos juntos en esto y, en estas circunstancias excep-
cionales, tenemos que mostrar compromiso, solidaridad y trabajar 
juntos para, sobre todo, garantizar la continuidad de un servicio pú-
blico esencial para que los ciudadanos ya profundamente afectados 
por la covid-19 puedan seguir accediendo, de forma segura y sin 
preocupaciones, a un agua potable de alta calidad”.
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Capítulo 10

Craig Laird
Elisa Bernal Arellano

PARTENARIADOS DE 
OPERADORES DE AGUA (WOPS): 
INTERCAMBIO DE EXPERIENCIAS 
Y SOLIDARIDAD EN RESPUESTA 
A LA CRISIS

Operadores de agua de todo el mundo han estado compar-
tiendo conocimientos sobre cómo hacer frente a la covid-19 
en el marco de la Alianza Global entre Operadores de Agua 

(GWOPA, por sus siglas en inglés), un programa de las Naciones 
Unidas que facilita el intercambio entre pares. Este capítulo resume 
las iniciativas de GWOPA hasta el momento, destacando el poten-
cial de intercambio de conocimientos basado en los principios de 
solidaridad y colaboración sin ánimo de lucro para ayudar a los ope-
radores públicos de agua a gestionar la crisis y buscar soluciones a 
más largo plazo para mejorar la resiliencia en el futuro.

INTRODUCCIÓN

La Alianza Global de Operadores de Agua es una red internacional 
de apoyo a los proveedores de servicios públicos de agua y sanea-
miento. Su misión es facilitar el intercambio de conocimientos y la 



Craig Laird y Elisa Bernal Arellano

204 

cooperación sin ánimo de lucro entre las empresas de agua a través 
de los partenariados de operadores de agua (WOPS, por sus siglas 
en inglés), concebidas como una modalidad escalable, e!caz y so-
lidaria para el desarrollo de capacidades. El ex Secretario General 
de la ONU, Ko! Annan, le solicitó a ONU-Habitat que promoviera 
el compromiso y el apoyo internacional a esta iniciativa durante su 
mandato. GWOPA es en la actualidad una sólida red de solidaridad 
que sigue fomentando y apoyando las alianzas entres operadores de 
agua, integrada por empresas públicas, asociaciones de entidades 
de servicios públicos, ONG, universidades, donantes y otras partes 
activas en el sector del agua. 

Cuando se desató la pandemia de covid-19, GWOPA ayudó a sus 
miembros a hacer frente a nuevas presiones y limitaciones, basán-
dose en el principio básico de los WOPS de que, a pesar de que los 
contextos sean muy diferentes, muchos de los retos y soluciones de 
los operadores de agua son comunes en diferentes países del mun-
do. Para comprobarlo, basta con mirar atrás, a principios de 2020, 
cuando muchos operadores se esforzaban por prevenir lo peor la 
crisis antes de la llegada de la pandemia, aprendiendo de las expe-
riencias de otros operadores afectados con anterioridad. Este en-
foque de aprendizaje entre iguales no sólo les permitió encontrar 
soluciones rápidas y evitar errores, sino que también creó lazos so-
lidarios entre operadores que continuarán más allá de la crisis. 

Como organismo mundial que lidera el movimiento WOPS, 
GWOPA facilitó el intercambio de conocimientos y el apoyo entre 
empresas de agua y saneamiento, al tiempo que, paralelamente, 
concienció a nivel internacional sobre el papel fundamental de las 
empresas de servicios públicos para frenar la propagación del vi-
rus. 

Apoyando el intercambio entre pares, recogiendo testimonios 
y movilizando a los miembros de la red para abogar por medidas 
que fortalecieran la resiliencia de los servicios públicos, GWOPA 
ha comenzado a documentar las lecciones aprendidas de esta ex-
periencia y ha iniciado un diálogo sobre cómo el sector del agua y 
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el saneamiento debe empezar a plani!car un futuro más resiliente.

LA RESPUESTA DE GWOPA A LA CRISIS

La primera medida adoptada en el marco de GWOPA fue recoger 
testimonios de los miembros y socios de la alianza sobre las me-
didas prácticas que estaban adoptando las empresas de servicios 
públicos para hacer frente a la crisis y garantizar el acceso seguro 
a sus servicios. Esto se hizo principalmente a través de encuestas y 
de los canales de comunicación interna de la red. Los testimonios 
se publicaron en el sitio web de GWOPA y en las redes sociales uti-
lizando un hashtag común (#UtilitiesFightCOVID). La campaña en 
las redes sociales también pretendía destacar la importancia de los 
servicios públicos de agua como actores clave en la lucha contra la 
covid-19 y llamar la atención sobre su importante labor para frenar 
la propagación del virus. 

Los testimonios ofrecieron una instantánea de las medidas ex-
traordinarias que los servicios públicos estaban implementando 
para hacer frente a la crisis en diferentes partes del mundo. La ma-
yoría de las experiencias compartidas se centran en la acción in-
mediata o en la respuesta de emergencia, sin abordar los impactos 
y retos a medio y largo plazo provocados por la pandemia. Como 
alianza mundial comprometida con la defensa de los servicios pú-
blicos, GWOPA procuraba llamar la atención sobre los posibles de-
safíos a largo plazo que los servicios públicos deberán enfrentar y, 
en la medida de lo posible, fomentar un intercambio más profundo 
entre pares en torno a la crisis. El siguiente paso fue, por tanto, crear 
una “comunidad de práctica” centrada especí!camente en la res-
puesta inmediata y continua de los servicios públicos a la covid-19. 
La comunidad permite la interacción individual y el intercambio 
de recursos entre los asociados y, en octubre de 2020, estaba inte-
grada por casi 200 miembros. Los participantes son en su mayoría 
personal de las empresas de servicios públicos, pero también hay 
una fuerte presencia de profesionales de organizaciones interna-
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cionales, del mundo académico y de otras entidades interesadas en 
compartir sus conocimientos sobre el tema. Los miembros de la 
comunidad intercambian recursos y conocimientos en el espíritu 
de solidaridad y cooperación sin ánimo de lucro que caracteriza a 
GWOPA. 

Para contribuir a una mayor movilización de la red, GWOPA ini-
ció una serie de seminarios web en colaboración con la consulto-
ra alemana de desarrollo sostenible GIZ, sobre temas prioritarios 
identi!cados a través de los testimonios y el diálogo interno de la 
comunidad de práctica. Como alianza formada por diversos acto-
res, GWOPA trabajó con una serie de instituciones asociadas y pla-
taformas regionales para aportar diferentes perspectivas y conoci-
mientos al debate. Los seminarios web priorizaron el intercambio 
entre funcionarios de empresas de servicios públicos de diferentes 
regiones del mundo, con participación de representantes de orga-
nizaciones asociadas como el Banco Mundial, UNICEF, Aqua Pu-
blica Europea y las plataformas regionales empresas públicas. Los 
seminarios web iniciales se centraron en las respuestas de emer-
gencia, y los intercambios posteriores se centraron en los servicios 
a los asentamientos informales, las aguas residuales y los desafíos 
!nancieros (véase el cuadro 10.1). Los seminarios web reunieron 
a representantes de empresas de servicios públicos de diferentes 
regiones que se enfrentaban a distintas fases de la pandemia y en 
contextos locales diversos. 

El valor añadido de la serie de seminarios web fue que los socios 
temáticos de GWOPA también pudieron compartir sus soluciones, 
conocimientos e investigaciones sobre las respuestas e!caces a la 
covid-19. Las encuestas interactivas y las preguntas y respuestas 
abiertas durante los seminarios web permitieron ampliar el debate 
sobre los nuevos problemas a los que se enfrentan los operadores a 
medida que la pandemia de coronavirus se expandía por el mundo. 
También se ofreció interpretación en español y francés, para garan-
tizar que empresas de servicios públicos de América Latina -una de 
las regiones más afectadas- y de África pudieran participar. Todos 
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los intercambios se recogieron en informes de síntesis de los semi-
narios web que se distribuyeron entre los miembros de GWOPA. Los 
seminarios web también se vincularon a la comunidad de práctica, 
y tanto los ponentes como los participantes fueron invitados a con-
tinuar sus intercambios en la plataforma en línea.

Cuadro 10.1
Seminarios web de GWOPA en 2020

Fecha Tema

28 de abril Posibles lecciones más allá del aplanamiento de la curva: la 
experiencia de los operadores alemanes contra la covid-19

12 de mayo El apoyo de las empresas de servicios públicos al acceso 
inclusivo al agua potable en los asentamientos informales y las 
comunidades vulnerables

2 de junio Gestión de crisis: estrategia, evaluación y toma de decisiones
16 de junio La covid-19 y la gestión del saneamiento y las aguas residuales
11 de agosto Hay un agujero en mi balde: Cómo afrontar los crecientes retos 

de liquidez de las empresas de servicios públicos para garantizar 
la continuidad del servicio durante la pandemia

Noviembre El apoyo mutuo entre empresas públicas durante la pandemia

Mediante la combinación de actividades en línea, el lanzamien-
to de la comunidad de práctica y el intercambio a través de los semi-
narios web, GWOPA ha podido responder a los principales proble-
mas a los que se enfrentan los servicios públicos en el contexto de la 
covid-19 e intercambiar las experiencias de los operadores de agua. 
Si bien es posible que los gobiernos y los responsables de la toma 
de decisiones no brinden mayor apoyo a los operadores de agua y 
saneamiento durante la pandemia, llegará un momento en el futuro 
próximo en el que se producirá una re!exión colectiva sobre estos 
temas y las vulnerabilidades expuestas por la covid-19.

Las redes activas y los socios de GWOPA, como Aqua Publica 
Europea, ya han iniciado el proceso captando y documentando las 
lecciones. En los próximos meses, GWOPA seguirá ofreciendo opor-
tunidades de intercambio y aprendizaje a las empresas de servicios 
públicos que aún se enfrentan a la crisis. Sin embargo, nuestros es-
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fuerzos también se dirigirán a facilitar y contribuir a esta re!exión 
más amplia. 

Para muchos socios de GWOPA, la pandemia de covid-19 ha 
con"rmado que el intercambio entre pares es un mecanismo e"-
caz para apoyar la respuesta de emergencia. También entendemos 
que puede ser aun más e"caz como mecanismo de prevención de 
desastres.

Fomentar los WOPs, el intercambio entre pares y las redes de 
solidaridad al interior del sector del agua y el saneamiento ayudará 
a desarrollar las capacidades para recuperación que actualmente 
no existen en muchos servicios públicos de agua. La mayoría de 
los operadores de agua recurrieron a planes de gestión de crisis 
pre-existentes (entre aquellos que los tenían), que no preveían una 
crisis de este magnitud. Las empresas de servicios públicos más pe-
queñas o las que no estaban bien conectadas a una red de colegas 
perdieron un tiempo muy valioso tratando de improvisar solucio-
nes o de aprender de los demás con carácter retroactivo. Las que 
participaban en redes como GWOPA, o las que ya estaban compro-
metidas con los WOPs, pudieron reaccionar rápidamente, consultar 
a sus pares y adaptar a su contexto las soluciones probadas en paí-
ses afectados con anterioridad. 

De los WOPs documentados por GWOPA en los últimos diez 
años, la plani"cación de emergencias y desastres es un área de in-
terés recurrente. Esto sugiere que muchas empresas de servicios 
públicos son conscientes de que deben plani"car para tales even-
tos, pero no tienen la capacidad interna para hacerlo. En el marco 
de su estrategia actual, GWOPA seguirá promoviendo y facilitando 
el apoyo entre colegas para aumentar la capacidad de recuperación 
de las empresas de servicios públicos y abogar por condiciones que 
permitan a las empresas de servicios públicos anticiparse y recu-
perarse de conmociones como la que estamos viviendo. Mientras 
GWOPA se prepara para organiar su 4º Congreso Mundial de WOPs, 
previsto para "nales de 2021, las lecciones aprendidas de esta crisis 
darán forma a los debates y diálogos del evento para ayudar a forjar 
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más solidaridad en el sector del agua.

ACCIONES EMPRENDIDAS POR LOS OPERADORES PÚBLICOS

Ampliar el acceso 
Gracias a la interacción de GWOPA con las empresas de servicios 
públicos, la mayoría se sus miembros participaron en respuestas 
coordinadas para compartir experiencias y desarrollar capacidades 
técnicas para ampliar el acceso al agua y la cobertura de los ser-
vicios a sectores sociales que antes no estaban atendidos. La pan-
demia ha puesto especialmente en riesgo a las personas que viven 
en asentamientos informales, los sin techo, quienes tienen traba-
jos precarios, los ancianos, los migrantes, los refugiados, los disca-
pacitados y otros grupos que se ven obligados a correr riesgos por 
razones económicas o que no pueden acceder a los servicios para 
cumplir las normas de higiene y seguridad.

En muchos sitios, la pandemia ha puesto de mani!esto profun-
das injusticias al interior de las ciudades y ha dejado al descubierto 
que los niveles de cobertura de muchos servicios no incluyen a toda 
la ciudad, sino que se centran únicamente en los barrios formaliza-
dos. En África, por ejemplo, estos barrios representan apenas una 
fracción del territorio urbano y albergan a menos de un tercio de la 
población de las ciudades del continente. 

En consecuencia, las acciones más visibles emprendidas por las 
empresas de agua y saneamiento se orientaron a garantizar el sumi-
nistro de servicios en los asentamientos informales. En los lugares 
donde el hacinamiento es frecuente y la población tiene un acceso 
limitado a servicios básicos como el agua y la salud, varias empre-
sas de servicios públicos han contribuido a hacer posibles las medi-
das de higiene contra la covid-19 mediante la ampliación temporal 
de la red, la creación de unidades de servicio móviles y el suminis-
tro de jabón, en el marco del esfuerzo colectivo para frenar la pro-
pagación del virus. Pro ejemplo, en Durban, la tercera ciudad más 
grande de Sudáfrica, el gobierno local y la empresa de servicios pú-
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blicos ampliaron la capacidad de los tanques de agua para ampliar 
la cobertura a los 200.000 residentes que viven en asentamientos 
informales. En Indonesia, muchas empresas de servicios públicos 
han instalado tanques para lavarse las manos en zonas públicas y 
muy pobladas, y algunas empresas ofrecen agua gratis hasta al 40% 
de los clientes, principalmente en las comunidades pobres.

Aunque estas medidas son prioritarias, se están aplicando con 
un número reducido de personal, una menor disponibilidad de 
recursos y con un coste adicional considerable para las empresas 
de servicios públicos. Muchos operadores de servicios públicos no 
pudieron asegurar la plani!cación !nanciera y de recursos nece-
saria para asumir operaciones nuevas o ampliadas. En consecuen-
cia, estos esfuerzos sin precedentes para garantizar los servicios de 
agua y saneamiento a toda la población pueden parecer alentadores 
a primera vista, pero conllevan un gran riesgo. Si no van acompa-
ñados de recursos y un adecuado apoyo político a largo plazo para 
mantenerlos, se interrumpirán una vez !nalizado el actual perio-
do de emergencia, dejando a las empresas de servicios públicos 
fuertemente endeudadas. El Fondo de Respuesta Solidaria contra 
la covid-19 lanzado por la Organización Mundial de la Salud (OMS) 
constituye un primer paso para garantizar que los bene!cios del de-
sarrollo a largo plazo puedan alcanzarse y mantenerse. No obstan-
te, los gobiernos y los responsables políticos también deben asumir 
estas preocupaciones.

Detener las desconexiones
Muchos gobiernos introdujeron medidas políticas para exigir a las 
empresas de servicios públicos que garanticen la continuidad del 
servicio, especialmente para los segmentos pobres de la población. 
El cambio más notable para los proveedores de servicios fueron las 
medidas que prohibían la desconexión, en particular las relaciona-
das con el impago, y la reconexión de los servicios a los hogares 
desconectados. En algunos casos, las medidas incluían el suminis-
tro gratuito de agua en comunidades donde las conexiones residen-
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ciales eran poco frecuentes o inexistentes. 
Las empresas de servicios públicos de Grecia y Jamaica infor-

maron que los gobiernos y las empresas de servicios públicos se 
comprometieron a renunciar a los procedimientos de desconexión 
para los clientes que no pudieran pagar sus facturas. Según la Comi-
sión Nacional del Agua de Jamaica (NWC, por sus siglas en inglés), 
el consumo en la ciudad de Kingston aumentó un 20% en los asen-
tamientos informales durante las primeras fases de la pandemia, lo 
que sugiere que más personas accedieron a los servicios que antes 
de la covid-19. Este aumento se atribuye al apoyo y la !nanciación 
de las autoridades jamaicanas, así como a una estrategia lanzada 
para mejorar las infraestructuras de agua y saneamiento y garanti-
zar un acceso !able a los servicios en los asentamientos informales. 
Si bien estos testimonios signi!can avances en los niveles de provi-
sión del servicio, la sostenibilidad de estos logros es menos segura, 
ya que muchas empresas de servicios públicos sufren una crisis de 
liquidez, como consecuencia del aumento de los costes operativos 
y la paralela reducción de los ingresos. 

Proteger a los trabajadores
Las empresas de agua y saneamiento emplean a un gran número de 
trabajadores. Muchas empresas de servicios públicos que participa-
ron en las iniciativas de GWOPA destacaron los retos (y los costes) 
adicionales que supone la protección de la salud de su personal. La 
pandemia ha obligado a los servicios públicos a adquirir suminis-
tros esenciales adicionales en un mercado difícil. Las modalidades 
habituales de adquisición de insumos no siempre han funcionado y 
algunas han debido ser abandonadas debido a la vulnerabilidad del 
mercado. En algunos casos, los gobiernos nacionales han interveni-
do para ayudar a adquirir insumos esenciales, como los equipos de 
protección personal (EPP), que luego se distribuyen a las empresas 
de servicios públicos y a otras industrias clave. En Europa, algunas 
empresas de servicios públicos se unieron para comprar colectiva-
mente los suministros necesarios. Este enfoque ha aligerado la car-
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ga de algunas empresas de servicios públicos y les ha ahorrado un 
tiempo muy valioso, permitiéndoles bene!ciarse de las economías 
de escala y asegurar bienes que de otro modo habrían sido difíciles 
de adquirir. 

Entre las medidas adicionales adoptadas por muchas empresas 
de servicios públicos para proteger al personal se encuentran los 
acuerdos de trabajo "exible, la reducción de la jornada laboral y los 
protocolos de vigilancia de la salud. Aunque de!nir y aplicar estas 
medidas puede resultar relativamente fácil para algunas empresas, 
la diversidad de funciones al interior de la plantilla de algunos ope-
radores de servicios públicos añade una capa de complejidad a este 
entorno laboral cambiante. En el caso del personal que debe reali-
zar trabajos in situ, las empresas de servicios públicos tuvieron que 
de!nir rápidamente los protocolos de seguridad y garantizar una 
comunicación constante con todo el personal sobre la constante 
evolución de la pandemia y las medidas sanitarias a impulsar. 

Muchos operadores decidieron cerrar sus o!cinas físicas de 
atención al cliente para proteger tanto a los trabajadores como a los 
clientes. Este cambio exigió el rápido despliegue de servicios digita-
les de atención al cliente y obligó a tomar medidas especiales para 
los que no estaban conectados. La e!cacia de estas medidas a largo 
plazo aún está por ver, pero el resultado inmediato para muchos 
servicios públicos ha sido una drástica reducción de los pagos de 
facturas por parte de los clientes que no pueden acceder a las o!ci-
nas físicas. La Red Internacional de Monitoreo de los Servicios de 
Agua y Saneamiento (IBNET, por sus siglas en inglés) ha recogido 
datos de varias empresas de agua, que revelan que los índices de re-
caudación cayeron un 40% en los primeros meses de la pandemia. 
Este descenso puede atribuirse a la incapacidad de los clientes para 
pagar o a la imposibilidad de acceder a los puntos de pago. 

Monitoreo de las aguas residuales
El seminario web de GWOPA sobre el monitoreo de las aguas resi-
duales se centró menos en los riesgos de la presencia de covid-19 
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en las aguas residuales (que son extremadamente bajos) y más en 
el potencial de los servicios públicos para apoyar el seguimiento 
y la detección del virus. El control de la carga vírica en los siste-
mas de aguas residuales es desde hace tiempo un método habitual 
de seguimiento de las infecciones en las poblaciones urbanas y, 
en el caso de la covid-19, puede servir como mecanismo de “alerta 
temprana” muy útil para identi!car los focos de infección. Inclu-
so durante las primeras fases de la pandemia, varias empresas de 
servicios públicos colaboraron con instituciones de investigación 
para acelerar la comprensión de la propagación del virus y explo-
rar cómo se podrían frenar los contagios y facilitar respuestas más 
ágiles. El proyecto COWWID-19, una iniciativa conjunta del Insti-
tuto Federal Suizo de Ciencia y Tecnología Acuática (EAWAG, por 
sus siglas en alemán) y la Escuela Politécnica Federal de Lausana 
(EPFL, por sus siglas en francés), está rastreando la propagación es-
pacial de la covid-19, con resultados que sugieren una correlación 
de la carga de SARS-CoV-2 con las tasas de infección de la covid-19 
a lo largo del tiempo, aunque es necesario seguir investigando. Las 
propias empresas de servicios públicos están llevando a cabo inicia-
tivas similares en Francia y Argentina, con resultados prometedo-
res. Estas innovaciones ponen de mani!esto el papel esencial de las 
empresas de servicios públicos en la gestión de las crisis sanitarias 
y plantean cuestiones sobre cómo garantizar que cuenten con los 
recursos necesarios y sean capaces de cumplir esa función. 

Garantizar la continuidad del servicio 
Las experiencias de la red GWOPA pusieron de mani!esto que las 
crisis prolongadas provocan interrupciones en la cadena de sumi-
nistro y una disminución de los ingresos de las empresas de ser-
vicios públicos. También evidenciaron que la crisis podría afectar 
las capacidades de estas empresas para seguir prestando servicios 
esenciales en el futuro. Una encuesta realizada por GWOPA entre 
alrededor de 50 empresas de servicios públicos situó el "ujo de caja 
como el segundo mayor reto para los operadores de agua como con-
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secuencia de la covid-19. En la misma encuesta, una muestra glo-
bal de empresas de servicios públicos expresó que el aumento de 
las subvenciones y los nuevos enfoques !nancieros se encuentran 
entre las ayudas más necesarias para prepararse para futuras emer-
gencias como la pandemia actual. Si la emergencia de la covid-19 
se prolonga, o si efectivamente le sigue otra crisis -ya sea sanitaria, 
económica, ambiental o social-, las empresas de servicios públicos 
pueden no tener la solidez !nanciera u operativa requerida para 
responder e!cazmente. Habrá que encontrar formas de mantener 
la liquidez en colaboración con las autoridades gubernamentales, 
garantizando la universalidad de los niveles de servicio.

CONCLUSIÓN

A través de nuestras actividades en torno a las respuestas contra la 
covid-19, hemos visto que las empresas de servicios públicos están 
operando actualmente en un contexto de reducción de ingresos y 
de cambio constante de las medidas de seguridad. Estas circunstan-
cias están teniendo un impacto inmediato en la salud !nanciera de 
las empresas de servicios públicos y poniendo una enorme presión 
en su capacidad para proporcionar servicios accesibles de una ma-
nera !nancieramente sostenible. Cuando se enfrentan a una crisis 
de liquidez, las empresas de servicios públicos pueden verse obli-
gadas a aumentar los precios, reducir las operaciones o recortar los 
servicios. Estas medidas son contrarias a los objetivos mundiales 
de acceso a servicios sostenibles para todos y al derecho humano al 
agua y al saneamiento. Sin embargo, muchas empresas de servicios 
públicos esperan que su respuesta rápida y e!caz a la crisis de la 
covid-19 se traduzca en un mayor reconocimiento de su papel, lo 
que signi!caría recursos adicionales y otros apoyos para asumir los 
desafíos actuales y futuros a los que se enfrentan. Aquí radica el 
núcleo de la re"exión más amplia que se desprende de esta crisis: 
¿cómo podemos garantizar que los servicios públicos estén prepa-
rados y sean capaces de responder a la crisis sin comprometer su 
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sostenibilidad !nanciera y operativa?
A partir de los resultados de las actividades impulsadas por 

GWOPA y sus socios, las respuestas de los servicios públicos hasta 
ahora ponen de mani!esto la necesidad de las siguientes acciones: 

• Proporcionar apoyo !nanciero adicional y asistencia técnica a 
los proveedores de servicios de agua y saneamiento, en particu-
lar para garantizar la cobertura de quienes viven en zonas 
urbanas pobres no conectadas a las redes de agua. Esto tam-
bién será esencial a mediano plazo para evitar los efectos 
que la crisis económica prevista tendrá en los servicios que 
son esenciales para garantizar la salud y la recuperación 
económica. 

• Promover el apoyo mutuo entre empresas de servicios públicos. 
Los proveedores de servicios de todo el mundo ya están 
mostrando una enorme capacidad y disposición para com-
partir lecciones, buenas prácticas y equipos a través de las 
asociaciones existentes. La cooperación y el intercambio 
pueden continuar e!cazmente mediante el intercambio a 
distancia: seminarios web y aprendizaje a través de platafor-
mas virtuales. 

• Construir servicios públicos más resistentes, inclusivos y !nan-
cieramente sólidos. La crisis de la covid-19 constituye una 
oportunidad para que los servicios públicos aprendan de 
esta experiencia y aumenten su preparación ante futuras 
emergencias, ya sea a través del aumento de sus la capacida-
des técnicas, la infraestructura, la plani!cación de la seguri-
dad o todo lo anterior. Esto requiere recursos, programas y 
marcos institucionales para facilitar el desarrollo de capaci-
dades a través de, entre otros medios, la cooperación entre 
asociaciones de operadores de agua.

La covid-19 no es el único reto a enfrentar. El creciente impac-
to del cambio climático en los recursos hídricos, el tratamiento del 
agua y las infraestructuras para suministrar los servicios supone 
una importante amenaza para el funcionamiento normal de las em-
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presas públicas en el futuro. Las conclusiones de los intercambios 
en torno a la covid-19 en el marco de GWOPA pueden aplicarse a 
estas preocupaciones acuciantes. La red GWOPA y el compromiso 
mundial de aprendizaje entre operadores que fomenta es, por lo 
tanto, una poderosa herramienta para reforzar la capacidad y la 
resistencia de los servicios públicos. El creciente compromiso con 
nuestros principios es alentador y sugiere que un número cada vez 
mayor de empresas de servicios públicos y otras partes interesadas 
en el sector del agua están reconociendo que la solidaridad es parte 
de la solución. El programa EU-WOP, de 9 millones de euros, re-
cientemente aprobado y ejecutado por GWOPA, da fe de ello y ofre-
cerá nuevas e importantes oportunidades para que las empresas de 
servicios públicos participen en asociaciones de apoyo entre pares. 
GWOPA continuará presionando para que este tipo de programas se 
expanda y exigirá un mayor apoyo para reforzar la capacidad de las 
empresas de servicios públicos, tanto en el contexto de la covid-19 
como en el marco del Objetivo de Desarrollo Sostenible 6 y de las 
campañas en torno al derecho humanos al agua y al saneamiento. 
Para ampli!car nuestra voz, hacemos un llamamiento a todas las 
organizaciones a!nes para que se unan a nuestros esfuerzos, ya sea 
a través de las actividades de #UtilitiesFightCOVID (seminarios web, 
comunidad de prácticas, campañas) o mediante el compromiso con 
los miembros de la Alianza Global de Asociaciones de Operadores 
de Agua en general.
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Capítulo 11

Rebecca J. McMillan

LA DEFENSA DEL AGUA PÚBLICA 
EN TIEMPOS DE CRISIS:            
EL “GOBIERNO POPULAR DEL 
AGUA” EN CARACAS, VENEZUELA

En Caracas, la actual crisis del agua agrava el impacto de la 
covid-19. A pesar del compromiso de Hidrocapital, el opera-
dor público de agua de la capital venezolana, de convertir-

se una empresa modélica, el suministro, la calidad y la !abilidad 
del servicio de agua han ido disminuyendo desde 2014. La causa 
es una combinación de sequías cíclicas, infraestructuras inadecua-
das y mal mantenidas, hiperin"ación y disminución de los ingresos 
petroleros del gobierno. Las sanciones de Estados Unidos también 
han socavado las operaciones cotidianas de la empresa. Todos es-
tos factores han provocado la intermitencia de los servicios de agua 
tanto para los residentes como para los centros sanitarios, lo que 
di!culta la respuesta a la pandemia. Este capítulo sostiene que la 
resolución de la actual crisis sanitaria también requiere abordar la 
crisis del agua. Una solución sostenible debe incluir inversiones pú-
blicas inmediatas en infraestructuras de agua y saneamiento, así 
como un compromiso renovado con la participación comunitaria y 
la transparencia para reforzar la gestión público-social.

INTRODUCCIÓN 

En la capital de Venezuela, la crisis de agua preexistente ha di!cul-
tado la respuesta a la pandemia de covid-19.
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Durante dos décadas, la empresa pública de Caracas, Hidrocap-
ital, ha estado experimentando con un modelo único de partici-
pación pública, pero se enfrenta a retos cada vez mayores. El mod-
elo público-social de prestación de servicios se ha visto amenazado 
por el deterioro de la situación política y económica, marcada por la 
falta de transparencia en la toma de decisiones, la hiperin!ación y 
las sanciones estadounidenses. Las de"ciencias en las infraestruc-
turas han convertido la higiene adecuada en un reto diario para los 
residentes, lo que aumenta el riesgo de propagación del virus. 

Con menos viajeros internacionales que en los países vecinos 
-sin considerar los emigrantes venezolanos que regresan a las re-
giones fronterizas- el gigante petrolero parece haberse librado de 
las altas tasas de propagación de la covid-19 que sufren otros países 
sudamericanos como Brasil. Venezuela también ha adoptado estric-
tas políticas de distanciamiento físico y se ha bene"ciado de la soli-
daridad internacional a través de acuerdos con aliados estratégicos 
como China. Sin embargo, tras más de cinco años de crisis política 
y económica, los sistemas de respuesta del país, como el agua y la 
salud, ya eran vulnerables incluso antes de que llegara el virus. 

Este capítulo ofrece consideraciones preliminares sobre las cau-
sas y los impactos de la crisis del agua en Caracas, y evalúa diversos 
aspectos de las respuestas gubernamentales, sindicales y comuni-
tarias. Se argumenta que la resolución de la crisis sanitaria de la 
covid-19 pasa también por la resolución de la crisis del agua, que 
debe incluir inversiones públicas inmediatas en infraestructuras de 
agua y saneamiento, así como un compromiso renovado con la par-
ticipación ciudadana y la transparencia para fortalecer la gestión 
público-social. El análisis se basa en la observación participante y 
entrevistas a informantes clave durante una investigación de cam-
po realizada en Caracas entre agosto y diciembre de 2012 y desde 
abril de 2016 a diciembre de 2017. Los datos de 2020 se han recogido 
de fuentes secundarias y de comunicaciones personales con infor-
mantes clave.
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CARACAS SIN AGUA: UNA HISTORIA INTERMINABLE

Los problemas del agua llevan mucho tiempo afectando a la 
capital de Venezuela, donde viven unos siete millones de per-
sonas y más de una quinta parte de la población del país. 
Al visitar Caracas en la década de 1950, el gran escritot lati-
noamericano Gabriel García Márquez escribió un cuento ti-
tulado Caracas Sin Agua, que podría haber sido escrito hoy. 

Aunque Venezuela cumplió técnicamente el Objetivo de Desa-
rrollo del Milenio en materia de agua y saneamiento en 2001, infor-
mando de una cobertura de agua mejorada del 92%, nuestra inves-
tigación de 2012 reveló que estas altas tasas de cobertura ocultaban 
algunos problemas en la calidad del servicio (McMillan et al. 2014). 
Desde entonces, sin embargo, la situación se ha deteriorado consi-
derablemente. La calidad y la !abilidad del servicio han disminuido 
y las protestas por el agua se han convertido otra vez en aconte-
cimientos cotidianos en Caracas, trayendo a la memoria el brutal 
período neoliberal de la década de 1990. El modelo de gestión públi-
co-social tiene sus raíces en los con"ictos sociales de aquella época 
en los barrios populares. En esa época, debido a la grave escasez 
de agua y las interrupciones del servicio, los residentes recurrieron 
a soluciones informales para el suministro, organizaron bloqueos 
callejeros e incluso “secuestraron” a funcionarios de Hidrocapital. 

Fueron en parte las profundas contradicciones sociales y eco-
nómicas de la década de 1990, así como el descontento público con 
una élite política cada vez más desconectada, lo que provocó el auge 
del movimiento que culminó en la presidencia del outsider Hugo 
Chávez, un militar de izquierdas, entre 1999 y 2013. Con fuertes raí-
ces en la sociedad civil, el gobierno de Chávez introdujo un nuevo 
modelo de gestión del agua que pretendía invertir las tendencias de 
privatización y tercerización, mejorar la participación de la comu-
nidad y dar prioridad a las inversiones en las zonas de bajos ingre-
sos. Junto con una plétora de otros programas sociales de la misma 
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época, las reformas del agua supusieron mejoras reales en la vida 
de muchas personas, especialmente en los barrios o asentamientos 
informales, que habían sido descuidados durante mucho tiempo. 

Sin embargo, el proyecto político de la izquierda chavista -tam-
bién conocido como la revolución bolivariana-, que ha continuado 
bajo el sucesor electo Nicolás Maduro (2014-actualidad)  ha profun-
dizado las vulnerabilidades principales de una economía depen-
diente del petróleo. Durante las épocas de abundancia, la plani!ca-
ción de los servicios públicos priorizó la obtención de recursos para 
las comunidades para satisfacer las necesidades inmediatas, con 
poca atención a la plani!cación y el mantenimiento a largo plazo.

Los problemas de esta estrategia se han hecho visibles tras la caí-
da de los precios del crudo en 2014, que precipitó una crisis política 
y económica más profunda (Hetland 2016, Ellner y Koerner 2016a 
y b). Defender el agua pública en Venezuela signi!ca reconocer 
los logros de este proceso, pero también asumir sus de!ciencias. 

El Programa Mundial de Alimentos informó en 2019 que el 25% 
de la población venezolana carecía de acceso sostenible al agua, 
mientras que 4 de cada 10 residentes sufrían cortes diarios en el 
suministro (PMA 2019). Por su parte, el Observatorio Venezolano de 
Con"ictividad Social reveló que de las 2.505 protestas registradas en 
los primeros seis meses de 2020 -equivalentes a 14 por día- más de la 
mitad estaban relacionadas con los servicios básicos; en primer lu-
gar la electricidad, seguida del agua y el gas (Observatorio Venezola-
no de Con"ictividad Social 2020). Caracas no había visto esta inten-
sidad de protestas por el agua desde la turbulenta década de 1990.

El ya estresado sistema sanitario de Venezuela también se ha vis-
to afectado por la crisis del agua. En un estudio reciente de los cen-
tros de salud realizado en febrero y marzo de 2020, el 31,3% de los 
encuestados declaró no tener acceso a agua potable, y más del 60% 
indicó que su acceso era limitado (Médicos Unidos Venezuela, 2020). 
Esta sitiuación impide aplicar los protocolos de higiene adecuados 
para reducir el riesgo de propagación de la covid-19, incluyendo la 
capacidad de los profesionales médicos para ducharse antes de sa-
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lir de los hospitales (Torres et al. 2020) de regreso a sus hogares. 

EL SISTEMA DE SUMINISTRO DE AGUA DE CARACAS 

Es difícil evaluar la magnitud de los problemas de agua de Cara-
cas, ya que el gobierno venezolano dejó de publicar las estadísticas 
o!ciales de cobertura y calidad del agua en 2014, lo que re"eja un 
preocupante descenso de la transparencia. Sin embargo, los estu-
dios de organizaciones internacionales y nacionales pintan un pa-
norama sombrío. En agosto de 2020 el Observatorio Venezolano de 
Servicios Públicos informó que mientras el 91,7% de los residentes 
encuestados del país (y el 94,6% de los residentes de Caracas) te-
nían servicios de agua por tubería, sólo el 13,6% recibía un servicio 
continuo y sin cortes (OVSPa 2020). 

Los servicios de agua y saneamiento en Caracas son responsa-
bilidad de Hidrocapital, una !lial regional de la empresa nacional 
de agua HIDROVEN. Hidrocapital, una empresa enteramente es-
tatal, es responsable de suministrar agua al area metropolitana de 
Caracas y a los estados vecinos de Vargas y Miranda. La política de 
aguasy la regulación del servicio son competencia del Ministerio 
del Poder Popular de Atención de las Aguas (Minaguas), creado en 
2018 tras ser escindido del ministerio de Medio Ambiente. Algunas 
funciones de construcción e inversión en infraestructuras también 
son de competencia municipal. 

Suministrar agua en Caracas no es tarea fácil. La ciudad está si-
tuada en un valle y carece de fuentes de agua cercanas su!cientes 
para su población y su economía. El agua se bombea a la ciudad 
desde embalses lejanos a través de tres sistemas de distribución se-
parados, denominados Tuy I, Tuy II y Tuy III. El depósito de agua 
de Camatagua, que alimenta a Tuy III y abastece a la mayoría de los 
barrios de la ladera occidental, está situado a una distancia de casi 
100 km de la ciudad. El acueducto debe bombear el agua desde el 
nivel del mar hasta una altitud de aproximadamente 2.000 metros. 
Estos desafíos geográ!cos se ven agravados por el establecimiento 
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de muchos barrios informales, que poseen redes internas de!cien-
tes o improvisadas. 

Investigaciones anteriores han identi!cado a Hidrocapital como 
un ejemplo de empresa pública progresista, dado su compromiso 
con el empoderamiento de los trabajadores, la participación de la 
comunidad a través de las Mesas Técnicas de Agua (MTA) locales y 
su atención a las zonas de bajos ingresos y vulnerables: todas ellas 
características del compromiso social declarado por el gobierno na-
cional (McMillan et al. 2014, Spronk et al. 2012). Este compromiso 
no sólo existe sobre el papel. Los residentes de los barrios o vecin-
darios de bajos ingresos de Caracas informan con frecuencia que, 
a pesar de sus muchas de!ciencias, Hidrocapital tiene la presencia 
más regular sobre el terreno de todas las instituciones gubernamen-
tales. Según un activista del agua entrevistado anteriormente, “¡son 
los únicos que vienen regularmente! Pero no pueden hacerlo todo”. 

La gestión del agua está muy centralizada en Venezuela, a pesar 
de que la legislación nacional sobre el agua indica que la compe-
tencia para el suministro debe ser una responsabilidad municipal 
(Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela 2001, 
2007). Sin embargo, desde 2016, HIDROVEN ha estado descentra-
lizando algunos aspectos de la prestación del servicio mediante el 
establecimiento de Salas de Gestión del Agua, que siguen en fun-
cionamiento. Las salas son pilares de un objetivo político más am-
plio de transferir los sistemas locales de distribución de agua a las 
comunidades, incluyendo el mantenimiento y las reparaciones, el 
cambio de válvulas de agua y, potencialmente, incluso el cobro de 
las tarifas a los usuarios. Los Salas disponen de un vehículo, una 
computadora y un teléfono para recibir llamadas sobre problemas 
de agua y organizar los planes de trabajo diarios de las cuadrillas de 
mantenimiento de Hidrocapital asignadas a su zona. 

Las Salas son el última componente de un esfuerzo a largo plazo 
para aumentar el papel de las comunidades en la plani!cación y 
prestación del servicio de agua. En 2001, el gobierno nacional ins-
titucionalizó la plani!cación participativa en sus servicios públicos 
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de agua mediante la promoción de o!cinas de relaciones comuni-
tarias en sus servicios y de Mesas Técnicas de Agua gestionadas por 
la propia comunidad. Los MTA son comités de barrio que trabajan 
con las empresas públicas de agua de Venezuela para plani!car y 
ejecutar proyectos de infraestructura local y supervisar la presta-
ción de servicios. Antes de convertirse en una política nacional en 
2001, las MTA habían sido instaladas a prueba con éxito por un al-
calde progresista en dos comunidades de Caracas, como respuesta 
a los graves problemas de agua de la década de 1990. Las MTA están 
a su vez a!liadas a un organismo de deliberación a escala barrial, 
denominado Consejos Comunales, que incluye otros subcomités 
dedicados a la salud, la electricidad, las telecomunicaciones, el 
ocio, la distribución de alimentos y otras áreas temáticas. 

Además de las MTA, los vecinos están invitados a las reuniones 
periódicas del Consejo Comunitario del Agua (CCA), que reúne a 
todas las MTA de un sistema local de distribución de agua. En las 
reuniones periódicas del CCA, los residentes se reúnen con repre-
sentantes de Hidrocapital, incluidos los promotores comunitarios 
asignados a cada comunidad. Los promotores son los enlaces clave 
entre las comunidades y el personal técnico y administrativo de la 
empresa. El CCA es una oportunidad para ventilar las quejas sobre 
el servicio, hacer un seguimiento de los planes de trabajo y discutir 
otros aspectos de la prestación del servicio.

En el contexto de la covid-19, algunas MTA están colaborando 
con medidas de respuesta, como el suministro de agua a través de 
camiones cisterna. Sin embargo, algunas reuniones públicas de los 
CCA se han suspendido inde!nidamente debido a la imposibilidad 
de acceder a espacios públicos para las reuniones, incluso con pro-
tocolos de distanciamiento físico en vigor. Según un activista del 
agua de un barrio del oeste de Caracas en el que se han suspendido 
las reuniones sobre el agua, esto di!culta su capacidad de ejercer 
el control social en un momento en que se necesita con urgencia 
(comunicación personal, 23 de agosto de 2020).
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LA SEQUÍA Y EL DÉFICIT DE INFRAESTRUCTURAS 

Teniendo en cuenta este compromiso con la reforma progresista 
de los servicio públicos, ¿cómo podemos entender las actuales de-
!ciencias del agua? Podemos identi!car algunas causas inmedia-
tas, como los factores ambientales relacionados con la sequía, pero 
también es preciso considerar las decisiones políticas referidas al 
racionamiento y el dé!cit de infraestructuras. Estos últimos se han 
agravado en el entorno altamente politizado de la hiperin"ación, 
las licitaciones irregulares y las sanciones de Estados Unidos.

Entre 2014 y 2016, Venezuela sufrió su peor sequía en medio 
siglo (Dutka 2016), que dejó las reservas de los principales depó-
sitos de agua potable de Caracas en niveles peligrosamente bajos. 
También es famosa la interrupción de la electricidad en la capital y 
otras partes del país debido a la dependencia de la hidroelectricidad 
producida en la presa del Gurí. Nuevamente, a principios de 2020, 
cuando la pandemia de covid-19 golpeó a la nación caribeña, la ca-
pital experimentó un período de sequía (León 2020). Sin embargo, 
las raíces del problema del agua son mucho más profundas que la 
adversidad climática.

En respuesta a las condiciones de sequía, en 2015 Hidrocapital 
implementó el racionamiento de agua a través del Plan de Abaste-
cimiento de Caracas. El racionamiento ha reducido su producción 
global de agua de 18-19.000 l/s a 13-14.000 l/s, con muchas de las 86 
estaciones de bombeo de Caracas operando a la mitad de su capa-
cidad (Delasio, presentación en Hidrocapital, noviembre de 2017), 
Sin embargo, incluso después de que los embalses se recuperaran, 
el plan ha seguido en vigor. Funcionarios actuales y anteriores de 
Hidrocapital explican que el reducido nivel de operaciones ha so-
brevivido a la sequía, dadas las fugas y el mal funcionamiento de las 
tuberías y las averías en las estaciones de bombeo (entrevista con 
promotor comunitario de Hidrocapital, 14 de diciembre de 2017; 
entrevista con ex directivos de Hidrocapital, 21 de diciembre de 
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2017). Estos problemas se derivan de una combinación de di!culta-
des para acceder a las piezas de repuesto y un mantenimiento de!-
ciente. El funcionamiento de las bombas a la mitad de su capacidad 
también pasa factura a los sistemas, ya que los equipos se degradan 
más rápidamente cuando se apagan y se encienden. 

La reducción de los niveles de servicio signi!ca que, desde 2015, 
muchas comunidades que solían recibir agua de forma continua 
ahora reciben agua solo durante la mitad de la semana. Muchos 
barrios populares siempre han recibido un servicio intermitente, 
según lo que se llama ciclo interno. El ciclo interno es un plan de 
racionamiento de agua a nivel comunitario por el que la empresa 
de servicios públicos envía agua a barrios especí!cos según un ca-
lendario vagamente predeterminado. Las partes de la ciudad con 
los ciclos internos más largos han quedado exentas del plan de ra-
cionamiento. Para los que tienen un ciclo interno, los periodos sin 
agua pueden oscilar entre 7 y 15 días, o incluso cada 1 ‘2 meses, por 
lo que los residentes deben prepararse almacenando agua. Los CCA 
antes mencionados desempeñan un papel esencial en la supervi-
sión de estos ciclos del agua. Los residentes ayudan a la empresa de 
servicios públicos informándoles si el agua no ha llegado a tiempo; 
la empresa, a su vez, transmite información importante sobre el ci-
clo en estas reuniones. 

Las averías en las infraestructuras alargan los ya largos ciclos. 
Estos casos se han hecho más frecuentes debido a la escasez de ma-
teriales y a la reducción del presupuesto de los servicios públicos a 
causa de la hiperin"ación. Los apagones regulares en Caracas in-
terrumpen aun más los servicios de agua, dada la dependencia de 
la electricidad para su bombeo. Cuando el servicio es intermitente 
signi!ca que las tuberías no están presurizadas, lo que aumenta el 
riesgo de contaminación del agua (entrevista, ex gerente de Hidro-
capital, 21 de diciembre de 2017). Los apagones hacen aún más me-
lla en la maquinaria cuando no existen protecciones para los re"u-
jos de agua que dañan las tuberías y las bombas (Prodavinci 2018). 

Algunos expertos sugieren que la escasez de agua podría haber-
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se evitado con inversiones adicionales en el mantenimiento de las 
infraestructuras existentes, así como con medidas adicionales para 
mantener los depósitos de agua y proteger sus cuencas. Aunque los 
datos son poco !ables, dada la naturaleza politizada del suministro 
del servicio, las fuentes disponibles sostienen que, entre 2002 y 2014, 
el sector del agua de Venezuela sufrió un dé!cit de 150 millones de 
dólares anuales por debajo del nivel necesario para mantener la co-
bertura (Bausson 2018, Brin Laverde y Guevera Rey 2017). Mientras 
tanto, algunos expertos en agua estiman que se necesitrían entre 
400 y 600 millones de dólares al año durante los próximos dos años 
para que la infraestructura existente en Caracas vuelva a cumplir 
con los estándares aceptables (CSIS 2019, Sequera y Carvajal 2020).

Las obras de infraestructura diseñadas para aumentar la capa-
cidad del sistema de agua de Caracas también se han retrasado. En 
2005, el gobierno inició la construcción de Tuy IV, un cuarto sistema 
de agua (que incluye una presa, un embalse y un acueducto) que ha-
bría suministrado 21.000 l/s de agua a aproximadamente dos millo-
nes de habitantes de Caracas, Valles del Tuy y Los Teques. Durante 
nuestra investigación en 2012, los funcionarios de Hidrocapital nos 
dijeron que una vez que el sistema estuviera terminado, muchos 
barrios recibirían agua las 24 horas del día. Aunque la !nalización 
del megaproyecto se prometió para 2012, ha sufrido varios retrasos 
debido a la falta de presupuesto y a cambios en el diseño del proyec-
to (Bausson 2018, Observatorio de Ecología Política de Venezuela 
2018). Hoy en día, sigue en gran medida estancado. 

Tuy IV no es el único entre los proyectos de infraestructura ve-
nezolanos que han experimentado retrasos, sobrecostos e irregula-
ridades. Los problemas con el diseño y la gestión de los proyectos 
juegan un papel importante. Bajo el mandato de Chávez, y posterior-
mente de Maduro, los proyectos de inversión en infraestructuras se 
pusieron en marcha cada vez más a través de acuerdos bilaterales 
con socios estratégicos como Brasil y China, en lugar de median-
te procesos de contratación competitivos y transparentes (Ellner 
2017). Tanto los partidarios como los críticos alegan que el gobierno 
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bolivariano ha negociado estos acuerdos para dejar de lado a secto-
res del capital nacional que consideraba cómplices de actividades 
antigubernamentales (por ejemplo, el golpe de Estado ilegal fallido 
de 2002), para forjar alianzas contrahegemónicas como contrapeso 
a la presencia estadounidense en la región, y para mover el dinero 
lo más rápidamente posible. Sin embargo, la disminución de la su-
pervisión pública también ha fomentado la corrupción y las deci-
siones de plani!cación apresuradas, lo que ha llevado a proyectos 
de infraestructura de tipo elefante blanco (Ellner 2017; López Maya 
2018; funcionario de un banco de desarrollo, comunicación perso-
nal, 16 de mayo de 2016). 

Las sanciones económicas han obstaculizado aún más las ope-
raciones cotidianas de Hidrocapital. A partir de 2019, las sanciones 
de Estados Unidos han prohibido a las empresas extranjeras comer-
ciar con entidades estatales venezolanas y han bloqueado el acceso 
del país a los mercados !nancieros internacionales. Una serie de 
activos venezolanos en el extranjero también han sido bloqueados 
desde 2018, incluida la !lial petrolera venezolana con sede en Esta-
dos Unidos, CITGO, valorada en aproximadamente 7.000 millones 
de dólares, así como oro por valor de 1.000 millones de dólares en 
el Banco de Inglaterra (Dobson 2020a). El analista económico Fran-
cisco Rodríguez ha señalado que el acceso a estos fondos podría 
haber proporcionado un apoyo crucial para la respuesta del país 
a la covid-19 (Dobson 2020a). Mientras tanto, el Fondo Monetario 
Internacional (FMI) rechazó una solicitud de préstamo de 5.000 
millones de dólares durante la pandemia, supuestamente debido a 
la incertidumbre sobre la legitimidad de la presidencia de Maduro 
(Dobson 2020a). 

En el sector del agua, las sanciones han paralizado la capacidad 
del gobierno para importar las piezas de repuesto necesarias para 
arreglar las bombas y tuberías rotas debido a la falta de reservas 
extranjeras. Como explicó en 2019 la entonces vicepresidenta de 
Hidrocapital, María Flores, “con el bloqueo, hemos tenido situacio-
nes en las que tenemos las bombas y los motores y están a punto de 
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enviarse y entonces viene la mano todopoderosa de Estados Unidos 
y bloquean el dinero en el banco o sancionan a la empresa que está 
trabajando con nosotros, solo por vendernos estos equipos y sin ver 
que están afectando la vida de la gente” (citado en Fox 2019). La falta 
de materiales, equipos y vehículos provoca más retrasos en los ya 
largos ciclos internos del agua dentro de los barrios, porque el agua 
se redirige a los diferentes sectores de forma manual a través de un 
elaborado sistema de válvulas. Si los técnicos de Hidrocapital no 
pueden acceder a los vehículos para cambiar las válvulas, signi!ca 
que las comunidades no reciben el agua a tiempo. Las comunidades 
ques se mantienen con acceso al servicio también se ven afectadas 
negativamente, ya que las fugas en las tuberías provocan inunda-
ciones cuando el agua se mantiene demasiado tiempo en el sector.

USUARIOS, VENDEDORES PRIVADOS E INGENIERÍA POPULAR 

¿Cómo afrontan los usuarios esta nueva realidad? Una encuesta na-
cional realizada durante la pandemia revela que al menos el 56,7% 
de los encuestados almacena agua, el 18,5% paga por el agua de 
camiones cisterna privados, el 12,0% recoge agua de otros sitios y el 
10,5% compra agua embotellada (OVSP 2020b). 

Aunque la crisis del agua ha afectado indudablemente a todos 
los caraqueños, algunos residentes están en mejores condiciones 
de pagar o tienen mayor capacidad de almacenamiento de agua 
para capear las largas interrupciones del suministro. Por ejemplo, 
la investigación etnográ!ca de campo realizada en 2017 indica que 
muchos de los residentes de los distritos ricos de Caracas, Altamira 
y Los Palos Grandes, en el este, también se enfrentan a servicios 
de agua intermitentes (el agua llega unos pocos días a la semana), 
pero los edi!cios y apartamentos individuales suelen tener grandes 
tanques de agua para almacenarla. Otros residentes de clase media 
y alta supuestamente han construido ilegalmente pozos privados 
en sus propiedades (Smith 2018). En los barrios populares, algunos 
residentes tienen tanques de almacenamiento en los tejados, mien-
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tras que los que están acostumbrados a un servicio más regular 
nunca han tenido que invertir en el almacenamiento y ahora deben 
ingeniarse para llenar cualquier recipiente que puedan encontrar. 

A falta de agua corriente pública regular o de instalaciones mo-
dernas de almacenamiento, como los depósitos de agua, los resi-
dentes de los sectores de bajos ingresos que deben salir de sus casas 
para comprar agua o recogerla de arroyos y manantiales de dudosa 
calidad se enfrentan al mayor riesgo para la salud. Además de los 
problemas de contaminación, estos residentes no pueden seguir las 
recomendaciones de salud pública de permanecer en casa para de-
tener la propagación del virus. Mientras tanto, tener que gastar los 
escasos recursos en la compra de agua a proveedores privados es 
una pesada carga para los venezolanos que sufren una prolongada 
crisis económica. Un nuevo impuesto sobre el agua embotellada ha 
elevado incluso más los costes de lo que ya es un artículo de consu-
mo cotidiano esencial (Voces Por el Agua 2020). 

Otros informes destacan casos de ingeniería popular en sectores 
de bajos ingresos, con residentes que cavan pozos poco profundos 
o adoptan medidas aún más extremas. Las comunidades cercanas 
a la autopista Cota Mil de Caracas han tomado cartas en el asunto 
tras meses sin agua durante la pandemia (Gibelli 2020). Los vecinos 
improvisaron su propio sistema de agua, aprovechando los túneles 
abandonados llenos de agua de un proyecto de construcción de la 
autopista en las estribaciones de la montaña Waraira Repano (co-
múnmente conocida como El Ávila). Construyeron un sistema de 
tuberías que lleva el agua a su comunidad por gravedad. El agua 
llega a un grifo comunitario conectado a una larga manguera. A 
cada familia se le asignan determinados días y horas para recoger 
el agua del grifo, lo que evita tener que esperar a los camiones cis-
terna o comprar agua. Aunque heroicas, estas soluciones artesana-
les también son peligrosas, dada la preocupación por la seguridad 
del suministro de agua, así como los riesgos para la seguridad de 
la comunidad durante el proceso de construcción del sistema de 
distribución del agua.
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LA RESPUESTA A LA COVID-19

En respuesta a la covid-19, la empresa pública, los gobiernos muni-
cipales y el ministerio nacional del agua han adoptado un enfoque 
múltiple. El 22 de marzo de 2020 el gobierno anunció una moratoria 
de seis meses en los cortes de servicios básicos por impago para 
ayudar a los residentes afectados por la pandemia (Infobae 2020). 
Otro pilar fundamental de las medidas de emergencia ha sido la 
ampliación de la !ota de camiones cisterna gestionados por las 
empresas de agua y los municipios. Cada día, un pequeño ejército 
de camiones cisterna sale a las calles de Caracas para abastecer de 
agua a los barrios con acceso más irregular, así como a las instala-
ciones esenciales como los centros de salud, los lugares de testeo de 
la covid-19 y los hoteles con viajeros en cuarentena. 

El gobierno nacional ha importado más de 1.000 nuevos camio-
nes cisterna a través de acuerdos con China y México, a través del 
intercambio de petróleo por alimentos y otros bienes (El Nacional 
2020, Martínez y Marianna Párraga 2020). En Caracas, tanto Hidro-
capital como la municipalidad entrega agua por medio de camiones 
cisterna. A "nales de agosto de 2020, a través del Plan Agua Caracas, 
la municipalidad está distribuyendo al menos un millón de litros 
de agua al día con 23 camiones cisterna regulares, 18 supercister-
nas con una capacidad de 35.000 litros y 5 camiones de 10.000 litros 
(VTV 2020). La distribución se realiza en colaboración con las MTA 
locales para determinar las zonas necesitadas. A diferencia de sus 
costosos equivalentes privados, las entregas por medio de los ca-
miones cisterna públicos son gratuitas. Aunque los camiones cis-
terna constituyen un importante salvavidas durante la pandemia, 
algunos expertos en agua sugieren que el reparto de agua en ca-
miones cisterna es económicamente ine"ciente e inadecuado para 
satisfacer las necesidades diarias (Sofía García 2020). Además, du-
rante la covid-19, la espera en la cola para recoger el agua de los 
camiones cisterna puede crear un riesgo adicional de propagación 
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para los usuarios y los trabajadores del servicio. 
Los venezolanos con conexiones formales de agua y saneamien-

to se han bene!ciado tradicionalmente de tarifas bajas y subvencio-
nadas para los servicios públicos. Los residentes de ciertos barrios 
de Caracas se bene!cian de una reducción adicional de las tarifas 
en virtud de una tarifa social, mientras que a los residentes de los 
barrios con servicios muy de!cientes no se les cobra nada. Las ta-
rifas del agua son volumétricas, pero se basan en un uso estimado 
del agua, ya que la mayoría de los hogares de Caracas no tienen 
contador. 

Como parte de un compromiso del gobierno con los servicios 
públicos asequibles, las tarifas se congelaron entre los años 2004 y 
2009 y luego nuevamente desde 2011 a 2018 (funcionario de la Sub-
gerencia Comercial Metropolitano de Hidrocapital, comunicación 
personal, 2 de noviembre de 2017; Bausson, 2018), pero desde en-
tonces se han incrementado en respuesta a la in"ación. En mayo de 
2020, a principios de la pandemia, Hidrocapital habría aumentado 
aun más las tarifas. Los aumentos habrían llegado hasta 19.000% 
(El Universal 2020), afectando más a los usuarios comerciales que 
a los residenciales (periodista venezolano, comunicación personal, 
23 de agosto de 2020). Sin embargo, es difícil encontrar información 
o!cial sobre el aumento. 

Algunos analistas han criticado la decisión de la empresa de au-
mentar las tarifas en un contexto de pandemia y caída de la calidad 
del servicio (El Universal 2020). Sin embargo, para otros, estas me-
didas son muy necesarias. Un estudio realizado en 2018 reveló que 
las tarifas de agua de Caracas estaban por debajo de las de otras 
grandes ciudades de la región hasta en un 4,349-27,460% (Prodavin-
ci 2018). En el año 2016 los activistas de los MTA ya abogaban por un 
aumento de las tarifas, con la esperanza de que tales reformas forta-
lecieran el servicio público y redujeran su dependencia de provee-
dores privados más caros. Funcionarios de Hidrocapital señalaron 
que en 2017 menos del 5% del presupuesto del servicio público pro-
venía de las tarifas de los usuarios (funcionario de la Subgerencia 
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Comercial Metropolitano de Hidrocapital, comunicación personal, 
2 de noviembre de 2017). 

De!nir una estructura tarifaria adecuada es complicado, dada 
la desconexión entre las economías basadas en el bolívar y en el 
dólar, ya que el país está procesando una transición gradual a la 
dolarización (aunque no sea reconocido o!cialmente). Mientras 
que muchos gastos de servicios públicos -como la importación de 
insumos- deben pagarse en dólares, los salarios o!ciales siguen pa-
gándose en bolívares. Durante años, el gobierno subvencionó las 
importaciones con los ingresos del petróleo, lo que permitió que 
los precios de bienes, servicios y salarios se mantuvieran arti!cial-
mente bajos. Si bien esto ahogó la producción nacional, mantuvo la 
estabilidad mientras las reservas de petróleo pudieron sostener el 
sistema de subsidios. Hoy en día, cuando los alimentos y otras ne-
cesidades se ajustan a los precios reales del mercado y se comercia-
lizan cada vez más en dólares, los residentes que reciben ingresos 
en moneda local tienen di!cultades para llegar a !n de mes. Esta 
desconexión entre los ingresos y el coste de la vida también di!cul-
ta que la empresa de servicios públicos cobre de tarifas de agua que 
podrían aportar ingresos signi!cativos a la empresa.

Un camino futuro, que ayudaría a redistribuir la riqueza, sería 
una revisión de los sistemas tarifarios para proporcionar una sub-
vención cruzada más signi!cativa entre usuarios ricos y los pobres, 
del tipo de la estructura tarifaria de OSE en Uruguay (Spronk 2010, 
Spronk et al. 2014, Chavez et al. en este mismo volumen).

Para dar un ejemplo que apoyea la necesidad de la reforma, el 
diario El Universal (2020) informaba que, en mayo de 2020, un apar-
tamento en el centro de la ciudad de Caracas había tenido un au-
mento mensual en su factura de agua de VES1.200 a VES40.000. El 
24 de agosto de 2020, la tasa de cambio o!cial del dólar estadouni-
dense era de 307.000 VES -¡lo que signi!ca que 40.000 VES equivalen 
a unos pocos centavos! Sin embargo, si alguien gana el salario míni-
mo de 400.000 VES (más otros 400.000 en créditos para alimentos), 
eso supone destinar el 10% de de sus ingresos mensuales en efecti-
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vo en el pago del agua corriente. Es posible que que deba comple-
mentar este gasto con agua embotellada, dada la dudosa calidad del 
agua en algunas zonas.

En cuanto a las respuestas a largo plazo a la crisis, el gobierno 
ha anunciado recientemente un nuevo Plan Nacional de Aguas para 
hacer frente a las amenazas combinadas del de!ciente suministro 
de agua y de la covid-19. Es de esperar que esto traiga consigo una 
atención renovada y una inversión muy necesaria para el sector. Es 
probable que esta última tenga que proceder de diversas fuentes, 
incluida una posible reforma !scal. Las consultas públicas y a los 
trabajadores para el diseño plan se celebraron en agosto de 2020. 
Aunque los detalles de las medidas concretas siguen siendo esca-
sos, la Ministra del Agua, Evelyn Vásquez, ha explicado que el plan 
contiene seis ejes, que incluyen:

1. reforzar las mesas técnicas y los consejos comunitarios del 
agua y de!nir soluciones locales; 

2. reforzar y preservar la soberanía del sistema de agua me-
diante la reparación y estabilización del sistema;

3. reforzar la seguridad del sistema de agua en colaboración 
con el ejército y la policía;

4. promover la educación, la innovación y la tecnología para 
estimular la producción local de componentes y la forma-
ción de expertos locales en materia de agua;

5. acelerar la transformación del modelo de gestión, incluida 
la transferencia de servicios a las comunidades y la creación 
de consejos de producción autogestionados por los trabaja-
dores;

6. la mejora de la recogida y producción de agua, incluida la 
conservación del agua (Álvarez 2020).

LA RESPUESTA DE LOS TRABAJADORES DEL AGUA A LA CRISIS 

Los trabajadores de Hidrocapital están ubicados en la primera línea 
de contención de la pandemia de covid-19 y mantienen un fuerte 
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compromiso con el servicio público, a pesar del grave deterioro de 
las condiciones laborales y de los salarios reales de todos los traba-
jadores del sector público en Venezuela. Los empleados de HIDRO-
VEN y sus !liales como Hidrocapital están sindicalizados a través 
de la Federación de Sindicatos de las Empresas Hidrológicas de la 
República Bolivariana de Venezuela (FESIEMHIDROVEN). Durante 
la covid-19, los trabajadores de Hidrocapital están protegidos por 
las medidas laborales especiales que el gobierno ha aprobado para 
responder a la pandemia. Por ejemplo, se han prohibido los des-
pidos laborales como consecuencia del con!namiento, y todos los 
trabajadores del sector público y privado reciben una boni!cación 
especial del gobierno (Dobson 2020b). Las mascarillas son obligato-
rias en Venezuela, y el gobierno nacional ha desplegado el Sistema 
Nacional de Gestión de Riesgo (SNGR) para desinfectar regularmen-
te los espacios públicos, incluidas las o!cinas de Hidrocapital y las 
estaciones de bombeo. Además, los equipos limpian otras o!cinas 
gubernamentales, aeropuertos, terminales de autobuses y del me-
tro, plazas públicas, calles, mercados y otras zonas de alto trá!co 
(Ciudad CCS / VTV 2020). 

A pesar de estas protecciones, existe una gran preocupación por 
el deterioro de la situación económica agravado por la pandemia. 
Al igual que los demás sindicatos del sector público, el sindicato del 
agua se lamenta de que sus salarios no se hayan mantenido a la altu-
ra de los retos de una economía cada vez más cara y dolarizada. En 
un comunicado público fechado el 7 de mayo de 2020, el sindicato 
de trabajadores del agua denunció un “grave deterioro” de las con-
diciones de los trabajadores actuales y jubilados en el contexto de la 
crisis de la covid-19. Su principal queja: que sus salarios básicos y la 
boni!cación especial no cubrían su coste de vida básico, mientras 
que la cestas de alimentos (una prestación garantizada a los trabaja-
dores) no llegaba (FEDESIEMHIDROVEN 2020). 

Entre otras preocupaciones, estaban la falta de transporte y 
equipamiento para los trabajadores, y otras disposiciones de segu-
ridad. Este ha sido un problema constante en un país con recursos 
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limitados en medio de la escasez de ingresos y las sanciones. Du-
rante nuestra investigación de campo en los años 2016 y 2017, los 
trabajadores de Hidrocapital utilizaban el transporte público y to-
maban prestados los vehículos de miembros de la comunidad para 
realizar las reparaciones más necesarias o cambiar las válvulas de 
agua, ya que la !ota de la empresa estaba en mal estado debido a 
la escasez de piezas de vehículos, baterías y aceite para motores. 
Muchos trabajadores expresaron su preocupación por la seguridad 
personal y la responsabilidad, dado que los vehículos comunitarios 
no están asegurados. 

Hasta hace poco, Hidrocapital subcontrataba muchas de sus 
funciones operativas, incluida la gestión de sus estaciones de bom-
beo de Caracas, a cooperativas privadas. Desde 2014, la empresa de 
servicios públicos ha asumido estas funciones, absorbiendo a mu-
chos de los miembros del personal de las cooperativas originales. 
En teoría, esta medida refuerza al sindicato del sector público e in-
corpora a los trabajadores a la estructura de bene"cios del gobier-
no. Sin embargo, en 2016-2017, los trabajadores también denuncia-
ron graves problemas con esta transición. Muchos de los vehículos 
y otros equipos pertenecían al proveedor privado, que los embar-
gó tras la transición. Los trabajadores informaron de que algunos 
días se quedaban tirados en la base, sin poder realizar las repara-
ciones necesarias. Como comentó un gerente de Hidrocapital en 
2017, “antes, cuando los trabajadores tenían sus cooperativas, era 
mantequilla. Ahora, tengo que hacerme cargo de mis trabajadores 
para todo... botas, uniformes...” (reunión de las Salas de Gestión del 
Agua, Hidrocapital, 1 de diciembre de 2017).

También había preocupación por la seguridad de los trabaja-
dores incluso antes de que llegara la pandemia. La muerte de un 
trabajador en 2018 suscitó serias preocupaciones sobre los protoco-
los de seguridad (Meneses 2018). La realización de trabajos en los 
barrios también puede presentar riesgos de seguridad por violen-
cia o robo. Mientras visitaban una estación de bombeo en El Valle 
(una parroquia occidental que alberga muchos barrios) en 2017, por 
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ejemplo, los trabajadores informaron del robo de los componentes 
de cobre de la estación de bombeo. Otros han denunciado haber 
sido amenazados a punta de pistola o haber sufrido el secuestro de 
vehículos. Supuestamente, en parte debido a los riesgos de violen-
cia y criminalidad, el gobierno comenzó a pilotear un programa de 
capacitación y reclutamiento para contratar operadores locales de 
la zona bajo lo que describieron como una “brigada comunitaria.” 

Durante la pandemia, los trabajadores han exigido un mayor pa-
pel en la gobernanza de los servicios públicos de agua. Mientras 
que los trabajadores de Hidrocapital ya tienen varios espacios paara 
la participación y la autoformación, el sindicato ha pedido la crea-
ción de Consejos Productivos de Trabajadores en el sector de opera-
ciones de todas las empresas de servicios públicos (FEDESIEMHI-
DROVEN 2020). Según la ley venezolana, las empresas venezolanas 
públicas y privadas deben tener al menos un consejo (Asamblea 
Nacional Constituyente 2018). Su función es evaluar y supervisar 
la producción, comercialización y distribución de bienes y servi-
cios en interés del pueblo. Algunas empresas de servicios públicos, 
como Hidrofalcón en el occidental estado Falcón, ya cuentan con 
consejos funcionando, mientras que en otras estos espacios están 
en desarrollo. 

CONCLUSIÓN

Lo que está en juego en este momento no es sólo la salud y el bien-
estar de la población, sino también la orientación futura de los ser-
vicios públicos de Venezuela. Dada la alta tasa de dependencia de 
los proveedores privados y de las medidas de autoayuda para el ac-
ceso al agua, HIDROVEN e Hidrocapital requieren una inyección de 
recursos muy urgent para mantener las estaciones de bombeo y las 
tuberías y restaurar las obras de infraestructura abandonadas. La 
austeridad causada por la crisis corre el riesgo de vaciar la empresa 
pública y revertir aún más los logros de la era de Chávez. Para hacer 
frente a la crisis agravada por la covid-19 será necesario:
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Transparencia y comunicación:
• La falta de transparencia sobre la calidad y la cantidad del 

agua y otras operaciones del servicio público socava el ca-
rácter social y público del mismo. También puede generar 
descon!anza en el servicio en un contexto en el que puede 
haber razones legítimas para los cortes u otros problemas 
del suministro. 

• La transparencia en la toma de decisiones y en los planes de 
inversión contribuirá a aumentar la con!anza en el servicio 
público en un momento en que la con!anza en la gestión 
gubernamental es baja.

Inversión en infraestructura: 
• Expertos en ingeniería y gestión de servicios de agua desta-

can la necesidad de invertir en el mantenimiento y la mejora 
de las infraestructuras existentes a corto plazo, en lugar de 
construir otras nuevas. A largo plazo, un plan de inversiones 
debería guiar la toma de decisiones en el futuro. El debate 
público sobre estos planes y sobre la reforma de las tarifas 
y los mecanismos de !nanciación alternativos reforzaría el 
carácter social y público de la empresa.. 

Protección de los trabajadores: 
• Los trabajadores de Hidrocapital se encuentran en en una 

situación difícil y reclaman una mayor protección de la 
plantilla de la empresa y mayor incidencia en la gobernanza 
de los servicios de agua. 

Participación comunitaria: 
• La participación de la comunidad, con las debidas precau-

ciones, es esencial durante la pandemia, dada la necesidad 
de supervisar las respuestas a la crisis. 

• Es necesario un diálogo público sobre las reformas tarifarias 
y los mecanismos de !nanciación alternativos, incluidos los 
planes de subvención cruzada.

Solidaridad internacional y rechazo de las sanciones: 
• El servicio de agua de Venezuela y las posibilidades de recu-
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peración después de la covid-19 han sido socavados por las 
sanciones extranjeroa. En el espíritu de la solidaridad inter-
nacionalista, los defensores de los servicios públicos deben 
ofrecer un apoyo crítico al abogar contra las sanciones pu-
nitivas impuestas por los gobiernos de sus países de origen. 

Dada la rápida evolución de la crisis actual, es necesario inves-
tigar más en profundidad la gestión pública del agua en Venezuela, 
especialmente en las ciudades más pequeñas y en las zonas rurales. 
La crisis combinada del agua, la salud,  la política y la economía 
en Caracas ilustra la importancia de unos servicios públicos bien 
gestionados y transparentes para la salud, la equidad social y la de-
mocracia. Si bien este capítulo dibuja un panorama sombrío, tam-
bién muestra que, contra todo pronóstico, la lucha por un modelo 
social-público de provisión pública persiste. En palabras de un acti-
vista comunitario del agua: “el agua es vital, y ahora más que nunca 
va a depender de todos nosotros, unidos”.
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Capítulo 12

Marwa Marwa

¿UN ARMA DE DOBLE 
FILO? LA COVID-19 Y LA 
REMUNICIPALIZACIÓN DEL      
AGUA EN YAKARTA

Yakarta se ha convertido en el epicentro del brote de covid-19 
en Indonesia. Aunque se ha promovido el lavado de manos 
como la medida preventiva más e!caz, la gobernanza des-

igual del agua ha di!cultado el acceso de los pobres urbanos a un 
suministro adecuado. Los críticos de la privatización del agua en 
Yakarta llevan mucho tiempo argumentando que la remunicipa-
lización sería la mejor manera de abordar estas desigualdades, y 
la crisis de la covid-19 ha dado un nuevo impulso a esta lucha. Sin 
embargo, este capítulo analiza las razones por las cuales la covid-19 
podría ser un arma de doble !lo para el proceso de remunicipaliza-
ción. Al mismo tiempo que aumenta la presión a favor de la remu-
nicipalización del agua, las repercusiones sociales y económicas de 
la pandemia han permitido al gobierno nacional y a los organismos 
internacionales de desarrollo promover la privatización. Como re-
sultado, el futuro de la propuesta de remunicipalización del servi-
cio de agua de Yakarta sigue siendo incierto.

INTRODUCCIÓN 

A mediados de 2020 Yakarta era la segunda región de Indonesia 
más afectada por la covid 19, con casi el 20% de los 95.418 casos 
con!rmados del país (Government of Indonesia, 2020). El gobier-
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no provincial ha promovido un estilo de vida saludable e higiénico, 
mediante el fomento del lavado de manos como una de las medidas 
preventivas más e!caces para frenar la propagación del virus. Sin 
embargo, será difícil que la campaña tenga éxito habida cuenta de 
la desigual gobernanza del agua en Yakarta, que afecta de manera 
desproporcionada a los ciudadanos, especialmente a los pobres de 
las ciudades. La falta de acceso adecuado al agua se agrava en los 
asentamientos densamente poblados que carecen de infraestructu-
ras básicas adecuadas, como instalaciones de saneamiento y alcan-
tarillado, lo que aumenta el riesgo de infecciones por la covid-19.

La Coalición de Residentes de Yakarta que se oponen a la priva-
tización del agua (KMMSAJ, por sus siglas en indonesio) ha puesto 
de mani!esto el fracaso de la gobernanza de los servicios de agua 
de Yakarta a la hora de proporcionar un acceso adecuado al agua a 
sus ciudadanos. Desde 2011, esta coalición de grupos ha criticado 
duramente la actual forma privatizada de gobernanza del agua y ha 
exigido que la administración municipal se haga cargo de la gestión 
como un servicio público, es decir, remunicipalizarlo.

En este contexto, la remunicipalización no solo implica que la 
empresa de agua pase a manos públicas, sino también que cambie 
la actual gobernanza del servicio, rede!niendo el acceso al agua 
como un derecho humano y ampliando el espacio de participación 
pública (Lobina et al. 2019). Tras años de lucha, la movilización en 
favor de la remunicipalización del agua cobró un importante im-
pulso en 2019, cuando el gobernador de Yakarta, Anies Baswedan, 
aceptó !nalmente remunicipalizar el sector del agua. Por lo tanto, 
teniendo en cuenta sus objetivos emancipadores, la remunicipali-
zación del agua de Yakarta ha despertado la esperanza de una mejor 
prestación de esos servicios, especialmente para las comunidades 
de bajos ingresos (Atika 2019).  

El objetivo de este capítulo es analizar en qué medida la crisis de 
la covid-19 ha afectado el proceso de remunicipalización del agua 
en Yakarta y sus posibles repercusiones en la mayor desigualdad 
en el acceso a este servicio esencial. A partir de una combinación 
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de datos primarios y secundarios, informes de prensa y entrevistas 
en línea con actores clave de la coalición de organizaciones socia-
les que promueve la remunicipalización, se argumenta que la co-
vid-19 tiene el potencial de ser un arma de doble !lo. Por un lado, 
ha aumentado la urgencia de la remunicipalización del agua y ha 
obligado a la coalición a modi!car algunas de sus estrategias. Y, por 
otro, las repercusiones sociales y económicas de la pandemia han 
permitido al gobierno nacional y a las agencias internacionales de 
desarrollo promover la privatización a escala local. Por lo tanto, el 
futuro de la remunicipalización de Yakarta sigue siendo incierto.

Para la exposición del estudio de caso, el capítulo está estruc-
turado en tres secciones. En primer lugar, se analiza el modo en 
que la covid-19 ha agravado la desigualdad existente en Yakarta en 
materia de agua, produciendo una distribución desproporcionada 
de la carga y el riesgo sobre los pobres urbanos. A continuación, 
se analiza cómo la pandemia ha in"uido en el proceso de remuni-
cipalización del agua de Yakarta en el contexto del desarrollo del 
movimiento popular y en consideración de debates políticos. Por 
último, el capítulo presenta las lecciones aprendidas del proceso de 
remunicipalización del agua de Yakarta y discute la maximización 
de su potencial de transformación para hacer frente a la persistente 
desigualdad del agua en la ciudad.

EL AGUA Y LA DESIGUALDAD EN EL CONTEXTO DE LA PANDEMIA

La exclusión de las comunidades de bajos ingresos en la estructura 
de gobernanza del agua de Yakarta es un tema que se ha investigado 
extensamente (Bakker et al. 2008, Colbran 2017, Kooy et al. 2018, 
Kurniasih 2008, Putri 2016). Se ha propuesto el concepto de archi-
piélago de élite para describir la infraestructura hídrica heredada 
del período colonial bajo el dominio de los Países Bajos (Bakker et 
al. 2008, 1897). La red se concentra en las zonas de ingresos medios 
y altos, lo que hace que el acceso al agua en Yakarta esté fragmenta-
do social y espacialmente. En 1997, la empresa de agua de la ciudad, 
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PAM Jaya, fue transferida o!cialmente a dos multinacionales del 
sector hídrico, Suez y Thames, que operaban a través de las empre-
sas subsidiarias Palyja y Aetra. Estas empresas gestionaron el servi-
cio en las zonas occidental y oriental de la ciudad, respectivamente, 
mediante una concesión de 25 años. Este plan fue concebido como 
una asociación público-privada en la que PAM Jaya actúa como pro-
pietaria de las instalaciones, trans!riendo la gestión operativa –que 
incluye las áreas de tratamiento del agua, la construcción de nuevas 
conexiones y el cobro de tarifas– a los dos operadores privados.

Sin embargo, desde el principio, las partes interesadas eran 
conscientes de que proporcionar acceso a las comunidades de bajos 
ingresos no interesaba a los operadores privados, debido a la preo-
cupación por la recuperación de los costes y la incertidumbre de la 
inversión. En respuesta a esta situación el gobierno exigió a la em-
presa de servicios públicos y a los operadores privados que aplica-
ran un sistema de tarifas en bloque y mecanismos de pago "exibles 
para que los hogares de bajos ingresos completaran el pago de una 
conexión inicial en un plazo de 12 meses (Lanti 2006). El esfuerzo 
de legitimización de la privatización del agua como respuesta a la 
desigualdad del acceso al agua también ha contado con el apoyo de 
la ayuda !nanciera de los organismos de desarrollo. Por ejemplo, 
en 2007 el Banco Mundial concedió a la empresa Palyja 2,57 millo-
nes de dólares para subvencionar las cuotas de los hogares de bajos 
ingresos (Menzies y Setiono 2010). Otro ejemplo fue el programa de 
instalación de contadores patrocinado por la agencia de desarrollo 
estadounidense USAID, puesto en marcha en 2015 para conectar a 
familias de bajos ingresos carentes de títulos de propiedad o do-
cumentos de identidad. Estas estrategias fueron presentadas como 
iniciativas a favor de los pobres que proporcionarían “el vínculo que 
faltaba entre el bienestar de los pobres y las necesidades !nancie-
ras del sector privado” (Mumssen et al. 2010, citado por Padawangi 
y Douglass 2015, 122). 

A pesar de estas políticas, el número de hogares de bajos in-
gresos conectados a la red sigue siendo bajo. Según el Organismo 



Agua Pública y Coronavirus

 247

Regulador del Agua de Yakarta (JWRB, en sus siglas en indonesio), 
la cobertura del servicio de la red se encuentra actualmente en un 
máximo histórico del 40%, donde los consumidores de clase media 
representan el número más signi!cativo de clientes de las empre-
sas de agua privadas (Kooy et al. 2018). El bajo número de cone-
xiones de agua corriente entre los hogares de bajos ingresos puede 
explicarse de dos maneras. Desde el punto de vista de la oferta, a los 
operadores privados no les interesa conectar a los hogares de bajos 
ingresos, especialmente los situados en asentamientos informales, 
dada la baja o nula rentabilidad de estas operaciones. Desde el pun-
to de vista de la demanda, las comunidades de bajos ingresos se 
enfrentan a barreras estructurales para conectarse, ya que muchos 
residentes en asentamientos informales no pueden demostrar su 
condición de residentes o de propietarios de la tierra, y por lo tanto 
se considera que no son elegibles para una conexión a la red de 
agua corriente (Colbran 2017). 

Mientras tanto, para quienes ya están conectados a la red, la pri-
vatización del agua ha signi!cado constantes aumentos de tarifas y 
un servicio de baja calidad. Desde que se implantaron por primera 
vez en 1997, las tarifas del agua se han revisado siete veces y han au-
mentado diez veces (Zamzami y Ardhianie 2015). Pero el aumento 
de las tarifas no ha ido acompañado de una mejora de la calidad del 
servicio, ya que el suministro de agua es cada vez más intermitente 
y errático, y los hogares de bajos ingresos de la periferia de la red 
tienen acceso, pero con una presión de agua muy baja (Padawangi 
y Vallée 2017,Marwa 2019a). En cambio, los distritos comerciales 
y los barrios acomodados de la ciudad disfrutan de un acceso más 
!able al agua potable (Heriyanto 2018).

Ante la de!ciencia o ausencia de conexiones a la red de agua co-
rriente, las comunidades de bajos ingresos se ven obligadas a bus-
car alternativas tales como pozos para extraer aguas subterráneas 
(Colbran 2009). Sin embargo, la explotación masiva de las aguas 
subterráneas ha di!cultado cada vez más el acceso de los hogares 
con bajos ingresos, especialmente los que viven en la zona costera 
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de la ciudad, ya que las aguas subterráneas poco profundas se han 
agotado y salinizado (Abidin 2014). En consecuencia, los hogares 
de bajos ingresos recurren a diversos métodos de acceso, como la 
compra de agua a los vecinos o a los vendedores de agua en carros 
y los camiones cisterna (Marwa 2019a). En Penjaringan, un asenta-
miento de bajos ingresos en el norte de Yakarta, alrededor del 88% 
de los residentes de menores ingresos compran agua a sus vecinos 
(Kooy et al. 2018).

Estas prácticas de acceso al agua resultan entre 40 y 60 veces 
más caras que el agua corriente subvencionada y son de calidad du-
dosa. Según la O!cina de Estadísticas de Indonesia (BPS, por sus 
siglas en indonesio), en el año 2019 los hogares de bajos ingresos 
gastaron el 36% de sus ingresos en cubrir sus necesidades diarias de 
agua (Surjadi 2019), y dedicaron un tiempo considerable a despla-
zarse para recolectar agua. En tiempos de covid-19, acceder al agua 
de esta manera se convierte en todo un reto logístico y económico. 
La política del gobierno provincial de distanciamiento físico a gran 
escala ha di!cultado el mantenimiento de los ingresos familiares 
generados por la economía informal de la calle (Wilson 2020). En 
consecuencia, la disminución de los ingresos no se corresponde 
con los gastos domésticos elevados para acceder al agua, por lo qué 
las comunidades de bajos ingresos tienen que restringir el lavado 
de manos y otras actividades de higiene personal. 

Asimismo, las repercusiones económicas de la covid-19 también 
han di!cultado que las familias de bajos ingresos conectadas a las 
redes de agua corriente puedan cumplir con el pago mensual de la 
tarifa de agua, por lo que corren el riesgo de que se les corte el su-
ministro. Tanto Palyja como Aetra siguen exigiendo el pago a todo 
tipo de clientes, cuyas facturas se calculan en función del consu-
mo medio de los últimos tres meses. La política de corte del servi-
cio sigue siendo aplicable cuando el cliente no paga la factura. Un 
ejemplo claro fue el corte de agua a hogares de bajos ingresos en la 
zona este de Yakarta, donde varios residentes no pudieron pagar la 
factura debido a la pérdida de ingresos del hogar (Setiawan 2020). 



Agua Pública y Coronavirus

 249

En consecuencia, ante las di!cultades de acceso al agua y el sanea-
miento, la desigualdad en Yakarta ha empeorado con la crisis de la 
covid-19, con mayores riesgos de contagio y propagación del virus 
en las comunidades de bajos ingresos. Por lo tanto, es evidente que 
las desigualdades agravadas por la covid-19 han atrapado a las co-
munidades de bajos ingresos en un círculo vicioso de vulnerabili-
dad del que solo podrían escapar a través de una transformación de 
la estructura de gobernanza del agua de Yakarta.

COVID-19: MOMENTUM OR CHALLENGE?

Las críticas a la desigualdad en el acceso al agua en Yakarta han sido 
frecuentes desde la primera época de la privatización (Ardhianie 
2006). Al igual que la mayoría de las críticas contra la privatización, 
se basaron en la noción del derecho humano al agua como contra-
dictoria con la práctica de la privatización del agua. Esta noción se 
manifestó en 2002 con la creación de la Coalición Popular por el De-
recho al Agua (KRuHA, por sus siglas en indonesio). Sus objetivos 
eran promover el derecho humano al agua y oponerse a la mercan-
tilización y privatización del sector. Más tarde, en 2011, la KRuHA 
organizó una coalición cívica más amplia, conformada por diferen-
tes actores con diversas preocupaciones sociales y medioambien-
tales, conocida como Coalición de Residentes de Yakarta Contra 
la Privatización del Agua (KMMSAJ, por sus siglas en indonesio). 
Posteriormente, la coalición evolucionó hasta convertirse en un 
movimiento por la remunicipalización cuyo objetivo no es solo la 
transferencia de la propiedad del sector del agua, sino también una 
mayor participación ciudadana que asegure el derecho humano al 
agua (Lobina et al. 2019). 

La lucha por la remunicipalización continúa. La pandemia y la 
necesidad de un acceso equitativo al agua han reforzado su urgen-
cia y han dado nuevos bríos a los argumentos a favor de un modelo 
alternativo de gobernanza para revertir la persistente desigualdad 
del acceso al agua en Yakarta (Atika 2019). La KMMSAJ aprovechó 
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este impulso para rea!rmar que el operador privado no ha propor-
cionado un acceso adecuado, !able y asequible a las comunidades 
de bajos ingresos durante la crisis de la covid-19. Los representan-
tes de la Fundación de Asistencia Jurídica de Yakarta, una organiza-
ción integrante de la KMMSAJ, argumentaron que la privatización 
del agua había convertido este elemento en una mercancía de acce-
so exclusivo para las clases medias y altas (Ambari 2020). En la mis-
ma línea, la KMSSAJ publicó una declaración o!cial dirigida a los 
organismos municipales de Yakarta responsables de la gobernanza 
del agua, con las siguientes demandas (Ambari 2020): 

• el control del Estado sobre los recursos hídricos para el ma-
yor bene!cio de la población, tal y como establece el artícu-
lo 33 de la Constitución de Indonesia;

• que el gobernador de Yakarta rescinda los contratos de pri-
vatización del agua con los dos operadores privados y de-
vuelva el servicio al control público;

• que el gobierno municipal de Yakarta garantice la disponi-
bilidad y el acceso al agua potable para todos los residentes, 
especialmente las comunidad de bajos ingresos y marginali-
zadas, para contener la propagación del virus de la covid-19 
y proteger la salud pública;

• que el órgano legislativo municipal garantice que el gober-
nador de Yakarta cumpla con su deber constitucional de 
controlar y gestionar el agua para el bienestar de los resi-
dentes;

• que se habilite la participación de la ciudadanía en los pro-
cesos de gobernanza y toma de decisiones en materia de 
agua en Yakarta;

• que la Comisión de Erradicación de la Corrupción (KPK) su-
pervise el proceso de traspaso de la gestión del agua a las 
autoridades municipales de Yakarta, propensas a la corrup-
ción.

Además de las demandas generales de la KMMSAJ, algunas or-
ganizaciones también exigieron una respuesta especí!ca de emer-
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gencia en materia de agua para las comunidades de bajos ingresos, 
especialmente para las residentes en asentamientos informales. El 
requerimiento incluía la instalación de espacios higiénicos para el 
lavado de manos y ayudas económicas para cubrir el consumo de 
agua. Lamentablemente, PAM Jaya sólo dio respuesta a la solicitud 
de instalaciones para el lavado de manos, con la habilitación de es-
pacios en un tercio de los asentamientos informales, mientras que 
la demanda de apoyo para el pago del consumo de agua no obtuvo 
ninguna respuesta (G. Muhammad, entrevista personal, 2020). No 
obstante, la KMMSAJ sigue haciendo circular estas demandas en 
medios de prensa y plataformas en línea con la esperanza de que 
el gobierno local responda a las políticas. La KMMSAJ también está 
promoviendo debates políticos, seminarios y conferencias en línea 
(M. Reza, comunicación personal, 10 de junio de 2020; G. Muham-
mad, entrevista personal, 2020). Estas estrategias funcionan bien 
para aumentar la presión pública, dado que las estrategias tradicio-
nales de movilización, como las concentraciones y las marchas, no 
son posibles durante la pandemia.

La crisis de la covid-19 ha motivado a KMMSAJ no solo a utilizar 
una plataforma en línea, sino a replantear su estrategia (M. Reza, 
comunicación personal, 10 de junio de 2020). En el pasado, la es-
trategia de la KMMSAJ y sus consecutivas victorias legales habían 
generado mucho interés en el país, con avances concretos hacia 
la remunicipalización del agua en Indonesia (Marwa 2019b). Pero 
la crisis de la covid-19 ha di!cultado la impugnación de la privati-
zación a través de estrategias legales, ya que el gobierno nacional 
ha elaborado diversas normativas favorables a las empresas para 
atraer inversores extranjeros, en el marco de políticas que el go-
bierno considera necesarias para la recuperación económica des-
pués de la pandemia (Harsono 2020). Un ejemplo de ello es la con-
trovertida ley ómnibus sobre la creación de empleo, que pretende 
fomentar más inversiones mediante la desregulación del sector 
laboral, la "exibilización de la protección medioambiental y la pri-
vatización de infraestructuras que antes eran propiedad del Esta-
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do, como la electricidad. Unos de los artículos de legislación que 
se han propuesto –y que supone un reto especial para la lucha por 
la remunicipalización del agua– es la promoción de una modalidad 
centralizada de gobernanza de los recursos para facilitar activida-
des empresariales que se vean obstaculizadas por las normativas 
locales (Eloksari 2020).

Como alternativa a la estrategia basada en disputas judiciales, 
un representante de la KRuHA defendió la importancia de vincular 
la lucha por la remunicipalización del agua con movimientos más 
amplios por la justicia social y ambiental. La ley ómnibus ha gene-
rado la oposición de organismos no gubernamentales de defensa de 
los derechos humanos y de organizaciones ecologistas que han cri-
ticado que se priorice el crecimiento económico sobre la justicia so-
cial y ambiental (Jakarta Post 2020). Un representante de la KRuHA 
describió la situación actual como una “vuelta a la época posterior a 
la reforma” (M. Reza, comunicación personal, 10 de junio de 2020). 
Sostuvo que, dado que los movimientos sociales se ven obligados 
a absorber tantos temas al mismo tiempo, resulta más difícil para 
las organizaciones de base in!uir en el debate público (M. Reza, 
comunicación personal, 10 de junio de 2020). Por lo tanto, en lugar 
de centrarse en la narrativa sectorial del acceso al agua urbana y 
competir con otros movimientos, la KRuHA vincula la lucha por la 
remunicipalización del agua con otras luchas por la justicia social y 
el medio ambiente a escala nacional para reclamar el control públi-
co sobre los recursos hídricos. Esta estrategia está en consonancia 
con el concepto de Semesta Air, que encarna una idea holística del 
agua que conecta a los seres humanos con el medio ambiente en 
varias escalas y establece conexiones con diferentes tipos de aguas 
super"ciales basadas en ciclos hidrológicos (Lobina et al. 2019). 

Lamentablemente, las crecientes demandas y movilizaciones a 
favor de la remunicipalización no han acelerado el proceso en un 
sentido pragmático de transferencia de la propiedad o en términos 
de mayor participación pública en la gobernanza del agua. El go-
bernador de la ciudad, Anies Baswedan, había prometido en el año 
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2018 asumir gradualmente el control del agua de Yakarta, pero su 
administración no ha mostrado ningún progreso signi!cativo en 
esta dirección, excepto una renegociación de contrato en curso en-
tre PAM Jaya y dos operadores privados. Esto se debe en parte a las 
incoherencias del gobierno local de Yakarta a lo largo del proceso 
de remunicipalización; por un lado ha convocado a un equipo es-
pecial de asesores para apoyar este proceso, pero por otro lado ha 
designado a un exdirector de Aetra para su dirección. Estas incohe-
rencias han estancado el proceso de remunicipalización del agua, 
ya que el gobierno local tiene que enfrentarse a la dura oposición de 
dos operadores privados y del gobierno nacional (M. Reza, comuni-
cación personal, 10 de junio de 2020). 

Aunque las negociaciones siguen teniendo lugar a puerta cerra-
da, la crisis de la covid-19 ha servido en realidad para intensi!car 
las presiones a favor de la privatización, ya que sus defensores argu-
mentan que contribuiría a la recuperación económica de la ciudad. 
Las agencias internacionales de desarrollo, como el Banco Mun-
dial, han promovido el capital privado como la única solución para 
!nanciar proyectos de infraestructura masivos (Bigger y Webber 
2020). Esta presión ha hecho que el gobierno local de Yakarta apoye 
la idea de asociaciones público-privadas. Por ejemplo, el goberna-
dor de Yakarta ha dado recientemente luz verde al controvertido 
Proyecto de Desarrollo Costero Integrado de la Capital Nacional 
(NCICD, por sus siglas en indonesio) como parte de una estrategia 
de mitigación de inundaciones. El elevado coste de la inversión, 
de hasta 40.000 millones de dólares, se amortizaría a través de una 
asociación público-privada (Both ENDS, SOMO y TNI 2017; Nurbaiti 
2020). 

Como resultado, los intercambios sobre la remunicipalización 
del agua entre las élites gubernamentales se han aplazado, mientras 
que el enfoque de la discusión se ha limitado a la transferencia de la 
propiedad y la ampliación del acceso, sin reconocer la importancia 
de la participación ciudadana (Tambun 2019). El director de PAM 
Jaya también utilizó a la covid-19 como excusa para transformar el 
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debate en una discusión puramente técnica sobre la distribución 
del agua, dejando de lado las persistentes desigualdades que carac-
terizan la gobernanza del agua en Yakarta. Cuando se le planteó la 
cuestión de la remunicipalización del agua, se limitó a decir que 
la empresa se centraría en el suministro de agua limpia añadiendo 
30.000 nuevos clientes en las zonas del norte y el oeste de Yakarta 
e instalando lavabos portátiles en algunos espacios públicos para 
hacer frente a la pandemia (Syakriah 2020).

REPENSAR LA REMUNICIPALIZACIÓN DEL AGUA

En conclusión, la crisis de la covid-19 ha exacerbado la desigualdad 
del agua en Yakarta y ha colocado a las comunidades de bajos in-
gresos en un círculo vicioso de vulnerabilidad. La coalición de base 
KMMSAJ ha aprovechado este impulso para poner de mani!esto la 
desigualdad en el acceso al agua en Yakarta y acelerar el proceso de 
remunicipalización. Teniendo en cuenta los límites de recursos y 
espacios como consecuencia de la crisis de la covid-19, la KMMSAJ 
se ha visto obligada a modi!car algunas de sus estrategias, como 
trasladar sus actividades a Internet, utilizar estrategias que no se 
centren en aspectos judiciales y ampliar sus alianzas para mante-
ner la presión popular a favor de la remunicipalización.

Sin embargo, esta presión no se ha traducido en una prioridad 
a nivel político. Los impactos económicos negativos de la covid-19 
han motivado al gobierno nacional a promover la privatización para 
atraer más inversiones extranjeras, mientras que las agencias de 
desarrollo internacional han respaldado la inversión privada como 
la solución al doble dilema de la ciudad: infraestructura resistente 
y restricción !scal.

Mientras tanto, el gobierno local, que ha sido inconsistente en 
su posición sobre la remunicipalización, ha autorizado proyectos 
de mitigación de inundaciones utilizando un esquema de asocia-
ción público privada. Por estas razones, la crisis de la covid-19 se 
ha convertido en un arma de doble !lo en el proceso de remunici-
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palización de Yakarta. Da impulso a la presión popular y, al mismo 
tiempo, refuerza a una élite favorable a la privatización.
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Capítulo 13

Beverley Mullings

UNA OPORTUNIDAD PARA 
HACER UNA PAUSA Y 
REPENSAR: EL AGUA PÚBLICA 
DE JAMAICA DESPUÉS DE       
LA COVID-19

La pandemia de covid-19 ha puesto de mani!esto la amenaza 
que supone para la salud pública el hecho de que sectores 
de la población no tengan acceso al agua pública. El agua 

se ha revelado como un elemento crucial para preservar la salud, 
posibilitando el lavado de manos y la limpieza de super!cies para 
frenar la propagación del contagio. Los esfuerzos realizados en Ja-
maica para responder a la necesidad urgente de acceso universal 
al agua pública están revelando la magnitud del desafío !nanciero 
que la deteriorada infraestructura de agua de la isla supone para su 
principal operador público: la Comisión Nacional del Agua. La pan-
demia también ha ampli!cado las de!ciencias de los proyectos de 
asociaciones público-privadas que se centran en la recuperación de 
los costes del agua no facturada en lugar de invertir en alternativas 
infraestructurales sostenibles.

Este capítulo sostiene que la pandemia ha ofrecido a los jamai-
canos la oportunidad de hacer una pausa y reevaluar la importancia 
del acceso público universal al agua para la vida y la salud de la 
población. También ha evidenciado el imperativo de poner mayor 
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énfasis en innovaciones para posibilitar mejoras infraestructurales 
sostenibles en lugar de tecnologías so!sticadas destinadas a mejo-
rar la e!ciencia para la recuperación de costes.

INTRODUCCIÓN 

Resulta un tanto irónico que el nombre Jamaica derive de la pala-
bra Xaymaca, un término indígena que signi!ca “tierra de madera y 
agua” y que fuera utilizado por los primeros pobladores, los taínos, 
para describir la isla. Es una descripción que ya no caracteriza las 
condiciones ambientales en las que los habitantes de esta isla de 
11.000 km2 aseguran su acceso al agua. Aunque aproximadamente 
el 93% de la población tiene acceso al agua potable, existen grandes 
desigualdades en la distribución, la facilidad de acceso y el coste del 
servicio, todo ello agravado por la pandemia. Lo que ha quedado 
claro tras la crisis del coronavirus es la magnitud de la mala gestión 
del agua en Jamaica durante los últimos 40 años y la necesidad de 
reevaluar lo que signi!ca proporcionar un acceso universal a agua 
limpia y segura. Como bien observa Arundhati Roy, la pandemia 
es un portal que ha puesto de mani!esto las desigualdades de las 
políticas de gestión del agua existentes, que exponen a poblaciones 
especí!cas a la muerte y la enfermedad, pero también una oportu-
nidad para reimaginar el suministro público de agua de forma que 
se valore realmente el acceso universal como un derecho humano 
básico.

Una rápida lectura de estadísticas recientes pinta un panorama 
de acceso al agua pública en Jamaica aparentemente aceptable. En 
2017, el 90,6% de la población tenía acceso al menos a servicios 
básicos de agua potable (World Development Indicators 2020), de-
!nidos por dos agencias de Naciones Unidas (WHO/UNICEF 2020) 
como “agua potable de una fuente mejorada, como agua corriente, 
pozos de sondeo o pozos tubulares, pozos excavados protegidos, 
manantiales protegidos y agua envasada o entregada, cuyo tiempo 
de recogida no sea superior a 30 minutos en un viaje de ida y vuel-
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ta”. Esta cifra se eleva al 95,5% para los habitantes de las zonas urba-
nas y se reduce a aproximadamente al 85% en las zonas rurales. Las 
estimaciones publicadas en el Plan Nacional de Implementación de 
la Política del Agua de 2019 proporcionan una imagen más detalla-
da del acceso en toda la isla. El plan indica que aproximadamente 
el 70% de la población recibe agua a través de las conexiones domi-
ciliarias proporcionadas por el principal operador público de agua 
-la Comisión Nacional del Agua (NWC, por sus siglas en inglés)- y el 
30% restante obtiene agua de fuentes públicas, camiones cisterna, 
tanques comunitarios de captación de agua pluvial, así como de ríos 
y arroyos (Government of Jamaica 2019). 

Pero detrás de estas cifras se esconde una historia menos impre-
sionante: de infraestructuras deterioradas, de calidad de servicio 
restringida, de acceso muy desigual y con una importante transfe-
rencia de los costes de suministro a los hogares. Aunque la mayoría 
de los jamaicanos tienen acceso al suministro de agua potable (Na-
tional Water Commission 2020), la calidad y la cantidad del servicio 
prestado se ven comprometidas por la ine!cacia de su envejecida 
infraestructura hídrica (Government of Jamaica 2019). La pandemia 
de covid-19 ha sacado a la luz las desigualdades y vulnerabilidades 
del régimen hídrico del país. No sólo ha ampli!cado la incapacidad 
de la deteriorada infraestructura hídrica de la isla para proporcio-
nar a los hogares un acceso continuo al agua potable, sino que tam-
bién ha puesto de mani!esto los niveles inaceptables de riesgo para 
la salud pública que las desigualdades en la prestación del servicio 
imponen a los hogares de bajos ingresos.

EL DETERIORO DE LA INFRAESTRUCTURA HÍDRICA

El deterioro de las infraestructuras hídricas de Jamaica es la culmi-
nación de años de inversiones inadecuadas, un re"ejo del continuo 
endeudamiento y la crisis económica de la isla, que ha dejado gran 
parte de las infraestructuras creadas en la década de 1960 (cuando 
el país obtuvo la independencia) con un mantenimiento lamenta-
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ble. El auditor general de Jamaica estimó que los niveles de agua no 
facturada (el agua que se “pierde” antes de llegar al consumidor), 
llegaban al 71%. En 2014, el organismo calculó que de los 270.000 
millones de galones de agua no facturada producidos, aproximada-
mente el 49% se debía a fugas y el 51% al consumo sin pagar (Au-
ditor General’s Department of Jamaica 2014). En combinación con 
las escasas precipitaciones y las condiciones de sequía en algunas 
partes de la isla durante casi una década, el suministro constante de 
agua sigue siendo un problema constante para los hogares de todo 
el país. El agua se restringe de forma rutinaria y en zonas urbanas 
de Kingston, la ciudad capital, no es raro que el agua corriente se 
suspenda por la noche o en determinados días de la semana. La 
inseguridad en el abastecimiento se ha convertido en un hecho tan 
cotidiano que incluso entre el 70% de los hogares urbanos que re-
ciben agua de una fuente canalizada es necesario comprar tanques 
de almacenamiento para garantizar un suministro !able. Sin estos 
tanques, la mayoría de los hogares de Jamaica no podrían cumplir 
las directrices de la Organización Mundial de la Salud en materia de 
higiene para evitar la propagación de la covid-19.

INSEGURIDAD DE LA TENENCIA, INSEGURIDAD DEL AGUA

Para los hogares de las zonas rurales, donde menos de la mitad de 
la población tiene acceso al agua corriente (Government of Jamaica 
2008), así como para alrededor del 20% de la población de la isla 
que vive en las 750 comunidades informales de Jamaica, la insegu-
ridad del agua ya se ha convertido en un asunto que amenaza la vida 
(Ministry of Transport, Works and Housing 2014). Porque, como ya 
lo ha demostrado la pandemia, es imposible mantenerse a salvo 
cuando la única fuente de acceso al agua potable de un hogar es 
una tubería en un patio de la vecindad a la que acceden varias fami-
lias, o una fuente pública utilizada por una comunidad más amplia. 
Además, como se señala en la Plan Nacional de Implementación de 
la Política Nacional del Agua 2019, los surtidores públicos suelen 
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estar ubicados lejos de los hogares (Government of Jamaica 2019). 
El 27% de las personas que recogen agua de las tomas colectivas 
de las zonas rurales y los pueblos fuera del área metropolitana de 
Kingston deben caminar más de 500 metros. Entre los hogares de 
bajos ingresos con inseguridad en la tenencia de la tierra, el distan-
ciamiento físico, las recomendaciones sobre el lavado de manos y 
la limpieza de super!cies han sido difíciles de cumplir en ausencia 
de un suministro !able de agua corriente. 

No es de extrañar que la comunidad rural de Portland Cottage, 
en la parroquia sureña de Clarendon, fuera uno de los primeros 
focos de la covid-19, con algunos de los primeros casos de infec-
ción registrados en el país (Mundle 2020). Situada en una zona de 
prohibición de construcciones por ser propensa a inundaciones, 
Portland Cottage es un asentamiento informal cuyos residentes han 
tratado de mantener una presencia a largo plazo con la esperan-
za de que su ocupación continua de la tierra pueda ser reconocida 
eventualmente para la regularización de la tenencia. Pero el carác-
ter informal de la comunidad ha sido parte de la razón por la que 
el 25% de los 4.704 residentes de Portland Cottage compran el agua 
que utilizan, el 23% depende de surtidores públicos y el 22% de tu-
berías privadas ((Social Development Commission 2020). A medida 
que la crisis económica de Jamaica se agrava bajo la presión de la 
pandemia, los hogares de bajos ingresos y sin empleo tendrán cada 
vez más di!cultades para !nanciar el aumento de los protocolos hi-
giénicos para contener la covid-19, especialmente porque el coste 
del agua transportada en camiones cisterna privados es más ele-
vado que el del suministro por tuberías. Como nos lo explicaba un 
residente de Portland Cottage entrevistado para esta investigación, 
“el consumo de agua es ahora un gran problema, porque tenemos 
que lavarnos las manos más a menudo y debemos pagar 4.000 dóla-
res1 cada vez, y estamos desempleados, así que es difícil... El agua 

1 N.T. 4.000 dólares jamaicanos equivalen a 27 dólares estadounidenses a la cotiza-
ción de marzo de 2021 (1 J$ = 0,0068 US$).
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que comprábamos solía alcanzar para más de dos semanas, pero 
ahora no. Aquí nos gustaría ser gente normal y tener agua del grifo 
en nuestra casa” (Hyman 2020).

LAS RESPUESTAS A LA PANDEMIA DE COVID-19

En el contexto de la pandemia, la Comisión Nacional del Agua re-
nunció al cobro de las multas por mora y las tasas de reconexión 
entre mayo de 2020 y julio de 2020, y puso en marcha un Programa 
de Asistencia Contra la Covid-19 (CAP, por sus siglas en inglés) que 
ofrecía a los clientes con retrasos superiores a 90 días un descuento 
del 30% en el pago de la factura (Allen 2020).

Estimado como una pérdida de ingresos equivalente a 500 mi-
llones de dólares, el programa de alivio (ampliado posteriormente 
hasta el 31 de agosto de 2020) ofreció a unos 31.000 clientes forma-
les un respiro de la amenaza de desconexión, al tiempo que ayuda-
ba a la empresa de!citaria a seguir siendo económicamente viable 
(Loop Jamaica 2020, Dawkins 2020). La NWC también ha ampliado 
la cobertura a las comunidades que se encuentran fuera de su zona 
de servicio, contratando a contratistas privados para que suminis-
tren agua en camiones cisterna a las comunidades que se encuen-
tren fuera de su zona de operaciones (Linton 2020). 

El CAP es una intervención bienvenida que ayudará a los hogares 
con problemas económicos y que se enfrentan a un acceso precario 
al agua. Pero esta intervención no aborda el problema constante del 
acceso restringido y poco !able al agua que sufren habitualmente 
los clientes residenciales facturados, ni las di!cultades a las que se 
enfrentan las familias sin acceso a una fuente de agua corriente. Se 
trata de retos estructurales que ponen de mani!esto la necesidad de 
que Jamaica revise sus infraestructuras hídricas.

Pero lo más importante es que se trata de intervenciones que 
habrían sido improbables si la NWC fuera un operador privado de 
agua.



Agua Pública y Coronavirus

 265

LA PRIVATIZACIÓN: UNA FALSA SOLUCIÓN

Durante los últimos cinco años, la NWC ha operado bajo la amena-
za constante de la privatización. Al operar con pérdidas durante la 
última década, la empresa pública (creada en 1980) ha luchado por 
aumentar el acceso al servicio, la distribución y la mejora de las in-
fraestructuras, al tiempo que se esforzaba por elevar sus niveles de 
recuperación de costes. El suministro de agua en Jamaica también 
ha tendido a ser costoso debido a las grandes cantidades de energía 
necesarias para producir agua en la isla. Por ejemplo, en 2019, la 
energía representó aproximadamente el 30% de los costes operati-
vos de la empresa (Government of Jamaica 2019). Reconociendo la 
profundidad del desafío al que se enfrenta el sector del agua en ge-
neral, en 2002 el gobierno con!rmó su compromiso con un enfoque 
de gestión integrada de los recursos hídricos destinado a crear un 
entorno propicio para “el desarrollo y la gestión del agua, la tierra 
y los recursos relacionados, con el !n de maximizar el bienestar 
económico y social resultante de manera equitativa y sin compro-
meter la sostenibilidad de los ecosistemas vitales” (Government of 
Jamaica 2002). 

Desde esa perspectiva, el gobierno se ha centrado en hacer que 
la NWC sea más e!ciente desde el punto de vista energético y ha in-
tentado reducir los altos niveles de agua no facturada que se pierde 
en el proceso de producción. Una de estas iniciativas ha sido una 
asociación público-privada de cinco años con Miya, una empresa 
europea especializada en soluciones de e!ciencia hídrica urbana, 
de propiedad de banco de inversión Bridgeport (Reuters 2019). Con-
tratada con un coste de 42,5 millones de dólares, la asociación Miya/
NWC pretende conseguir un ahorro diario de 70 millones de litros 
de agua al día en el área metropolitana de Kingston (Miya 2015), lo 
que supondría un ahorro potencial para el país de 250 millones de 
dólares en los primeros cinco años (Kebede 2015). 
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A primera vista, la asociación público-privada NWC/Miya pare-
cería ser una iniciativa exitosa, ya que ha logrado reducir las pér-
didas de agua no facturada en las comunidades de Nannyville y 
Rockfort, del 80% inicial a menos del 30% actual. Pero el ahorro 
obtenido en esta comunidad pobre ha procedido de una mayor e!-
ciencia en la facturación a los clientes y no de inversiones para me-
jorar la deteriorada infraestructura de agua de la ciudad. Aunque 
los esfuerzos del gobierno por mejorar la e!ciencia en el suministro 
público de agua son bienvenidos, las intervenciones realizadas pa-
recen estar menos motivadas por el objetivo del acceso universal 
que por la necesidad de demostrar el compromiso del gobierno con 
los principios de recuperación de costes, un requisito previo para 
obtener recursos del Fondo Monetario Internacional (FMI) y un im-
portante incentivo para la con!anza de los inversores (Government 
of Jamaica 2019). 

En 2015, el gobierno indicó su intención de privatizar la NWC, y 
desde entonces ha seguido avanzando con los planes de desinver-
sión, a pesar de los llamamientos para que se consideren formas 
alternativas para mejorar la gestión de la empresa manteniéndola 
en manos públicas. En aquel momento, el entonces presidente en 
funciones de la empresa, Mark Barnett, se opuso a la privatización 
(Johnson 2015) argumentando que la NWC ya había emprendido 
el mismo tipo de estrategias para reducir las ine!ciencias que sue-
len aplicar las empresas privadas; es decir, aumento de las tarifas, 
inversiones en tecnologías de facturación más e!cientes, y la in-
troducción de multas por pagos atrasados. Barnett también argu-
mentó que la privatización no conduciría necesariamente a una 
reducción de los costes de explotación, dada la fuerte dependencia 
de la empresa pública de la energía, con altos costos. Asimismo, 
planteó la posibilidad de explorar opciones de incorporación de 
fuentes de energía renovables (Johnson 2015). Aunque el programa 
de recuperación de costes de la NWC se consideró una estrategia 
muy necesaria para reducir las pérdidas en las que la empresa in-
curría habitualmente, la estrategia seguida ha tendido a priorizar la 
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recuperación de costes a corto plazo, con aumento de las tarifas y la 
reducción de los periodos de gracia para las facturas atrasadas, en 
lugar de la renovación a largo plazo de la infraestructura que cons-
tituye el principal problema del sistema del agua de la isla (National 
Water Commission 2018). 

Un llamdo de la Asociación de Funcionarios del Gobierno Local 
de Jamaica al Banco Mundial para que retire su apoyo a la privati-
zación también puso de mani!esto algunas de las preocupaciones 
de los funcionarios ante la limitada preocupación por la situación 
de los usuarios más pobres (Davis Whyte 2016, Campbell 2016). Ci-
tando la relación entre la privatización y las elevadas tarifas para los 
consumidores, los cortes para los hogares que no pueden pagar, los 
problemas de calidad y una falta general de transparencia en la ges-
tión, el sindicato se hizo eco de muchas de las preocupaciones que 
organizaciones de la sociedad civil de todo el mundo han expresado 
durante los últimos 20 años. Pero, al igual que el Banco Mundial, 
el gobierno jamaicano ha seguido apoyando la idea de la privatiza-
ción por la oportunidad que supondría para desprenderse de 29.000 
millones de dólares de deuda vinculada a un plan de pensiones sin 
!nanciación que se incluyó en los libros contables de la NWC en el 
año 2004 (Loop Jamaica 2019).

En 2018, el gobierno negoció un préstamo de 15.000 millones 
de dólares jamaicanos (la segunda mayor transacción de esta na-
turaleza en la historia del país) con el National Commercial Bank 
(Saunders 2018). El préstamo ha permitido a la NWC re!nanciar 
préstamos denominados en Estados Unidos en concepto de intere-
ses y ha hecho posible que la NWC ejecute una serie de proyectos de 
inversión de capital destinados a reducir los niveles de agua no fac-
turada. En efecto, la emisión de bonos ha servido de señal para el 
mercado. Como lo ha expresado el Primer Ministro, “ahora estamos 
convirtiendo la NWC en un activo en el que pueden invertir los fon-
dos de pensiones y las empresas aseguradoras. Eso sienta las bases 
para la posible colocación de la NWC en el mercado de valores, don-
de los jamaicanos podrían poseer una parte de la NWC en términos 
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accionarios” (Saunders 2018). En combinación con la intención de-
clarada por el gobierno de forjar un nuevo modelo de negocios con 
“un socio comercial internacional que entienda de agua” en 2019 
(Loop Jamaica 2019), la privatización de la Comisión Nacional del 
Agua parecía un hecho consumado hasta marzo de 2020, cuando el 
nuevo coronavirus dio paso a la actual pandemia mundial. 

CONCLUSIÓN

La pandemia de covid-19 ha ofrecido a Jamaica la oportunidad de 
hacer una pausa y repensar el suministro público de agua de forma 
que se valore realmente el acceso universal como un derecho hu-
mano básico. Cuatro décadas años de integración en los mercados 
mundiales han diezmado la infraestructura hídrica de Jamaica y 
han dejado a las comunidades vulnerables en mayor riesgo. Como 
han argumentado numerosos estudiosos previos, los principios 
plasmados en los objetivos del acceso universal al agua no encajan 
bien con la lógica del mercado, y la covid-19 nos recuerda ahora que 
el futuro de las comunidades más vulnerables está íntimamente li-
gado al nuestro. El hecho de que la NWC haya sido capaz de respon-
der a esta crisis sin recurrir a las métricas del mercado para deter-
minar a quién hay que apoyar y a quién hay que abandonar, permite 
visibilizar la clara diferencia entre un mandato impulsado por el 
lucro privado y los intereses de los accionistas y un mandato mo-
tivado por el objetivo del acceso universal. Si hay una lección que 
aprender de la pandemia de covid-19 es que las soluciones creativas 
abundan, si tenemos una visión clara y la certeza moral de pensar 
más allá de la lógica del fundamentalismo del mercado. Como nos 
recuerda Arundhati Roy, esta terrible desesperación nos ofrece la 
“oportunidad de repensar la maquinaria del juicio !nal que hemos 
construido para nuestra propia destrucción. Nada podría ser peor 
que una vuelta a la normalidad” (Roy 2020). 
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Capítulo 14

Christopher Herzog
Arnd Wendland
Claudia Wendland

UNA MIRADA DESDE DENTRO: 
LA RESPUESTA DE HAMBURGO 
A LA COVID-19

Este capítulo ofrece un análisis de la experiencia de Ham-
burg Wasser -la segunda empresa de agua y saneamiento 
más grande de Alemania- en respuesta a la pandemia de Co-

vid-19, hasta agosto de 2020. Como empleados de esta empresa pú-
blica, nos centramos en los retos y las medidas adoptadas al interior 
de nuestra estructura organizativa para garantizar la prestación de 
servicios de agua y saneamiento sin comprometer la estabilidad de 
las operaciones y la salud de los trabajadores y de los usuarios. En 
las páginas que siguen examinamos nuestros protocolos de plani!-
cación de emergencias, su evolución durante la emergencia sanita-
ria y posibles lecciones para la gestión de crisis futuras.

INTRODUCCIÓN 

Hamburg Wasser es un grupo de empresas públicas que suminis-
tran servicios de agua y saneamiento a más de dos millones de con-
sumidores en la región metropolitana de Hamburgo, una ciudad-es-
tado del norte de Alemania. Los servicios se suministran a través 
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de dos entidades jurídicas autónomas:  Hamburger Wasserwerke 
GmbH (Aguas de Hamburgo) y Hamburger Stadtentwässerung AöR 
(Aguas Residuales de Hamburgo). Desde el año 2006 estas dos en-
tidades operan bajo un mismo techo institucional y con objetivos, 
estructura administrativa y procedimientos comunes, así como una 
gestión uni!cada en los tres primeros niveles jerárquicos.

Ambas empresas han sido siempre propiedad del Estado Federal 
de Hamburgo. En 2004, los ciudadanos demandaron un referéndum 
contra su posible privatización y tuvieron éxito, lo que dio lugar a 
una ley en 2006 que garantizaba el suministro público de agua. La 
ley dice lo siguiente:

El suministro público de agua es responsabilidad de la Ciu-
dad Libre y Hanseática de Hamburgo como una obligación 
estatal. Si esta tarea es llevada a cabo por terceros, sus ac-
ciones serán en su totalidad propiedad de la empresa de la 
Ciudad Libre y Hanseática de Hamburgo (Freie und Hanses-
tadt Hamburg, 2006).

La misión de Hamburg Wasser es suministrar servicios de agua 
asequibles a todos los residentes y consumidores del área metropo-
litana, garantizando la sostenibilidad económica y ecológica para 
las generaciones futuras. En 2009, Hamburg Wasser fundó una !lial 
de suministro de energía renovable, Hamburg Energie, que desde 
entonces se ha convertido en uno de los mayores proveedores loca-
les de energía renovable del norte de Alemania. Otra !lial de 100% 
propiedad de la empresa es Consulaqua, una entidad de consultoría 
que sirve de interfaz entre la empresa pública y el sector privado. 

LA PREPARACIÓN PARA EMERGENCIAS ANTES DE LA COVID-19 

Las emergencias y las crisis en las instalaciones de infraestructuras 
críticas pueden provocar un deterioro considerable de su funciona-
lidad y causar daños a sistemas públicos y económicos a una escala 
más amplia (BMI 2011). Hamburg Wasser ha elaborado una serie de 
protocolos de gestión de emergencias y crisis muy especí!cos, que 
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incluyen respuestas a infecciones bacterianas por coliformes en la 
red, desastres climáticos y amenazas terroristas. 

El plan de emergencia para crisis referidas a epidemias y pan-
demias consta de tres aspectos principales: gestión interna y res-
ponsabilidades; propuestas concretas de medidas para reducir la 
incidencia de la infección y proteger las zonas de procesamiento 
vulnerables; y requisitos mínimos de personal para mantener nive-
les adecuados de suministro de agua y gestión de aguas residuales. 
Un manual de instrucciones describe las estructuras y los procedi-
mientos que deben aplicarse en cuanto deje de ser posible el fun-
cionamiento normal. El objetivo es mantener un equipo de gestión 
de crisis con participación de personal de 18 áreas temáticas que 
pueden reunirse en diferentes con!guraciones dependiendo de la 
situación.

Además de la provisión y el desarrollo de estructuras y procedi-
mientos teóricos, el desarrollo de la capacidad de los miembros de 
la gestión de crisis es un instrumento central de la estrategia de la 
empresa, con actividades periódicas de formación y puesta a prue-
ba de las estructuras y procedimientos para anticiparse a escenarios 
especí!cos. Los miembros del equipo de gestión de crisis proceden 
de las distintas áreas operativas de la empresa y en algunos casos 
no se conocen entre sí. Las sesiones de formación familiarizan a 
los miembros con los procedimientos. A !nales de 2019, Hamburg 
Wasser llevó a cabo un ejercicio conjunto, en cooperación con los 
operadores de la red de electricidad y gas de Hamburgo, para refor-
zar la cooperación entre los operadores de infraestructuras en caso 
de crisis.

LA GESTIÓN DE LA EMERGENCIA DURANTE LA COVID-19

Poco antes de que se identi!cara el primer caso de coronavirus en 
Hamburgo, se decidió crear un comité de emergencia interdivisio-
nal. Hamburg Wasser consideró la situación pandémica como una 
emergencia para la empresa más que una simple crisis. A pesar de 
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ello, se aplicaron las herramientas de gestión de crisis. Debido al 
escenario de la pandemia, todas las reuniones del comité de emer-
gencia se realizaron por teléfono y videoconferencia.

Las primeras reuniones fueron una prueba en términos de co-
municación digital, así como un primer intento de comprender el 
alcance del trabajo que se iba a realizar. Los preparativos estruc-
turales y la formación de los últimos años dieron sus frutos y se 
actualizaron y revisaron continuamente. Se de!nieron las respon-
sabilidades y las estructuras de comunicación y se coordinaron los 
métodos de trabajo.

Incluyendo las sustituciones por vacaciones, 23 personas de di-
ferentes departamentos formaron parte del comité de emergencia. 
En concreto:

• Jefe de Operaciones: Dirige el comité y modera las reunio-
nes. Tiene autoridad para tomar las decisiones !nales. Man-
tiene estrecho contacto con los dos directores generales y 
los consejos de personal.

• Equipo de Coordinación: Organiza y garantiza el buen fun-
cionamiento del comité. Prepara las reuniones en colabora-
ción con el Jefe de Operaciones. 

• Equipo de Personal y Salud: Elabora recomendaciones bási-
cas para hacer frente a la pandemia, especialmente desde el 
punto de vista organizativo, médico y de seguridad laboral.

• Equipo de Operaciones de Emergencia: Desarrolla planes 
especiales de emergencia para las distintas unidades orga-
nizativas (como las de operación y mantenimiento) y se pre-
para para un posible empeoramiento de la situación.

• Equipo de Gestión de Materiales: Supervisa los inventarios 
y la adquisición de insumos clave.

• Equipo de Comunicación: Establece la comunicación inter-
na y externa durante la pandemia.

• Equipo de Tecnología de la Información: Coordina todos los 
requerimientos técnicos relacionados con el cambio de mé-
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todos de trabajo (por ejemplo videoconferencias).

El objetivo del comité de emergencia era centralizar la recogida 
de información, evaluar la situación, identi!car los acontecimien-
tos críticos y preparar las respuestas, todo ello bajo el lema de “ade-
lantarse al momento”. El comité de emergencia también garantiza 
el intercambio exhaustivo de información y comunicación al inte-
rior de la empresa. 

Los principales problemas se discutían en el comité de emer-
gencias y se delegaban las cuestiones secundarias. Las soluciones 
propuestas se preparaban en grupos de trabajo más pequeños y se 
presentaban al comité de emergencia para la toma de decisiones. 
Las consultas de las unidades organizativas eran atendidas indivi-
dualmente por los delegados responsables. Los responsables de 
los temas decidían qué cuestiones debían debatirse en el comité de 
emergencia y cuáles podían decidirse por su cuenta.

Las siguientes prácticas han demostrado ser útiles para el fun-
cionamiento del comité de emergencia:

• Reuniones diarias.
• Seguimiento de la situación externa en Hamburgo, Alema-

nia y otros países.
• Seguimiento de la situación interna, especialmente del per-

sonal, mediante una consulta periódica en las áreas opera-
tivas.

• Orden del día !jo y estandarizado y buena preparación de 
los elementos visuales de las reuniones, para permitir una 
toma de decisiones e!caz.

Para garantizar una comunicación interna transparente y cohe-
rente, los directivos y los empleados recibían regularmente infor-
mación actualizada por correo electrónico, intranet y vídeo. La in-
formación se refería a la evolución de la exposición al coronavirus 
en la empresa, cuestiones de gestión de personal e instrucciones en 
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torno a las últimas normas de higiene.

COLABORACIÓN CON OTRAS PARTES 

Se establecieron contactos con otros proveedores de agua y opera-
dores de redes a varios niveles. Se intercambió información sobre 
las mejores prácticas a través de contactos bilaterales e informales. 
También se mantuvo un intercambio regular con los médicos de 
empresa de otros dos operadores públicos de la red de calefacción 
y de la red eléctrica. Dado que Hamburg Wasser no dispone de los 
conocimientos necesarios para evaluar la propagación del virus, 
nos basamos en las evaluaciones y recomendaciones del Instituto 
alemán Robert Koch y del Ministerio Federal de Sanidad.

A nivel de directores generales, las conferencias telefónicas de 
los operadores públicos de Hamburgo se celebraron regularmente 
bajo la dirección de la autoridad supervisora. Durante la pandemia, 
la autoridad supervisora debatió regularmente, priorizó y propor-
cionó de forma centralizada equipos de protección (principalmente 
máscaras de protección especiales como las FFP2 o FFP3). La expe-
riencia ha demostrado que las medidas básicas adoptadas por los 
operadores públicos eran todas similares (normas de higiene cla-
ras, trabajo desde casa, separación de unidades), pero diferían en 
detalle según las circunstancias internas.

MEDIDAS PARA GARANTIZAR EL ACCESO A LOS SERVICIOS

Pronto quedó claro que la pandemia del nuevo coronavirus no aca-
baría en unas semanas y que la situación seguiría empeorando. En 
consecuencia, el objetivo era mantener el “funcionamiento nor-
mal” el mayor tiempo posible. El comité de emergencia elaboró las 
siguientes líneas estratégicas de actuación:

• Retrasar la propagación del virus y minimizar las enferme-
dades concurrentes. El objetivo era mantener lo más bajo 
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posible el número de personas que enfermaran al mismo 
tiempo y ganar tiempo para otros preparativos (por ejem-
plo, aumentar la capacidad de tratamiento en los hospitales, 
evitar los picos de carga en el sistema sanitario, desarrollar 
medicamentos antivirales y vacunas) y evitar la generaliza-
ción interna de enfermedades simultáneas y cuarentenas.

• Protección y apoyo a los empleados especialmente afecta-
dos. El objetivo era garantizar la salud de los funcionarios 
como responsabilidad social de la empresa.

• Preparación de una estrategia de emergencia ante un po-
sible empeoramiento de la situación. El objetivo era garan-
tizar el funcionamiento de la empresa en caso de que todos 
los empleados que no fueran necesarios según los niveles 
mínimos de plantilla fueran enviados a casa y un número 
relevante de empleados cayera enfermo.

El comité de emergencia elaboró medidas concretas para poner 
en práctica estas líneas de acción. Las medidas se centraron en li-
mitar los contactos de todos los empleados (directivos, personal de 
apoyo y trabajadores de primera línea) y permitir únicamente los 
contactos necesarios para las operaciones bajo normas de higiene 
especiales. Los funcionarios de las o!cinas trabajaban desde casa 
siempre que fuera posible (1.300 empleados de un total de 2.400 po-
dían trabajar desde casa). Otros, cuyas actividades en la empresa 
no les permitían trabajar a distancia, siguieron trabajando in situ 
con normas de higiene especí!cas y en equipos estrictamente se-
parados. Los servicios informáticos de redes, hardware y so"ware 
se mejoraron y actualizaron muy rápidamente para que el personal 
pudiera trabajar adecuadamente desde casa (las medidas incluye-
ron el aumento de la disponibilidad de ordenadores portátiles y la 
capacidad de los servidores).

Para los empleados de las unidades operativas, se puso en mar-
cha un sistema descentralizado, aprovechando la estructura regio-
nal de las unidades operativas como las obras hidráulicas y las ope-
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raciones de red. El número de trabajadores de los departamentos 
de operaciones y mantenimiento se redujo considerablemente. Los 
equipos activos (in situ) y pasivos (en casa) se alternaban semanal-
mente y no tenían contacto entre sí. El acceso a unidades clave es-
pecialmente sensibles, como las salas de control, sólo era posible 
para el personal operativo imprescindible. En general, la empresa 
ha reducido la presencia física del personal, del 75% al 20% de la 
plantilla. Las tasas de enfermedad se han reducido en un 50% apro-
ximadamente.

También se introdujeron normas de higiene y salud laboral más 
estrictas. Se hizo hincapié en las restricciones de contacto físico, 
como la norma de mantener 1,5 m de distancia, la prohibición de 
estrechar la mano y el uso de mascarillas. La empresa aumentó las 
rutinas de limpieza de los edi!cios, especialmente en los salones 
sociales, los baños, los vestuarios y las duchas. Los pomos de las 
puertas y los pasamanos también se limpian al menos a diario. Se 
adoptaron reglas de seguridad adicionales según la norma de segu-
ridad laboral Covid-19 del Ministerio Federal de Trabajo y Asuntos 
Sociales (BMAS 2020) para el trabajo en las o!cinas, las reuniones 
en persona, el uso de coches o!ciales y la organización y segrega-
ción de los edi!cios de la empresa.

La empresa ha cancelado las reuniones de trabajo, en la medi-
da de lo posible, y se recurre al teléfono y a las videoconferencias 
como alternativa (por ejemplo, videoconferencias). Se han tomado 
otras medidas para reducir el contacto con los clientes, incluido el 
cierre del centro de atención al cliente y del centro de formación, 
así como la interrupción del intercambio de contadores de agua 
en funcionamiento. El personal que regresa de vacaciones en “zo-
nas de riesgo” no puede entrar a las instalaciones de la empresa. 
Además, se prepararon varias evaluaciones de riesgo en materia 
de seguridad laboral, como por ejemplo para los puestos de trabajo 
en las o!cinas, el uso de mascarillas y los sistemas de ventilación. 
Hubo que tomar medidas individuales para los aplazamientos de 
mantenimientos y auditorías.
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Para proteger y apoyar a los empleados expuestos a mayores 
riesgos de salud, se autorizó acordar con el supervisor la mejor for-
ma de realizar sus tareas (por ejemplo, trabajar desde casa). Tam-
bién se habilitó un servicio de transporte de personal para los afec-
tados por el cierre de escuelas y guarderías.

También se tomaron medidas !nancieras y organizativas para 
proteger el personal. Entre ellas, la continuidad del pago de los sa-
larios, nuevas disposiciones para registrar las horas de trabajo a dis-
tancia y el reembolso de los billetes de transporte público. Además, 
se introdujeron cambios en los procesos administrativos y de deci-
sión con medios digitales (especialmente lo concerniente a !rmas 
y aprobaciones).

En cuanto a las medidas relacionadas con los consumidores, el 
Ministerio Federal de Justicia puso en marcha una legislación que 
autoriza el aplazamiento de las facturas del agua. Todos los clientes, 
tanto residenciales como comerciales o industriales, fueron infor-
mados de ello. Sin embargo, hasta la fecha muy pocos clientes han 
solicitado este bene!cio. Además, se decidió suspender todos los 
cortes de agua. También se suspendieron los cambios de contado-
res domésticos y se cerró la o!cina física de atención al cliente.

COMPONENTES CRÍTICOS Y PLANES DE EMERGENCIA

El mayor riesgo durante la pandemia ha sido la posibilidad de que 
un proceso se cancele por la falta de personal presente en el lugar. 
Para estar preparados ante un agravamiento de la situación, se de-
sarrolló un enfoque sistémico para identi!car las carencias de per-
sonal en los procesos críticos. La metodología se basa en una nor-
ma alemana (DIN-EN 15975-2), que se ajustó posteriormente para 
adaptarla a las nuevas circunstancias (DIN 2017).

Este proceso de análisis crítico proporciona datos sobre los mó-
dulos que son necesarios para prestar los servicios y de cuánto per-
sonal se dispone en cada lugar. Este análisis se llevó a cabo en tres 
fases:
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1. Se identi!caron todos los módulos de procesos críticos. Un 
módulo de proceso crítico es un edi!cio, una planta, una ac-
tividad o un proceso esencial para garantizar el suministro 
de agua y la eliminación de las aguas residuales, incluidos 
todos los procesos de apoyo (por ejemplo, las obras hidráu-
licas, la estación de bombeo, el laboratorio o la infraestruc-
tura informática).

2. Se han identi!cado todas las funciones clave. Una función 
clave es la que ocupa el personal absolutamente esencial 
para mantener un proceso en una situación de emergencia 
(por ejemplo, el ingeniero de la planta, el personal de la sala 
de control, el electricista o el especialista en reparación de 
averías).

3. Los módulos de proceso y las funciones clave se evaluaron 
en función de su criticidad mediante un sistema de semá-
foro. Para la evaluación de la disponibilidad del personal 
se elaboró una matriz de evaluación sistémica, teniendo en 
cuenta el personal necesario, el número máximo de emplea-
dos disponibles y la separación en espacio y tiempo de los 
trabajadores. De esta manera se procura comprobar cuán-
tos empleados son necesarios para un módulo del proceso, 
cuántos están su!cientemente cuali!cados y dónde se en-
cuentran.

Al !nal, se identi!caron 59 módulos de procesos y 128 funciones 
clave en una matriz de riesgo. Los resultados mostraron un sola-
pamiento de procesos especialmente críticos con funciones clave 
especialmente críticas. Para reducir estos riesgos, hubo que de!nir 
y aplicar medidas de protección especiales.

Además de las medidas mencionadas anteriormente, se aproba-
ron otras medidas para reducir la vulnerabilidad de componentes 
especí!cos del proceso, como la segregación física y temporal. En-
tre ellas:
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• La creación de reservas de personal (por ejemplo, forma-
ción básica a corto plazo de funcionarios).

• La ntegración de proveedores de servicios externos (por 
ejemplo, empresas de construcción para las obras necesa-
rias).

• El trabajo a distancia de los empleados que están en cuaren-
tena.

• El aislamiento de los empleados activos en operaciones en el 
terreno, para protegerlos de la infección

Se ha elaborado, junto con las autoridades sanitarias, un proce-
dimiento a seguir en caso de necesidad de cuarentena. Para ello, se 
ha aprobado un plan de emergencia que de!ne las condiciones ge-
nerales que deben aplicarse para garantizar que el funcionamiento 
de las instalaciones técnicas pueda ser operado o mantenido inclu-
so por empleados que estén en cuarentena.

RECUPERACIÓN EN ETAPAS PARA LA NUEVA NORMALIDAD

Aunque las cifras de infección en Hamburgo disminuyeron signi!-
cativamente entre abril y mayo de 2020, el virus sigue circulando. 
Por lo tanto, el comité de emergencia debe desarrollar opciones 
para hacer frente a una nueva normalidad. Las siguientes directri-
ces determinan la estrategia de recuperación: (1) limitar las posi-
bles cadenas de infección continuando con la segregación de las 
unidades organizativas; (2) aumentar la presencia in situ de forma 
gradual; (3) aplicar medidas especiales de higiene y protección para 
las operaciones urgentes; y (4) aplicar medidas de protección inde-
pendientes para las funciones clave críticas.

Hamburg Wasser ha optado por un proceso de tres fases para 
limitar las posibles cadenas de infección y aumentar gradualmente 
la presencia in situ. El proceso dependerá de que disminuyan las 
infecciones en Hamburgo y los estados federados circundantes. Si 
éstas se mantienen estables en un nivel bajo (por ejemplo: < 25 por 
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semana por cada 100.000 habitantes), es concebible que se puedan 
relajar las restricciones. Sin embargo, las cifras de infección en la 
propia Hamburgo Wasser también son relevantes. Aquí es difícil 
dar una pauta concreta, ya que hay que tener en cuenta tanto el 
número como las posibles cadenas de infecciones y los efectos de 
la cuarentena. Para poder evaluar cómo afecta la relajación de las 
restricciones a las tasas de infección, los intervalos entre las etapas 
deberían ser de al menos cuatro semanas.

El plan por etapas se utilizó para de!nir una dirección y un 
marco de trabajo. Permitió un procedimiento idéntico en todas las 
unidades organizativas de la empresa. Sin embargo, fue necesario 
realizar ajustes a las peculiaridades especí!cas de cada unidad. Si, 
por razones operativas, era necesario desviarse del procedimien-
to trazado, lo hacían los responsables locales. En estos casos, debe 
realizarse una evaluación de riesgos en la que se estimen los efectos 
de una posible infección y se adopten medidas de protección adi-
cionales. 

Aparte de las numerosas disposiciones tomadas durante la pan-
demia, que deberán tenerse en cuenta en el plan de recuperación, 
había que tomar en cuenta dos situaciones iniciales:

• Los empleados que trabajan desde casa deben volver a la o!-
cina y a las tareas operativas gradualmente.

• Los equipos segregados deben volver a sus lugares de traba-
jo para atender las demandas de funcionamiento y manteni-
miento de los servicios.

LECCIONES APRENDIDAS

En resumen, las medidas adoptadas han tenido éxito hasta ahora. 
Hamburg Wasser no ha entrado en crisis y puede prestar servicios 
!ables sin comprometer los niveles o la calidad del servicio, al tiem-
po que contribuye a la contención de las infecciones en Hamburgo. 
Solo unos pocos empleados de la empresa se han visto infectados 
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por el virus, y con medidas como permanecer en cuarentena a la 
vuelta de las vacaciones no ha habido más contagio entre los com-
pañeros. A nivel interno, la solidaridad y la comprensión de la situa-
ción fueron generalizadas. En particular, los trabajadores aprecia-
ron la comunicación transparente y el intercambio de información.

Aunque la crisis todavía no ha terminado, algunas de las princi-
pales lecciones aprendidas hasta ahora han sido:

• Identi!cación de los principales retos: La reorganización 
del trabajo diario y la comunicación fueron las dos tareas 
centrales. La reorganización del trabajo en muy poco tiem-
po ha sido muy exitosa. Más de 1.000 empleados trabajaban 
desde casa. Se prohibieron las reuniones y los eventos de 
empresa. El personal operativo se mantuvo separado en la 
medida de lo posible y se redujo signi!cativamente la pre-
sencia física en las instalaciones. La comunicación trans-
parente fue uno de los instrumentos más importantes para 
dar a los empleados seguridad y con!anza en la empresa, de 
modo que todas las medidas fueron aceptadas con entusias-
mo. Al mismo tiempo, había un alto nivel de preparación 
para cualquier medida que pudiera necesitarse, como el ais-
lamiento de las distintas plantas. 

• Gestión de emergencias: Aunque no hubo crisis desde el 
punto de vista del suministro de agua y la eliminación de 
aguas residuales, hicimos uso de las estructuras de gestión 
de crisis. Nuestra gestión de emergencias, basada en la teo-
ría, también ha demostrado su e!cacia en la práctica. Sobre 
todo, la experiencia adquirida mediante ejercicios regulares 
de gestión de crisis desde 2015 ha sido un importante factor 
de éxito. La organización centralizada mediante un comité 
de emergencia, en el que estaban representadas todas las 
áreas importantes de la empresa, fue un éxito. La presenta-
ción periódica y transparente de datos y decisiones al per-
sonal fue un factor de éxito clave. Era importante coordinar 
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continuamente y muy estrechamente con los directores ge-
nerales, pero no era necesario incluirlos en las reuniones 
del comité de emergencia. Los directores generales mostra-
ron un alto nivel de con!anza en el trabajo del comité de 
emergencia.

• Toma de decisiones: Aunque el jefe del comité de emer-
gencia tenía formalmente la autoridad para tomar decisio-
nes de manera unilateral, nunca hizo uso de ella, aunque 
se produjeron debates duros en las reuniones del comité de 
emergencia. Las decisiones !nales se basaron siempre en la 
discusión colectiva y el consenso.

• Crisis a largo plazo: Durante la primera fase de la pandemia, 
no estaba claro que los cambios realizados fueran a estar vi-
gentes durante mucho tiempo. Al principio, las medidas se 
tomaron sólo como reacción a la situación actual. Sólo gra-
dualmente se desarrollaron perspectivas a más largo plazo y 
se derivaron estrategias a partir de ellas.

• Prepararación para la pandemia: El funcionamiento de los 
servicios de agua y aguas residuales puede verse afectado 
por muchos escenarios externos diferentes. Inundaciones, 
cortes de electricidad, ataques de hackers o un atentado te-
rrorista son algunas de las amenazas a considerar. Cuando se 
trata de la preparación organizativa, técnica o incluso men-
tal para peligros y riesgos, siempre existe una tensión entre 
la necesidad y la e!ciencia económica. Aunque una pande-
mia se consideraba un escenario improbable, los principios 
básicos para hacer frente a una crisis de este tipo estaban 
recogidos en el plan de emergencia, que resultó ser muy útil 
y proporcionó una orientación útil. Sin embargo, la plani!-
cación no era muy detallada. Para muchos problemas, espe-
cialmente para los aspectos organizativos, las soluciones se 
desarrollaron a medida que se desarrollaba la crisis. 

• Almacenamiento de insumos: Se produjeron considerables 
cuellos de botella en el suministro de materiales, especial-
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mente de ropa de protección y artículos de higiene, sin que 
se hicieran reservas especiales por adelantado. En particu-
lar, la disponibilidad de mascarillas FFP2 y FFP3 para traba-
jar en la red de saneamiento fue problemática al principio 
de la pandemia. Esto debe tenerse en cuenta en los futuros 
planes de emergencia.

• Requisitos técnicos: Independientemente de la pandemia, 
fue una suerte que cerca del 80% de nuestros empleados es-
tuvieran equipados con ordenadores portátiles desde unos 
meses antes. Esto facilitó mucho el trabajo a distancia y el 
acceso a los ordenadores portátiles puede utilizarse ahora 
como un requisito básico importante para trabajar desde 
casa. La empresa y su personal han adquirido mucha expe-
riencia con las herramientas digitales, que serán útiles para 
futuras situaciones de crisis.

• Cooperación: La colaboración y el intercambio de ideas 
sobre “cómo lo hacen los demás” resultaron muy útiles. Al 
mismo tiempo, había que enfrentar una gran carga de traba-
jo de organización, sobre todo al principio de la pandemia, 
lo que dejaba poco tiempo para el intercambio en profundi-
dad y la coordinación con otros servicios de agua o sanea-
miento. No obstante, la creación de redes dentro del sector 
y con otras empresas públicas ha sido bene!ciosa y debería 
fomentarse más, permitiendo un intercambio de ideas más 
rápidoy efectivo en caso de otra crisis.

CONCLUSIÓN

Los resultados de la respuesta de emergencia de Hamburg Wasser 
son todavía muy incipientes, pero hay dos que ya son bastante cla-
ros y útiles para la plani!cación a largo plazo. La primera es que 
nuestra experiencia positiva en el uso de herramientas informáti-
cas actualizadas indica que probablemente habrá más trabajo a rea-
lizar desde casa en el futuro. Si los procesos laborales y la cohesión 
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de los equipso lo permiten, esto podría suponer hasta el 60% del 
tiempo de trabajo. En consecuencia, las necesidades de espacio en 
las o!cinas podrían reducirse y habrá que considerar el rediseño de 
los espacios de trabajo.

En segundo lugar, todo nuestro trabajo estará probablemente 
más digitalizado. Se reducirá el consumo de papel y se usará con 
más frecuencia la !rma digital. Sin duda, se realizarán más reunio-
nes por videoconferencia y teléfono. Las reuniones en línea suelen 
ser más e!caces, más focalizadas y más breves (aunque las reunio-
nes físicas in situ no serán totalmente sustituibles). Por otra parte, 
las videoconferencias o las reuniones telefónicas pueden ahorrar 
tiempo de viaje y, por tanto, ser más ecológicas. En cuanto a la ges-
tión del servicio y el mantenimiento de la infraestructura, la empre-
sa ya había alcanzado un alto nivel de digitalización antes de la co-
vid-19, por lo que probablemente no habrá cambios fundamentales 
en las instalaciones técnicas. Sin embargo, en las operaciones sobre 
el terreno será más habitual empezar el trabajo directamente des-
de casa, lo que también ahorrará tiempo de desplazamiento. Esta 
evolución puede verse favorecida por el mayor uso de herramientas 
digitales y equipos informáticos.

Hamburg Wasser confía en que, para muchos empleados, la 
rutina diaria cambiará después de la pandemia. El trabajo regular 
desde casa y el uso de videoconferencias serán probablemente los 
cambios esenciales en la dinámica laboral cotidiana.
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Capítulo 15

Leonard Shang-Quartey

LA COVID-19 Y LA ESPERANZA 
DE LA PROPIEDAD DEMOCRÁTICA 
DEL AGUA EN GHANA

La respuesta a la pandemia de covid-19 en Ghana fue simi-
lar a la de la mayoría de los países del mundo, con una gran 
restricción de la movilidad de las personas. No obstante, a 

diferencia de muchos países, la mayoría de la gente en Ghana no 
puede acceder al agua en su propia casa, dependiendo de vecinos o 
de surtidore públicos para satisfacer sus necesidades cotidianas. El 
gobierno se apresuró a proporcionar agua gratuita a todos los resi-
dentes, pero ¿de qué sirve el agua gratuita si la gente no tiene grifos 
que puedan abrir en sus casas?

INTRODUCCIÓN 

Al inicio de la pandemia, a principios de 2020, el Gobierno de 
Ghana declaró una emergencia nacional e introdujo un con!na-
miento parcial en las principales ciudades del país. La respuesta 
restringió la circulación de todas las personas en las ciudades afec-
tadas, excepto para los proveedores de servicios esenciales y para 
la adquisición de artículos de primera necesidad. En un país en el 
que la supervivencia básica para la mayoría de los pobres signi!ca 
movimiento constante para ganarse el sustento diario, estas restric-
ciones plantearon enormes desafíos. Cumplir con la normativa era 
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esencialmente imposible, lo que llevó al despliegue del ejército y 
la policía para hacer cumplir las restricciones de desplazamiento.

En este contexto, el ministro de !nanzas presentó al parlamento 
un proyecto de ley de respuesta a la crisis de la covid-19 que facili-
taría otorgar algunas ayudas a los ciudadanos. El presidente ordenó 
a las empresas de agua y de energía eléctrica del país -la Ghana Wa-
ter Company Limited (GWCL) y la Electricity Company of Ghana, 
respectivamente- que garantizaran el suministro estable de agua 
y electricidad durante este periodo (Akufo-Addo 2020). Se informó 
también que no habría desconexión del suministro y que el gobier-
no absorbería el coste de las facturas del agua de todos los ghaneses 
durante tres meses (abril, mayo y junio). También se movilizarían 
todos los camiones cisterna, tanto públicos como privados, para ga-
rantizar el suministro de agua a las comunidades vulnerables (Em-
manuel 2020).

Esto ocurrió durante un periodo en el que varias zonas del país 
sufrían escasez de agua debido a los prolongados cortes de electri-
cidad causados por di!cultades técnicas en la Ghana Grid Company 
Limited (GRIDCo) (Dapaah 2020). Para hacer frente a este desafío, 
la Compañía de Agua de Ghana anunció el lanzamiento de un “plan 
estratégico de gestión de la demanda”, cuyo objetivo era incorporar 
“otras instituciones, como la Organización Nacional de Gestión de 
Desastres, la Seguridad Nacional y otros organismos, para contar 
con camiones cisterna para apoyar nuestra propia "ota en el sumi-
nistro de agua a las zonas críticas” (Dapaah 2020). El nuevo plan se 
diseñó determinando los volúmenes de agua que debían suminis-
trarse para satisfacer las diversas demandas del público en general 
y de las instituciones esenciales durante el brote. La GWCL también 
pidió a los ciudadanos que almacenaran y conservaran agua.

LA SALUD Y LA SEGURIDAD LABORAL 

Para garantizar la seguridad laboral, la GWCL introdujo un nuevo 
sistema de facturación para reducir la frecuencia de lectura de los 
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contadores domiciliarias y la carga de trabajo de los trabajadores 
de primera línea (Ibrahim 2020). La empresa también aconsejó 
al público en general que hiciera uso de las plataformas de pago 
electrónico y móvil. A los trabajadores que tenían que visitar a los 
clientes se les proporcionó equipo de protección personal, inclui-
dos desinfectantes y mascarillas. Y aunque el Congreso de Sindica-
tos de Ghana se ha mantenido activo a nivel nacional, abordando 
cuestiones de posibles despidos de funcionarios y reclamando más 
apoyo social y económico para los trabajadores, el principal sindi-
cato del sector del agua (la Public Utilities Workers Union) no ha 
participado activamente en los debates sobre el suministro de agua 
hasta la fecha.

ACCESO A LA FINANCIACIÓN PARA MEDIDAS DE EMERGENCIA 

Para !nanciar el plan de respuesta a la covid-19, el gobierno pidió 
un préstamo de 1.400 millones de dólares para crear el Programa 
de Alivio del Coronavirus (CAP), con el !n de hacer frente a las con-
secuencias de la pandemia en la salud de la población y para apo-
yar diferentes sectores de la economía, incluido el sector del agua. 
El gobierno asignó 2.600 millones de dólares adicionales (4,1% del 
PIB) a este programa en el presupuesto de 2020 para cubrir las ca-
rencias. 

Se espera que los costes del suministro gratuito de agua se de-
duzcan de esta cantidad. Al momento de redactar este capítulo to-
davía no está claro cuánto se ha proporcionado al sector del agua 
o se ha desembolsado exactamente. Sin embargo, la Asociación de 
Productores de Agua de Pequeños Poblados emitió una declaración 
en agosto de 2020 en la que a!rmaba que no tenía intención de eje-
cutar la directiva del gobierno de suministrar agua gratuita, ya que 
el gobierno no había pagado por el agua que habían suministrado 
anteriormente (Water Citizens’ Network 2020a). La Agencia Nacio-
nal de Agua y Saneamiento negó las a!rmaciones de la asociación, 
explicando que el gobierno se comprometía a pagar y que el pago 
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se haría tras la veri!cación de datos por parte de los proveedores 
(Water Citizens’ Network 2020b). El director ejecutivo de la Agencia 
Nacional de Agua y Saneamiento había emitido una declaración an-
terior el 8 de abril de 2020, en la que se indicaba a los miembros de 
la asociación que aplicaran la directiva del gobierno (CWSA 2020). 
Una revisión de datos de la GWCL realizada por el autor en el mes 
de agostó permite concluir que el gobierno había efectivamente pa-
gado a la empresa por el agua suministrada entre abril a julio, según 
la directiva anterior. Y ello a pesar de que el director general de la 
GWCL había declarado que los clientes que debían facturas de agua 
no serían bene!ciarios de la política de agua gratuita (Nyabor 2020).

CONCLUSIÓN

El gobierno de Ghana hizo un buen trabajo al proporcionar acceso 
universal y gratuito al agua para todos los residentes durante desde 
el mes de abril de 2020. El acceso universal es un buena medida en 
el marco de la pandemia de covid-19, ya que el país no ha tenido 
éxito en la protección de las poblaciones vulnerables en el pasado. 
Es notable el fracaso del modelo tarifario de agua que aseguraba 
un consumo mínimo vital como forma de protección de los pobres 
pero que acabaron subvencionando a los ricos (Moselle 2017). Esto 
se debe a que los pobres en Ghana, como en otros lugares, tienden 
a vivir en grupos más grandes y tienden a consumir más agua por 
hogar que las familias más ricas.

Aunque el gobierno ha estado proporcionando agua gratuita a 
toda la población desde abril de 2020, el problema sigue siendo que 
muchos ciudadanos no tiene acceso al suministro. La mayoría de 
los habitantes de las comunidades urbanas pobres simplemente no 
tienen acceso a conexiones de agua corriente en sus hogares y de-
penden de los vendedores de agua, a quienes compran diariamente 
la cantidad necesaria (en cubos) para el consumo doméstico. Nin-
guna persona recibe agua gratis de los vendedores. Por otro lado, la 
falta de acceso al servicio público pone a estas personas en mayor 
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riesgo, ya que deben salir de sus casas para comprar el agua que ne-
cesitan, al igual que muchos otras personas que salen por la misma 
razón, lo que di!culta el distanciamiento físico. Dado que solo el 
42% de la población de Ghana está conectado a la red de agua en sus 
hogares (solo el 17% en las zonas rurales), el suministro gratuito de 
agua solo ayudará hasta cierto punto en la prevención de la covid-19 
(Ghana Living Standards Survey 2014, 91). También es preciso con-
siderar a las personas desconectadas previamente, con problemas 
similares. Además, hay comunidades que, debido a los problemas 
de suministro de la Ghana Water Company Limited, no han tenido 
su!ciente caudal y no tendrán acceso asegurado al agua durante la 
pandemia.

El aspecto positivo de la crisis de la covid-19 para el sector del 
agua es que ha demostrado claramente la importancia de los siste-
mas públicos de gestión y suministro de agua controlados democrá-
ticamente. Este paso no habría sido posible si el gobierno hubiera 
aplicado el programa de privatización que algunos miembros de la 
comunidad de donantes le habían tratado de imponer. Se espera 
que la experiencia y las lecciones de la covid-19 ayuden a aumentar 
el nivel de conciencia sobre la necesidad de poner el agua a disposi-
ción de la gente sin obstáculos, fortaleciendo la voluntar popular de 
mantener el agua como un bien público.
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Capítulo 16

Anne Le Strat

UNA PRUEBA DE 
RESISTENCIA DE LA 
DEMOCRACIA: EAU DE 
PARIS Y LA COVID-19

Junto con la remunicipalización de sus servicios de agua en 
2010, París estableció un nuevo modelo de gobernanza demo-
crática con el objetivo de incluir a los trabajadores, la sociedad 

civil y otras partes interesadas en el proceso de toma de decisiones. 
Este enfoque participativo sigue in!uyendo en la forma en que se 
gestiona la empresa Eau de Paris hoy en día y ha ayudado a con"-
gurar las formas en que esta entidad pública ha manejado la crisis 
de la covid-19. La construcción de un mundo con más seguridad 
hídrica debe ir de la mano de sistemas democráticos sólidos.

INTRODUCCIÓN 

La pandemia de covid-19 ha demostrado la signi"cación vital del 
agua para la salud y el desarrollo socioeconómico. También ha 
puesto de mani"esto las desigualdades y las di"cultades que se de-
rivan del incumplimiento del derecho humano al agua potable y al 
saneamiento. Una de las lecciones que se extraen de esta crisis es la 
necesidad de construir un mundo más seguro en materia de agua 
y con sistemas democráticos sólidos. Los servicios de agua deben 
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gestionarse como un bien común en lugar de guiarse por la maxi-
mización del bene!cio privado. Una buena gestión pública es la 
clave, con servicios públicos capaces de adoptar una perspectiva a 
largo plazo e integrar consideraciones sociales y medioambientales 
más amplias. Muchos gobiernos, incluso los más liberales desde el 
punto de vista económico, están (re)descubriendo las ventajas de 
los operadores públicos y la regulación para la recuperación eco-
nómica.

Sin embargo, paradójicamente, las instituciones públicas se en-
frentan a un fuerte dé!cit de con!anza. Por ello es esencial reforzar 
los servicios públicos mediante la construcción de una gobernan-
za abierta y más inclusiva, que genere la con!anza de los ciudada-
nos. La covid-19 ofrece una oportunidad para que los operadores 
públicos de agua experimenten con una gestión más democrática, 
teniendo en cuenta las demandas y puntos de vista de la sociedad 
civil, el personal y otros actores sociales. La experiencia de remuni-
cipalización del proveedor público de agua de París puede ofrecer 
algunas ideas en ese sentido.

En enero de 2010, se llevó a cabo una revisión completa de los 
servicios de agua de París con un nuevo operador de propiedad 
pública, Eau de Paris (EDP), que asumió todas las operaciones de 
las empresas privadas de agua. La remunicipalización de París fue 
acompañada de una rede!nición completa de la política munici-
pal del agua y de una nueva gobernanza. El objetivo era establecer 
nuevas estructuras de gobernanza bajo la égida de representantes 
elegidos para permitir la participación activa de todas las partes in-
teresadas en el servicio del agua. Hay tres componentes especial-
mente importantes en esta reestructuración, que se exponen a con-
tinuación, y que ayudan a comprender por qué EDP ha gestionado 
la crisis de la covid-19 de forma relativamente progresista.

En 2006, el municipio creó el Observatorio del Agua de París 
(OPE, por sus siglas en francés), un órgano de decisión participati-
vo. Al principio, el Observatorio era un simple espacio de comuni-
cación orientado a las asociaciones de la sociedad civil, pero pronto 
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se transformó en una plataforma de información, intercambios y 
debates sobre cuestiones relacionadas con el agua, que incluye fun-
ciones de supervisión en la de!nición y aplicación de la política del 
agua.

EL OBSERVATORIO DEL AGUA DE PARÍS

La idea era que los representantes electos de la ciudad, su adminis-
tración y los empleados de Eau de Paris rindieran cuentas a los ciu-
dadanos. También es un lugar donde los ciudadanos pueden plan-
tear sus preocupaciones y transmitir sus peticiones al municipio 
en relación con temas hídricos (protección de las fuentes, sistemas 
de potabilización, tratamiento de aguas residuales, gestión de las 
aguas pluviales, etc.). El Observatorio elabora un programa de tra-
bajo anual que abarca todas las cuestiones relacionadas con el agua 
sobre las que el Ayuntamiento de París toma decisiones.

El Observatorio actúa como asesor y puede presentar nuevos te-
mas para que el ayuntamiento los debata y decida al respecto. Or-
ganiza al menos cuatro asambleas públicas al año, abiertas a todo 
público, precedidas de la publicación en línea de documentos y, en 
la medida de lo posible, de visitas a proyectos o instalaciones. El 
ayuntamiento también puede pedir al Observatorio que trabaje en 
temas concretos para aportar información y apoyar la toma de de-
cisiones municipales. 

La participación en el Observatorio es abierta. Sus miembros 
proceden de asociaciones de la sociedad civil, sindicatos, univer-
sidades, cargos electos y otros espacios. Cualquier parisino intere-
sado puede participar, y el presidente del Observatorio es elegido 
por sus propios miembros. El Observatorio existe en virtud de una 
resolución o!cial del Alcalde, como comité extramunicipal sobre la 
política del agua, y es votado por el Ayuntamiento de París.

El Observatorio no es un comité más que sella decisiones ya to-
madas. Todos los actos, informes y procedimientos o!ciales rela-
cionados con la gestión del agua deben someterse al Observatorio 
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antes de que los examine el Concejo de París. Aunque los miembros 
del Observatorio no tienen derecho a voto, como los concejales de 
la ciudad, pueden proponer ideas. Desde su creación, el Observa-
torio ha participado en diversas actividades y ha dado su opinión 
sobre muchos temas. Lo más importante es que toda la información 
se pone a disposición de los ciudadanos, lo que les permite adquirir 
conocimientos sobre cuestiones relacionadas con el agua. Uno de 
los aspectos más relevantes es su contribución a repensar la política 
del agua englobando aspectos socioeconómicos y medioambienta-
les.

Uno de los retos a los que se enfrenta el municipio parisino es 
el desfase entre la demanda de más democracia y la realidad de la 
participación democrática. En el caso del Observatorio del Agua, 
la gente apoya su existencia, pero no necesariamente quiere parti-
cipar en su funcionamiento. Una de las consecuencias es la relati-
va homogeneidad de los participantes en el Observatorio, con una 
elevada proporción de jubilados de categorías socioprofesionales 
especializadas. Las comunidades menos privilegiadas y los jóvenes 
tienden a no asistir a las reuniones. La cuestión es cómo llegar a un 
grupo demográ!co más amplio.

UN CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN ABIERTO

Una de las decisiones políticas más importantes ha sido la amplia-
ción del Consejo de Administración de Eau de Paris para incluir a 
representantes de la sociedad civil y de los trabajadores de la em-
presa. Anteriormente, sólo los cargos electos tenían puestos en el 
consejo. Ahora hay 20 puestos con una composición más equilibra-
da: nueve concejales designados por el partido municipal mayori-
tario, cuatro concejales designados por la minoría municipal, tres 
representantes de la sociedad civil (la asociación de consumidores 
Que Choisir, la asociación medioambiental France Nature Environne-
ment y el Observatorio del Agua de París) y dos representantes del 
personal de EDP. Todos tienen derecho a voto. Otros dos miembros 
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son expertos –un cientí!co y un especialista en métodos participa-
tivos locales– con derecho a voz pero sin voto. Ningún miembro del 
consejo recibe compensación económica. El presidente es nombra-
do por el alcalde, sujeto a la aprobación del Concejo Municipal. El 
presidente puede emitir el voto decisivo en caso de empate. 

Los representantes de los trabajadores son elegidos en el seno 
del comité de empresa: representan a todos los empleados, no sólo 
a los sindicalistas. Al principio, Que Choisir y France Nature En-
vironnement –dos organizaciones in"uyentes en el ámbito nacio-
nal– no estaban dispuestas a rendir cuentas de las decisiones to-
madas por Eau De Paris, ya que consideraban que podían socavar 
su independencia respecto al municipio de París y su operador de 
agua. Finalmente, aceptaron formar parte, con la condición de ser 
miembros sin derecho a voto y con poder consultivo. Sin embargo, 
es interesante señalar que más tarde solicitaron el derecho al voto, 
al mismo nivel que los trabajadores y los representantes políticos. 
El puesto en el consejo les permite acceder a toda la información 
que necesitan para cumplir su mandato de administradores inde-
pendientes. 

El principio democrático fundamental que sustenta la nueva go-
bernanza de Eau de Paris es asociar a los trabajadores y a la socie-
dad civil con las decisiones estratégicas y a largo plazo. En concreto, 
signi!ca que el Consejo de Administración debate y decide sobre el 
plan de negocios, la programación de las inversiones y las políticas 
estratégicas, como la salvaguarda de los recursos hídricos. De este 
modo, los representantes de los trabajadores, los ciudadanos y las 
asociaciones desempeñan un papel en los principales problemas 
de la empresa. El representante del Observatorio del Agua de París 
en el consejo también informa al Observatorio sobre las actividades 
de EDP.

Cualquier director del Consejo de Administración puede solici-
tar que se discuta un tema determinado, ya sea muy especí!co o 
más ampliamente estratégico. Todos los empleados de EDP deben 
aplicar las decisiones tomadas por el consejo.  
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CONTROLES Y EQUILIBRIOS INTERNOS

El principio de pesos y contrapesos guía la gobernanza de la política 
del agua en París, en la medida en que las opiniones de las distin-
tas partes interesadas no siempre convergen. Un ejemplo elocuente 
es el debate de 2010 sobre el compromiso asumido por el ayunta-
miento de disminuir la tarifa del agua en un 8% tras la remunici-
palización. Los representantes de la sociedad civil estaban a favor, 
pero los representantes del personal se oponían, ya que pensaban 
que unos menores ingresos para EDP perjudicarían los intereses de 
los empleados. La mayoría de los miembros del Consejo de Admi-
nistración votaron a favor de la disminución, y la decisión no tuvo 
ninguna repercusión en las negociaciones salariales dentro de EDP. 
En 2020, la tarifa sigue siendo mucho más baja que antes de 2010.

Otro ejemplo se re!ere a la decisión de subcontratar el servicio 
de atención al cliente. Había desacuerdos en la alta dirección sobre 
la capacidad de la empresa pública para gestionar este servicio. En 
julio de 2011, todos los miembros del Consejo de Administración 
votaron unánimemente a favor, aunque la alta dirección seguía sin 
estar convencida. Esta decisión marcó un hito importante en la es-
tructura de gobernanza, ya que el consejo anuló a la dirección. La 
internalización del servicio permitió a EDP establecer una nueva 
relación con sus usuarios. El nuevo servicio acabó ganando el pre-
mio al mejor servicio de atención al cliente del año (para la distri-
bución de agua) durante siete años consecutivos, con un 97% de 
satisfacción de los clientes.

La nueva gobernanza del agua también permite una evaluación 
más transparente de la calidad del servicio por parte del municipio 
y de los ciudadanos. La principal herramienta de evaluación es un 
contrato de rendimiento entre la ciudad y EDP. Tiene varios objeti-
vos !jos, se revisa cada cinco años y es público. Los principios fun-
damentales son proporcionar agua de la mejor calidad y a un coste 
justo, y priorizar a los usuarios. Se han de!nido 10 objetivos prin-
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cipales de carácter social, medioambiental, económico y técnico, 
respaldados por 40 indicadores de rendimiento más detallados, que 
van desde “garantizar el suministro de agua de buena calidad en 
cualquier circunstancia y con una gestión transparente” hasta “si-
tuar a los usuarios en el centro del servicio”. En junio de 2017, Eau 
de Paris fue galardonada con el Premio de Servicios Públicos de las 
Naciones Unidas en la categoría “Promoción de la transparencia, la 
responsabilidad y la integridad en los servicios públicos”.

LA RESPUESTA A LA COVID-19

¿Cómo han afectado estas reformas a la respuesta de Eau de Pa-
ris a la covid-19? Aunque la crisis está lejos de haber terminado, se 
pueden extraer tres lecciones de la experiencia vivida hasta ahora. 
La primera es el compromiso de EDP de proteger a su personal de 
la exposición al virus. Se identi!có rápidamente a los empleados 
con funciones o habilidades críticas y se organizó el trabajo in situ 
para evitar cualquier riesgo de contaminación por parte del per-
sonal de todos los niveles de la organización. Cuando comenzó el 
con!namiento nacional en todo el territorio de Francia, en marzo 
de 2020, también se decidió, de común acuerdo con el presidente y 
los miembros elegidos de la Junta Directiva, mantener los salarios 
completos de todos los miembros del personal. Los que no podían 
trabajar desde casa también conservaron el sueldo íntegro y pasa-
ron a un puesto de “reserva” (sin tareas pero disponibles para acu-
dir al lugar de trabajo si era necesario).

Esto contrasta con la decisión de las empresas privadas de servi-
cios públicos francesas de recurrir al desempleo a tiempo parcial. 
La justi!cación de esta decisión no era sólo preservar la situación 
económica de los miembros del personal, sino también –como no 
se podía prever la duración de la crisis– mantener el compromiso 
y la capacidad a largo plazo. Cuando se levantó el con!namiento, 
ocho semanas más tarde, todos los miembros del personal volvie-
ron a su forma “normal” de trabajo sin vacilar y quizás con un sen-
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timiento adicional de compromiso con la organización. Así lo de-
muestra una encuesta realizada entre los miembros de la plantilla 
poco después del !nal del con!namiento, que mostró un índice de 
aprobación del 83% de las medidas adoptadas para proteger la salud 
de los trabajadores.

La segunda lección es que la gobernanza de Eau de Paris le per-
mite contribuir a un amplio abanico de políticas públicas (no sólo 
del agua, sino también de adaptación al cambio climático, transi-
ción ecológica, inclusión social, etcétera). Durante la crisis de la 
covid-19 estas contribuciones al bienestar general se mantuvieron 
a pesar del con!namiento. El acceso al agua estaba garantizado 
para todos, incluso para las zonas más pobres y marginales. Eau 
de Paris, en coordinación con la ciudad de París, instaló grifos de 
agua cerca de los campamentos de inmigrantes en los distritos del 
norte de la ciudad. Para garantizar el acceso al agua de las perso-
nas sin hogar, Eau de Paris también mantuvo en funcionamiento 
110 fuentes públicas durante todo el invierno. En los primeros días 
del con!namiento la empresa donó 7.000 botellas de agua reutili-
zables a las asociaciones encargadas de ayudar a los migrantes y a 
las personas sin hogar para garantizar que todos pudieran acceder 
al agua de forma individual. Esto representa un enfoque integrado 
del servicio público que caracteriza a Eau de Paris y a su modelo de 
gobernanza abierta.

Por último, Eau de Paris se ha convertido en un líder cientí!-
co en el estudio y el monitoreo de la expansión de la covid-19, con 
su propio laboratorio de investigación y equipo de investigación y 
desarrollo. Estos investigadores, médicos e ingenieros cuentan con 
conocimientos de vanguardia en virología. Cuando la pandemia 
empezó a extenderse en Europa, el equipo empezó a desarrollar 
una técnica para identi!car el virus en las aguas residuales, traba-
jando con otras instituciones públicas de investigación para formar 
un grupo llamado OBEPINE (OBservatoire EPIdémiologique daNs les 
Eaux usées). Junto con los servicios de agua y saneamiento, los cien-
tí!cos utilizaron la técnica analítica perfeccionada por Eau de Paris 
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para controlar la pandemia mediante la presencia del virus en las 
aguas residuales de París y otras ciudades. Lo sorprendente de esta 
iniciativa es que fue concebida y puesta en marcha por institucio-
nes públicas, lo que demuestra que la creatividad y la inventiva son 
también rasgos de!nitorios de la investigación en la esfera del Esta-
do. Además, el grupo puso sus investigaciones a disposición de los 
responsables de la toma de decisiones, especialmente de los cargos 
electos locales, tan pronto como fueron cientí!camente revisadas. 
Esto no habría sucedido si una entidad de propiedad privada hubie-
ra tenido el control.

Estas lecciones ilustran cómo la gobernanza de Eau de Paris, 
abierta y controlada democráticamente, ha in"uido profundamen-
te en las decisiones tomadas por la dirección del servicio públi-
co durante la crisis. Lejos de suspender su enfoque integrado, la 
pandemia ha reforzado su compromiso, con el apoyo de todas las 
partes interesadas. Esta es otra señal de que, 11 años después de la 
creación de Eau de Paris, su innovador modelo de gobernanza está 
profundamente arraigado en la forma de trabajo de la organización 
y en la ética de su personal, desde la alta dirección hasta los traba-
jadores de primera línea.

CONCLUSIÓN

La covid-19 ha demostrado la necesidad de contar con entidades 
públicas fuertes. Su fortalecimiento sólo puede lograrse acelerando 
el cambio hacia modelos de gestión más democráticos, colaborati-
vos, horizontales y transparentes. Aunque la experiencia de París 
no es perfecta en términos de empoderamiento ciudadano, su ex-
periencia de gobernanza participativa representa un modelo positi-
vo en el sector del agua.

Al principio, muchas personas se mostraron reticentes a la crea-
ción de este modelo de gobernanza. En un comienzo, la administra-
ción municipal y el personal de Eau De Paris estaban preocupados 
por el trabajo adicional generado por la creación del Observatorio 
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del Agua y por la nueva composición del consejo. Algunas de estas 
fricciones persisten. En efecto, es difícil construir una verdadera 
participación democrática. La asimetría de información entre las 
partes interesadas siempre favorece a la dirección, otorgándole más 
poder. Para compensar, debe haber una clara voluntad política de 
resolver la falta parcial de conocimientos y competencias técnicas 
de algunas partes –usuarios, ciudadanos, asociaciones locales– que 
necesitan una formación técnica adecuada. La consulta democráti-
ca requiere mucho tiempo, y si no hay una fuerte voluntad política 
de fomentarla, la tentación es abandonar.

Sin embargo, este nuevo modelo de gobernanza pública implan-
tado en el servicio de aguas parisino demostró su e!cacia durante la 
covid-19. Una verdadera gestión democrática requiere que los ciu-
dadanos y los usuarios estén bien informados y puedan participar 
en el proceso de toma de decisiones. La piedra angular de la par-
ticipación democrática consiste en considerar adecuadamente los 
intereses de todas las partes implicadas. Puede generar fricciones, 
pero es la única manera de garantizar la sostenibilidad y preparar-
nos para futuras crisis.
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Chapter 17

Susan Agada

LOS PROVEEDORES DE AGUA 
INFORMALES DE NIGERIA: 
SUPLIENDO LA AUSENCIA DEL 
ESTADO

El acceso al agua en Nigeria sigue siendo un reto para gran 
parte de la población, a pesar de los considerables recursos 
hídricos naturales del país y su extensa infraestructura bu-

rocrática. Las limitaciones del sistema público de agua se han visto 
agravadas por la covid-19, por lo qué los proveedores de agua infor-
males que operan sobre todo en las zonas rurales han pasado a ser 
más necesarios. Este capítulo investiga cómo el sector informal del 
agua ha marcado la diferencia durante la pandemia, especialmente 
para los pobres que no tienen otra opción. Se puede a!rmar que los 
operadores informales han evitado un inminente desastre de esca-
sez de agua, lo que demuestra aún más la necesidad de reconstruir 
la infraestructura pública de agua.

INTRODUCCIÓN 

Nigeria tiene inmensos recursos de agua dulce (Wutich et al. 2016, 
Muhammad y Dansabo 2018). De hecho, es tan rica que muchos de 
sus 36 estados derivan sus nombres de ríos que son importantes 
fuentes de sustento y creación de riqueza para muchas familias. Ni-
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geria también cuenta con una infraestructura institucional y admi-
nistrativa relativamente sólida para facilitar el suministro de agua a 
toda la población. 

A pesar de ello, Nigeria no ha sabido aprovechar sus recursos 
hídricos y ha gestionado mal las costosas inversiones (Nwankwoala 
2011, Omole et al. 2015, Obeta 2019). Entre otros  factores a conside-
rar podemos mencionar la ine!ciente burocracia, la pobre gestión 
!nanciera de las empresas de suministro de agua y saneamiento, 
el exiguo mantenimiento de las redes, las interrupciones del sumi-
nistro eléctrico y la corrupción. Otros desafíos incluyen la interfe-
rencia política, la mala coordinación entre los actores federales y 
estatales, y la incapacidad de las agencias estatales para cubrir los 
costos de operación (Wutich et a.l 2016). En general, la escasez de 
agua en Nigeria es el resultado de la  desconexión existente entre 
los abundantes recursos hídricos del país y la falta de voluntad del 
gobierno para aprovechar estos recursos y priorizar la prestación 
de servicios básicos a los hogares pobres, especialmente en las zo-
nas rurales.

Por lo tanto, el acceso al agua potable sigue siendo una quimera 
para mucha gente. Unos 90 millones de nigerianos ¬–casi la mitad 
de la población del país, de alrededor de 200 millones– carecen de 
agua apta para el consumo (Obeta 2019, Ezenwaji et al. 2016). En 
muchas comunidades rurales, los planes de suministro de agua han 
colapsado. La mayoría de los pueblos rurales y las pequeñas ciuda-
des se enfrentan a graves y persistentes problemas para satisfacer 
sus necesidades de agua, ya que el 61% de la población rural vive a 
más de 30 minutos de una fuente de agua y otro 34% a más de dos 
horas (World Bank 2019). 

En consecuencia, millones de nigerianos dependen de provee-
dores de agua no estatales que suministran agua de manera formal 
o informal con !nes de lucro. Este documento se centra en los in-
formal for-pro!t water services providers (proveedores informales 
de servicios de agua con !nes de lucro; PPWSP, por el acrónimo en 
inglés), muchos de los cuales prestan servicios cruciales en el con-
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texto de la pandemia de covid-19. Los PPWSP son individuos o mi-
croempresas que generan, tratan y distribuyen agua a los hogares 
o a las empresas como entidades comerciales (Obeta 2019, Adeleye 
et al. 2014). Suministran agua a escala comunitaria en pequeñas 
ciudades y zonas rurales que, de otro modo, no tendrían acceso a 
estos servicios. Aunque los PPWSP no son una respuesta directa a 
la pandemia de covid-19, constituyen un aporte muy necesario para 
combatir el virus. Los PPWSP ayudan a poner el agua a disposición 
de millones de personas en el contexto de la pandemia. 

Y LOS PPWSP DIJERON: ¡QUÉ HAYA AGUA!

El fracaso masivo de las infraestructuras públicas en Nigeria ha 
contribuido a cristalizar y ampliar el papel de los proveedores in-
formales de agua. Estas entidades ofrecen soluciones tales como ca-
miones cisterna, perforaciones y construcción de pozos domésticos 
y distribución de agua a través de contenedores móviles. De esta 
manera ayudan a los consumidores a satisfacer sus necesidades de 
agua ofreciéndoles una serie de opciones diferentes para el sumi-
nistro. En muchas comunidades, constituyen la única alternativa. 

Los PPWSP no tienen responsabilidad formal sobre los servicios 
de abastecimiento de agua, pero invierten en infraestructuras hí-
dricas y operan como pequeñas empresas en zonas donde no hay 
infraestructuras públicas (Akpomunje 2010). Los PPWSP suelen ob-
tener el agua de arroyos, ríos y pozos utilizando camiones cisterna 
y contenedores portátiles. Los camiones cisterna entregan el agua 
a los hogares o locales comerciales que pueden permitirse comprar 
grandes cantidades, a menudo para revenderla a personas que sólo 
pueden comprar pequeñas cantidades. A veces, los vendedores de 
agua entregan el agua directamente a los consumidores en sus ca-
sas en bidones. También hay proveedores que envasan el agua en 
bolsas de plástico para el consumo inmediato. La asequibilidad del 
agua en sachets es muy apreciada por la población. 

Los PPWSP participan activamente en el suministro de agua ru-
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ral en los 36 estados de Nigeria (Ofoezie 2003, Okeje 1989). También 
operan en pueblos pequeños y en las grandes ciudades. A pesar de 
ello, están muy desatendidos por el gobierno. Los proveedores de 
agua en cisternas y los vendedores de agua en sachets, que invier-
ten un suma signi!cativa de dinero, se auto!nancian. Muchos de 
ellos no son mucho más fuertes en términos !nancieros que la po-
blación a la que sirven. La mayoría de las veces, sus equipos son 
viejos y están en mal estado. Los camiones cisterna se averían regu-
larmente. Los PPWSP no tienen acceso a préstamo de los bancos y 
están poco organizados. Una vendedora de agua en sachet y miem-
bro de la asociación de proveedores de agua en Otukpo a!rma que 
los miembros se reúnen regularmente para abordar sus problemas 
y controlar los precios del mercado (D. Ochoga, comunicación per-
sonal, 7 de julio de 2020). Según ella, algunos de los problemas a los 
que se enfrentan los miembros de la asociación son “la distancia a 
la fuente de agua, el envejecimiento de los vehículos y de las máqui-
nas de explotación o tratamiento del agua, el suministro irregular 
y el coste elevado de la electricidad, la falta de mano de obra y en 
particular de los operarios de las máquinas, y el elevado coste de los 
materiales de envasado”.

El aporte de los PPWSP a las economías locales
En Nigeria, las oportunidades de empleo en el sector formal son 
mínimas. El amplio sector informal está conformado por pequeñas 
empresas, casi siempre de propiedad individual y general estable-
cidas con muy poca inversión. Los PPWSP constituyen una parte 
importante del sector informal en Nigeria. Según la Agencia Nacio-
nal para el Control de los Alimentos y los Medicamentos (NAFDAC, 
por sus siglas en inglés), el organismo regulador de las normas del 
sector en que operan los PPWSP, “la producción de agua envasada, 
especialmente en sachets (agua potable), alivia la pobreza y debe 
fomentarse. Es una industria que tiene un inmenso potencial de ge-
neración de empleo e ingresos” (Muhammad y Dansabo, 2018, 48). 

El sector de los PPWSP no solo es una fuente directa de empleo 
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para miles de personas, sino que también contribuye al desarrollo 
de otras pequeñas empresas que dependen del agua para su fun-
cionamiento. Los proveedores de servicios alimentarios o de lavan-
dería, así como los operadores de máquinas para moler alimentos, 
tienen, gracias a los PPWSP, acceso al agua para poner en marcha 
y operar sus negocios. En lugares donde se permite que los nego-
cios sigan funcionando durante la pandemia, los PPWSP están dan-
do empleo a muchos jóvenes y evitan el crecimiento de la pobreza 
(Kjellen 2000, Muhammad y Dansabo 2018, Obeta 2019).

La promoción de la salud pública
El agua y el saneamiento siguen siendo los principales motores de 
la salud pública. La falta de acceso al agua potable genera vulnera-
bilidad ante la amenaza de enfermedades como la diarrea, el cóle-
ra, la !ebre tifoidea, la salmonelosis, la disentería y otros virus gas-
trointestinales (Muta’a Hellandendu 2012, 115), que son comunes 
en Nigeria. Dado que los PPWSP suministran agua directamente a 
los hogares y a las pequeñas empresas, los PPWSP proveen servi-
cios esenciales que contribuyen al distanciamiento físico y a sobre-
llevar los periodos de cuarentena. 

En una entrevista con una madre después de dar a luz en el hos-
pital, ella nos dijo que tenía mucha sed pero que no podía beber el 
agua del hospital porque venía directamente del pozo y no estaba 
tratada. En su lugar, pre!rió la compra de agua en sachets. Cuan-
do se le preguntó cómo iba a hacer frente a la necesidad de agua 
con un nuevo bebé, declaró que su marido había acordado con un 
vendedor de agua la entrega regular de sachets a domicilio (J. Ken, 
comunicación personal , 20 de julio de 2019).

Apoyo a la igualdad de género
El acceso al agua en Nigeria es una cuestión de género. Las mu-
jeres y las niñas sufren la peor parte del acceso inadecuado a los 
servicios de agua, ya que pasan hasta una cuarta parte de sus horas 
de vigilia buscando agua para su hogar (Omole y Ndambuki 2014, 
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Omole et al. 2015). En relación al impacto positivo de los PPWSP 
en las comunidades, una mujer que entrevistamos en Otukpa, en 
el estado de Benue rememoraba su experiencia de esta manera (K. 
Iga, comunicación personal, 4 de julio de 2020):

Antes, cuando yo era niña, no puedo recordar con certeza la 
distancia que caminábamos cada día, pero estoy segura de 
que eran más de 20 kilómetros de ida y vuelta al arroyo. Nos 
levantábamos a eso de las seis de la mañana y regresábamos 
hacia las nueve. La mayoría de las chicas jóvenes, como yo, 
no podían llevar más de 10 a 20 litros de agua, y las mujeres 
mayores hasta 40 litros. Esto se debe a la distancia y también 
a que el agua se transportaba en recipientes abiertos como 
ollas de arcilla, cubos y baldes. A veces algunas teníamos un 
accidente, nos saltábamos un escalón y nos caíamos, per-
diendo toda el agua. En esos casos, las demás compartían 
uno o dos vasos de su propia agua para que la persona que 
tuvo ese problema al menos pudiera volver a casa con algo de 
agua. Las niñas siempre llegábamos tarde a la escuela, cansa-
das. En la temporada de lluvias recogíamos las aguas super-
!ciales que bajaban de las colinas, donde la gente defecaba 
al aire libre. Intentamos tratar el agua con alumbre, pero la 
gente seguía enfermando por usarla. Hoy todo eso ha cam-
biado. Gracias a los PPWSP, la situación a mejorado. Volvía a 
casa para enterrar a mi padre, en el año 2019, y pude ver toda 
esa gran transformación. Ahora hay camiones cisterna que 
reparten el agua durante. Todas las actividades que requieren 
agua, desde cocinar hasta lavar la ropa y la higiene personal, 
se pueden realizar sin ningún problema. Compramos tonela-
das de agua en sachets a un coste razonable y todo el mundo 
tiene agua para beber. Aunque con un cierto coste, ahora hay 
un nivel de acceso al agua que sería imposible sin los PPWSP.

Debido a las responsabilidades familiares, la falta de habilidades 
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personales y las barreras sociales y culturales, el sector informal 
del agua también puede ser una de las pocas formas que tienen las 
mujeres de acceder a un empleo para obtener ingresos (Fapohunda 
2012, 35). Por lo tanto, los PPWSP se han convertido en una parte 
importante de la transformación de las normas de género y de la 
mitigación del tiempo necesario para el acceso al agua para las ni-
ñas y las mujeres, especialmente entre las más vulnerables. El acce-
so al agua también signi!ca que las mujeres y las niñas están mejor 
posicionadas para hacer frente a la crisis de la covid-19. 

Suministro de agua a los hogares pobres 
Un informe del Banco Mundial de 2019 concluye que las subven-
ciones al agua bene!cian de forma desproporcionada a los hogares 
con mayores ingresos, sobre todo con sistemas en red (Andres et 
al. 2019). En Nigeria, mientras que apenas el 48% de los nigerianos 
pobres tienen algún tipo de acceso a los servicios públicos de su-
ministro de agua, alrededor del 80% de los nigerianos ricos tienen 
acceso. En otras palabras, los servicios públicos de suministro de 
agua bene!cian a los ricos de los barrios acomodados y a los cen-
tros urbanos. Los bene!ciarios reales del agua pública subvencio-
nada son los ricos, ya que los pobres no suelen estar conectados a la 
red de tuberías. Según un estudio de hace pocos años, las opciones 
públicas de suministro de agua serían entre 4 y 10 veces más bara-
tas que las privadas (Jideonwo 2014). Sin embargo, el aumento de 
las subvenciones a los proveedores públicos no resolverá la brecha 
de desigualdad sin una expansión masiva de la infraestructura pú-
blica conectada a la red. 

CONCLUSIÓN

A pesar de la inmensa contribución de los PPWSP a la hora de pro-
porcionar acceso al agua a los hogares de bajos ingresos de Nigeria, 
el sector no está exento de desafíos. Por un lado, la seguridad del 
agua es a menudo cuestionable, especialmente el agua en sachets 
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(irónicamente denominada “agua pura”). Esta preocupación derivó 
en la presentación de un proyecto de prohibición gradual del agua 
envasada en todo el país por parte del regulador nacional. Pero de-
bido al inestimable servicio que presta el sector, especialmente a 
las mujeres y los pobres, el proyecto no fue implementado y el sec-
tor sigue prosperando (Dada 2009). Sin los PPWSP, los habitantes de 
la mayoría de las ciudades pequeñas y las zonas rurales de Nigeria 
estarían en continua crisis, y la covid-19 se transformaría en una 
catástrofe aun más terrible. 

Por ello, la covid-19 ha resaltado la urgencia de construir un sis-
tema de agua público e!caz, !able y asequible. Es incomprensible 
que el gobierno nigeriano, con todos sus recursos y el apoyo de las 
organizaciones internacionales, no pueda suministrar agua a sus 
ciudadanos. Si los PPWSP, con recursos muy limitados, pueden dis-
tribuir el agua de forma e!caz a la población pobre, ¿por qué es tan 
difícil para el gobierno de Nigeria suministrar agua a sus ciudada-
nos? 

El gobierno también puede proporcionar un mejor entorno ins-
titucional para el funcionamiento de los PPWSP. En primer lugar, 
deberían existir modalidades de asistencia técnica para ayudar 
a diseñar, construir, operar y mantener sus infraestructuras. La 
asistencia también debería incluir apoyo con infraestructuras re-
lacionadas que facilitan la distribución del agua, en particular las 
carreteras y la electricidad. En segundo lugar, la Ley Nacional del 
Agua de Nigeria del año 2000 y/o las especi!caciones de las normas 
de la NAFDAC establecen que todos los suministros de agua para 
el consumo doméstico deben asegurar la higiene y la potabilidad. 
Es necesario mejorar la regulación y el control para garantizar que 
los PPWSP cumplan con estas especi!caciones. En tercer lugar, el 
gobierno debe ofrecer incentivos para promover la prestación de 
servicios de agua e!cientes. Estos incentivos podrían incluir la 
concesión de créditos blandos para los equipos de producción y 
suministro. Por último, el gobierno debe diseminar información 
adecuada sobre los mecanismos que salvaguardan los intereses de 
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los consumidores y los protegen de la explotación, la extorsión o la 
subida de precios. 

El acceso al agua debería estar en el centro de la política de de-
sarrollo. Para alcanzar sus metas de desarrollo, Nigeria debe reacti-
var sus organismos públicos de agua, que hoy no funcionan bien, y 
aprovechar sus inmensos recursos hídricos naturales para asegurar 
el suministro de agua a todos sus ciudadanos. Mientras tanto, los 
PPWSP desempeñan un papel fundamental en la consecución de 
este objetivo.
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Capítulo 18

Marcela González Rivas

UNA HISTORIA DE DOS 
OPERADORES DE AGUA: LO 
PÚBLICO FRENTE A LO PRIVADO 
EN MEDIO DE LA COVID-19 EN 
PITTSBURGH

Pittsburgh se ha posicionado como una ciudad fuertemen-
te comprometida con el desarrollo sostenible. Este capítulo 
analiza los retos a los que se enfrenta la ciudad en relación 

con su compromiso especí!co con los servicios de agua, vitales 
para la protección de la salud pública durante la pandemia de co-
vid-19. Tras comparar las acciones de los dos principales operado-
res de agua de la ciudad -uno público y otro privado-, el capítulo 
identi!ca los principales retos para mejorar el suministro da largo 
plazo. El capítulo concluye con un llamamiento para que el gobier-
no aumente las ayudas para el pago de la factura del agua para los 
grupos de bajos ingresos que afrontan el mayor riesgo de pérdida 
del acceso a estos servicios en el futuro.

INTRODUCCIÓN 

La pandemia ha determinado que el acceso al agua adquiera una 
mayor relevancia para la protección de la salud de la población. 
Este capítulo analiza las respuestas a la covid-19 de los operadores 
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de agua de Pittsburgh, un ciudad de Pensilvania, en la costa este de 
Estados Unidos. El análisis se focaliza en las protecciones diseña-
das para garantizar el acceso al agua de los grupos que tienen di!-
cultades para pagar sus facturas de agua durante la pandemia. El 
capítulo compara las acciones de las empresas de agua de la ciudad 
en respuesta a las necesidades de los grupos vulnerables. El aná-
lisis también destaca los principales retos a los que se enfrentan 
los operadores de agua para lograr que los programas de asistencia 
perduren después de la pandemia, en el contexto del compromiso 
de la ciudad con los principios de sostenibilidad y equidad.

En concreto, el capítulo sostiene que, si bien se han implemen-
tado medidas para proteger la salud pública, existen numerosos 
obstáculos para la implementación de soluciones que garanticen el 
acceso al agua a largo plazo. Uno de los principales obstáculos es 
el continuo aumento de las tarifas, debido a décadas de abandono 
de las infraestructuras y a la baja inversión de recursos estatales y 
federales. Como resultado, los operadores de agua se enfrentan a 
la complejidad de cumplir las normas ambientales y de calidad del 
agua, así como a la ampliación de los programas de asistencia para 
garantizar que los clientes de bajos ingresos tengan acceso a agua 
segura y asequible. 

El capítulo ofrece una comparación de las dos principales em-
presas de suministro de agua de Pittsburgh: una pública (la Pitts-
burgh Water and Sewer Authority - PWSA) y otra privada (la Pen-
nsylvania American Water Company - PAWC). El análisis demuestra 
que la respuesta de PWSA a la covid-19 ha sido mejor que la de la 
empresa privada, en consideración de las medidas aplicadas para 
proteger la salud pública (como garantizar el acceso al agua durante 
la pandemia), pero también que ninguno de los dos operadores ha 
aplicado en su totalidad las protecciones diseñadas para contrarres-
tar el impacto económico de la pandemia. Se in!ere, en consecuen-
cua, que las perspectivas de extensión temporal de las medidas ac-
tuales implican enormes retos para el operador público. El capítulo 
concluye con un llamamiento a un mayor apoyo de los gobiernos 
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del estado y del país para que aumenten sus medidas de apoyo para 
el pago de la factura del agua para los grupos de bajos ingresos. 

Utilizando una combinación de entrevistas en línea y materiales 
secundarios, el capítulo analiza las medidas adoptadas por las em-
presas de agua como respuesta a la pandemia y los retos que supo-
ne hacerlas permanentes, con énfasis en las medidas que procuran 
garantizar el acceso al agua potable (en particular, la moratoria de 
cortes del servicio y los programas de asistencia a los clientes). Las 
entrevistas incluyeron preguntas estructuradas y no estructuradas 
realizadas por teléfono y reuniones online, así como intercambios 
por correo electrónico con dirigentes de los operadores del sistema 
de agua de la ciudad, antiguos miembros del Consejo de Adminis-
tración de PWSA, organizaciones de la sociedad civil y dirigentes 
políticos locales, entre otros (al !nal del documento se ofrece una 
lista completa de las entrevistas). Para la redacción del capítulo 
también revisamos documentos o!ciales, datos del censo, artícu-
los de prensa, encuestas de organizaciones de la sociedad civil y 
los sitios web de las empresas de agua, así como de la Comisión de 
Servicios Públicos de Pensilvania. La investigación se llevó a cabo 
entre mayo y julio de 2020. 

LOS PROVEEDORES DE AGUA DE LA CIUDAD DE PITTSBURGH

Pittsburgh es la segunda ciudad más grande de Pensilvania, con 
una población de aproximadamente 300.000 habitantes. La econo-
mía de la ciudad ha tenido importantes transformaciones, pasando 
de ser una potencia en la producción de acero (con industrias de 
apoyo, como el carbón) a convertirse en una economía basada en la 
educación superior, la innovación y la investigación. Situada en la 
con"uencia de tres ríos, Pittsburgh se cita a menudo como ejemplo 
de una economía del llamado rust belt (“cinturón del óxido”) que ha 
sido capaz de reinventarse, incluyendo esfuerzos concertados para 
limpiar la tierra, el aire y las vías "uviales dañados durante su pasa-
do industrial (Beery 2018).
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Pittsburgh se enfrenta actualmente a varios retos relacionados 
con el agua. Al igual que muchas otras ciudades de Estados Uni-
dos, su infraestructura hídrica está en decadencia. A menudo sufre 
inundaciones repentinas, impactos ambientales por la limitada ca-
pacidad del sistema de gestión de las aguas pluviales y problemas 
de calidad del agua, además de contaminación por plomo, fallas en 
las tuberías y avisos sobre la necesidad de hervir el agua. Más re-
cientemente, la asequibilidad del agua se está convirtiendo en un 
reto importante, dados los niveles de pobreza de la ciudad.

Cuadro 18.1
Características básicas de las principales empresas de agua de Pittsburgh

PWSA PAWC

Población de la ciudad de 
Pittsburgh atendida

73,000 clientes 
residenciales

27,000  clientes 
residenciales

Porcentaje de la población 
urbana 53.60% 19.80%

Propiedad Pública, autoridad 
municipal Privada

Ayuda !nanciera del gobierno 
federal o estatal para responder 
a la pandemia de covid-19

No, pero tiene 
previsto solicitar 

el reembolso 
de los gastos 

extraordinarios

No, pero tiene 
previsto solicitar 

el reembolso 
de los gastos 

extraordinarios

Aumento del impago de facturas 
durante la covid-19

Aumento del 107% 
respecto al año 

anterior 

Aumento del 21% 
respecto al año 

anterior
Fuente: Elaboración propia, a partir de la información proporcionada por los 
representantes de los operadores de agua y los datos del censo
(https://www.census.gov/quickfacts/pittsburghcitypennsylvania).

Pittsburgh tiene su propia autoridad municipal de aguas, pero el 
agua es suministrada por cuatro empresas. Mientras que la Autori-
dad de Agua y Alcantarillado de Pittsburgh (PWSA), de gestión públi-
ca, brinda servicios a aproximadamente dos tercios de la población 
de la ciudad, hay otros tres operadores que también suministran 
agua a residentes de la ciudad y de zonas vecinas. Entre ellos se 
encuentra la Pennsylvania American Water Company (PAWC, una 
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empresa privada con gran presencia en todo el estado, que ofrece 
servicios a un tercio de los residentes de la ciudad) y dos operadores 
públicos de agua más pequeños que suministran agua a una peque-
ña fracción de los residentes.

La situación actual representa un gran reto para un amplio seg-
mento de la población de la ciudad. Según la O!cina del Censo de 
Estados Unidos, el 21% de los residentes viven en la pobreza -muy 
por encima de los promedios del estado (12,2%) y del país (11,8%)-, 
mientras que el 40% de la población es elegible para programas de 
asistencia (US Census 2018).

Es importante señalar la incidencia de dinámicas de desigual-
dad de raza y de género sobre la salud, los ingresos, el empleo y la 
educación. Por ejemplo, un informe reciente que compara la des-
igualdad de raza y género de Pittsburgh con ciudades similares de 
Estados Unidos muestra que la tasa de pobreza entre los afroesta-
dounidenses es más alta en Pittsburgh que en el 85% de las ciudades 
similares, y que hay más niños negros en Pittsburgh que crecen en 
la pobreza que en el 95% de las ciudades similares (Howell et al. 
2019, 29).

Signi!cativamente, hay más tramos censales de la ciudad con 
más personas que viven por debajo del umbral de pobreza (mos-
trados en tonos más oscuros en el mapa) en el área de servicio de 
PWSA (el operador público de agua) que en el de PAWC (el operador 
privado de agua). Es una diferencia importante, ya que a falta de 
fondos federales y estatales para ayudar al pago de la factura del 
agua, los operadores del servicio atienden a un mayor número de 
hogares que tienen di!cultades para pagar sus facturas.

En el caso de Pittsburgh, la mejora de la infraestructura enveje-
cida requiere un aumento de las tarifas del agua. En otras palabras, 
el estado del operador repercute en el precio del agua que pagan 
los clientes, creando una posible crisis de asequibilidad del servicio 
(Pierce et al. 2020). En el contexto de la pandemia de covid-19, este 
legado histórico de la infraestructura del agua tiene una importan-
cia crucial.
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LA RESPUESTA DE LOS OPERADORES DE AGUA A LA PANDEMIA

Las dos principales empresas de agua de Pittsburgh, PWSA (públi-
ca) y PAWC (privada), establecieron una moratoria de cortes del 
servicio después de que el estado declarara la emergencia (véase el 
cuadro 18.2). En concreto, para PWSA, dado que ya contaba con una 
moratoria aplicada durante el invierno, signi!caba que la morato-
ria continuaría, mientras que para la empresa privada, PAWC, sólo 
comenzaría con la covid-19. El gobierno estatal emitió una orden 
el 16 de marzo de 2020 que debería ser aplicada por todas las em-
presas de servicios públicos reguladas por la Comisión de Servicios 
Públicos de Pensilvania (PUC). Es importante señalar que la PUC 
solo regula las empresas privadas pero, de manera excepcional, la 
PWSA, de gestión pública, también está bajo su órbita desde 2018.

Ambos operadores también restablecieron el servicio a aquellas 
cuentas que habían sido desconectadas previamente, garantizando 
el acceso a los servicios de agua a todos los residentes de Pittsbur-
gh durante la pandemia, independientemente de su capacidad de 
pago. El cuadro 18.2 muestra que PWSA (pública) aplicó estas pro-
tecciones de manera más enérgica (por ejemplo, renunciando al 
requisito de elegibilidad para la moratoria y estableciendo un nivel 
más alto, del 200% al 250%), aprovechando quizás su experiencia 
con la moratoria de invierno en los cortes de agua vigente desde 
2018.

Sin embargo, ninguna de las protecciones implementadas prote-
ge plenamente a los usuarios del agua. Las protecciones completas 
incluirían no solo el acceso temporal al agua por razones de salud 
pública, sino también protecciones por los efectos económicos de 
la pandemia (Campbell-Ferrari y Wilson 2020). Por ejemplo, PWSA 
y PAWC siguen facturando a los clientes y no han establecido un 
período de gracia para los pagos. PAWC suspendió los cargos por 
mora, pero ninguna de las dos empresa tiene un programa de con-
donación de deudas.
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Cuadro 18.2
Bene!cios otorgados por los operadores de agua en el marco de la pandemia 

PWSA (pública) PAWC (privada)

Moratoria pre-covid-en 
vigor

Sí, moratoria invernal; 
del 1 de dic. al 31 de 
marzo, desde enero 
2018. Elegibilidad de 

ingresos 250% del nivel 
federal de pobreza

No

Fecha de comienzo de 
la moratoria 13 de marzo 2020 13 de marzo 2020

Propiedad de la 
empresa

Pública, autoridad 
municipal Privada

Fecha de !nalización 
de la moratoria

1 agosto de 2020 (según 
el directorio de PWSA); 

fecha de !nalización 
del programa PUC de 

emergencia 

Fecha de !nalización 
del programa PUC de 

emergencia (obligatorio)

Requisitos de ingresos, 
con respecto al umbral 
federal de pobreza

Exención del requisito 
de ingresos en respuesta 

a la covid-19

Se debe demostrar 
la existencia de 

di!cultades económicas

Reconexión del 
servicio

Sí; sin embargo, 
menos de 10 cuentas 

reconectadas debido a 
la moratoria de invierno 

aún en vigor.

Si

¿Se sigue facturando a 
los clientes? Si Si

¿Se cobran cargos por 
retraso a los clientes? Si

Suspendidos los cargos 
de demora hasta nuevo 

aviso
Período de gracia 
posterior a la  
moratoria

No No

Condonación de la 
deuda

Se considera la 
posibilidad de 

un programa de 
condonación de atrasos. 

No

Fuente: Elaboración propia, a partir de información proporcionada por los 
representantes de los operadores de agua y datos del censo.
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Las protecciones actuales no hacen más que posponer la carga 
!nanciera que los hogares de bajos ingresos deberán asumir otra 
vez cuando se levante la moratoria, afectando también a los hoga-
res que recientemente no han podido pagar el servicio de agua de-
bido a los impactos económicos de la pandemia. En consecuencia, 
la moratoria sobre los cortes de agua no ofrece una protección ade-
cuada a largo plazo.

Cuadro 18.3
Programas de asistencia al cliente ofrecidos por los operadores de agua 

Empresa / programa de 
asistencia

Antes de la 
covid-19

Expansión 
durante la 
covid-19

Proceso de 
inscripci’on

PWSA 
(pública)

Moratoria 
invernal de 
cortes

Elegibilidad de 
ingresos: 250% 
del umbral 
federal de 
pobreza

Exención del 
requisito de 
ingresos a lo 
largo de 2020

Llamar a 
PWSA, Dollar 

Energy, u 
organización 
comunitaria 

Descuento 
tarifario

150% del 
umbral federal 
de pobreza

Exención 
de pago 

del mes 12 

Programa de 
subvenciones 
por di!cultades 
(anual, hasta 
300 dólares))

150% del 
umbral federal 
de pobreza

Exención 
del requisito 
de esfuerzo 
sincero de 
pago a lo 

largo de 2020

PAWC 
(privada)

Programa H2O 
de Apoyo al 
Cliente

Acuerdo de 
pago, prueba 
de di!cultades 
económicas

--

Llamar a la 
empresa, 

directamente

Programa de 
subvenciones 
por di!cultades 
(anual, hasta 
500 dólares))

200% del 
umbral federal 
de pobreza

--

Descuento 
tarifario

150% del 
umbral federal 
de pobreza

--

Fuente: Elaboración propia, basado en información aportada por representantes 
de los operadores de agua y los sitios web de las empresas. 

También es importante observar otros programas en marcha 
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para proporcionar asistencia a los hogares de bajos ingresos.1 El 
cuadro 18.3 muestra que los dos principales operadores de agua, 
PWSA y PAWC, lanzaron una serie de programas antes de la pan-
demia (de hecho, los programas de PAWC llevan dos décadas fun-
cionando) y los ampliaron después. Sin embargo, las tasas de ins-
cripción en estos programas son bajas, incluso durante la crisis de 
la covid-19. Como parte de la investigación para este capítulo, la 
autora entrevistó a líderes y organizadores comunitarios y realizó 
una encuesta entre las organizaciones comunitarias, procurando 
encontrar las razones que podrían explicar la baja inscripción de 
los programas. El análisis se centró en PWSA porque atiende a la 
mayoría de los residentes de Pittsburgh y porque es el operador del 
que se disponía de más información.

La baja inscripción en los programas de PWSA está relacionada 
con el hecho de que estos programas -que son similares a otros pro-
gramas de asistencia de servicios públicos- no proporcionan su!-
ciente apoyo (Czewinski et al. 2017, 148). Por ejemplo, excluyen a los 
clientes con ingresos no lo su!cientemente bajos como para cali!-
car pero que enfrentan di!cultades para pagar sus facturas de agua 
(como los residentes de edad avanzada con ingresos !jos). Además, 
los programas exigen a los clientes que paguen los cargos vencidos 
o que hagan un esfuerzo sincero de pago, lo que normalmente sig-
ni!ca pagar una parte de las facturas pasadas y comprometerse a 
pagar el resto en un plazo determinado. Sin una condonación de la 
deuda, al menos parcial, las facturas acumuladas representan una 
grave carga !nanciera.

Otra razón de la baja inscripción en el programa es la falta de 

1 En concreto, los niveles del programa TAP son los siguientes: a los participantes 
se les cobra el 2% de sus ingresos mensuales si ganan el 50% del umbral federal de 
pobreza (FPL) o menos; el 2,5% de los ingresos mensuales para los residentes que 
ganan entre el 51% y el 100% del FPL; y el 3% para los residentes que ganan entre el 
101% y el 150% del FPL. Por lo tanto, este programa es coherente con la recomen-
dación de las Naciones Unidas de limitar el pago a no más de 3% de los ingresos del 
hogar, ya que garantiza que los hogares de bajos ingresos puedan cubrir y pagar sus 
propias facturas (Czewinski et al. 2017, 151).
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información sobre el mismo. La PWSA ha llevado a cabo activida-
des de divulgación en la comunidad -organizando reuniones de in-
formación pública en todos los barrios en respuesta a los picos de 
plomo en el agua y a las advertencias de hervir el agua que se rea-
lizaron en los años 2016 y 2017- y ha incluido hojas informativas en 
las facturas de los clientes, pero parece que la mayoría de la pobla-
ción sigue sin estar al tanto de estos programas. Las respuestas a la 
encuesta indicaron una falta general de información sobre los pro-
gramas municipales de asistencia, con comentarios como “los resi-
dentes no tienen acceso a un ordenador”, “las compañías de agua y 
alcantarillado no tienen programas de asistencia”, o “no entienden 
la información sobre los programas.”

También es evidente que la inscripción en los programas no es 
un proceso sencillo. Por ejemplo, el sitio web de los programas de 
asistencia al cliente de PWSA carece de instrucciones sencillas para 
inscribirse.

Al momento de redactar este capítulo ( julio de 2020), el sitio web 
indicaba que las personas necesitadas debían llamar directamente 
para ver si los clientes podían recibir ayuda para pagar su factura. 
Sin embargo, cuando uno llama, le indican que haga otra llamada a 
la organización que administra los programas, Dollar Energy. Pero 
el proceso de inscripción a través de Dollar Energy también es con-
fuso porque uno podría hacerlo a través de una organización co-
munitaria, eligiendo la organización en función del código postal 
del cliente y llamándoles directamente. Cuando se les llama direc-
tamente, el proceso debería ser sencillo: un representante ayuda a 
los clientes a rellenar una solicitud, indicando los ingresos de todos 
los residentes del hogar. El papel se presenta y tarda de dos a tres 
meses en ser procesado, si es aprobado. Pero si los clientes inten-
tan inscribirse a través de una organización comunitaria, el proceso 
varía mucho de unas a otras; algunas de ellas responden con pronti-
tud y ofrecen ayuda por teléfono, mientras que otras no están infor-
madas sobre los programas de asistencia al agua o no responden al 
teléfono después de varios días de intentarlo.
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Esta falta de claridad es claramente un obstáculo para la inscrip-
ción. Esto es especialmente cierto para aquellos que viven en situa-
ción de pobreza, ya que la investigación muestra que navegar por 
los programas de asistencia puede ser difícil para las familias que 
viven con presupuestos crónicamente limitados (Mani et al. 2013). 
En Pittsburgh, los sectores de bajos ingresos incluyen comunidades 
de color, refugiados e inmigrantes. En las encuestas realizadas a las 
organizaciones que prestan servicios a los refugiados e inmigrantes 
en los veranos de 2019 y 2020, se identi!có la asequibilidad del agua  
y la falta de información sobre los programas de asistencia como el 
reto número uno, (González Rivas 2019, 2020). El idioma es a veces 
una barrera que lleva al desconocimiento, aunque PWSA ha con-
tratado servicios de interpretación para los clientes que no hablan 
inglés.

En resumen, los programas actuales de PWSA podrían mejorar 
para potenciar sus programas de asistencia existentes. Además de 
simpli!car y clari!car el proceso de inscripción y mejorar el al-
cance a los grupos de bajos ingresos, a las personas mayores y a 
otros bene!ciarios potenciales, PWSA podría mejorar el diseño del 
programa eliminando las barreras de inscripción; por ejemplo, in-
corporando la condonación de la deuda y los planes de pago, que 
signi!caría para los clientes un borrón y cuenta nueva y la oportu-
nidad de ponerse al día en el pago de sus facturas en su totalidad. 
El Programa de Asistencia Escalonada de Filadel!a (TAP, por sus 
siglas en inglés) es un ejemplo de este enfoque, ya que se basa en el 
nivel de asequibilidad de un hogar y está disponible para los clien-
tes con bajos ingresos.

El diseño del programa TAP también tiene en cuenta la carga 
adicional a la que se enfrentan los hogares de bajos ingresos para 
navegar por los programas de asistencia y los onerosos procesos de 
solicitud de ayuda. Al simpli!car el proceso para incluir una única 
solicitud, y al ofrecer una variedad de formas de registro (en línea, 
en persona y por correo), el programa procura eliminar las barreras 
de acceso (Lakhani 2020).



330 

Marcela González Rivas

EL COSTO DEL AGUA 

Como se ha señalado anteriormente, el aumento de las tarifas del 
agua es una realidad en todo Estados Unidos debido a la falta de 
!nanciación federal y a la creciente lista de mejoras necesarias. En 
este contexto, los consumidores de agua pagan el coste de la negli-
gencia. El cuadro tabla 18.4 compara las tarifas de los servicios de 
agua de PWSA y PAWC, mostrando que las tarifas de PWSA son más 
altas (y es probable que aumenten durante los próximos dos años, 
dependiendo de la aprobación de la PUC), lo que agrava el problema 
de la asequibilidad. 

Cuadro 18.4
Comparación de las tarifas mensuales de los operadores de agua

Cargos PWSA
(pública)

PAWC
(privada)

Tarifa !ja mensual $27.27 $16.50
Cargo por consumo (por 1.000 galones) $11.04 $12.20
Factura típica de un hogar que consume hasta 
3.000 galones al mes $60.39 $53.10

Fuente: Elaboración propia, utilizando información proporcionada por 
representantes de los operadores de agua y de sus sitios web. Tarifas actuales 
actualizadas a julio de 2020. Nótese que PWSA también cobra por bloques de 1.000 
galones consumidos, aunque no se consuman en su totalidad. En comparación, 
PAWC cobra por cada 100 galones.

Sin embargo, tradicionalmente las tarifas del servicio de agua de 
PWSA no eran las más altas de la ciudad. Durante décadas fueron 
inferiores a las de PAWC, la empresa privada. Es importante situar 
las tarifas actuales en una perspectiva histórica, ya que las condi-
ciones de infraestructura de PWSA y, en consecuencia, las tarifas 
actuales se explican, al menos en parte, por un acuerdo que puso a 
la empresa pública en desventaja frente a la privada. El acuerdo fue 
!rmado por el órgano legislativo de la ciudad -el Ayuntamiento de 
Pittsburgh- con la empresa predecesora de PAWC en 1958 (que duró 
hasta 2020). El acuerdo obligaba a todos los residentes de la ciudad, 
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independientemente de su proveedor, a pagar las mismas tarifas 
por el servicio, subvencionando de hecho a la empresa privada du-
rante 60 años, lo que suponía millones de dólares que podrían ha-
berse reinvertido en infraestructuras públicas de agua.2 Mientras 
tanto, la empresa privada utilizaba estos fondos para invertir en su 
propia infraestructura (Bauder 2019).  

Ante la creciente presión !nanciera, el Consejo de Administra-
ción de PWSA decidió establecer una asociación público-privada 
con Veolia Water en 2012 para asumir la gestión de los servicios de 
agua (WaterWorld 2013). Este acuerdo pronto dio lugar a una serie 
de problemas, entre ellos avisos de hervir el agua y picos de plomo 
en el agua, que acabaron en pleitos entre PWSA y Veolia en 2016 y 
minaron la con!anza de los consumidores en la calidad de su agua 
(Rosenfeld 2017). La gestión de PWSA volvió al control público, pero 
en 2018 la empresa fue intervenida por la administración estatal 
(Hughes 2017), debiendo aplicar un ambicioso plan de inversiones, 
lo que supuso nuevos aumentos de tarifas. 

Es importante señalar aquí que una de las ventajas de la estruc-
tura de gobernanza de los operadores públicos de agua es que sue-
len establecer mecanismos de participación pública. Por ejemplo, 
el Consejo de Administración de PWSA trabaja tradicionalmente 
con organizaciones de la sociedad civil en cuestiones relacionadas 
con el agua, incluida la asequibilidad. Cuando PWSA pasó a ser con-
trolada por la PUC, esto se formalizó. Por ejemplo, cada aumento de 
tarifas debe ser aprobado por la PUC y cuenta con la participación 
de diversos actores. La PUC también exige a las empresas de servi-
cios públicos bajo su supervisión la creación de un comité consul-

2 En el periodo comprendido entre 1985 y 2001, PWSA pagó 44,8 millones de dóla-
res en reembolsos. Esto no incluye los 12 primeros años del acuerdo, en los que el 
Departamento de Aguas de la ciudad pagó la subvención directamente con el presu-
puesto municipal. Con el paso del tiempo, hubo varios intentos de revisión de esta 
subvención sin éxito, enfrentándose a la oposición política de los representantes de 
los barrios afectados, pero también de la PAWC (privada). Al respecto, véase McNulty 
2001 y Nootbaar 2010.
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tivo de asistencia a las personas de bajos ingresos (LIAAC, por sus 
siglas en inglés). La función del LIAAC es dar forma a los programas 
de asistencia con miembros de la PUC, la o!cina de protección del 
consumidor y el personal de PWSA, así como representantes de la 
sociedad civil y organizaciones comunitarias, estableciendo un pro-
ceso participativo o!cial.  

Según las entrevistas con los miembros de este comité, existen 
diferencias en cuanto a la forma de abordar los bajos niveles de ins-
cripción en los programas de asistencia. PWSA se centra en mejorar 
el alcance de la comunidad y está preparando el lanzamiento de una 
nueva iniciativa (que está siendo examinada por la PUC) para llegar 
a los posibles bene!ciarios mediante la creación de un equipo dise-
ñado para trabajar exclusivamente en el aumento de la inscripción 
en el programa en los barrios de bajos ingresos. La sociedad civil 
y las organizaciones comunitarias del comité abogan por una pro-
tección total: hacer permanente la moratoria de los cortes de agua 
y aplicar un programa de condonación de la deuda. Aunque no se 
ha aplicado ninguna de estas protecciones, las entrevistas con los 
miembros de PWSA sugieren que se está considerando un progra-
ma de condonación de la deuda (como lo muestra el cuadro 18.2).

Esto no quiere decir que PWSA no tuviera una buena gobernanza 
antes del control de la PUC. De hecho, el Consejo de Administración 
de PWSA había instituido protecciones del agua para los clientes 
de bajos ingresos a !nales de 2017, trabajando estrechamente con 
organizaciones de la sociedad civil como parte de los esfuerzos de 
la campaña “Nuestra Agua”. Sin embargo, los procedimientos insti-
tuidos bajo la supervisión formalizan un proceso más democrático, 
proporcionando un marco de participación y aumentando la trans-
parencia, que son pasos en la dirección correcta dentro de PWSA.

CONCLUSIÓN

Este capítulo muestra que, aunque el operador público de agua 
(PWSA) estableció más protecciones para el acceso al agua durante 
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la pandemia que su homólogo privado (PAWC), ninguno de los dos 
operadores ha ofrecido el grado de ayuda necesario para asegurar 
la asequibilidad del agua a largo plazo en Pittsburgh. Además, las 
perspectivas de aplicación de las políticas necesarias son especial-
mente desalentadoras para el operador público debido a legados 
históricos, como el acuerdo de 1958 que fue usado para privarle de 
fondos, la falta de !nanciación federal y el hecho de que es respon-
sable del suministro de agua a la mayoría de los hogares de bajos 
ingresos de la ciudad. 

No obstante, los operadores de agua pueden aprovechar la crisis 
de la covid-19 para poner de relieve el carácter esencial del sector 
y elevar los llamamientos para priorizar los recursos que garanti-
cen la asequibilidad del agua en el marco de los paquetes de rescate 
que está aplicando el gobierno estadounidense. Aunque el papel del 
gobierno federal en materia de infraestructuras hídricas ha dismi-
nuido desde mediados de la década de 1970, y ha habido intentos 
fallidos de aprobar una legislación nacional de ayuda al servicio de 
agua potable (Pierce et al. 2020), la actual crisis de asequibilidad 
del agua es un problema nacional que requiere la intervención del 
gobierno federal (véase Warner et al. en este volumen). 

Los actuales paquetes de ayuda para paliar los efectos económi-
cos de la pandemia de covid-19 en Estados Unidos deberían incluir 
la mejora de las infraestructuras del agua como parte esencial de 
la salud pública y como estímulo económico. Los operadores pú-
blicos deberían formar parte de una coalición de actores que abo-
guen por !nanciación federal para el acceso al agua limpia, segura 
y asequible. En concreto, para PWSA, esto signi!caría trabajar más 
estrechamente con las organizaciones que han estado abogando 
por el agua limpia y asequible y unirse a otras redes que están tra-
bajando por el mismo objetivo. Esto no es nuevo para PWSA (por 
ejemplo, se ha unido a la Alianza del Agua deEstados Unidos y ha 
estado trabajando con coaliciones cívicas locales como la campaña 
“Nuestra Agua”), pero podría ser una parte central de su misión. 
Los progresos que está haciendo PWSA para ponerse al día con las 
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muy necesarias inversiones en infraestructuras deberían situar la 
asequibilidad del agua en el centro de su mandato. 
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Capítulo 19

Benjamin J. Pauli

LA CONFIANZA EN EL AGUA 
PÚBLICA DE FLINT: DE LA 
INTOXICACIÓN A LA PANDEMIA

LLa ciudad de Flint, en el estado de Michigan, ha padecido 
una crisis tras otra con la aparición de la pandemia de co-
vid-19. Desde el desastroso cambio al río Flint como fuente 

de suministro de agua en el año 2014, que provocó la corrosión de 
las tuberías, la exposición al plomo de toda la población y un bro-
te históricamente mortal de la enfermedad del legionario, Flint ha 
estado luchando para reparar el daño causado a la infraestructura, 
la salud pública y la con!anza de sus residentes. La pandemia ha 
complicado esta labor de recuperación en curso y otras priorida-
des en materia de agua, de diversas maneras. También ha inspirado 
nuevas políticas en torno a la accesibilidad y asequibilidad del agua 
que han traído consigo sus propios retos. Sin embargo, en ciertos 
aspectos, las lecciones aprendidas de la crisis del agua de Flint, así 
como las personas y los recursos movilizados en respuesta a la mis-
ma, han colocado a la ciudad y a su empresa de agua en una mejor 
posición para afrontar las amenazas únicas que la covid-19 plantea. 
Esta experiencia podría servir de inspiración a otros operadores pú-
blicos de agua en di!cultades en Estados Unidos y en otros países 
del mundo.
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INTRODUCCIÓN 

Los primeros casos con!rmados de covid-19 en Flint y en el conda-
do de Genesee aparecieron en marzo de 2020. A principios de junio, 
los casos en todo el condado habían aumentado a más de 2.000, con 
más de 250 muertes, el cuarto registro más numeroso de cualquier 
condado del estado de Michigan. Los efectos desproporcionados del 
virus en el condado también fueron notables: los afroestadouniden-
ses representaban cerca del 50% de los casos, a pesar de constituir 
solo el 20% de la población. La mayoría de estos casos se concentra-
ron en las áreas urbanas de mayoría negra (MLive 2020b; New York 
Times 2020).

Incluso antes de que se con!rmara o!cialmente algún caso den-
tro de los límites de la ciudad, la administración del alcalde Sheldon 
Neeley adoptó un enfoque proactivo ante la pandemia, emitiendo 
una alerta sanitaria de emergencia el 11 de marzo y declarando el 
estado de emergencia al día siguiente (City of Flint 2020b). Neeley 
también nombró al respetado pediatra local Dr. Lawrence Reynolds 
en el cargo voluntario de Asesor de Salud de la Ciudad, para asegu-
rar que la respuesta de Flint a la pandemia se guiara por los consejos 
de la comunidad médica. Para reforzar la orden estatal de permane-
cer en casa (decretada por el gobierno de Michigan el 23 de marzo) 
y desalentar las reuniones en licorerías y las !estas en las casas, 
el 2 de abril la ciudad anunció un toque de queda que prohibía a 
los residentes salir de sus casas entre las 9 pm y las 6 am, excepto 
en casos de emergencia (City of Flint 2020c). El alcalde Neeley, al 
defender la estricta y algo controvertida medida (que !nalmente se 
extendió hasta el mes de mayo), expresó repetidamente su compro-
miso de priorizar la salud pública en Flint, incluso si eso signi!caba 
tomar decisiones impopulares. Cuando se empezó a hablar a nivel 
local y nacional de la posibilidad de levantar las órdenes de cierre y 
reabrir la economía, Neeley nombró un grupo de trabajo de primer 
nivel para asesorar a la ciudad sobre cómo reabrir de forma segura, 
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compuesto por diversos representantes de los residentes (Ciudad 
de Flint 2020e).

La respuesta del gobierno de Neeley a la pandemia ha hecho 
hincapié en la relación integral entre la salud pública y el acceso de 
los residentes a agua limpia y asequible, especialmente a la luz de 
las recomendaciones médicas sobre el lavado de manos periódico. 
Para atender las necesidades de agua de los residentes durante la 
pandemia, la ciudad ha podido, en algunos casos, reutilizar o rea!r-
mar funciones, recursos y políticas creadas en respuesta a la previa 
crisis del agua de Flint. Esto incluye puestos de salud pública !nan-
ciados con subvenciones del ayuntamiento, lugares de distribución 
de agua embotellada y una moratoria de cortes de agua en toda la 
ciudad que se implementó varios meses antes de la pandemia. Ade-
más, a instancias del asesor de salud de la ciudad, Reynolds, el al-
calde Neeley emitió una orden para el restablecimiento del servicio 
de agua junto con la declaración de emergencia del 12 de marzo, 
con el !n de ayudar a los hogares que se habían quedado sin agua 
antes de la moratoria a que volvieran a conectarse a la red. En abril 
de 2020, la ciudad también anunció un programa de alivio para los 
residentes cuya capacidad para pagar las altas tarifas del agua de 
Flint se tornó más comprometida por las di!cultades económicas 
agravadas por la pandemia (FlintBeat 2020).

Las iniciativas de Flint en respuesta a la pandemia, así como su 
actual labor de recuperación de la crisis del agua, han requerido la 
coordinación de todos los departamentos de la ciudad. Sin embar-
go, la empresa de suministro de agua y el departamento municipal 
encargado de la facturación y de los contactos con los residentes 
son los responsables de su aplicación. Los empleados del agua de 
la ciudad se han enfrentado no sólo a los nuevos retos creados por 
la propia pandemia, sino también a las obstinadas limitaciones es-
tructurales de recursos y a una persistente falta de con!anza públi-
ca que ha llevado a algunos residentes a cuestionar sus esfuerzos y 
el compromiso de la ciudad con su propia política hídrica. El éxito 
de estas políticas depende, en cierta medida, de la aceptación y la 
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participación popular. Por lo tanto, para entender cómo se entre-
cruzan el agua de Flint y la covid-19, hay que comprender el legado 
de la crisis en la gestión local del agua en la ciudad, que sigue in!u-
yendo en el nivel de con"anza de la ciudadanía.

A LA SOMBRA DE LA CRISIS DEL AGUA

En abril de 2014, un gestor de emergencias nombrado por el estado 
de Michigan para sanear las "nanzas de Flint supervisó el cambio 
de la fuente de suministro de agua potable de la ciudad, de propie-
dad y gestión públicas, del agua del lago Hurón (que se compraba 
pretratada al Departamento de Agua y Alcantarillado de la ciudad 
de Detroit desde hacía más de cuatro décadas) al río Flint. El cam-
bio exigía que la empresa local de agua asumiera la responsabilidad 
de tratar el agua de la ciudad por primera vez desde mediados de 
la década de 1960. En un correo electrónico enviado a los regula-
dores estatales ocho días antes del cambio de fuente, el supervisor 
del Laboratorio y Calidad del Agua, Michael Glasgow, advirtió que 
la planta de tratamiento de agua potable no estaba preparada y que 
necesitaba más tiempo para la capacitación y la plani"cación. No 
obstante, el 25 de abril, los superiores de Glasgow impulsaron el 
cambio y el agua del río Flint comenzó a !uir en el sistema de dis-
tribución de la ciudad (Clark 2018; Pauli 2019, 2020).

Algunos de los detalles de lo que ocurrió a continuación se han 
perdido debido a la de"ciente gestión de archivos en la planta de 
tratamiento, pero el panorama general sugiere que el personal de la 
planta se vio rápidamente sobrepasado (Masten et al. 2016). El aná-
lisis posterior ha demostrado que los niveles de cloro !uctuaron sal-
vajemente en todo el sistema durante los meses siguientes, lo que 
probablemente contribuyó tanto a los problemas dermatológicos 
de los residentes después de ducharse (producidos por niveles de 
cloro demasiado altos) como a las infecciones bacterianas (cuando 
los niveles de cloro eran demasiado bajos) (Zahran et al, 2018).

El agua dispensada por la planta también pasó a ser más corro-
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siva que antes, lo que provocó la alteración de la biopelícula y las 
incrustaciones minerales de plomo en el interior de las tuberías, 
contribuyendo a la contaminación bacteriana y por plomo o la oxi-
dación de las tuberías por completo en algunas partes del sistema 
(Pieper et al. 2018). No todas las consecuencias del tratamiento in-
adecuado del agua quedaron claras de inmediato, pero la alteración 
general del sistema hídrico después del cambio de fuente obligó a la 
empresa de servicios públicos a enfrentarse a una serie de proble-
mas estéticos y de seguridad referidos a la calidad del agua durante 
gran parte de los siguientes 18 meses. 

La forma en que la empresa de servicios públicos comunicó y 
respondió a estos problemas no contribuyó a fomentar la con!anza 
de los residentes. Cuando la empresa empezó a detectar altos nive-
les de subproductos de desinfección cancerígenos en el año 2014, 
tardó meses en informar a los consumidores, lo que provocó enfa-
do por la falta de transparencia y persistentes sospechas sobre sus 
intenciones reales. Cuando el entonces director de Obras Públicas, 
Howard Cro", participó en reuniones públicas sobre los problemas 
del agua a principios de 2015, muchos residentes se manifestaron 
molestos por lo que percibían como un trato condescendiente de 
él y otros funcionarios. Cuando la empresa de servicios públicos 
llevó a cabo el muestreo de plomo y cobre exigido por el gobierno 
federal a !nales de ese año, bajo la dirección del Departamento de 
Calidad Ambiental de Michigan, minimizó la cantidad de plomo en 
sus muestras fomentando el lavado previo de las tuberías y el uso de 
botellas de muestreo de cuello pequeño. La empresa también clasi-
!có erróneamente los hogares muestreados como si tuvieran líneas 
de servicio de plomo cuando se desconocía la composición real de 
sus tuberías, y desechó dos muestras con alto contenido de plomo 
que podrían haber desencadenado una acción correctiva, según las 
directrices de la Agencia de Protección Ambiental (EPA). Además, 
al tener di!cultades para recoger el número de muestras necesario, 
recurrió a muestras de conveniencia de determinados barrios, tra-
tándolas como si fueran indicativas de la calidad del agua en toda 
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la ciudad.
La imagen resultante de la calidad del agua restó importancia 

a la presencia de contaminación. Fue necesario un esfuerzo de 
muestreo independiente dirigido por activistas locales para reve-
lar el problema del plomo en todo el sistema hídrico de la ciudad 
y obligar a la empresa de servicios públicos a reconocerlo (Clark 
2018; Pauli 2019, 2020). El hecho de que haya sido necesaria una 
iniciativa popular concertada para exponer el comportamiento in-
competente, en el mejor de los casos, y criminal, en el peor (Cro! 
y dos trabajadores de la empresa de servicios públicos estuvieron 
entre los acusados de delitos graves y menores por su papel en la 
crisis) signi"có una lección poderosa y duradera.

La preocupación por la asequibilidad del servicio se sumó a 
las frustraciones de los residentes durante la crisis de la calidad 
del agua. De hecho, fueron principalmente estas preocupaciones 
las que generaron la primera protesta popular en torno al agua en 
Flint, en 2014. A pesar de que más del 40% de los residentes de Flint 
viven por debajo del umbral de la pobreza, pagan una de las tarifas 
de agua más altas de Estados Unidos. El elevado coste es producto 
del intento de la empresa de mantener un sistema de agua sobre-
dimensionado y envejecido, construido hace muchas décadas para 
una ciudad con el doble de la población actual. La ciudad también 
ha tenido que encontrar formas de recuperar el coste del agua “no 
facturada” –un 40-50% de lo que compra al por mayor– que se esca-
pa de sus tuberías antes de llegar a los contadores de agua de los ho-
gares. El Departamento de Agua ha recurrido con frecuencia a los 
cortes del servicio (o ha amenazado con hacerlo) por falta de pago 
de las facturas, aunque el alcance total de esta práctica se ve empa-
ñado por la falta de datos disponibles públicamente. También se 
sabe que el departamento amenaza a los residentes con embargos 
"scales, que exigen a los propietarios de viviendas que paguen la 
deuda acumulada por el agua junto con sus impuestos sobre la pro-
piedad, bajo la amenaza de una ejecución hipotecaria (MLive 2018). 

Aunque la calidad del agua ha mejorado sustancialmente en 
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todo el sistema desde la crisis, los residentes siguen preocupados 
por los problemas de calidad de la red de distribución de agua a los 
hogares, que !uye a través de peligrosas tuberías que siguen incrus-
tadas en la infraestructura de la ciudad. Al momento de redactar 
este informe, Flint todavía sigue sustituyendo sus tuberías de plomo 
y acero galvanizado, un proceso que está previsto que se complete 
a "nales de 2020. Muchos residentes siguen siendo escépticos con 
respecto al agua del grifo, y suelen hacer cola durante horas en los 
tres puntos de distribución de agua embotellada que quedan en la 
ciudad.

Aparte del daño profundo y duradero que la crisis del agua ha 
causado a la con"anza de los residentes en su agua pública y en las 
instituciones locales de gestión del servicio, la crisis también provo-
có un cambio signi"cativo en el papel y las responsabilidades de la 
empresa de agua. Parte de la lógica de cambiar la fuente de agua de 
la ciudad al río Flint, en primer lugar, fue que ofrecería a la empresa 
de servicios públicos una oportunidad para ganar experiencia en el 
tratamiento de su propia agua antes de hacer un cambio permanen-
te a una nueva tubería de agua cruda en construcción entre Flint 
y el lago Huron. Hasta principios de 2018, la empresa de servicios 
públicos operó con la creencia de que asumiría la responsabilidad 
continua del tratamiento del agua después de la "nalización de la 
tubería, y realizó un esfuerzo considerable en la preparación de la 
planta de tratamiento y de su personal para esa eventualidad. Cuan-
do en abril de ese año se anunció que Flint abandonaría el proyec-
to de la tubería en favor de un contrato a largo plazo para el agua 
pretratada de Detroit (ahora gestionada por la Autoridad Regional 
del Agua de los Grandes Lagos), la empresa abandonó sus planes 
de tratamiento y se dedicó a la distribución de agua. En consecuen-
cia, muchos de sus empleados más capacitados se fueron a otros 
empleos. Al no poder ofrecer salarios competitivos que atrajeran y 
retuvieran a los funcionarios más experimentados, la empresa ha 
tenido que llenar gran parte del vacío resultante con personal sin 
experiencia.
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Los problemas !nancieros de la empresa no hicieron más que 
agravarse por el impacto de la crisis del agua en la infraestructura. 
Aunque el presupuesto de agua de Flint está relativamente saneado, 
con 20 millones de dólares en efectivo disponibles, las necesidades 
de capital del sistema hídrico son tan grandes que los recursos ac-
tuales están muy por debajo de lo que se necesita para abordarlas. 
La mejora de la infraestructura de aguas residuales de la ciudad 
costará por sí sola unos 114 millones de dólares (MLive 2019). Situa-
ciones similares de dé!cit de !nanciación de los operadores públi-
cos de agua han sido observadas en otras ciudades estadounidenses 
(véanse los artículos de Grant sobre Baltimore y de González Rivas 
sobre Pittsburgh, en este volumen).

Sin embargo, igual de problemático es que los servicios públi-
cos no utilicen los recursos disponibles de forma e!caz. A !nales 
de 2016, el Congreso de los Estados Unidos asignó 100 millones de 
dólares a través de la Ley de Mejoras de la Infraestructura del Agua 
para la Nación para mejorar el sistema de agua potable de Flint. El 
dinero se colocó en el Fondo Rotatorio Estatal de Agua Potable de 
Michigan, que se utilizará para el reembolso de los proyectos plani-
!cados y ejecutados por la ciudad. Sin embargo, en marzo de 2020 
solo se habían utilizado menos de 13 millones de dólares de estos 
fondos, lo que re"eja la lentitud de los avances en materia de agua 
en Flint incluso antes del inicio de la pandemia (MLive 2020a).

EL SUMINISTRO DE AGUA DURANTE LA PANDEMIA

En el período inmediatamente anterior a la pandemia de covid-19, 
la empresa de suministro de agua de Flint, junto con los contratistas 
de ingeniería del agua contratados por la municipalidad, estaban 
trabajando en una serie de mejoras del sistema de agua que se vie-
ron interrumpidas o complicadas por la amenaza de transmisión 
viral. Entre las prioridades se encontraban: la reparación de la mal-
trecha infraestructura de aguas residuales de Flint (que se creía en 
peligro inminente de colapso); la sustitución de las principales tu-
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berías averiadas o vulnerables (la ciudad sufre más de 200 roturas 
de tuberías principales cada año); la instalación en cada hogar de 
un nuevo contador de agua que puede leerse a distancia; y la extrac-
ción de las cañerías de servicio de plomo y acero galvanizado que 
seguían operativas en Flint. Según el Director de Obras Públicas, 
Rob Bincsik, la pandemia no alteró estas prioridades, sino que más 
bien obligó a la empresa a enfocarlas de forma diferente (Bincsik, 
comunicación personal, 22 de julio de 2020).

Aunque la empresa de servicios públicos pudo aplicar desde el 
principio medidas de distanciamiento físico y controles de tempe-
ratura, resultó difícil conseguir equipos y suministros de protec-
ción personal adecuados para los empleados de la empresa, como 
mascarillas, trajes, gafas y desinfectante para las manos. Como 
consecuencia, la empresa de servicios públicos tuvo que limitar o 
suspender durante un tiempo las actividades que requerían visitas a 
domicilio e interacciones directas con los residentes. La sustitución 
de contadores de agua y líneas de servicio se suspendió o!cialmen-
te durante un periodo de dos meses a partir del 2 de abril, y tardó 
incluso más en reanudarse (City of Flint 2020a). Una lección que se 
puede extraer de la pandemia, según Bincsik, es que la empresa de 
servicios públicos debe tener siempre una reserva de equipos de 
protección a mano para prevenir emergencias sanitarias.

El muestreo de plomo y cobre exigido por el gobierno federal, 
que ya sería un reto para la empresa de servicios públicos en cir-
cunstancias normales debido a la escasa participación de los resi-
dentes y a la incertidumbre en torno a la ubicación de las líneas de 
servicio de plomo, también ha adquirido una di!cultad añadida en 
el contexto de la pandemia. Dado que la población de Flint ha dis-
minuido y está por debajo de los 100.000 habitantes, la ciudad sólo 
tiene que recoger 60 muestras en lugar de 100, pero incluso obtener 
este número menor puede ser difícil: se requiere que los kits de 
prueba lleguen a las manos de los residentes con tuberías de plomo 
–un grupo cada vez más reducido a medida que la empresa comple-
ta las sustituciones–, así como el seguimiento de los residentes para 
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la recogida y la devolución de las muestras.
Para ayudar en la distribución de los kits y el seguimiento de 

los residentes, la empresa de servicios públicos ha recurrido a la 
gestora de salud pública Billie Mitchell, que se incorporó original-
mente a la ciudad como parte del departamento de salud pública 
!nanciado mediante una subvención y creado en respuesta a la cri-
sis del agua. Antes de la pandemia, Mitchell y un equipo de trabajo 
comunitario !nanciado por el departamento de salud del condado 
ya se habían organizado para brindar a los residentes recursos re-
lacionados con la crisis del agua, lo que los situaba en una buena 
posición para ayudar a la empresa de servicios públicos con la di-
vulgación durante la pandemia. Mitchell y su equipo han compro-
bado que la entrega de kits en los centros de distribución de agua 
–que ya forman parte de la vida cotidiana de muchos residentes– ha 
resultado especialmente e!caz.

Al momento de escribir este artículo (agosto de 2020), no se ha 
con!rmado ningún caso de covid-19 en la empresa de suministro 
de agua. Sin embargo, la trágica muerte de un empleado del servi-
cio de atención al cliente –uno de los dos empleados municipales 
que han fallecido a causa del virus¬– provocó el cierre de todo el 
departamento de atención al cliente durante varios días, ponien-
do !n temporalmente a cualquier proyecto que requiriera el con-
sentimiento o la inscripción de los residentes. El Director de Obras 
Públicas también informa de que uno de los proveedores de cons-
trucción de la ciudad ha experimentado casos de Covid-19. Aunque 
estos no parecen haber sido tan perturbadores en el avance de las 
obras en el sistema de agua, la amenaza siempre presente de la in-
fección ha cambiado signi!cativamente la textura de las operacio-
nes cotidianas.

GARANTIZAR LA ACCESIBILIDAD Y ASEQUIBILIDAD DEL AGUA

Incluso en el punto álgido de la indignación local y nacional por 
el agua contaminada de Flint, el departamento municipal de agua 
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continuó amenazando con cortes a los residentes y a las empresas 
que se retrasaban en el pago del agua, lo que se consideraba una he-
rramienta necesaria en una ciudad en la que no es infrecuente que 
más de la mitad de las cuentas de agua residenciales sean morosas 
en un momento dado. Sin embargo, en el contexto de la crisis del 
agua, los desafíos legales y la indignación pública sobre la política 
pusieron ocasionalmente a la ciudad a la defensiva e hicieron que 
lo que ya estaba enmarcado como una política de último recurso 
fuera aún menos atractiva. Cuando el actual alcalde asumió el car-
go en noviembre de 2019, la ciudad no había cortado una cuenta 
de agua desde agosto del mismo año. En uno de sus primeras me-
didas como alcalde, Sheldon Neeley hizo o!cial esta moratoria de 
facto sobre los cortes, a la espera de una auditoría de las !nanzas 
de la ciudad. Cuando comenzó la pandemia de covid-19 no se había 
cortado el agua a ninguna propiedad durante ocho meses, y Neeley 
aprovechó la oportunidad para rea!rmar la política de no cortar el 
servicio, presentándola como una medida de salud pública esencial 
para promover una higiene constante.

Neeley fue más allá de la política anterior y emitió una orden de 
reconexión del agua destinada a garantizar que todas las viviendas 
ocupadas tuvieran agua del grifo. La orden de reconexión presen-
taba algunos retos especiales en cuanto a su aplicación. Aunque la 
ciudad tenía una lista de viviendas sin cuentas de agua activas, mu-
chas de ellas estaban casi con toda seguridad abandonadas, dada la 
elevada tasa de desocupación de Flint, o pertenecían a propietarios 
que no tenían ningún inquilino. El problema era que el departa-
mento de agua no podía saber cuáles eran desde lejos: determinar 
si una casa está realmente habitada requiere una visita al lugar. Por 
consiguiente, el éxito de la política de reconexión ha dependido en 
gran medida de que los propios residentes tomaran la iniciativa de 
llamar al departamento y solicitaran la reconexión.

La directora de Salud Pública a!rma que esperaba miles de lla-
madas, pero hasta julio de 2020 habían llegado menos de 500 (Mit-
chell, comunicación personal, 29 de junio de 2020). Sin embargo, 
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había indicios de que algunos residentes no habían recibido el 
mensaje sobre las reconexiones. También circularon comentarios 
en la comunidad local de activistas sociales que planteaban que el 
proceso de solicitud de reconexión era demasiado oneroso, ya que 
requería una documentación difícil de conseguir y presentar en el 
contexto de la pandemia. Algunos residentes también dijeron que 
se les había pedido que pagaran una cuota para volver a conectarse. 
Por último, se temía que la insistencia de la empresa de servicios 
públicos de inspeccionar las viviendas en busca de posibles fugas 
antes de la reconexión estaba provocando retrasos innecesarios 
(aunque los trabajos de reconexión, a diferencia de otras obras re-
lacionadas con las infraestructuras, continuaron durante los meses 
de con!namiento de abril y mayo).

Escépticos de que la ciudad se tomara en serio su orden de re-
conexión, algunos activistas del agua empezaron a realizar sus 
propias actividades de divulgación entre los residentes que vivían 
sin agua. Además, el 10 de junio de 2020, la Liga de Defensa de la 
Democracia y el Movimiento de Transformación Medioambiental 
de Flint celebraron una conferencia de prensa conjunta, con ade-
cuado distanciamiento físico en el césped del ayuntamiento, en la 
que expresaron su preocupación por los gastos generales que con-
lleva la reconexión y exigieron una postura más clara de la ciudad 
sobre su política de reconexión. El mismo día, la ciudad emitió un 
comunicado de prensa en el que a!rmaba que había “reconectado 
el servicio de agua a 518 propiedades”, cali!cándolo como “un logro 
monumental para la ciudad de Flint, marcando la primera vez en 
la historia de Flint que tantos usuarios han estado en el sistema de 
agua en su nivel de población actual” (City of Flint 2020d). La cifra 
les pareció sospechosamente alta a los activistas, que más tarde se 
enteraron de que el número real de reconexiones estaba más cerca 
de 100, y que la cifra de 518 representaba todas las nuevas conexio-
nes a la red desde marzo de ese año.

Episodios como estos contribuyeron a que los activistas y los re-
sidentes sintieran que era necesario el control y la presión desde 



Agua Pública y Coronavirus

 351

abajo para forzar a la ciudad a que asumiera la responsabilidad y 
cumpliera sus promesas sobre el agua. La crisis del agua anterior 
ya había servido de lección; lo que era nuevo en la dinámica políti-
ca de la covid-19 era el apoyo que los activistas sentían que tenían 
desde arriba, a nivel estatal. El 28 de marzo, a instancias de los acti-
vistas del agua y del Consejo Asesor de Justicia Medioambiental de 
Michigan, la gobernadora Gretchen Whitmer emitió una orden de 
moratoria de cortes y de reconexión en todo el estado, convirtien-
do a Michigan en uno de los cinco estados del país que ordenaron 
reconexiones (la orden se amplió !nalmente hasta !nales de 2020) 
(O"ce of Governor Gretchen Whitmer 2020). Los activistas consi-
deraron que la orden del estado ofrecía un conjunto de directrices 
de reconexión más claras, detalladas y autorizadas, que podían uti-
lizarse para mantener la presión sobre la ciudad. Por ejemplo, ape-
laron a la orden del estado para insistir en que la ciudad con!rmara 
que las reconexiones debían ser totalmente gratuitas, sin ningún 
tipo de tarifa (un punto que la ciudad subrayó, de hecho, en su co-
municado de prensa del 10 de junio). La orden del estado también 
exigía a las ciudades que agilizaran las reconexiones e informaran 
de los progresos realizados, lo que !nalmente permitió obtener una 
cifra más precisa que la que la alcaldía había dado a conocer inicial-
mente. 

Al anunciar la orden de reconexión de la ciudad de Flint, y en 
repetidas ocasiones a lo largo de las semanas siguientes, el alcal-
de Neeley subrayó que la política no era un “todo gratis” e instó a 
los residentes a seguir pagando lo que pudieran de sus facturas de 
agua para mantener la integridad del fondo de agua de la ciudad 
(que experimentó un descenso de entre el 15% y el 20% en los in-
gresos durante los primeros cinco meses de la pandemia). Al mis-
mo tiempo, Neeley reconoció que la pandemia había creado aún 
más di!cultades económicas de lo habitual para los residentes. A 
principios de abril, el gobierno municipal anunció un innovador 
programa piloto, el Fondo de Asistencia para el Pago del Agua, que 
consistía en utilizar 74.000 dólares del dinero federal de la Subven-
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ción en Bloque para el Desarrollo de la Comunidad (de unos 3,5-5 
millones de dólares que se suelen conceder a la ciudad anualmente) 
para ayudar a los residentes a pagar las facturas del agua. El progra-
ma permitiría a los residentes con ingresos moderados y bajos, así 
como a los desempleados debido a la pandemia, recibir hasta 75 dó-
lares mensuales de ayuda para el pago del agua durante un máximo 
de tres meses (FlintBeat 2020). La demanda resultó ser abrumado-
ra, y la ciudad sólo pudo elegir 230 hogares de los más de 1.000 que 
lo solicitaron. El Departamento de Salud y Servicios Humanos del 
Estado puso a disposición más ayuda, proporcionando reembolsos 
a las empresas de servicios públicos para perdonar las facturas y 
tasas atrasadas, así como un reembolso del 25% en las facturas de 
agua para los clientes que cumplieran los requisitos (O!ce of Go-
vernor Gretchen Whitmer 2020).

El hecho de que los programas de asistencia suelen ser tempora-
les y/o parciales y a menudo implican una cantidad considerable de 
papeleo para personas que ya están sobrecargadas, ha llevado a exi-
gir una reestructuración más fundamental de las tarifas del agua en 
Flint. Durante al menos 15 años, los activistas de Flint han pedido 
que la ciudad establezca un plan de asequibilidad del agua, preferi-
blemente vinculando la tarifa que los residentes pagan por el agua 
con sus ingresos familiares. De hecho, los expertos ya han elabora-
do recomendaciones especí"cas de este tipo, que se están debatien-
do no sólo en el seno de los grupos de activistas, sino también entre 
un grupo de residentes convocados por la Fundación C.S. Mott. Hay 
indicios de que algunas de las personas que supervisan las "nanzas 
de Flint pueden estar abiertas al cambio: el asesor "nanciero de la 
ciudad, Eric Scorsone, está de acuerdo con los que piden el abando-
no de las “tarifas uniformes” para asegurar la asequibilidad (Scorso-
ne, comunicación personal, 16 de julio de 2020). Además, entre los 
defensores de la asequibilidad crece la sensación de que es posible 
superar los posibles obstáculos legales creados por la Constitución 
de Michigan –que según algunos prohíbe los planes de asequibili-
dad por ser una forma de “discriminación de precios”. Sin embargo, 
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aún está por verse si la pandemia genera la su!ciente presión para 
concretar las medidas de asequibilidad.

Dada la continua descon!anza con respecto al agua del grifo en 
la ciudad de Flint y la recomendación permanente de la Sociedad 
Médica del Condado de Genesee de que algunos residentes médi-
camente vulnerables eviten incluso el agua !ltrada del grifo, poner 
el agua a disposición de los residentes durante la pandemia ha re-
querido ir más allá de garantizar el acceso a la red municipal. Des-
de 2014, cuando surgieron los problemas de calidad del agua, los 
residentes han dependido de una mezcla de sitios de distribución 
de agua públicos y privados, así como de entregas bené!cas pun-
tuales de cajas gratuitas de agua embotellada. El número de sitios 
de distribución comenzó a disminuir en 2017, cuando el estado de 
Michigan comenzó a retirar su apoyo a ellos, y los últimos cuatro 
sitios patrocinados por el estado cerraron en abril de 2018. Ese mis-
mo mes, el estado puso !n a su patrocinio de la entrega de agua a 
los residentes con!nados en sus hogares. 

En ambos frentes, se ha hecho un esfuerzo por llenar el vacío 
mediante una combinación de iniciativas de base y donaciones pri-
vadas de agua. Tres de los principales lugares de distribución de 
agua de las iglesias han permanecido abiertos, abastecidos por las 
100.000 botellas de agua que la corporación Nestlé dona cada sema-
na. Incluso antes de la pandemia, estos lugares ya se habían con-
vertido en importantes sitios de distribución de alimentos y agua, 
un servicio que se hizo más importante por las complicaciones de 
ir al supermercado en tiempos de covid-19. Aunque estos lugares 
han tenido que adoptar nuevas medidas de protección y limitar la 
interacción de persona a persona, la ciudad sigue dirigiendo a los 
residentes hacia ellos y utilizándolos para ciertas formas de divul-
gación. Las iglesias también han tomado la iniciativa de asumir la 
responsabilidad del reparto de agua a domicilio, pero han tenido 
di!cultades por falta de recursos. El 30 de marzo, y con la coordina-
ción del gobierno municipal de Neeley, Nestlé anunció que intensi-
!caría sus donaciones para ayudar a llevar el agua directamente a 
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las personas con mayor riesgo de covid-19 (City of Flint 2020f). Las 
asociaciones público-privadas de este tipo (especialmente con Nest-
lé, un objetivo favorito de los activistas por su agresiva extracción 
de agua subterránea de Michigan) suelen suscitar críticas diversas. 
La cultura local incluye un orgulloso compromiso con las institu-
ciones y los servicios públicos, pero los residentes han aprendido 
que, en tiempos de crisis, los principios deben combinarse a veces 
con la practicidad.

CONCLUSIÓN

La superposición de crisis sobre crisis ha hecho que los problemas 
del agua en Flint se tornen más difíciles: los residentes esperan la 
sustitución de las líneas de servicio e intentan obtener agua embo-
tellada; la empresa pública de agua intenta hacer malabares con las 
prioridades de la infraestructura y las iniciativas de accesibilidad; 
y el departamento municipal de agua intenta mantener el !ujo de 
ingresos durante un colapso económico global. Sin embargo, en 
cierto modo, el hecho de que algunos componentes de la respuesta 
a la crisis ya estuvieran en marcha ha posicionado mejor a la ciudad 
para responder a la pandemia. La lección principal de la crisis del 
agua de Flint ha pasado a ser muy evidente en el marco de la estra-
tegia de contención a la pandemia, tanto a nivel de la ciudad como 
del estado: la salud pública debe ser lo primero, incluso cuando 
crea complicaciones logísticas y cuando es costosa. Al igual que la 
crisis que la precedió y se fusionó con ella, la pandemia de covid-19 
ha demostrado al mundo que el agua “tiene muchos aspectos de 
bien público que antes no teníamos en cuenta”, en palabras del ase-
sor "nanciero de la ciudad, Scorsone. Es hora de “replantear todo el 
modelo”, desde los cortes hasta las tarifas y las reconexiones (Scor-
sone, comunicación personal, 16 de julio de 2020).

Otra lección esencial que se puede extraer de la crisis del agua 
de Flint es que no solo importa qué decisiones concretas se toman 
sobre nuestra agua, sino cómo se toman. Durante varios años, des-
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pués de que el estado de Michigan se hiciera cargo de los asuntos de 
Flint en 2011, los residentes vieron cómo una serie de gestores de 
emergencia no elegidos tomaban decisiones críticas sobre el agua, 
sin una participación ciudadana signi!cativa y sin tener en cuenta 
si contaban o no con apoyo popular. Algunas de estas decisiones 
–sobre todo el cambio decididamente impopular al río Flint como 
fuente de suministro– resultaron desastrosas. La moraleja de la his-
toria es clara, al menos para muchos residentes y activistas de Flint: 
el agua y la democracia deben ir de la mano.

Uno de los cambios introducidos en la legislación estatal a raíz 
de la crisis del agua es la exigencia de que todos los sistemas de 
agua de tamaño moderado cuenten con un consejo consultivo com-
puesto, al menos en parte, por residentes locales, con reuniones 
públicas anuales para facilitar la transferencia de conocimientos y 
la información sobre las operaciones de la empresa de agua. Podría 
ser un paso importante hacia la creación de sistemas que no solo 
sean de propiedad pública, sino que estén gestionados democráti-
camente, sean transparentes y rindan cuentas. Dos años después de 
la aprobación de la ley, los habitantes de Flint siguen esperando que 
su ciudad dé ese paso y, en un momento de nueva crisis, existe el 
peligro de que la reforma democrática se subordine a las exigencias 
del momento, ya que otras prioridades serían más importantes. Por 
otro lado, los residentes saben bien que es cierto el viejo tópico de 
que con la crisis llegan las oportunidades. Es posible que de aquí en 
adelante esta parte del “modelo completo” también se reimagine 
y que los propios residentes desempeñen un papel importante en 
ello. 
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Capítulo 20

Jeimy Alejandra Arias Castaño
Kathryn Furlong

LA RECUPERACIÓN TOTAL DE 
LOS COSTES EN TIEMPOS DE 
CRISIS: EL ACCESO AL AGUA 
EN COLOMBIA DURANTE LA 
PANDEMIA DE COVID-19

Tras subrayar la importancia del lavado de manos para dete-
ner la propagación de la covid-19, el 14 de marzo de 2020, el 
gobierno colombiano ordenó la reconexión de los servicios 

de agua a más de un millón de personas cuyos servicios habían sido 
desconectados por falta de pago. Pocos días después se impuso el 
“aislamiento preventivo”, que obligó al cierre generalizado de co-
mercios e industrias. Muchos se encontraron repentinamente sin 
un cheque de pago. Estos cierres y el desempleo que provocaron 
comprometieron seriamente los ingresos de las empresas de servi-
cios públicos justo cuando la gente necesitaba más agua y no tenía 
forma de pagarla. En respuesta, el gobierno anunció medidas para 
aliviar las tarifas y facilitar el acceso al crédito y el apoyo !nanciero 
a las empresas de servicios públicos. En este contexto, ha resurgido 
la antigua tensión observada en Colombia, entre garantizar el acce-
so al servicio y la !abilidad de los ingresos de las empresas. Desde 
!nales de la década de 1980, las políticas públicas se han orientado 
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hacia un modelo neoliberal que da prioridad a un sistema punitivo 
y menos redistributivo, de recuperación total de los costes como es-
trategia para garantizar la rentabilidad de los servicios públicos. La 
crisis actual ha puesto en evidencia los límites de este modelo. Pue-
de que se esté abriendo un espacio político para un modelo más so-
cial y redistributivo a través de iniciativas como los esfuerzos para 
viabilizar el mínimo vital (un programa para garantizar un suminis-
tro básico de agua a los hogares con bajos ingresos) en todo el país.

INTRODUCCIÓN 

El primer caso de covid-19 en Colombia se diagnosticó en Bogotá 
el 6 de marzo de 2020, justo antes de que la Organización Mundial 
de la Salud (OMS) reclasi!cara a la expansión de la covid-19 como 
pandemia. Aunque se han relajado algunas restricciones desde que 
comenzó el aislamiento preventivo, la mayoría de las medidas se 
han prolongado, lo que ha provocado graves di!cultades económi-
cas. Reconociendo el impacto en las !nanzas de los hogares y en la 
economía nacional, en varios niveles del gobierno se han tomado 
medidas para facilitar el acceso y el pago de los servicios públicos. 

Colombia tiene una larga tradición de tratar de equilibrar las 
preocupaciones sociales y económicas en la prestación de servicios 
públicos, a través de programas como la subvención cruzada, que 
han existido en diversas formas desde la década de 1930. Aunque 
estas políticas han sido cuestionadas repetidamente por diversos 
sectores, la crisis actual está volviendo a poner en primer plano los 
debates sobre la naturaleza social del agua y las medidas de redistri-
bución económica. Este debate no es simplemente social o econó-
mico. Es altamente político. Como re"ejo de las relaciones de poder 
(Swyngedouw 2004), el agua emerge como una sustancia a través de 
la cual los partidos políticos y los políticos pueden de!nir su iden-
tidad, obtener amplio apoyo público y quizás incluso competir por 
la presidencia. 

Estas cuestiones se exploran en este capítulo a través de una 
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revisión de artículos de prensa, boletines y documentos o!ciales 
relacionados con la gestión y las consecuencias de la covid-19 en 
Colombia desde marzo de 2020. Comenzamos con una visión gene-
ral de las medidas adoptadas para garantizar el acceso al agua y los 
ingresos de las empresas de servicios públicos. Estas incluyen la re-
conexión del servicio, la reducción de las tarifas, la facilitación del 
acceso al crédito y el apoyo !nanciero a las empresas de servicios 
públicos. A continuación, examinamos cómo esta situación está re-
avivando los debates en torno al mínimo vital –un suministro de 
agua básico para cubrir las necesidades esenciales–, lo que podría 
suponer un cambio en el predominio de la política neoliberal en 
torno al acceso al agua y la !nanciación de los servicios públicos. 
Concluimos con una re"exión sobre la signi!cación de esta expe-
riencia como base para repensar la política del agua y el papel del 
Estado en este campo. Nos centramos en ejemplos de Bogotá, la 
capital de Colombia, donde los impactos de la pandemia son muy 
visibles.

MEDIDAS PARA REDUCIR LA PROPAGACIÓN DEL CORONAVIRUS

Reconexión 
Poco después del primer caso con!rmado de covid-19, el 6 de mar-
zo de 2020, el gobierno de Colombia, presidido por Iván Duque, 
comenzó a dar informes diarios en la televisión nacional para pre-
sentar las medidas que se adoptarían para reducir la propagación 
del virus. Las primeras medidas incluían restricciones a los viajeros 
procedentes de países con altas tasas de infección y la cancelación 
de grandes eventos. El 14 de marzo, el presidente anunció restric-
ciones al trá!co aéreo, una política de trabajar desde casa cuando 
sea posible y la escolarización en línea. Con respecto al suministro 
de agua, anunció lo siguiente:

Aquellas personas que han tenido el servicio de agua desco-
nectado por falta de pago, de las familias más vulnerables 
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del país, estamos en este momento tomando la decisión de la 
reconexión durante la duración de la emergencia sanitaria. 
Hemos habilitado también (…) el congelamiento de las tari-
fas de agua durante la emergencia sanitaria, entendiendo la 
importancia que tiene para todos los colombianos el lavado 
constante de manos (Presidencia de la República 2020a) 

Estas decisiones se formalizaron mediante la Resolución 911 de 
la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico 
del 17 de marzo y se rati!caron mediante el Decreto Presidencial 
441 del 20 de marzo. El Decreto 441 ordenó la “reinstalación y/o 
reconexión inmediata del servicio de acueducto a los suscriptores 
residenciales suspendidos y/o cortados” (Artículo 1). Según el Mi-
nistro de Vivienda, Jonathan Malagón, la medida bene!ciaría a más 
de 200.000 familias (más de un millón de personas). La reconexión, 
que suele costar a los usuarios entre 30.000 y 50.000 pesos1 (Mala-
gón 2020), se haría de forma gratuita y los costos serían asumidos 
por las empresas de servicios públicos. En Bogotá, la municipalidad 
y su empresa de servicios públicos –la Empresa de Acueducto y Al-
cantarillado de Bogotá (EAAB)– tenían previsto reconectar alrede-
dor de 40.000 hogares, en bene!cio de 160.000 personas. La EAAB 
dedicó 100 empleados al esfuerzo de reconexión. El 23 de marzo, 
el 92% de los hogares ya habían sido reconectados. En junio, el Mi-
nistro de Vivienda declaró que más de 303.000 familias habían sido 
reconectadas con un coste de más de 50.000 millones de pesos, cu-
biertos por el gobierno nacional (MVCT 2020).

Sin embargo, la reconexión no supuso una nueva justicia econó-
mica. Los hogares reconectados seguirían pagando sus deudas de 
servicios públicos y el coste del agua que consumieron durante la 
pandemia. Esto plantea un problema para los hogares y los servicios 
públicos. Las empresas de servicios públicos siguen facturando los 
servicios con normalidad, utilizando una estructura tarifaria que 

1 1 US$ equivale a COP$ 4.074, de acuerdo a la cotización de la fecha del decreto.
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se basa en el consumo de los hogares y en el nivel de subvención 
cruzada al que tienen derecho los hogares en función de su nivel so-
cioeconómico (o estrato). Así, aunque la suspensión del servicio por 
impago está prohibida durante la emergencia sanitaria, los hogares 
siguen acumulando deudas. Los hogares de escasos ingresos prio-
rizan otros gastos sobre sus facturas de agua. En el marco de la dis-
minución de los ingresos de las empresas de servicios públicos y la 
posible reducción de sus capacidades operativas, se generaron nue-
vos debates sobre cómo obligar al pago durante la pandemia (sin la 
amenaza de desconexión) y –desde una perspectiva más progresis-
ta– sobre cómo podría reformarse el sistema de subsidios cruzados 
para mejorar la capacidad de pago de la población, reduciendo los 
costes de los hogares más vulnerables (El Espectador 2020a). 

El Decreto 441 excluye del programa de reconexión a los hogares 
desconectados por conexión “ilegal”. Esta restricción fue debatida 
en la Corte Constitucional, que determina la constitucionalidad de 
la legislación gubernamental. Los defensores de los derechos hu-
manos y los académicos argumentaron que la exclusión violaba el 
derecho a la igualdad, socavaba los esfuerzos para limitar la pro-
pagación de la covid-19, que la conexión ilegal sería innecesaria si 
hubiera un mínimo vital y que, por lo tanto, esta medida re!ejaría 
el fracaso del Estado en su rol de garante del derecho al agua (El 
Tiempo 2020b). Sus argumentos fueron exitosos. Mediante la sen-
tencia C-154 del 28 de mayo de 2020, la Corte Constitucional apro-
bó el Decreto 441, con excepción del apartado correspondiente a la 
exclusión de los hogares asociados a la conexión ilegal. El tribunal 
argumentó que excluir a algunos usuarios era incompatible con 
el deber estatal de garantizar la vida y la salud. No obstante, a los 
desconectados por conexión ilegal se les cobrará la reconexión, in-
cluidas las reparaciones de las infraestructuras que pudieran haber 
sido dañadas por las conexiones ilegales. Preocupada por el impac-
to en los ingresos de las empresas de servicios públicos y dudando 
de la probabilidad real de pago de las tarifas y las deudas, la Aso-
ciación Nacional de Empresas de Servicios Públicos de Colombia 
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(Andesco) quiere que los municipios asuman la responsabilidad de 
pago (El Tiempo 2020a). 

Reducción de tarifas
El 20 de marzo se aplicó el “aislamiento preventivo” en Bogotá. Cua-
tro días después las restricciones se extendieron a todo el país y 
se han sido expandido varias veces. Aunque se han levantado al-
gunas restricciones, las que afectan a las actividades comerciales 
e industriales se mantenían en vigencia al momento de redacción 
de este texto, con posibilidad de prórroga. La consiguiente contrac-
ción económica no ha hecho sino agravar las disparidades sociales 
y económicas preexistentes. La crisis ha sido especialmente difícil 
para quienes trabajan en la economía informal, así como para las 
personas que perdieron su empleo debido a los cierres. Una encues-
ta reciente realizada por Invamer (2020) reveló que el desempleo en 
Bogotá ha llegado al 30%, en comparación con el 27% registrado a 
nivel nacional. Aproximadamente el 67% de los desempleados de 
Bogotá y el 54% de los desempleados a nivel nacional perdieron su 
trabajo como resultado de la pandemia. La crisis también ha afec-
tado a la clase media, con crecientes di!cultades de empresarios, 
comerciantes y dueños de pequeños negocios para mantenerse a 
"ote (El Tiempo 2020b). 

Esta brusca caída de los ingresos de la población, unida a la or-
den de no salir de casa y a las recomendaciones gubernamentales 
de lavarse las manos y limpiar las super!cies con regularidad, hace 
que las facturas de agua y de otros servicios públicos aumenten al 
mismo tiempo que se ven comprometidos sus medios para pagar-
las. Esta situación se ve agravada por el hecho de que los subsidios 
cruzados sólo se aplican a los niveles básicos de consumo, mientras 
que el consumo considerado “suntuoso” se cobra a una tarifa no 
subsidiada. Esto signi!ca que muchos usuarios de bajos ingresos 
se enfrentan a facturas no sólo por niveles más altos de consumo, 
sino también a tarifas más elevadas para una parte de su consumo. 
En consecuencia, los usuarios afectados han empezado a impugnar 
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sus facturas, argumentando que el aislamiento preventivo les impi-
de generar ingresos su!cientes (o ninguno) para pagarlas. 

El debate político resultante ha puesto de mani!esto la naturale-
za política del agua y de las forma de acceder a ella. Al principio de 
la cuarentena de Bogotá, la alcaldesa de la ciudad, Claudia López, 
una política de centro integrante del partido Alianza Verde, propu-
so que los servicios públicos fueran gratuitos durante el primer mes 
de cuarentena. La alcaldesa no tenía autoridad para ordenar la sus-
pensión de la facturación; sólo podía solicitar permiso al gobierno 
central (El Tiempo 2020c). Su iniciativa fue inmediatamente rechaza-
da por Andesco. Su representante, Camilo Sánchez, enfatizó no sólo 
la falta de autoridad de la alcaldesa en este campo, sino también 
que no se podía implementar tal política sin de!nir claramente de 
dónde saldrían los recursos para !nanciarla (El Espectador 2020b). 

El presidente Iván Duque, del partido de extrema derecha Cen-
tro Democrático, tampoco fue receptivo a la propuesta de la alcal-
desa. No se suspenderían las tarifas, sino que se buscarían modelos 
"exibles para garantizar el pago (Revista Semana 2020a). Basó su 
posición en la Ley 142 del año 1994, sobre los llamados “servicios 
básicos domiciliarios”, según la cual la gratuidad está prohibida. Si 
bien la ley reconoce la función social de los servicios públicos, hace 
hincapié en que su prestación depende de que los ingresos de los 
servicios sean su!cientes para invertir en infraestructura y cubrir 
los costos de operación, lo que hace necesaria la recuperación total 
de los costos. Aunque la alcaldesa López aceptó la decisión (dado 
que no tenía otra opción), señaló que las autoridades locales habían 
respondido a las instrucciones de la presidencia, “de que asegure-
mos primero recursos para salud, techo y comida de los más vul-
nerables” (Revista Semana 2020b). En debates posteriores sobre la 
respuesta colombiana a la covid-19, la alcaldesa López pasó a ser 
valorada de manera más positiva. En la misma encuesta de Invamer 
mencionada anteriormente, el 53,6% de los colombianos y el 66% 
de los bogotanos estaban de acuerdo con la alcaldesa López, frente 
al 28,3% y el 19%, respectivamente, que apoyaban la posición del 
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presidente Duque. 
Otros alcaldes comenzaron a ponerse del lado de la alcaldesa 

López. Manifestaron su intención de cubrir el coste de los servicios 
con o sin la aprobación de la presidencia. En respuesta, el presi-
dente Duque autorizó a los gobiernos locales a destinar una parte 
de sus presupuestos al pago de los servicios públicos (decretos 517 
y 580/2020). Al no contar con fondos su!cientes para cubrir las fac-
turas de los ciudadanos en su totalidad, la municipalidad de Bogotá 
comenzó a asignar recursos para subsidiar el consumo adicional 
generado por el aislamiento preventivo. Las medidas se aplicaron 
a todos los servicios públicos y se dirigieron especí!camente a los 
usuarios de más bajos ingresos, es decir, a los de los niveles socioe-
conómicos 1 a 4 del programa colombiano de subsidios cruzados 
estructurado en seis niveles (en el que los niveles 5 y 6 subsidian el 
consumo de los hogares de los niveles socioeconómicos 1 a 3, mien-
tras el nivel 4 paga el servicio al costo real). El consumo adicional de 
agua causado por el aislamiento se estimó en alrededor de 1,4 me-
tros cúbicos al mes. El alcalde López y la EAAB de Bogotá acordaron 
descontar el servicio en COP$7.528 por mes durante tres meses, con 
un presupuesto de COP$94.000 millones (Alcaldía de Bogotá 2020 a, 
b). Según la EAAB, la medida bene!ciaría a 1,8 millones de familias 
en Bogotá (El Espectador 2020a). Además, para promover el pago an-
ticipado, se anunció un descuento del 10% en las facturas de agua 
para quienes pagaran por adelantado. El gobierno nacional permi-
tió que otras ciudades hicieran lo mismo para incentivar el pago.

En el marco del programa del presidente Duque para desarro-
llar modelos "exibles que garanticen la recuperación total de los 
costes en el contexto del aislamiento preventivo, se aplicaron varias 
medidas. El primer grupo de medidas se re!ere al pago diferido. 
Inicialmente, los usuarios que no podían pagar podían diferir el 
pago durante los dos primeros meses del con!namiento. Luego se 
permitió a los usuarios de los niveles socioeconómicos 1 y 2 diferir 
el pago por un período de 36 meses (decretos 528 y 819/2020), medi-
da que también se aplica al consumo de electricidad. A los usuarios 
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de los niveles socioeconómicos 3 y 4 se les concedió un plazo de 24 
meses (decreto 819/2020). No se cobrarán intereses sobre los pagos 
diferidos, pero se cobrarán ajustes por in!ación a los usuarios de 
los niveles socioeconómicos 3 y 4. Estos podrían resultar onerosos, 
ya que el valor del peso colombiano se ha desplomado desde el ini-
cio de la pandemia.

El segundo grupo de medidas se re"ere a las subvenciones cru-
zadas. La presidencia facultó a los alcaldes a aumentar el nivel de 
subvención cruzada de los servicios de agua, alcantarillado y sanea-
miento: del 70% al 80% para el nivel socioeconómico 1, del 40% al 
50% para el nivel 2 y del 15% al 40% para el nivel 3 (decreto 580/2020). 
El decreto debía aplicarse desde el 15 de abril hasta el 31 de diciem-
bre de 2020. El mayor aumento para el nivel socioeconómico 3 se 
justi"có por la “pobreza oculta” y la falta de otros subsidios para los 
hogares de este nivel de ingresos. Aun así, el Gobierno nacional no 
proporcionó fondos para implementar los nuevos subsidios, y los 
municipios solo podrían aplicarlos si contaban con recursos para 
hacerlo. Peor aún, el decreto 580 fue anulado el 23 de julio de 2020 
por la Corte Constitucional por razones de procedimiento: no había 
sido "rmado por todos los ministros. La exigencia de la "rma de 
todo el gabinete para cualquier decreto presidencial tiene por obje-
to garantizar la deliberación y limitar los poderes discrecionales del 
presidente, salvaguardando así la democracia (Tribunal Constitu-
cional 2020b). Un error tan burdo llevó a los otros partidos políticos 
a especular que la omisión era una táctica cínica para evitar la res-
ponsabilidad y los costos de los subsidios adicionales (El Espectador 
2020c). 

La no entrada en vigor del decreto limita la posibilidad de que 
los municipios ofrezcan ayudas económicas. Las municipalidades 
que habían anunciado un programa de este tipo han tenido que 
cancelarlo por falta de fondos (El Espectador 2020d). Si se hubiera 
aprobado la medida de subsidio cruzado adicional, los residentes 
más ricos habrían tenido que asumir una mayor porción del cos-
to de los servicios de los hogares de bajos ingresos, haciendo que 
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el subsidio fuera más asequible para los municipios. En Bogotá, 
donde el ayuntamiento había estado subvencionando el consumo 
adicional relacionado con la covid-19, los descuentos se interrum-
pieron a partir del 24 de julio. Se reanudarán solo si se dicta una 
nueva medida que lo haga asequible para la ciudad (El Espectador 
2020e). Si bien la decisión del tribunal no es retroactiva –no se apli-
ca a los gastos realizados por los municipios entre el 15 de abril y el 
23 de julio–, impide al gobierno actuar a corto plazo, ya que ningún 
gobierno puede emitir nuevos decretos de emergencia después de 
julio (El Espectador 2020d). Para resolver la cuestión, el 27 de julio, 
senadores de diferentes partidos políticos presentaron el proyecto 
de ley 170/2020 para aumentar el nivel de subvención cruzada hasta 
!nales de 2020. 

Financiación de las medidas
Las medidas para controlar la propagación de la covid-19 y garanti-
zar el acceso al agua han perjudicado las !nanzas de las empresas 
públicas de Colombia. El cierre forzoso de muchos comercios e in-
dustrias ha supuesto una reducción del consumo de los usuarios 
de gran volumen y que pagan una tarifa elevada. Al mismo tiem-
po, medidas como el cese de las suspensiones del servicio, la re-
conexión gratuita de los usuarios y el aplazamiento del pago de las 
facturas han reducido los ingresos. Andesco informó de una caída 
del 35% en la recaudación de tarifas (Sánchez Ortega 2020). En res-
puesta, el gobierno ha intentado ayudar a las empresas de servicios 
públicos para que alcancen un "ujo de ingresos adecuado, de dos 
formas. Por un lado, el gobierno facilitó el acceso al crédito para las 
empresas de servicios públicos. Por otro lado, facilitó la obtención 
de los recursos necesarios para que los gobiernos locales cubrieran 
los subsidios y descuentos obligatorios a cargo de las empresas de 
servicios públicos.

Con respecto al apoyo crediticio, los decretos 581 y 819 faculta-
ron al Banco de Desarrollo Territorial (Findeter, un banco nacio-
nal de propiedad estatal) para conceder préstamos directos a las 
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empresas de servicios públicos y otros proveedores de agua. Los 
préstamos a las empresas de servicios públicos están destinados a 
cubrir los pagos diferidos de los usuarios, con la esperanza de que 
!nalmente se concreten. Dada la incertidumbre generada por la 
pandemia, los préstamos tienen las mismas condiciones que se dan 
a los usuarios, por lo que el Estado asume el riesgo asociado a los 
préstamos. Es decir, los créditos tienen un interés del 0%, no están 
sujetos a la in"ación y se conceden por un plazo de 36 meses, pa-
gaderos al !nal del periodo. Los costes !nancieros son asumidos 
directamente por Findeter, pero se han reducido signi!cativamente 
ya que el gobierno ha renunciado a los impuestos sobre las tran-
sacciones !nancieras que normalmente habrían estado asociados 
a los préstamos. Findeter está autorizada a renegociar las deudas 
y los descuentos con las empresas de servicios públicos, siendo los 
gobiernos locales los garantes últimos del crédito. Para !nanciar 
estas medidas, Findeter recibió un “Fondo de Mitigación de Emer-
gencias” del gobierno nacional.

Con respecto a la habilitación de la asistencia gubernamental 
a las empresas de servicios públicos, el decreto 441 facultó a los 
municipios a asignar recursos para !nanciar otras formas de sumi-
nistro de agua en los casos en que no hubiera acceso a la infraes-
tructura. El decreto 528 habilitó al gobierno nacional a transferir di-
rectamente fondos a las empresas de servicios públicos para cubrir 
los subsidios. Los gobiernos locales se encargan de la supervisión 
de los servicios para garantizar la correcta asignación de los fondos.

REPENSAR LA RECUPERACIÓN DE COSTES EN TIEMPOS DE CRISIS

La tensión entre garantizar ingresos su!cientes a las empresas pú-
blicas y el acceso universal a los servicios esenciales tiene una larga 
historia en Colombia. La crisis de la covid-19 ha puesto esta tensión 
en evidencia, al resaltar la naturaleza y la importancia del mínimo 
vital, con la posibilidad de que se garantice un verdadero acceso 
básico al agua. A principios del siglo XX, el cólera y el tifus causa-
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ron un enorme sufrimiento en Bogotá. En ese contexto, el gobierno 
local, la industria y la prensa impulsaron la municipalización de los 
servicios para mejorar la calidad del agua y extender la infraestruc-
tura a los barrios pobres. Para pagar el préstamo que posibilitó la 
compra de la infraestructura, la ciudad dependía de las tarifas de 
los usuarios, lo que condujo a la instalación de medidores del volu-
men de consumo a !nales de la década de 1920 (Acevedo-Guerrero, 
Furlong y Arias 2016). A partir de entonces, la recuperación total 
de los costes, la facturación por contador, la corporatización y las 
diversas formas de subvención cruzada entre grupos de ingresos 
se convirtieron en pilares centrales de la gobernanza de los servi-
cios públicos en Colombia. Estas políticas buscaban conciliar varios 
factores en un contexto de profunda desigualdad y repetidas crisis 
económicas: por un lado, la necesidad de garantizar el agua para el 
consumo humano y la salud pública, y por otro la necesidad de ase-
gurar la estabilidad !nanciera de las empresas de servicios públicos 
y mantener y ampliar la infraestructura básica para el suministro. 

Desde la década de 1960 hasta la de 1990, el sistema de subven-
ciones cruzadas de Colombia estaba nacionalizado, normalizado y, 
bajo la presión de los usuarios de bajos ingresos, tendía (lentamen-
te) hacia una mayor equidad. Sin embargo, las reformas neolibera-
les redujeron drásticamente el nivel permitido de subvención cru-
zada, al tiempo que aumentaron las tarifas y los cortes del servicio 
por impago. Los municipios y los grupos de usuarios impugnaron 
estas medidas y las restricciones a las subvenciones cruzadas se 
fueron reduciendo gradualmente. En 2003, el Tribunal Constitucio-
nal se pronunció a favor del reconocimiento del derecho al agua, 
subrayando su condición de derecho humano fundamental, esen-
cial para la salud y la vida. La sentencia prohibía la suspensión del 
servicio en los hogares con residentes vulnerables, como los niños, 
las personas con ciertas condiciones de salud y los ancianos.

Tras la sentencia, ciudades como Bogotá y Medellín establecie-
ron un mínimo vital para el agua. Estos programas garantizaban 
una cantidad básica de agua gratuita al mes para las personas que 
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viven en barrios de bajos ingresos (niveles socioeconómicos 1-2). 
Sin embargo, el mínimo vital no se ha adoptado en todo el país y 
funciona de forma diferente en cada ciudad. Según Restrepo y Zára-
te (2016), el mínimo vital suele estar vinculado al pago de la factura, 
ya que sigue siendo obligatorio por ley suspender el servicio por 
falta de pago, según la Ley 142, salvo en los casos amparados por 
la sentencia de la Corte Constitucional de 2003. Sólo en Bogotá se 
otorga el mínimo vital a los usuarios independientemente de que 
hayan pagado la totalidad de sus facturas.

La covid-19 ha vuelto a poner el debate sobre el mínimo vital en 
la agenda política del país. En julio, la Alianza Verde volvió a pre-
sentar su proyecto de ley de 2018 para un mínimo vital de agua a 
escala nacional. Aunque ese proyecto fue rechazado en 2018, el se-
nador de la Alianza Verde Antonio Sandino sostiene que la crisis de 
la covid-19 le ha dado una importancia renovada. De prosperar, la 
iniciativa “establecerá un mínimo vital de agua potable, mejorando 
el bienestar general y la calidad de vida de la población” convirtién-
dolo en un elemento esencial del “derecho fundamental de los co-
lombianos a una vida digna” (artículo 1, proyecto de ley 168/2020). 
El proyecto de ley de!ne el mínimo vital como el agua que necesita 
un individuo para satisfacer sus necesidades básicas. Se !ja en 20 
metros cúbicos mensuales por hogar, para los niveles socioeconó-
micos 1 y 2 de todos los municipios de Colombia. 

Los esfuerzos hacia la introducción del mínimo vital a escala na-
cional comenzaron en 2013. Ese año se presentaron tres proyectos 
de ley. Entre ellos, un proyecto presentado por el Partido Liberal, 
que incluía los derechos básicos a los servicios de agua, energía y 
telecomunicaciones (Isaza 2014). Desde entonces se han presenta-
do al menos 15 proyectos de ley para garantizar el acceso a los ser-
vicios públicos como derechos humanos fundamentales, especial-
mente un mínimo vital para el agua. Sin embargo, ninguno se ha 
convertido en ley. La razón siempre se remonta a los temores sobre 
la solvencia de los servicios públicos. Como a!rmó el presidente de 
Andesco en una entrevista reciente, aunque la Asociación de Em-
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presas de Servicios Públicos de Colombia reconoce la necesidad del 
agua para la vida y la salud, en el contexto colombiano no es posible 
suministrar agua gratis y garantizar ingresos su!cientes para soste-
ner a las empresas de servicios públicos (El Espectador 2020f). 

Sin embargo, la epidemia ha puesto en tensión estas posiciones. 
En un mundo en el que el agua se ha convertido en un elemento 
esencial en la lucha contra la propagación de la covid-19, en el que 
la gente está viendo cómo se resienten sus ingresos debido al con-
!namiento obligatorio y en el que gran parte de la población ya no 
puede pagar sus facturas de servicios públicos, se vislumbra una 
apertura a repensar la recuperación total de los costes, la subven-
ción cruzada y la estructura tarifaria, poniendo mayor énfasis en 
la salud, la vivienda adecuada y las necesidades básicas. En este 
sentido, el debate sobre el mínimo vital ha resurgido junto a otros 
argumentos a favor de una renta básica universal que garantice 
condiciones de vida adecuadas para toda la población del país (El 
Espectador 2020g) y la exigencia de que todos los hogares estén co-
nectados a la infraestructura de agua (Proyecto de Ley 158/2020). 
En este contexto, la alcaldesa de Bogotá, Claudia López, percibe la 
pandemia como un momento trascendental en la historia que posi-
bilitaría un nuevo contrato social basado en un nuevo subsidio para 
las familias más pobres, con una revisión del sistema de niveles so-
cioeconómicos en el que se basan los actuales subsidios cruzados 
para que re"eje mejor los ingresos de las personas y permita una 
mayor redistribución (El Espectador, 2020h). Recordando los resul-
tados de la encuesta de Invamer mencionados, las propuestas de 
la alcaldesa López cuentan con un gran apoyo y sin duda han con-
tribuido a consolidar su posición como !gura nacional y potencial 
candidata presidencial.

CONCLUSIÓN

Estos debates sobre el acceso al agua y la estructura tarifaria no 
son nuevos. Están arraigados en los enfoques tradicionales sobre 
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los servicios públicos y la gobernanza del agua en Colombia, que 
a su vez se derivan de los discursos dominantes en torno a los ob-
jetivos sociales y económicos del Estado. Sin embargo, estas pers-
pectivas ideológicas inciden en las actuales discusiones políticas. 
Como tales, también deben leerse en el contexto de la politización 
de la gobernanza del agua y los servicios públicos en el contexto de 
la política partidista colombiana y de las posiciones ideológicas que 
representan los distintos partidos. Estas contiendas en procura de 
apoyo político y electoral son claves para entender la política del 
agua y la gobernanza del sector (Acevedo 2018). Tanto el presidente 
Duque como la alcaldesa López promueven políticas que emanan 
de los partidos políticos que representan. A través de estas posicio-
nes, aspiran a atraer a sectores de la población en número su!cien-
te para conservar o aumentar su in"uencia y autoridad política. 

En los debates sobre la reconexión, la desgravación tarifaria, la 
!nanciación de los servicios públicos, los subsidios cruzados y el 
mínimo vital, las posiciones ideológicas que dividen la vida política 
colombiana están a "or de piel. Sin embargo, en el marco de la cri-
sis derivada de la pandemia –en la que la angustia diaria de no saber 
qué pasará en los próximos meses o si se prorrogará el aislamien-
to preventivo, sin certezas sobre si habrá dinero su!ciente para el 
sustento individual o familiar, o sobre cómo se pagará la deuda acu-
mulada de los servicios públicos– podrían surgir nuevas espacios 
para cuestionar las posiciones neoliberales que han dominado la 
gobernanza del agua y de los servicios públicos en Colombia desde 
la década de 1990. Es posible que la alcaldesa López y la Alianza Ver-
de consigan esta vez un mínimo vital nacional. Crucemos los dedos.
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Capítulo 21

Greg Ruiters

LA RESPUESTA DE CIUDAD 
DEL CABO A LA CRISIS DE              
LA COVID-19

Este capítulo ofrece un análisis crítico de las respuestas de las 
autoridades y los movimientos sociales de Ciudad del Cabo 
a la pandemia de covid-19. Los principales focos del virus se 

encuentran en las densas zonas de asentamientos informales, con 
surtidores colectivos poco !ables. La ciudad proporciona servicios 
adicionales de agua de emergencia, pero esta ayuda se retirará una 
vez que el virus remita, siendo la principal preocupación de la ciu-
dad el mantenimiento de su base de ingresos !scales. Es probable 
que el desempleo masivo en una economía vulnerable y dependien-
te del turismo profundice la desigualdad, alimente las ya crecientes 
protestas sobre el acceso de!ciente a los servicios esenciales y des-
encadene más invasiones de tierras. La resistencia social organi-
zada requiere vincular a los trabajadores que prestan servicios pú-
blicos con los comités populares y los desempleados, para trabajar 
hacia una economía solidaria.

INTRODUCCIÓN 

A principios de julio de 2020 se hizo viral un vídeo en el que un hom-
bre desnudo, Bulelani Qolani, era retirado de su casa por la fuerza 
por la Unidad de Lucha contra la Invasión de Tierras de Ciudad del 
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Cabo. Cuando se le preguntó por qué el ayuntamiento de la Ciudad 
del Cabo (CCT) estaba desalojando a personas a pesar de la morato-
ria de desahucios durante la pandemia de covid-19, el alcalde Dan 
Plato repitió su respuesta habitual: “No se trata de desalojos, sino de 
operaciones contra las invasiones de tierras”.

La crisis de la vivienda en Ciudad del Cabo ha sido “inventada”, 
en el sentido de que una gran cantidad de casas infrautilizadas y 
con todos los servicios en zonas de baja densidad y bien situadas 
(con población mayoritariamente de raza blanca) han sido cons-
truidas como activos especulativos. Mientras tanto, la mayoría de 
los ciudadanos pobres se hacinan en asentamientos de viviendas 
informales y municipios de la periferia. Muchos se han visto obli-
gados a “invadir” terrenos no utilizados para construir viviendas. 

Considerada la ciudad más rica de África, Ciudad del Cabo se en-
cuentra también entre las más desiguales, racistas y desigualmente 
desarrolladas del mundo (McDonald 2008, Lemanski 2007, Turok 
2001, Banco Mundial 2018). Bajo los gobiernos de centro-izquierda 
del Congreso Nacional Africano (ANC) y de la Alianza Democrática 
(DA), se ha convertido en una ciudad neoliberal paradigmática. 

Este capítulo utiliza el agua como lente para observar cómo las 
desigualdades raciales y espaciales de Ciudad del Cabo revelan el 
carácter incompleto de la revolución social que el ANC había pro-
metido a Sudáfrica, argumentando que la crisis de la covid-19 y las 
respuestas a la misma se entienden mejor si se observan las prio-
ridades de la élite gobernante y las fallas de la economía a escala 
territorial.

CIUDAD DEL CABO COMO EPICENTRO DE LA PANDEMIA

Ciudad del Cabo fue la primera urbe africana en convertirse en un 
epicentro de la pandemia, con el 60% de los casos registrados en 
Sudáfrica entre marzo y junio de 2020. El virus fue introducido por 
turistas extranjeros y pronto se extendió a la población trabajadora 
local y luego a los distritos de población negra, donde (en los peo-
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res casos) 1 de cada 50 personas fue infectada. Según el Dr. Ayanda 
Trevor Mnguni, jefe de medicina interna del hospital del distrito de 
Khayelitsha, a mediados del año el virus ya “se propagaba como un 
reguero de pólvora” (BBC 2020).

El sistema sanitario sudafricano sigue dividido entre un sistema 
privado de primera clase, para una minoría que puede permitirse 
un seguro privado, y un sistema público sobrecargado utilizado por 
la población mayoritariamente negra. Estas desigualdades han sido 
nefastas durante la pandemia. El proveedor de servicios sanitarios 
privados Netcare ha calculado que más de la mitad de las 6.000 ca-
mas de cuidados intensivos del país se encuentran en hospitales 
privados. 

Para agravar la crisis, Sudáfrica también registra la mayor epi-
demia de VIH del mundo, lo que hace que la población sea más sus-
ceptible a la covid-19 y otras infecciones. Según las cifras de 2019, 
solo dos tercios de los 7,7 millones de personas que se estima que 
viven con el VIH en el país reciben tratamiento antirretroviral. 

Con un número de casos de covid-19 en Sudáfrica cercano a los 
500.000 a !nales de julio de 2020 –más de la mitad del total del con-
tinente africano y el séptimo con más casos del mundo– las crueles 
desigualdades del país actúan como un gran acelerador de la pan-
demia y de las muertes. En julio de 2020, la tasa de infección de 
Sudáfrica ya era de 2.100 por millón de habitantes (comparada, por 
ejemplo, con la de China, de 60 por millón de habitantes). De mane-
ra reveladora, el gobierno del ANC se ha negado a proporcionar un 
desglose de casos y muertes por raza.

La crisis sanitaria se ve agravada por una crisis económica. An-
tes de la pandemia, más del 30% de los sudafricanos estaban des-
empleados. Dos semanas después del cierre, una encuesta del Con-
sejo de Investigación en Ciencias Humanas reveló que más de la 
mitad (55%) de los residentes de los asentamientos informales no 
tenía dinero para comprar alimentos y lo mismo ocurría con dos 
tercios de los residentes de los townships, los asentamientos irregu-
lares urbanos (News24 2020).
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LA RESPUESTA NACIONAL 

El 15 de marzo de 2020, el Departamento de Gobernanza Coope-
rativa y Asuntos Tradicionales declaró la catástrofe nacional recu-
rriendo a la Ley de Gestión de Catástrofes (2002), con la imposición 
de uno de los con!namientos más estrictos del mundo. Se ordenó a 
los municipios que cerraran todas las instalaciones públicas que no 
prestaran servicios esenciales. Se prohibieron las reuniones comu-
nitarias, las bodas y otras celebraciones. Se permitió continuar con 
los funerales, pero los dolientes se limitaron a familiares cercanos 
y a un máximo de 50 personas. El Estado suspendió la concesión de 
permisos para marchas, protestas y entrega de peticiones. Todas las 
personas quedaron con!nadas en su lugar de residencia, a menos 
que fuera imprescindible salir para realizar trámites esenciales, 
obtener bienes o servicios de primera necesidad, cobrar subsidios 
sociales o pensiones, o buscar atención médica. Se prohibió la cir-
culación entre provincias y entre áreas metropolitanas y distritales, 
excepto para los trabajadores esenciales, el transporte de carga y 
restos mortales, o para asistir a funerales.

El gobierno adoptó un enfoque especialmente severo para hacer 
cumplir las medidas. La policía nacional (SAPS) y el ejército suda-
fricano (SADF) utilizaron medidas brutales para imponer el cierre. 
Hubo muchas denuncias de personas agredidas y asesinadas por la 
SAPS. A !nales de marzo, pocos días después del inicio o!cial de la 
pandemia, la Dirección Independiente de Investigación Policial ya 
había registrado 14 agresiones, una violación y ocho muertes como 
resultado de operaciones de la SAPS. 

Las ONG y varios partidos políticos de la corriente dominante 
también expresaron su preocupación ante el rigor y el alcance del 
con!namiento, al entender que este tipo de medidas no tenía sen-
tido para muchos segmentos de la población, en particular quienes 
residen en asentamientos informales y con una alta densidad ha-
bitacional, ya que el con!namiento afectaría gravemente los me-
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dios de subsistencia de muchísimas personas. Por ejemplo, muchos 
trabajadores del sector informal, como los recicladores y los co-
merciantes ambulantes, perdieron su principal fuente de ingresos 
cuando se prohibieron sus actividades y se cerraron los mercados. 

El gobierno anunció dos medidas de transferencia de efectivo 
en un intento de evitar el colapso total. En primer lugar, en abril de 
2020, el Estado anunció que los desempleados recibirían un sub-
sidio de 350 rands al mes desde mayo hasta !nales de octubre.1 El 
subsidio sólo cubriría a solicitantes que no fueran bene!ciarios 
de ninguna otra forma de subvención de la Seguridad Social o del 
Fondo del Seguro de Desempleo, y que no tuvieran otras fuentes de 
ingresos. En segundo lugar, el gobierno aumentó los subsidios so-
ciales de 350 a 500 rands mensuales. Alrededor del 42% de los hoga-
res sudafricanos dependen de los subsidios sociales; es la fuente de 
ingresos más importante después de los salarios (Eyewitness News 
2019).

LA RESPUESTA DEL MUNICIPIO DE CIUDAD DEL CABO

En marzo de 2020, el CCT anunció medidas en cumplimiento de las 
directivas nacionales. Durante los primeros meses de la pandemia 
la municipalidad operó con personal esquelético, respondiendo 
únicamente a las emergencias más graves. El suministro de equipos 
de protección personal (EPP) fue extremadamente tardío. Como 
dijo un trabajador durante la reunión del 4 de junio del Comité de 
Cartera de Agua y Aguas Residuales, “la provisión de EPP ha mejo-
rado desde el inicio del con!namiento, pero ha habido problemas 
con el suministro... Actualmente, recibimos solo una mascarilla de 
tela por persona” (City of Cape Town 2020b). 

Una vez que se expandieron los “puntos de mayor contagio”, los 
trabajadores sanitarios contratados fueron de puerta a puerta, ha-
ciendo preguntas a los residentes sobre síntomas de la covid-19. Si 

1 1 US$ = 16 ZAR
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los residentes respondían a!rmativamente a determinadas pregun-
tas se les sometía a las pruebas de covid 19, ya sea en una clínica o 
en uno de los emplazamientos móviles dispersos por toda la ciudad 
(City of Cape Town 2020a). Se identi!caron entre 30 y 40 emplaza-
mientos públicos para la cuarentena y el establecimiento de instala-
ciones de aislamiento, pero en septiembre de 2020 la ciudad todavía 
estaba esperando a que se liberara la !nanciación para este !n. 

También han surgido problemas de toma de decisiones autocrá-
ticas en el contexto de la emergencia. A !nales de marzo, los conce-
jales acordaron entrar en receso, dando al alcalde poder ejecutivo. 
Craig Kesson, el Director de Servicios Corporativos, fue designado 
para dirigir la respuesta contra la covid-19. Según Kesson, el receso 
“no signi!ca que los concejales no hayan estado activos, ya que es-
tán trabajando sobre el terreno y realizando labores humanitarias”. 
Además, subrayó, “el alcalde está trabajando para mantener a "ote 
el sector turístico” (Grupo de Seguimiento Parlamentario 2020a). 

Servicios municipales 
El CCT suplicó a sus residentes: “Seguimos instando a los titula-
res de las cuentas a que paguen los servicios para garantizar que 
el ayuntamiento siga funcionando para prestar los servicios bási-
cos; tenemos disponible ayudas para indigentes para cubrir tasas y 
servicios, pero actualmente se están estudiando todas las opciones. 
Nuestro centro de atención telefónica sigue abierto”. 

En cuanto a los servicios municipales básicos, el 25 de marzo 
de 2020 el CCT suspendió los cortes de agua a los deudores, pero si-
guió deduciendo los atrasos de la factura de electricidad; una forma 
de penalización colateral, ya que en Sudáfrica es ilegal interrumpir 
completamente el suministro de agua. En abril, el ayuntamiento 
anunció que los propietarios de locales comerciales podrían soli-
citar acuerdos para pagar las facturas atrasadas en un número de 
meses acordado. No se cobrarían intereses y se tomarían medidas 
de gestión de la deuda mientras durara el acuerdo. También se ofre-
cieron acuerdos especiales para los hogares, los pensionistas y los 
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propietarios discapacitados que sufrieran una reducción de sus in-
gresos como consecuencia de la covid-19, con descuentos adicio-
nales. El CCT también hizo reembolsos y pagos temporales a los 
desempleados. Para que un mayor número de residentes pudiera 
bene!ciarse de los servicios gratuitos, el umbral de indigencia se 
elevó a 7.000 rands de ingresos al mes y se aumentó el descuento de 
las facturas para muchos residentes en este segmento. 

La ciudad también ha habilitado un proceso de inscripción más 
rápido para otorgar rebajas a indigentes, discapacitados y pensio-
nistas. En lugar del periodo normal de evaluación de tres meses, 
ahora se evaluaría a los solicitantes en función de un solo mes de 
ingresos.

Prioridades presupuestarias 
El 27 de mayo de 2020, el Ayuntamiento de Ciudad del Cabo apro-
bó su presupuesto para el período 2020-21, que asciende a 54.000 
millones de rands. Aunque se incluyeron algunas provisiones para 
los pobres, ciertas opciones presupuestarias re"ejan la política es-
pacial tóxica de la administración de la Alianza Democrática. En el 
contexto de la pandemia, 12 millones de rands destinados inicial-
mente a iniciativas de desarrollo comunitario fueron reasignados a 
la ayuda alimentaria de emergencia. Esta cantidad, que representa 
sólo el 0,002% del presupuesto, no es ni de lejos la cantidad nece-
saria en el contexto de la pandemia. Tampoco responde a la natu-
raleza estructural y sistémica de la inseguridad alimentaria, que va 
más allá de la cuestión del hambre (Crush et al. 2018). Es revelador 
que en el mismo presupuesto, el CCT asignó más dinero para las 
luces de Navidad en las zonas turísticas más ricas (en su mayoría 
e población blanca) de la ciudad. En el mismo sentido, durante los 
primeros meses de la pandemia, el CCT no dejó de limpiar las algas 
de las playas, a pesar de que el turismo se detuvo y las playas se 
cerraron al público. 

A pesar de la evidente importancia de los servicios de agua para 
promover la salud pública, el ayuntamiento decidió aumentar la ta-
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rifa de agua un 4% adicional incluso en el contexto de la pandemia. 
El agua en Ciudad del Cabo ya era extremadamente cara. Bajo el 
esquema de tarifas por bloques, el precio del agua aumenta cuan-
to más se consume, castigando a los residentes de ingresos bajos y 
medios, con hogares grandes y que consumen más del suministro 
básico de 6 kilolitros (kL) al mes. En 2018, la factura del agua para 
un hogar de renta media-baja que consume unos 25 kL al mes era 
de 800 rands. Aunque estos sistemas de subvención cruzada pueden 
ser progresistas, en Ciudad del Cabo la ciudad “roba” a los hogares 
grandes no tan pobres para subvencionar a los ultrapobres, y en el 
proceso recauda masivamente en el cobro de la facturas del agua 
(Daily Maverick 2019).

La burocracia municipal argumentó que la covid-19 ha agravado 
una situación !nanciera ya difícil para la ciudad. La ciudad sufrió 
grandes pérdidas en los ingresos de los servicios de agua cuando se 
restringieron los consumidores durante la sequía de 2015-2017. El 
uso total de agua disminuyó un 45%, pasando de 900 millones de li-
tros diarios (MLD) en febrero de 2017 a 500 MLD en febrero de 2018. 
Para apuntalar los ingresos en el contexto de la reducción de las 
ventas de agua, la ciudad aumentó el precio del agua de una media 
de 18 a 32 rands por kilolitro, un exorbitante 80%. Dado que las tari-
fas de saneamiento se basan en el volumen de agua utilizado, tam-
bién se han producido fuertes ajustes en las tarifas de saneamiento. 

Asentamientos informales 
Aproximadamente el 25% de los habitantes de Ciudad del Cabo vi-
ven en chabolas, zonas semipermanentes que reciben “servicios de 
emergencia” (surtidores colectivos, aseos compartidos, etc.) y que 
sufren la constante amenaza de incendios, inundaciones y delin-
cuencia. Como señala Overy (2013: 25) sobre la inversión en estas 
zonas, “en el ayuntamiento y entre el personal municipal existe una 
percepción generalizada de que los asentamientos informales son 
temporales y, por tanto, no merecen una inversión a largo plazo ni 
una alta prioridad, ni en términos de plani!cación ni de recursos”. 
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Los funcionarios municipales han advertido en repetidas oca-
siones que los asentamientos informales están situados en terrenos 
ilegales en zonas ambientalmente peligrosas y, por tanto, se consi-
deran inadecuados para la prestación de servicios más allá de los 
de emergencia (News24 2016, Limberg 2019). Pero dado que estas 
zonas de asentamientos informales –con más de 200.000 hogares– 
son las que corren mayor riesgo de contraer la covid-19, la ciudad 
no tuvo más remedio que aumentar la prestación de servicios du-
rante la pandemia. Como medida de emergencia, el CCT anunció 
que enviaría 28 camiones de agua a comunidades en asentamientos 
informales que carecen de acceso al agua. 

En una reunión del 6 de agosto de 2020, el Comité de Agua y Sa-
neamiento de la municipalidad resumió su respuesta a la covid-19 
de la siguiente manera (City of Cape Town 2020c):

• 307 tanques de agua adicionales (de 2.700 litros) instalados 
en zonas desatendidas y abastecidos diariamente por ca-
miones cisterna.

• Más de 50 millones de litros suministrados, lo que incluye 
también el suministro directo a través de camiones cisterna 
en algunas zonas.

• Entrega de baños químicos.
• Aumento de los servicios de limpieza

Ha habido otros intentos de abordar la crisis de vivienda y ser-
vicios conexos que agravada en el contexto de la pandemia. En 
la zona de Endlovini, en el municipio de Khayelitsha, viven unas 
20.000 personas que comparten 380 aseos comunitarios (unas 53 
personas por aseo). En algunos casos, la gente tiene que caminar 
hasta 200 metros para llegar a un retrete. Como enfoque para re-
ducir la densi!cación, la ciudad ha con!rmado su compromiso de 
construir 6.500 nuevas viviendas con un coste estimado de 500 mi-
llones de rands (Parliamentary Monitoring Group 2020a). En abril, 
el ayuntamiento reestructuró el destino de los fondos, como parte 
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de su plan de mitigación de covid-19, prometiendo (Daily Maverick 
2020b):

• Invertir 63 millones de rands en el suministro de agua en los 
asentamientos informales.

• Instalar 93 tanques de agua en asentamientos informales.
• Destinar 122 millones de rands para mejorar la limpieza de 

los albergues para indigentes y de los asentamientos infor-
males, incluyendo la limpieza a fondo de las zonas comunes, 
que se llevará a cabo cinco veces a la semana por personal 
municipal y contratistas.

LA RESPUESTA POPULAR Y DE IZQUIERDA

Los principales actores de la sociedad civil durante la crisis de la 
covid-19 han sido la Federación Sudafricana de Sindicatos (SAFTU), 
la Coalición Popular C19 - Grito de los Excluidos. Los dilemas funda-
mentales en Sudáfrica están relacionados con la incapacidad de es-
tablecer vínculos organizativos y conectar los movimientos en tor-
no a un programa más amplio. Muchos sudafricanos negros siguen 
esperando que el ANC saque al país del marasmo, mientras que la 
clase media negra económicamente estable (profesores, profesio-
nales de la medicina y policías que acceden a la cobertura médica 
privada) ha abandonado en gran medida los townships negros y se 
ha “blanqueado”. De acuerdo con un comunicado de la SAFTU: 

A las élites políticas y a la clase dirigente no les importamos. 
Es más probable que ellos sobrevivan aunque se infecten. 
Pero miles de personas pobres que tienen todo tipo de pro-
blemas de salud subyacentes, como la tuberculosis, el VIH 
y el SIDA, con sistemas inmunitarios débiles, serán víctimas 
del coronavirus. Los hijos de las familias de la clase trabaja-
dora negra asisten a escuelas de un mundo completamente 
diferente, donde los niños se hacinan en aulas superpobladas 
en las que el distanciamiento físico es tan imposible como en 
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los hogares superpoblados de los que proceden.

La SAFTU ha amenazado con movilizarse en una huelga general 
y de brazos caídos en todo el país, ya que la covid-19 se ha converti-
do en una guerra de clases y de razas. 

En el contexto de la pandemia, el apoyo político al gobierno de 
la Alianza Democrática en Ciudad del Cabo parece debilitarse. El 
Gatvol CT (un movimiento nacionalista local de población coloured 
(“de color”) ha surgido como un grupo escindido de la Alianza De-
mocrática.  El líder de Gatvol señaló: “El Ayuntamiento ha inventa-
do un sistema que sólo atiende a las élites y a los blancos. Y estamos 
cansados de ello, queremos lo que se nos ha prometido” (IOL 2019). 

Los activistas contra la privatización formaron la Coalición con-
tra la Crisis del Agua (WCC), con el Sindicato Nacional de Trabaja-
dores del Metal (Numsa), el mayor sindicato de África, y SAFTU, 
para movilizar a los capenses pobres y de clase trabajadora contra 
el gobierno local y ofrecer solidaridad a los estudiantes. Estas orga-
nizaciones han participado activamente en una formación nacional 
de reciente creación denominada Coalición de Crisis covid-19.

CONCLUSIÓN 

La pandemia ha puesto al descubierto tanto la naturaleza “inven-
tada” de los problemas de Ciudad del Cabo como la terrible des-
igualdad y la profunda segregación socioespacial de la ciudad, re-
sultante de una economía al servicio de una estrecha élite. También 
ha puesto de mani!esto la codicia y el carácter desechable de las 
vidas de la población negra, materializados de forma dramática en 
el altísimo y espantoso número de personas que muere tanto de la 
enfermedad como de hambre. 

El 1 de junio de 2020, las medidas de con!namiento a escala 
nacional se redujeron al “nivel 3” (de un total de cinco niveles de 
alerta), pero el país aún estaba lejos de alcanzar el nivel máximo 
de contagios. La mayoría de los trabajadores industriales y mineros 
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podrían volver a trabajar; las escuelas reabrirían gradualmente, y 
un tercio de los estudiantes universitarios podrían volver a realizar 
actividades esenciales. 

A mediados de agosto, el gobierno bajó la alerta al “nivel 2”, ale-
gando que el número de nuevos casos de covid-19 estaba disminu-
yendo. La SAFTU emitió una advertencia:

A diferencia de lo que ocurría al principio del con!namiento, 
el gobierno ya no está haciendo un rastreo de contactos ni 
utilizando a los trabajadores sanitarios de la comunidad para 
realizar pruebas de contagios a la población a gran escala. 
Al principio de la crisis teníamos muchas pruebas aleatorias. 
Esto ya no ocurre.

Es probable que el número de muertos de la covid-19 sea tres 
veces mayor que la cifra o!cial.

Mientras que los profesionales de clase media se instalan en có-
modos espacios en sus casas mientras elogian las ventajas del “tra-
bajo en línea y a distancia”, los trabajadores esenciales están mu-
riendo y el capital está utilizando la crisis en su propio bene!cio, 
mediante la reestructuración del trabajo y la normalización de la 
precariedad. Mientras tanto, el apetito de las autoridades naciona-
les y de los gobiernos locales –en su mayoría corruptos y liderados 
por el ANC y la DA– por nuevas oportunidades de negocio ha au-
mentado. El Servicio de Recaudación de Impuestos de Sudáfrica re-
veló a principios de septiembre que el 63% de las empresas a las que 
se les adjudicaron contratos relacionados con el PPE no pagaban 
sus impuestos, y la mayoría de estas empresas contratadas tenían 
contactos políticos en el obierno (SABC News 2020). Siempre se pue-
de ganar dinero en una crisis.

El CCT no ha visto la crisis de la covid-19 como un momento para 
repensar la arquitectura de la ciudad y sus problemas “inventados”. 
Su principal preocupación es la “continuidad del negocio”, la cen-
tralización del poder y la supervivencia !nanciera de la burocra-
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cia estatal. La ciudad está muy preocupada por el aumento de las 
protestas violentas (con secuestros y saqueos) y por los más de 260 
incidentes de supuesta ocupación ilegal de tierras entre abril y julio 
(SABC News 2020).

Es probable que las presiones sobre la clase obrera y los pobres 
aumenten drásticamente con las condicionalidades de los présta-
mos del FMI, con recortes drásticos en los servicios públicos a par-
tir del despido de alrededor de 300.000 funcionarios, mientras que 
se ofrecerán más concesiones a las empresas para deprimir aún 
más las condiciones de trabajo y de vida de los trabajadores. Es pro-
bable que aumenten las “invasiones” de tierras, los disturbios por 
alimentos y las protestas. La Asociación Sudafricana de Gobiernos 
Locales (SALGA) ha señalado que, una vez superada la crisis de la 
covid-19, es probable que se interrumpan servicios como los depó-
sitos de agua debido a la vulnerabilidad !nanciera de los munici-
pios (SALGA 2020).

Es probable que el desempleo masivo en una economía vulne-
rable impulsada por el turismo alimente las protestas, ya de por sí 
perturbadoras. Las ocupaciones de tierras ya se han intensi!cado. 
Mientras tanto, es poco probable que los servicios de emergencia 
adicionales y los paquetes de alimentos que ofrecen un alivio tem-
poral se mantengan después de la pandemia. La principal preocu-
pación de la municipalidad es su base de ingresos, sin ningún inte-
rés en el replanteamiento de las estructuras de reproducción social. 

En estas condiciones, es crucial recuperar la democracia y la 
responsabilidad social, repensando cómo institucionalizar nuevas 
formas de gobernanza espacial en torno a la vivienda, el agua, la 
producción de alimentos y las relaciones de distribución. Resolver 
la cuestión de la vivienda y del territorio, ocupar la ciudad, crear co-
mités populares para la distribución de alimentos, trabajar por una 
economía solidaria y atraer a la masa de desempleados a la resisten-
cia organizada, son algunos de los retos más urgentes a los que se 
enfrenta una izquierda aún desorganizada en Sudáfrica.
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Capítulo 22

Robert Ramsay

DUDAS RAZONABLES:              
LA COVID-19 Y LA 
PRIVATIZACIÓN DEL AGUA       
EN CANADÁ

El gobierno canadiense lleva tiempo intentando atraer la in-
versión privada para el sector de los servicios municipales de 
agua y aguas residuales, hasta ahora con poco éxito. Antes de 

la pandemia de covid-19 y la crisis económica resultante, el banco 
nacional de infraestructuras se comprometió a !nanciar una aso-
ciación público-privada en un pequeño municipio de Ontario.Sin 
embargo, este plan se vino abajo durante la pandemia, a pesar de 
la mayor presión económica que los presupuestos municipales tu-
vieron que afrontar. El fracaso a la hora de concretar este proyecto 
demuestra las debilidades del modelo P3 como alternativa para el 
suministro de servicios públicos municipales y ofrece un contra-
punto a la política de capitalismo del desastre.

INTRODUCCIÓN 

El Banco de Infraestructuras de Canadá (CIB) fue creado en 2017 
por el gobierno federal como una forma de atraer capital privado 
para grandes proyectos de infraestructuras que generen ingresos. 
Concebido como sucesor de la desaparecida agencia federal PPP 
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Canada, el CIB solo ha anunciado desde su creación un puñado de 
grandes inversiones, y la presión política ha sido intensa para que 
el CIB muestre algunos resultados.1

A partir de 2018, a través de presentaciones en conferencias del 
sector (Lavallée 2018), la dirección de la CIB informó su apertura a 
pequeños proyectos de infraestructura que no formaban parte de 
su mandato original. A mediados de 2019, el CIB había lanzado una 
agresiva campaña para privatizar los sistemas municipales e indíge-
nas de agua y saneamiento en todo el país a través de asociaciones 
público-privadas (P3).2 Aunque hasta la fecha solo se ha anunciado 
un proyecto en un pequeño municipio de Ontario, el CIB ha decla-
rado que tiene previsto reproducir este ejemplo en otros munici-
pios y comunidades indígenas de todo el país. 

Esto no ha ocurrido. Más bien, la única incursión d el banco en 
el sector del agua y saneamiento se vino abajo durante la pande-
mia de covid-19. Tendrá que pasar más tiempo antes de que una 
revisión exhaustiva del caso pueda identi!car todos los puntos de 
in"exión. Sin embargo, lo que está claro ahora es que ni siquiera la 
desaceleración económica causada por una crisis de salud pública 
fue su!ciente para salvar el plan P3 de sus debilidades inherentes.

LA PRESIÓN FINANCIERA

La austeridad presupuestaria y la histórica infra!nanciación de las 
infraestructuras, tanto en el pasado como hoy en día, han dejado 
a los municipios canadienses luchando por encontrar los recur-

1 Por ejemplo, en una reunión de la Comisión de Finanzas celebrada el 22 de junio 
de 2020, los miembros del Parlamento presionaron repetidamente a los funcionarios 
del CIB para que dieran pruebas de los avances y de si el banco había completado 
algún proyecto.
2 En Canadá, la expression “P3” se usa para aludir al mismo tipo de contratos que en 
otros países se conocen como “PPP”, los llamados “contratos de Participación Públi-
co-Privada (PPP)” acordados entre organismos gubernamentales y sujetos privados 
con el objeto de desarrollar una o más actividades de diseño, construcción, amplia-
ción, mejora, mantenimiento, suministro de infraestructura o gestión de servicios.
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sos necesarios para construir nuevas instalaciones de agua y sa-
neamiento, o para mejorar las existentes. Cuando la pandemia de 
covid-19 comenzó, a principios de 2020, las cuarentenas y con!na-
mientos impuestos en todo Canadá precipitaron una enorme crisis 
!nanciera para los municipios, agravando un entorno !scal ya muy 
limitado. La Federación de Municipios Canadienses (FCM) estima 
que los municipios se enfrentarán a un dé!cit de entre 10.000 y 
15.000 millones de dólares canadienses en fondos operativos (FCM 
2020). Las ciudades con sistemas de transporte colectivo se vieron 
especialmente afectadas, ya que estos sistemas deben seguir fun-
cionando con una reducción drástica del número de usuarios. Estas 
graves condiciones llevaron a muchos sindicatos del sector público 
y grupos de la sociedad civil del país a predecir una mayor apertura 
de de los municipios pequeños y con problemas de liquidez a la op-
ción de privatizar el agua y el saneamiento a través del CIB.

Actualmente, la gran mayoría de los sistemas de agua sanea-
miento de Canadá son de propiedad y gestión públicas. Los datos 
del Sindicato Canadiense de Empleados Públicos (CUPE) indican 
que menos del 2% de las instalaciones de agua y saneamiento cana-
dienses son de propiedad privada o están gestionadas por empre-
sas federales u organismos provinciales. Los datos también indican 
que la con!anza del público en los sistemas municipales de agua y 
aguas residuales es alta, y que aproximadamente el 90% de los mu-
nicipios del país no tienen intención ni interés en aumentar la par-
ticipación del sector privado. Los municipios prestan un servicio 
de alta calidad y con pocos fallos, aunque los problemas derivados 
de las tuberías de plomo en las viviendas más antiguas siguen plan-
teando un problema de calidad del agua en algunos barrios urbanos 
(IIJ 2019). Asimismo, el acceso a agua potable no contaminada en 
las comunidades indígenas sigue siendo un problema persistente 
que el gobierno federal no ha podido solucionar (Gerster y Hessey 
2019). 

Los municipios son los principales responsables del suministro 
de agua en Canadá. Lo logran a través de una combinación de im-
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puestos, gravámenes y tasas de usuarios, así como de subvenciones 
del gobierno provincial y federal. Los municipios están autoriza-
dos a endeudarse para !nanciar las mejoras de las infraestructuras, 
pero esta capacidad es limitada. Por ejemplo, los municipios de las 
provincias de Ontario y Alberta no pueden superar el 25% de sus in-
gresos propios en costes anuales de servicio de la deuda. En Manito-
ba el límite del servicio de la deuda para los municipios es del 20%, 
mientras que en Nueva Escocia los municipios no pueden superar 
el 30% de sus ingresos propios en deuda total anual.

Con el tiempo, el gobierno federal y las autoridades provinciales 
han pedido a los municipios que hagan más con menos. Los muni-
cipios poseen y gestionan más del 60% de las infraestructuras del 
país, pero solo reciben 10 céntimos de dólar en ingresos !scales 
del gobierno federal (Johal 2019). Al mismo tiempo, los municipios 
solo tienen unas pocas herramientas con las que pueden recaudar 
ingresos por sí mismos. Su herramienta más lucrativa, los impues-
tos sobre la propiedad, ya son altos en comparación con los de otros 
país, y las propuestas de subida de este tipo impuestos resultan pe-
rennemente impopulares entre los votantes municipales. Aunque 
el gobierno federal de orientación liberal liderado por Justin Tru-
deau ha hecho esfuerzos bienvenidos para impulsar la !nanciación 
de infraestructuras para los municipios –por ejemplo, duplicando 
el fondo alimentado por la recaudación del impuesto al consumo 
de gasolina, en 2018 y 2019–, la !nanciación federal ha sido lenta, 
lo que ha provocado críticas de la O!cina Presupuestaria del Parla-
mento, así como de asociaciones civiles como el Centro Canadiense 
de Análisis Económico (Haider y Moranis 2019).

El capital privado que busca aprovechar la infra!nanciación cró-
nica de los municipios y las nuevas oportunidades de rentabilidad 
de las inversiones en este sector, lleva mucho tiempo intentando in-
troducirse en los mercados del agua y el saneamiento y, por lo gene-
ral, ha encontrado en el gobierno federal un socio amistoso (Harris 
2007). En 2013, PPP Canada un organismo creado por el gobierno 
conservador presidido por Stephen Harper, y que ya ha desapare-
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cido– publicó un informe sobre el sector del agua y el saneamiento 
titulado “La mejora de la infraestructura pública con el agregado de 
valor, rapidez y transparencia y en bene!cio de los contribuyentes 
a través de las asociaciones público-privadas” (PPP Canada 2013). 
A pesar de la risible presunción del título, este informe señalaba 
que “los modelos de P3 se han utilizado con poca frecuencia para 
proyectos de agua y saneamiento en Canadá”, porque –entre otras 
razones citadas– “los márgenes de !nanciación privada superan a 
los del sector público... lo que, en última instancia, hace más difícil 
que las P3 de diseño, construcción, !nanciación y explotación de 
infraestructura demuestren la rentabilidad”. 

La APP de Canadá tuvo poco éxito en la privatización del agua y 
el saneamiento antes de su clausura, pero esto no signi!có que el 
gobierno federal desistiera de continuar con su programa de priva-
tización. El 15 de julio de 2019, el CIB –como organismo sucesor de 
la APP de Canadá– anunció una inversión de 20 millones de dólares 
en un proyecto de agua y saneamiento a 20 años en el municipio 
de Mapleton, Ontario (CIB 2019). A diferencia de sus compromisos 
!nancieros en otros proyectos, la inversión del CIB iba a ser “en 
forma de un paquete de !nanciación de la deuda estandarizado” a 
un socio del sector privado, lo que “mejoraría el coste de la !nancia-
ción del proyecto” y garantizaría “una transferencia adecuada del 
riesgo al sector privado”. 

Tras el anuncio, el CIB y sus entidades asesoras, entre las que se 
encontraba el mayor bufete de abogados de Canadá,3 desarrollaron 
una fuerte campaña de difusión entre otros municipios y asociacio-
nes de gobiernos locales e indígenas, como la Asociación de Muni-
cipios de Ontario (AMO) y la Coalición de Grandes Proyectos de las 
Primeras Naciones (FNMPC), promocionando este modelo como 
“innovador” y como “un proyecto piloto para demostrar nuevos 

3 Borden Ladner Gervais LLP (BLG), que tiene amplia experiencia en P3 de infraes-
tructuras. Las grandes empresas de contabilidad y asesoramiento !nanciero, como 
PricewaterhouseCoopers LLP y KMPG, también se han mostrado activas en la pro-
moción de proyectos del CIB.



Robert Ramsay

400 

modelos de estructuración y !nanciación de proyectos municipales 
de infraestructura de agua y saneamiento” (Chattha 2019). También 
se organizaron presentaciones para otras organizaciones activas en 
este sector, como la Red Canadiense del Agua, y se establecieron 
contactos con los gobiernos provinciales (Froese 2019).4

EL MODELO MAPLETON: ¿UNA CUÑA PARA EL RESTO DEL PAÍS?

Mapleton, un municipio de la provincia de Ontario, era un objetivo 
idóneo para el CIB porque tenía un historial bien documentado de 
búsqueda infructuosa de subvenciones y recursos provinciales y fe-
derales para la ampliación de su infraestructura hídrica. En 2012, 
Mapleton presentó una solicitud de !nanciación de alta prioridad 
a la Iniciativa de Inversión en Infraestructuras Municipales del go-
bierno de Ontario, solicitando fondos para ampliar la capacidad del 
sistema de agua para satisfacer el desarrollo residencial e indus-
trial. Esta solicitud fue denegada (Wellington Advertiser a). En 2013 
el municipio volvió a solicitar !nanciación para una nueva torre de 
agua en la comunidad de Drayton, a través del Fondo de Infraes-
tructuras de Municipios Pequeños, Rurales y del Norte de la pro-
vincia, la que también fue rechazada (ibid). Al año siguiente, con la 
esperanza de tener más suerte a nivel federal, el municipio solicitó 
la !nanciación de la torre de agua a través del Fondo de Pequeñas 
Comunidades de Canadá. Esta solicitud también fue denegada, al 
parecer porque el proyecto no estaba referido a un problema de sa-
lud importante, y porque el municipio se encontraba en una buena 
situación !scal y podía endeudarse (Wellington Advertiser b).

No está claro si el municipio buscó opciones de !nanciación 
provincial y/o federal para el actual proyecto de agua y saneamien-

4 El gobierno provincial de Manitoba incluyó lo siguiente en sus cartas de mandato 
a los ministros que acompañan su presupuesto para 2020: “...trabajar con otros nive-
les de gobierno para explorar la viabilidad de utilizar un modelo P3 con el Banco de 
Infraestructura de Canadá para !nanciar y entregar las mejoras necesarias al Centro 
de Control de la Contaminación del Agua de la Ciudad de Winnipeg”.
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to. Pero es comprensible que los dirigentes del municipio se sien-
tan frustrados por la falta de apoyo de las instancias superiores de 
gobierno en el pasado y, por tanto, estén abiertos a considerar una 
alternativa P3. Las actas del consejo municipal no indican exacta-
mente cuándo se presentó por primera vez la propuesta de una P3 
subvencionada por el CIB, pero fue a !nales de 2018 cuando se em-
pezó a hablar del proyecto del agua, y el 4 de diciembre el consejo 
ordenó al personal de la ciudad que contratara al bufete de aboga-
dos Borden Ladner Gervais LLP (BLG) para llevar a cabo el proceso 
de Solicitud de Cuali!caciones (RFQ). Al 28 de mayo de 2019 ya se 
habían elegido seis proponentes que respondían a la RFQ, y el con-
sejo autorizó a BLG a contratar a la !rma de consultoría contable 
y !nanciera PricewaterhouseCoopers LLP (PwC) para preparar un 
informe de costo-bene!cio sobre varios modelos para el proyecto 
de agua y saneamiento. Este informe fue entregado y difundido pú-
blicamente –con correciones– el 11 de julio de 2019. 

El informe de PwC al Consejo compara tres modelos para la 
ejecución del proyecto: (a) contratación pública, (b) concesión, y 
(c) concesión con !nanciación del CIB. Como es lógico, el informe 
concluye que el modelo de concesión con !nanciación del CIB se-
ría el que aporta más valor. Como es habitual en estos informes, 
los costes de capital de la opción pública se contabilizan durante el 
periodo de construcción, lo que se traduce en una drástica subida 
de tarifas durante los primeros años, tras la cual éstas volverían a 
la normalidad. En los dos modelos privados, los costes de capital 
se amortizan a lo largo de la vida del contrato propuesto (20 años), 
lo que permite la estabilidad de las tarifas. Esto se presenta como 
si los municipios no pudieran emitir deuda en absoluto, lo que no 
es cierto. El informe de PwC también calcula el riesgo retenido de 
Mapleton en el modelo público en 6,3 millones de dólares, entre el 
21 y el 42% del valor total del proyecto. Sin este cálculo de riesgo 
inexplicablemente astronómico, la opción pública sería más barata 
que cualquiera de los dos modelos privados. De hecho, este cálculo 
del riesgo subyace en las conclusiones sobre la rentabilidad. CUPE 
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ha cuestionado la integridad de este cálculo en otros casos en el 
pasado, al igual que numerosos auditores.5 

En particular, el informe de PwC no incluye en su análisis nin-
guna opción de !nanciación provincial o federal. Es cierto que Ma-
pleton se ha visto obstaculizada en sus esfuerzos anteriores por re-
cibir !nanciación para infraestructuras públicas, pero el gobierno 
de Trudeau ha aumentado signi!cativamente la disponibilidad, si 
no la rapidez, de la !nanciación para infraestructuras a lo largo de 
varios presupuestos, y ha indicado que el agua y el saneamiento son 
un área prioritaria. La duplicación del fondo que proporciona !-
nanciación federal a los municipios directamente o a través de una 
asociación de autoridades locales (por ejemplo AMO en Ontario), es 
un avance especialmente relevante para los municipios en situacio-
nes similares a la de Mapleton. Sin embargo, el informe de PwC no 
menciona esta opción.

Aun así, el CIB empezó a cali!car el caso de Mapleton como un 
“proyecto piloto” en las primeras fases del proceso, y un modelo 
que podría reproducirse “en todo el país” (CIB 2019). Si esto ocurrie-
ra, podría conducir a una privatización generalizada de los sistemas 
municipales de agua, algo que hasta ahora ha sido poco frecuente 
en Canadá pero que ya ha sido intentada en muchos otros países 
(Kishimoto et al. 2020). 

Sin embargo, en lugar de ser innovador, este “nuevo modelo” 
del CIB era en realidad una asociación público-privada estándar 
de diseño, construcción, !nanciación y explotación, en la que los 
mayores costes de endeudamiento del sector privado habrían sido 
respaldados con dinero público. De este modo, las empresas priva-
das implicadas corrían muy poco riesgo !nanciero al endeudarse. 
Con ello se pretendía animar a las empresas privadas a buscar opor-
tunidades en el sector del agua y las aguas residuales, incluso en 

5 El auditor general federal, al examinar la P3 del puente de Champlain, criticó los 
cálculos de coste y bene!cio por considerarlos poco claros, inexactos y sesgados a 
favor de una P3. La auditoría general de Ontario, en su revisión de 74 P3 en 2014, hizo 
una crítica similar.
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comunidades pequeñas. 
Para los municipios y las comunidades indígenas, este acuerdo 

crea la ilusión de que no habría diferencia de costes entre la contra-
tación pública y una P3. Sin embargo, la investigación ha demostra-
do una y otra vez que las P3 son más caras (sobre todo en términos 
de costes de !nanciación) y de menor calidad que los proyectos pú-
blicos, y que la transferencia del riesgo al sector privado es muy 
exagerada (Boardman et al. 2016). 

¿DUDAS RAZONABLES?

El Concejo Municipal de Mapleton estaba preparado para selec-
cionar una de las propuestas del sector privado en su reunión de 
marzo de 2020, pero la reunión se retrasó debido a la pandemia de 
coronavirus. Al mismo tiempo, el aumento de la concienciación de 
la comunidad sobre el plan provocó el escrutinio de los medios de 
comunicación y preguntas de los residentes (Ra"is 2020a). Se ob-
servó y reconoció que el municipio había llevado a cabo todas sus 
deliberaciones sobre el plan a puerta cerrada con sus abogados, que 
no se había realizado ninguna consulta pública y que partes del es-
tudio de costo-bene!cio había sido enmendado. Mientras tanto, la 
prematura campaña publicitaria del CIB había generado bastante 
preocupación en diversas entidades del sector público y entre los 
defensores del derecho al agua, como el Council of Canadians (Con-
sejo de Canadienses) (Bui 2019).

La decisión se retrasó durante meses, ya que otras cuestiones 
de salud pública tuvieron prioridad. A !nales de julio de 2020, para 
sorpresa de los observadores externos, el Concejo Municipal de Ma-
pleton decidió poner !n al proceso de licitación. “El director ad-
ministrativo, Manny Baron, informó al concejo que, tras una larga 
revisión técnica y !nanciera, su opinión era que la ciudad no debía 
seguir adelante con el proceso de licitación”, informó el sitio web 
GuelphToday.com (Kozolanka 2020). “El concejo estuvo de acuerdo 
con el director administrativo y muchos de sus miembros conside-



Robert Ramsay

404 

raron que había demasiado riesgo en tener una empresa privada a 
cargo de la gestión del agua y el saneamiento”. El municipio decidió 
explorar otras opciones para avanzar en el proyecto por su cuenta. 
Al explicar el cambio de rumbo, el alcalde Gregg Davidson declaró 
que sería más ventajoso para el municipio !nanciar el proyecto por 
sí mismo, en lugar de proceder con una P3, incluso una respaldada 
por el CIB (Ra"is 2020b).

Aunque no hay pruebas directas de que la llegada de la covid-19 
haya tenido una in#uencia directa en esta decisión, la explosión de 
una crisis en la que el agua segura y !able es tan esencial para la 
salud y el bienestar de la comunidad debe haber dado mucho que 
pensar. Sin duda, condujo a que el Concejo de Mapleton se tomara 
más tiempo para analizar las alternativas antes de asumir una deci-
sión tan monumental. 

El retraso también ofreció más tiempo para que los opositores a 
la P3 se movilizaran. Tras el anuncio inicial del en el verano de 2019, 
varias organizaciones se unieron en torno a la elaboración de una 
respuesta a esa propuesta. CUPE, el mayor sindicato de Canadá y 
con el mayor número de empleados municipales, publicó inmedia-
tamente un análisis de la propuesta (CUPE 2019) y se puso en con-
tacto con sus miembros en la localidad. El Consejo de Canadienses, 
una organización no gubernamental que aboga por el agua pública 
y limpia (entre otras iniciativas), trabajó a través de su sección local 
para dar a conocer las deliberaciones de la ciudad. Un grupo local 
de activistas del agua organizó una campaña de envío de cartas y un 
seminario web informativo (WWW 2020) que contó con una gran 
asistencia y que situó el caso de Mapleton en el contexto global de 
desprivatización a escala municipal. 

La creciente preocupación social fue percibida por las autori-
dades de la ciudad. Al explicar las circunstancias de la decisión de 
cancelar el proyecto P3 !nanciado por el CIB, el alcalde Gregg Da-
vidson declaró al periódico local: “Cuando recibes llamadas telefó-
nicas de Inglaterra preguntando qué pasa en Mapleton, Ontario, es 
bastante signi!cativo. Y eso es lo que nos pasó durante este proce-
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so” (Ra!is 2020b). También se hizo eco de la conclusión del director 
administrativo sobre la transferencia de riesgos al a"rmar que el 
“análisis "nanciero indicaba que la auto"nanciación era más venta-
josa para el municipio que seguir adelante con la RFP”.

CONCLUSIÓN

La privatización de los servicios de agua y saneamiento subordina 
los servicios públicos de calidad a la rentabilidad de las inversio-
nes. Los municipios pierden la capacidad de mantener el control 
sobre sus instalaciones y la calidad del servicio, a menudo duran-
te largos periodos de tiempo, ya que se ven atrapados en contratos 
restrictivos y costosos. El dinero público que debería destinarse a la 
"nanciación directa de las infraestructuras de interés público se ca-
naliza, en cambio, hacia empresas privadas cuya principal obliga-
ción es con los accionistas. Los esfuerzos por privatizar los sistemas 
de agua y aguas residuales van en contra de la tendencia mundial. 
Y por una buena razón: “Los experimentos de privatización han 
fracasado en todo el mundo, y una tendencia creciente en Europa, 
Estados Unidos y América Latina es hacia la remunicipalización (o 
desprivatización) de los proyectos de agua privados y P3. Una y otra 
vez, la privatización parcial o total de los sistemas de agua ha sido 
un desastre; la rendición de cuentas desaparece, las tarifas del agua 
suben, los trabajadores son despedidos y los niveles de servicio dis-
minuyen” (CUPE 2010).

En un intento de imponer el modelo P3 a los municipios cana-
dienses, el CIB sigue animando agresivamente a inversores priva-
do a buscar oportunidades en el sector del agua y el saneamien-
to. Seis consorcios del sector privado respondieron a la solicitud 
de propuestas en Mapleton, entre ellos EPCOR, Stantec, Veolia y 
ASI. ¿Qué interés tendrían estos actores en el proyecto de agua a 
pequeña escala de Mapleton si el CIB no se ofreciera a garantizar 
su deuda? Los gobiernos de todo Canadá demuestran cada vez más 
que están dispuestos a engrasar las ruedas del sector privado. Por 
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ejemplo, el gobierno conservador de Ontario, encabezado por Doug 
Ford, está modernizando (léase debilitando) sus procedimientos de 
evaluación ambiental para los proyectos de infraestructura, y está 
asumiendo el riesgo de la reubicación de servicios públicos para 
los proyectos P3. En Nueva Escocia, el Gobierno está “eliminando la 
burocracia para garantizar que “la balanza del riesgo no se incline 
hacia los actores del mercado” (Durant 2019). 

Para los municipios, este acuerdo crea la ilusión de que no hay 
diferencia entre el coste de una P3 y el coste de la contratación pú-
blica. Sin embargo, la !nanciación del CIB no es gratuita y el muni-
cipio seguirá pagando por ella, ya sea directamente a través de los 
pagos de arrendamiento o de explotación, o indirectamente a través 
de las facturas de los usuarios del servicio. De hecho, el director ge-
neral del CIB reconoció que este acuerdo hará que el dinero "uya de 
los bolsillos de los residentes a las grandes empresas, declarando a 
una revista de negocios que “los usuarios !nanciarán la mayor par-
te de las operaciones y de los retornos a los inversores a través de 
las tarifas de los usuarios y otros mecanismos de ingresos” (Press-
Progress 2020). Los municipios también pueden verse atraídos por 
las P3 en el sector del agua y el saneamiento porque los costes no 
se contabilizarán y, por tanto, no afectarán a sus límites de endeu-
damiento. Una vez más, se trata de un truco contable que disfraza 
los pasivos a largo plazo y da lugar a una “subestimación de la carga 
estatal que, en cambio, se presenta como neutral en cuanto a los 
costes” (Cepparulo et al. 2019). 

El fracaso del plan del CIB en Mapleton no signi!ca el !n de 
sus ambiciones en el sector del agua y saneamiento. De hecho, la 
covid-19 puede ser visto por el CIB como una oportunidad para 
ampliar sus planes, debido a las carencias presupuestarias muni-
cipales causadas por la crisis económica. Por lo tanto, será nece-
sario que los opositores a la privatización de los servicios públicos, 
incluidos los sindicatos y los grupos de defensa del sector público, 
permanezcan vigilantes mientras la CIB se reagrupa en previsión 
de desempeñar un papel importante en el proyecto de recupera-
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ción económica post-covid. 
Al mismo tiempo, la pandemia de covid-19 y su consiguiente 

trastorno económico presentan una oportunidad para ampliar la 
resistencia a tales esfuerzos de privatización, sirviendo de recorda-
torio a los canadienses de que los servicios de agua y saneamiento 
de propiedad y gestión pública son esenciales en tiempos de crisis. 
Por ejemplo, un grupo local de activistas del agua aprovechó este 
acontecimiento y organizó una conferencia virtual en septiembre 
de 2020 que utilizó el impulso de la historia de Mapleton para de!-
nir y promover un programa regional de justicia del agua (Waters-
hed 2020). A medida que la resistencia a la privatización del agua se 
extiende más allá, Mapleton puede servir de contrapunto oportuno 
y profético a la lógica del capitalismo del desastre.
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Capítulo 23

Catherine Baron
Léandre Guigma

LA PARADOJA DEL AGUA 
URBANA GRATUITA: LA LUCHA 
DE BURKINA FASO CONTRA   
LA COVID-19

Poco después de la aparición de la covid-19 en Burkina Faso, el 
gobierno elaboró un plan de respuesta que, entre otras medi-
das, hizo que el agua fuera gratuita en los surtidores públicos 

y para los bene!ciarios de la tarifa social en las zonas urbanas. El 
gobierno evaluó las necesidades de !nanciación para este progra-
ma y solicitó ayuda de los donantes. Este capítulo analiza las conse-
cuencias de estas medidas en el operador público de agua, l’O"ce 
national de l’eau et de l’assainissement (ONEA), que tiene previsto 
garantizar el suministro al mayor número posible de hogares urba-
nos en la próxima década. También se analiza una encuesta aplica-
da en Bissighin –un asentamiento irregular de la capital,1 Uagadu-
gú– que documenta cómo los hogares se han apropiado (o no) de 
estas medidas y las estrategias que han desarrollado para garantizar 

1 Utilizamos el término “irregular” en lugar de “informal” para describir lo que los 
actores locales de Burkina Faso denominan “barrios no plani!cados” (quartiers non 
lotis) (Deboulet 2016), muchos de los cuales tienen servicios formales limitados. En 
2017, apenas el 74 % de los habitantes de Burkina Faso tenía acceso a fuentes de agua 
mejoradas; el 92 % en zonas urbanas y el 66 % en zonas rurales (JMP 2019).
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el suministro de agua en el contexto de la pandemia.

INTRODUCCIÓN 

La pandemia de covid-19 ha puesto de mani!esto las de!ciencias 
estructurales de los servicios esenciales en África (JMP 2019). Tam-
bién ha servido para recordar que el acceso al agua sigue siendo 
una cuestión crucial, sobre todo en las principales ciudades de 
África Occidental, donde se ha registrado un número importante 
de casos de covid-19. De hecho, el cumplimiento de las recomenda-
ciones de prevención presupone la disponibilidad de agua potable 
para garantizar la higiene, el lavado de manos y, en general, la salud 
de la población. 

En este capítulo se analizan las respuestas institucionales a la 
crisis sanitaria provocada por la covid-19. Burkina Faso fue uno de 
los primeros países de África afectados por la pandemia. Al 25 de 
agosto de 2020, se habían registrado 1.338 casos con!rmados, 1.034 
recuperaciones y 55 muertes (Johns Hopkins University & Medicine 
2020). Burkina Faso también destaca por la capacidad de respuesta 
del Estado con el desarrollo de una estrategia nacional totalmente 
presupuestada –el Plan de Respuesta– y la introducción de medidas 
excepcionales en el sector del agua urbana, con la gratuidad de al-
gunos servicios durante un periodo de tres meses (de abril a junio 
de 2020).

También estudiamos el impacto de estas medidas en los hogares 
que viven en Bissighin, un asentamiento irregular de Uagadugú con 
acceso precario al agua. La investigación documenta las estrategias 
de los hogares en el contexto de la crisis sanitaria y los cambios en 
sus hábitos de consumo ante la gratuidad del agua. Analizamos las 
decisiones tomadas por el Estado burkinés y la empresa pública del 
agua, ONEA, en colaboración con los donantes, para favorecer las 
medidas de gratuidad universal sin contemplar las necesidades es-
pecí!cas de los hogares pobres o los asentamientos irregulares. Nos 
preguntamos si esta política exacerba las desigualdades ya existen-
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tes, en particular entre las zonas urbanas y rurales y entre los hoga-
res, y cómo repercuten estas políticas en la estrategia y las !nanzas 
de la ONEA. En concreto, nos interesa saber si esta política frenará 
los proyectos de ampliación de la red en el futuro.

Nuestro equipo de investigación realizó entrevistas semiestruc-
turadas, en junio y julio de 2020, con representantes de ONEA (Se-
cretaría General y Dirección de Atención al Cliente), donantes (la 
Agencia Francesa para el Desarrollo y la agencia alemana GIZ) y 
la Cruz Roja de Burkina Faso. También se realizaron entrevistas en 
Bissighin: 24 hogares; dos gestores de tomas de agua; un represen-
tante de una min red de agua de gestión privada (ACMG); gestores 
de una escuela privada y de una escuela pública; una enfermera del 
centro de salud y promoción social; y miembros del comité barrial 
de Bissighin. El análisis de diversos informes y artículos de prensa 
proporcionó información adicional durante nuestras investigacio-
nes.

EL PLAN DE RESPUESTA 

Desde el 9 de marzo de 2020, fecha en la que se con!rmaron los pri-
meros casos de covid-19, el Estado burkinés ha tomado varias me-
didas de contención: cierre de las fronteras nacionales, imposición 
de cuarentena en las ciudades afectadas y cierre de escuelas, mer-
cados y transportes públicos. En un discurso dirigido a la nación el 
2 de abril de 2020, el presidente del país también dio a conocer un 
Plan de Respuesta para luchar contra la pandemia, que iba acompa-
ñado de varias medidas sociales para aliviar a la población, al sector 
privado y al sector informal. 

Teniendo en cuenta las medidas de prevención y las normas de 
higiene recomendadas (lavarse las manos y distanciamiento físico), 
el agua parecía ser un contingente esencial en el plan. Pero, ¿cómo 
puede uno protegerse contra el virus cuando tiene un acceso limita-
do al agua y vive en un barrio densamente poblado?

Por ello, se adoptaron tres medidas para garantizar el “agua gra-
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tuita” durante tres meses (abril, mayo y junio de 2020). Durante este 
tiempo, el Estado cubrió el coste del “bloque social” en las facturas 
de agua de todos los hogares urbanos con acceso a conexiones pri-
vadas y suspendió los cargos por el agua suministrada a través de 
surtidores públicos.2 Además, se anularon las sanciones por atraso 
en el pago de las facturas durante el mismo periodo. Los donantes 
recomendaron la aplicación de estas medidas solo por un tiempo 
limitado, para evitar un impacto demasiado grande en las !nanzas 
públicas. Según el Secretario General (SG) de ONEA, el periodo de 
tres meses elegido no estuvo determinado por criterios !nancie-
ros, sino por previsiones epidemiológicas que pronosticaban que 
el pico de la pandemia se alcanzaría en abril de 2020. Por lo tanto, 
era necesario apoyar a las poblaciones cuya actividad económica 
se iba a reducir y que tendrían di!cultades para costear servicios 
esenciales como el agua. 

En una entrevista, el SG de ONEA nos explicó el proceso político 
que condujo a la adopción de estas medidas. El Ministerio de Eco-
nomía y Finanzas se puso en contacto con ONEA para que evaluara 
el coste de la gratuidad total del agua para todos los hogares burki-
neses. Sin embargo, dadas las cifras, el Ministerio pidió entonces a 
ONEA que evaluara el coste de la gratuidad del agua para algunos 
segmentos sociales, el agua suministrada a través de surtidores pú-
blicos y en los mercados, y la anulación de las multas por retraso en 
el pago de la factura. A partir de ahí, “todo se decidió muy rápida-
mente, habiendo transcurrido una semana entre las dos estimacio-
nes y la decisión tomada en marzo de 2020” (SG ONEA).

Según el SG, la rapidez con la que debían tomarse las decisio-
nes justi!caba que los alcaldes de las ciudades, responsables de la 
gestión de los servicios de agua, no fueran consultados en el proce-

2 Burkina Faso ha adoptado un cuadro tarifario con cuatro bloques para los hogares 
urbanos (las “grandes viviendas”, las industrias y las o!cinas de la administración 
pública están bajo una sola tarifa). El bloque social corresponde a un consumo de 
agua de 8 m3/mes a una tarifa de 188 FCFA/m3, para un coste de producción de 400 
FCFA/m3 (1 USD = 554 FCFA).
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so. Del mismo modo, el sindicato que representa a los trabajadores 
de ONEA, las asociaciones de usuarios y las organizaciones de la 
sociedad civil no participaron en la consulta. Asimismo, la evalua-
ción de las necesidades de los hogares en función de su ubicación y 
su situación socioeconómica fue limitada. Así, en este contexto de 
emergencia, se optó por una gestión jerárquica de la crisis.

El Plan de Respuesta sirvió de base para las negociaciones con 
las organizaciones donantes que apoyan a Burkina Faso (Banco 
Mundial, Unión Europea, KFW y GIZ, Danida y la Agencia Francesa 
para el Desarrollo), a las que se pidió que !nancien estas medidas. 
En una entrevista, un representante de la Agencia Francesa para el 
Desarrollo (AFD) destacó “la gran capacidad de respuesta del Estado 
burkinés con cifras precisas y un calendario concreto”. La buena 
coordinación entre algunos donantes mediante reuniones en dife-
rentes plataformas permitió orientar mejor la ayuda. La AFD !nan-
ció la gratuidad del agua en los surtidores públicos mediante una 
ayuda presupuestaria especí!ca en forma de subvención estatal a 
la ONEA. Esta ayuda se liberó muy rápidamente. Otros donantes 
no adoptaron la misma estrategia de focalización. Según el SG de 
ONEA, “ningún donante se ha posicionado para dar apoyo !nancie-
ro al bloque social”. El Banco Mundial se comprometió a reforzar la 
tesorería de la empresa, pero esa deuda tendrá que ser reembolsa-
da. La cooperación alemana, a través de KfW y GIZ, ha contribuido 
al plan de respuesta proporcionando equipos de protección perso-
nal, desinfectante para las manos, jabón y mascarillas, en el marco 
del Programa de Abastecimiento de Agua y Saneamiento parcial-
mente !nanciado por la GIZ.

AGUA “GRATIS”: IMPACTOS EN ONEA

ONEA es un operador público que garantiza la producción, el trata-
miento y la distribución de agua potable en las principales ciudades 
de Burkina Faso (Baron 2014). Abastece a los barrios con agua pro-
cedente de conexiones privadas y de surtidores públicos (en el mar-
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co de la política social de la empresa). Los barrios irregulares suelen 
quedar fuera de su ámbito de intervención, ya que se caracterizan 
por la ausencia de títulos formales de propiedad, con di!cultades 
adicionales para el tendido de la red y el cobro de las facturas. 

Las medidas adoptadas para hacer frente a la crisis sanitaria po-
drían debilitar a ONEA, una empresa que en los últimos años ha 
enfrentado importantes retos relacionados con cambios en su go-
bernanza y que, además, se ha !jado el objetivo de aumentar la po-
blación que recibe servicios de agua con horizonte en el año 2030.3  
La gratuidad del agua durante tres meses podría suponer no solo 
menos ingresos para ONEA, sino también costes agregados. 

El gestor de un surtidor público cobra por volumen de agua ven-
dida. Normalmente, un gestor paga a la ONEA 198 FCFA por metro 
cúbico vendido, lo que supone un bene!cio de 102 FCFA/m3. Con la 
medida de lectura gratuita de los contadores introducida por el Plan 
de Respuesta, ONEA se ha comprometido a remunerar al encarga-
do del agua sobre la base de una estimación y ha redondeado la 
compensación del gestor a 150 FCFA por metro cúbico vendido. Se 
produjeron retrasos en la aplicación del plan y algunos encargados 
de las tomas de agua temían no ser compensados, lo que dio lugar a 
malentendidos iniciales. La ONEA también paga por el agua distri-
buida a los consumidores en los surtidores, sin límite máximo. Por 
último, ONEA contrató a controladores para que comprobaran que 
se respetaba la norma de gratuidad del agua en los surtidores. 

Si consideramos el agua gratuita para el bloque social, las prime-
ras estimaciones muestran que los usuarios tienden a cerrar el gri-
fo en el hogar una vez consumidos los 8 m3 del bloque social para 
hacer uso del agua gratuita en los surtidores. Por lo tanto, según el 
SG de ONEA, las medidas de agua gratuita “no son interesantes para 
ONEA si sólo se considera el punto de vista !nanciero, y la diferen-
cia entre el coste de producción del agua y el precio de venta por 

3 En el Programa Nacional (PN-AEPA 2015-2030), se prevé que la población atendida 
por ONEA aumente de 3,5 millones en 2015 a más de 8 millones en 2030.
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metro cúbico muestra una pérdida signi!cativa para ONEA”.4

ONEA realiza el pago por adelantado y factura al Estado cada 
mes por la pérdida de ingresos sobre la base del consumo real en 
los surtidores públicos y las conexiones privadas. Así, en principio, 
la crisis sanitaria no debería afectar al equilibrio !nanciero de la 
empresa. Sin embargo, según su secretaría general, los retrasos 
en los reembolsos por parte del Estado podrían debilitar a ONEA 
en un contexto en el que su coe!ciente de endeudamiento ya es 
elevado. Además, algunos ministerios y empresas se han retrasado 
en el pago de sus facturas. A pesar de estas limitaciones, ONEA no 
está considerando la posibilidad de realizar despidos, a diferencia 
de otros países africanos en los que la provisión de agua es una ac-
tividad a cargo del sector privado.

Los donantes también han recomendado desde el principio que 
la duración de estas medidas gratuitas se limite a un corto periodo 
de tiempo. Prolongar esta forma de ayuda más allá de este periodo 
debilitaría la situación !nanciera de la empresa. Sin embargo, tam-
bién hay que tener en cuenta las consecuencias sociales. De hecho, 
es probable que los presupuestos de los hogares se reduzcan con-
siderablemente en los próximos meses como consecuencia de la 
crisis económica. El consumo de agua como porcentaje del gasto de 
los hogares podría afectar otras partidas, como la alimentación. Por 
tanto, los riesgos de una crisis alimentaria en la subregión, agra-
vada por la crisis causada por la covid-19, no pueden considerarse 
independientemente de una política de apoyo al acceso a servicios 
esenciales.

Por último, la crisis sanitaria ha tenido un impacto a nivel ope-
rativo. ONEA había previsto inversiones para mantener la red y gas-
tos en equipos de conexión, productos de tratamiento del agua, etc. 
Sin embargo, al no poder atender la mayoría de los pedidos, ONEA 

4 Para tres meses, se ha calculado que el soporte social cuesta 5 millones de euros; 
el acceso gratuito a los grifos (unos 3.500 en el país, de los cuales 1.500 en Uagadugú) 
3,5 millones de euros; y la anulación de las sanciones asciende a 0,63 millones de 
euros.
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adoptó una estrategia de diversi!cación de sus proveedores, algu-
nos de los cuales tienen costes más elevados. 

¿EXACERBANDO O REDUCIENDO LAS DESIGUALDADES?

Las medidas relativas a la gratuidad del agua bene!cian al con-
junto de la población urbana y no a los hogares más vulnerables. 
Si bien es cierto que la focalización es siempre compleja (Hydro-
conseil 2019), es útil para reducir las desigualdades. Por ejemplo, 
la llamada política de conexión social signi!ca que ONEA subven-
ciona la conexión a la red para todos los hogares urbanos, indepen-
dientemente de su situación socioeconómica. Sin embargo, esto 
suele implicar el pago de una factura mensual de agua, lo que no 
es posible para los hogares pobres que no tienen ingresos regula-
res. En consecuencia, muchas familias no tienen acceso al agua del 
grifo en sus hogares. Las poblaciones vulnerables que se dedican a 
actividades económicas irregulares a pequeña escala en el sector 
informal no pueden incluirse en este sistema, ya que no tienen in-
gresos mensuales estables (Baron et al. 2016). Mientras que algunos 
donantes han cuestionado las ventajas de un sistema que bene!cia 
a las personas relativamente más acomodadas, el Estado y la ONEA 
no han discutido este punto. Sin embargo, la secretaría general de 
la ONEA subraya que las “grandes casas”, las industrias y los orga-
nismos públicos no pueden acogerse a la tarifa social. Por último, la 
situación de los hogares en condiciones extremadamente precarias 
(desplazados,5 familias aisladas o que incluyen a personas con dis-
capacidad) ha empeorado durante la crisis, por lo que necesitan un 
apoyo más especí!co.

Aunque la difusión de la covid-19 es probablemente mayor en 
las ciudades densamente pobladas (OCDE 2020), las zonas rurales 

5 La OCDE (2020) ha resaltado la situación extremadamente precaria de los despla-
zados en Burkina Faso. El número de desplazados internos se incrementó de 22.000 
en julio de 2018 a más de 500.000 a principios de 2020.
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no se han bene!ciado de las medidas de agua gratuita. Los donan-
tes esgrimen dos argumentos en torno a la opción de centrarse sólo 
en contextos urbanos: la gobernanza del agua en las zonas rura-
les es más compleja (con la participación de los municipios y los 
operadores privados) y los sistemas técnicos son más diversos (con 
pozos de sondeo y sistemas de bombeo de propulsión humana). Sin 
embargo, las poblaciones rurales se quejan de que pagan más por el 
agua que los habitantes de las ciudades; las medidas de suministro 
gratuito de agua urbana agravarán estas desigualdades.

ESTRATEGIAS DE RESPUESTA EN BISSIGHIN, UAGADUGÚ

Las medidas de agua gratuita adoptadas por el gobierno y aplica-
das por la ONEA se dirigen tanto a los barrios formales como a los 
irregulares. Sin embargo, las zonas irregulares donde residen las 
poblaciones precarias presentan di!cultades especí!cas. En el con-
texto de la crisis causada por la covid-19, los hogares de estas zonas 
notaron cortes de agua o bajo caudal, algo habitual en esa época, 
que se han visto agravados por la alta demanda. Ahora se forman 
largas colas en los grifos, pero hay que respetar los toques de que-
da. Un estudio del IRC (2020) concluyó que: “El llamado oro azul es 
gratuito, pero no disponible debido a la discontinuidad del servicio. 
¿Cómo puede una población lavarse regularmente las manos con 
agua que no tiene?”. 

Para documentar esta situación sin precedentes, investigamos 
el barrio de Bissighin, donde no se había noti!cado ningún caso de 
covid-19 a !nales de junio de 2020. Bissighin es un antiguo poblado 
engullido por la urbanización, al noreste de Uagadugú, con una po-
blación de alrededor de 30.000 habitantes en 2017 (Guigma 2017). El 
barrio creció rápidamente en 2020, tras la llegada de desplazados de 
las zonas afectadas por el con"icto en la región del Sahel. En prin-
cipio, la falta de títulos formales de propiedad excluye al barrio del 
acceso a la red de agua centralizada de ONEA. 

Sin embargo, un proyecto iniciado en 2009, !nanciado por la AFD 
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y el Banco Mundial, permitió dotar a ciertos asentamientos irregu-
lares, entre ellos Bissighin, de una mini red descentralizada (Baron 
et al. 2016). Esta red está gestionada por un concesionario privado 
seleccionado tras una licitación y con un contrato de arrendamien-
to con ONEA. En Bissighin la empresa se llama ACMG. ONEA vende 
el agua al por mayor al operador privado y le proporciona gratuita-
mente los equipos de conexión a la red. Esta mini red abastece tan-
to a los surtidores colectivos como a las conexiones a domicilio de 
los hogares que pueden pagar una factura mensual de agua. Según 
ACMG, en Bissighin hay 2.020 abonados a través de conexiones in-
dividuales y 18 surtidores (datos de junio de 2020). ACMG cobra las 
mismas tarifas que ONEA, basándose en el principio de igualdad en 
la gestión de servicios de agua. Sin embargo, durante la covid-19, al-
gunos residentes se quejaron de las tarifas más altas que cobraban 
los concesionarios privados, un punto de tensión con la ONEA que 
se discutió en una reunión en agosto de 2020 (Lefaso 2020).

Este proyecto ha tenido cierto éxito y la demanda de conexiones 
individuales está aumentando. Pero no todo el mundo puede acce-
der debido a las carencias de la infraestructura de conexión pro-
porcionada por ONEA. Este problema de suministro es recurrente, 
pero la crisis de la covid-19 lo ha agravado. Según ACMG, “acaba-
mos de recibir, hace 3 días, 200 kits de conexión para responder a 
508 solicitudes”. Este problema ha sido discutido en reuniones en-
tre ONEA y los concesionarios.

Nuestro estudio de campo puso de mani!esto las consecuencias 
de las medidas adoptadas en el sector del agua sobre las condicio-
nes de vida de los hogares de Bissighin. A continuación, analizare-
mos los siguientes aspectos: las consecuencias sobre la cantidad de 
agua consumida por los hogares, los efectos del agua “gratuita” en 
los hábitos de los hogares y las estrategias de adaptación para hacer 
frente a la crisis sanitarias.

Un aumento signi!cativo del consumo de agua 
La pandemia ha tenido un impacto directo en los volúmenes de 
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agua consumidos porque las acciones preventivas requieren gran-
des cantidades. El responsable del servicio de atención al cliente 
de ONEA estima que las tasas de consumo de agua aumentaron un 
25% de abril a junio en comparación con el mismo periodo del año 
pasado. Esto corresponde a la estación seca, con altas temperaturas 
y cortes de agua recurrentes. Sin embargo, los habitantes de Bis-
sighin precisaron que, ante el escaso caudal y los frecuentes cor-
tes, han recurrido a la perforación de pozos en los que el agua está 
permanentemente disponible. El representante de ACMG también 
comentó que la presión del agua era baja.

El acceso al agua potable di!ere según la ubicación de los hoga-
res en el barrio. Las di!cultades a las que suelen enfrentarse los ho-
gares más vulnerables se vieron agravadas por el frecuente lavado 
de manos. Estos hogares, alejados de los surtidores públicos, siguie-
ron dependiendo de los pozos para obtener el agua que necesitan. 
Algunos incluso han construido nuevos pozos que no garantizan la 
potabilidad del agua. 

Dos tercios de los cabezas de familia encuestados en Bissighin 
a!rman que su consumo diario de agua ha aumentado desde abril 
de 2020 en más de un 25%. Esto se explica por la frecuencia con que 
se hace la colada, se lavan los platos y se lavan las manos. Un cabeza 
de familia lo explicaba así: 

Esto es lo que ha cambiado en nuestros hábitos. Ya no uti-
lizamos la misma agua dos veces para enjuagar los platos; 
tiramos el agua del primer enjuague. Además, enjuagamos 
dos veces los mismos platos, por lo que utilizamos más agua. 
Ya no comemos en el mismo plato. Ya no bebemos agua con 
varias personas del mismo vaso, y si el agua se queda en el 
vaso, la tiramos. Lavamos la ropa con más frecuencia. No nos 
ponemos la misma ropa varias veces antes de lavarla. Tam-
bién lavamos nuestras mascarillas faciales. Para lavarnos, no 
compartimos los cubos con otras personas. Cada persona usa 
su propio cubo (comunicación personal, sin fecha).
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Otros hogares colocaron instalaciones para lavarse las manos en 
sus patios. 

Hemos instalado un lavamanos a la entrada del patio para 
que todo el que entre se lave las manos... Antes del coronavi-
rus, me lavaba las manos tres veces al día, pero ahora me lavo 
las manos unas nueve veces al día (comunicación personal, 
sin fecha).

Estos nuevos hábitos han repercutido en las fuentes y medios de 
abastecimiento y almacenamiento de agua.

Nuevos hábitos en los surtidores públicos
La gratuidad del agua en los surtidores públicos ha provocado gran-
des aglomeraciones, con largas colas de gente esperando para lle-
nar sus cubos. Este problema se ha visto agravado por la baja pre-
sión del agua en las tomas, que es recurrente durante la estación 
seca. También ha afectado el consumo de agua de los hogares con 
conexiones individuales y de quienes residen a mucha distancia de 
los surtidores públicos. 

Según el gerente de ACMG en Bissighin, desde el anuncio de la 
gratuidad del agua en las tomas, el caudal ha disminuido. La mayo-
ría de los hogares con conexión particular, así como los operarios 
de los surtidores, consumen agua de forma permanente durante 
todo el día. La factura del agua se duplicó en abril porque hubo mu-
cho derroche, aunque se señaló que “hubo una reducción del de-
rroche en mayo y junio”. Algunos hogares tenían facturas de agua 
elevadas porque pensaban que el agua gratuita se aplicaba a todo su 
consumo, sin darse cuenta de que solo los primeros 8 m3 –el bloque 
social– eran gratuitos. Según el gestor de un surtidor:

Nos vimos obligados a prohibir la recolección de agua con 
otros recipientes que no fueran bidones o cubos porque los 
niños venían a llenar cuencos, se echaban agua sobre el cuer-
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po para divertirse y regresaban a por más.

Según el gerente comercial de ONEA, se han dado instrucciones 
a los responsables de los surtidores públicos para que sólo se pueda 
llenar un cubo por persona. El objetivo era evitar que ciertos clien-
tes “monopolizaran” el suministro. Sin embargo, esta medida no 
parece haberse respetado: algunos responsables de los surtidores 
han permitido a los conductores de triciclos llenar una treintena de 
bidones de 20 litros a la vez.

Para poder almacenar la máxima cantidad de agua en el hogar 
y evitar los múltiples viajes de ida y vuelta al surtidor, los residen-
tes están probando varias soluciones para transportar la máxima 
cantidad de agua a pie, con un rickshaw o en bicicleta. Los usuarios 
compiten entre sí en ingenio. Una bicicleta puede transportar fá-
cilmente entre tres y cuatro bidones de 20 litros. El récord, según 
el responsable de un surtidor, es de seis bidones de 20 litros en una 
sola bicicleta.

La mayoría de los hogares encuestados con!rman que el agua es 
gratuita en el surtidor. Sin embargo, según el responsable del ser-
vicio de atención al cliente de ONEA, al principio de la aplicación 
de la medida, no todas las tomas de agua eran gratuitas porque al-
gunos gestores pensaban que no se les compensaría. Se supone que 
la compensación tiene lugar cada dos semanas, pero como hubo 
retrasos al principio, siguieron vendiendo agua a sus clientes. El 
responsable de atención al cliente de ONEA dice que “ahora todo se 
ha solucionado”. Además, se ha creado una unidad dirigida por el 
servicio de atención al cliente de ONEA para controlar y disciplinar 
a quienes no respeten la medida de agua gratuita, lo que podría su-
poner un incumplimiento del contrato entre el delegado y el gestor 
de la caseta. En Uagadugú, se ha contratado especialmente a 15 per-
sonas para controlar las tomas de agua, incluso en los asentamien-
tos irregulares. Hasta la fecha, no se ha anulado ningún contrato.

Sin embargo, algunos cabezas de familia a!rman que el agua 
nunca ha sido gratuita en el grifo. Un responsable de la red de dis-
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tribución de Bissighin nos lo explicaba así:

El agua es gratuita, pero algunos clientes nos apoyan pagando 
algo: la mitad del precio por ejemplo....Antes de la covid-19, 
teníamos abonados mensuales; algunos siguen pagando 
mensualmente su consumo. La gratuidad es lo que ha creado 
el problema de la disponibilidad del agua, porque los pagos 
son irregulares por parte del delegado. En los barrios irregu-
lares, el contrato es entre el delegado y el gestor de la caseta.

De hecho, algunos hogares a!rman que ciertos gestores de las 
tomas de agua se aprovecharon de la escasez general de agua para 
servirla principalmente a los clientes que estaban dispuestos a pa-
gar, prometiendo suministrar agua gratis a los demás cuando el 
caudal en la toma de agua fuera mejor. Estas situaciones generaron 
tensiones en torno a las tomas de agua e impidieron el cumplimien-
to del distanciamiento físico (Kinda 2020). 

También han surgido comportamientos solidarios. Dado el ele-
vado número de personas que utilizan los surtidores debido a la 
gratuidad del agua, los hogares con conexiones privadas han auto-
rizado a los vecinos a recoger agua de forma gratuita en sus casas. 
Estas donaciones de agua suelen ser menos frecuentes en la capital 
(Baron et al. 2016).

Nuevas limitaciones para los hogares en situación precarias
Los hogares precarios de Bissighin han experimentado una ralen-
tización de sus actividades económicas informales, lo que ha pro-
vocado nuevas limitaciones para pagar el agua. Sin embargo, los 
residentes que viven lejos de los surtidores y no pueden pagar una 
factura mensual tienen que solicitar a vendedores de agua informa-
les y, por tanto, que paguen el transporte hasta sus hogares (Kjellén 
y McGranahan 2006). En consecuencia, el coste del agua es más ele-
vado para estos hogares. Según ONEA, el Estado se ha hecho cargo 
del servicio de suministro de agua, pero no del transporte del agua 
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a los hogares alejados de un punto de acceso moderno. Por lo tanto, 
el papel de estos revendedores informales de agua no se ha teni-
do en cuenta en las medidas adoptadas por el Estado. El delegado 
con!rma las declaraciones de ONEA: “Para quienes residen lejos de 
los surtidores públicos, el agua sigue siendo gratuita aunque ten-
gan que pagar el transporte; siempre pueden venir a buscar el agua 
gratis”.”

Racionalidad en el uso del agua y los gastos diarios
Ante el aumento de la necesidad de agua y la limitación de los re-
cursos !nancieros tras las medidas restrictivas de reducción de los 
desplazamientos y el cierre de los mercados, 7 de cada 10 hogares 
encuestados optaron por racionalizar sus gastos diarios, en general, 
y del agua, en particular. 

Aunque la crisis sanitaria de la covid-19 afectó especialmente a 
las poblaciones más vulnerables de los barrios precarios de Uaga-
dugú, se observa que los hogares se han adaptado y han sido capa-
ces de encontrar respuestas a las nuevas limitaciones !nancieras y 
sanitarias a corto plazo (Guigma, 2020). El apoyo del Estado y de la 
ONEA a la hora de aportar soluciones detalladas para el suministro 
de agua ha sido apropiado. Sin embargo, las consecuencias a me-
diano plazo amenazan con debilitar a las poblaciones sin capacidad 
de ahorro y desprotegidas ante la incertidumbre, las más afectadas 
por la crisis.

CONCLUSIÓN

Burkina Faso es un ejemplo de capacidad de respuesta y de adop-
ción de medidas excepcionales para que las poblaciones urbanas 
puedan cumplir las recomendaciones sanitarias preventivas en tor-
no al acceso al agua. Las respuestas técnicas aportadas por el Esta-
do ¬–la gratuidad del agua en los surtidores públicos y el pago del 
bloque social en las facturas mensuales para los hogares¬– se ins-
criben en una política pública basada en los principios de igualdad 
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de acceso para todos los habitantes de las ciudades, independien-
temente de su residencia en barrios formales o irregulares. Pero, 
¿podría la crisis sanitaria de la covid-19 ser una oportunidad para 
concebir una política a largo plazo a favor de los pobres, orientada a 
los sectores sociales más vulnerables (tanto en zonas urbanas como 
rurales) en un contexto de creciente desigualdad? 

Es cierto que no se consultó a la sociedad civil en la elaboración 
del Plan de Respuesta, con el pretexto de la emergencia sanitaria. 
Pero si la participación es necesaria para garantizar el cumplimien-
to de las normas establecidas para contrarrestar esta pandemia, es 
fundamental que los ciudadanos participen en la formulación de 
las políticas públicas. El enfoque debe ser sistémico y no aislar la 
cuestión del agua de otras cuestiones como la inseguridad laboral. 

Por último, como recuerda la OCDE (2020), la respuesta a la cri-
sis sanitaria no debe eclipsar otras crisis, especialmente las relacio-
nadas con los con!ictos bélicos en el Sahel (que han producido un 
fuerte aumento del número de desplazados), así como la crisis hu-
manitaria y nutricional que se cierne sobre la región. La combina-
ción de estas inseguridades hace que las poblaciones sean más vul-
nerables a la pandemia de la covid-19. Como señalan Vidal, Eboko 
y Williamson (2020), esta crisis también re!eja nuestra “di"cultad 
para pensar en África como un actor en la escena mundial, más allá 
de ser un objeto de observación de quienes deciden el ritmo de la 
globalización”.
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Capítulo 24

France Eau Publique

ADAPTABILIDAD, COMUNIDAD       
Y SOLIDARIDAD: LOS OPERADORES 
PÚBLICOS DE AGUA DE FRANCIA 
DURANTE LA CRISIS DE LA 
COVID-19

France Eau Publique es una red de operadores públicos de 
agua y saneamiento que apoya el intercambio de información 
y de mejores prácticas, así como el fortalecimiento y la pro-

moción mutua de la gestión pública del agua. Este capítulo informa 
sobre cómo se adaptaron las empresas públicas de agua de Fran-
cia a la crisis de la covid-19 en los primeros meses de la pandemia, 
durante los periodos de con!namiento y cuando se reanudaron las 
actividades. Se destacan tres características de los operadores pú-
blicos de agua: capacidad de adaptación y resiliencia, un profundo 
compromiso con la comunidad local, y la capacidad de fomentar la 
solidaridad a nivel local y nacional.

INTRODUCCIÓN 

Aunque no sean tan visibles como los trabajadores esenciales de 
la salud, las autoridades locales del agua y sus operadores y em-
pleados públicos de Francia pueden estar orgullosos del trabajo que 
han realizado durante la pandemia de covid-19. Los proveedores de 
servicios públicos de agua y saneamiento del país han sido capaces 
de adaptarse en un tiempo récord para garantizar la prestación de 
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servicios de alta calidad y protegiendo la salud y la seguridad de 
sus empleados. Muchos han podido seguir adelante con importan-
tes proyectos de infraestructura. También han sido !exibles en sus 
procedimientos de contratación para seguir respondiendo y apo-
yando a los proveedores y prestadores de servicios locales. Con ello 
han contribuido a la supervivencia de las economías locales.

Aunque la crisis de la salud pública está lejos de haber termina-
do, y han surgido otras crisis como resultado de la pandemia, los 
operadores públicos desempeñan un papel clave en las re!exiones 
en curso sobre el futuro de os servicios de agua y saneamiento. Son 
actores fundamentales que aportan una visión y una estrategia a 
largo plazo que anticipa las transformaciones para un futuro soste-
nible del agua.

DURANTE LA CRISIS

En Francia, el periodo de con"namiento entre el 17 de marzo y el 
11 de mayo de 2020 fue el punto álgido de la crisis y un momento 
excepcional en la historia de los servicios de agua y saneamiento. 
Durante ese periodo extraordinario, los operadores públicos se en-
frentaron a muchas di"cultades. Uno de los principales retos fue 
adaptarse a diversos marcos legales y reglamentarios que cambia-
ban constantemente. Los operadores tuvieron que lidiar con inter-
pretaciones a veces contradictorias y con requisitos sanitarios que 
variaban según la jurisdicción. 

Los operadores tuvieron que gestionar la doble prioridad de ase-
gurar la continuidad del servicio y garantizar la salud y la seguridad 
de su personal. Este reto se tradujo en la elaboración y aplicación 
de planes de continuidad de la actividad, seguidos de planes de rea-
nudación de la actividad, para apoyar a los distintos departamentos 
funcionales y operativos y garantizar la continuidad y adaptación de 
las actividades. En cuanto a los recursos humanos, los operadores 
consiguieron pasar al teletrabajo en pocos días, aunque para mu-
chos era la primera vez. Los operadores realizaron un seguimiento 
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diario de la situación de cada empleado (si estaban en cuarentena, 
su estado de salud y movilidad, si trabajaban desde casa o si reali-
zaban tareas de cuidado de niños). Elaboraron instrucciones de se-
guridad de forma continua y aumentaron la comunicación interna 
para informar, tranquilizar y concienciar. Las nóminas fueron otro 
reto, pero no se interrumpieron gracias a diversas herramientas de 
gestión electrónica. 

La gestión de suministros e inventarios representó otra gran 
prueba durante la crisis. Como todos los sectores de la economía, 
los servicios de agua y aguas residuales tuvieron di!cultades para 
obtener suministros como equipos de protección personal, pero 
también generadores, piezas de repuesto y equipos informáticos. 
Desde el 1 de abril de 2019 las autoridades locales están sujetas al 
Código de Contratación Pública, que estipula las normas relativas a 
la contratación pública. Este marco normativo está diseñado para 
garantizar la transparencia de la contratación pública, pero tam-
bién prevé "exibilidad en caso de emergencia. Los operadores pú-
blicos han aprovechado esta "exibilidad para ser receptivos y hacer 
pedidos a los proveedores locales dentro de unos plazos de procedi-
miento reducidos, lo que en última instancia les ha permitido hacer 
frente a la crisis y evitar una excesiva escasez de existencias.

Durante el cierre, todas las instalaciones públicas, incluidos los 
centros de atención al cliente, permanecieron cerradas. Aunque 
varias instalaciones pudieron mantener el servicio telefónico des-
viando las llamadas a los teléfonos particulares de los agentes, no 
todas pudieron hacerlo por falta de tecnología adecuada. La factu-
ración fue otro problema importante debido a la suspensión de la 
lectura de contadores durante el con!namiento. Para compensar, 
algunos operadores pidieron a los usuarios que transmitieran sus 
propias lecturas, mientras que otros establecieron una facturación 
a tanto alzado, utilizando el historial de consumo medio diario de 
los años anteriores como base para la facturación.

La mayoría ha introducido opciones para permitir a los usuarios 
escalonar sus pagos y animarles a pagar por medios electrónicos. 
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Algunos departamentos se vieron afectados por la suspensión del 
servicio de correo público. Las agencias en línea, que ya se des-
plegaban antes de la crisis, fueron muy solicitadas para mantener 
el vínculo con los abonados, informarles de los distintos procedi-
mientos y permitirles pagar sus facturas en línea. Para reducir la 
carga del personal solo se programaron actividades esenciales. Se 
pospuso temporalmente la tramitación de las reclamaciones de fac-
turas y las solicitudes de desgravación !scal, la instalación de nue-
vas conexiones y el mantenimiento rutinario de las redes.

Durante el periodo de con!namiento, algunos operadores se vie-
ron afectados por una importante variación del consumo de agua. 
Los primeros en verse afectados fueron los sectores industrial y co-
mercial, donde el consumo de agua disminuyó debido al cierre de 
empresas y centros de producción. Las ciudades universitarias y los 
centros urbanos también se vaciaron, con la salida de los estudian-
tes y el traslado de muchos habitantes de la ciudad a sus segundas 
residencias. Como resultado, se produjo una inusual a"uencia de 
habitantes en las zonas rurales y un importante aumento del con-
sumo de agua en ellas, combinado con un descenso en las zonas 
urbanas. Por ejemplo, en abril de 2020, Eau de Paris constató un 
descenso del 20% en el consumo de agua potable en la capital.

El impacto de la crisis en la tesorería ha variado de una empresa 
de agua a otra. Han aumentado las solicitudes de suspensión o mo-
di!cación de los calendarios de pago. En Lille se suspendió el cobro 
de facturas debido al cierre temporal del centro de tramitación de 
la tesorería.

REANUDACIÓN DE LAS ACTIVIDADES: UN RETO AUN MAYOR

Hay consenso sobre que la reanudación de las actividades ha sido 
más compleja de gestionar que el periodo inicial de encierro. A di-
ferencia del periodo de con!namiento, que tenía un principio y un 
!nal claros, la reanudación de las actividades en mayo de 2020 trajo 
consigo mucha más incertidumbre.
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La principal di!cultad para los departamentos de recursos hu-
manos ha sido gestionar la gran variedad de situaciones de los em-
pleados. Los trabjadores se enfrentan a diversas condiciones de 
salud y circunstancias familiares (por ejemplo, responsabilidades 
de cuidado o cierre de la guardería), y tienen diferentes capacida-
des para trabajar desde casa. Los gerentes han tenido que lidiar con 
los temores de algunos funcionarios a la hora de volver al trabajo, 
así como con la impaciencia de otros que están deseando volver. 
La aplicación de las medidas especiales que regulan los contratos 
de trabajo temporales en Francia ha sido especialmente difícil de 
entender para los gerentes de las empresas de servicios públicos, 
debido a la naturaleza imprecisa de la normativa relativa a si los 
operadores de agua y saneamiento pueden acogerse a estos planes 
de empleo. 

Equipar a los empleados con equipos de protección personal de 
calidad y en número su!ciente ha resultado ser uno de los retos 
más importantes. Conseguir un número su!ciente de mascarillas 
fue especialmente difícil debido a la escasez y a los largos plazos de 
entrega. Algunos operadores distribuyeron kits de protección para 
sus empleados (gel, guantes, trajes desechables y mascarillas de un 
solo uso), mientras que otros optaron por centrarse en el cumpli-
miento del distanciamiento físico, lo que incluyó una reorganiza-
ción total de la o!cina para dirigir el "ujo de trá!co y cambios en 
los horarios de los empleados. El distanciamiento físico también 
requiere la modi!cación de equipos, como los vehículos utilitarios, 
que se han dotado de plexiglás para evitar el contacto dentro del 
mismo vehículo. 

La reapertura de las o!cinas también ha exigido una adaptación 
de las instalaciones de atención al público. Entre otras medidas: la 
dotación de equipos de protección para los trabajadores que inte-
ractúan con el público y los visitantes (por ejemplo: mascarillas, 
viseras, pantallas y desinfectante de manos en cada entrada), la 
introducción de citas programadas para evitar que los clientes se 
amontonen, y la capacitación de los funcionarios para fomentar el 
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cumplimiento de las recomendaciones de salud pública. La reanu-
dación de la actividad también ha supuesto un aumento del trabajo 
de los servicios de atención al cliente. Los servicios públicos han 
recibido un mayor número de solicitudes de desgravación !scal, 
así como un mayor número de solicitudes relacionadas con cuentas 
nuevas y antiguas debido a la reanudación de las ventas inmobilia-
rias. 

La decisión de continuar o no con los grandes proyectos de 
construcción di!ere según las empresas de agua: si bien la mayo-
ría suspendió todos los proyectos durante el momento álgido de la 
crisis, se mantuvieron sin embargo algunos proyectos prioritarios, 
en particular los relativos a las infraestructuras de suministro en 
previsión de futuras sequías. Para apoyar a las empresas de la cons-
trucción en el contexto de la crisis sanitaria y económica, algunos 
operadores !rmaron protocolos con los principales representantes 
del sector de la construcción para poder volver a trabajar con segu-
ridad. Por ejemplo, en junio de 2020, los sindicatos que representan 
a los trabajadores de la construcción y del agua en la región de Al-
sacia-Mosela de!nieron conjuntamente nuevos protocolos de salud 
y seguridad para las obras de construcción y negociaron disposicio-
nes para el aumento de los costes relacionados con la salud debido 
a la covid-19 para los contratos ya !rmados o en curso. 

LAS FORTALEZAS DE LA GESTIÓN PÚBLICA DURANTE LA CRISIS

Aunque la crisis afectó a las empresas del sector público tanto como 
a las privadas, ha puesto de mani!esto algunas de las ventajas del 
modelo de gestión pública. Tres cualidades del modelo de gestión 
pública fueron puestas de mani!esto por la crisis: (a) capacidad de 
adaptación y resiliencia gracias a una organización ágil; (b) un ser-
vicio público profundamente arraigado en la comunidad local y el 
territorio; y (c) la capacidad de fomentar la solidaridad a nivel local 
y nacional. Los empleados, apasionadamente comprometidos con 
su misión de prestar un servicio público esencial, fueron los verda-
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deros impulsores de este éxito.

Adaptabilidad: gran capacidad de reacción y resiliencia
En términos de organización interna, el paso al teletrabajo fue un 
logro importante que representa un cambio radical en la cultura 
laboral. Antes de la pandemia, el teletrabajo se veía como algo com-
plejo y difícil de implementar. La crisis aceleró la transición a la era 
digital. El teletrabajo se desplegó muy rápidamente al día siguiente 
del anuncio del con!namiento. Desde entonces se ha replanteado 
cómo integrarlo a medida que se reanudan las actividades. Algu-
nos operadores han optado por un retorno gradual y luego total de 
los equipos sobre el terreno; otros han aprovechado la oportuni-
dad para replantear sus operaciones. En ese proceso, algunos han 
tratado de convertir el teletrabajo -que hasta la crisis había sido la 
excepción- en una práctica habitual. Esto último es posible ya que 
las operaciones de datos y el mantenimiento de las instalaciones 
pueden hacerse ahora a distancia gracias a la digitalización.

La seguridad informática es un requisito esencial para el tele-
trabajo. Ante el aumento de los riesgos de ciberseguridad, algunos 
operadores han emprendido importantes proyectos informáticos 
para seguir teniendo acceso a los programas informáticos esencia-
les para el mantenimiento de las actividades (por ejemplo, agencia 
de atención al cliente en línea, facturación, recursos humanos, !-
nanzas, etc.). El operador de Niort, por ejemplo, ha alojado su sof-
tware empresarial en un servidor especí!co y ha establecido un 
sistema seguro que permite el acceso restringido a un determinado 
número de empleados. 

Cuanto más se adelantó un operador en el paso al trabajo vir-
tual, mejor pudo gestionar la crisis y garantizar la continuidad de 
la actividad. Por ejemplo, la !rma electrónica ha resultado ser una 
baza especialmente valiosa. Los directivos también se han visto 
obligados a innovar para mantener las relaciones con sus equipos y 
reforzar la cohesión empresarial a distancia. Para ello, los gerentes 
de las empresas públicas han empleado diversas iniciativas, como: 
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• Distribución de entrevistas !lmadas con los directivos para 
explicar el plan de crisis;

• organización de sesiones de preguntas y respuestas en di-
recto entre los directivos y los empleados;

• organización de viajes semanales para que los directivos se 
reúnan con los funcionarios y les presten apoyo;

• Control telefónico sistemático, sobre todo para los equipos 
de guardia, que reciben una llamada de un directivo cada 
mañana y cada tarde; 

• Difusión periódica de boletines internos;
• Organización de reuniones interfuncionales en las que los 

empleados pueden presentar sus actividades e informar de 
cómo se están adaptando a la crisis (por ejemplo, el ciclo de 
conferencias en línea Radio Café Sources, organizado por Eau 
de Paris).

Sin embargo, la incertidumbre también ha provocado tensiones 
entre los empleados, que a veces tenían di!cultades para entender 
y aceptar las decisiones tomadas por los responsables de recursos 
humanos en materia de permisos, contratos temporales, etc. Para 
responder al importante estrés que experimentaban los trabajado-
res, los directivos han probado diferentes iniciativas para reforzar 
la motivación y el compromiso de los empleados. Algunos hicieron 
un llamamiento a la solidaridad interna, animando a los empleados 
a que se ofrecieran como voluntarios para tomar las licencias. Otros 
optaron por rotar los permisos para poner a todos en igualdad de 
condiciones. Algunos directivos también ofrecieron primas para 
recompensar a los funcionario más comprometidos.

Varios operadores crearon unidades psicológicas para acompa-
ñar a los empleados y ofrecerles apoyo personal (por ejemplo, Eaux 
de Vienne). Sin embargo, no fueron muchos los empleados que uti-
lizaron estos servicios durante el periodo de reclusión, al menos no 
para los !nes previstos. Solían llamar con cuestiones relacionadas 
con la reanudación de las actividades, como las relacionadas con el 
derecho laboral.
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Este periodo ha dado lugar a soluciones innovadoras para ela-
borar nuevas herramientas de comunicación interna y crear vín-
culos sociales a pesar de la distancia. Paradójicamente, mientras 
los empleados estaban más alejados, el con!namiento permitió 
reinventar las relaciones interpersonales. Todas las empresas han 
registrado un mayor espíritu de solidaridad, con empleados que se 
cuidan unos a otros, incluso fuera del círculo de allegados. La evo-
lución de la comunicación interna ha contribuido a este cambio de 
mentalidad, dando mayor importancia a las redes sociales, como la 
creación de grupos de WhatsApp. La "uidez entre la vida privada y 
la profesional también ha contribuido a cambiar las percepciones y 
ha ayudado a humanizar las relaciones al interior de las empresas. 
Las relaciones con los directivos también han evolucionado: se han 
vuelto más directas, con contactos regulares y más horizontales, fo-
mentando las iniciativas intraempresariales de solidaridad.

Proximidad: la fuerza de la red territorial
Por naturaleza, los actores públicos derivan su identidad del territo-
rio al que pertenecen. La integración en una red de actores locales, 
ya sean proveedores o contratistas, ha demostrado ser una baza im-
portante en términos de e!cacia y capacidad de respuesta. Gracias 
a sus relaciones privilegiadas en el seno de las cadenas regionales 
de compras, las empresas públicas han podido bene!ciarse del in-
tercambio de contactos de proveedores disponibles que permiten 
superar las limitaciones de suministro, como la de los equipos de 
protección individual, y comparar precios. Al recurrir a las redes de 
proveedores locales, los operadores públicos han contribuido así a 
mantener la economía local y el empleo en las regiones.

Sin embargo, la dispersión de los operadores públicos en el te-
rritorio ha limitado a veces su e!cacia. En comparación con las em-
presas privadas que disponen de departamentos de compras cen-
tralizados a escala nacional o incluso internacional, los operadores 
públicos han tenido di!cultades para poner en común sus peticio-
nes y compartir los contactos con los proveedores. El relativo aisla-
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miento de algunos actores públicos en una misma región también 
ha frenado la cooperación. 

A pesar de ello, los operadores públicos han mantenido (o in-
cluso reforzado) una relación especial con los usuarios. Gracias a la 
tecnología digital, se han creado soportes de información especí!-
cos para mantener el vínculo con los usuarios: sesiones especiales 
de preguntas y respuestas en los sitios web de los operadores, cam-
pañas de comunicación multimedia, envíos de correo electrónico y 
mensajes de texto personalizados. Más allá de lo digital, el teléfono 
ha permitido mantener el contacto y reforzar las relaciones huma-
nas. 

Algunos operadores, como Eau de Grenoble Alpes, han creado 
números de guardia especialmente activos durante el con!namien-
to. Aunque el número de guardia se reserva normalmente para las 
emergencias, Eau de Grenoble Alpes desplegó un tratamiento ex-
cepcional de back o!ce y front o!ce, llamando a todos los abona-
dos durante el día para responder a sus peticiones. También se han 
fortalecido las relaciones con las empresas; el servicio de agua y 
aguas residuales de Grand Poitiers, por ejemplo, llamó a todas las 
empresas de la zona una por una para evaluar si podían acogerse al 
sistema de suspensión del pago de facturas.

Solidaridad: el surgimiento de nuevas formas de cooperación
A lo largo de la crisis, las autoridades locales y sus operadores públi-
cos pudieron contar con el apoyo de la red France Eau Publique. En 
contacto casi diario con los ministerios que representan a los entes 
locales y sus servicios, la Federación Nacional de Concesionarios y 
Entes Públicos del Agua (FNCCR, por sus siglas en francés) y la red 
France Eau Publique se comprometieron especialmente a apoyar 
a sus miembros durante las turbulencias. A lo largo de la crisis se 
desplegaron una serie de nuevas herramientas de apoyo a las au-
toridades locales: un feed de noticias de libre acceso, conferencias 
virtuales semanales dedicadas a la covid-19 y la creación de grupos 
de trabajo ad hoc que promueven el intercambio de experiencias 
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entre los operadores públicos de la red France Eau Publique. Todos 
estos intercambios virtuales han permitido romper el aislamiento y 
crear un frente común para compartir mejores prácticas.

La FNCCR ha realizado grandes inversiones para garantizar una 
calidad de servicio óptima en todo el país, independientemente del 
tamaño del operador y de su pertenencia a la red. Para remediar 
urgentemente la falta de equipamiento, ha emprendido una opera-
ción excepcional de distribución de mascarillas a todos los opera-
dores públicos de saneamiento de Francia, incluidos los territorios 
de ultramar. Esta acción a gran escala, que no es exclusiva de sus 
miembros, garantiza la seguridad de los trabjadores más expuestos 
al riesgo de transmisión. Entre el 2 de abril y el 20 de mayo de 2020 
se distribuyeron unas 243.000 mascarillas a más de 1.300 servicios 
públicos de agua y saneamiento gracias a una asignación guber-
namental de mascarillas FFP3 a !nales de marzo y a una compra 
masiva de mascarillas FFP2 a !nales de abril. El éxito colectivo de 
esta operación, dirigida en un momento dado por la FNCCR con el 
compromiso excepcional de sus empleados y a!liados, ejempli!ca 
los valores de solidaridad de los actores públicos locales. 

Paralelamente a esta operación de distribución de mascarillas, 
los operadores públicos respondieron al llamamiento de la FNCCR, 
de la red France Eau Publique y de la Asociación de Alcaldes de 
Francia para poner en marcha una cadena de solidaridad operativa 
en las regiones. En menos de 48 horas, más de 50 departamentos 
pudieron contar con servicios públicos de agua y saneamiento vo-
luntarios dispuestos a ofrecer ayuda material o humana de emer-
gencia en sus zonas de cobertura. 

LECCIONES APRENDIDAS PARA UN FUTURO INCIERTO

La crisis ha puesto de mani!esto el papel esencial de los servicios 
públicos locales, al tiempo que ha subrayado la fragilidad de una 
excesiva dependencia económica de estructuras y suministros glo-
balizados. Sin embargo, los trastornos del año 2020 no son aconteci-
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mientos puntuales. Desde hace varios años, las crisis se suceden, ya 
sean de origen social, cibernético, climático o sanitario, colocando 
a los cargos electos en la tesitura de tener que pensar de forma di-
ferente y encontrar soluciones para hacer frente a este contexto tan 
cambiante.

La preparación previa de las estructuras de gestión ha in!uido 
en el éxito de la gestión de crisis: cuanto más integrada estaba la 
gestión en la estrategia general de los operadores, mejor podían 
adaptarse y responder e"cazmente. No obstante, aunque algunas 
empresas públicas ya contaban con equipos de gestión de riesgos 
y llevaban mucho tiempo trabajando en la preparación y anticipa-
ción de las crisis, la covid-19 puso de mani"esto la necesidad de 
anticiparse más y plani"car escenarios de crisis adaptables a todas 
las actividades. El objetivo es aprovechar esta experiencia y crear 
herramientas de gestión de crisis, sean del tipo que sean (sanitarias, 
medioambientales o digitales). En particular, la gestión predictiva 
de los recursos es un punto clave que debe reforzarse para permitir 
una mejor comprensión de los cambios en los niveles de consumo 
de agua y el impacto en los modelos "nancieros de los operado-
res. Por último, la crisis ha puesto de mani"esto la necesidad de 
re!exionar sobre los enfoques de calidad y certi"cación. Mientras 
que algunas organizaciones, como el Sindicato de Trabajadores del 
Agua de Alsacia-Mosela, trabajan actualmente para integrar los Ob-
jetivos de Desarrollo Sostenible de Naciones Unidas, otras conside-
ran que los criterios de certi"cación son demasiado restrictivos y 
no permiten la !exibilidad necesaria para adaptarse a un periodo 
de crisis.

Algunos operadores establecieron evaluaciones “sobre el terre-
no” a medida que se desarrollaba la crisis, tratando de evaluar las 
acciones en curso a mediados de abril de 2020, mediante el envío 
de cuestionarios a los funcionarios y empleados, con el "n de hacer 
un balance de la situación y adaptarse rápidamente a todo lo que 
pudiera hacerse de inmediato. Para aprovechar más ampliamente 
las acciones llevadas a cabo durante la crisis e integrarlas en su es-
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trategia general, varias organizaciones han contratado a empresas 
consultoras para que les ayuden a estructurar su metodología de 
evaluación.

CONCLUSIÓN

Más que nunca, la pandemia de covid-19 ha puesto de mani!esto 
la importancia de la gestión local de los bienes comunes, ya sea el 
agua, el saneamiento, la energía, la alimentación, la agricultura, el 
bienestar local o la educación. Son temas y dinámicas a los que las 
empresas públicas contribuyen plenamente, cada una a su manera 
y teniendo en cuenta las especi!cidades locales. 

La gestión de crisis es una parte inherente al trabajo diario de los 
operadores que suministran servicios de agua y saneamiento y que 
se enfrentan constantemente a las averías de la red, pero también 
se encuadran en su visión a más largo plazo, como por ejemplo la 
forma de afrontar el impacto del cambio climático en los recursos 
hídricos. El reto ahora es aprender a adaptarse a las crisis a todos 
los niveles, y desarrollar una visión verdaderamente prospectiva y 
audaz para la gestión de este recurso esencial. 

A diferencia de los operadores privados, las empresas públicas 
son garantes de esta visión a largo plazo. A diferencia de un con-
trato de concesión, que restringe la inversión dentro de un marco 
temporal y espacial, el modelo de gestión pública proporciona los 
medios para tomar decisiones basadas en sus consecuencias a lar-
go plazo. Los operadores públicos se comprometen a defender y 
preservar el agua como bien común. Cuando el agua se privatiza, 
las autoridades locales deben tratar con operadores privados que 
se niegan a salir de los mandatos de!nidos en el contrato. Los ope-
radores públicos, por el contrario, sienten que tienen una auténtica 
misión de servir al bien público. Los trabajadores están en el centro 
de este movimiento, dispuestos a comprometer su tiempo y energía 
para garantizar la calidad del servicio.

Gracias al esfuerzo de los empleados y de los cargos electos, la 
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crisis se superó gracias a un compromiso colectivo con una misión 
prioritaria: la de prestar un servicio público esencial que desem-
peñó un papel crucial en la lucha contra la pandemia (por ejemplo 
para el lavado de manos). La crisis ha roto fronteras y muros jerár-
quicos, fomentando una mayor proximidad dentro de las comuni-
dades de cada empresa y cambiando la forma de ver las cosas. 

Gracias a la perspectiva a largo plazo de la gestión pública, los 
operadores públicos dan prioridad a la creación de relaciones inter-
nas sólidas -un proceso que lleva tiempo- sobre las consideraciones 
de rentabilidad a corto plazo. En concreto, esta orientación permite 
una mayor !exibilidad y capacidad de respuesta, y un estilo de ges-
tión ágil que prioriza el diálogo social y la búsqueda de calidad de 
vida y sentido en el trabajo.

La integración en una red territorial !exible permite a las em-
presas públicas formar parte de una red viva y cambiante, que sabe 
adaptarse y modi"car su forma a medida que se producen las crisis. 
En función de sus necesidades, los operadores públicos pueden po-
ner en común sus competencias y reinventar las escalas de acción 
territorial. De esta manera se desarrollan sinergias entre varios 
niveles de gobernanza para aumentar la coherencia de diferentes 
políticas públicas. 

En un momento en el que Francia está redescubriendo el impor-
tante papel de la escala local en la resiliencia de los territorios, y en 
el que los urbanistas y promotores están repensando la ciudad y el 
desarrollo a través de enfoques integrados y basados en los ecosis-
temas, los actores públicos del agua ya están contribuyendo plena-
mente a la transformación territorial. El modelo de gestión pública 
del agua, ampliamente probado en Francia, en Europa y en el mun-
do, es portador de una visión innovadora de los servicios públicos 
como bien común. Con el potencial de generar nuevas formas de 
gobernanza local, contribuye a la renovación de una economía lo-
cal basada en la cooperación de mayor alcance, adaptada a los retos 
climáticos, económicos, de salud pública y sociales del siglo XXI.
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Capítulo 25

Tatiana Acevedo Guerrero

“¡EL PUEBLO NO SE RINDE, 
CARAJO!”: LA LUCHA POR 
EL AGUA PÚBLICA EN 
BUENAVENTURA, COLOMBIA

Este capítulo ofrece una breve historia del suministro de agua 
en Buenaventura, con el !n de demostrar cómo estos ante-
cedentes afectan la forma en que la ciudad ha respondido a 

la covid-19. En primer lugar, se analizan las de!ciencias de la em-
presa pública regional de agua en la década de 1970 y el proceso de 
privatización que se inició en la década de 1990 con un contrato de 
concesión. En segundo lugar, se revisa el desempeño de la empresa 
privada Hidropací!co entre los años 2002 y 2014. A continuación, el 
capítulo se focaliza en el surgimiento de un movimiento social en 
torno al acceso a los servicios públicos y el paro cívico de Buenaven-
tura del año 2017. La última sección está dedicada a las estrategias 
con las que las comunidades enfrentan la emergencia de la covid-19 
en un contexto de escasez de agua y colapso de la infraestructura. 
El capítulo destaca como las comunidades procuran recuperar el 
control sobre la distribución del agua.
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INTRODUCCIÓN 

“¡El pueblo no se rinde, carajo!” fue el lema del paro cívico de Buena-
ventura de 2017, que paralizó la ciudad y amenazó con bloquear la 
mayor parte del comercio internacional de Colombia durante más 
de tres semanas. La decisión de salir a la calle se tomó tras varios 
años de espera por un mejor acceso a servicios como la salud, la 
educación y el agua. El impacto de una sequía en el río Escalerete, 
principal fuente de agua de la ciudad, catalizó la protesta, dejando 
al descubierto el deterioro de las infraestructuras y la falta de man-
tenimiento que habían di!cultado el suministro de agua durante 
años, y provocando prolongados cortes del servicio. En el contexto 
del paro cívico, las demandas a los Gobiernos central y regional se 
centraron no sólo en la obtención de un presupuesto para nuevas 
infraestructuras, sino sobre todo en la aplicación de cambios pro-
fundos en la gestión municipal del agua. 

Buenaventura, una palabra que alude a “buena fortuna”, es una 
ciudad de la costa pací!ca colombiana poblada principalmente por 
afrocolombianos. Desde su concepción como terminal marítima a 
!nales del siglo XIX, la importancia de su puerto en el comercio 
exterior del país creció rápidamente. Las primeras comunidades se 
asentaron junto al agua, recuperando terrenos del mar mediante la 
construcción de casas sobre pilotes. La ciudad se fundó en la isla 
del Cascajal, que sigue albergando a gran parte de la población de 
la ciudad, así como su centro comercial y político (Gärtner 2005). 
Además de estar rodeada por el mar, Buenaventura está rodeada 
por varios arroyos y ríos.

A mediados del siglo XX la migración desde las zonas rurales 
cercanas contribuyó a la rápida urbanización de la ciudad. El puer-
to adquirió mayor relevancia durante las décadas de 1970 y 1980 y, 
gestionado por la empresa estatal Puertos de Colombia, representó 
una importante fuente de trabajo para las comunidades. Sin embar-
go, tras la privatización de los puertos colombianos mediante con-



Agua Pública y Coronavirus

 445

tratos de concesión a principios de la década de 1990, los sindica-
tos fueron abolidos y el empleo formal se volvió casi inexistente en 
Buenaventura (Castillo 2017). En las últimas tres décadas, actores 
estatales e internacionales han invertido en megaproyectos de in-
fraestructura para ampliar la capacidad portuaria. Paralelamente, 
el narcotrá!co se ha a!anzado en el puerto y se han agudizado los 
enfrentamientos entre grupos armados privados y la población civil 
desplazada (Memoria Histórica 2015). 

Buenaventura tiene una población de 432.417 personas, de las 
cuales el 66% está por debajo de la línea de pobreza. La esperanza 
de vida es de 51 años, 11 menos que el promedio nacional (Revista 
Semana 2017). A principios de 2020, la ciudad tenía una tasa de des-
empleo del 34% (Redacción Cali 2020b). Diferentes informes des-
tacan la relación desigual y a veces con"ictiva entre la ciudad y el 
puerto, ya que pese a su buen desempeño y las numerosas inversio-
nes que atrae, la terminal portuaria genera una cantidad limitada de 
empleos, en su mayoría para trabajadores traídos de otros lugares, 
mientras que la ciudad sigue siendo una de las más pobres y me-
nos desarrolladas del país (Castillo 2017, Nicholls y Sánchez-Garzoli 
2011, Zeiderman 2016). Aproximadamente el 80% de la población 
tiene acceso al suministro de agua, pero limitado a menos de cinco 
horas continuas de agua al día. Muchos dependen de la recogida de 
agua de lluvia, y solo el 50% tiene acceso a saneamiento mejorado 
(Silva 2017a, Suárez 2017).

DE LO PÚBLICO A LO PRIVADO 

A pesar del rápido crecimiento de Buenaventura, la provisión de 
agua siguió dependiendo de un acueducto concebido para una pe-
queña ciudad hasta bien entrado el siglo XX. Asimismo, los servi-
cios de agua siguieron siendo prestados por una empresa pública 
departamental, Acuavalle, que se centraba principalmente en mu-
nicipios y poblaciones rurales de menor tamaño. En la década de 
1970 se realizaron algunas obras con !nanciación regional para am-
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pliar el suministro de agua y actualizar la planta de tratamiento. Sin 
embargo, a medida que la ciudad se expandía, las infraestructuras 
existentes se volvieron insu!cientes y las operaciones de Acuavalle 
empezaron a ser más criticadas. La población siguió accediendo al 
agua de forma intermitente, complementando sus necesidades con 
agua de lluvia (Hurtado 2017). 

A principios de la década de 1990, el gobierno municipal, en-
tonces dirigido por el Partido Liberal,1 emprendió algunas obras 
de reparación de infraestructuras para arreglar varios tramos de la 
red, contratando a una empresa de ingeniería para que diseñara el 
llamado Plan Director de Agua y Alcantarillado. Muchas de estas 
obras no se completaron por falta de fondos (Suárez 2017). En 1994, 
la Ley 142 introdujo reformas a nivel nacional que impulsaban la 
neoliberalización de la prestación de servicios públicos. La Consti-
tución de 1991 había abierto la puerta a la participación del sector 
privado al someter los servicios públicos a la libre competencia del 
mercado con base en el principio de “libertad económica.” La Ley 
60, de 1993, ya había autorizado a los municipios a privatizar el su-
ministro de agua, pero fue la Ley 142 de 1994 la que exigió a las ciu-
dades que deseaban mantener la propiedad pública que justi!caran 
su elección. En los casos en los que se podía “justi!car” la titulari-
dad pública, se exigía que los prestadores de servicios se organiza-
ran como sociedades anónimas: totalmente públicas, de titularidad 
mixta (con un máximo del 50% de titularidad pública), o totalmente 
privadas (Acevedo Guerrero et al. 2015).2  

Estos cambios a nivel nacional allanaron el camino para las re-
formas en Buenaventura. En 1996, un documento emitido por la 

1 Los dos partidos políticos tradicionales de Colombia, el Liberal y el Conservador, 
fueron fundados en 1849 y gobernaron el país durante todo el siglo XX, hasta el año 
2002. Estas agrupaciones eran al mismo tiempo partidos de masas y coaliciones mul-
ticlasistas muy laxas. Mientras los liberales impulsaban una agenda de reforma agra-
ria, electoral y educativa, el discurso conservador giraba en torno a la defensa de la 
iglesia católica, el orden y la propiedad privada (Arias Trujillo 2011, Palacios 2003).
2 Las ciudades más grandes (Bogotá, Medellín y Cali) resistieron la presión de la 
privatización, pero se corporativizaron aún más (Acevedo Guerrero et al. 2015).
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máxima autoridad de plani!cación nacional de Colombia, el Con-
sejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES), autorizó 
al Estado a contratar préstamos por 17 millones de dólares para 
!nanciar el Plan Maestro de Agua y Saneamiento de la ciudad. El 
documento CONPES 2861 estipulaba que, para acceder a los recur-
sos, la ciudad debía crear su propia corporación autónoma de agua 
(CONPES 1996). Así, en julio de 2001 el gobierno municipal creó la 
Sociedad de Acueducto y Alcantarillado de Buenaventura (SAAB) 
con capital del municipio. Los miembros del sector de la construc-
ción de la ciudad también contribuyeron con pequeñas sumas y se 
convirtieron en accionistas. Como la recién creada SAAB no tenía 
experiencia previa en el suministro de agua, el plan era externalizar 
el servicio mediante un contrato de concesión (H. Cárdenas 2017). 
Sin embargo, la licitación fue irregular ya que sólo se presentó un 
candidato y la selección se realizó de forma precipitada y a nivel mi-
nisterial (Redacción 2014). Al !nal, la recién creada empresa mixta 
Hidropací!co !rmó un contrato de concesión de operación y man-
tenimiento por 20 años.

Hidropací!co estaba constituido por Conhydra, un operador de 
agua de la ciudad de Medellín que se especializaba en la prestación 
de servicios a pequeñas poblaciones, e Hidroservicios, un pequeño 
operador de agua de Bogotá (Redacción 2014). Según un editorial 
de 2002 del principal periódico nacional El Tiempo, las perspecti-
vas eran muy buenas. No sólo se esperaba que el nuevo operador 
¬–que gozaba de buena reputación en el departamento de Antio-
quia– prestara un servicio más consistente y mejorara la calidad del 
agua, sino que también gestionara los nuevos recursos para ampliar 
y mejorar la infraestructura en cuestión de pocos años (Editorial 
2002). Los fondos conseguidos para el Plan Maestro de Agua y Sa-
neamiento garantizarían la mejora de la planta de tratamiento y la 
reparación de fugas a lo largo de la red. 

En general, se creía que la empresa pública departamental 
Acuavalle era la responsable del deterioro del servicio, y se con-
!aba en el prestigio de los empresarios de la ciudad de Medellín, 
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que habían cultivado una imagen popular de buenos empresarios 
(Editorial 1999, Editorial 2002). También se pensaba que el sector 
privado encarnaba cierta disciplina y tecnocracia que evitaría las 
prácticas corruptas.

HIDROPACÍFICO COMO OPERADOR DE AGUA: 2002-2014

Este optimismo duró poco. Los fondos prometidos en el CONPES 
se desembolsaron parcialmente en 2004, y al !nal no fueron gestio-
nados únicamente por Hidropací!co, sino con intervención de la 
entidad pública de la ciudad, SAAB. Con los años, el servicio no me-
joró. Mientras las administraciones locales culpaban al operador 
privado del mal mantenimiento de la red, el operador culpaba al 
gobierno por la falta de inversión en nuevas plantas de tratamiento 
y en la ampliación de la red (H. Cárdenas 2017).

En 2007 el gobierno local obtuvo un préstamo para realizar me-
joras en la infraestructura con el !n de solucionar las fugas de agua, 
garantizar la micro y macro medición, mejorar la presión del agua y 
proporcionar un servicio diario de 16 horas, así como mejorar la co-
bertura de saneamiento y abordar los problemas de inundación. A 
pesar del desembolso de los fondos, ninguno de estos problemas se 
resolvió (Comité por el Agua y por la Vida 2018). La empresa cons-
tructora contratada para realizar las obras se declaró en quiebra y 
los fondos se terminaron agotando (H. Cárdenas 2017).

Se abrieron investigaciones por corrupción contra funcionarios 
municipales y el alcalde. Y a medida que el suministro de agua en 
la ciudad se volvía cada vez más imprevisible, también se empezó a 
cuestionar la actuación del operador privado. Hidropací!co declaró 
que el contrato de concesión en Buenaventura no era rentable de-
bido a las fugas y las conexiones fraudulentas. A su vez, la alcaldía 
argumentó que el operador no mantenía adecuadamente las redes 
debido a su propia mala gestión y no a la falta de ingresos (Redac-
ción 2014). 

Este ciclo de !nanciación estatal de obras de infraestructura que 
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nunca se completaron continuó durante años. También hubo des-
acuerdos sobre la idoneidad y adecuación de las infraestructuras. 
La regularidad del servicio no mejoró (Hurtado 2017). En 2011, la 
!scalía general abrió investigaciones por corrupción. Los alcaldes 
en ejercicio entre 2004 y 2019 fueron !nalmente investigados y acu-
sados de delitos relacionados con la corrupción (H. Cárdenas 2017, 
Redacción Cali 2018).

También es importante mencionar que durante este período, la 
dinámica política en la ciudad (y en el país en general) había cam-
biado considerablemente, debido a la intrusión de grupos paramili-
tares en la política electoral (Romero y Ávila 2011). La colaboración 
de los políticos con los paramilitares incluía el acoso a los votantes 
y donaciones para la campaña electoral. Una vez elegidos, los po-
líticos devolvían los favores mediante la apropiación de fondos y 
cargos públicos (Verdad Abierta 2011).

Mientras el gerente de Hidropací!co argumentaba que la em-
presa había “cumplido con su obligación de gestionar y mantener 
en buen estado las redes existentes”, añadiendo que “la empresa 
nunca había sido rentable”, un grupo de manifestantes se dirigió a 
la alcaldía y quemó sus facturas de agua (Editorial 2011). Los mani-
festantes se quejaban de los cortes de agua que dejaban a barrios 
enteros sin agua durante varios días. Mientras las comunidades 
pasaban semanas esperando el agua, los grandes buques de carga 
accedían a este elemento sin problema y lo pagaban en dólares, 
dejando “un mal sabor en la comunidad”, como lo dijera Andrés 
Santamaría, defensor del pueblo regional (Editorial 2011). Mientras 
tanto, el suministro a la ciudad era cada vez más complicado debido 
a las múltiples fugas y a la baja presión (Redacción 2012). 

En 2013, una investigación federal informó de que solo el 16% de 
los abonados de Hidropací!co tenían servicio continuo durante al 
menos 15 horas al día. Durante la temporada de lluvias, el servicio 
se interrumpía con todavía más frecuencia (Suárez 2017). En 2014, 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público declaró que 13 años 
después de la !rma del contrato de concesión para la operación y 
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mantenimiento de la red, Hidropací!co no había podido garantizar 
la adecuada y e!ciente prestación de los servicios en términos de 
continuidad y cobertura. Además de las irregularidades observadas 
en instituciones públicas como la SAAB, las administraciones loca-
les y las instituciones federales de supervisión, el operador privado 
no había invertido en el mantenimiento (Redacción 2014).

EL PARO CÍVICO DE 2017

La posibilidad de rescindir el contrato de concesión se discutió por 
primera vez en 2012 (Redacción 2012). En 2014 la situación era tensa. 
No solo empeoraba el acceso al agua y a otros servicios esenciales, 
sino que la ciudad se encontraba en medio de un enfrentamiento 
armado con grupos paramilitares que forzaban el desplazamiento 
de comunidades locales y ofrecían apoyo armado a inversores pri-
vados (véase Memoria Histórica 2015, Zeiderman 2016).

Así, en julio de ese año, más de 30.000 personas salieron a las 
calles en una movilización masiva que terminó con una sentada en 
la alcaldía para exigir que el gobierno interviniera para poner !n 
a la violencia. También exigían una mejor inversión pública en in-
fraestructuras de agua, salud y educación (Silva 2017a). Después de 
las protestas callejeras, los líderes del movimiento social viajaron 
a Bogotá para reunirse con el gobierno federal. El entonces presi-
dente, Juan Manuel Santos, se puso del lado de la comunidad. Des-
cribió el sistema de agua como uno diseñado hace 80 años, con un 
rastro de obras inconclusas y con costosos equipos sin uso que en 
su mayoría han sido desmantelados, al tiempo que anunciaba que 
la Superintendencia federal de servicios públicos iba a auditar a Hi-
dropací!co (Redacción 2014).

Tras una movilización de ocho días, el gobierno acordó con 
los líderes del movimiento crear el fondo Todos Somos PAZcí!co, 
un fondo !duciario de 400 millones de dólares para construir in-
fraestructura de agua y saneamiento en Buenaventura e invertir en 
salud y educación (CONPES 2015). Pero poco después, los fondos 
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prometidos inicialmente solo para Buenaventura se repartieron en-
tre 178 municipios de la costa del Pací!co (Arenas 2017a). Además, 
las promesas de auditar Hidropací!co no se cumplieron. Se habló 
continuamente de terminar el contrato, pero no se pudo llegar a 
un acuerdo con el operador. Paradójicamente, mientras sostenía 
que las operaciones en la ciudad le dejaban pérdidas económicas, 
la empresa se negaba a rescindir el contrato de forma prematura 
(Redacción 2014).

La tensión volvió a aumentar en 2017, desencadenada por un 
prolongado corte de agua en medio de una sequía que dejó a 5.000 
miembros de la comunidad sin agua durante semanas (Redacción 
2017c). Según el gerente de Hidropací!co, los niveles de agua dismi-
nuyeron hasta un punto que no permitió “una producción óptima 
de agua”. El gerente señaló que la empresa seguiría atendiendo a la 
ciudad con camiones cisterna (Redacción 2017a). A pesar de ello, la 
escasez de agua continuó y la calidad del agua empeoró. 

Ante las protestas, el gobierno regional prometió más inversio-
nes (Ramírez 2017b). El gobernador también inició conversaciones 
con el operador, a través de la mediación del alcalde de la ciudad, 
para llegar a un acuerdo sobre la !nalización de la concesión antes 
de su fecha formal. Los directivos de Hidropací!co declararon que 
estaban dispuestos a dar un paso al costado si el gobierno los com-
pensaba (Silva 2017b). 

En mayo de 2017, la crisis de la ciudad no mejoraba. Así, se or-
ganizó una huelga general (Silva 2017a). Quince asociaciones comu-
nitarias trabajaron en la movilización con el apoyo de 11 sindicatos, 
incluidos los que representaban a los transportistas, los maestros 
y todos los demás trabajadores públicos. El propósito general era 
obligar al gobierno nacional a declarar la “emergencia económica, 
social y ecológica” en Buenaventura, con un rápido desembolso de 
fondos a la ciudad, la vigilancia y el control ciudadano de estos fon-
dos para la prestación de los servicios públicos (Silva 2017a). Más 
de 150.000 personas salieron a las calles a protestar y se bloquearon 
carreteras para detener el comercio nacional. 
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Los motivos de la huelga iban más allá del acceso a los servi-
cios públicos y cuestionaban problemas como la desigualdad y el 
racismo estructural. Buenaventura es una ciudad con una pobla-
ción mayoritariamente afrocolombiana (88,7% según el último 
censo nacional). Dos tercios de la población vivía bajo el umbral de 
la pobreza y el 62% estaba desempleado (N. Cárdenas 2017). Histó-
ricamente, los colombianos han mapeado la jerarquía racial en las 
diferentes regiones del país desarrollando un discurso racializado 
que asocia ciertas regiones con el progreso y la “blancura”, mien-
tras que otras regiones caracterizadas como “negras” o “indígenas” 
se asocian a las ideas de desorden y peligro. Ubicados principal-
mente en las costas del Caribe y del Pací!co, los afrodescendientes 
han sido históricamente marginados en términos de inversión en 
infraestructura, desarrollo socioeconómico y poder político (Wade 
2009, 2012). 

El paro cívico de Buenaventura paralizó la ciudad durante 23 
días. En el acuerdo !nal !rmado por el gobierno nacional, el comi-
té organizador y algunos garantes internacionales, Buenaventura 
recibió fondos (en parte de los impuestos derivados del puerto y en 
parte de préstamos estatales) (Silva y Arenas 2017). Se introdujo un 
nuevo Plan Maestro de Agua para ampliar las tuberías y garantizar 
el suministro 16 horas al día sin interrupciones. También se !nan-
ció la primera fase de un Plan Maestro de Saneamiento (Hurtado 
2017). 

El panorama político cambió tras la huelga. No sólo la población 
se había organizado en asambleas, sino que la clase política tradi-
cional estaba debilitada. Con el alcalde Eliecer Arboleda en la cár-
cel y muchos de los políticos vinculados a los paramilitares inhabi-
litados legalmente para la vida pública, el camino estaba despejado 
para que otras fuerzas entraran en la arena electoral (Soto 2018). 
Con una coalición popular, independiente de los partidos políticos, 
uno de los líderes del paro, Víctor Hugo Vidal, fue elegido alcalde y 
comenzó su mandato en octubre de 2019. Tras la elección de Vidal, 
el comité organizador del paro cívico cortó lazos con él para man-
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tener su independencia del gobierno y continuar con su labor de 
control ciudadano. 

El contrato de operación y mantenimiento !rmado con Hidro-
pací!co !naliza en diciembre de 2021, y el gobierno local aspira a 
presentar un esquema institucional para prestar el servicio a partir 
de enero de 2022.

PANDEMIA Y PRECARIEDAD

En enero de 2020, Víctor Vidal se hizo cargo de una ciudad endeu-
dada. A diferencia de su predecesor, Vidal creó un gabinete casi sin 
vínculos con los partidos políticos (Soto y Ávila 2020). Vidal también 
representaba una amenaza para los intereses ilegales y privados re-
lacionados con el narcotrá!co y el control del puerto, lo que creaba 
posibles obstáculos para hacer las cosas. Otro obstáculo provendría 
de un gobierno nacional de derecha recién elegido (Carranza 2020).

El plan de gobierno del alcalde Vidal incluía abrir nuevos cami-
nos y alternativas para el suministro de agua. En lugar de pagarle 
a Hidropací!co para que termine anticipadamente el contrato, el 
gobierno local explora la posibilidad de crear una empresa pública 
ubicada en Buenaventura, de propiedad municipal, para que preste 
el servicio a partir de diciembre de 2021, cuando termine la con-
cesión con Hidropací!co. Este proceso, que comenzó en agosto de 
2020, tendrá tres fases. La primera fase, que se extendería hasta oc-
tubre de 2020, es un análisis de alternativas. La segunda fase, que se 
extendería hasta febrero de 2021, se dedicaría a desarrollar la cons-
titución jurídica, técnica y !nanciera de la empresa de servicios pú-
blicos. Por último, la tercera fase, que se extendería hasta mediados 
de 2021, consistiría en preparar la utilidad para comenzar a prestar 
el servicio en enero de 2022 (N. Rosero, líder de la MAV, comunica-
ción personal, 14 de agosto de 2020). 

Todas estas iniciativas, sin embargo, se vieron afectadas por la 
llegada de la covid 19. Ante la precaria situación de pérdida masiva 
de empleos y la amenaza a la seguridad alimentaria, el gobierno 
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local tuvo que organizar la entrega de ayuda monetaria y asistencia 
alimentaria. Durante la primera semana de mayo de 2020, el alcalde 
Vidal pidió al gobierno nacional que tuviera especial consideración 
con Buenaventura, debido a la vulnerabilidad económica de sus ha-
bitantes. 

Pero la pandemia de covid-19 también ha servido para poner 
de mani!esto la paradoja que caracteriza a la ciudad: el puerto tie-
ne fondos, pero la ciudad no. El puerto de Buenaventura no paró 
ni un solo día durante la pandemia y siguió funcionando sin mu-
chos cambios (Redacción 2020b). En sintonía con los sueños de una 
Alianza del Pací!co, que implicaría la vinculación más profunda de 
las economías de Colombia, Chile, México y Perú (Eder 2017), el 
Estado central protege la inversión pública y privada en el puerto, 
que a su vez deja poco para la población urbana (Comisión de la 
Verdad 2019). 

El Instituto Nacional de Salud, por su parte, advirtió sobre la 
vulnerabilidad de Buenaventura frente a la covid-19, no solo por 
albergar un puerto, con entrada y salida de personas de la ciudad, 
sino por la intermitencia del servicio de agua que complica las me-
didas de lavado de manos (Redacción Cali 2020a). Ante los cuestio-
namientos sobre el estado de la infraestructura hídrica de la ciudad, 
el viceministro de Agua, José Luis Acero, argumentó que a pesar 
de las inversiones las mejoras se verán poco a poco y que “antes de 
2024 será difícil que los habitantes de Buenaventura tengan un ser-
vicio continuo de agua y saneamiento.” Acero también explicó que 
a pesar de los acuerdos alcanzados por el gobierno anterior con el 
comité de huelga, el gobierno actual debe realizar las inversiones 
de acuerdo a su propio presupuesto (Espinosa 2020).

Entre las medidas federales adoptadas para hacer frente a la 
pandemia, algunas estaban relacionadas con el suministro de agua. 
Las primeras, tomadas en marzo, fueron: la reconexión del agua a 
los hogares cuyo servicio había sido suspendido por falta de pago; 
la congelación de las tarifas del agua; y la limpieza y desinfección 
de los lugares públicos con gran volumen de actividad. Otras me-
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didas de alcance nacional incluyeron planes de pago para los resi-
dentes de bajos ingresos que podían diferir sus facturas de servicios 
públicos para pagarlas en 36 cuotas sin penalización ni intereses, y 
para los residentes de ingresos medios que podían diferir su pago 
en 24 cuotas (Gobierno de Colombia 2020). Sin embargo, estas me-
didas no ayudaron a la mayoría de los habitantes de Buenaventura, 
quienes reciben agua a baja presión cada dos días durante sólo unas 
horas y dependen en gran medida del agua de lluvia.

La situación empeoró signi!cativamente durante los últimos 
días de junio, cuando los daños en las infraestructuras provocaron 
un prolongado corte de agua en la ciudad. Como explicó el alcalde 
Vidal a la prensa: “Casi 66 metros de tubería cayeron al río y tene-
mos una situación muy complicada dado que el 70% del agua que 
se suministra a la ciudad se conduce a través de esta tubería” (Re-
dacción 2020a). No fue, como lo describieron algunos medios na-
cionales, un “desastre natural”. Por el contrario, el colapso se había 
anticipado por la falta de mantenimiento de Hidropací!co (Arenas 
2017b). 

Tanto el gobierno local como Hidropací!co organizaron la dis-
tribución de agua en camiones cisterna para hacer frente a la situa-
ción, pero surgieron con"ictos entre y dentro de las comunidades 
mientras hacían cola para recibir uno o dos baldes de agua (Yamile, 
habitante del barrio El Capricho, comunicación personal, 5 de julio 
de 2020); situación que se agravó aún más por el hecho de que en 
ese momento había 1.282 casos de coronavirus en la ciudad (Redac-
ción 2020a). 

El suministro se restableció !nalmente, pero la ruptura debilitó 
otras infraestructuras frágiles. Durante el mes de agosto, los hoga-
res de algunos barrios recibieron agua cada tres días en lugar de 
cada dos, lo que les obligó a recoger agua de lluvia (Alicia, residente 
del barrio de El Capricho, comunicación personal, 20 de agosto de 
2020). Esta situación di!cultó la principal medida de prevención de 
la covid-19, lavarse las manos cada tres horas. Así, una población 
que ya tenía problemas se hizo aún más vulnerable. A principios 
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de julio, cuando se reparó la tubería, Buenaventura tenía la tasa de 
mortalidad por covid-19 más alta de la región del Valle del Cauca 
(Bravo 2020). 

CONCLUSIÓN

El paro cívico de 2017 demostró ser un punto de in!exión para Bue-
naventura, contribuyendo a la elección de un alcalde que no pro-
viene de la política tradicional, se compromete a hacer cumplir los 
acuerdos que se alcanzaron con el gobierno nacional y se propone 
combatir la corrupción (Duque 2020). Y aunque los gobiernos de la 
ciudad y del país estén regidos por partidos de derechas, el alcalde 
Vidal insiste en que impulsará una agenda progresista:

El gobierno nacional obviamente no está en nuestra línea 
ideológica, pero entiende que en este gobierno distrital hay 
seriedad, que es la ausencia que tenían de los últimos años... 
O sea, no vamos a discutir con ellos si se hace o no se hace la 
Ciudad Hospitalaria, eso ya está acordado. Vamos a discutir 
los tiempos, la forma, la ruta, pero eso ya está acordado. El 
gobierno nacional tiene que cumplir los acuerdos del paro, 
el gobierno distrital hace parte de los acuerdos del paro, el 
movimiento cívico está para defender los acuerdos del paro 
(Vidal, citado en Duque 2020). 

Entre los propósitos del nuevo gobierno local está la elaboración 
de alternativas para la prestación del servicio de agua tras la salida 
de Hidropací"co en diciembre de 2021. Mientras tanto, el gobierno 
de Vidal pretende controlar todas las inversiones en infraestructura 
de agua, drenaje y saneamiento. Estos planes, sin embargo, tendrán 
que superar muchos obstáculos. Entre ellos, la crisis económica 
nacional, que puede retrasar algunas inversiones en infraestructu-
ras. Además, el desempleo en la ciudad di"cultará el pago de los 
servicios por parte de los hogares si no existe un sistema sólido de 
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subsidios. También cabe destacar que el gobierno nacional electo 
ha incumplido sistemáticamente algunos de los acuerdos de paz !r-
mados en 2017 (Redacción Política 2020), lo que se suma a la situa-
ción de desempleo y contribuye al agravamiento de la violencia en 
la ciudad. En este contexto, es difícil para el gobierno local trabajar 
en algunos barrios donde hay enfrentamientos armados (Carranza 
2020).

También existe una paradoja en torno al regreso del agua a ma-
nos públicas. Mientras la ciudad espera un nuevo operador público 
de agua en 2022, Hidropací!co tiene pocos incentivos para hacer 
un buen trabajo durante el tiempo que le queda, agravado por el 
hecho de que no ha enfrentado ninguna sanción de los reguladores 
nacionales y tiene un ingreso !jo por la venta de agua a la adminis-
tración del puerto y a los barcos. Así, la ciudad tendrá que afrontar 
otro año de mal servicio de agua, a pesar de que a !nales de 2020 
Buenaventura tenía la tasa de mortalidad por covid-19 más alta de 
toda Colombia (Redacción Cali 2020a).  
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Capítulo 26

Petri S. Juuti
Riikka P. Rajala

EL ÉXITO DEL AGUA PÚBLICA 
EN LA LUCHA CONTRA LA 
COVID-19 EN FINLANDIA

El suministro de agua y el saneamiento en Finlandia ha pa-
sado por muchas crisis. Es el caso, sobre todo, de Tampere, 
la primera ciudad industrializada del país, donde ha habido 

crisis relacionadas con el saneamiento, la !ebre tifoidea, incendios 
urbanos y las altas tasas de mortalidad infantil. Tampere es la ter-
cera ciudad más grande de Finlandia y la mayor urbe insular de los 
países nórdicos. La empresa Aguas de Tampere funciona como una 
corporación municipal, con operaciones gestionadas y dirigidas 
por un grupo de gestión formado por los jefes de las unidades, ade-
más de un director general. Una organización de 150 personas es 
responsable de sus actividades operativas. Los costes de la empresa 
se cubren con la recaudación de las tarifas de los usuarios. Más de 
250.000 personas viven en la zona de operaciones de Aguas de Tam-
pere. Este capítulo analiza cómo la crisis de la covid-19 ha afectado 
a los servicios de agua en Finlandia, con énfasis en Tampere.

INTRODUCCIÓN 

El 16 de marzo de 2020, el gobierno !nlandés anunció el estado de 
emergencia en respuesta a la pandemia de covid-19. El objetivo de 
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esta medida era proteger a la población y salvaguardar la economía. 
Se ordenó a los adultos mayores de 70 años que evitaran el contacto 
con otras personas. Se cerraron las escuelas, los centros educati-
vos y las universidades, y se suspendió la enseñanza presencial y se 
sustituyó por métodos alternativos, como la enseñanza a distancia. 
Sólo se permitió el funcionamiento de la educación infantil, las uni-
dades de atención y la educación preescolar. Las reuniones públicas 
se limitaron a un máximo de 10 personas. También se prohibieron 
los viajes hacia y desde la región de Uusimaa (el área metropolitana 
de Helsinki), con pocas excepciones. A principios de mayo, el go-
bierno decidió poner en marcha una estrategia híbrida para gestio-
nar la crisis del coronavirus y empezar a levantar las restricciones. 

Para redactar este capítulo, solicitamos a las empresas !nlan-
desas de suministro de agua que nos explicaran cómo ha afectado 
la pandemia a sus operaciones. Entrevistamos a representantes de 
siete empresas de agua en reuniones por Zoom, en junio de 2020, y 
enviamos un cuestionario de Webropol por correo electrónico a 90 
empresas de agua (de las cuales respondieron 20). Tuvimos una se-
gunda serie de reuniones por Zoom con representantes de las mis-
mas siete empresas de agua en setiembre de 2020. 

UNA CRISIS MANEJABLE

En general, la covid-19 no ha provocado una crisis para las empre-
sas de agua de Finlandia, aunque las experiencias han sido diver-
sas. Un indicio de ello fue cómo la pandemia ha afectado a las re-
laciones con los clientes y a la comunicación, ya que la mayoría de 
los encuestados experimentaron algunas interrupciones, pero nada 
que no pudieran gestionar (véase el cuadro 26.1). 

La mayoría de las empresas de agua cambiaron su servicio de 
atención al cliente para operar en línea y por teléfono, por lo que 
sus o!cinas no estaban abiertas al público. Aguas de Tampere, por 
ejemplo, anunció: “Nuestro servicio de atención al cliente está ce-
rrado por el momento. Atendemos por correo electrónico y telé-
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fono, así como a través del servicio en línea. A través del servicio 
online se puede consultar la información sobre la propia conexión, 
el uso del agua y la facturación en tiempo real”.

Todo el personal que pudo hacerlo empezó a trabajar desde sus 
casas. En algunas ciudades, los fontaneros trabajaron en parejas de-
signadas, evitando el contacto con los demás: “Los fontaneros salen 
a sus destinos directamente desde sus casas. Se evita y minimiza 
todo contacto con clientes y compañeros de trabajo. No se pospo-
ne ningún trabajo urgente para el futuro”. Las salas de café y de 
descanso se cerraban, o sólo se permitía la entrada de unas pocas 
personas al mismo tiempo. Los objetivos de los gerentes de la em-
presa de agua eran asegurarse de que los miembros del personal no 
se expusieran al virus (y acabaran potencialmente en cuarentena) y 
garantizar que los servicios siguieran funcionando.

Cuadro 26.1
Cómo la covid-19 ha afectado a las relaciones con los clientes y a las comuni-
caciones (número de empresas de agua que mencionaron cada acción)

O!cina de atención al cliente cerrada (6) o limitada (1). Prohibidas las visitas a las 
o!cinas de los servicios de agua. Servicios disponibles en Internet o por teléfono. 
Información e instrucciones disponibles a través de la página web y otros medios 
(10)
Se posponen las tareas no urgentes. No visitar a los clientes salvo en caso de 
urgencia (8)
Más servicios en línea (5)
Todas las reuniones reprogramadas u organizadas mediante Microso" Teams o 
Skype (2)
Se cancelan los eventos del museo del agua (1)
Trabajo a distancia siempre que sea posible (1)
Sólo un trabajador por vehículo (1)
Fuente: Encuesta vía Webropol aplicada por los autores.

Aunque las empresas de agua !nlandesas tienen planes de con-
tingencia para diferentes situaciones y emergencias, no había pla-
nes directos sobre cómo hacer frente a una pandemia como ésta. 
Como lo señaló uno de los encuestados, “la instrucción de los su-
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periores de seguir las orientaciones de emergencia fue frustran-
te, porque las empresas de agua no tenían instrucciones para una 
emergencia de este tipo. Así que utilizamos el sentido común y apli-
camos directrices generales a la hora de decidir qué hacer”. 

Las empresas de agua también colaboraron para intercambiar 
información una vez iniciada la crisis. Hubo diálogo entre las em-
presas de agua urbanas vecinas y, sobre todo, entre las que ya con-
taban con mecanismos de cooperación. Una empresa de agua nos 
dijo que inmediatamente acordaron que si alguna de las empresas 
vecinas tenía problemas le prestarían personal para tareas esen-
ciales. El director de una pequeña planta de tratamiento de aguas 
residuales nos dijo que habían considerado la posibilidad de traer 
personal adicional de otros lugares, pero que al !nal no fue necesa-
rio porque el personal se mantuvo sano.

En todo el país, la Asociación Finlandesa de Servicios de Agua 
(FIWA, por sus siglás en !nés) desempeñó un papel importante 
como recopilador de datos y mediador entre las distintas empresas 
de agua. En un seminario en línea que organizó la asociación nacio-
nal, 220 empresas de agua compartieron sus experiencias. Además, 
una reunión semanal en línea organizada por FIWA reunió a las au-
toridades y a las empresas de suministro de agua. En los alrededo-
res de Tampere, por ejemplo, las autoridades ambientales y sanita-
rias convocaron a los servicios de agua de la región de Pirkanmaa. 
Hubo muchos debates extrao!ciales entre los distintos agentes. 
Además de FIWA, otros dos actores desempeñaron un papel impor-
tante como fuentes de información sobre la covid-19: el Instituto 
Finlandés de Salud y Bienestar (THL, por sus siglás en !nés) y el 
Instituto Finlandés de Salud Laboral (FIOH, por sus siglás en !nés). 
Las empresas !nlandesas de suministro de agua también se inte-
resaron por las experiencias a escala europea, aunque en nuestras 
entrevistas no recibimos información sobre esa cooperación (sobre 
este tema de la cooperación paneuropea, véase el capítulo sobre 
Aqua Publica Europea en este volumen).

Dado que las empresas de suministro de agua en Finlandia son 
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propiedad de los municipios (principalmente sociedades anónimas 
o empresas municipales), las ciudades cooperaron estrechamente 
al principio de la crisis, y el intercambio de información entre la 
empresa de suministro de agua y la ciudad fue e!caz. En un caso, se 
nos informó que una empresa de agua reaccionó al virus más rápi-
do que la propia ciudad y cambió sus operaciones y servicios a los 
usuarios mientras la ciudad aún estaba considerando las acciones 
a impulsar.

Una de las decisiones de Aguas de Tampere fue suspender las 
visitas a sus o!cinas. Parte de su personal empezó a trabajar desde 
casa. No obstante, la calidad del agua siguió siendo la máxima prio-
ridad en todo momento, y se controlaron las aguas residuales en la 
planta de saneamiento (sin rastros de covid-19, aunque en Helsinki 
se encontraron segmentos del virus en las aguas residuales de la 
planta de tratamiento de aguas residuales de Viikinmäki). Aguas de 
Tampere aumentó la comunicación en su sitio web. Cooperó con las 
autoridades en la recogida de datos y cerró su punto de atención al 
cliente. La empresa también priorizó y aumentó las comunicacio-
nes dirigidas a los miembros del personal. 

CONCLUSIÓN 

Finlandia canceló su estado de emergencia el 15 de junio de 2020. El 
25 de junio, el número de víctimas mortales de covid-19 en el país 
era de 327, con 59 muertes por millón de habitantes. Finlandia co-
menzó a eliminar las restricciones, y la ciudad de Tampere también 
empezó a abrir algunos servicios (por ejemplo, piscinas públicas y 
parques infantiles). Sin embargo, Aguas de Tampere ha abordado 
su vuelta a la actividad normal de forma gradual. La empresa ha 
anunciado que mantendrá las precauciones al menos hasta !nales 
de 2020. La mayor parte del personal de las o!cinas sigue trabajan-
do a distancia. Sólo un pequeño número de trabajadores ha indica-
do que quiere volver a la o!cina. Algunas empresas de suministro 
de agua han considerado la posibilidad de permitir más teletrabajo 
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en el futuro, cuando la crisis haya pasado. 
Sin embargo, otra empresa de suministro de agua nos informó 

que en junio y julio parecía que el personal ya había olvidado las 
precauciones porque casi no había infecciones fuera de las áreas 
metropolitanas de Finlandia. Se abordó esta cuestión y se recuperó 
la disciplina para restablecer las medidas de precaución. Una vez 
más, las precauciones debían seguirse estrictamente.

La covid-19 no provocó una crisis en las empresas de suministro 
de agua de Finlandia. La existencia de una empresa de agua de pro-
piedad municipal ha demostrado ser la elección histórica correcta, 
ya que permite una cooperación sin !suras con las demás organi-
zaciones públicas hasta el día de hoy. Las empresas de suministro 
de agua que entrevistamos intercambian activamente experiencias 
con otras empresas de agua y están dispuestas a ayudar a otras em-
presas durante emergencias que podrían surgir en el futuro.
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Capítulo 27

Isabelle Delainey

LAS COMUNIDADES AZULES 
DE QUEBEC: NORMAS MÁS 
ESTRICTAS SOBRE EL AGUA   
EN TIEMPOS INCIERTOS

En la provincia de Quebec, en Canadá, hay 23 Comunidades 
Azules certi!cadas, todas ellas comprometidas con la defensa 
del agua como bien común. Eau Secours, una organización 

sin ánimo de lucro que trabaja en la protección del agua pública en 
Quebec, realizó un estudio con el 60% de estas comunidades para 
poner de mani!esto los retos a los que se han enfrentado desde el 
inicio de la pandemia de covid-19. Este capítulo revela que sus equi-
pos de trabajo han adaptado sus procedimientos y métodos en fun-
ción de las directrices de salud pública y de sus respectivas situacio-
nes. Las Comunidades Azules han tenido un buen desempeño y han 
logrado llevar a cabo sus tareas diarias para servir a sus poblaciones 
y al mismo tiempo proteger a sus empleados.

INTRODUCCIÓN 

En Quebec funcionan 23 Comunidades Azules certi!cadas, todas 
ellas comprometidas con la defensa del agua como bien común. 
Eau Secours, una organización sin ánimo de lucro que trabaja en 
la protección del agua pública en Quebec, realizó un estudio con 
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el 60% de estas Comunidades Azules para poner de mani!esto los 
retos a los que se han enfrentado desde el inicio de la pandemia.

Este capítulo revela como estas comunidadeshan adaptado sus 
procedimientos y métodos de trabajo en función de las directrices 
de salud pública y de sus respectivas situaciones. Las Comunidades 
Azules han tenido un buen desempeño y han logrado llevar a cabo 
sus actividades para servir a sus poblaciones y al mismo tiempo 
proteger a sus empleados.

Las Comunidades Azules también han asimilado valiosas lec-
ciones durante la primera ola de la pandemia que deberían facilitar 
la gestión de una posible segunda ola.  

Cuadro 1
De!nición de Comunidad Azul 

Una Comunidad Azul es una comunidad que gestiona el agua como un bien 
común compartido por todos y responsabilidad de todos. Los municipios, las 
comunidades indígenas, las instituciones educativas, las comunidades religiosas 
y otras colectividades pueden inscribirse para convertirse en una Comunidad 
Azul (Eau Secours 2019). Para convertirse en una Comunidad Azul, hay que llevar 
a cabo tres acciones: reconocer el derecho humano a los servicios de agua y 
saneamiento; promover servicios de agua potable y saneamiento de propiedad, 
!nanciación y funcionamiento públicos; y prohibir la venta de agua embotellada 
en edi!cios y eventos públicos.
A principios de 2020 había aproximadamente 85 Comunidades Azules en todo el 
mundo, incluidas 44 en Canadá y 23 en Quebec. 

En las entrevistas, los responsables de Comunidas Azules iden-
ti!caron varios temas prioritarios: la gestión de los recursos hu-
manos, la producción de agua potable, el tratamiento de las aguas 
residuales, la toma de muestras y los análisis, y la colaboración 
cientí!ca con las universidades.

Este capítulo procura explicar los ajustes que los operadores 
de servicios de las Comunidades Azules han realizado en su fun-
cionamiento diario, incluidas las medidas que han adoptado para 
proteger la salud y la seguridad de sus trabajadores, para preservar 
la calidad y la cantidad del agua potable y para seguir tratando las 
aguas residuales en aras del interés público.
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LAS COMUNIDADES AZULES DURANTE LA PANDEMIA

Todas las Comunidades Azules comparten el objetivo de defender 
el agua como bien común, pero varían mucho en cuanto al tamaño 
de su población y los recursos de que disponen. Las estructuras de 
gestión son diversas, y los municipios más grandes tienen estruc-
turas de gestión mucho más complejas que los más pequeños. Por 
lo tanto, los municipios con una gran plantilla, múltiples centros 
que gestionar y una población considerable a la que atender infor-
maron de que la gestión durante la pandemia ha sido mucho más 
complicada de lo normal. Los municipios más pequeños, por otro 
lado, dijeron que aunque tuvieron que hacer algunos ajustes, todo 
iba relativamente bien.

Los municipios señalaron que aplicaron un enfoque de gestión 
integrada de la crisis, teniendo en cuenta los intereses de las dis-
tintas partes interesadas, los recursos necesarios y las limitaciones 
para la producción de agua potable y el tratamiento de las aguas re-
siduales. Además, algunas ciudades se están ayudando mutuamen-
te mediante intercambios esporádicos sobre las diferentes formas 
de llevar a cabo sus tareas.

Aunque las Comunidades Azules son muy conscientes de la im-
portancia de ofrecer un servicio de alta calidad en todo momento, 
la crisis de la covid-19 ha supuesto un gran reto en el funcionamien-
to diario de los operadores de agua, que deben seguir prestando 
servicios esenciales sin comprometer la salud y la seguridad de sus 
empleados.

En los siguientes apartados se destacan algunas de las di!culta-
des a las que se han enfrentado las Comunidades Azules, pero tam-
bién sus éxitos, como la buena toma de decisiones y el duro trabajo 
que los operadores de agua siguen realizando a diario para garanti-
zar el suministro de agua y saneamiento de alta calidad.
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Gestión de los recursos humanos
Aunque los servicios de agua son esenciales durante una pandemia, 
la salud y la seguridad de los trabajadores también es una prioridad 
para garantizar la continuidad del servicio. Los trabajadores mu-
nicipales de agua y saneamiento se enfrentan a un mayor riesgo 
de contraer la covid-19 en el desempeño de sus funciones. En la 
encuesta, los responsables de los servicios de agua informaron de 
que los empleados se enfrentaban a mayores niveles de ansiedad y 
que la gestión se había vuelto más compleja.

Según varios gerentes, la gestión de los recursos humanos ha 
sido el mayor reto diario desde el comienzo de la pandemia. Una 
gran mayoría se ha replanteado completamente los horarios y pla-
nes de trabajo del personal para reducir el estrés de los operarios 
y dar prioridad a la salud. Los gerentes informaron de niveles de 
ansiedad más altos de lo normal entre los trabajadores, relaciona-
dos con el temor al contacto con los compañeros, el uso de salas 
comunes y ordenadores compartidos, y el manejo de instrumentos 
de trabajo colectivos. El tratamiento de las aguas residuales fue una 
fuente adicional de estrés, dado que cuando se declaró la pandemia 
por primera vez, se sabía poco sobre la presencia de fragmentos 
residuales del virus en las aguas residuales.

Los gerentes respondieron reorganizando y cambiando los ho-
rarios de los equipos de trabajo para reducir el número de personal 
que trabajaba al mismo tiempo en el mismo sitio para disminuir los 
riesgos de contaminación. A pesar de estas medidas, la incertidum-
bre sobre los vectores de transmisión del virus contribuyó a generar 
altos niveles de ansiedad entre los empleados.

La reorganización de los equipos supuso un reto, ya que debían 
tener en cuenta varios factores, como la seguridad de los operarios 
del agua, las medidas de higiene establecidas por el gobierno, las 
necesidades de los ciudadanos, la preservación de la calidad del 
agua potable y la cantidad a producir, y el servicio de tratamiento 
de aguas residuales a realizar, todo ello en el contexto de gran in-
certidumbre creado por la pandemia. Siempre que fue posible, y 
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en función del puesto que ocupaban, algunos miembros del equi-
po también trabajaron desde casa. Algunos municipios sufrieron 
escasez de mano de obra por enfermedad. Otros crearon equipos 
de empleados en espera para sustituir a trabajadores cuando fuera 
necesario. Por último, algunos municipios dedicaron un puesto de 
vigilancia permanente en cada uno de sus centros para aumentar la 
seguridad y la continuidad de las operaciones.

Medidas de higiene
Para proteger a sus operarios, las direcciones municipales de las 
Comunidades Azules adoptaron mayores y adecuadas medidas de 
higiene de acuerdo con las recomendaciones del gobierno y del 
Instituto Nacional de Salud Pública de Quebec. Se ha realizado una 
limpieza más frecuente de todos los equipos y locales para reducir 
el riesgo de contaminación. Desde el inicio de la pandemia se ha es-
tablecido un distanciamiento físico en todos los lugares de trabajo. 
Los responsables también han reorganizado los equipos de trabajo 
para que cubran diferentes lugares y así reducir la contaminación 
cruzada. El uso de mascarillas o cubiertas faciales se ha convertido 
en una práctica obligatoria en todas las Comunidades Azules para 
proteger aún más a los operarios del agua. A menudo se exige el 
uso de guantes de protección. Por último, lavarse las manos con fre-
cuencia después de realizar todas las tareas es la medida preferida 
para reducir el riesgo de propagación del virus.

Gestión de la producción y el consumo de agua potable
En las entrevistas con responsables de las Comunidades Azules, al-
gunas informaron de que habían tenido problemas con la gestión 
del agua potable, mientras que otras no informaron de ninguno. En 
general, la producción real de agua potable no ha sido un proble-
ma planteado por las Comunidades Azules. Hasta ahora, los trata-
mientos necesarios para producir agua potable han ido bien. Sin 
embargo, se ha manifestado la preocupación por el aumento de los 
niveles de consumo en comparación con años anteriores, ya que la 
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gran mayoría de las Comunidades Azules han experimentado nive-
les más altos de consumo de agua potable, sobre todo en los secto-
res residencial y agrícola, mientras que la demanda ha disminuido 
en la industria. Los residentes consumen más agua de lo habitual 
porque se quedaron en casa, cancelaron sus viajes al extranjero, 
fueron con menos frecuencia a restaurantes, compraron más pisci-
nas e hicieron más proyectos de renovación de viviendas. Además, 
los ciudadanos se dedicaron más a la jardinería, que requiere un 
riego frecuente y sostenido. El aumento del lavado de artículos de 
exterior e interior, como los automóviles, los artículos de jardín, 
los muebles y los alimentos, contribuyó a un aumento signi!cativo 
del consumo de agua potable. Además de estos usos no esenciales 
del agua, las medidas de higiene recomendadas para combatir la 
covid-19, como la limpieza de super!cies y el lavado frecuente de 
manos, también han aumentado la demanda de agua potable.

Con el con!namiento, la gente también trasladó sus actividades 
laborales y comerciales habituales de sus o!cinas a sus hogares. 
El agua que habitualmente se consume en el lugar de trabajo, que 
suele estar situado en un distrito comercial o industrial, se consu-
me ahora en el hogar. Así, para los municipios con una o más zonas 
residenciales, la cantidad de agua potable que había que producir 
aumentó considerablemente. 

Los patrones climáticos inusuales también son culpables del 
aumento de los niveles de consumo de agua. Las olas de calor en 
Quebec suelen empezar en el mes de julio, pero en 2020 la primera 
ola de calor llegó en mayo. Durante las olas de calor los ciudadanos 
consumen más agua para su hidratación y cuidado personal. Ade-
más, debido al clima más cálido, las piscinas privadas y públicas se 
abren antes, y hay más personas que se dedican a la jardinería y a 
regar el césped. Todas estas actividades han aumentado aún más el 
consumo de agua en los contadores municipales.

En algunas comunidades, estos niveles de consumo superiores a 
los normales sólo se produjeron durante las olas de calor, y cuando 
la temperatura bajó los niveles de consumo volvieron a la norma-
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lidad. Otros municipios han sufrido niveles de consumo más altos 
desde el comienzo de la pandemia. El intenso calor y la reducción 
de las lluvias en los meses de mayo y junio de 2020 redujeron el 
nivel de agua de los ríos, lo que supuso una mayor presión para los 
operadores. Algunas comunidades tuvieron que duplicar la produc-
ción de agua, acercándose a su capacidad máxima de producción. 
Esta situación alarmó a los funcionarios de algunos municipios, 
que expresaron su temor de que la demanda de agua de los ciuda-
danos pudiera superar el suministro.

A pesar del aumento de los niveles de consumo en la mayoría 
de las Comunidades Azules y del descenso de los niveles de agua 
en los ríos, la calidad del agua ha cumplido sistemáticamente las 
normas desde el comienzo de la pandemia. Aunque el aumento de 
la demanda hizo que algunos municipios temieran lo peor, y algu-
nos contemplaron la posibilidad de emitir avisos de hervir el agua, 
ninguno tuvo que ponerlos en práctica. Están vigilando de cerca la 
situación y participan en campañas de educación pública en torno 
al uso sostenible del agua a través de las redes sociales y sus sitios 
web. Es importante señalar que en Quebec las tarifas de los ser-
vicios de agua se pagan por edi!cio en forma de impuesto anual 
sobre el agua, que no tiene en cuenta el consumo individual. Sin un 
incentivo !nanciero inmediato que incite a un uso responsable del 
agua, este tipo de concienciación era esencial.

Algunos municipios estuvieron a punto de emitir avisos de her-
vir el agua durante la pandemia, pero las restricciones del uso del 
agua lo impidieron, al disuadir a la gente de lavar sus coches, regar 
el césped o rellenar sus piscinas privadas. Sin embargo, la mayoría 
de las Comunidades Azules optaron por no restringir el riego de los 
huertos, por considerar que esta actividad fomentaba el bienestar y 
era muy necesaria durante un periodo de con!namiento.

Entre las medidas responsables con el ambiente utilizadas por 
las Comunidades Azules, una de ellas era utilizar el agua del río 
para lavar las calles en primavera con el !n de ahorrar agua pota-
ble. El vertido se dirigía a las alcantarillas pluviales, y estas aguas 
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residuales se trataban posteriormente en la planta. Esta iniciativa 
merece ser destacada, ya que sin duda bene!ciaría a varios otros 
municipios que se enfrentan al estrés hídrico.

Algunas Comunidades Azules habían previsto instalar más fuen-
tes públicas de agua potable en 2020 como parte de un esfuerzo 
para promover el consumo de agua del grifo en lugar de agua em-
botellada, y para facilitar la hidratación de los residentes durante 
las actividades al aire libre en la ciudad. Algunos tuvieron la suerte 
de poder continuar con estos planes, pero otros tuvieron que pau-
sarlos debido a la pandemia. Todos los municipios llevaron a cabo 
una mayor limpieza de las fuentes de agua para hacer accesible el 
agua potable a los residentes en el contexto de la pandemia.

Gestión del tratamiento de aguas residuales
Ninguno de los responsables de las Comunidades Azules informó 
de problemas para tratar sus aguas residuales. Sin embargo, la pan-
demia ha introducido nuevas fuentes de residuos sólidos que han 
llegado a los sistemas de alcantarillado. Varios municipios han en-
contrado toallitas de limpieza en las rejillas del alcantarillado, lo 
que ha provocado atascos y la rotura de las bombas. Por ello, varias 
comunidades azules han emitido avisos a través de las redes socia-
les y de sus páginas web pidiendo a los ciudadanos que tiren las 
toallitas de limpieza a la basura doméstica en lugar de al inodoro. 
En el momento de las entrevistas, la situación había mejorado con-
siderablemente. Además, algunas Comunidades Azules informaron 
de la presencia de toallitas de limpieza industriales en las rejillas 
del alcantarillado, pero esa situación también se recti!có después 
de que emitieran avisos. Por último, también se han encontrado 
ocasionalmente en las aguas residuales de algunos municipios 
guantes de protección transportados por el agua de lluvia a los co-
lectores de aguas pluviales. Al igual que con las toallitas, los avisos 
a los ciudadanos han contribuido a reducir este problema. A pesar 
de la gestión de los residuos, el tratamiento de las aguas residuales 
ha funcionado bien en todos los municipios, y los resultados de los 
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análisis de aguas residuales han cumplido las normas de protección 
del ambiente.

Tratamiento y análisis
Aunque la cantidad de agua utilizada en las Comunidades Azules 
ha aumentado desde el comienzo de la pandemia, no ha sido ne-
cesario ningún tratamiento adicional para producir agua potable y 
tratar las aguas residuales. Todas las Comunidades Azules han in-
formado que todo va bien en este frente. Los resultados de los aná-
lisis del agua estaban dentro de las normas ambientales para todos 
los municipios contactados desde el inicio de la pandemia, tanto 
para la producción de agua potable como para el tratamiento de 
las aguas residuales. No obstante, algunos municipios informaron 
de que realizaban algunos tratamientos de cloración preventiva. Se 
mantiene un control regular de la calidad y la cantidad de agua pro-
ducida y tratada para prevenir cualquier problema.

Unos pocos municipios informaron de que habían tenido di!cul-
tades para enviar las muestras de agua y los resultados de las prue-
bas a las autoridades competentes debido al aumento del volumen 
de trá!co para el envío de paquetes por parte de los transportistas 
comerciales. Sin embargo, no se registraron sanciones y todos los 
muestreos se completaron dentro del plazo reglamentario.

Investigación
Para prepararse mejor ante una posible segunda oleada de la pan-
demia de covid-19 en Quebec, algunas Comunidades Azules se han 
unido a un equipo de investigadores universitarios en un estudio 
cientí!co que procura rastrear la presencia del coronavirus en 
las aguas residuales municipales. Los investigadores esperan que 
el seguimiento de la presencia del virus en el saneamiento pueda 
proporcionar una señal de alerta temprana de un posible brote de 
la enfermedad en la población, como complemento a las pruebas 
individuales. En el estudio se recogen muestras de aguas residua-
les y se analizan dos veces por semana. Otro objetivo del estudio 
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es ayudar a los municipios a detectar mejor el virus en las aguas 
residuales y garantizar un tratamiento adecuado.

CONCLUSIÓN

Algunos ayuntamientos miran al futuro con un rayo de esperanza 
sin dejar de estar muy atentos. Sostienen que las siguientes olea-
das debería ser más fácil de gestionar. Ahora sabemos más sobre el 
virus y sus vectores de transmisión que cuando se declaró la pan-
demia por primera vez, y los operadores de agua han aprendido va-
liosas lecciones que les ayudarán a gestionar la situación aún mejor 
en el futuro. Además, se espera que la siguiente ola se produzca en 
un momento en el que habrá menos demanda de agua. Las piscinas 
y otras instalaciones acuáticas habrán cerrado al !nal de la tempo-
rada de verano, las fuentes públicas de agua potable se cierran en 
otoño y los ciudadanos utilizan menos agua para actividades al aire 
libre como la jardinería en los meses más fríos. Se espera que el 
consumo de agua disminuya gradualmente en los próximos meses, 
y los municipios tendrán menos que temer por un consumo supe-
rior al normal y podrán empezar a gestionar el agua y el personal 
con más “normalidad”. 

Dada la situación de pandemia reinante, los municipios de las 
Comunidades Azules han hecho un buen trabajo de gestión del 
agua potable y del tratamiento de las aguas residuales. La calidad 
y la cantidad del agua potable y el tratamiento de las aguas residua-
les han cumplido sistemáticamente las normas establecidas. Los 
ciudadanos han disfrutado de un acceso continuo a agua potable 
de buena calidad y en cantidad su!ciente. Los municipios de las 
Comunidades Azules han demostrado que son capaces de adaptar-
se a una situación sin precedentes. A pesar de que algunos se han 
enfrentado a di!cultades, especialmente los municipios y ciudades 
más grandes, han mostrado iniciativa en la gestión de sus recur-
sos humanos y materiales, al tiempo que han puesto en marcha las 
medidas de higiene y seguridad recomendadas por las autoridades 
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de salud pública. Algunos han innovado en sus prácticas y han co-
laborado para desarrollar mejores estrategias y aprender de lo que 
hacen otros municipios.
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Capítulo 28

Denisse Roca-Servat
Erika Meneses

LA CAPACIDAD DE PAGO FRENTE AL 
DERECHO AL AGUA: IMPERATIVOS 
COMERCIALES Y ALTERNATIVAS 
SOCIO-PÚBLICAS EN MEDELLÍN

Este capítulo describe la prestación de servicios de agua en 
Medellín, Colombia, en el contexto de la pandemia. Se ana-
liza la introducción de medidas de emergencia nacionales y 

locales en relación con los servicios públicos de agua y saneamien-
to y la reacción de los movimientos sociales y las comunidades vul-
nerables ante estas medidas. Siguiendo los mandatos nacionales, la 
empresa local de servicios públicos Empresas Públicas de Medellín 
(EPM) ofreció un descuento en la tarifa para los usuarios más po-
bres y unas condiciones de pago más favorables para el resto. Sin 
embargo, ninguna de estas medidas fue “gratuita”. Por el contrario, 
aumentaron la deuda de los pobres y no contribuyeron a solucio-
nar la falta de servicios esenciales en los barrios más marginados. 
En respuesta, las organizaciones populares propusieron estrategias 
alternativas para garantizar el derecho constitucional al agua, in-
cluyendo la condonación de la deuda para los usuarios más vulne-
rables, así como el fortalecimiento de los acueductos comunitarios.

INTRODUCCIÓN 

Medellín es considerada una de las ciudades más desiguales de Co-
lombia y de América Latina, con marcados contrastes socioeconó-
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micos entre barrios (Medellín Como Vamos 2019). La empresa de 
servicios públicos, Empresas Públicas de Medellín (EPM), a!rma 
que proporciona agua y saneamiento a la gran mayoría de los resi-
dentes, con una tasa de cobertura de agua del 97% y de alcantari-
llado del 95% (EPM 2019). Sin embargo, estas estadísticas no tienen 
en cuenta que los barrios más pobres y vulnerables están fuera del 
área de cobertura. 

Con el objetivo de examinar críticamente el impacto de las me-
didas de emergencia introducidas por EPM durante la pandemia de 
covid-19 para el suministro del servicio de agua, este capítulo tiene 
en cuenta las perspectivas de los movimientos sociales y de las co-
munidades más vulnerables de la ciudad. La investigación se llevó 
a cabo mediante el método de la etnografía virtual. Este método 
incluyó la revisión de fuentes secundarias, páginas web institucio-
nales y redes sociales, además de 12 entrevistas en profundidad rea-
lizadas por teléfono o plataformas virtuales a funcionarios de EPM, 
la Alcaldía de Medellín, concejales del municipio, líderes de movi-
mientos sociales urbanos, abogados, activistas y residentes locales.

LAS MEDIDAS DE EPM CONTRA LA PANDEMIA

Antes de la pandemia, EPM había estimado que alrededor de 19.000 
hogares tenían sus servicios de agua suspendidos o desconecta-
dos, y unos 8.000 más estaban en riesgo de perder el servicio (EPM 
2020a). Además, unos 16.644 clientes tenían servicios de agua pre-
pagada y, por lo tanto, corrían el riesgo de quedarse sin agua debido 
a las limitaciones económicas. Los servicios de agua de prepago se 
ofrecen a los usuarios que no han pagado sus facturas de agua du-
rante seis meses y se les ha cortado el servicio. Con los contadores 
de prepago, el 10% de lo que se les cobra se destina a pagar la deuda 
anterior, y el resto al consumo. 

Siguiendo los mandatos nacionales de prestación de servicios 
públicos, EPM suspendió la parte de la deuda de reembolso de las 
tarifas de agua para los usuarios de agua y energía de prepago (De-
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creto 2280 de EPM, 2020; funcionario de EPM, comunicación per-
sonal, 26 de junio de 2020). Además, creó un programa que permi-
te a los usuarios acceder a una determinada cantidad de servicio 
de agua y electricidad durante el con!namiento, y pagar por este 
consumo adicional posteriormente (EPM 2020c). Bajo el programa 
Precargas por la Vida, EPM introdujo “recargas !nanciadas” (EPM 
2020e) para los usuarios de agua prepagada. Si el consumo de agua 
prepagada de un usuario estaba normalmente entre 8 y 9 metros 
cúbicos al mes, bajo este programa se le daban dos cargas de 15 me-
tros cúbicos mensuales para que no necesitara acudir a una tienda 
a recargar la tarjeta de prepago (funcionario de EPM, comunicación 
personal, 26 de junio de 2020). 

Al presentar estas iniciativas, EPM dejó claro que simplemente 
estaba reprogramando los pagos, no ofreciendo servicios públicos 
“gratuitos”. Los usuarios del programa de prepago podían inscribir-
se en este programa desde el 27 de marzo de 2020 hasta el 15 de 
julio de 2020. A partir del 22 de julio, estas precargas especiales del 
servicio de agua se sumarían a las deudas anteriores (EPM 2020d) 
sin cobrar intereses durante 36 meses. Según EPM, el objetivo de 
las “Precargas por la Vida” -en virtud de las cuales a los hogares se 
les asignarían 30 metros cúbicos durante un mes (lo que equivale a 
unos tres meses de consumo regular)- era dar tranquilidad a las fa-
milias durante el cierre (EPM 2020e). Hasta el 31 de marzo se habían 
cobrado 3.000 precargas en el Valle de Aburrá, de las cuales 2.500 
corresponden a la ciudad de Medellín (EPM 2020f).

Entre el 23 de marzo y el 31 de julio de 2020, EPM también sus-
pendió todos los cortes de agua durante la emergencia sanitaria na-
cional y ordenó la reconexión y reinstalación del servicio de agua 
potable en las viviendas o locales en los que fue necesario suspen-
derlo. Bajo este programa se evitaron cortes a 7.650 familias en el 
área metropolitana (EPM 2020a, 2020c). Al 29 de abril de 2020, cerca 
del 96% de los 11.400 usuarios que no habían pagado por más de 
nueve meses consecutivos pudieron tener sus servicios reinstala-
dos (EPM 2020c). 
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Para cumplir con los decretos del gobierno nacional, EPM sus-
pendió el cobro de los intereses de las facturas de agua impagadas 
del 23 de marzo al 31 de julio (Decreto EPM 2310, 2020). También 
creó nuevas condiciones !exibles para la "nanciación, establecien-
do plazos y tarifas que variaban según el nivel socioeconómico. 
EPM ofreció a los usuarios residenciales de los estratos más bajos 
(1 y 2) y de los estratos medios (3 y 4) una tasa de interés preferen-
cial durante 24 meses. A los niveles de ingresos más altos (5 y 6) y 
a los usuarios no residenciales también se les ofrecieron condicio-
nes especiales y tarifas reducidas. Además, la empresa ofrecía un 
descuento del 10% para los tramos 1 y 2, que era válido hasta un 
máximo de tres facturas pagadas a tiempo (Decreto EPM 2310, 2020; 
EPM 2020g). 

En la ciudad de Medellín, la imposibilidad de pagar no es el úni-
co problema que limita el acceso al agua. La red formal de agua y 
saneamiento no llega a algunos barrios porque los asentamientos 
están situados más allá del perímetro urbano, en las partes altas de 
las montañas. Para dar servicio a estas poblaciones, EPM estudió la 
posibilidad de repartir agua en camiones cisterna durante la pan-
demia. Sin embargo, llegó a la conclusión de que los usuarios esta-
ban demasiado dispersos por el Valle de Aburrá y que no contaban 
con los equipos adecuados. EPM también temía que la distribución 
de agua de esta manera fomentara las grandes concentraciones de 
personas, lo que no permitiría respetar las medidas de distancia-
miento físico (EPM, comunicación personal, 13 de abril de 2020).

LAS REIVINDICACIONES DEL MOVIMIENTO SOCIAL

Desde la perspectiva de los movimientos sociales, la covid-19 ex-
puso los problemas de los barrios más pobres de la ciudad que ya 
existían mucho antes de esta crisis. Estos barrios están formados 
por personas de diferentes partes del país, muchas de ellas vícti-
mas del con!icto armado colombiano (Granada 2008, Zibechi 2015, 
CNMH 2017). Para los residentes de estas comunidades el agua es 
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un “elemento vital necesario para la supervivencia” (líder social de 
la Comuna 8, comunicación personal, 23 de julio de 2020). Sin em-
bargo, consideran que en este momento, al no tener acceso al agua, 
también se les impide ejercer su derecho a la ciudad. Así, para ellos, 
el agua constituye la vida, pero también revela las posibilidades que 
tienen todos los habitantes de un territorio de acceder a derechos 
que sean respetados y garantizados por igual. En este orden de 
ideas, según un miembro del movimiento social de la Mesa Interba-
rrial de Desconectados, el agua ha sido uno de los referentes físicos 
en torno a los cuales se ha plani!cado y organizado la ciudad (co-
municación personal, 9 de julio de 2020).

Las redes de agua y alcantarillado de EPM no llegan a estas co-
munidades porque son asentamientos informales no reconocidos 
legalmente por la administración municipal (miembro de la Cor-
poración Jurídica Libertad (CJL), comunicación personal, 13 de 
julio de 2020). Por lo tanto, los hogares han desarrollado diferen-
tes formas de acceso al agua que continúan durante la pandemia. 
En algunos casos, los residentes de las laderas han construido sus 
propios acueductos formales e informales, extrayendo agua de los 
manantiales que bajan por las montañas (Botero-Mesa y Roca-Ser-
vat 2019). Otros solicitan donaciones de agua a los vecinos que tie-
nen una conexión formal con EPM, o dependen de la solidaridad 
de amigos, familiares y conocidos (residente de la Comuna 1, co-
municación personal, 1 de agosto de 2020). Cuando las !nanzas lo 
permiten, algunos hogares también compran agua embotellada. En 
ciertos barrios, hay fuentes de agua no tratada que son controladas 
por grupos clandestinos. Esta agua suele llegar a última hora de la 
noche y cuando llega, la gente lava la ropa o la almacena para su uso 
posterior. La tarifa por este servicio es de 5.000 pesos (a una cotiza-
ción de 3844 pesos por dólar) por semana (residente de la Comu-
na 1, comunicación personal, 1 de agosto de 2020). Otros obtienen 
agua de los tanques de agua a través de mangueras “informales”, 
aunque esta agua no sea apta para el consumo humano.

Algunos de estos mecanismos implican el contacto físico con 
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otras personas, creando temor, estrés, ansiedad e incluso depresión 
ante la posibilidad de contagios (Stoler et al. 2020). Las mujeres son 
las más afectadas por la amenaza adicional de la violencia domés-
tica (Stoler et al. 2020) y porque suelen ser las cabezas de familia. 
Como lo planteaba un residente: “¿Trabajamos y nos infectamos? 
¿O dejar de trabajar y carecer de medios para comer y pagar los 
servicios?” (residente de la Comuna 1, comunicación personal, 1 de 
agosto de 2020).

Muchos hogares de los asentamientos ubicados en las zonas altas 
de la montaña no pueden pagar sus facturas ni siquiera en épocas 
regulares. La crisis económica de estas familias se ha visto agravada 
por la pandemia (Observatorio de Seguridad Humana de Medellín 
2020), con una creciente preocupación por las desconexiones del 
servicio de agua. La desconexión se produce de dos maneras: los 
usuarios no prepagados del servicio, y Aguas Prepago. Ambas están 
sujetas a la capacidad de pago. Como nos lo informara un miem-
bro del CJL: “Entendemos el agua de prepago como otra forma de 
desconexión. Un usuario con servicios de prepago puede ser desco-
nectado de un momento a otro porque depende de la capacidad de 
compra del usuario. Si tiene dinero, puede recargar; si no lo tiene, 
se le desconecta” (comunicación personal, 13 de julio de 2020).

Los residentes también se han quejado de que la información 
difundida sobre el programa Precargas por la Vida ha sido confu-
sa. Un residente dijo lo siguiente: “Con la pandemia, cuando estaba 
leyendo sobre Precargas por la Vida, tanto para el servicio de ener-
gía como el de agua, decía que sólo se puede recibir una carga de 
agua una vez durante los primeros meses, pero después no estaba 
muy claro” (miembro del CJL, comunicación personal, 13 de julio 
de 2020). Muchos residentes no estaban seguros de cuántas veces 
podían adquirir las precargas y de cómo pagarían la deuda adicio-
nal en el futuro. 

Las organizaciones del movimiento social han presentado varias 
demandas relacionadas con el agua en el contexto de la pandemia. 
Además de proponer que EPM suspenda todas las desconexiones 
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(Corporación Contracorriente et al. 2020, Zona Nororiental de Me-
dellín 2020) -medida que se implementó-, también exigen el sumi-
nistro mediante camiones cisterna para los barrios y territorios 
donde hay acceso limitado a la red formal de agua (Corporación 
Contracorriente et al. 2020). Los barrios de la Zona Nororiental tam-
bién proponen formas adicionales de pago de los servicios públicos 
que tengan en cuenta la capacidad real de pago de las familias de 
bajos ingresos: condonación de todas las deudas para el estrato 1, 
condonación del 50% de las cuentas de pago atrasadas para el estra-
to 2 y eliminación de las multas por mora para el estrato 3 mientras 
dure la pandemia (Zona Nororiental de Medellín 2020, 4). 

Al hacer estas demandas, estas organizaciones hacen un llama-
do al Estado para que asegure el derecho al Mínimo Vital de Agua 
Potable o MVAP, el cual es de!nido por la Corte Constitucional de 
Colombia como “un derecho fundamental que le permite al indivi-
duo vivir de acuerdo con el estilo de vida que lo caracteriza, según 
su situación económica y todo lo que requiera para vivir con digni-
dad” (Sentencia T 469/18 citada en Román 2020). Hacen un llamado 
al Estado para que garantice este derecho en el mediano plazo para 
todos los hogares, no solo en el contexto de la pandemia, sino tam-
bién por la constante exposición de los niños a otras enfermedades 
infecciosas asociadas a la calidad del agua (Corporación Contraco-
rriente et al. 2020, Zona Nororiental de Medellín 2020). 

Estas organizaciones han criticado las medidas mínimas de agua 
potable de EPM, reclamando la continuidad del servicio de agua y 
la inversión pública para ampliar la cobertura del servicio. Llaman 
la atención sobre el hecho de que en medio de la mayor amenaza 
de salud pública del siglo, la lógica empresarial de EPM no ha inspi-
rado más que una innovación comercial: “¡Agua a crédito!” (Penca 
de Sábila 2020).

Las propuestas de estas organizaciones también piden al alcalde 
que priorice la recuperación y estabilización de las poblaciones vul-
nerables en el Plan de Desarrollo 2020-23, implementando medidas 
para fortalecer la economía informal y garantizando la cobertura 
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universal de salud y mejores condiciones de salubridad a través de 
“la prestación de servicios públicos esenciales y de saneamiento 
básico y el mejoramiento de la vivienda” (Corporación Contraco-
rriente et al. 2020). Para ello, proponen la ejecución de la sentencia 
de febrero de 2020 en la que el Consejo de Estado ordenó a la ciu-
dad dotar de agua potable al barrio Granizal, lo que implicaría la 
construcción de una infraestructura que podría bene!ciar a más de 
30.000 personas que viven entre el barrio Granizal y las comunas 1, 
3 y 8 (Zona Nororiental de Medellín 2020, 12).

Además, las organizaciones sociales han pedido al gobierno lo-
cal y al gobierno nacional que proporcionen una renta básica. La 
primera fase consistiría en identi!car a las familias bene!ciarias, y 
la segunda fase (que se aplicaría entre 2021 y 2023) supondría trans-
ferencias a estas familias para cubrir los gastos de salud, educación, 
seguridad alimentaria, acceso a la cultura, servicios públicos, em-
pleos dignos y reconocimiento del trabajo doméstico. El objetivo 
de la renta básica es reforzar las capacidades de las personas para 
acceder a las condiciones mínimas indispensables para la vida.

Estas circunstancias excepcionales están dando lugar a re"exio-
nes sobre las reivindicaciones históricas de los habitantes de los 
barrios populares. Muchos líderes de movimientos sociales y co-
munitarios están reconsiderando su estrategia discursiva que ha 
hecho hincapié en los mínimos básicos. En lugar de mínimos, la 
idea de máximos vitales ha ido ganando terreno durante la pande-
mia. Máximos vitales se re!ere al desarrollo integral y a la dignidad 
del ser humano, cuestiones que no se pueden abordar cubriendo 
las necesidades mínimas, sino que requieren que se erradique toda 
forma de opresión y vulnerabilidad (líder social de la Comuna 13, 
comunicación personal, 15 de julio de 2020). Entre los máximos vi-
tales para una vida digna se encuentra una noción expansiva de los 
derechos socioeconómicos, “incluyendo la alimentación, los servi-
cios públicos esenciales, la vivienda y la educación” (líder social de 
la Comuna 8, comunicación personal, 23 de julio de 2020). 
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“UNIDOS POR EL AGUA”

Aunque el Plan de Desarrollo 2020-23 reconoce la existencia de 
viviendas en zonas que carecen de la prestación de servicios bási-
cos por su ubicación geográ!ca e incluye la discusión sobre cómo 
integrar estas zonas a través de nuevas tecnologías, no hay planes 
concretos para materializar esta idea. El plan de desarrollo también 
propone muchas intervenciones dirigidas a aumentar la cobertu-
ra de servicios básicos en los barrios periurbanos, “porque es allí 
donde existe el mayor dé!cit y donde se hace mucho más complejo 
el cumplimiento de las medidas sanitarias para frenar el contagio 
por covid-19 o cualquier otra pandemia” (Alcaldía de Medellín 2020, 
11). Más especí!camente, menciona la meta de ampliar la cobertu-
ra de agua y alcantarillado a través de la continuación del programa 
Unidos por el Agua y la adecuación de los acueductos comunitarios 
(Movimiento de Laderas 2020). Este programa está vigente desde 
2016 como programa municipal de la anterior administración local 
en alianza con EPM.

Según la Corporación Jurídica Libertad (CJL), una organización 
de defensa legal de la ciudad, este programa permitió ampliar los 
servicios de agua y alcantarillado en algunos sectores de Moravia, 
La Honda y La Cruz (CJL, comunicación personal, 13 de julio de 
2020). Sin embargo, el Plan de Desarrollo de la actual administra-
ción no le da su!ciente importancia a este proyecto. A la CJL le pre-
ocupa que en el Plan de Desarrollo 2020-2023, el programa “Unidos 
por el Agua”, que ha sido rebautizado como Conexiones por la Vida 
por el nuevo gobierno municipal, no esté bien de!nido y no sea cla-
ra su continuidad. Los líderes sociales también han criticado este 
programa por no contemplar la limitada capacidad de pago de las 
personas, lo que provocará desconexiones y más usuarios de agua 
prepagada (líder social de la Comuna 13, comunicación personal, 
15 de julio de 2020).
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LA IMPORTANCIA DE LOS ACUEDUCTOS COMUNITARIOS

Antes de la expansión de EPM a los barrios periféricos, la gestión 
del agua se realizaba mediante varios acueductos comunitarios. Por 
ejemplo, el acueducto del barrio El Faro, situado en los límites de 
la periferia urbana-rural, existe desde hace más de 30 años. El agua 
que suministra proviene de la quebrada La Castro, y no cuenta con 
ningún sistema de tratamiento de sus aguas. Entre 2008 y 2016, la 
comunidad construyó un sistema de acueducto y alcantarillado no 
convencional que hoy bene!cia a más de 2.100 familias. Sin embar-
go, hay aproximadamente entre 350 y 400 hogares en los barrios 
más altos de la Comuna 8 que aún no cuentan con los servicios por 
estar fuera del perímetro urbano (líder social de la Comuna 8, co-
municación personal, 23 de julio de 2020).

Durante la pandemia, los habitantes de estos sectores han tenido 
que enfrentarse a di!cultades adicionales en cuanto al uso del agua 
del acueducto: “Durante las vacaciones los turistas locales vienen a 
la zona y contaminan el agua. Tenemos que cerrar la válvula los sá-
bados, domingos y lunes, y tenemos que usar el agua que queda en 
el tanque. Los que no tienen un tanque de almacenamiento tienen 
que beber barro” (líder social de la Comuna 8, comunicación perso-
nal, 23 de julio de 2020). Estas familias han hecho algunas mejoras 
para limpiar el agua y han estado luchando desde 2016 para que el 
agua de El Faro sea potable (líder social de la Comuna 8, comunica-
ción personal, 23 de julio de 2020; miembro del MID, comunicación 
personal, 9 de julio de 2020).

Es importante mencionar que si bien El Faro es el caso más co-
nocido de acueducto periurbano, no es el único (miembro del MID, 
comunicación personal, 9 de julio de 2020). Los barrios populares 
de las laderas reclaman el apoyo, la creación y el “fortalecimien-
to de los acueductos comunitarios para garantizar el acceso a agua 
apropiada para el consumo humano” (miembro de la CJL, comuni-
cación personal, 13 de julio de 2020). Por otro lado, los líderes co-
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munitarios cuestionan el papel de EPM en este tema: “¿Por qué no 
permite la formalización de los acueductos comunitarios? ¿Por qué 
no mejora su infraestructura?”. (Miembro del MID, comunicación 
personal, 9 de julio de 2020). El fortalecimiento de los acueductos 
comunitarios es crucial para democratizar la gestión del agua y ga-
rantizar el acceso como un derecho fundamental.

CONCLUSIÓN

El caso de EPM ilustra la importancia de democratizar los servicios 
básicos de agua y saneamiento y defender el agua como un bien 
común y un derecho fundamental. La pandemia de covid-19 ha pro-
fundizado una crisis que los colombianos venían sufriendo a causa 
de un modelo económico capitalista basado en una ideología neo-
liberal, tecnocrática, acumulativa e individualista. En este sentido, 
cuando hablamos de democratizar los servicios básicos de agua y 
saneamiento no nos referimos a las formas en que el capitalismo 
ha cooptado o se ha apropiado de la democracia liberal -que se li-
mita a una democracia representativa super!cial en la que mandan 
los intereses privados (Roa 2016)- sino a la necesidad de trascender 
la democracia representativa y transformar nuestras comunidades 
para crear formas deliberativas y comunitarias de participación 
ejercidas a nivel local y nacional (Santos y Avritzer 2007). Esta de-
mocratización debe tener en cuenta la interseccionalidad como he-
rramienta que revela la complejidad de las interrelaciones de dife-
rentes estructuras opresivas como la raza, la clase social, el género, 
la edad, la diversidad funcional o la sexualidad, entre otras (Collins 
2017).

En este sentido, la prestación del servicio de agua en la ciudad 
de Medellín muestra la tensión entre la visión neoliberal del agua 
y la que entiende el agua como un derecho fundamental. Hay por 
lo menos tres puntos de discordia: (a) la tensión entre la compren-
sión del agua como un recurso natural estratégico versus un bien 
común, (b) la tensión entre el agua como mercancía y como dere-
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cho fundamental, y (c) la tensión entre los modelos corporativos de 
gestión del agua y la gestión comunitaria del agua.

En cuanto a la primera tensión, destacamos que, según la lógica 
empresarial de EPM, el agua es al mismo tiempo un recurso escaso 
que debe regirse por el mercado y un bien público que pertenece 
al Estado. En el cumplimiento de su deber de prestar un servicio, 
EPM debe cumplir ante todo su función empresarial. En cambio, 
para movimientos sociales como la Mesa Interbarrial de Desconec-
tados y las organizaciones barriales de la Comuna 8, el acceso al 
agua brinda la posibilidad de una vida digna (en términos de salud, 
vivienda y servicios básicos). Como base de la vida, el agua no es 
una cosa, sino que está presente de múltiples maneras y, por lo tan-
to, se puede acceder a ella y conocerla también de diversas formas. 

En cuanto a la segunda tensión, vemos cómo para la empresa el 
objetivo de lograr la cobertura universal choca con el problema de 
la accesibilidad y la asequibilidad. Para EPM, es imposible garanti-
zar el derecho al agua sin integrar los costes y el pago por su uso. 
En cambio, para los movimientos sociales, la falta de agua potable 
revela la desigualdad en el acceso a los derechos y a la dignidad 
humana. Por ello, en el contexto de la pandemia, los movimientos 
vecinales han reclamado la condonación de la deuda para el pago 
de los servicios básicos para el estrato más bajo, la ampliación del 
Mínimo Vital de Agua Potable para la población más vulnerable, y 
la implementación de una renta básica al aumentar los índices de 
hambre, pauperización y violencia.

Por último, el tercer punto pone de mani!esto el contraste en-
tre la orientación de EPM y los acueductos comunitarios a la hora 
de gestionar. Por su parte, la lógica de mercado de EPM limita su 
capacidad de prestar servicios públicos básicos. Esto lo podemos 
ver, por ejemplo, en el programa “Unidos por el Agua - Conexiones 
por la Vida”: si bien brinda acceso al agua a personas vulnerables 
que viven en zonas de alto riesgo o fuera de los límites del períme-
tro urbano, no responde adecuadamente a la inequidad del sistema 
económico ni a la violencia que cruza los temas de clase social con 
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los de raza, género, edad, sexualidad, etc. Según los movimientos 
sociales, EPM parece estar más interesada en los pagos que en ga-
rantizar los derechos fundamentales.

A la luz de estos resultados, nuestras recomendaciones para las 
políticas públicas de acceso y !nanciación de los servicios básicos 
de agua y saneamiento en Medellín son las siguientes: 
• Ampliar los canales de comunicación y la con!anza entre EPM 

y la sociedad civil, especialmente con los movimientos y aso-
ciaciones de vecinos.

• Garantizar el Mínimo Vital de Agua Potable como derecho hu-
mano fundamental en el marco del Estado Social de Derecho 
y como mecanismo de reparación para las víctimas del con-
"icto armado interno. Además, el Mínimo Vital de Agua Po-
table debe extenderse a toda la población vulnerable durante 
las crisis.

• Integrar un análisis interseccional, que tenga en cuenta a los 
sujetos de especial protección, así como en las diferentes for-
mas de opresión en las políticas públicas de agua.

• En un contexto de profundización de la crisis económica, el 
gobierno municipal de Medellín y EPM deberían integrar es-
fuerzos para condonar el 100% de las deudas por servicio 
básico para el estrato 1 y el 50% para el estrato 2, además de 
ofrecer facilidades de pago más "exibles para el estrato 3. Adi-
cionalmente, se debe prestar más atención a la forma en que 
se manejan, visualizan y ejecutan los servicios públicos.

• Continuar y reforzar las subvenciones cruzadas y los mecanis-
mos de solidaridad entre grupos sociales, buscando la redistri-
bución y la equidad.

• Reforzar y ampliar el programa “Unidos por el Agua - Cone-
xiones por la Vida” para que llegue a más zonas de la ciudad 
incluyendo mejoras integrales en los barrios y garantizando el 
acceso al agua como un derecho fundamental.

• Reconocer la autonomía de los acueductos comunitarios y for-
talecer los acuerdos público-comunitarios, permitiendo una 
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variedad de formas de gestionar el agua como un bien común.
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